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11

Este libro tiene por objetivo estudiar el tema de la herencia —y las for-
mas de reaccionar a ella— que, en cuestión de derechos humanos, los 
regímenes autoritarios de Argentina, Chile, México y Uruguay dejaron 
a los gobiernos que les sucedieron tras los respectivos procesos de transi-
ción a la democracia iniciados a partir de los años ochenta.

La selección de los casos es heterogénea, puesto que tres de ellos se 
refieren a países del Cono Sur que soportaron dictaduras militares muy 
represivas entre las décadas de 1970 y 1980, mientras que México man-
tuvo un gobierno civil constituido de larga data, cuya estructura política 
no se alteró sustancialmente sino hasta los años noventa, no obstante los 
serios cuestionamientos de que fue objeto desde décadas atrás. 

Más allá de la caracterización que se hiciera del mexicano como un 
régimen autoritario típico, postulaba ser un Estado de derecho. E inclu-
so no faltaron argumentos para señalar que el exceso de poderes concen-
trados en la Presidencia de la República —independientemente de los 
juicios negativos que suscitara en tiendas intelectuales u opositoras— 
era, en todo caso, un hecho autorizado por la carta constitucional. 

En el aspecto ideológico la diferencia no fue menor, pues mien-
tras las dictaduras sudamericanas adoptaron un lenguaje de extre-
ma derecha que radicalizaba el discurso anticomunista de la guerra 
fría, el gobierno mexicano hacía suyas las consignas emanadas de la 
revolución de principios de siglo, buscando concentrar en un con-
junto canónico de tonos acentuadamente retóricos las posiciones de 
distintos bandos revolucionarios que en realidad habían estado muy 

Introducción

Los crímenes saldrán a la luz, 

aunque toda la tierra los sepulte.

Hamlet, I, 2.
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12 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

enfrentados, pero que se unificaban idealmente en la “Pax del pri”.1 
Parte esencial de este enfoque lo ocupaban orientaciones sociales y de 
reivindicación de los intereses populares que hubieran sonado a herejía 
en la misma época en el Cono Sur. Sin embargo, el régimen priista 
atacaba en los foros de derechos humanos las prácticas violatorias de las 
dictaduras castrenses que, paradójicamente, permitía en su territorio, al 
tiempo que (doble paradoja), proporcionaba refugio a muchos persegui-
dos políticos de América del Sur.

Es claro, por tanto, que —en lo que tiene que ver con el arco tempo-
ral y con el objeto de estudio que se abordará en las páginas siguientes— 
tres aspectos de comparación, al menos, son pertinentes a los cuatro 
países mencionados. 

En primer lugar, el objeto de estudio en sí, relacionado con la co-
misión de delitos especiales derivados de una política que —sin ironía— 
puede calificarse como de Estado, con la subsiguiente violación masiva de 
derechos humanos de ciertos grupos sociales en particular, que dejaría 
un lastre gravoso no subsanable por el simple supuesto (enunciado por 
un militar uruguayo) de que “a los vencedores no se les imponen con-
diciones”. Por el contrario, los hechos en evidencia tras investigaciones 
de instancias oficiales o de organizaciones independientes nacionales 
y extranjeras, generarían horror y desazón incluso en actores que al 
inicio los habían tácitamente aprobado o expresamente justificado. En 
todo caso, dejarían la impresión persistente de que, en un régimen 
democrático, en tanto no se pusieran en práctica medidas correctivas 
de investigación y, eventualmente, de ejercicio de la justicia, no sólo 
los afectados directamente o sus allegados no podrían estar en paz con 
la sociedad, sino que ésta tampoco podría estar en paz consigo misma 
y con sus conceptos de legalidad y justicia. 

Por la sigla del partido hegemónico, el Partido Revolucionario Institucional.1
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13Introducción  ◆

2

Pero la solución no era fácil de lograr, porque otros actores civiles 
y militares2 que habían tramado o ejecutado los hechos, así como sus 
aliados incondicionales o circunstanciales, no sólo siguieron actuando 
muchas veces con fuerza en el escenario político, sino que además rei-
vindicarían su participación en lo que juzgaban como una guerra justa 
librada a favor de la sociedad, de cuyos resultados supuestamente se 
beneficiaban incluso los sectores que los criticaban. Y no estaban des-
provistos de defensas institucionales debido a que las estructuras de la 
impunidad distaban de quedar desmanteladas en el curso de las transi-
ciones, y aun después.

En segundo lugar y conectado a lo anterior, inciden de forma central 
los procesos de transición a la democracia de los cuatro países. Éstos 
tuvieron semejanzas y diferencias, como se expondrá en los capítulos co-
rrespondientes. Mientras los regímenes sudamericanos verificaban (con 
sus altibajos) en el correr de las décadas mencionadas —y con variantes 
por país— una secuencia democracia-dictadura-democracia, en el caso 
mexicano se produjo un cambio gradual y negociado mediante refor-
mas constitucionales y legales, que permitió el pasaje de un gobierno 
civil autoritario a otro civil, limitado y cuestionado por distintas razones 
(una de las cuales se aborda en este libro), pero que marcó un avance 
democrático, especialmente en materia electoral. De hecho la regulariza-
ción de los comicios fue un factor común de cambio en los cuatro casos 
estudiados y no se puede negar que abrió el camino a una dinámica po-
lítica distinta en cuyo marco fueron más viables —pese a los obstáculos 
subsistentes—, los reclamos de verdad y justicia de las víctimas o de los 
movimientos sociales más amplios que se identificaban con éstas.

En tercer lugar, si bien no es objeto de tratamiento en esta investi-
gación, es necesario mencionar, aunque sea someramente, el papel de 
Estados Unidos en la política regional latinoamericana y, por tanto, en 

Independientemente de que el régimen fuera civil o militar, de acuerdo a las fuerzas que controlaran 
las instituciones, las campañas represivas se llevaron siempre con colaboración y complicidad de actores 
civiles y castrenses.
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14 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

lo que le concierne a los derechos humanos. Podría decirse de la política 
de la gran potencia relativa a derechos humanos en la historia latinoa-
mericana del último tercio del siglo xx, que fue similar a lo que describe 
el adagio español que habla del señor muy rico que primero creaba a los 
pobres para después ayudarlos. Sería una simplificación y una pérdida 
del conocimiento de la riqueza de los procesos nacionales regionales el 
reducirlos, como a menudo se hace en trabajos académicos o en la pren-
sa crítica, a un resultado de los caprichos de las empresas y los gobiernos 
estadounidenses. Pero ello no hace olvidar, en contraparte, que dichos 
procesos están integrados a un sistema de relaciones políticas más am-
plio y de dimensiones transnacionales. Tanto en la difusión de los meca-
nismos represivos (cuya similitud, digamos “técnica”, es clara) como en 
las ulteriores presiones diplomáticas para que los regímenes autoritarios 
(incluido México) se democratizaran, hubo una participación abierta o 
encubierta del país del norte. 

Originalmente, las infames técnicas de la guerra sucia moderna fueron 
inventadas por las tropas coloniales francesas, pero pronto pasaron a ser 
enseñanza no sólo de las escuelas militares latinoamericanas, sino también 
—y tal vez antes— de las academias castrenses de Estados Unidos (Robin, 
2005; McClintock, 1992, respectivamente).3 Por lo demás, en los informes 
de diplomáticos norteamericanos que se conocen respecto de la guerra sucia 
aplicada en los países estudiados, pueden encontrarse visiones más o menos 
objetivas de lo que estaba sucediendo pero, al menos en el caso de México, 
no censura moral ni recomendaciones a su gobierno para presionar por el fin 
de tales operaciones; aunque no se puede negar, en contraparte, que durante 
la presidencia de James Carter (1977-1981), sí hubo audiencia de la Casa 
Blanca para las denuncias de violaciones de derechos humanos e instruccio-
nes a sus embajadores para que eventualmente se encargaran del tema.

Hay otro antecedente más ominoso: el de las tropas alemanas que, al invadir la Unión Soviética en 
1941, inauguraron un nuevo tipo de guerra de comandos basada en la criminalización de la población 
civil (Fest, 2005). El mismo Fest señala que este giro tenía que ver con algo así como una “tercera” 
guerra mundial guiada por motivos ideológicos que cambiaba la lógica bélica que hasta entonces había 
imperado en Europa.

3
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15Introducción  ◆

El presente trabajo adopta un enfoque cronológico, necesario para 
entender el tema tratado. El punto nodal de observación son las decisiones 
que en el tránsito del autoritarismo a la democracia, e incluso después, 
fueron tomando los gobiernos en cuanto a los problemas de verdad y jus-
ticia relacionados con las abundantes violaciones de los derechos humanos 
producidas en el pasado. En tal sentido, las conductas de los gobiernos se 
caracterizan como políticas o estrategias, compuestas por actos que con-
forman decisiones, donde se equilibran tanto elementos éticos y jurídicos, 
como consideraciones de cálculo político y respuestas a presiones sociales. 
Es decir, el objeto de estudio puede circunscribirse a las políticas hacia el 
pasado, o sea cómo se tramitó el legado de violaciones a los derechos hu-
manos en los regímenes postautoritarios. 

Como se observará, dependiendo del país y de la época, hay distin-
tos momentos de avance o de estancamiento en la pugna por la verdad 
y la justicia. Pero, no obstante las diferencias de tiempo, espacio, volun-
tades, instituciones y normas, hay indudables líneas de acción común, 
etapas y tendencias comparables. Junto a actores oficiales o semioficiales 
como presidentes, ministros, agentes de la justicia y partidos políticos, 
se verá también la presencia de actores de la sociedad civil tales como 
asociaciones de víctimas y familiares, ong, y la acción de intelectuales, 
expertos y periodistas.

En el primer capítulo se proporciona al lector un resumen histórico 
de los antecedentes que llevaron a la constitución de los regímenes auto-
ritarios y a la comisión de los delitos de lesa humanidad por funcionarios 
de los mismos, lo que dio origen al problema de política pública que se 
estudia. En el segundo capítulo —que a diferencia de los restantes adopta 
una visión relativamente más abstracta—, se hace un examen del tipo 
específico de delitos cometidos y de sus consecuencias jurídicas, mos-
trando el paralelismo de estos aspectos entre los eventos ocurridos en los 
cuatro países comprendidos. Los capítulos tres y cuatro retornan al estilo 
analítico y narrativo para mostrar los eventos en el Cono Sur, ubicando 
dos etapas definidas como de avance y freno en la búsqueda de verdad y, 
en algunos casos, cierta reactivación o redireccionamiento de las políticas 
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16 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

hacia el pasado, así como de los intentos de hacer justicia. Se ha optado 
por excluir el tratamiento del caso mexicano en estos dos capítulos, de-
bido a las peculiaridades de sus variables específicas que dificultan una 
comparación estrecha con los países del Cono Sur. El examen de los su-
cesos en México se aborda en el capítulo cinco, cuya extensión y recons-
trucción de hechos, demandas y decisiones se justifica por el intento de 
comprender un ejemplo menos estudiado, que no acostumbra ponerse a 
la par de las dictaduras sureñas; si bien en lo tocante a guerra sucia y viola
ciones de derechos humanos guarda un récord con relativa y lamentable 
aproximación. En el capítulo seis se elabora una visión abarcadora de  
los cuatro países, con el fin de contribuir a una comprensión global del 
fenómeno investigado, que partiendo de la información sobre casos na-
cionales permita trascenderlos en una reflexión regional de más largo 
alcance sobre la suerte de las estructuras de la impunidad. Finalmente, 
las conclusiones cierran con una síntesis y valoración de conjunto que 
permite al lector conservar algunas de las ideas madre que han guiado el 
trabajo, proponiendo cuestionamientos sobre los efectos recurrentes de 
un pasado que retorna. 

La investigación sobre la que se basa este libro se desarrolló en el ám-
bito académico de las instituciones a las que están adscritos los autores 
(Instituto Mora y Universidad Autónoma Metropolitana-Xochimilco) y 
en el marco de sus respectivos proyectos, pero también en un espacio más 
amplio de convergencia internacional como lo fue el Grupo de Historia 
Reciente de CLACSO. Sin duda, este resultado se alcanzó por el apoyo 
en distintos momentos de estudiantes y jóvenes investigadores. Cabe en-
tonces expresar un sincero agradecimiento a Berenice González y Camilo 
Vicente (en los aspectos referidos a la Operación Cóndor y a algunos 
acontecimientos en el Cono Sur, respectivamente), así como a Libertad 
Argüello y Ricardo Buenaventura Quiroz (en el trabajo relativo al caso 
mexicano). Se hace un reconocimiento también a los dictaminadores, 
quienes con sus recomendaciones hicieron posible mejorar el texto; por 
supuesto, los autores asumen la responsabilidad del contenido.  ◆
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Capítulo 1
Crisis y reorganización institucional

El siglo xx latinoamericano registra numerosos episodios de golpes de 
Estado, regímenes autoritarios y dictaduras militares. Abundan, asimis-
mo, movimientos sociales y políticos de envergadura y revoluciones socia-
les con mayor o menor éxito. En una espasmódica y conflictiva historia 
política, en este período se escenifica el uso del terrorismo de Estado 
en distintos países, lo que ha dejado un legado de violaciones de los  
derechos humanos que repercuten personal y colectivamente en las vi-
vencias de las generaciones posteriores. Sin embargo, las experiencias 
nacionales guardan mucha distancia entre sí e ilustran la diversidad de 
formas de represión, así como la búsqueda de reparación de los efectos 
de la represión del Estado. Las páginas siguientes esbozan procesos cuyas 
consecuencias son similares en lo relativo al delito y la victimización, 
aunque sus bases políticas fueron y son diferentes, incluso en el modo 
de exhumar ese pasado. Así pues, se encontrará en adelante un acerca-
miento a cuatro países seleccionados. 

El Cono Sur

Las llamadas dictaduras de seguridad nacional1 de América Latina y, en 
especial, las del Cono Sur del último tercio del siglo xx, respondieron 

No discutiremos si ésta es la denominación más precisa para tales regímenes; se la adopta aquí en fun-
ción de su difusión y aceptación en diversa literatura de época sobre el tema. Véase Cavalla Rojas (1979).

1
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18 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

a conflictos propios de estos países (Argentina, Chile y Uruguay); aun 
cuando se inspiraron en la doctrina del mismo nombre elaborada en 
Estados Unidos. Debido a que, en la segunda posguerra, no prosperó 
la propuesta estadounidense de establecer una fuerza militar multina-
cional de los países de la región, se generó, de acuerdo a la mencionada 
doctrina, una división del trabajo donde la superpotencia se reservó las 
relaciones militares estratégicas de alcance continental y mundial, mien-
tras los ejércitos del área latinoamericana se dedicaron sobre todo a velar 
por el orden interno. 

A diferencia de gobiernos militares latinoamericanos anteriores,2 pau- 
tados por el caudillismo propio de sistemas políticos inestables e inmadu-
ros, o por interregnos que se justificaban como períodos de normalización 
en aras de la recuperación del gobierno civil, estas nuevas dictaduras 
sudamericanas se anunciaron como reestructuraciones radicales de la 
sociedad sin fecha fija de terminación. No descartaban autodenomi-
narse incluso como “revolución” y, en todo caso, mantuvieron un sis-
tema policíaco-militar extremadamente represivo que dejaría un saldo 
muy gravoso en materia de derechos humanos. La justificación de la 
avasallante presencia castrense no se apoyaba sólo en razones de orden 
público, sino más ampliamente en una identificación entre seguridad y 
desarrollo socioeconómico, y siendo el desarrollo un elemento central de 
estructuración del proceso histórico, tal visión no podía sino justificar el 
poner en manos del estamento militar todas las palancas de control social 
relevantes.  

En lo ideológico, la convicción de encontrarse en una trinchera de 
avanzada de lo que algunos de sus voceros caracterizaban como “Ter-
cera Guerra Mundial” (definida por la lucha contra el comunismo) era 
el sustento emocional y seudorracional de sistemáticas atrocidades, así 

Tal como se adelantó, la caracterización de régimen o gobierno militar se debe más a la conformación 
de la institucionalidad posterior a los golpes de Estado. Esto no invalida la composición civil-militar 
que los mismos tenían.

2
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19Capítulo 1. Crisis y reorganización institucional  ◆

como de la constante y exhaustiva vigilancia a la que se sometía a las 
personas:

La doctrina de la seguridad nacional se presenta como una síntesis total de todas 
las ciencias humanas, una síntesis dinámica capaz de proporcionar un progra-
ma completo de acción en todas las áreas de la vida social: una síntesis entre 
política, economía, ciencias psicosociales, estrategia militar. Ella se propone 
determinar los criterios definitivos en todas las áreas de la acción, desde el desa-
rrollo económico hasta la educación o la religión (Comblin, 1979: 408).
 
Sin embargo las sociedades que pasaron por semejantes regímenes 

políticos guardan también diferencias. Los golpes de Estado son fenóme-
nos que sintetizan relaciones entre Estado y sociedad civil con diferentes 
articulaciones y mediaciones; las singularidades de comportamiento de 
los actores connotan tales vínculos. De ahí que en el desarrollo de la 
cuestión se  privilegie el estudio de las diferencias no menos que el de las 
semejanzas.

Tres periodos son notoriamente importantes como cortes de análisis 
para la reflexión sobre estructuras y funcionamiento políticos: golpes de 
Estado y desarticulación de los sistemas políticos; interregnos militares 
y quehacer marginal de oposición; y transiciones a la democracia. Por 
razones de legitimidad, el rol de los partidos políticos no menos que el de 
los actores de la sociedad civil ha sido inseparable del funcionamiento  
de las instituciones, por más que en el conjunto de América Latina han 
sido constantes las irrupciones militares que constriñen o alejan de la 
escena a los protagonistas habituales de la democracia. Sin embargo, las 
últimas dictaduras en los países del Cono Sur añadieron, entre sus objeti-
vos esenciales, eliminar al enemigo interno de izquierda y también acabar 
con lo que consideraban políticos corruptos e ineficientes. La política 
parlamentaria, junto con el comunismo, fueron declarados responsables 
principales del deterioro político y económico. Ello no evitó, sin embar-
go, que con el correr del tiempo, los partidos se convirtieran en inter-
locutores de las mismas dictaduras durante los procesos de retorno a la 
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democracia, cosa que obliga a delinear de manera sucinta las tendencias 
históricas que habían seguido los sistemas políticos y partidarios previa-
mente a los momentos de ruptura institucional.

Durante el siglo xx, América Latina sufre dos secuencias de golpes 
de Estado en distintos países. La primera secuencia, en Argentina, Chile 
y Uruguay, es fruto de crisis nacionales que, siendo de diversa índole, 
se fueron gestando desde principios del siglo y catalizaron con el crack 
internacional de 1929, imponiéndose proyectos autoritarios. En los tres 
casos, se reestructuraron Estados que ya no eran oligárquicos, pero que 
tampoco constituían sistemas políticos consolidados.

Posteriormente, pasados otros treinta o cuarenta años, en América 
del Sur se produjo durante los años setenta la segunda serie de dictaduras 
marcadas por el predominio de las burocracias castrenses. La velocidad 
de los cambios sociales de la posguerra hizo posible que las generacio-
nes jóvenes crecidas bajo formas de Estado populistas o de “bienestar”, 
maduraran con los efectos de la crisis económica que rápidamente se 
convirtió en crisis general de la política. El proceso industrializador por 
sustitución de importaciones de la región que arrancó con vigor en los 
treinta, alcanzó un punto de estrangulamiento, mientras que —especial-
mente por influencia de la Revolución cubana— se delineaban diver-
sos proyectos de carácter alternativo que cuestionaban las instituciones, 
prácticas y creencias establecidas. Ante el agotamiento del viejo estilo de 
desarrollo económico y la creciente fuerza de nuevas propuestas de tono 
revolucionario, los viejos grupos gobernantes se mostraron incapaces de 
mantener el control, contribuyendo a totalizar la crisis (Collier, 1985). Se 
impuso un marco institucional diferente signado por el autoritarismo y 
aparecieron las Fuerzas Armadas (FF.AA.) como las encargadas de “poner 
la casa en orden”. En 1964, se produjo en Brasil el primer golpe de esta 
nueva etapa.

El agitado proceso de declinación de las democracias políticas, pro-
ducto de los generalizados desajustes de las estructuras en las que se ci-
mentaba la coherencia entre las formas de dominación y su legitimación, 
derivó en una modalidad extrema de ejercicio del poder que se extendió 
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21Capítulo 1. Crisis y reorganización institucional  ◆

regionalmente y duró casi un cuarto de siglo. El deterioro de las formas 
estatales tradicionales condujo a algunos grupos decisivos de poder a la 
convicción de la necesidad de un viraje radical que favoreciera la gesta-
ción de un nuevo sistema político y económico. El potencial “disolven-
te” (según la terminología conservadora de época) de los movimientos 
sociales o de los regímenes competitivos de partidos fue desactivado por 
las FF.AA., inspiradas por la doctrina de seguridad nacional, originando 
gobiernos que reorganizaron en forma vertical las relaciones sociales:

La evaluación de estos regímenes debe hacerse entonces en su doble dimen-
sión de regímenes reactivos [contra la matriz o modelo sociopolítico clásico] 
y fundacionales [en el sentido de generar un nuevo orden económico, político 
y cultural]. Respecto de la primera dimensión, ellos tuvieron un éxito parcial 
en sus metas en la medida que, al precio de las más violentas violaciones a los 
derechos humanos debido al tipo de represión ejercida que alcanzó rasgos de 
verdadera guerra unilateral, y también coadyuvado por otro tipo de factores, 
los movimientos insurreccionales fueron derrotados y, en algunos casos, diez-
mados y destruidos. También desaparecieron como elementos significativos 
de la vida política las ofertas más radicales de cambio social y las ideologías 
revolucionarias. Pero fracasaron en su intento de eliminar la política y crear 
una nueva matriz que cristalizara hacia el futuro un orden autoritario (Ga-
rretón, 1993: 8).

En contraparte, una vez logrados algunos de los principales obje-
tivos definidos, de manera paulatina pero expansiva, desde finales de 
la década de 1970 —luego de que Bolivia iniciara el ciclo en 1978— 
comenzaron procesos de tránsito a la democracia. Reaparecieron en es-
cena viejos y nuevos actores sociales y políticos, creando y recreando 
propuestas —a menudo centradas, como era lógico, en el tema de los 
derechos humanos—, conquistando papeles protagónicos o desdibu-
jando su presencia por razones de debilidad o de táctica. Éstos logra-
ron el consenso social requerido para llevar adelante sus programas en 
algunos caos, y en otros perdieron respaldo en medio de las complejas 
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circunstancias de esas décadas.3 Del punto de vista partidario fueron 
tiempos de resurgimiento remozado de añejas organizaciones históricas 
y de sufrimiento de otras nuevas que elaboraron propuestas para satisfa-
cer la expectativa de soluciones inmediatas.4

El desarrollo esbozado adquirió perfiles distintivos en cada uno de 
los tres países del Cono Sur. En Argentina, el golpe militar de 1976 fue 
uno más de la serie iniciada en 1930. (Conviene recordar que en este 
país recién en 1989, por primera vez en cincuenta años, un presidente 
constitucionalmente electo le entregó el mando a un igual). En Chile, 
los sectores conservadores recurrieron en 1973 a una solución militar 
con el fin de liquidar una fuerte movilización popular impulsada por 
un programa de cambio gradual al socialismo, que pretendía sostenerse 
en el marco de una constitución heredada del pasado. En Uruguay, país 
con larga tradición democrática, el golpe civil-militar de 1973, primero 
del siglo,5 se propuso desvertebrar un creciente movimiento de izquier-
da que ponía en peligro un sistema político tradicional crecientemente 
fragmentado. 

Los periodos 1958-1966 y 1973-1976, en la Argentina; 1938-1973, para Chile; y 1942-1973, para 
Uruguay, marcan, con muy disímil fuerza y extensión la presencia de los partidos y sus acciones en con-
diciones democráticas de muy diferente envergadura: en el particular caso de Argentina en 1958-1966, 
se trató en gran medida de una seudodemocracia, si se atiende la exclusión electoral del peronismo. 
A pesar de la ratificación de los partidos y de la participación ciudadana durante la transición, se pro-
ducirá luego otra forma de debilitamiento. “Se debe reconocer, sin embargo, que el espejismo de la 
(re)creación de la democracia participativa y representativa fue alimentado por la circunstancia de que 
la mayoría de las transiciones del autoritarismo estuvieron enmarcadas por movilizaciones pacíficas en 
contra de las dictaduras y por el entusiasmo que despertaron en la población los partidos políticos y las 
primeras elecciones democráticas. En casi todos los casos, este entusiasmo probó ser un fenómeno efí-
mero: especialmente en Argentina y Brasil, pronto la mayoría de la población tornó a responsabilizar no 
sólo a los gobiernos democráticos, sino también a los partidos en su conjunto, por el continuo descenso 
del nivel de vida, el deterioro ininterrumpido de los servicios públicos y la desorganización de la vida 
cotidiana asociada con los fenómenos hiperinflacionarios” (Cavarozzi, 1993: 24).
Los otros golpes de Estado ocurridos en el siglo xx, en 1933 y 1942, fueron liderados por el presidente 
constitucional en turno, pero a diferencia del más reciente, no movilizaron las fuerzas armadas ni sus-
pendieron a los partidos. Fueron golpes civiles con apoyo interpartidario.

3

4

5
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23Capítulo 1. Crisis y reorganización institucional  ◆

Así como los procesos descritos mostraron distintas relaciones entre 
la sociedad civil y el Estado de acuerdo a cada país, también las transicio-
nes evidenciarían características particulares, relacionadas con variables de  
largo plazo. Argentina —cuya institucionalidad luego de la dictadura  
de 1976-1983 se constituiría alrededor de un eje bipartidista— vivió desde  
la década de 1930, una permanente readecuación de su escena política 
frente a los desafíos de un militarismo con proyecto estatal. Chile, en 
cambio, tuvo un sistema partidista con un fuerte componente obre-
ro y de izquierda, que terminó girando en torno a la oposición entre 
socialismo y antisocialismo. Desde 1938, en forma clara, prolongada 
imaginariamente por el discurso de la dictadura de 1973-1990 hasta el 
comienzo de la transición a la democracia, esa dicotomía ideológica dejó 
una fuerte huella. Con posterioridad a 1990 se recuperó la primacía de-
mocrática, pero sustentada en un cambio importante en lo programático 
e ideológico (Scully, 1995). Uruguay, con sus dos partidos tradicionales 
cuya génesis se remonta a la cuarta década del siglo xix y que devienen 
en organizaciones modernas a principios del siglo xx, tuvo un sistema 
bipartidista hasta 1971. Para entonces se convirtió en un  sistema de 
tres partidos fuertes, rasgo confirmado cuando se inició la recuperación 
democrática en los comicios de 1984.6

Una característica común de los regímenes militares fue la de des-
baratar porciones significativas de la sociedad civil y del Estado en aras 
de construir nuevas modalidades de mediación interinstitucional. Con 
tal fin se aplicaron medidas represivas, eliminatorias o reorientadoras 
de todo lo que se aproximara a las viejas prácticas discursivas y de re-
presentación política o sindical. Entre otras acciones, se limitó radical-
mente la influencia de los partidos políticos. El caso uruguayo es el más 

En 1989, por primera vez,  el gobierno de la capital, Montevideo, pasó a manos de la izquierda que más 
tarde conquistó el gobierno nacional en las elecciones de 2004. En la actualidad, el sistema tripartidista 
uruguayo podría reconvertirse otra vez a un bipartidismo de continuar el colapso electoral del Partido 
Colorado producido en ese mismo año.

6
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representativo de esta tendencia en virtud de la centralidad histórica de 
sus partidos: 

[…] el ‘proceso cívico-militar’ que había comenzado con la denigración de la 
política, los políticos y, sobre todo, los partidos, evidenció otro fracaso en sus 
arrebatos fundacionales al culminar su itinerario con las colectividades polí-
ticas tonificadas y relegitimadas ante la sociedad civil. […] Tras el temporal, 
los partidos estaban otra vez allí, sobreviviendo al gobierno que dispuso de las 
mayores armas para aniquilarlos (Caetano, 1987: 4).
 
Esto impone tres preguntas referidas a tres momentos del proceso 

político. La primera inquiere sobre la configuración de los partidos y 
su comportamiento dentro de los sistemas políticos existentes en los 
prolegómenos de los golpes de Estado: en tal sentido es necesario pre-
cisar cuáles fueron sus posturas respecto de las irrupciones militares. 
Una segunda se refiere a lo que pasó después de los golpes de Estado: 
en ese momento, las fuerzas políticas civiles entraron en situaciones de 
expectativa, de respuestas combativas, de indiferencia o acomodamiento 
ante las circunstancias, para luego pasar a diferentes formas de recogi-
miento. Se requiere también conocer sus percepciones del fenómeno 
militar y el grado de acercamiento o distancia que mostraron respecto a 
las FF.AA. Una tercera y última interrogante alude al rol desempeñado 
por los partidos en las transiciones a la democracia: el renacer y la reor-
ganización partidarios en la apertura política son hechos sustanciales en 
tanto rescatan las propuestas y compromisos asumidos (o no asumidos) 
para retornar a una hegemonía político civil; entre ellos, el tema vital de 
los derechos humanos.

La idea de “poner la casa en orden”, que guió la acción militar, 
presentó rasgos sujetos a las particularidades históricas de las sociedades 
y sus Estados. Los largos y complejos procesos dictatoriales, con sus 
escenarios políticos restringidos deben ser revisados individualmente, 
porque marcan modalidades de sistema político que no son transferibles 
indistintamente en función de la generalización analítica.
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En Argentina, argumentan Cavarozzi y Garretón (1989), la densi-
dad de la sociedad civil llevó a fuertes subculturas políticas, pero difusas 
ideológicamente, con una débil estructura interna y escasa capacidad 
para expresarse en cuanto tales. Se acentuó por tanto una permanente 
personalización de los liderazgos y un enfrentamiento donde cada con-
tendiente pretendía excluir al otro. Los principales partidos, Radical y 
Justicialista, habían generado una sólida identificación partidaria7 cuya 
férrea contradicción los condujo a apoyar golpes militares con el afán 
de destruir al adversario. La corporativización de la sociedad argentina, 
estrechamente vinculada al Estado peronista y a la existencia de FF.AA. 
con propuestas propias, contribuyó a desequilibrar la capacidad de los 
partidos para sostener un proyecto nacional. 

En 1973, unos pocos años antes del golpe de Estado de 1976, los 
partidos mayoritarios argentinos lograron un acuerdo. Con éste se bus-
có poner fin a la continua tendencia desestabilizadora que marcaba el 
devenir nacional. Pero poco duró el efecto del mismo. La experiencia 
democrática que se reinició en 1973 fue desafiada por distintos acto-
res discordes con el nuevo peronismo gobernante e interrumpida en 
su institucionalidad por el golpe militar. Las viejas prácticas partidarias 
unidas a la presión de los movimientos sociales y a la violencia política, 
contribuyeron a un reiterado fracaso del intento democrático (Cavaro-
zzi, 1986: 143-174).

Chile, a su vez, ha tendido secularmente a un sistema multipartidario 
de tres bloques que se reconstituye luego de sucesivas “coyunturas críti-
cas” (Scully, 1995), aunque atenuado luego de la reciente dictadura por 
la formación de una especie de “gran coalición” de centroizquierda que 

“Peronismo y radicalismo, tradicionalmente funcionaron como maquinarias electorales movilizadoras 
de lealtades y sentimientos en la contienda electoral, antes que como partidos programáticos. Vehículos 
para el acceso a los mandatos, su papel como instrumentos de gobierno estuvo ausente del debate. El 
presidencialismo, combinado con la tradición de presidentes plebiscitados, favoreció la conformación 
de gobiernos en lo que el oficialismo se subordinó a su jefe y la oposición quedó condenada a un papel 
retórico. [...] Con ideologías difusas, la confrontación fue el mecanismo privilegiado para definir sus 
respectivas identidades frente a opciones de política pública”. Véase De Riz  (1993: 43).

7
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retiene la presidencia y la mayoría en el Congreso desde 1990 (Dutrénit 
Bielous, 1998). Los partidos —sean tradicionales, preexistentes a la crisis 
de 1973 o nuevos, como aquellos de la derecha reconstituida a la sombra 
del gobierno de Pinochet— no han disuelto sus respectivas identidades. 
Pero la necesidad de asegurar un centro mayoritario que dé confianza a la 
población y aleje el fantasma de un nuevo golpe ha permitido soldar en 
un frente electoral estable a las principales fuerzas de izquierda en alianza 
con la Democracia Cristiana (pdc), su antigua rival.

Uruguay, por su lado, representa un ejemplo de la gestación de par-
tidos aun antes de la configuración del Estado. La trayectoria casi bicen-
tenaria de los partidos llamados “tradicionales”, Colorado y Blanco, y el 
papel que han jugado en la persistencia de un régimen constitucional, 
distingue a la sociedad uruguaya de sus vecinas. Se trata de organiza-
ciones pluriclasistas que no suelen expresar una diferencia ideológica 
clara. Ésta puede sin embargo visualizarse entre las fracciones internas 
de dichas organizaciones. El surgimiento, en 1971, del Frente Amplio 
con una mayor coherencia programática de izquierda y una fuerte par-
ticipación social, favoreció el lento quiebre del bipartidismo (Aguirre, 
2007). A tal fenómeno contribuyó la guerrilla urbana del Movimiento 
de Liberación Nacional (mln), que puso en jaque al gobierno repeti-
das veces.8 Las características de los partidos tradicionales permitieron 
durante décadas la ratificación permanente de sus dirigentes. Pero esta 
continuidad se vio interrumpida dada la incapacidad de responder a la 
crisis a partir de mediados del siglo, en un deterioro progresivo que cul-
minó con la ruptura democrática en 1975 (Rial, 1984: 77-84).

Se ve así cómo, pese a la coincidencia temporal de las crisis de los 
regímenes democráticos y las consecuentes irrupciones militares, cada 
proceso nacional está determinado por causas propias. Distintas razones 
llevaron a la polarización de la sociedad hasta dejarla sin medios pa-
ra canalizar institucionalmente los conflictos. En algunos casos, será el 
canibalismo de los partidos que buscan anularse sin importar las reglas 

Sobre movimientos armados en Uruguay, véase Aldrighi (2001) y Rey Tristán (2005).8
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del juego; en otros, los estilos elitistas y clientelares que no permiten 
una verdadera representación de la sociedad y, en otros más, pese a la 
aparente fortaleza partidaria, la incapacidad para expresar los intereses 
sociales y canalizar la resistencia social a la presión autoritaria. El corre-
lato es la emergencia o fortalecimiento de las Fuerzas Armadas como 
fuerza extrema, supuestamente por encima de los intereses particulares 
(Cavarozzi y Garretón, 1989; Mainwaring  y Scully, 1995). Sin embar-
go, los partidos y la sociedad civil no desaparecieron, sino que variaron 
sus rutas de desenvolvimiento en medio de un clima de generalizado 
congelamiento de la acción política no estatal. Con el curso del tiempo 
también surgieron —sobre todo en Chile— nuevos movimientos socia-
les al margen de las formas de acción política tradicional, que tuvieron 
su parte de influencia en la restauración de la democracia. 

Debido, entre otros factores (como la evolución económica y las 
relaciones internacionales de los regímenes autoritarios) a las estrate-
gias trazadas por los antiguos sectores políticos en este periodo y a la 
irrupción paulatina de organizaciones sociales de distinto origen que 
recogieron las demandas de la población, en los tres países se produjo un 
movimiento subterráneo que fue configurando la reactivación política.

En Argentina —no menos que en Uruguay y Chile en sus respecti-
vas fechas— el régimen instaurado en 1976 contó con la aceptación de 
una parte de la sociedad.9 Además la práctica de exterminio físico de la 
oposición de izquierda (pacífica o violenta) que hicieron las FF.AA. de-
terminó, junto con la percepción de lo irrefrenable de su actuación para 
sectores de la sociedad civil y del sistema político, la ausencia de fuerzas 
contestatarias de masas organizadas, por un importante lapso. Esto, sin 
embargo, fue acompañado de una postura partidaria muy extendida de 
reprobación del régimen:

A nivel de los partidos políticos, esto se reflejó en el Uruguay de los prolegómenos del golpe de Estado, 
en la aprobación parlamentaria del “estado de guerra interno” en 1972, y en Chile, por el apoyo que 
inicialmente dio la Democracia Cristiana al derrocamiento de Salvador Allende. Véase sobre las crisis 
y la instauración de los regímenes militares los siguientes trabajos: Varela (1988) y Huneeus (2000).

9
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 Cuando la guerra antisubversiva pareció tocar a su fin y, al mismo tiempo, cier-
tas capas de la población, que se habían dejado mecer antes por los efectos de 
la política monetarista, se despertaron —provocando así un caos de demandas 
contradictorias con la política oficial— los partidos políticos, ya beneficiados 
por cierto deshielo al inaugurarse el diálogo, creyeron llegada su hora (Cheres-
ky, 1985: 23-24; Novaro y Palermo, 2003, sobre el proceso argentino). 

En Chile, pese a la aversión del dictador por aquellos que alguna vez 
llamara “señores políticos”, se recuperó gradualmente un cierto nivel 
de actividad partidaria y el mismo gobierno recurrió a algunos políticos 
tradicionales de derecha tanto al inicio como al final de la dictadura. 
El objetivo de evitar el resurgimiento de la izquierda arrojó un saldo 
ambiguo, porque si bien es indudable que el golpe de Estado de 1973 y 
las drásticas reformas políticas y económicas que le siguieron acabaron 
con toda una tradición del Chile socialista y popular que venía desde 
antes de 1930, por otro lado la izquierda transformada de acuerdo a 
las nuevas circunstancias pudo recuperar su lugar en el sistema político 
en el curso de la transición a la democracia —como también lo haría en 
Uruguay—. La alianza con la Democracia Cristiana le sirvió de puente, 
pues ambas tendencias políticas estaban interesadas en la restauración de 
la normalidad constitucional, y el pdc era garantía de moderación a los 
ojos de actores conservadores internos o externos, accesibles a la demanda 
de liberalización, pero eventualmente preocupados por la posibilidad de 
que se reinstalara una dinámica conflictiva como la que había presidido 
el período 1970-1973.

En Uruguay, pese a que la gran mayoría de los partidos tradicionales 
había requerido, previo al golpe de Estado, la participación de las FF.AA. 
para la lucha antisubversiva, paralizándose (con excepciones) ante su des-
borde, luego se mostrarían discordes con la disolución de las instituciones 
democráticas en 1973. En cuanto a la izquierda partidaria y sindical, con 
sus fuerzas menguantes dispuso una acción de resistencia dosificada al 
nuevo régimen. Pero la dura práctica de desarticulación de este sector 
político sólo permitió una respuesta defensiva, muchas veces aislada y 
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desarticulada. Entre tanto, los partidos tradicionales mantuvieron acti-
vidades de mera subsistencia por medio de los llamados “triunviratos”, 
designados como autoridades provisionales e integrados por políticos 
profesionales opositores al régimen. Éstos comenzarían a cobrar peso 
cuando el régimen militar intentara legitimarse jurídicamente en 1980, 
permitiendo una reanimación muy controlada de la vida política.

En los tres países, los partidos —que fueron cobrando centralidad en 
la transición— jugaron un papel en la oposición al régimen y en la acti-
tud propositiva de cara a la apertura democrática que pasó por la nego-
ciación con los detentadores castrenses del poder. En especial, enfatizaron 
la práctica concertante que evitó la agudización nociva de sus diferencias, 
en contraste con lo que habían sido las viejas posturas previas a las irrup-
ciones militares.

Mirando el proceso argentino, existe una generalizada coincidencia 
de los analistas, como no podía ser menos, en cuanto a que la crisis in-
terna del régimen militar fue la principal determinante en la decisión 
de favorecer la transición.10 Si bien ésta resultó de un largo proceso de 
confrontación dentro de las FF.AA. —que comienza con la presidencia 
del general Roberto Viola en marzo de 1981 durante la que se manifestó 
la discordancia entre el frente militar y el gobierno conocida en la jerga 
política como lucha “entre los duros y los blandos”—, fue la derrota de 
la guerra en las Islas Malvinas la que obligó sin más vacilaciones al auto-
nombrado “Proceso” al repliegue inmediato.11 

Esa crisis interna avizorada en 1981,  no se concretó de inmediato en 
una reorganización de la sociedad civil ni en una reaparición de los par-
tidos políticos con capacidad para retomar las demandas sociales. Mien-
tras el presidente Viola advirtió a las FF.AA. del peligro de un estallido 
social, los partidos políticos mayoritarios insistieron en la aprobación de 

En esta valoración hay que tener en cuenta que “Hacia 1980, el fracaso de la política económica, el con-
secuente alejamiento político de sectores empresarios anteriormente cercanos al régimen y el creciente 
descontento social habían agudizado los desacuerdos internos y la lucha por el poder en el seno de la 
corporación militar” (Fontana, 1984: 11).
Acerca del conflicto de Malvinas, véase Novaro y Palermo (2003).

10

11
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un estatuto —previsto por los propios militares desde 1979 pero aun 
entonces no sancionado— que posibilitaría la normalización.

Viola fue derrocado por otro militar y los partidos actuaron con un 
alto grado de pragmatismo: 

Los dirigentes partidarios consideraron que el régimen militar había sufrido un 
proceso de desgaste político —debido principalmente al fracaso de su política 
económica y a conflictos en su frente interno— que conduciría a los militares 
a buscar, tarde o temprano, una salida hacia un nuevo arreglo institucional 
[...] las Fuerzas Armadas necesitarían recurrir al restablecimiento de los me-
canismos democráticos de representación como única alternativa viable para 
la recomposición de los vínculos de legitimidad entre el Estado y la sociedad 
(Fontana, 1984: 21). 

Las organizaciones que se reunieron en la llamada Multipartidaria 
mantuvieron, durante mucho tiempo, una táctica de evitación de las 
confrontaciones con el régimen, apostando a una relación de equilibrio 
para descartar un nuevo endurecimiento de la situación. Por ello (en 
forma similar a lo que sucedería en Uruguay en 1984 con el llamado 
Pacto o Acuerdo del Club Naval) quisieron también desanimar un pro-
ceso de movilizaciones populares ascendentes que, suponían, devendría 
en un futuro gobierno civil custodiado por las FF.AA., nuevamente 
justificadas por el peligro subversivo. Posteriormente, la Multipartida-
ria fue virando en su postura de equilibrio y, bajo el último gobierno 
militar encabezado por Leopoldo F. Galtieri, hubo una fractura entre 
los civiles que mantenían una actitud de moderación, con vistas a ser la 
alternativa aceptable para el cambio de gobierno, y quienes apostaban 
a la ruptura con los militares y a promover la movilización popular. 
También estos últimos impulsaban alternativas de poder frente a la 
crisis del régimen (Fontana, 1984: 28). Pero, en todo caso, se acen-
tuaba la oposición política y social y los militares — de cara a la derro-
ta en las Malvinas— buscaron la retirada sin (en apariencia) mayores 
condicionamientos.
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La apertura chilena, por su lado, tuvo una característica gradual y 
lenta, pero ordenada. La dictadura tardó en aceptar la negociación, pre-
tendiendo más bien asumirse como un soberano otorgante de medi-
das de liberalización. Pero los pasos que se fueron dando en cuanto a 
normalización jurídica y determinación de fechas permitieron una so-
lidificación escalonada y progresiva de la transición que consolidó a las 
fuerzas democráticas, que paralelamente aseguraron un apoyo interna-
cional consistente (Scully, 1995; Cavallo, 1998).

La economía chilena había entrado en crisis desde los primeros años 
de la década de 1980, lo que reavivó una oposición encarnada no sólo en 
los partidos sino muy particularmente en nuevos movimientos sociales; 
pero la posterior recuperación económica brindó un adicional margen 
de maniobra al gobierno, que procedió a cumplir su cronograma con 
calma. Su primer paso de salvaguarda ante la eventualidad de un cambio 
de régimen lo había dado desde 1978 con la ley de amnistía para deli-
tos de violaciones de derechos humanos cometidos por funcionarios del 
Estado. Un elemento aún más importante fue la aprobación, en 1980, 
por plebiscito, de una constitución que reforzaba notablemente el poder 
ejecutivo a expensas del legislativo. No obstante, ocho años después, 
un segundo plebiscito cortaba la posibilidad de una prolongación hasta 
1997 del mandato de Pinochet, fundando nuevos acuerdos que condu-
cirían a las elecciones nacionales de 1990, ganadas cómodamente por la 
Concertación Democrática que reunía a la Democracia Cristiana con 
la mayoría de la izquierda. 

Los militares debieron aceptar en esta sucesión de eventos, decisiones 
gravosas como la legalización de una izquierda que se habían propuesto 
erradicar. A cambio, la oposición debió aceptar no menos pesadas restric-
ciones, derivadas de la constitución elaborada por el régimen, entre éstas: 
un desventajoso sistema electoral binominal; la existencia de senadores 
vitalicios en cuyas curules se instalaron figuras proclives al pasado auto-
ritario; y —algo insólito si se le compara con otros casos similares— la 
protección oficial brindada al mismo dictador, refugiado primero en el 
puesto de comandante en jefe del ejército y luego en el de senador vitali-
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cio, antes de su progresiva defenestración de 1998 en adelante, a partir de 
su arresto en Londres y de su posterior desafuero en Chile.

Uruguay también tuvo su apertura. Cuando el régimen pretendió 
legitimarse con el establecimiento de un cronograma político —apro-
bado en agosto de 1977— que tenía como objetivo central la ratifica-
ción de un proyecto constitucional por parte de la ciudadanía en 1980, 
ésta votó negativamente. La decisión ciudadana de rechazo al proyecto 
se debió, entre otras razones, a que dirigentes políticos no proscritos y 
distintos actores sociales realizaron una activa movilización en pro de 
tal resultado. El triunfo del “No” abrió paso a la transición (Opinar, 
noviembre y diciembre de 1980).

Los partidos tradicionales se revitalizaron cobrando fuerza frente al 
régimen, en tanto la sociedad civil, con importantes tradiciones de par-
ticipación política, tomó confianza para, progresivamente, hacer crecer 
la movilización. Otro cronograma se puso en práctica y se retomó el 
diálogo con los partidos políticos que, con interrupciones, llegó hasta 
1984. Con el Pacto del Club Naval, en agosto de ese año, se estableció 
el calendario para el retorno a un gobierno constitucional. El período 
de 1980 a 1984 alumbra el renacer de los partidos, que empujaban su 
propio concepto de apertura política, contrario a una seudodemocracia 
controlada por los mandos castrenses. De igual modo, esos años cobijan 
la gestación de distintas formas de organización social y gremial que 
fueron, al mismo tiempo, prolongación y reactivación de viejos actores. 
En el caso uruguayo, la izquierda jugó un papel significativo en la transi-
ción. En ninguna de las transiciones reseñadas los partidos fueron mar-
ginales; sin embargo, la centralidad que presentaron en el caso uruguayo 
no tiene equivalente en los otros dos países (Gillespie, 1991: 244). 

En su momento, los partidos uruguayos y argentinos habían recha-
zado los golpes de Estado, pese a que algunas de sus fracciones y sec-
tores habían mostrado anuencia e incluso ánimo de colaboración con 
los golpistas; mientras que, en Chile, dadas las agudas circunstancias de 
polarización social que mediaron antes del 11 de septiembre de 1973, 
los militares tuvieron el apoyo de importantes partidos como el Nacio-
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nal y (en un principio) la Democracia Cristiana. El interregno militar 
constituyó un periodo de retraimiento en las identidades culturales que 
cada corriente partidaria supone, compartida por las constelaciones de 
organizaciones civiles que giraban cerca de las mismas. Las actividades 
en condiciones de dura represión se hicieron por pequeños grupos y en 
torno a demandas generales que trascendían organizaciones y formula-
ciones partidarias.12 Mas en los tres casos se mantuvieron elites políticas 
opositoras con cierta organicidad.

En Argentina, éstas no hicieron una activa movilización aperturista. 
Y en Uruguay, por el contrario, los órganos de los partidos, todavía 
restringidos en su accionar, siempre promovieron la salida democrá-
tica, tal como sucedió en Chile debido al acercamiento de la Demo-
cracia Cristiana y los partidos de izquierda que luego darían forma a la 
Concertación Democrática.13 Es pertinente preguntarse de qué manera 
las conductas asumidas por los principales partidos durante la etapa de 
congelamiento influyeron en las aperturas políticas. Y también en qué 
casos se recrearon las actividades partidarias a través de otras formas 
de organización social y en qué medida estas modalidades de acción 
influyeron, luego, en una mayor adhesión de la ciudadanía al partido 
en cuestión.

Las transiciones de disímil cronología y longitud pautaron diversas 
formas de renacimiento, florecimiento y participación partidaria y so-
cial. En tanto que en Chile el proceso de liberalización controlado desde 
arriba permitió al final la participación de una oposición moderada, en 
Argentina se destacó siempre la cautela de los partidos que negociaban 
con unas FF.AA. inflexibles en su ejercicio del poder pero habituadas a 
la fatalidad histórica de tener que retirarse toda vez que sus designios fa-
llaban. Por ello la transición chilena fue muy negociada, en tanto que la 

Fue la suspensión de la actividad partidaria lo que daría lugar, en años posteriores cercanos al período 
de transición a la democracia, al surgimiento de la idea y la práctica de movimientos sociales y organi-
zaciones civiles no necesariamente incorporadas a la lógica de los partidos.
A partir del segundo año de la dictadura chilena se dio una ruptura entre el Partido Demócrata Cristia-
no y el gobierno militar, Ascanio Cavallo et al. (1997).

12

13
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argentina fue precipitada por la derrota en el Atlántico Sur. En el primer 
caso, la dinámica política está en los movimientos opositores que entran 
en los espacios que a su pesar van abriendo los militares; en el otro, los 
sobresaltos de la transición provienen de la disputa por ocupar el vacío 
de poder que se produce en un momento único e irreversible ante el 
fracaso del proyecto castrense. Y, en Uruguay, la respuesta ciudadana 
al proyecto constitucional de las FF.AA. de 1980, hace posible que la 
evolución se rija por la negociación entre partidos y militares en torno 
a las formas de la apertura, hecho no ajeno a la fuerza histórica de los 
partidos.

Para fines de este trabajo, es importante detenerse en un dato: la re-
lación entre terminación de las dictaduras y la cuestión de los derechos 
humanos. En Argentina, la consumición del régimen se produjo en for-
ma relativamente rápida y no muy ordenada; no obstante los militares 
conservaban aún el control, y uno de los puntos torales a prever para 
un caso de apertura eran los terribles agravios causados en cuestión de 
derechos humanos. Por lo cual la Junta gobernante se dio el tiempo para 
dictar dos medidas de impunidad: el “Documento Final” y la “Ley de 
Pacificación Nacional”, ambas de 1983.

Documento final de la Junta Militar de Argentina 

(extracto de la parte resolutiva)

Por todo lo expuesto la Junta Militar declara:

1) Qué la información y explicaciones proporcionadas en este documento es todo cuanto las Fuerzas 

Armadas disponen para dar a conocer a la Nación, sobre los resultados y consecuencias de la guerra 

contra la subversión y el terrorismo.

2) Qué en este marco de referencia, no deseado por las Fuerzas Armadas y al que fueron impelidas 

para defender el sistema de vida nacional, únicamente el juicio histórico podrá determinar con ex-

actitud, a quién corresponde la responsabilidad directa de métodos injustos o muertes inocentes. 

Recuadro 1
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3) Qué el “accionar” de los integrantes de las Fuerzas Armadas en las operaciones relacionadas con 

la guerra librada constituyeron actos de servicio. 

4) Qué las Fuerzas Armadas actuaron y lo harán toda vez que sea necesario en cumplimiento de 

un mandato emergente del Gobierno Nacional, aprovechando toda la experiencia recogida en esta 

circunstancia dolorosa de la vida nacional.

5) Qué las Fuerzas Armadas someten ante el pueblo y el juicio de la historia estas decisiones que tradu-

cen una actitud que tuvo por meta defender el bien común. Identificado en esa instancia con la super-

vivencia de la comunidad y cuyo contenido asumen con el dolor auténtico de cristianos que reconocen 

los errores que pudieron haberse cometido en cumplimiento de la misión asignada.

Fuente: Documento Final, 28 de abril de 1983.

Ley de Pacificación Nacional 

Buenos Aires, 22 de septiembre de 1983.

En uso de las atribuciones conferidas por el artículo 5º del Estatuto para el Proceso de Reorganización 

Nacional.

EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA SANCIONA Y PROMULGA CON FUERZA DE LEY:

ARTÍCULO 1º — Decláranse extinguidas las acciones penales emergentes de los delitos cometidos 

con motivación o finalidad terrorista o subversiva, desde el 25 de mayo de 1973 hasta el 17 de junio 

de 1982. Los beneficios otorgados por esta ley se extienden, asimismo, a todos los hechos de natura-

leza penal realizados en ocasión o con motivo del desarrollo de acciones dirigidas a prevenir, conjurar 

o poner fin a las referidas actividades terroristas o subversivas, cualquiera hubiere sido su naturaleza o 

el bien jurídico lesionado. Los efectos de esta ley alcanzan a los autores, partícipes, instigadores, cóm-

plices o encubridores y comprende a los delitos comunes conexos y a los delitos militares conexos.

ARTÍCULO 2º — Quedan excluidos de los beneficios estatuidos en el artículo precedente, los miem-

bros de las asociaciones ilícitas terroristas o subversivas que, a la fecha hasta la cual se extienden los 

beneficios de esta ley, no se encontraren residiendo legal y manifiestamente en el territorio de la 

Nación Argentina o en los lugares sometidos a su jurisdicción o que por sus conductas hayan dem-

ostrado el propósito de continuar vinculadas con dichas asociaciones.

 

Recuadro 2
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ARTÍCULO 3º — Quedan también excluidas las condenas firmes dictadas por los delitos y hechos de 

naturaleza penal referidos en el artículo 1º, sin perjuicio de las facultades que, de conformidad con 

el inciso 6º del artículo 86 de la Constitución Nacional, el Poder Ejecutivo Nacional pueda ejercer en 

materia de indulto o conmutación de las penas impuestas por dichas condenas, para complementar 

el propósito pacificador de esta ley.

ARTÍCULO 4º — No están comprendidos en los beneficios de esta ley, los delitos de subversión 

económica tipificados en los artículos 6º, 7º, 8º y 9º de la Ley Nº 20.840.

ARTÍCULO 5º — Nadie podrá ser interrogado, investigado, citado a comparecer o requerido de mane-

ra alguna por imputaciones o sospechas de haber cometido delitos o participado en las acciones a 

los que se refiere el artículo 1º de esta ley o por suponer de su parte un conocimiento de ellos, de sus 

circunstancias, de sus autores, partícipes, instigadores, cómplices o encubridores.

ARTÍCULO 6º — Bajo el régimen de la presente ley quedan también extinguidas las acciones civiles 

emergentes de los delitos y acciones comprendidos en el artículo 1º. Una ley especial determinará un 

régimen indemnizatorio por parte del Estado.

ARTÍCULO 7º — La presente ley operará de pleno derecho desde el momento de su promulgación y 

se aplicará de oficio o a pedido de parte.

ARTÍCULO 8º — El Tribunal Ordinario, Federal, Militar u organismo castrense ante el cual se estén 

substanciando causas en las que, prima facie, corresponda aplicar esta ley, las elevarán sin más trá-

mite y dentro de las cuarenta y ocho (48) horas a la Cámara de Apelaciones correspondiente o al 

Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, en su caso. Se entenderá que se encuentran compren-

didas en los alcances de la presente ley aquellas causas en trámite o sobreseídas provisionalmente, 

en las cuales se investigue hechos cuyos autores aún no hayan sido individualizados y se les atribuya 

el carácter de integrantes de las Fuerzas Armadas, de Seguridad o Policiales, o se exprese que los 

mismos invocaron alguno de estos caracteres.

Lo expresado precedentemente también se aplicará cuando se hubiese alegado la condición de ter-

roristas o manifestado que actuaban con una fuerza aparentemente irresistible.

Por superintendencia del tribunal que corresponda se acumularán las causas que, referidas a un 

mismo hecho, no se encuentren aún acumuladas a la fecha de la presente.

ARTÍCULO 9º — Recibidas las causas por los tribunales de alzada señalados en el artículo anterior, se 

dará vista por tres (3) días comunes al Ministerio Público o Fiscal Federal y al querellante, si lo hubiera, 

vencido lo cual dictarán resolución dentro del término de cinco (5) días.
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ARTÍCULO 10. — Únicamente se admitirán como pruebas, las que figuren agregadas a la causa y los 

informes oficiales imprescindibles para la calificación de los hechos o conductas juzgados. En dichos 

informes no se darán otras referencias que las indispensables para la pertinente calificación. Las prue-

bas reunidas serán apreciadas conforme al sistema de las libres convicciones.

ARTÍCULO 11. — Cuando corresponda otorgar los beneficios de esta ley en causas pendientes se 

dictará el sobreseimiento definitivo por extinción de la acción.

ARTÍCULO 12. — Los Jueces Ordinarios, Federales, Militares u organismos castrenses ante los que se 

promuevan denuncias o querellas fundadas en la imputación de los delitos y hechos comprendidos 

en el artículo 1º, las rechazarán sin sustanciación alguna.

ARTÍCULO 13. — La presente ley se aplicará aunque haya mediado prescripción de la acción o de la 

pena.

ARTÍCULO 14. — En caso de duda, deberá estarse a favor del reconocimiento de los beneficios que 

establecen las disposiciones precedentes.

ARTÍCULO 15. — Al solo efecto de la presente ley, no serán de aplicación las normas que se opongan 

a la misma.

ARTÍCULO 16. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 

archívese.

BIGNONE

Llamil Reston

Lucas J. Lennon

Fuente: Ley de Pacificación Nacional (Ley 22.924), 22 de septiembre de 1983.

En Chile, en cambio, de acuerdo al fuerte dominio que retuvo la 
dictadura casi hasta el final, la primera medida normativa de impunidad 
fue elaborada tempranamente —como ya se vio—, en 1978 (mediante 
el decreto-ley no. 2191). 
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Decreto Ley Nº 2191 de 1978

Santiago, 18 de Abril de 1978.

Vistos: lo dispuesto en los decretos leyes Nos 1 y 128, de 1973, y 527, de 1974, y considerando:

1°- La tranquilidad general, la paz y el orden de que disfruta actualmente todo el país, en términos 

tales, que la conmoción interna ha sido superada, haciendo posible poner fin al Estado de Sitio y al 

toque de queda en todo el territorio nacional;

2°- El imperativo ético que ordena llevar a cabo todos los esfuerzos conducentes a fortalecer los vín-

culos que unen a la nación chilena, dejando atrás odiosidades hoy carentes de sentido, y fomentando 

todas las iniciativas que consoliden la reunificación de los chilenos;

3°- La necesidad de una férrea unidad nacional que respalde el avance hacia la nueva institucionali-

dad que debe regir los destinos de Chile.

La Junta de Gobierno ha acordado dictar el siguiente Decreto ley:

Artículo 1°. Concédese amnistía a todas las personas que, en calidad de autores, cómplices o en-

cubridores hayan incurrido en hechos delictuosos, durante la vigencia de la situación de Estado de 

Sitio, comprendida entre el 11 de Septiembre de 1973 y el 10 de Marzo de 1978, siempre que no se 

encuentren actualmente sometidas a proceso o condenadas.

Artículo 2°. Amnistíase, asimismo, a las personas que a la fecha de vigencia del presente decreto ley 

se encuentren condenadas por tribunales militares, con posterioridad al 11 de septiembre de 1973.

Artículo 3°. No quedarán comprendidas en la amnistía a que se refiere el artículo 1°, las personas 

respecto de las cuales hubiere acción penal vigente en su contra por los delitos de parricidio, infantici-

dio, robo con fuerza en las casas, o con violencia o intimidación en las personas, elaboración o tráfico 

de estupefacientes, sustracción de menores de edad, corrupción de menores, incendios y otros estra-

gos; violación, estupro, incesto, manejo en estado de ebriedad, malversación de caudales o efectos 

públicos, fraudes y exacciones ilegales, estafas y otros engaños, abusos deshonestos, delitos contem-

plados en el decreto ley número 280, de 1974, y sus posteriores modificaciones; cohecho, fraude y 

contrabando aduanero y delitos previstos en el Código Tributario.

Artículo 4°. Tampoco serán favorecidas con la aplicación del artículo 1°, las personas que aparecieren 

responsables, sea en calidad de autores, cómplices o encubridores, de los hechos que se investigan 

en proceso rol N° 192-78 del Juzgado Militar de Santiago, Fiscalía Ad Hoc.

Recuadro 3
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Artículo 5°. Las personas favorecidas por el presente decreto ley, que se encuentren fuera del ter-

ritorio de la República, deberán someterse a lo dispuesto en el artículo 3° del decreto ley N° 81, de 

1973, para reingresar al país.

 

Regístrese en la Contraloría General de la República, publíquese en el Diario Oficial e insértese en la 

Recopilación Oficial de dicha Contraloría. AUGUSTO PINOCHET UGARTE, General de Ejército, Pre-

sidente de la República. JOSE T. MERINO CASTRO, Almirante, Comandante en Jefe de la Armada. 

GUSTAVO LEIGH GUZMAN, General del Aire, Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea. CESAR MEN-

DOZA DURAN, General, Director General de Carabineros. Sergio Fernández Fernández, Ministro del 

Interior. Mónica Madariaga Gutiérrez, Ministro de Justicia.

Lo que transcribo a Ud. para su conocimiento.- Saluda a Ud.- Enrique Montero Marx, Subsecretario 

del Interior.

Nota: Este decreto ley se publicó en el Diario Oficial el día 19 de abril de 1978.

Fuente: <http://www.archivochile.com/Poder_Dominante/pod_publi_parl/PDparlamento0005.pdf>

Pero la tranquilidad de los represores descansaba fundamentalmen-
te en la constitución que habían otorgado y plebiscitado en 1980 con 
resultado positivo, que suponía (a la manera de la fantasía del genera-
lísimo Franco en España) que el período de transición quedaría “atado 
y bien atado”. No calculaban que por muy pesados que fueran dichos 
mecanismos jurídicos sostenidos por los partidarios del autoritarismo 
y aceptados mal que bien por la oposición, tarde o temprano podrían 
virar en su contra.

Recuadro 4

La Constitución de 1980 de Chile, el estado de excepción y la legislación 

complementaria

La comisión de Estudio de un Anteproyecto de Nueva Constitución concluyó su labor cinco años des-

pués de ser creada.1 El Consejo de Estado, por su parte, en julio de 1980 entregó al Presidente de 

la República el proyecto de nueva Carta Fundamental. Ejerciendo la potestad constituyente, en fin, 
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la Junta dictó el Decreto Ley No. 3.464,2 aprobando el texto de la Constitución de 1980 y sometién-

dolo a ratificación plebiscitaria.

	 El plebiscito se efectuó el 11 de septiembre de aquel año, bajo estado de sitio y de emergencia, 

con sujeción al Decreto Ley No. 3.465,3 de jerarquía constitucional.

Ratificada de esa manera, la Carta Fundamental entró en vigencia el 11 de marzo de 1981, con 

excepción de lo previsto en sus 29 disposiciones transitorias, la mayor parte de las cuales rigieron 

hasta el 11 de marzo de 1990.

a)	 Bases, derechos y garantías fundamentales

Se declaró en ella que los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos, proclamando que el 

Estado se haya al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, con pleno 

respeto a los derechos y garantías establecidas en la Constitución. Al Estado, además, ésta le impuso 

el deber de resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la familia y promover 

la integración armónica de todos los sectores de la Nación. El ejercicio de la soberanía —agregó la 

Constitución— reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la na-

turaleza humana.4

	 Aplicando el concepto de democracia protegida, el artículo 8° calificó de ilícito y contrario al 

ordenamiento institucional de la República todo acto destinado a propagar doctrinas que atentaran 

contra la familia, propugnaran la violencia o una concepción de la sociedad, del Estado o del orden 

jurídico, de carácter totalitario o fundada en la lucha de clases. Las organizaciones, movimientos o 

partidos políticos que, por sus fines o por la actividad de sus adherentes, tendieran a esos objetivos, 

eran inconstitucionales.5

La Constitución declaró que el terrorismo, en cualquiera de sus formas, es por esencia contrario 

a los derechos humanos, entregando a una ley de quórum calificado la determinación de las conduc-

tas terroristas y su penalidad…

b)	 Estados de excepción constitucional

Salvo espacios de tiempo brevísimos, desde el 11 de marzo de 1981 al 27 de agosto de 1988, Chile 

vivió invariablemente bajo el imperio de uno o más de los estados de excepción contemplados en las 

normas permanentes o transitorias de la Carta Fundamental y su legislación complementaria.

Así las cosas, debe recordarse que, por imperativo del artículo 39 de la Constitución, los dere-

chos y garantías ya aludidos sólo podían ser afectados en situaciones de guerra externa o interna, 

conmoción interior, emergencia y calamidad pública, en virtud de cada una de las cuales ella autorizó 

la implantación del correspondiente estado de excepción.

	 Por ejemplo, declarado el estado de sitio por el Presidente de la República con acuerdo de la 

Junta, aquél quedaba facultado para trasladar personas de un punto a otro del territorio nacional, 

arrestarlas, expulsarlas de aquel territorio y prohibirles la entrada o salida de éste, todo por un lapso 

de hasta 90 días. No obstante, las medidas de expulsión y prohibición de ingreso referidas, mantenían 

su vigencia pese a la cesación del estado de sitio mientras la autoridad que las decretó no las deja-
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ra expresamente sin efecto.6 Aquella prolongación regía también durante el estado de emergencia 

—decretable por la sola voluntad del Presidente de la República— en lo relativo a la prohibición de 

ingreso al territorio nacional.7

	 Los recursos de protección y de amparo no eran procedentes en el estado de sitio. El segundo de 

éstos, además, tampoco procedía en los estados de excepción en general, incluyendo el de emergen-

cia, en cuanto ‘a los derechos y garantías, que, en conformidad a las normas que rigen dichos esta-

do, han podido suspenderse o restringirse’.8 En las situaciones indicadas, los tribunales no podían, en 

caso alguno, entrar a calificar los fundamentos de hecho de las medidas adoptadas por la autoridad 

en ejercicio de sus facultades.9

Ciérrase esta síntesis del texto original de la Constitución, recordando el quinto de los estados 

de excepción previsto en su vigésimacuarta disposición transitoria. Ésta, como se verá, condesó los 

plenos poderes del Jefe del Estado sobre las libertades públicas y reveló no sólo la continuidad de ellos 

en relación con los configurados en los años precedentes, sino que además su incremento.

Al tenor de aquella disposición, sin  perjuicio de los demás regímenes de esa índole contempla-

dos en el articulado permanente, si durante el periodo presidencial iniciado el 11 de marzo de 1981 

se producía actos de violencia destinados a alterar el orden público o había peligro de perturbación 

de la paz interior, el Presidente de la República así debía declararlo y asumía, por seis meses renova-

bles, las atribuciones siguientes:

•	 Arrestar hasta por cinco días en las propias casas de los afectados o en lugares que no fue-

ran cárceles. En el evento de producirse actos terroristas de graves consecuencias, dicho 

plazo podía ser extendido hasta por quince días más.

•	 Prohibir el ingreso al territorio nacional o expulsar de él a los que propagaran las doctrinas 

aludidas en el artículo 8° de la Constitución, a los sindicados como activistas de tales doctri-

nas, a los que realizaran actos contrarios a los intereses de Chile o constituyeran un peligro 

para la paz interior.

•	 Disponer la permanencia obligada de determinadas personas en una localidad urbana del 

país hasta por tres meses; y

•	 Restringir el derecho de reunión y la libertad de información, esta última sólo en cuanto a 

la fundación, edición o circulación de nuevas publicaciones.

Las medidas adoptadas en virtud de esta disposición no eran susceptibles de recurso alguno, salvo el 

de reconsideración ante la autoridad que las había decretado.

c)	 Legislación complementaria

c.1)	 Infracciones a la 24ª disposición transitoria y al estado de emergencia.

La ley 18.01510 sancionó con penas de privación de libertad personal al arrestado, al obligado a per-

manecer en una localidad urbana determinada, al que ingresara al territorio nacional y a los que se 

reunieran, todos quebrantando las medidas adoptadas aplicando la 24ª disposición transitoria de la 

Constitución. La misma ley penó a quienes infringieran las medidas decretadas en virtud del estado 
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de emergencia. Los procesos criminales relativos a los delitos mencionados quedaron sujetos a las 

disipaciones de la Ley de Seguridad del Estado.

	 Nuevas reformas fueron introducidas al Decreto Ley N° 1.877 ya citado, mediante el Decreto Ley 

N° 3.645, de rango constitucional, vigente junto con la Constitución pero dictado cinco días antes 

que eso ocurriera.11 Con sujeción a dicho texto fundamental, las referencias al estado de sitio conte-

nidas en los decretos leyes nos. 81, 198 y 1.009 debían entenderse igualmente aplicables al estado 

de emergencia e incluso, además, a la 24ª disposición transitoria de la Constitución.

Finalmente, el Decreto Ley N° 1.878, relativo a la cni fue modificado dos veces.

Primero por la Ley N° 18.31512 que prescribió que, durante la vigencia de dicha disposición transito-

ria, los arrestos ordenados en su virtud podían cumplirse por la cni en sus propias dependencias, las 

que para todos los efectos legales fueron considerados lugares de detención. Mediante decreto del 

Ministerio del Interior se determinó las dependencias de cni habilitadas para tal efecto.13

	 Tres años después, la ley N° 18.62314 derogó la norma antes recordada, preceptuando que todo 

aprehendido por la C.N.I. “deberá ser detenido o arrestado en su casa o conducido de inmediato a 

una cárcel o a un lugar público de detención, según lo determine el respectivo mandamiento”.

c.2)	 Sistematización de los estados de excepción.

La ley N° 18.415,15 Ley Orgánica Constitucional de los Estados de Excepción, derogó todas las nor-

mas que autorizaban suspender, restringir o limitar los derechos constitucionales en situaciones de 

excepción, para aplicar los preceptos de este nuevo estatuto. En consecuencia, quedaron orgánica-

mente sin efecto los decretos leyes nos. 81, 198, 604, 640, 1.009, 1.878 y otros, aunque no en cuan-

to a su vinculación con la 24ª disposición transitoria de la Carta Fundamental.

Al tenor del artículo 12° de la ley, se suspendía una garantía constitucional cuando temporalmente 

se impedía del todo su ejercicio durante la vigencia de un estado de excepción, a la par que se restringía 

una de tales garantías en alguno de esos estados si se limitaba su ejercicio en el fondo o en la forma.

El mismo estatuto precisó que las atribuciones presidenciales en el rubro podían ser delegadas y 

ejercidas mediante decretos exentos del trámite de toma de razón. Tratándose de los comandantes en 

jefe o de los jefes de la Defensa Nacional, éstos quedaron autorizados, además, para dictar los bandos 

que estimaran conveniente, por ejemplo, impartir instrucciones destinadas al mantenimiento del or-

den interno en su zona cuando se sometía a estado de emergencia.

c.3)	 Punibilidad de manifestaciones colectivas no autorizadas.

Motivada por las protestas y movilizaciones sociales ocurridas desde mayo de 1983, la Ley N° 18.256,16 

modificó el Ordenamiento sobre Seguridad del Estado, sancionando a los que sin autorización fo-

mentaran o convocaran a actos públicos o colectivos en calles, plazas y demás lugares de uso públi-

co; y, asimismo, a los que promovieran o incitaran a manifestaciones de cualquier otra especie que 

permitieran o facilitaran la alteración de la tranquilidad pública.

Sin perjuicio de las penas privativas de libertad que ordenó aplicar a los infractores, la ley comen-

tada dispuso que los autores fueran solidariamente responsables de los daños causados con motivo 

u ocasión de los hechos mencionados, al margen de la responsabilidad que pudiera afectar a los au-

tores materiales de dichos daños.
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c.4)	 Legislación antiterrorista.

La Ley N° 18.314,17 determinó las conductas terroristas y fijó su penalidad.

Con relación al primer asunto, el texto citado tipificó 16 figuras punibles que abarcaban en ellas 

la incitación pública a la comisión de algunos de los delitos descritos en esa ley; la apología del te-

rrorismo, de un acto terrorista o de quien apareciera participando en él; y la provocación maliciosa 

de conmoción o grave temor en la población o en un sector de ella, mediante información relativa a 

la preparación o ejecución de actos terroristas falsos. En punto a las sanciones, el cuerpo normativo 

citado contempló la pena de muerte para ciertos delitos.

Por otra parte y en lo concerniente  al procedimiento, la ley facultó al tribunal competente para 

que, mediante resolución fundada, ampliara hasta por diez días el plazo para poner al detenido a su 

disposición, pudiendo disponer su incomunicación durante ese lapso. Además, se autorizó a las Fuer-

zas de Orden y Seguridad Pública, separada o conjuntamente, para cumplir las diligencias ordenadas 

por la judicatura. Con todo, en las causas que conocieran los tribunales militares, éstos quedaron ha-

bilitados para ordenar la ejecución de diligencias a la cni.

En la investigación de delitos terroristas, la ley dispuso que los miembros de las Fuerzas antes 

nombradas y de la cni podían “proceder, previa orden escrita del Ministro del Interior, de los Inten-

dentes Regionales, de los Gobernadores Provinciales o de los Comandantes de Guarnición, sin ne-

cesidad de mandato judicial, pero sólo cuando recabarlo previamente pudiera frustrar el éxito de la 

diligencia, a la detención de presuntos responsables, así como al registro e incautación de los efectos 

o instrumentos que se encontraren en el lugar de la detención y que pudieren guardar relación con 

los delitos que se investigan”. De lo así obrado, la autoridad debía dar aviso al tribunal dentro de las 

48 horas siguientes, plazo que aquél fue facultado para ampliar, por resolución fundada, hasta en 

diez días.

Tiempo después, la Ley N° 18.585,18 creó el cargo de Abogado Procurador General, al cual le 

encomendó intervenir, en representación del Ministerio del Interior, en todos los procesos iniciados 

por infracción a la Ley N° 18.314 y que fueran de la jurisdicción de los Tribunales Ordinarios. En tal 

carácter, ese Abogado tenía, además, “la misión de centralizar la defensa del gobierno constituido y 

de la sociedad amenazada en todos los procesos de esta  naturaleza”.

1	 Decreto Supremo No. 1.064, del Ministerio de Justicia, publicado en el Diario Oficial el 12 de noviembre de 

1973.
2	 Diario Oficial del 11 de agosto de 1980.
3	 Diario Oficial del 12 de agosto de 1980.
4	 Artículos 1° y 5º  Inciso segundo.
5	 Artículo 8°. Este precepto fue complementado por la Ley No. 18.662, publicada en el Diario Oficial el 29 de 

octubre de 1987.
6	 Artículo 41, Nos. 2° y 7° en relación con la décimoquinta disposición transitoria, letra B) N° 40.
7	 Artículo 41, Nos. 4° y 7° en relación con la décimoquinta  disposición transitoria, letra A) N° 11°
8	 Artículo 41 N° 3°.
9	 Artículo 41 N° 3°.
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El proceso uruguayo fue en cambio más complejo y ambiguo en lo 
tocante a derechos humanos. La transición se logró de forma bastante 
ordenada, luego de sucesivos ensayos y fracasos a partir de 1980, en 
cuyo camino las FF.AA. fueron resignándose a la pérdida del poder. Si 
bien en el Pacto del Club Naval de 1984, se establecieron importantes 
cláusulas transitorias para garantía de los cuarteles (que en la práctica no 
se activaron, por lo que fungieron sobre todo como seguro sicológico de 
los dictadores) nada fue pactado claramente sobre derechos humanos 
y ajuste de cuentas con el pasado, lo que daría lugar a interpretaciones 
encontradas y serios debates de difícil solución una vez reinstalada la 
democracia. 

10	 Diario Oficial del 27 de julio de 1981, modificada por la Ley N° 18.l150.
11	 Diario Oficial del 10 de marzo de 1981.
12	 Diario Oficial del 14 de junio de 1984.
13	 Los decretos supremos nos. 594, 603 y 3214, del Ministerio del Interior, publicados en el Diario Oficial del 15 

de junio de 1984 y 2 de marzo de 1998, respectivamente, señalaron catorce dependencias de la cni “conside-

radas como lugares de detención, para los efectos del cumplimiento de los arrestos” dispuestos en virtud de 

la 24ª disposición transitoria.
14	 Diario Oficial del 11 de junio de 1987.
15	 Diario Oficial del 14 de junio de 1984.
16	 Diario Oficial del 27 de octubre de 1983.
17	 Diario Oficial del 17 de mayo de 1984.
18	 Diario Oficial del 27 de noviembre de 1987.

Fuente: Informe de la Comisión de Verdad y Reconciliación (Comisión Rettig), vol. 1 (1991: 70-75).

Pacto o Acuerdo del Club Naval (3 de agosto de 1984)

No se conoce con exactitud el contenido del Pacto pero, con base en declaraciones de los partici-

pantes, en los hechos ocurridos y en posterior Acto Institucional N° 19, tal evento se podría resumir 

en cinco puntos:

Recuadro 5
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•	 Se mantendría el Consejo de Seguridad Nacional como órgano asesor en temas como el 

ataque a la soberanía y la afectación territorial. Y desarrollaría programas a largo plazo de 

seguridad nacional. 

•	 Los mandos militares serían designados por el presidente de la República con venia del 

Senado a propuesta de las Fuerzas Armadas, que enviarían una lista de candidatos con el 

doble de integrantes en relación con las vacantes a cubrir. 

•	 La Asamblea General actuaría como Constituyente desde el 31 de julio al 31 de octubre de 

1985 y sometería a la ciudadanía el 24 de noviembre de 1985 las nuevas normas consti-

tucionales. El 1º de marzo de 1986 regiría el nuevo texto constitucional. Mientras esto no 

ocurriera, estaría vigente la Constitución de 1967.

•	 La nueva norma constitucional incluiría un nuevo estado de emergencia, un estado de in-

surrección ante hechos violentos que significasen riesgos para la soberanía territorial y el 

orden público. 

•	 El gobierno convocaría a elecciones para el 25 de noviembre de 1984.

Fuente: Wikipedia: <http://es.wikipedia.org/wiki/Pacto_del_Club_Naval>.

En 1983, el desprestigio en que —por distintas razones— habían caí-
do quienes había sido los dos principales actores de la política argentina 
desde los años cincuenta, o sea el peronismo y los militares, favoreció el 
hecho de que por primera vez en más de cincuenta años volviera a triun-
far la Unión Cívica Radical. En la voluntad del nuevo presidente, Raúl 
Alfonsín, uno de los primeros problemas por enfrentar era el de los deli-
tos de lesa humanidad cometidos principalmente por funcionarios mili-
tares y policiales durante la dictadura. El tema se abordará más adelante, 
pero aquí es necesario mencionar que el mismo se ligaba íntimamente a 
la reorganización política institucional, amenazada por varios episodios 
de insubordinación militar. Por otra parte, la economía amenazaba al 
nuevo régimen, y al no encontrar una solución durante el período de Al-
fonsín, habría de provocar una crisis política profunda que determinaría, 
en 1989, su renuncia anticipada al cargo. Ambos elementos —reaccio-
nes militares a los enjuiciamientos de violadores de derechos humanos y 
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descontento popular por la coyuntura económica— interactuaron para 
erosionar la administración radical, lo que permitió, al peronismo, recon-
quistar posiciones con Carlos Saúl Menem a la cabeza, venciendo en las 
elecciones de 1989.

Contra lo que podría haberse esperado de la tradición peronista 
—signada por el nacionalismo económico y político— y del propio dis-
curso de Menem como candidato, una vez en el poder, éste hizo rumbo 
a una política neoliberal en lo económico —marcada por la adhesión al 
llamado Consenso de Washington— y de acercamiento a EE.UU. en lo 
diplomático. Su administración de la economía, que habría de resultar 
crítica en el largo plazo aparte de verse marcada por escándalos de corrup-
ción, logró en lo inmediato detener la inflación galopante y generar una 
recuperación de los negocios, lo que lo afianzó en el cargo y le permitió 
subordinar al Congreso (donde había logrado la mayoría de escaños para 
su partido), generando un reforzamiento del poder ejecutivo y una prácti-
ca de uso personal del poder que algunos analistas calificaron como “deci-
sionista”. En lo que concierne a la interacción entre economía y derechos 
humanos en la agenda gubernamental, así como Alfonsín, en un contexto 
de crisis económica, había sido gravemente atacado por los militares14 de-
bido a su política de derechos humanos, Menem, a la inversa, aprovechó 
su fortalecimiento para buscar debilitar la influencia de los militares, pero 
también hacerles importantes concesiones en sus demandas de impuni-
dad, con el propósito de asegurar su disciplina. Además hizo aprobar una 
reforma constitucional que le permitió reelegirse en 1995.

En su segundo período presidencial enfrentó mayores problemas, 
tanto a causa del crecimiento de una oposición de izquierda moderada 
—fenómeno poco frecuente en Argentina, donde la izquierda se había 
manifestado anteriormente ya fuera en organizaciones independientes 
de poco peso o englobada por el peronismo— como por los escánda-
los administrativos, sumados a un nuevo empeoramiento de la situación 

En los episodios de levantamientos castrenses de los “carapintadas”, encabezados sucesivamente por los 
oficiales Aldo Rico y Mohamed Seineldin en 1987 y 1988.

14
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económica. En tal contexto, no le fue difícil al radicalismo, coaligado con 
la oposición izquierdista, vencer en los comicios de 1999 con su candi-
dato Fernando de la Rúa. Pero la continuación de la penuria económica, 
conjugada con la impericia administrativa y el recurrir a la represión en 
respuesta a la protesta social, llevaría pronto a De la Rúa a una precipitada 
renuncia en 2001. 

Se abrió un periodo en el que varios presidentes se sucedieron por bre- 
ve tiempo en la titularidad del Ejecutivo,15 mientras el descontento popu-
lar crecía, cristalizado en una típica “política antipolítica” ilustrada por la 
consigna “que se vayan todos” y en una notoria parálisis del Estado, inca-
paz, entre otras cosas, de hacerse cargo del pago de la deuda externa. La 
paridad del peso argentino con el dólar, que había sido eje de la política 
económica desde la primera presidencia de Menem, no pudo sostenerse 
y la inflación volvió a dispararse. El presidente Eduardo Duhalde (2002-
2003) pudo, no obstante, estabilizar la situación lo suficiente como para 
que, en la segunda ronda de las elecciones presidenciales de 2003, su alia-
do Néstor Kirchner venciera a Menem, quien había tornado a postularse.

Pese a asumir funciones en un panorama incierto y desolador, con 
pronósticos no muy favorables a su gestión o incluso a la duración de 
su mandato, Kirchner pudo enderezar el país, consolidando un fuerte li-
derazgo a la par de su esposa, la senadora Cristina Kirchner (su sucesora 
en el cargo cuatro años después). La economía argentina, apoyada en la 
devaluación del peso (que volvía muy costosa la importación de mercan-
cías) y en la suspensión de pagos de la deuda externa decidida por el go-
bierno, a pesar de una inflación elevada en comparación con el promedio 
latinoamericano registró una fuerte recuperación basada en el estímulo al 
mercado interno y el aumento de las exportaciones con una nueva política 
industrialista.

Una muestra de la inestabilidad institucional y de los efectos de la crisis económica es el hecho de que 
entre el 20 de diciembre de 2001 (cuando renuncia De la Rúa) y el 25 de mayo de 2003 (asunción de 
Néstor Kirchner, quien gobernaría hasta 2007), cuatro presidentes se sucedieran en Argentina: Ramón 
Puerta, Adolfo Rodríguez Saa, Eduardo Camaño y Eduardo Duhalde.
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Tanto Kirchner como su esposa habían sido parte, en su juventud, 
de la izquierda peronista, lo que —pese a mantener una actitud discreta 
en relación con Estados Unidos— se haría notar en acciones tales como el 
acercamiento a la Venezuela de Hugo Chávez (que suplió con la compra 
de bonos argentinos las necesidades de crédito externo, limitadas por el 
no pago de la deuda y su reestructuración posterior en términos desventa-
josos para los acreedores), su adhesión al Mercosur y, muy especialmente, 
el reavivamiento de los juicios por delitos de lesa humanidad cometidos 
en el pasado.

La salida de la dictadura en Chile, que se realizó tardíamente en 1990, 
ofreció sus propias complejidades; pues, tal como se ha visto, el régimen de 
Pinochet había conseguido asegurar una dosis importante de legitimidad, 
por medio de tres mecanismos. El primero lo constituía una nueva derecha 
civil cercana al gobierno militar que se había ido consolidando en tanto base 
social del mismo —sobre todo integrada por una clase media traumatizada 
por los eventos anteriores al golpe de Estado de 1973— con organizaciones 
partidarias representativas y un núcleo intelectual dotado de impacto en la 
opinión pública. El segundo mecanismo radicaba en la consolidación del 
programa económico —más allá de los ingredientes de represión política y 
penuria material para gran parte de la población con que se le había adere-
zado—. El tercero era la aprobación de la nueva constitución hecha a modo 
por el dictador, que seguiría rigiendo con posterioridad a la apertura y que 
se acompañaba de la designación formal de Augusto Pinochet en tanto jefe 
de Estado y de gobierno en el período 1981-1990.

La administración democrática de Patricio Aylwin tomó las riendas 
en marzo de este último año. A diferencia de Argentina, que viviría nue-
vos sucesos de inestabilidad causada por los militares, y de Uruguay, que 
los evitaría por medio de la aprobación de una conflictiva ley merecida-
mente llamada “de impunidad”, en Chile, pese a momentos de tensión 
(como los que se provocaron con la detención del general Manuel Con-
treras, ex director de la agencia represiva dina), no hubo al principio ma-
yor nerviosismo a causa de la vigencia del sistema de protección a posibles 
acusados que había dejado en pie la dictadura.
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Este polémico andamiaje institucional permitiría en revancha que la 
izquierda, moderada en su discurso y asociada a la Democracia Cristiana, 
volviera a ser gobierno desde el primer momento de reinstauración de 
la democracia. La misma permanencia de Pinochet en el cargo de co-
mandante en jefe acarreaba consecuencias sui generis, pues si por un lado 
concretaba un seguro de impunidad personalizado para el principal res-
ponsable de lo acontecido de 1973 a 1990 —con un simbolismo penoso 
para la democracia— por otro lado sugería que, en tanto se respetaran los 
acuerdos de la transición, todo intento de rebelión militar sería atajado 
por el jerarca castrense, en lo que parecía constituir una especie de con-
trato de “protección” para el nuevo régimen. 

La democracia no podía en principio remover los pilares legados 
por el autoritarismo: una estructura económica boyante erigida sobre el 
sufrimiento y la exclusión; una constitución provista de candados; y el 
mayor personero del autoritarismo aún muy cerca de la cima del poder. 
El nuevo gobierno se aplicó por tanto a la consolidación del estatuto 
de las libertades y a la reducción de la brecha entre ricos y pobres por 
medio de la política social y la reorientación del gasto público. En 1993 
así como en 200016 la Concertación que unía a la Democracia Cristiana 
con la izquierda volvió a vencer en sucesivas elecciones, llevando a la 
presidencia primero a Eduardo Frei Ruiz-Tagle —democristiano— y 
luego a un socialista, Ricardo Lagos. Esta última fue la primera elección 
realizada sin que mediara la sombra de Pinochet, quien sufría un pro-
longado arresto en Gran Bretaña a causa de un pedido de extradición 
de España por crímenes de lesa humanidad —y que a su regreso a Chile 
debería enfrentar una serie de juicios de desafuero como senador vitalicio, 
por acusaciones concernientes a cuestiones de derechos humanos y de 
corrupción administrativa.

La primera presidencia de la transición, a cargo de Patricio Aylwin, debía durar sólo tres años. La 
segunda, encabezada por Eduardo Frei Ruiz-Tagle, de acuerdo a la constitución pinochetista duraría 
ocho años, pero fue acortada a seis. Estos altibajos explican la disparidad en la fecha de las elecciones 
respectivas.
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Aún más sintomático fue que, a partir de 2006 —tras otro triunfo 
electoral de la Concertación de Partidos por la Democracia—, Michelle 
Bachelet, una mujer socialista, toma posesión de la primera magistratura 
ocupando el restaurado Palacio de la Moneda. Por su pasado, Bachelet 
parecía un compendio de la evolución de la izquierda luego del golpe de 
Estado: su padre había sido un militar leal al presidente Allende que había 
muerto a causa de la tortura; ella y su madre habían conocido la prisión 
y el tormento y luego, años de exilio. A su retorno a Chile, se había des-
empeñado durante el gobierno de Lagos como ministra de Defensa, o 
sea, jerarca de las fuerzas armadas que habían afrentado su historia per-
sonal no menos que la del país. Como presidenta designó un gabinete 
de ministros conformado en partes iguales por mujeres y hombres. No 
obstante, le tocarían también problemas sociales de magnitud, generados 
por estudiantes, trabajadores y comunidades indias, actores que, en otros 
tiempos, hubieran hecho causa común con una gobernante socialista, 
pero que ahora indicaban que la sociedad chilena estaba cambiando, libe-
rándose de la cultura del miedo y la pasividad, incluso al precio de chocar 
con una administración progresista. El futuro mismo de la Concertación, 
en tanto que mayoría, se veía cada vez más sometido a cuestionamientos, 
así como a la competencia electoral de fuerzas adversas, en que sobresalía 
una derecha que, aun pretendiendo tomar distancia del anciano dictador, 
aspiraba a preservar lo esencial de su obra y, en forma lenta pero consis-
tente, no dejaba de avanzar en votos.

Pero en el tema de los derechos humanos la justicia chilena no cesa-
ba de abrir nuevas causas, lo que podía interpretarse como un resultado 
adicional de la consolidación democrática, más allá de la denominación y 
de la ideología de los partidos que ocuparan la titularidad del Ejecutivo.

La transición a la democracia en Uruguay puede analizarse en función 
de variables externas tanto como internas. En política exterior, luego de la 
redemocratización de la Argentina en 1983 y de la anunciada vuelta a la 
normalidad institucional que habría de concretarse a inicios de 1985 en 
Brasil, era difícil justificar que el pequeño país ubicado entre dos gigantes 
quedara estancado como un decadente reducto autoritario. En lo interno 
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influyó el punto muerto a que había llegado la dictadura militar a partir 
de 1980. En primer lugar pesó la derrota del proyecto autoritario en el 
plebiscito de ese año; en segundo, se produjo un agudo retroceso econó-
mico a partir de 1982 que borró los avances en materia de crecimiento 
que se habían observado en años anteriores, tornando más difíciles las 
posibilidades de supervivencia del régimen. Finalmente, como suele su-
ceder en tales circunstancias, se incrementaron las discrepancias en el 
seno del grupo gobernante. Éste era esencialmente una camarilla militar 
muy restrictiva en relación con la sociedad civil, pero sin un grado ele-
vado de centralización del poder en su interior, puesto que se regía me-
diante las decisiones de organismos castrenses (o de mayoría castrense) 
colegiados, carente de un liderazgo personalizado al estilo de Pinochet 
en Chile, que canalizara en forma clara las disidencias en el interior de 
las fuerzas armadas. De modo que la salida política terminó dándose por 
un acuerdo entre un grupo militar circunstancialmente hegemónico y 
políticos civiles antes marginados —incluida, insólitamente, la izquierda.

Quien hiciera mayormente de puente entre los distintos actores invo-
lucrados en las tratativas, sería —no por casualidad— el mismo ganador 
de las elecciones presidenciales de la transición en noviembre de 1984: 
Julio María Sanguinetti. Su gestión y la de quien le siguió (Luis Alberto 
Lacalle, electo en 1989) tuvo que enfrentar, aparte de los desafíos de la 
reinstitucionalización democrática, severas restricciones económicas, lo 
que también influiría en el aspecto de los derechos humanos y de la rela-
ción del gobierno con las fuerzas armadas. Ambos gobernantes provenían 
de la política tradicional, perteneciendo el primero al Partido Colorado y 
el segundo al Partido Nacional (también llamado Partido Blanco). San-
guinetti y sus seguidores afirmaban poseer un pensamiento cercano a la 
socialdemocracia europea (si bien su partido, de raigambre liberal, no está 
afiliado a la Internacional Socialista); Lacalle, a su vez, pertenecía a una 
tradición nacionalista conservadora. En ambos campaba, en todo caso 
—ya sea por convicción personal o por fuerza de las circunstancias—, el 
rechazo a la idea de pedir cuentas por los hechos del pasado inmediato, 
por más que no hubiera (que se sepa en forma concluyente) un compro-
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miso formal al respecto, de los civiles con los militares.17 Primaron la bús-
queda de la estabilidad política y el temor a la insubordinación militar, tal 
vez acentuado por lo que había sucedido en Argentina a la administración 
de Raúl Alfonsín. No puede descartarse que también jugara un senti-
miento común a civiles conservadores y militares, el de que estos últimos, 
pese a sus llamados “excesos”, habían cumplido una tarea necesaria al aca-
bar con la subversión de izquierda. Una percepción similar anidaba tras la 
protesta militar en el lado argentino y en los conatos de insubordinación 
de la parte uruguaya. La intimidación y la complicidad tácita (o a veces 
expresa) de los gobernantes civiles con los actores castrenses parecían ser 
los criterios rectores en materia de derechos humanos.

La misma tesitura habría de marcar la segunda presidencia de San-
guinetti (1995-2000), quien incluso se arriesgó temerariamente en pro 
de la impunidad militar y policial, al declarar enfáticamente (a raíz del 
caso Gelman; véase Rodríguez, 2006) que, en Uruguay, nunca se había 
practicado, a diferencia de Argentina, la desaparición y el robo de infantes, 
cuando había elementos de sobra para abrir por lo menos un paréntesis de 
duda al respecto. Recién durante la cuarta presidencia de la restauración 
democrática, encabezada por el también colorado Jorge Batlle (electo en 
1999), se impulsaron limitadas pero significativas medidas que dieron un 
vuelco a la política seguida hasta entonces en materia de derechos huma-
nos.18 Pero durante el mismo período, el país se vio envuelto (a partir de 
2002) en una gravísima crisis económica que pareció en algún momento 
cuestionar la permanencia del gobierno de Batlle.

Ello favoreció definitivamente a la izquierda que venía creciendo, al 
punto de haber disputado con muchas probabilidades la primera magistra-
tura en las elecciones de 1999. En marzo de 2005, a veinte años del retorno 
a la democracia, Tabaré Vázquez asumió la presidencia a nombre de la 

En concreto, más allá de especulaciones, interpretaciones y acusaciones, nadie ha podido demostrar que 
en el contexto del llamado Pacto del Club Naval de 1984, haya existido un compromiso entre civiles y 
militares que garantizara la impunidad a estos últimos.
Nos referimos a la creación de la Comisión para la Paz que se analiza más adelante.

17

18
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coalición de izquierda, habiendo logrado la mayoría absoluta de sufragios 
en la primera ronda de las elecciones del año previo.19 Con un programa 
y una práctica moderados tanto en el ramo político como en el económi-
co, no obstante —como dejó en claro desde su discurso de asunción del 
mando—, iba a dar un vuelco importante no sólo en política social, sino 
también en la rendición de cuentas por los hechos del pasado violatorios 
de los derechos humanos. Lo ayudaría en su propósito el buen estado de la 
economía, que viviría un período de recuperación excepcional (así como 
recesivo había sido el que le había tocado a su antecesor), lo mismo que la 
estabilidad política. Esta  última no sólo se reflejaría en el tono de las re-
laciones entre el gobierno y las fuerzas armadas —que ahora se aceptaban 
como un cuerpo subordinado al poder constitucional—, sino también en 
la desaparición del síndrome del miedo en la sociedad civil.

Se redondeaba un conjunto de elementos que permitió resucitar el 
papel del ministerio público y de los jueces en las causas de lesa huma-
nidad. Para una resolución satisfactoria del problema era necesario que 
su tratamiento se juridificara (sin perder una dimensión política y moral 
que le es intrínseca), pasando del debate periodístico y partidario o de la 
protesta social, al trabajo independiente de jueces y fiscales. Una vez ase-
guradas las condiciones políticas para que esto sucediera, dichos agentes 
se pusieron en movimiento y pronto nuevos acusados (incluso algunos 
que habían cubierto las más altas responsabilidades políticas y militares 
durante la dictadura) comparecieron en los estrados. Ello dejaba en pre-
dicamento a políticos y partidos que anteriormente habían defendido la 
imposibilidad de impartir justicia en tales casos, por lo que la discusión 
acerca de la conveniencia de la nueva política habría de continuar, mas 
sin afectar ya, el trámite profesional de la justicia.

En 1996, ante la probabilidad creciente de un triunfo electoral de la izquierda, los partidos Colorado y 
Nacional lograron ponerse de acuerdo para impulsar una reforma constitucional, similar a la ya vigente 
en otros países latinoamericanos, que admitiera una segunda vuelta electoral en caso de que ningún 
partido lograra la mayoría absoluta de votos en una primera ronda. Con esto, ambos partidos tradicio-
nales saldaban definitivamente 170 años de diferencias, abriendo las puertas a alianzas transitorias en 
los balotajes de 1999, 2004 y 2009.

19
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México

El caso mexicano, como se dijo en la introducción, sin dejar de tener 
puntos en común con los países del Cono Sur en lo atinente a las causas 
por derechos humanos, ilustra un devenir político muy diverso. Por la 
misma razón, la represión allí se desenvolvió en un contexto especial. El 
sistema político mexicano del siglo xx, como es de sobra sabido, deri-
vó de la institucionalización puesta en pie a partir de sucesivos jalones 
posteriores a la Revolución de 1910: la aprobación de la constitución de 
1917, la fundación del partido hegemónico en 1929, y la consolidación 
del sistema corporativo de organizaciones de masas vinculadas al Partido 
Revolucionario Institucional (pri), especialmente en el período de 1934 
a 1940.20 Otra singularidad de México en relación con el resto de los 
países latinoamericanos y que influye tanto en lo político como en lo 
económico, es su larga frontera con Estados Unidos, que con el tiempo 
ha derivado en un factor de creciente integración con el país del norte, 
que iniciada en la zona fronteriza se ha extendido al resto de la nación, 
cristalizando jurídicamente en la firma del Tratado de Libre Comercio 
de América del Norte (tlcan o nafta, según su sigla en castellano o en 
inglés, respectivamente) vigente a partir de 1994.

La frontera sur de México, en cambio, contacto con el istmo cen-
troamericano, no sirvió antes de la década de los ochenta (cuando 
México se involucró en el proceso de pacificación de esa región) como 
nexo de unión con el resto de América Latina. De hecho, los lazos di-
plomáticos y económicos preferenciales se dirigían a Estados Unidos 
y Europa Occidental. Fue asimismo la gran crisis de la deuda externa 
disparada por la caída de los precios del petróleo crudo en 1982, lo que 
movió a México a acercarse a países de Sudamérica como Brasil, con los 
que incrementó los intercambios comerciales y las tratativas conjuntas 

En este sexenio el pri tenía otro nombre: Partido de la Revolución Mexicana (prm). Sobre su historia, 
véase Garrido (1986).

20
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para hallar una solución al problema financiero que aquejaba a todo el 
subcontinente.

Antes de ese año y de la fecha aún más simbólica de 1968, México se 
había destacado por dos rasgos no tan frecuentes en el ámbito latinoame-
ricano: la estabilidad política y el crecimiento económico sostenido con 
baja inflación. Lo primero garantizado por el sistema político corporativo 
de partido casi único que daba soporte a un autoritarismo civil controlado, 
y lo segundo movido por las inversiones extranjeras directas y la depen-
dencia de la economía estadounidense, entonces en plena expansión y a 
la que México aún hoy dirige alrededor del 80% de su comercio exterior.

1968 ha quedado registrado como fecha de quiebre porque en tal 
año el gobierno —ante la proximidad de los juegos olímpicos y temien-
do que la alteración de la calma política afectara el prestigio internacio-
nal del país— perdió su tradicional sangre fría realizando una masacre 
de estudiantes que reclamaban medidas de democratización del régimen 
(Zermeño, 1978). No es que la represión violenta de los disidentes o 
los encarcelamientos injustos hubieran sido algo nuevo, pero tradicio-
nalmente se habían realizado en escala más reducida y encubierta, o se 
dirigían preferentemente contra protestas sociales focalizadas que esca-
paban temporalmente a la camisa de fuerza del sistema corporativo. Mas 
la represión de 1968, con gran derramamiento de sangre, se había ejer-
cido contra estudiantes, en su mayoría hijos de las nuevas clases medias 
surgidas del “desarrollo estabilizador” de la posguerra; y se había dado 
a la luz del día en la ciudad más poblada del país. Entre otras cosas, 
suponía la ruptura del régimen con grupos intelectuales cercanos por 
definición a los estudiantes, con los que hasta entonces había mantenido 
relaciones de cooptación y mecenazgo. Si bien en el primer momento 
no hubo mayor repercusión negativa para el gobierno, se produciría con 
el tiempo una crisis de conciencia creciente y generalizada en distintos 
sectores sociales y políticos —aun en círculos oficiales— unida a una 
repulsa hacia el sistema político que determinaría una expansión de las 
opciones políticas de izquierda o de derecha opuestas al régimen del 
llamado “pri-Gobierno”.
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Dicho régimen no carecía de capacidad de respuesta, por lo que en el 
período presidencial siguiente, encabezado por Luis Echeverría Álvarez 
(1970-1976), se ensayó un febril retorno al populismo, con una escalada 
en el gasto público, el crecimiento del déficit y la deuda de gobierno, 
una diplomacia retóricamente tercermundista y una convocatoria a la 
participación popular y a la cooptación renovada de los sectores críticos. 
El resultado no fue del todo negativo, especialmente por la distensión 
que se logró luego del lapso represivo de 1968-1970 y gracias a la libera-
ción de los presos políticos del 68. Pero dos graves y nuevos problemas 
hicieron aparición.

El primero fue el costo económico del programa de distensión, ba-
sado en la descontrolada asignación del gasto público que provocó, en 
1976, la primera devaluación en muchos años, con las consecuencias 
sicológicas imaginables y un más severo cuestionamiento del sistema 
político. De hecho se evidenciaba que el desarrollo estabilizador había 
tocado sus límites y que la crisis no sólo se debía al manejo coyuntural de 
la política económica. En todo caso —sea por su estridencia populista o 
por la mala situación económica— el gobierno había logrado malquis-
tarse con poderosos grupos empresariales del campo y la ciudad que lo 
habían apoyado anteriormente o se habían mostrado indiferentes ante 
los eventos de 1968 y que, por primera vez, comenzaban a movilizarse 
conformando junto a políticos conservadores un poderoso y nuevo blo-
que de oposición al que sería más difícil silenciar.

El segundo problema para el régimen era un hecho parcialmente 
inadvertido, pero que trascendería a la opinión pública en años pos-
teriores. Se trataba de la guerra sucia y, en buena medida, secreta, que 
había llevado a cabo en estos años el gobierno, contra organizaciones de 
izquierda que habían emprendido acciones armadas, algunas de gran 
impacto por tratarse de secuestros de personalidades políticas, diplomá-
ticas o de la iniciativa privada muy representativas. La fase masiva de la 
represión subsiguiente se había producido en zonas rurales aisladas, en 
gran parte fuera del alcance de los medios de opinión (los cuales, por lo 
demás, estaban controlados por las autoridades). A nivel urbano la repre-
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sión había sido más selectiva, pero no menos brutal e igualmente callada 
por la prensa. Con el tiempo, a pesar de todo, habría de ir elaborándose 
un escalofriante memorial de agravios.

El gobierno de José López Portillo, inaugurado a fines de 1976, tenía 
una difícil tarea por delante, tanto en lo económico como en lo político. 
Pero se encontró con un dato favorable que le permitió encararla con 
optimismo: se confirmaba que México poseía enormes reservas de pe-
tróleo crudo, en un momento en que el mercado mundial estaba ávido 
de esta fuente de energía y en que los precios habían subido y seguirían 
subiendo. Hasta entonces el petróleo no había sido una pieza tan impor-
tante en el desarrollo económico del país, dado que las administraciones 
posteriores a la nacionalización de la industria en 1938 habían operado 
con la perspectiva de que se trataba de un patrimonio que se debería 
cuidar más que explotar y comercializar en gran escala. 

Pero en la nueva coyuntura, en que a la demanda internacional del 
recurso se unía la penuria de las cuentas públicas nacionales, el crudo 
aparecía como una tabla de salvación, gracias a la cual, según el pre-
sidente, se pasaba de la crisis a la “administración de la abundancia”. 
Consigna que se materializó muy mal en los años siguientes, estimu-
lando la corrupción —ya de por sí endémica— y el desorden de las 
finanzas públicas. Además, la optimista previsión de que el precio del 
petróleo seguiría indefinidamente al alza se vino abruptamente abajo 
en 1982, por lo que el país quedó en ceros para cubrir la gigantesca 
deuda externa. La nacionalización de la banca en ese año, que serviría 
para tranquilizar a los acreedores externos, no hizo internamente sino 
desatar todavía más la furia empresarial apaciguada en los años de bo-
nanza. Aunque el sistema contaba aún con fuertes mecanismos de con-
trol político, la oposición conservadora crecería en los años venideros, 
alentada por la politización de parte del empresariado y la irritación po-
pular, especialmente en zonas del centro y norte del país, concentrán-
dose electoralmente en el Partido Acción Nacional (pan) que acabaría 
conquistando el gobierno —en un giro histórico— en las elecciones del 
año 2000.
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A fines de 1982, la situación estaba madura para otro cambio. El 
nuevo presidente priista, Miguel de la Madrid (1982-1988), inició polí-
ticas económicas liberalizantes que tuvieron sus marcas principales en la 
apertura unilateral de la economía, el ingreso al gatt21 y —en el gobier-
no sucesivo—,22 la firma del tlcan, con fuertes costos sociales para una 
sociedad que ya anteriormente había basado su desarrollo en una distri-
bución muy polarizada del ingreso, generadora de un número cuantioso 
de pobres y desocupados, sobre todo en el campo, que aún concentraba 
una proporción elevada de la población total.

En lo político, De la Madrid optó por seguir con la línea de disten-
sión. López Portillo había promovido una “Reforma Política” que hizo 
posible legalizar a los partidos de izquierda, asegurándoles algunos esca-
ños legislativos. De la Madrid trató al principio de encarar más a fondo 
el tema de las elecciones, manchadas por un aura secular de fraude, ofre-
ciendo a las oposiciones de izquierda y de derecha comicios más limpios. 
Pero ello tuvo un retroceso en  los comicios regionales de 1986, al adver-
tirse el gran crecimiento de la tendencia conservadora encarnada por el 
pan. La confirmación, en tal fecha, de las prácticas de violencia y fraude 
electoral por un gobierno que se ostentaba como modernizador y demo-
crático incrementó el descontento y facilitó un relativo acercamiento de 
las corrientes opositoras de distinta orientación ideológica en aras de la 
pureza comicial, que habría de manifestarse en las protestas por un nuevo 
fraude en las elecciones presidenciales de 1988 (Molinar, 1991; Aguilar 
Camín, 1991).

Acuerdo General de Comercio y Aranceles, antecesor de la Organización Mundial de Comercio (omc).
A cargo de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994).

21
22
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Durante la administración de López Portillo la guerra sucia, sin amai-
nar por completo, había ido languideciendo (lo principal se había hecho 
en el sexenio anterior) y, como se ha dicho, el gobierno había optado 
por liberar presos políticos23 y por realizar una apertura restringida a la 

En esta época comienzan a activarse las movilizaciones de los familiares de desaparecidos. “A 31 años 
de su primera huelga de hambre (28 de agosto de 1978), las llamadas doñas [madres y familiares de 
detenidos desaparecidos] regresaron al lugar donde hicieron visible su lucha ante la opinión pública: a 
un lado del Zócalo, sitio que desde 1968 había sido vedado por el gobierno para la protesta social. En 
la conmemoración de ese aniversario, Rosario Ibarra de Piedra, presidenta del Comité Eureka, recordó 
que gracias a esa acción —con la que se solidarizaron decenas de jóvenes— se logró que el entonces pre-
sidente José López Portillo enviara al Congreso una ley de amnistía, con la cual mil 500 presos políticos 

La Reforma Política de 1977

José López Portillo había ofrecido en su discurso de toma posesión una reforma política. El cambio de 

gobierno había dado tranquilidad a la sociedad después del fin de sexenio echeverrista y las propues-

tas económicas del nuevo gobierno ayudaban a crear el clima de confianza necesario. Los empresa-

rios disminuyeron su actitud agresiva y los obreros hicieron lo propio. Incluso la guerrilla que tantos 

dolores de cabeza había dado al anterior gobierno, había prácticamente desaparecido aunque a ve-

ces volvía a realizar actos violentos. Así que en abril de 1977 inició consultas públicas para empezar 

a discutir la posible reforma a desarrollarse.

Dos propósitos se tenía que cumplir con la reforma: revitalizar el sistema de partidos y ofrecer 

una opción de acción política legítima tanto a los que habían rechazado como a los que habían op-

tado por la violencia. La reforma era tanto más urgente porque la apertura política de Echeverría se 

había visto recortada en su alcance al promover una reforma electoral limitada.

Después de meses de discusiones, la reforma política se plasmó en la Ley Federal de Organiza-

ciones Políticas y Procesos Electorales (lfoppe), que fue aprobada por el Congreso en diciembre de 

1977, junto con un paquete de 17 reformas y adiciones, necesarias para su funcionamiento, a otros 

tantos artículos de la Constitución […]. La lfoppe, además de elevar a rango constitucional el recono-

cimiento de los partidos políticos como entidades de interés público, estaba orientada a la ampliación 

del sistema de partidos y la participación de éstos en el Congreso […].

Fuente: Cámara de Diputados, H. Congreso de la Unión, Los sentimientos de la Nación.

23

Recuadro 6
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izquierda, con la esperanza de desanimar nuevos brotes subversivos. Esta 
política sería continuada por su austero sucesor, pero sin que la policía y 
las fuerzas armadas perdieran la costumbre de actuar sin controles legales 
en las tareas de seguridad interna en que participaban. Ello, unido a las 
denuncias de corrupción administrativa que habían dado mala fama al 
régimen político —y que luego, durante el sexenio del aún más moder-
nizador Carlos Salinas de Gortari se verían incrementadas por los escán-
dalos que rodearon la privatización de empresas públicas, alcanzando a 
la misma familia presidencial— hicieron que el gobierno de 1988-1994, 
ansioso de lograr el beneplácito de los legisladores y de los públicos esta-
dounidense y canadiense para efectos de la firma del tlcan, se preocupa-
ra por remozar el andamiaje legal del país.

Ya De la Madrid había tratado de enaltecer, al menos de palabra, al 
poder judicial que todos sabían sometido al ejecutivo no menos que otros 
organismos claves del Estado, pero un grado de independencia mayor le 
sería otorgado por el gobierno de Ernesto Zedillo (1994-2000) quien 
asimismo relajaría el control de la prensa.24 La reforma electoral que pro-
dujera comicios creíbles tuvo que esperar al mismo sexenio, pero durante 
el gobierno de Salinas se trató de estimular una cultura de los derechos 
humanos y la entonces recién fundada Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos (cndh) logró en sus primeros años un funcionamiento 
importante, por lo que las denuncias de la sociedad civil tuvieron una caja 
de resonancia mayor y algunos funcionarios fueron apartados del cargo y 
a veces debieron responder por sus abusos. No obstante, estaban lejos de 
terminarse las prácticas violatorias de derechos humanos endémicas en los 
cuerpos de seguridad.

obtuvieron su libertad, 2 mil órdenes de aprehensión dejaron de cumplirse, 57 exiliados retornaron al 
país y 148 desaparecidos regresaron a sus hogares” (Olivares Alonso, 2009).
Sin duda la libertad de prensa ha aumentado enormemente en México en los últimos quince años; pero 
el precio ha sido que el país tenga uno de los registros más altos a nivel internacional en asesinato de 
periodistas. Éste es otro capítulo no resuelto en materia de derechos humanos.

24
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Comisión Nacional de Derechos Humanos 

Por Human Rights Watch

II - Antecedentes

Los orígenes de la cndh

La Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh) fue creada en 1990, a través de un decreto firma-

do por el entonces Presidente Carlos Salinas de Gortari, para promover y vigilar que las instituciones 

gubernamentales cumplieran con sus obligaciones de defender y respetar los derechos humanos [...].

La creación de la cndh tuvo lugar después de muchos años de trabajo en defensa de los derechos hu-

manos por parte de organizaciones no gubernamentales mexicanas, que habían documentado abu-

sos cometidos en México por el gobierno durante la “guerra sucia” y en los años sucesivos… Varios 

defensores de los derechos humanos habían recibido amenazas de muerte a comienzos de 1990. Un 

caso que recibió enorme atención a nivel nacional e internacional fue el asesinato, el 21 de mayo de 

1990, de Norma Corona, una activista que había documentado abusos cometidos por la policía judi-

cial. Su homicidio fue visto por muchos como un intento de silenciar a la comunidad de defensores 

de los derechos humanos en México. (A pedido de Salinas, éste fue uno de los primeros casos a cuyo 

análisis se abocó la cndh) […].

La atención de la comunidad internacional también contribuyó directamente a ejercer más presión 

sobre el gobierno para que abordara los problemas relacionados con los derechos humanos. En mayo 

de 1990, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh) manifestó que México había vio-

lado derechos políticos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos durante 

las elecciones de diputados de 1985 en el estado de Chihuahua, las elecciones municipales de 1986 

en la capital del estado de Durango y las elecciones para gobernador de 1986 del estado de Chihua

hua �[…] Algunas organizaciones no gubernamentales internacionales también exigieron al gobierno 

que adoptara medidas al respecto […].

  

La cndh, originalmente creada como parte de la Secretaría de Gobernación, fue transformada en 

una “agencia descentralizada” por una reforma constitucional de 1992 que le otorgó personalidad 

jurídica propia. La “Ley de la cndh”, aprobada ese mismo año, le otorgaba a la institución la posibi-

lidad de diseñar sus propias reglas internas y administrar sus recursos �[…]  Sin embargo, el presu-

puesto de la cndh aún dependía del poder ejecutivo, y el presidente continuaba siendo la autoridad 

a cargo de la designación del presidente de la cndh y de los miembros del consejo (aunque ahora las 

designaciones debían ser aprobadas por el Senado). 

Recuadro 7
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Ley de Amnistía

JOSÉ LÓPEZ PORTILLO, Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitan-

tes, sabed:

Que el H. Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente

DECRETO:

El Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, decreta.

LEY DE AMNISTÍA

Artículo 1o.- Se decreta amnistía en favor de todas aquellas personas en contra de quienes se haya 

ejercitado acción penal, ante los tribunales de la federación, ante los tribunales del Distrito Federal en 

materia de fuero común, hasta la fecha de entrada en vigor de la presente ley, por los delitos de se-

dición, o porque hayan invitado, instigado a incitado a la rebelión, o por conspiración u otros delitos 

cometidos formando parte de grupos e impulsados por móviles políticos con el propósito de alterar la 

vida institucional del país, que no sean contra la vida, la integridad corporal, terrorismo o secuestro.

Artículo 2o.- Los individuos que se encuentren actualmente sustraídos de la acción de la justicia, den-

tro o fuera del país, por los motivos a que se refiere el artículo 1o. podrán beneficiarse de la amnistía, 

condicionada a la entrega de todo tipo de instrumentos, armas, explosivos, u otros objetos empleados 

en la comisión de los delitos, dentro del plazo de 90 días a partir de la vigencia de esta ley.

Artículo 3o.- En los casos de los delitos contra la vida, la integridad corporal, terrorismo y secuestro po-

drán extenderse los beneficios de la amnistía a las personas que, conforme a la valoración que formulen 

los procuradores de la República y General de Justicia del Distrito Federal, de acuerdo con los informes 

que proporcione la Dirección General de Servicios Coordinados de Prevención y Readaptación Social de 

la Secretaría de Gobernación, hubieran intervenido en su comisión pero no revelen alta peligrosidad.

Artículo 4o.- La amnistía extingue las acciones penales y las sanciones impuestas respecto de los de-

litos que comprende, dejando subsistente la responsabilidad civil y a salvo los derechos de quienes 

Recuadro 8

La cndh se convirtió en totalmente autónoma en 1999, gracias a una reforma constitucional 

que le otorgó total independencia del poder ejecutivo […] El presidente y los miembros del Consejo 

Consultivo de la cndh son nombrados actualmente por el Senado, que debe consultar a las organiza-

ciones de la sociedad civil antes de realizar los nombramientos […].

Fuente: Human  Rights Watch, “La Comisión Nacional de Derechos Humanos de México”.
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puedan exigirla. En cumplimiento de esta ley, las autoridades judiciales y administrativas competen-

tes, cancelarán las órdenes de aprehensión pendientes y pondrán en libertad a los protestantes o 

sentenciados. El Procurador General de la República y el Procurador General de Justicia del Distrito 

Federal solicitarán de oficio la aplicación de esta ley y cuidarán de la aplicación de sus beneficios, de-

clarando respecto de los responsables extinguida la acción persecutoria.

Artículo 5o.- En el caso de que se hubiere interpuesto juicio de amparo por las personas a quienes 

beneficie esta ley, la autoridad que conozca de él dictará auto de sobreseimiento y se procederá con-

forme al artículo anterior.

Artículo 6o.- El Ejecutivo Federal a través de la Secretaría de Gobernación propondrá la expedición 

de las correspondientes leyes de amnistía a los Gobiernos de los Estados de la República en donde 

existan sentenciados, o acción persecutoria, por la comisión de delitos previstos en sus respectivas 

legislaciones y que se asemejen a los que se amnistían por esta ley.

Artículo 7o.- Las personas a quienes aproveche la presente ley, no podrán ser en el futuro detenidos 

ni procesados por los mismos hechos.

TRANSITORIO:

Primero.- Esta ley surtirá sus efectos el día de su publicación en el Diario Oficial.

México, D.F., 27 de septiembre de 1978.- Rodolfo González Guevara, D. P.- Joaquín Gamboa

Pascoe, S. P.- Héctor González Lárraga, D. P. S.- Adrián Yáñez Martínez, S. S.- Rubricas.

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del artículo 89 de la Constitución Política de los Es-

tados Unidos Mexicanos y para su debida publicación y observancia, expido el presente decreto en la 

residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los veintisiete días 

del mes de septiembre de mil novecientos setenta y ocho.- José López Portillo.- Rúbrica.- El Secretario 

de Gobernación, Jesús Reyes Heroles.- Rúbrica”.

Fuente: Ley de Amnistía, Diario Oficial de la Federación, 28 de septiembre de 1978.

La administración de Carlos Salinas de Gortari había empezado por 
solucionar el problema de la deuda externa que agobió al país en los años 
precedentes y subsidiariamente había colmado las arcas con recursos pro-
venientes de la desincorporación de empresas públicas, emprendiendo 
eufóricamente el camino de una modernización que creía inobjetable. 
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El sistema político se abría y a la vez mantenía eclécticamente las viejas 
palancas de control autoritario, prometiendo tácitamente suprimirlas el 
día en que el aparato priista se sintiera lo bastante seguro de su base social 
como para conseguir la mayoría sin reposar en el fraude electoral ni en 
las facultades extraordinarias del Ejecutivo. El optimismo era tal que el 
llamado “grupo compacto” de tecnócratas en torno a la presidencia se 
prometía un futuro largo, ya sea turnándose en la primera magistratura, 
ya sea logrando el consenso necesario para abolir la prohibición consti-
tucional de reelección presidencial, tabú sobre el que se había erigido el 
sistema político del siglo xx mexicano.

En realidad, el grupo modernizador había provocado, quizás sin que-
rerlo ni apreciarlo en su entidad, profundas grietas en el sistema que le 
permitiera llegar al poder. En 1988, el drástico reajuste económico afir-
mado sobre los hombros de una población históricamente castigada por 
la injusta distribución del ingreso, había ya pagado parte de sus costos al 
resquebrajarse severamente la legitimidad política en elecciones que, to-
do parecía indicar, había ganado la oposición de izquierda reunida en el 
Frente Democrático Nacional (fdn) y que fueron muy probablemente 
adulteradas en favor del candidato oficial, Carlos Salinas de Gortari. Éste 
había intentado salvar la crisis anunciando el fin del sistema de “partido 
prácticamente único” y promoviendo una reforma electoral paulatina en 
alianza con el pan, que para entonces parecía la opción menos peligrosa 
tanto para el pri como para el empresariado temeroso del avance de la iz-
quierda (ésta criticaba las características concretas de la reforma).

Había otros impactos sociales menos visibles, que acabarían cobrando 
igualmente su cuota. De modo similar al gobierno de Luis Echeverría (al 
que paradójicamente parecía aproximarse, ya que no en el programa, al 
menos sí por la entusiasta exaltación del poder presidencial), en su afán de 
reestructuración, la administración de Salinas de Gortari generó un fuerte 
cambio generacional en los cuadros de la clase política priista, más allá de 
la rutina normal, provocando la marginación de políticos que rumiaban su 
resentimiento en la sombra. Lo mismo podría decirse de su tendencia a dis-
tanciarse e incluso a despreciar al aparato corporativo del pri (obrero, cam-
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pesino y “popular” en general) durante décadas fuente primordial de los 
poderes del sistema. En cuanto a las reformas económicas, pese a la reanu-
dación del crecimiento, también habían provocado pérdidas y degradación 
a nivel empresarial. La clase media culta que anhelaba un país moderno 
y democrático, libre de corrupción, no podía tampoco estar del todo de 
acuerdo con la ambigua administración salinista y su arreglo pragmático 
con la oposición conservadora, que ponía bajo sospecha los reclamos de 
honestidad sin tacha que habían sido base del discurso histórico del pan.

La relativa estabilización política así lograda —uno de cuyos efectos 
secundarios había sido el asesinato en confusas circunstancias y en distin-
tos puntos del país de numerosos seguidores del fdn y de su continuador, 
el Partido de la Revolución Democrática (prd)— tuvo, en consecuencia, 
su “annus horribilis” en 1994, que presenció de corrido la insurrección 
indígena de Chiapas y los homicidios del candidato presidencial del pri, 
Luis Donaldo Colosio y del secretario general del mismo partido, José 
Francisco Ruiz Massieu, para concluir con “el error de diciembre” (ya 
bajo la administración del siguiente presidente, Ernesto Zedillo) que pro-
vocó una calamitosa fuga de capitales y el derrumbe del valor de la divisa 
nacional. Con las arcas públicas otra vez exhaustas los funcionarios mexi-
canos (como sucediera en 1982) debieron correr a Washington a solicitar 
ayuda financiera al presidente Clinton, quien la otorgó bajo su propio 
riesgo, ante la irritación de los inversionistas norteamericanos defrauda-
dos y la negativa del Congreso estadounidense a respaldar la operación.

Es claro que a la par que se democratizaba en medio de grandes al-
tibajos, el sistema político estructurado de larga data estaba viviendo su 
decadencia. La insurrección indígena (que burlonamente golpeaba al pre-
sidente en uno de los puntos claves de su retórica, insuflada de indigenis-
mo y campesinismo), a la vez que mostraba que México no era inmune a 
las tensiones raciales y étnicas que provocaban protestas similares en otros 
puntos de América, indicaba la pérdida de algunos de los bastiones rurales 
del pri, erosionados por la política modernizadora, así se tratara de empre-
sarios agrícolas endeudados, de campesinos tradicionales sin expectativas 
o de comunidades indígenas relegadas desde siempre. La gran repercusión 

varela-dutrenit 1a reimpresión.indd   65 19/08/16   12:20 p.m.

© Flacso México



66 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

favorable que los rebeldes lograron sobre todo en un primer momento en-
tre distintos sectores de opinión, debe atribuirse a sus denuncias irrefuta-
bles de la miseria indígena, pero también a la irritación de muchos actores 
con los efectos de la política y la infatuación del equipo tecnocrático. 

Los asesinatos del candidato Colosio —que imprudentemente había 
sugerido a la clase política de su partido que debía abandonar sus mañas, 
así le gustara o no— y del secretario general del pri, parecían un signo del 
hundimiento de la unidad de la élite gobernante, que había derrumbado el 
pacto de disciplina y no agresión vigente durante más de sesenta años. Por 
si fuera poco, el gobierno de EE.UU., desde la época de Ronald Reagan 
(1981-1989), había dejado en claro que no mantendría ya su confianza en 
las facultades estabilizadoras del pri, buscando una mayor injerencia en la 
política interna de México y dando a entender que se debía evolucionar 
hacia un sistema partidario pluralista similar al estadounidense. Idea que 
tampoco desagradaba a los inversionistas extranjeros cansados del rumbo 
errático de las presidencias mexicanas, que fatalmente desembocaba en 
devaluaciones de final de sexenio y en crisis políticas atemorizantes.

De todo ello parecía consciente el gobierno de Ernesto Zedillo (1994-
2000) al frente de otro grupo tecnocrático ya sin ilusiones de perdurar, 
que mientras lograba una rápida y espectacular recuperación de la econo-
mía —reafirmando la orientación liberal y sus costos sociales— asumía 
las limitaciones a que se había llegado en discrecionalidad política, levan-
tando restricciones a las libertades públicas, agilizando la reforma electo-
ral y preparándose para entregar en 1997 a la oposición de izquierda la 
joya de la corona, o sea el gobierno de la capital, y la corona misma al can-
didato presidencial del pan, Vicente Fox, simbólicamente en el umbral 
del nuevo siglo,  para el período de 2000 a 2006 (Bizberg et al., 2006).

Más allá de promesas y expectativas, el gobierno de Fox debió nave-
gar con un timonel que parecía tan inexperto como despreocupado, y en 
un mar de compromisos con el pri y los llamados poderes fácticos que 
habían aceptado la transición sin renunciar a sacar tajada de la misma. 
La economía, aprovechando a medias la positiva coyuntura internacio-
nal, creció a tasas muy moderadas sin solucionar el desempleo y subem-
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pleo crónicos, pese al espectacular alza del precio del petróleo crudo. El 
narcotráfico y la inseguridad siguieron extendiéndose a niveles cada vez 
más preocupantes y la estructura agraria acentuó su descomposición, 
empujando la siempre creciente inmigración indocumentada a EE.UU. 
Aunque el sexenio de Fox logró terminar sin la tan temida devaluación 
(que alcanzaría en cambio al siguiente gobierno panista de Felipe Calde-
rón, en 2008), la familia presidencial y otros políticos del nuevo partido 
en el poder no pudieron evitar verse envueltos en denuncias de inepti-
tud y corrupción similares a las que tanto habían dirigido al régimen 
previo. No obstante, en el tema de derechos humanos por los abusos de 
la guerra sucia hubo mayor receptividad, pues el gobierno se manifestó 
dispuesto a combatir la impunidad. Se abrieron los archivos oficiales, se 
creó una fiscalía especial y fue posible acusar y procesar a responsables; 
aunque, como se verá, esto también tuvo sus límites.

		
***

Recapitulando. Lo tratado hasta aquí muestra que el desenvolvimiento 
de la posguerra produjo en los países del Cono Sur, a partir de los años 
sesenta, crisis políticas que desembocaron en dictaduras. Pese a la di-
versidad que encierra cada una es posible comprobar un rasgo común 
fuertemente represivo. También se orquestó un pacto de inteligencia 
internacional para actuar en contra de la oposición más allá de fron-
teras. El carácter altamente represivo entró en conflicto con los órde-
nes normativos de los respectivos países así como con los compromisos 
internacionales relativos a la protección de los derechos humanos. Las 
dictaduras instituyeron una normatividad complementaria que, sin em-
bargo, no abrogaba por completo la legislación anterior vigente, nacio-
nal o internacional. Esto, unido a los hechos violatorios de los derechos 
humanos producidos por el propio Estado, dejaría una herencia con-
flictiva para el futuro democrático en el que los partidos políticos y los 
movimientos sociales, como actores de la transición, volverían a estable-
cerse en el centro del escenario nacional.
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México siguió una trayectoria histórica diferente. Sin embargo, la 
respuesta del autoritarismo, en la medida en que, en los años sesenta, 
las diversas formas de oposición cobraban peso, incrementó el uso de la 
fuerza del Estado, a tal punto, que se desarrolló una práctica represiva 
que adquirió las características de guerra sucia, en gran parte soterrada 
y paralela a otra también de dimensiones variables, contra movimientos 
sindicales independientes, en particular, los estudiantiles. Estos sucesos no 
tuvieron toda la repercusión debida, entre otras razones, a que el manejo 
de la opinión pública mexicana fue controlado por el Estado en estrecha 
colaboración con los medios de comunicación masiva. La política del 
régimen supuso manejar esta problemática en forma velada, sobre todo 
cuidando la imagen exterior. Ello tuvo durante años un relativo éxito, 
en contraste con la degradada fama que envolvía a las dictaduras del 
Cono Sur, entre otros motivos porque en México existía un estatuto 
constitucional que no fue interrumpido, el régimen mantenía una im-
portante capacidad de cooptación de disidentes y la represión fue más 
selectiva y focalizada.  ◆
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Capítulo 2
Los delitos y su contexto 

El conjunto de escenarios descritos en el capítulo anterior forma el marco 
histórico en que se produjeron las guerras sucias generadoras de violaciones 
a los derechos humanos en gran escala. La Operación Cóndor y otras accio-
nes similares constituyeron una red supranacional de actividades antisub-
versivas coordinadas en varios países (Argentina, Bolivia, Brasil, Paraguay, 
Uruguay e inclusive Perú, que vivía bajo un régimen menos opresivo). En 
ocasiones, estas operaciones se trasladaron a Europa Occidental y a Estados 
Unidos (notoriamente, el atentado contra el ex ministro chileno Orlando 
Letelier, sucedido en Washington, D.C., en 1976). Más aún, el abogado 
paraguayo Martín Almada, descubridor del llamado Archivo del Terror 
en Asunción, Paraguay, a partir de un documento encontrado en ese fon-
do, sugirió una probable conexión mexicana de la Operación Cóndor.1 
Asimismo existe evidencia documental y testimonial creciente del involu-
cramiento de agencias del gobierno de Estados Unidos en el mismo plan.2 

“En el caso de México, el plan Cóndor operó gracias a la Liga Anticomunista que lideró el mexicano 
Rafael Rodríguez López. Este hombre organizó la reunión internacional de Guadalajara en 1974, don-
de se resolvió establecer un sistema de información para intercambiar datos y establecer una agencia 
de noticias para apoyar a los gobiernos nacionalistas y denunciar las actividades marxistas” (Proceso, 
2002a: 22).
Acerca de la Operación Cóndor en general, véase Blixen (1998), Calloni (2001), Dinges (2004) y 
McSherry (2005). Entre los fondos documentales, se cuentan especialmente los desclasificados del Na-
tional Security Archive, con sede en la Universidad George Washington, de Washington, D.C. Para una 
visión más amplia de la guerra de contrainsurgencia, véase McClintock (1992); y sobre el caso argentino 
en particular Bonasso (1984). Acerca del impacto en los derechos humanos, Roniger y Sznajder (1999), 
Stabili (2007) e iidh (2007).

1

2
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Material desclasificado del gobierno de Estados Unidos/I

Documento desclasificado del gobierno de EUA sobre prisiones 
clandestinas

La embajada francesa nos ha confiado que tiene información que sugiere que en julio de 1979 exis-

tía un centro de detención, hasta entonces desconocido, en el suroeste de Argentina. El mencionado 

campo está localizado en la provincia de Río Negro, entre los pueblos de General Roca y Allen. De 

ser precisa la información de los franceses, dicho campo en julio debió tener 400 prisioneros, la ma-

yoría de ellos chilenos, pero también se ha dicho que posiblemente estén entre ellos las dos monjas 

francesas desaparecidas.

La información de los franceses no se basa directamente en fuentes que hayan estado en el mencio-

nado campo. Más bien las fuentes son secundarias, por ejemplo:

A. Un empleado de una organización internacional que aparentemente ha entrevistado a chilenos 

que han sido liberados tras haber servido en el campo.

B. Un cura chileno que, al investigar la desaparición en Argentina, en marzo de 1979, de un colega, 

Julio San Cristóbal, supo de la existencia del campo.

C. Un cura en Santiago que recibió una carta supuestamente escrita por dos prisioneros del campo 

—Luis Varas y Rosa del C. Ayala—, y llevada a él por un Pedro Reyes González. Reyes dijo él mismo 

haber servido en el campo antes de ser expulsado de Argentina en julio de ese año. La carta dice 

que había alrededor de 400 personas en el campo, incluyendo a ‘dos monjas francesas’. El individuo que 

llevó la carta es descrito por esta fuente como inestable y confundido. Además, hay contradicciones 

en su historia. De cualquier modo, él pareció conocer a Julio San Cristóbal, a quien, dice, conoció en 

el campo.

Comentario: Sabemos que muchos chilenos fueron detenidos en la provincia de Neuquén durante la 

crisis del Beagle el año pasado. Estas detenciones fueron denunciadas por el obispo de la provincia. 

Por otro lado, los nombres de San Cristóbal, Reyes González, Varas y Ayala no aparecen en nuestros 

registros como detenidos. Tampoco están entre los nombres listados por organizaciones argentinas 

de derechos humanos. Por supuesto, los chilenos en provincias distantes estarían entre los que menos 

llamen la atención de la embajada y de las organizaciones locales de derechos humanos.

El reporte francés es apremiante pero no concluyente. Constituye uno de los reportes más atormen-

tadores y detallados sobre un campo clandestino descrito recientemente, que hayamos recibido. Los 

franceses están más preocupados por la versión de que las dos monjas francesas desaparecidas están 

en ese campo. Ellos se acercaron a nosotros para ayudarlos a confirmar la existencia del campo en la 

información disponible —lo cual no pudimos hacer—. Ellos son muy recelosos del reporte y sus fuen-

Recuadro 9
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tes, y por esta razón pensamos que es mejor dejar a ellos la otra investigación del reporte. Notamos 

que ellos han hecho una investigación más profunda en Chile, y la información que obtuvieron se 

menciona arriba. Fin del comentario.

Firma [Raúl] Castro [Embajador estadounidense en Argentina (1977-1980)].

0000AC51.pdf 

Documento BUENOS AIRES 7387 [Ref. BUENOS AIRES 6707].

Asunto: Prisiones clandestinas. 

De: Embajada estadounidense en Argentina.

Para: Departamento de Estado [Info: Embajada estadounidense en Chile].

Fecha: 7 de septiembre, 1979.

Traducción: Lic. Berenice González Hernández

Ubicación: www.foia.state.gov/documents/Argentina/0000AC51.pdf

Documento desclasificado del gobierno de EUA sobre Operación Cóndor

1.- La CIA ha preparado el siguiente resumen sobre el status de la Operación Cóndor en marzo de 

1977, que enviamos sólo para su información.

2.- Operación Cóndor es un esfuerzo de cooperación entre los servicios de seguridad de Chile, Ar-

gentina, Uruguay, Paraguay, Bolivia y Brasil contra el terrorismo y la subversión. Como se percibió 

en un principio, la operación estaba destinada al intercambio de información sobre grupos subver-

sivos, entre los servicios participantes. Pero según se discutió posteriormente, se consideró montar 

operaciones de asesinato en el extranjero. Los servicios de seguridad de Chile, Argentina y Uruguay 

acordaron el envío de equipos a Europa, pero aparentemente Brasil, Bolivia y Paraguay no se compro-

metieron a este aspecto de la operación. Después se estableció un curso de entrenamiento en Buenos 

Aires para los equipos que iban a ser enviados a Europa.

[ -dos o tres líneas censuradas- ] equipo falló al llevar a cabo su objetivo, lo cual se atribuyó a que 

los terroristas supieron de la operación. Como resultado de la supuesta filtración, los uruguayos me-

ditaron sobre sus deseos de participar en futuras operaciones conjuntas del Cóndor.

3.- De acuerdo con un reporte [ -censurado- ] las actividades de la Operación Cóndor afuera de los 

países miembros están confinadas a la recolección de información sobre extremistas.

[ -censurado- ] dijo que si se obtiene información revelando el paradero de un extremista en el ex-

tranjero, un equipo del Cóndor puede ser enviado a ese sitio, pero sólo para verificar la presencia del 

extremista y determinar sus futuros viajes. Si se desearan acciones no especificadas contra un extre-

mista en particular, el servicio del Cóndor podría solicitar a un servicio de seguridad del país donde el 

extremista reside que realice esas acciones. Debe notarse que [ -censurado- ]  una vez que un país 
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miembro del Cóndor se rehúsa a participar en el programa del Cóndor, no se le vuelve a incluir en 

futuras discusiones relacionadas con ese programa.

4.- Reportes recientes sugieren que la Operación Cóndor puede estar cambiando a actividades no 

violentas. Durante un encuentro del Cóndor en diciembre de 1976, el principal asunto de discusión 

fue la planeación de operaciones conjuntas de guerra psicológica contra grupos radicales y de iz-

quierda. Anteriormente se había aprobado un programa por el cual un país miembro podía publicar 

propaganda útil a otro país miembro, de tal modo que el país más interesado no fuera revelado como 

fuente. Otra utilidad era hacer que los medios de comunicación llevaran a cabo este programa de 

guerra psicológica. Se realizará otro encuentro del Cóndor en [ -fecha y/o lugar censurados- ]  que 

puede aclarar las futuras direcciones de la operación.

Firma [Cyrus] Vance [Secretario de Estado (1977-1980].

000094B9.pdf

Tipo de documento: Telegrama.

Número de documento: STATE 65483.

Asunto: Operación Cóndor.

De: Departamento de Estado.

Para: Embajadas estadounidenses en Paraguay, Brasil, Argentina, Bolivia, Uruguay y Chile.

Fecha: 24 de marzo de 1977. 

Traducción: Lic. Berenice González Hernández.

Ubicación: www.foia.state.gov/documents/StateChile3/000094B9.pdf 

Documento desclasificado del gobierno de EUA sobre otros aspectos 
de Operación Cóndor

La primera página del documento no fue desclasificada. Hay una nota que dice: ‘Página 1 denega-

da por completo’.

Las siguientes cuatro páginas fueron parcialmente desclasificadas:

	 1.- [ -dos líneas censuradas- ]

Representantes de todos los países miembros de la organización Cóndor se reunieron en Buenos 

Aires del 13 al 16 de diciembre de 1976 para revisar actividades anteriores y discutir planes futuros. 

El principal tema en la agenda fue la discusión y planeación de operaciones coordinadas de guerra 

psicológica dirigidas contra grupos radicales y de izquierda en los países miembros. La Operación 

Cóndor es un arreglo de cooperación entre los servicios de seguridad de Chile, Argentina, Bolivia, 

Paraguay, Uruguay y Brasil contra el terrorismo y la subversión.

	 2.- El 12 de abril [ -tres líneas censuradas- ]  para Operación Cóndor, así como [ -censurado- ] 

dijo que él no estaba al tanto de ninguna operación que los países Cóndor estuvieran llevando a cabo 
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en Estados Unidos ni en Europa. No obstante [ -censurado- ]  advirtió que ha aumentado la segu-

ridad en el centro de operaciones de Buenos Aires y que se incrementó la división luego de que los 

representantes del Cóndor se dieron cuenta en septiembre de 1976 de que el servicio de inteligencia 

francés estaba al tanto de la existencia y algunos objetivos de Operación Cóndor. Así es que él no 

podía estar seguro de las operaciones, aunque hizo énfasis en que no se discutió sobre operaciones 

en Estados Unidos o en Europa, durante el encuentro sostenido del 13 al 16 de diciembre [1976].

[ -censurado- ] dijo que la reacción a esta particular brecha en la seguridad fue extremadamente 

dura en Argentina, lo cual ocasionó que el entonces director de la Secretaría de Inteligencia del Esta-

do (SIDE) fuera despedido, siendo reemplazado por el general Carlos Enrique Liadlaw, actual director. 

Dijo que el anterior incidente hizo que los representantes del Cóndor se dieran cuenta de que otros 

servicios de inteligencia están probablemente enterados de su organización y, por tanto, todo está 

manejado con un máximo de cuidado. [ -censurado- ]. Comentario: El general Otto Paladino era el 

entonces director de la SIDE.

[ -línea censurada- ]

	 3.- En cuanto a las actuales operaciones del Cóndor, [ -censurado- ] creyó que el intercambio 

de información sobre subversivos y terroristas ha sido conducido bilateralmente entre servicios de in-

teligencia de los países miembros. En el campo de las acciones encubiertas —en las que Argentina y 

Chile estaban haciendo uso extensivo de medios de comunicación para propósitos de propaganda—, 

él agregó que el objetivo de estos esfuerzos propagandísticos es doble: rebatir la crítica elevada a los 

respectivos gobiernos a través de los medios extranjeros de comunicación e instalar un nuevo sentido 

de orgullo nacional entre la población. [ -censurado- ] que Chile recientemente completó dos pelí-

culas sobre “Chile después de Allende”, que quería que los representantes del Cóndor mostraran en 

sus países en televisión. A la fecha, sólo Argentina y Uruguay han aceptado mostrarlas. De acuerdo 

con [ -censurado- ] Paraguay sólo ha hecho uso de la prensa, el diario Patria en el que la propaganda 

se ha insertado de manera periódica. Él dijo que sus superiores están considerando una solicitud para 

uso televisivo para este propósito, así como la solicitud de establecer una agencia nacional noticiosa. [ 

-censurado- ] que esto último probablemente nunca ocurra porque no hay suficientes recursos para 

semejante empresa.

	 4.- Finalmente [ -censurado- ] que el encuentro que se iba a realizar en Asunción en marzo de 

1977 sobre “Técnicas de guerra psicológica contra terroristas y extremistas de izquierda”, fue cance-

lada porque Argentina y Paraguay no pueden participar. [ -censurado- ] que los servicios de inteli-

gencia de ambos países han estado muy ocupados en arreglos de seguridad para el tercer Congreso 

de la Confederación Anticomunista Latinoamericana, sostenida del 28 al 30 de marzo, así como en la 

preparación  de la visita oficial del presidente Videla a Paraguay el 20 de abril [1977]. Para Paraguay: 

[ -censurado- ] que la fecha para una nueva reunión del Cóndor no se ha fijado.

	 5.- [ -último párrafo censurado- ]

Sin firma.

pcia/9d23.PDF 

Tipo de documento: Reporte de inteligencia.
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La necesidad de investigar la verdad y, eventualmente, de aplicar la 
justicia en las situaciones derivadas, tiene base en la historia de los países 
mencionados, pero también, de modo sólido, en el sistema de justicia 
internacional surgido luego de la segunda guerra mundial y fortalecido 
en las últimas décadas.3 Ello exige un tratamiento más general antes de 
proseguir con la descripción de casos concretos, tarea a la que se aboca el 
presente capítulo con la exposición de un panorama general del tipo de de-
lito específicamente asociado a la llamada “guerra sucia”, así como de ciertos 
debates de carácter ético, político y jurídico que ha suscitado.

El universo delictivo

La presencia internacional en la regulación de los derechos humanos tie-
ne como lógica evitar que el proceso de juzgamiento de los acusados sea 
sesgado por las situaciones políticas nacionales que, según la coyuntura 
de cada país y de las normas aplicables, pueden producir situaciones 

El caso más famoso, por fundacional, fue el del Tribunal Militar Internacional de Núrenberg, pero 
después ha habido sucesos no menos sonados que los de la segunda guerra mundial que requirieron de 
instancias jurisdiccionales especiales para investigar y juzgar crímenes de lesa humanidad en países como 
la ex Yugoeslavia, Sudáfrica, Ruanda o Camboya. Todo ello ha desembocado en la creación de la Corte 
Penal Internacional. Véase Robertson (2006).

3

Número de documento: No indica.

Asunto: Comentarios sobre Operación Cóndor. 

De: No indica.

Para: No indica.

Fecha: 18 de abril de 1977. 

Traducción: Lic. Berenice González Hernández.

Ubicación: www.foia.state.gov/documents/pcia/9d23.PDF
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dudosas: desde el prejuzgamiento sin un proceso equitativo hasta el en-
cubrimiento de los culpables. En la tradición política y jurídica posterior 
a 1945 se alegó como fuente de derecho la costumbre internacional 
condenatoria de los delitos de lesa humanidad, o sea el derecho consue-
tudinario de gentes, tomado como norma positiva vigente. Éste sería algo 
distinto y más fuerte que el llamado derecho natural, que constituiría só-
lo una moral,4 pues el consenso existente históricamente entre distintos 
pueblos y culturas en torno al respeto de ciertas leyes de convivencia y 
la necesidad de castigar su violación, fundaría una normatividad positi-
va que sería base de las actuaciones desde la constitución del Tribunal 
Militar Internacional de Núremberg en adelante (Merle, 1949; Owen, 
2006; Ambos, 2002; y Robertson, 2006).

La tipificación legal de las acciones en discusión puede o no estar 
recogida en todas las legislaciones de los países respectivos (o estar con-
templada bajo denominación distinta, según el país); aquí nos limita-
remos a señalar operaciones que resultan delictivas a la luz de algunas 
legislaciones nacionales, internacionales o del derecho de gentes. En una 
lista preliminar y no taxativa se trataría de: desapariciones forzadas; tor-
turas; abusos sexuales; manipulación y destrucción metódica de la per-
sonalidad de los detenidos, como un objetivo adicional de las torturas y 
malos tratos (además de la obtención de información); ausencia de un 

La existencia de un derecho natural es algo muy discutible y discutido en la doctrina jurídica. En la con-
ceptualización aquí mencionada se distingue el derecho natural del derecho de gentes (considerado éste 
como una variante consensual del derecho positivo) porque el primero tendría una existencia histórica 
pero de naturaleza puramente ética, resultando que la moral sólo es fuente de derecho internacional si las 
partes aceptan voluntariamente la norma. (Otro tanto se podría decir del derecho nacional, cuando una 
norma interna acepta la vigencia del derecho natural, según veremos luego.) En el juicio de Núremberg se 
dio por supuesto que la adhesión de varios países al estatuto del 8 de agosto de 1945 proveía el consenso 
necesario para darle calidad de derecho positivo vigente. Véase Merle (1949). Si se acepta la existencia de 
algo parecido a un derecho natural, su contenido puede especificarse recurriendo a la doctrina filosófica y 
jurídica y también a la jurisprudencia, cuando ésta lo acredita. Pero en eventuales causas penales basadas 
en derecho natural o de gentes —normatividades que se caracterizan por su generalidad y escasa preci-
sión— quedarían en pie los problemas no menudos de tipificación del delito y de especificación de la 
pena, que fueron motivos de objeción a la legitimidad del tribunal de Núremberg. 

4
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proceso justo; detención, cárcel y ejecuciones ilegales; esclavización de 
detenidos; represalias contra familiares o amigos de presos y persegui-
dos; delitos económicos cometidos por agentes del Estado tales como 
pillaje, chantaje, extorsión (a veces extendidos a personas sin relación 
alguna con la política) y comercio de bienes robados; falsificación y trá-
fico de documentos; secuestros; toma de rehenes; apropiación y tráfico 
de menores; sustitución forzada de identidad; homicidios en masa; en el 
caso argentino, la sala penal de la Audiencia Nacional Española y poste-
riormente la magistratura argentina, han estimado también la existencia 
del delito de genocidio.5

En tal contexto, acciones como las desapariciones forzadas de perso-
nas se regían por una lógica de exterminio, de eliminación de pruebas y 
también de negación absoluta del otro. Pero esta negación, si bien con 
profundo contenido simbólico, perseguía una meta muy concreta, la de 
encubrir ejecuciones y prisiones masivas ilegales.6

Las torturas eran muy a menudo prolongadas y refinadas bajo cri-
terios seudocientíficos, que incluían control médico con el fin de pre-
servar la vida de las víctimas, no sólo para incrementar la posibilidad 
de extraerles información, sino también de usarlas para otros efectos 
del sistema represivo; sin ignorar que, en operaciones de vasto alcance 

La Sala Penal de la Audiencia Nacional Española afirmó que hubo un genocidio en Argentina en los 
años setenta (así como en Chile), pues el criterio de determinación de lo que es un grupo nacional, de 
acuerdo a la convención internacional contra el genocidio, se puede aplicar a un subgrupo, incluso 
inventado por el gobernante. En México también se ha formulado la acusación de genocidio contra los 
presuntos principales responsables de las matanzas de estudiantes en 1968 y 1971. Véase De Pozuelo y 
Tarín (1999) y Gómez (2006). 
Uno de los factores que indujo a los militares argentinos a planear desapariciones forzosas masivas fue 
el conocimiento de la experiencia uruguaya previa. En Uruguay hubo relativamente pocas desaparicio-
nes, en comparación con Argentina, Chile y México (aunque más de las aceptadas oficialmente), y los 
prisioneros, en su mayoría, estaban identificados como tales en establecimientos penitenciarios oficiales. 
Gracias a ello trascendía la situación de privación en que se hallaban y el maltrato que recibían en las 
prisiones, lo que constituyó un molesto foco de denuncias y críticas internacionales para la dictadura. 
El régimen argentino se propuso desde el primer momento evitar este inconveniente, procediendo a 
la desaparición forzosa de miles de detenidos, a la vez que negaba toda responsabilidad en las mismas.

5

6
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numérico —tanto por la cantidad de víctimas como de torturadores—, 
se puede dar el hecho puro y simple de la ejecución sumaria o la muer-
te por tortura sin que llegue siquiera a obtenerse información. Otras 
veces, la información ya estaba disponible de antemano y el suplicio se 
aplicaba y prolongaba con la sola finalidad de lograr la denigración de la 
persona mediante la confesión (Martínez, 2003). La tortura contiene 
así distintas fases: infligir dolor, extraer información, exterminar física o 
sicológicamente al ser humano y, a veces, volverlo un instrumento del 
sistema represivo (Garzón y Romero, 2008). En tal circunstancia, que 
implica una relación muy personalizada de la víctima y el verdugo, un 
objetivo preciso es también el aplastamiento de la moral de la víctima 
para lograr su colaboración. Esto se relaciona con la perspectiva global 
del terrorismo de Estado en su sentido de disuasión y de desmoraliza-
ción de la población, con la finalidad no sólo de destruir la subversión, 
sino de realizar una transformación social a modo de los gobernantes.

En el caso de los abusos sexuales relacionados con la situación de 
prisión sin garantías, el sistema —y por ende sus funcionarios—, dispo-
nen de la víctima (sobre todo mujeres) en el sentido más personal. Con 
orientación parecida debe también verse el pillaje de bienes, que llegó a 
constituir un propósito rutinario de la represión, dándole un cariz com-
plementario de acción económica.

En Argentina también se usó la modalidad de exterminio de un 
grupo familiar, o también de simples amigos de perseguidos políticos, 
localizados por las agendas de direcciones de éstos,7 lo que más allá de la 
irracionalidad aparente entraba en la lógica de no sólo buscar sospecho-
sos sino, más ampliamente, de “secarle el agua al pez”.8 

“Aquí murieron muchas inocentes: bastaba que su nombre apareciera en la agenda de algún subversivo 
para que se la llevaran detenida, o algo peor” (declaración del ex ministro del Interior del régimen 
argentino, Albano Harguindeguy, en Ciancaglini y Granovsky (1995: 325). También el Informe Rettig 
(tomo I-2: 477) alude a casos de desapariciones “por otro”.
Reformulando la conocida metáfora de Mao Zedong, de que el guerrillero con relación a la población 
civil es como un pez en el agua.

7

8
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Los negocios privados mezclados con la represión se dieron bajo la 
forma de saqueos, productos de chantajes, liberación (o sólo promesas 
no cumplidas de liberación) de prisioneros a cambio del pago de rescates, 
transferencias a victimarios de propiedad de las víctimas o de sus fami-
liares y uso del poder desbordado del Estado para extorsionar a personas 
no relacionadas con el conflicto político.9 La vinculación entre negocios 
y política cobró así una dimensión especial. No se puede ignorar que 
en toda confrontación armada importante el aspecto económico suele 
estar presente: aceita la maquinaria, premia a funcionarios, aplaca con-
ciencias y mantiene adhesiones. Y en concreto, la ausencia de trabas que 
el funcionamiento de la guerra sucia requiere, produce excesos también 
en lo económico, al punto que el objetivo político de la represión pesa 
tanto como la avidez del botín, lo que explica que este tipo de acciones 
ocasionalmente se hayan extendido a personas y situaciones no involu-
cradas con el conflicto pero que resultaban pasibles de extorsión por su 
posición patrimonial. En conjunto, en estos ámbitos se produjo cierta 
indistinción entre Estado y organización criminal.

Treinta y un ejecutivos del Banco Hurlingham en Argentina fueron secuestrados por el ejército para 
que funcionarios del gobierno pudieran apropiarse de esa institución financiera; véase Ciancaglini y 
Granovsky (1995: 74). La conmixtión de terrorismo de Estado, delincuencia política y criminalidad 
común es también clara en la acción de la ocoa uruguaya, que gracias a la Operación Cóndor extendió 
sus actividades a la Argentina, asociándose a militares y paramilitares de ese país. No es menos impre-
sionante la prolongada impunidad de que gozaron los culpables. Véase, para un resumen minucioso de 
la cuestión y de sus ramificaciones, Rodríguez (2006).

Recuadro 10

Documento desclasificado del gobierno de EUA alude a posible 

repatriación de refugiados uruguayos

1.- Oficiales del Alto Comisionado de Naciones Unidas para Refugiados han expresado preocupación 

a personal de la embajada aquí sobre la posible repatriación de más de 21 refugiados uruguayos. 

9
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El ACNUR tiene información de que autoridades argentinas permitieron a miembros de Inteligencia 

de la Armada uruguaya conducir operaciones en Buenos Aires en diciembre y enero pasados para 

arrestar a un número de refugiados uruguayos residentes en Argentina. Los oficiales del Alto Comi-

sionado especulan que las autoridades uruguayas creen que estos individuos tengan conexión con el 

Grupo Accionista Unificado (GAU), el cual ha sido objeto de esfuerzos antisubversivos en Uruguay.

2.- En uno de los casos, sobre el cual el ACNUR llamó la atención del Ministerio del Exterior argenti-

no, la familia de un refugiado uruguayo secuestrado fue contactada e informada de que mediante un 

pago de US$ 8,000, el miembro señalado podría ser liberado de cargos de subversión a su regreso a 

Uruguay.

3.- El Alto Comisionado está preocupado por la repatriación y por el hecho de que autoridades ar-

gentinas permitieron a fuerzas de seguridad uruguayas conducir operaciones en Buenos Aires. Sos-

pechan que esto podría ser un favor devuelto al gobierno uruguayo, por su cooperación en el caso 

de Oscar Rubén de Gregorio.

4.- El ACNUR ha protestado ante autoridades argentinas y uruguayas por un caso de repatriación simi-

lar pero aislado, que tuvo lugar a fines de 1977. La protesta tuvo como consecuencia una investigación 

judicial oficial en Argentina y un acuerdo por parte del gobierno uruguayo para garantizar al refugiado 

(nombre protegido), devuelto a Uruguay a la fuerza, un permiso para ser reubicado como refugiado 

directamente desde Uruguay.

5.- Los siguientes son nombres de 21 uruguayos y un brasileño que el Alto Comisionado considera, 

han sido devueltos a Uruguay de manera forzada:

Altuna Fernández, Elsa Zulma

Arce Vieira, Gustavo Raúl

Castro Huerga Martínez, María Antonia

D´Elia, Yolanda Casco de

D´Elia Pallares, Julio César

Dossetti Techeira, Edmundo Sabino

Martínez, Mario

O´Neil Velásquez, Haber Edmundo

Gándara Gastroman, Elba Lucía

Ríos Casas, Miguel Ángel

Castillo, Ataliva

Basualdo, Graciela Noemí

Corchs, Alberto

Corchs, Elena Lerena de

Gómez Rosano, Célica

Goycoechea Camacho, Gustavo Alejandro
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La hipótesis de tipificar este conjunto de acciones como genocidio, 
en tanto exterminio sistemático y planificado de una minoría, fue en 
primer lugar aceptado, como se ha dicho, para el caso argentino, por la 
sala penal de la Audiencia Nacional Española, que afirmó que se verifica 
la variante de eliminación de un grupo nacional aun cuando los afectados 
sean sólo un subgrupo del mismo.10 Éste sería el claro caso de lo ocurri-
do en Argentina, pero el argumento también fue usado en la acusación 
contra Pinochet en Chile y contra el ex presidente Luis Echeverría en 
México (Brody y Ratner, 2000; Guzmán Tapia, 2005). En Uruguay, 
en cambio, cabe hablar más bien de una metódica política de persecu-

Esta instancia judicial afirmó que incluso se puede alegar genocidio de un grupo nacional cuando 
éste se compone en forma heterogénea de acuerdo al designio del victimario. Por ejemplo, cuando se 
decide exterminar al conjunto de extranjeros de variada  nacionalidad de origen, residentes en el país 
en que se lleva a cabo la represión. Véase Pozuelo y Tarín (1999).

10

Barrientes, Carolina

Fontoura, Andrés

Carneiro de Fontoura, Jubelinho

Cabezudo, Carlos

Borelli Cattango, Raúl E.

6.- La embajada agradecerá cualquier información sobre la reaparición o status de estos individuos.

Firma: [Raúl] Castro.

0000A6EC.pdf 

Documento BUENOS AIRES 03045

Asunto: Posible repatriación de refugiados uruguayos. 

De: Embajada estadounidense en Argentina.

Para: Departamento de Estado. [Info: Embajada estadounidense en Brasil, Delegación estadouniden-

se en Ginebra, Embajada estadounidense en Uruguay, Consulado estadounidense en Río de Janeiro].

Fecha: 20 de abril, 1978.

Traducción: Lic. Berenice González Hernández.

Ubicación: www.foia.state.gov/documents/Argentina/0000A6EC.pdf
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ción, tortura, encarcelamiento, vigilancia y exclusión de los clasificados 
como subversivos, aunque en menor medida de exterminio físico de los 
mismos. Específicamente se usó la política de rehenes, que tuvo como 
víctimas selectas a un grupo de dirigentes del Movimiento de Liberación 
Nacional (Tupamaros).11

Otro aspecto muy sonado en ambas márgenes del Río de la Plata, lo 
configuró la suplantación forzada de identidad en el caso de los niños 
nacidos en cautiverio o secuestrados durante operaciones antisubversi-
vas que, al igual que la desaparición forzada de personas, trajo a colación 
el hecho del delito continuado: en tanto no se localiza a las víctimas o 
sus restos mortales, el delito se sigue configurando y no procede la pres-
cripción. En este renglón, casos como los de la nuera y nieta del poeta 
Juan Gelman (Rodríguez, 2006) y otros muestran que la apropiación de 
infantes también era parte de la lógica de botín de guerra bajo la forma 
de tráfico de personas. El robo de niños y la suplantación de su identi-
dad es una especialidad dentro de la desaparición forzada.

El terrorismo es en sí un delito, por lo que ha entrado en las acu-
saciones contra Pinochet o contra personajes secundarios muy involu-
crados en la represión clandestina, como el argentino Ricardo Cavallo, 
extraditado por México y enjuiciado en España (Erenberg, Imperiale y 
Roqué, 2006). También en México las organizaciones civiles han acusa-
do al gobierno de la práctica de terrorismo de Estado.12

En términos igualmente específicos y geográficamente localizados, el 
Informe Rettig en Chile menciona: desapariciones forzosas, ejecuciones 
ilegales, uso indebido de la fuerza, muertes en horas de toque de que-
da, abusos de poder (por motivos de venganza u otros), tortura, y actos 
terroristas. Y el posterior Informe Valech da cuenta de decenas de miles 
de prisioneros políticos que fueron sujetos a tortura, entre los que se en-

Acerca de los rehenes masculinos véase Rosencof y Fernández Huidobro (1989); y acerca de las rehenes 
mujeres, Universidad de la República (2008). 
Véase, por ejemplo: <http://www.jornada.unam.mx/2001/11/28/005n2pol.html>, (consultada en 
agosto de 2008).

11

12
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contraban menores de edad.13 A su vez, el Servicio de Paz y Justicia en 
Uruguay (serpaj) señala que la prisión arbitraria prolongada acompañada 
de tormentos y arbitrariedades, fue la característica estadísticamente so-
bresaliente de la represión en ese país. Prácticamente todos los detenidos 
—una proporción muy grande en relación a la población total— fueron 
torturados.14 Fue también típico de la dictadura uruguaya la persecución de 
abogados defensores de presos políticos, lo que hacía difícil o imposible 
a los detenidos bajo proceso elegir un defensor propio, por lo que tenían 
que recurrir a los abogados de oficio militares,15 quienes ni siquiera llega-
ban a entrevistarse una sola vez con su “defendido”; mientras, los jueces 
castrenses aplicaban reiteradamente el criterio de la “ultrapetita”, consis-
tente en sentenciar penas más duras que las solicitadas por los fiscales. En 
la cárcel también se reproducía el cuadro de acoso, con denegación de 
asistencia médica y una seudoatención sicológica que era más bien parte 
de la tortura, por lo que no es de extrañar que se registraran muertes por 
suicidio de detenidos, enfrentamientos entre reclusos, enfermedades ter-
minales y otros males (Universidad de la República, t. I y II, 2008). Por si 
fuera poco, al igual que en Chile, los sepelios de perseguidos políticos eran 
vigilados, con prohibición de abrir los féretros por parte de los familiares 
una vez que el cadáver había sido entregado por los cuerpos represivos 
(serpaj, 1989: 231-251; y, respecto de Argentina, Nunca más…, 1984).

En Argentina, los integrantes de la Junta Militar de 1976, teniente 
general Jorge Rafael Videla y almirante Emilio Massera, fueron condena-

Véanse, Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación (1991), (en adelante se le cita como 
Informe Rettig, por el nombre de Raúl Rettig Guissen, presidente de la comisión); e Informe de la Comi-
sión Nacional de Prisión Política y Tortura (2004), (en adelante InformeValech, por el nombre de Sergio 
Valech, presidente de la comisión ). En <http://www.comisionprisionpoliticaytortura.cl/>.
De los encuestados por serpaj, sólo 1 por ciento de los hombres y 2 por ciento de las mujeres dijo no 
haber sido torturado y, aun así, el número pudo ser mayor, dada la tendencia de algunas víctimas a 
ocultar esta información. Véase serpaj (1989: 144). Más información en Universidad de la República 
(2008); y sobre los desaparecidos en Uruguay, véase A todos ellos. Informe de madres y familiares de uru-
guayos detenidos desaparecidos (2004).
Desde 1972 los detenidos políticos en Uruguay estaban sometidos a jurisdicción militar.

13

14

15
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dos por múltiples homicidios agravados por indefensión de las víctimas, 
privaciones ilegales de libertad, calificadas por amenaza y violencia, y tor-
turas seguidas de muerte y robos. En cuanto a Chile, España acusó a Pi-
nochet de genocidio, tortura, masacres, toma de rehenes y conspiración 
para llevar adelante estos crímenes, ejecutados como parte de un plan 
para derrocar el gobierno constitucional de Salvador Allende y eliminar 
toda oposición. Aparece aquí el plan previo como elemento central en la 
acusación por política criminal.

En cuanto a México, el Informe de la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos de noviembre de 2001, anota:

Es cierto que las organizaciones surgidas en torno a proyectos revolucionarios 
utilizaron la violencia, transgredieron las leyes y representaron un riesgo para 
la seguridad pública y las instituciones del Estado. Adicionalmente al asalto a 
convoyes militares, privaron de la vida a elementos de la policía y del Ejérci-
to, cometieron secuestros y asaltos a bancos y generaron temor y zozobra en 
amplios sectores de la sociedad mexicana. Sin embargo, también es irrefutable 
que muchas de las respuestas por parte de las fuerzas públicas fueron realizadas 
fuera del marco jurídico. Las desapariciones forzadas quebrantaron gravemente 
la legalidad e hicieron patente la respuesta autoritaria a un problema político. 
Los derechos humanos de cientos de personas fueron desconocidos por grupos 
formados ex profeso en el ámbito de las fuerzas de seguridad (cndh, 2001).  

La violencia de Estado en México

En la violencia de Estado hay espacios oficiales que poseen mecanismos propios y recurrentes. A nivel 

policial y militar destaca la creación y continuidad de comandos de elite como fuerzas de choque para 

enfrentar movimientos populares no armados. A nivel procesal, la acción coordinada del Ministerio 

Público y de los jueces que obvian procedimientos legales para acusar, castigar y resolver de manera 

expedita e injusta. En la desaparición forzada, la aquiescencia de autoridades políticas, militares, po-

liciales y judiciales a nivel municipal, estatal y federal.

Recuadro 11
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Podemos hablar de la violencia de Estado en movimientos de inconformidad social cuando la 

procuración e impartición de justicia, y aun la legislación, concurren con la represión policial o militar 

desde el arresto de líderes y represión indiscriminada, hasta masacres y desapariciones forzadas. Tal 

violencia puede describirse vía las acciones específicas y propias de cuerpos policiacos, contingentes 

militares, manipulaciones procesales, sentencias de jueces sin fundamento legal suficiente, o el cri-

men de Estado que caracteriza de manera central esta violencia: las desapariciones forzadas.

Revisemos algunos casos de esta urdimbre letal en diversos movimientos del México del siglo XX. 

Primero, los operativos de allanamientos ilegales multitudinarios de pequeños poblados o barrios, 

con daños y despojos indiscriminados y arrestos colectivos sin sustento legal... Son las tácticas milita-

res donde se originaron las desapariciones forzosas y los asesinatos de centenares de campesinos en 

el estado de Guerrero durante la guerra sucia de los años 70. La guerra sucia en Sudáfrica, Argentina, 

Uruguay, Chile, Vietnam, Guatemala, en cualquier país, hubiera sido imposible sin estos operativos 

que en las primeras horas del amanecer ensangrentaron aldeas y barrios enteros.

Este modus operandi continental sigue tomándose en cuenta en México como recurso oportu-

no. Así ocurrió hace pocos años en una zona rural cercana a la ciudad de México. El 23 de mayo del 

año 2007, Amnistía Internacional, sección México, encabezada por Liliana Velásquez, presentó el ca-

pítulo dedicado a nuestro país de su Informe 2007, donde se señalaba en cuanto al operativo policia-

co efectuado el 3 de mayo de 2006 en San Salvador Atenco, que “la policía utilizó gas lacrimógeno y 

armas de fuego contra miembros de la comunidad y detuvo, durante los días que duró la operación, 

a 211 personas, muchas de las cuales fueron reiteradamente golpeadas y torturadas mientras se les 

trasladaba a la prisión”. Apuntó que de las 47 mujeres que fueron detenidas y llevadas a la cárcel, 

“al menos 26 de ellas denunciaron ante la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) que 

fueron objeto de agresión sexual o violación de policías. Al finalizar el año, sólo se habían fincado 

cargos menores contra uno de los agresores” […].

Los contingentes militares o policiales penetran en todas las habitaciones de las casas para de-

tectar rápidamente armas, equipos, pertrechos, alimentos, propaganda o dinero. A estos detalles 

técnicos y tácticos se debe la imposibilidad de distinguir entre el robo, el despojo, la destrucción 

indiscriminada y lo que esos elementos y sus jefes quisieran que víctimas y analistas llamáramos so-

lamente “inspección”. La secuela de devastación, robo y ultraje es connatural a la inspección y a la 

aprehensión multitudinaria […].

Fuente: Carlos Montemayor, “La violencia de Estado en México/III”, La Jornada, 31 octubre de 2008.

Si bien es notoria la existencia de una lógica común a los cuatro paí-
ses, también se observan variantes nacionales en la represión. En Chile, 
a partir de septiembre de 1973, se dieron operaciones militares conven-
cionales propias de un estado de sitio —con apoyo político de algunos 
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grupos civiles—, acompañadas de trabajo de inteligencia y represión 
policial. Pero el escándalo internacional que despertaron dichas accio-
nes, a menudo realizadas a cielo abierto, sirvió a su vez de elemento de 
convicción para la dictadura argentina que, iniciada tres años después 
(en marzo de 1976), partió de la base de que una represión castrense 
convencional como la chilena, con campos de concentración identifi-
cados y oficializados, ofrecía un flanco vulnerable a la opinión mundial 
preocupada por el respeto a los derechos humanos. 

Los sucesos en Argentina fueron extremos y sui generis: hubo una 
fuerte descentralización de la represión por secciones geográficas y grupos 
de tareas, impulsada por razones prácticas, influida por la rivalidad entre 
los tres sectores componentes de las fuerzas armadas y también con la 
finalidad de dificultar la tarea de ubicación y defensa de los detenidos 
—que en gran número eran desaparecidos desde el mismo momento de 
su aprehensión—. En Uruguay, en cambio, la guerra sucia fue numéri-
camente limitada en aspectos como ejecuciones ilegales y desapariciones 
forzadas,16 dado el escaso tamaño de la población y la concentración del 
conflicto político en la ciudad capital de Montevideo.17 En contraparte, 
fue muy alta la incidencia de la tortura y la prisión por motivos políticos, 
al punto de que el país sería catalogado como “país prisión”. México es 
un  caso aún más particular porque la confrontación se dio en un contex-
to en que supuestamente regía el Estado de derecho y había un gobierno 
y un poder legislativo electos.18 

Señalan declaraciones de ex prisioneras políticas, “[…] en Uruguay […] no hubo una política de ex-
terminio físico. La destrucción que se proponían era minarte la voluntad, socavar tu personalidad, tu 
capacidad de acción, quitarte de en medio para que no pudieras incidir en nada, trataban de quebrarte, 
de inducirte a la paranoia”, AA.VV. (2006). Un caso extremo ya mencionado fue el de los prisioneros y 
prisioneras clasificados como “rehenes” por las FF.AA.
Aunque hubo operaciones antisubversivas en todo el país, y al ser menor el número de aprehendidos 
fuera de Montevideo se producía a veces un mayor ensañamiento, dada la focalización de los verdugos 
en pocas víctimas. Véase Gavilán Vidal (2007). 
De acuerdo a opiniones como la de la abogada Carmen Merino, la historia de México puede entenderse 
como “[…] repleta de guerras sucias. De hecho, quizá ése sea el real escenario de la política mexicana”.

16

17

18
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En relación con lo anterior se visualizan distintos tipos de desafío o de 
amenaza a los que respondió la violencia estatal. En Chile los militares se 
las veían con un gobierno electo que proponía un tránsito pacífico al so-
cialismo, pero también con un sistema de movilización popular que la iz-
quierda había generado desde décadas atrás, por lo que la acción castrense 
se inscribiría dentro de la tradición de las operaciones contrarrevolucio-
narias ajustadas al aplastamiento de un movimiento de masas, organiza-
do fundamentalmente en gremios y partidos. En Argentina y Uruguay 
existía el mismo tipo de organizaciones de masas movilizadas, pero con 
el ingrediente adicional de una guerrilla urbana muy desarrollada,19 y 
tanto las formaciones clandestinas como las legales serían reprimidas con 
técnicas de contrainsurgencia descentralizadas por regiones geográficas20 
y ordenadas por las tres fuerzas militares (ejército, marina y fuerza aérea, 
separadas o coordinadas) a las que se sujetaban los cuerpos policiales. En 
Chile, por contraste, mucho fue oficial y centralizado, pues la contrain-
surgencia se institucionalizó en una organización ad hoc: la Dirección de 
Inteligencia Nacional (dina). En México la represión quedó a cargo de las 
Fuerzas Armadas y de un cuerpo policial especial, la Dirección Federal de 
Seguridad (dfs) (Condés Lara, 2007).

El carácter y la dimensión de estas actividades criminales oficiales no 
pueden ser estudiados sino como parte de una obra de conjunto que se de-
sarrolla primero en ámbitos nacionales para tener luego una extensión con-
tinental y transcontinental, concebida por sus autores como una medida de 

En <http://www.jornada.unam.mx/2002/jul02/020717/013n3pol.php?origen=index.html>, consulta-
da en enero de 2008.
En Chile, existía también una guerrilla urbana, el Movimiento de Izquierda Revolucionario (mir), pero 
dada la peculiar coyuntura de 1970-1973, éste no operaba contra el gobierno izquierdista de Salvador 
Allende, si bien tampoco respondía a sus directivas.
La descentralización de la represión argentina en regiones geográficas y grupos de tareas en el período 
de marzo de 1976 en adelante —de acuerdo a Andersen (2000)—, no fue una descoordinación caótica 
como a veces se piensa, sino una forma deliberada de acción, buscando una mayor eficacia por medio 
de la autonomía de los cuerpos militares y policiales a cargo. Entre otras cosas, dificultaba el esfuerzo de 
los deudos por localizar a las víctimas o movilizar influencias para salvarlas.

19

20
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“saneamiento” social dirigida al exterminio de grupos políticos determina-
dos y a la desmoralización de su entorno social. No debe suponerse que la 
lucha antisubversiva fuese dirigida sólo en contra de guerrillas o grupos ar-
mados de izquierda, porque ha quedado documentado que también fueron 
alcanzados —a veces en grandes números, especialmente en el Cono Sur— 
sindicalistas, militantes de izquierda legal, activistas de derechos humanos, 
personas que realizaban tareas humanitarias, abogados de detenidos, sim-
ples familiares y amigos de perseguidos, e incluso individuos totalmente 
ajenos al conflicto. Pero la ausencia de juicios justos impide saber si los 
mismos perseguidos por actividades armadas eran realmente responsables.

Del terrorismo de Estado se desprenden tanto la eficacia represiva 
como la vulnerabilidad política y ética que acarreó a los regímenes que 
lo albergaron y al sistema de impunidad que creó, con consecuencias 
que alcanzan al presente. Su forma de investigar y de castigar adquirió 
dimensiones mesiánicas acompañadas por una estructura antijurídica. 
Campaña antisubversiva, negocios ilícitos y reforma  del Estado afianzada 
en la intimidación general, sustituyeron no sólo la concepción de nego-
ciación y acuerdo propios del liberalismo clásico, sino también la práctica 
corporativista o neocorporativista heredada de la era del desarrollo y la 
industrialización de la segunda posguerra.

Parte de la discusión en el Reino Unido sobre el reconocimiento o no 
de inmunidad a Pinochet en tanto ex jefe de Estado, versó sobre si genoci-
dio, tortura y toma de rehenes son funciones de un jefe de Estado (Brody 
y Ratner, 2000). Legalmente no lo son, evidentemente, y por tanto no 
pueden esgrimirse como exculpación, pero se acordó que pueden ser pro-
ducto de una acción de gobierno movida por razones políticas, sin dejar 
de constituir un delito.

Dependiendo de cada país, las corporaciones militares y policiales 
y los gobiernos civiles posautoritarios, ocasionalmente han reconocido 
la existencia en el pasado de estos abusos, tachándolos de “excesos”, que 
se dieron en una presunta guerra, originados por el desborde de indi-
viduos o grupos acotados. Mas no fueron simples excesos, dado que se 
comprueba, por distintas instancias judiciales o del ministerio público, 
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que fueron componentes de un plan institucional que incluía delibe-
radamente operaciones ilegales a la luz de la propia legislación21 o de 
la legislación de otros países, así como del derecho internacional y del 
derecho de gentes.22

En cuanto a los delitos de índole común (como corrupción o pi-
llaje) cometidos por funcionarios en el marco de estas operaciones, no 
dejaron de tener conexión con el fenómeno político y fueron cometi-
dos al amparo de Estados que proveían sustento a toda acción que se 
emprendiera contra el “enemigo”. El móvil de la acción violatoria de la 
ley penal determina la diferencia entre un delito común en beneficio 
propio —como, por ejemplo, la corrupción o la extorsión— y otro que 
se orienta por objetivos políticos que no reportan un beneficio personal 
directo al funcionario involucrado. El delito político puede o no estar 
conectado con crímenes comunes guiados por el interés personal. El 
delincuente político puede ser un funcionario que no cometa ilícitos en 
beneficio propio, lo que no lo hace menos criminal.

Las dictaduras no abolieron expresamente las normas constitucionales y legales previas que amparaban 
los derechos humanos, por lo que sus funcionarios delinquían aún a la luz de la legislación que acep-
taban. El 11 de marzo de 1974, a pocos meses del derrocamiento de Allende, se emitió una solemne 
“Declaración de principios del gobierno de Chile” en que se asentaba: “El hombre tiene derechos 
naturales anteriores y superiores al Estado” (Informe Rettig, tomo 1: 62). Por más que esto fuera des-
virtuado, como señala el Informe, por otras disposiciones normativas del régimen, se puede interpretar 
que al adherir expresamente al derecho natural, la dictadura se hacía pasible de incriminación ante la 
jurisdicción universal, de acuerdo al criterio de que la adhesión a estos principios éticos por parte de 
un gobierno los convierte en derecho positivo nacional o internacional vigente para él mismo. Un 
razonamiento similar puede aplicarse a Uruguay, dado que la constitución de 1967 (tampoco abolida 
expresamente por el régimen autoritario) en su art. 72 reconoce la vigencia del derecho natural. En 
Argentina, el fiscal Strassera, movido por la entidad de los crímenes a la vista, en un arrebato trascen-
dente al culminar su requisitoria contra las Juntas argentinas afirmó que no descartaba que algún día los 
inculpados debieran también comparecer ante un tribunal más elevado que el que puede proveer una 
sociedad humana; véase Strassera y Moreno Ocampo (1986). Con ello —tal vez por influencia de la 
filosofía escolástica— sugirió imaginativamente un tercer nivel de responsabilidades, por encima de los 
derechos positivo y natural.
Sobre la complejidad de la definición y tipificación de crímenes de guerra, véase Gutman y Rieff (2003).

21

22
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La organización criminal y el Estado

De la mera constitución de ciertas organizaciones se puede deducir la exis-
tencia de un plan criminal. A partir del juicio de Núremberg se acepta 
que organismos del Estado con objetivos de represión ilícita pueden ser 
declarados criminales a petición de un fiscal, la que una vez concedida 
establece una presunción de culpabilidad de sus integrantes, salvo que 
éstos demuestren que no participaron efectivamente los delitos perse-
guidos, o que fueron obligados a ello en circunstancias en que era im-
posible resistirse (compulsión). En la Alemania de la posguerra, fueron 
declaradas organizaciones criminales la ss, la Gestapo y la sd (Policía de 
Seguridad del Reich). Con criterio parecido, el fiscal que acusó a Adolf 
Eichmann indicó que “Este proceso nos presenta […] un nuevo género 
de asesino, que ejerce su oficio sanguinario sentado ante un escritorio y 
que raramente mata con sus propias manos […] Él no hacía más que 
ordenar” (Santander, 1961: 75).

La desaparecida agencia chilena de inteligencia, la dina, ha sido de-
clarada asociación ilícita.23 Algo similar podría estipularse (aunque no ha 
habido declaración formal ni en este caso ni en el de la dfs mexicana) en 
relación con los organismos uruguayos denominados Organismo Coor-
dinador de Operaciones Antisubversivas (ocoa). En Argentina, los fisca-
les Strassera y Moreno Ocampo basaron su acusación en el supuesto de 
que había existido durante la dictadura un plan criminal y “el uso de un 
aparato organizado de poder” para realizarlo y que quienes no ejecutaron 
los actos serían de todos modos coautores por propiciarlos mediante una 
pirámide de mandos, disposiciones y condiciones favorables (Strassera y 
Moreno Ocampo, 1986: 226-227).

No obstante, la extensión de las operaciones y el involucramiento ma-
sivo de militares y policías, así como la connivencia y coautoría por parte 
de autoridades políticas del Estado es tal, que sería inadecuado limitar 
a aquellos organismos el alcance de las violaciones masivas de derechos 

Véase Informe Rettig, tomos 1-2: 449.23
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humanos. El caso argentino es quizás el más extenso, pero no el único, lo 
que trae a colación el problema de la responsabilidad de los estados y de 
instituciones enteras como las fuerzas armadas, en la comisión de delitos 
políticos y conexos (Varela Petito, 2005).

Algunos reportes sobre violación de derechos humanos como el In-
forme Rettig chileno o la propia acusación en el juicio a las Juntas mili-
tares argentinas, han dejado en claro que no se pretende responsabilizar 
a las respectivas FF.AA. como institución. En Uruguay, una discusión 
similar se ha desarrollado en el seno de la izquierda. La cuestión, sin 
embargo, deja dudas porque, aun en el período de restauración demo-
crática, han sido las propias FF.AA. (particularmente de Chile y Uru-
guay) las que han reivindicado la pasada “guerra” antisubversiva como 
un hecho legítimo y glorioso de armas, aceptando a lo sumo que hubo 
“excesos”. El público pedido de perdón de los ex jefes de los ejércitos 
argentino y chileno, Martín Balza y Juan Emilio Cheyre, si bien marca 
un tardío cambio de actitud, no hace más que certificar que se trató 
de una política institucional.24 La investigación histórica y judicial, así 
como el testimonio de las víctimas y otros contemporáneos, confirman 
tal hipótesis. Cierto tipo de criminalidad, como establecieron los fiscales 
argentinos (haciéndose eco de la acusación de Núremberg), sólo puede 
darse dentro de un plan preconcebido y en el marco de una organiza-
ción jerárquica —como son las fuerzas armadas y la policía, aparte de 
otros organismos del Estado— implicando a los mandos en tanto coau-
tores en la planificación de delitos, aun cuando no hayan tomado parte 
en la acción física.25 

Por lo demás, no es seguro que estos gestos hayan sido sinceramente compartidos por el grueso de sus 
compañeros de armas. Una referencia personal en Balza (2001).
La requisitoria de los fiscales J. C. Strassera y L. G. Moreno Ocampo (1986) contra las Juntas argen-
tinas, denuncia la existencia de un plan criminal y de un aparato organizado de poder para llevarlo a 
cabo. También el dictamen de la fiscalía uruguaya en una acusación reciente contra el ex presidente de 
facto Gregorio Álvarez, en tanto coautor del delito de desaparición forzada, señala que “la actuación 
de los militares intervinientes, así como la de sus mandos naturales, se dio en […] un designio marcado de 

24

25
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Dado que las fuerzas armadas involucradas en violaciones a los 
derechos humanos dirigían en este período a los países bajo dictadura, 
o contaban con el pleno respaldo de los presidentes civiles cuando éstos 
existían (como en Uruguay en 1973-1981 y en México de manera con-
tinua) la culpa se extiende a los estados. Los actos de gobierno lícitos o 
ilícitos realizados por un jefe de Estado —se dijo durante el juicio de 
extradición de Pinochet— se imputan al Estado mismo, y delitos inter-
nacionales como el de tortura requieren, por definición, la participación 
de funcionarios del Estado en calidad de tales.26 

Sin embargo, es imposible declarar organización ilícita a un Estado 
o inclusive al conjunto de las fuerzas armadas. Estas últimas suelen es-
tar ligadas real o imaginariamente al surgimiento independiente de las 
naciones latinoamericanas, su historia no ha sido siempre infame y han 
gozado de prestigio en sectores extendidos de la opinión pública. Y el 
Estado, en una definición amplia, no es sólo una estructura de gobierno, 
sino una comunidad histórica que involucra al conjunto de la pobla-
ción de una nación. No hay posibilidad de castigar por medios pacíficos 
a un Estado, ni de impedir —debido al entrelazamiento de Estado y 
nación— que en tal eventualidad sufriera la población inocente que 
constituye su base demográfica. Además, el Estado y las fuerzas armadas 
y policiales, aunque pueden propiciar delitos, tienen obviamente obje-
tivos constitutivos que no son delictivos y esto los diferencia de organi-
zaciones políticas especializadas en el crimen desde su creación, como la 
dina, la ocoa o la dfs. Además castigar a un Estado implicaría entrar 

antemano. La distribución de roles, más allá de obvias diferencias derivadas de la jerarquía del cargo 
y de las órdenes superiores, estuvo sujeta a las necesidades de los operativos [y la responsabilidad de 
Álvarez] se pondera en un contexto en el que este tipo de actividades se realizaban dentro de un plan 
sistemático de represión, llevado a cabo […] en un Estado terrorista”, La República (2009a). En tono 
similar, la fiscal que pidió la condena por varios crímenes del ex presidente uruguayo, Juan María 
Bordaberry, asienta que brindó a los ejecutores de los delitos de lesa humanidad “todo el andamiaje 
del Estado, en toda su magnitud, para la realización de un plan donde los delitos que se cometieron se 
hicieron utilizando el aparato organizado de poder”, La República (2009b).
Véase Brody y Ratner (2000).26
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en guerra, lo que produciría nuevas víctimas inocentes. Si se busca cas-
tigar de forma pacífica acciones producidas por el Estado ello sólo es 
viable, como en cualquier proceso penal, por medio de la determinación 
individual de las responsabilidades.

En el extremo opuesto, tampoco es admisible refugiarse en la tesis 
del “acto de gobierno” —como se discutió en el tribunal de Núremberg, 
en el juicio a Adolf Eichmann en Israel y de nuevo durante el proceso de 
extradición de Augusto Pinochet—. Dicha tesis ha sido rechazada por 
el derecho internacional y por el de muchos estados y, en contraparte, 
se ha establecido justamente que la responsabilidad penal por crímenes de 
funcionarios en cumplimiento de una política institucional sólo puede 
ser individual.

Queda, sin embargo, a cuenta del Estado y de sus fuerzas de segu
ridad, una responsabilidad moral, política y civil que exige reparaciones 
pecuniarias y de otro tipo para las víctimas, dado que los daños reclama-
dos fueron causados en el contexto de una política oficialmente definida, 
lo que, según muestra la experiencia, en tanto no se resuelva, pende co-
mo una hipoteca sobre las mismas instituciones. La tensión que de esto 
deriva —que ha pretendido ser negada o enterrada ya sea por el silencio, 
la amenaza o diferentes leyes de exculpación y reparación— sigue bro-
tando en pedidos de verdad y de justicia, en comisiones gubernamenta-
les o civiles de investigación, por presión de una vasta red internacional 
de protección de derechos humanos, o porque algunos delitos en espe-
cial han quedado fuera del amparo de las leyes de exculpación, amén de 
que existen jurisdicciones nacionales o internacionales que no reconocen 
la vigencia de dichas leyes y se declaran competentes para encausar a los 
acusados.27

Paradójicamente, el hecho de que numerosos funcionarios implicados en delitos de lesa humanidad no 
hayan sido juzgados en su propio país, les impide alegar cosa juzgada en su defensa y las leyes de am-
nistía o similares no tienen validez fuera de la jurisdicción nacional, como ha quedado claro en diversos 
pedidos de extradición, incluido el de Pinochet.

27
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Independientemente de los avatares de la impunidad individual, el 
hecho de que la responsabilidad moral recaiga sobre el Estado —aun 
cuando el régimen político actualmente sea otro— ha sido admitida 

Recuadro 12

Derecho a la verdad

Organización de los Estados Americanos

EL DERECHO A LA VERDAD1/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 5 de junio de 2007)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTA la resolución AG/RES. 2175 (XXXVI-O/06) ‘El derecho a la verdad’;

CONSIDERANDO la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos ‘Pacto de San José de Costa Rica’, la Convención Interamerica-

na para Prevenir y Sancionar la Tortura y la Convención Interamericana  sobre Desaparición Forzada 

de Personas;

CONSIDERANDO PARTICULARMENTE los artículos 25, 8, 13 y 1.1. de la

Convención Americana sobre Derechos Humanos, relativos al derecho a la protección judicial, al de-

bido proceso y garantías judiciales, a la libertad de expresión y al deber de los Estados de respetar y 

garantizar los derechos humanos, respectivamente […]

RESUELVE:

1. Reconocer la importancia de respetar y garantizar el derecho a la verdad para contribuir a acabar 

con la impunidad y promover y proteger los derechos humanos.

2. Acoger con satisfacción la creación en varios Estados de mecanismos judiciales específicos, así como 

otros mecanismos extrajudiciales o ad-hoc, como las comisiones de la verdad y la reconciliación, que 

complementan el sistema judicial para contribuir en la investigación de las violaciones de los derechos 

humanos y las del derecho internacional humanitario, y valorar la preparación y publicación de los in-

formes y decisiones de esos órganos. […]

Fuente: oea, Asamblea General, Trigésimo séptimo período ordinario de sesiones, 3 al 5 de junio de 2007, Panamá, 

Panamá.
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y se expresa en leyes de reparación civil y eventualmente en pedidos de 
perdón. El hecho no es nuevo: Alemania y Japón (a pesar de algunas 
reticencias) se hacen hoy cargo de los crímenes cometidos por sus gober-
nantes durante los años treinta y cuarenta, confirmando el concepto de la 
responsabilidad del Estado en el largo plazo, incluso en la hipótesis de un 
cambio radical de ideas, instituciones y partidos en el poder.

La organización criminal especializada en represión política y aso-
ciada al Estado se caracteriza por ser una estructura cerrada con cierto 
grado de autonomía operativa, aunque sometida a controles jerárquicos 
por la propia lógica del plan delictivo y por su faceta institucional, dado 
que la componen funcionarios actuando dentro de una escala jerárqui-
ca, con ciertas reglas escritas y otras no escritas. Ello sin perjuicio de 
que en algunos casos también se dé una cierta disgregación propia de la 
debilidad de un Estado en crisis, o de la actuación fuera de fronteras al 
amparo de la Operación Cóndor, lo que provoca una descentralización 
y relaja tácita o expresamente los controles normativos habituales. Pero, 
aun así, es dable preguntarse si la organización o suborganización de este 
tipo aprovecha vacíos de ejercicio del poder del Estado o más bien los 
llena, en el marco de una lógica dictatorial, como muestra la investiga-
ción de Andersen (2000) sobre Argentina.

Argumentos de la impunidad

Con el fin de generar una situación sicológica, política y jurídica que 
permitiera un enjuiciamiento de los responsables de las acciones ya men-
cionadas, fue necesario, en el curso de varios años, rebatir algunos fun-
damentos retóricos de la impunidad. Las condiciones calamitosas en que 
quedó la dictadura argentina luego de su aventura en las Islas Malvinas 
(que parecía ilustrar, en forma por demás macabra, que los dueños del 
poder no eran aptos ni siquiera para la encomienda bélica que justificaba 
su existencia profesional, y que además proseguían su labor homicida en-
viando jóvenes inexpertos y mal equipados a una confrontación desigual) 
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favorecieron un pronto enjuiciamiento de los principales responsables 
una vez que retornó la democracia. 

La misma posibilidad se vio muy enlentecida en el vecino Uruguay. 
Antes del plebiscito de 1989 en este país, se alegó por parte de los posi-
bles acusados que una amnistía una vez aprobada no se puede derogar 
(Weschler, 1990). Esto aunque la Ley 15.848 del 22 de diciembre de 1986 
no consagraba expresamente una amnistía (aunque para efectos prácticos 
funcionara como tal y así lo reconoció la Suprema Corte de Justicia del 
país), sino una figura peculiar, bautizada con el estrafalario nombre de 
“caducidad de la pretensión punitiva del Estado”.28 E inclusive, aceptan-
do que se tratara de una amnistía, cabría traer a colación el tecnicismo de 
que la parte civil querellante en el juicio contra Pinochet en Chile, logró 
la confirmación por vía judicial de la hipótesis de que quien es amnistiado 
sin haber sido previamente procesado o sentenciado por el delito que se le 
imputa, no puede invocar cosa juzgada (Contreras, 2001). 

En el caso de Pinochet, el Reino Unido accedió a la extradición soli-
citada por España, sólo a causa del delito de tortura —el menos discuti-
ble de los cargos que se le imputaban— pues los tres países involucrados 
(Chile, España y el Reino Unido) habían ratificado la convención inter-
nacional contra este delito, lo que allanaba la discusión. El fallo definitivo 
de la Corte de los Lores no reconoció que el ex dictador tuviera fuero 
por el hecho de ser senador vitalicio en Chile,29 pero tampoco aceptó el 

Es decir que el legislador no extinguía el delito, pero declaraba que por una situación de facto el Estado 
había renunciado a castigarlo. Comprensiblemente esto despertaría un debate acerca de la constitu-
cionalidad de la norma. (Véase acerca del inicio de la discusión, “Referéndum”, Montevideo, Centro 
Uruguay Independiente, 1987). El hecho de que pueda “caducar” una facultad del Estado —cómo y 
cuándo— es cuestionable y más aún el que los jueces, de acuerdo a la ley en cuestión, debieran solicitar 
un visto bueno del Ejecutivo para proceder en ciertas causas relativas a derechos humanos, lo que atenta 
contra la separación de poderes.
Por disposición de la Constitución que su mismo gobierno había hecho sancionar, Pinochet tenía el 
cargo de senador vitalicio. Sin embargo su visita al Reino Unido en 1998 no tuvo carácter oficial, por 
lo que no le fue reconocida la protección del fuero de legislador, así como tampoco —por las razones 
ya expuestas— se aceptó que la inmunidad de jefe de Estado hubiera tenido validez para amparar los 
delitos que se le imputaban.

28

29
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presupuesto de la jurisdicción universal para juicios de lesa humanidad 
invocada por España. Y no correspondía la intervención de la Corte Pe-
nal Internacional, que sólo juzga crímenes cometidos a partir del inicio 
de la vigencia de su estatuto (el 1 de julio 2002) y que además actúa en 
forma subsidiaria, es decir, sólo cuando queda en claro que el país de ori-
gen del delincuente no está dispuesto a juzgarlo, o que lo haría en forma 
falseada. En esta eventualidad, el principio de la subsidiariedad le habría 
dado razón al Estado chileno que, en el caso de Pinochet, reclamaba —de 
acuerdo con la tradición del derecho internacional— la precedencia del 
Estado nacional del delincuente o del lugar en que se realizó el crimen, 
para iniciar el juicio (según la máxima “aut dedere aut iudicare”).

Otro fundamento del no juzgamiento es el de la simetría de la culpa, 
tal como fue expuesto, entre otros, por el ex presidente uruguayo José 
María Sanguinetti (Weschler, 1990) suponiendo que si hubo amnistía 
amplia para los presos de izquierda también debería haberla para los mi-
litares. Es un pretexto invocado con cierta frecuencia, pero aparte de que 
el sufrimiento infligido por militares y fuerzas represivas en general no 
tuvo proporción con el que causaron sus víctimas, éstas, en su gran ma-
yoría, no tuvieron un debido proceso ni su culpabilidad fue probada en 
juicios con garantías, por lo que ambas situaciones son incomparables. 
Como ya se dijo, por ejemplo en Argentina un número inconmensu-
rable de afectados presumiblemente no militaba en organizaciones mi-
litares clandestinas o no había participado en la planeación, ejecución 
o encubrimiento de acciones guerrilleras (Strassera y Moreno Ocampo, 
1986). Para los represores sólo se ha pedido un juicio justo que termine 
con la situación de impunidad, mientras los otros, en gran número, 
sufrieron un castigo brutal e indebido, siendo muchos jurídicamente 
inocentes al no haber sido sometidos a un debido proceso. De acuerdo 
con esta lógica, en Uruguay la Ley de Pacificación de 1985 que permitió 
la liberación de los presos políticos, reconoció la desproporcionalidad 
del castigo (e implícitamente, la irregularidad de los juicios correspon-
dientes) al liberar anticipadamente a los acusados de delitos de sangre 
por motivos políticos (Ley de Pacificación Nacional 15.737).  
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Por encima de toda argumentación basada en la culpa del adversario 
está el principio ético y jurídico de que no se puede invocar el mal de 
otro para justificar el propio mal. La persistencia de la impunidad, sobre 
todo en los primeros años de transición a la democracia luego de las 
dictaduras —incluso en Argentina que fue el país que más rápidamente 
hizo movimientos en pro de la justicia— estuvo pautada por distintos 
factores como la fuerza política que mantenían los mandos militares im-
plicados, la complicidad o indulgencia de grupos civiles influyentes en 
la transición, los obstáculos legales o seudolegales que las mismas dicta-
duras habían establecido previamente a su conclusión, la debilidad de 
los primeros gobiernos democráticos y la mezcla de alivio y amedrenta-
miento de la población civil en los años inmediatamente posteriores a la 
terminación de estos regímenes —aprehensión alimentada durante un 
buen período por reiteradas amenazas provenientes de los militares—. 
Lo que fue contrarrestado, con el pasar del tiempo, por el recambio ge- 
neracional dentro de las fuerzas armadas,30 el afianzamiento de los 
gobiernos civiles debido al funcionamiento de los mecanismos constitu-
cionales y la acción revigorizada de instituciones tales como la división 
de poderes, los organismos jurisdiccionales especializados en la tutela de 
los derechos humanos, más la acción de la sociedad civil y la incidencia 
de los tratados y organismos internacionales relacionados con el tema.

Los acusados o sus defensores han esgrimido también el argumento 
de la guerra. Desde este punto de vista, lo primero sería determinar si 
realmente hubo una guerra en estos países y épocas. Es cierto que a 
menudo actores de adversa ideología política (fundamentalmente go-
biernos de derecha u organizaciones revolucionarias de izquierda) la 
invocaban, pero las declaraciones por sí solas no determinan la existen-
cia fáctica del fenómeno. En algunos países como Brasil, Paraguay o 

Sin que ello significara una condena, por parte de los nuevos militares, de los abusos cometidos durante 
las campañas contrainsurgentes del pasado, pero sí un debilitamiento de las solidaridades personales y 
generacionales con los implicados en delitos de lesa humanidad. En torno a la memoria militar sobre 
los acontecimientos en discusión, véase Hershberg y Agüero (2005).

30
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98 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

Bolivia, involucrados en la Operación Cóndor, ni siquiera se verifica-
ron, luego de 1971, enfrentamientos armados de importancia. Lo funda-
mental, en todo caso, es que el desarrollo de la idea de un derecho de la 
guerra en los últimos siglos no admite el principio de que cualquier acción 
sea considerada lícita en circunstancias bélicas.31 Aún en situaciones en 
que es discutible si hay guerra pero en que se desarrollan actividades mi-
litares antisubversivas, se pueden presentar incidentes como la toma de 
prisioneros en un conflicto armado, y en tal caso igualmente se aplica el 
derecho internacional humanitario que —según como se analice— no 
es un menoscabo de la soberanía nacional o si lo fuera, se trataría de una 
limitación aceptable en función de la tutela de un bien jurídico supe-
rior, que es el de los derechos humanos. En consecuencia, el elemento 

Véase sobre el concepto de guerra y estado de guerra Detter (2000). Se debe tener en cuenta que “No 
es fácil determinar cuándo un enfrentamiento violento dentro de un Estado traspasa los límites del 
derecho penal nacional y se convierte en un conflicto armado al que se pueda aplicar el derecho inter-
nacional” (voz “Guerra civil”, en Gutman y Rieff, 2003: 226). Pero es un hecho que en países como 
Chile y Uruguay, en el marco de los acontecimientos que aquí se comentan, los gobiernos declararon 
que el respectivo país se hallaba en estado de guerra (Cavallo et al., 1997; Lessa, 2003). En cuanto a 
la dictadura argentina, a partir de 1981 en foros internacionales sus representantes usaron la expresión 
“guerra no declarada” (Strassera y Moreno Ocampo, 1986: 188). Sin embargo, el fiscal Strassera se opu-
so a la definición de la situación argentina de 1976-1983 como estado de guerra, dado que no hubo una 
declaración formal en este sentido en los documentos del llamado “Proceso” militar. Strassera buscaba 
rebatir el argumento de la defensa de los golpistas de que se había tratado de una guerra de tipo especial, 
por la índole del enemigo subversivo. Para los acusadores argentinos, las violaciones cometidas por los 
militares y sus cómplices se catalogaban como delitos comunes. Finalmente, la Corte sentenció que sí 
había habido un tipo de guerra especial, que definió como “guerra revolucionaria”, pero acordó que ello 
implicaba justamente la obligación de respetar el derecho internacional para conflictos armados (todos 
estos antecedentes en Ciancaglini y Granovsky, 1995). En Chile, en cambio, la dictadura entendió que 
la supuesta guerra había comenzado antes del 11 de septiembre de 1973, reavivando una institución 
marcial que no se usaba desde el siglo xix: “Los últimos consejos de guerra se habían efectuado […] 
durante la Guerra del Pacífico. Días después del golpe, la Junta determinó que eran necesarios, que 
había una guerra interna, que había un enemigo. Hicieron un análisis retroactivo y aplicaron categorías 
bélicas a todo lo que había ocurrido durante la Unidad Popular” (Cavallo et al., 1995: 39). Más allá de 
la verosimilitud de estas declaraciones, por el hecho de proclamarlas, los gobiernos estaban admitiendo 
implícitamente la posibilidad de que se les aplicara el derecho internacional de la guerra que regula 
también los conflictos armados internos de países.

31
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subjetivo de la declaración o invocación de “guerra” no puede ser por sí 
solo definitorio de la situación objetiva bélica, pero las acciones violen-
tas basadas en dicha invocación generan igualmente responsabilidades, 
enjuiciables ya sea según las leyes de la guerra o de acuerdo al derecho 
internacional humanitario en general.32

La culpa de la víctima como atenuante o excluyente de la respon-
sabilidad del agresor, igualmente pretende usarse como argumento de 
exculpación, como se señaló anteriormente. Los subversivos también co-
metieron delitos, se dice, y a veces los mismos (secuestros, ejecuciones 
ilegales, asaltos). Los jerarcas militares u oficiales en general que han de-
fendido la “guerra sucia” en alguna o todas sus dimensiones, la han justi-
ficado como un expediente extremo ante un tipo de enemigo especial que 
trabaja en las sombras sin respetar las leyes de la guerra convencional.33

Éste y similares argumentos suponen una simetría de fuerzas, accio-
nes y hasta sicologías, que no existió en la práctica y encubre de nuevo 
el hecho de que gran número de víctimas eran ajenas a todo intento 
armado en contra del Estado. Según el fiscal Strassera, en Argentina ni 
siquiera se podía hablar de guerra, dado que la gran cantidad de vícti-

Por lo demás, hay diferentes situaciones limítrofes de acuerdo a la terminología utilizada en el lenguaje 
político y jurídico: guerra propiamente dicha, conflicto armado interno, terrorismo, guerrilla, guerra 
civil, insurgencia y guerra de liberación nacional. Véase algunos de estos términos en Gutman y Rieff 
(2003). La guerra revolucionaria, al igual que la guerra de liberación nacional, suponen el propósito de 
derrocar al gobierno en funciones por medio de la fuerza, sustituyéndolo por otro que dirigen los re-
beldes. En el siglo xx se asocian a movimientos antioligárquicos o anticoloniales a menudos inspirados 
directa o indirectamente en una perspectiva marxista-leninista con invocación de clase o de pueblo, 
lo que los diferencia del golpe de Estado —militar o civil, conservador o reformista— que puede ser 
también violento, pero impulsado desde un organismo o corporación del propio Estado. Acerca del 
terrorismo de Estado, véase Detter (2000: 21, nota 145). 
Una justificación de esta posición se halla en el libro de la Junta de Comandantes en Jefe de Uruguay 
(1976). Respecto de Chile, el Informe Rettig (vol. 1, t. 1: 44-45) resume los mismos principios de la 
guerra antisubversiva asumidos por los militares. Ha trascendido que éstos (y las prácticas que los 
acompañaron) fueron inaugurados por el ejército francés en Argelia y trasladados luego a países como 
Argentina y Brasil por asesores de la misma procedencia. Véase Robin (2005). Es así que las novelas 
del ex paracaidista Jean Lartéguy, acerca de las peripecias de las tropas coloniales francesas, gozaron de 
popularidad entre los oficiales del Cono Sur.

32

33
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Material desclasificado del gobierno de Estados Unidos/II

Documento desclasificado del gobierno de EUA sobre uruguayos 
arrestados en Argentina

1.- El telegrama de referencia “Human Rights Round up” [BUENOS AIRES 459] contenía el siguiente 

párrafo, el cual es repetido a Montevideo para información y posible seguimiento.

2.- Inicia texto de párrafo 12 de BA 459:

Arrestos de refugiados----

Recién llegado Kevin Lyonette, alto comisionado de Naciones Unidas para refugiados, comentó a 

personal de la embajada el 18 de enero de 1978 que estaba preocupado al haber escuchado que por 

lo menos doce, y posiblemente hasta 25 uruguayos residentes en Buenos Aires podrían haber sido 

arrestados allí entre el 23 de diciembre (1977) y el 12 de enero (1978). Lyonette dijo que existe el te-

mor entre allegados a esas personas, de que hayan sido forzados a volver a Uruguay. Estas personas 

no son refugiados en el estricto sentido de haber buscado y obtenido el status oficial de refugiados 

por parte del Alto Comisionado. Los uruguayos, dijo, se rehúsan a buscar ese status, a menos que se 

sientan en peligro inmediato. Lyonette también habló del regreso accidental a Uruguay de una mujer 

uruguaya, quien previamente había estado detenida aquí y fue expulsada por el gobierno argentino. 

Su regreso se llevó a cabo mientras se estaba buscando permiso para ingresar a un tercer país. Las 

Recuadro 13

mas se sumaba en un sólo bando (Ciancaglini y Granovsky, 1995).34 La 
imputación de responsabilidad a la víctima, aparte de ser moralmente 
rechazable, no es jurídicamente aceptable, salvo casos de legítima defen-
sa que no son los que aquí se discuten. Se puede interpretar como un 
remanente de la mentalidad de poder surgida en un contexto de des-
proporción de fuerzas como la que marcó la Operación Cóndor y otros 
planes antisubversivos similares. 

Los acusadores públicos argentinos también entendieron que el terrorismo es tanto más grave cuan-
do lo practica el Estado, debido a los medios de que dispone. Véase Strassera y Moreno Ocampo 
(1986: 226-227).

34
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autoridades argentinas dieron cuenta de su error y estuvieron dispuestos a intervenir con las auto-

ridades uruguayas en beneficio de la mujer. Lyonette cree que esta intervención salvó a la mujer de 

represalias por parte de Uruguay. Fin del texto.

Firma: [Cyrus] Vance [Secretario de Estado].

0000A69E.pdf

Telegrama State 039192.

Asunto: Uruguayos arrestados en Argentina.

De: Departamento de Estado.

Para: RUESDO/Embajada estadounidense en Uruguay [Info: RUESBA/Embajada estadounidense en 

Argentina].

Fecha: 15 de febrero, 1978.

Traducción: Lic. Berenice González Hernández.

Ubicación: www.foia.state.gov/documents/Argentina/0000A69E.pdf 

Documento desclasificado del gobierno de EUA sobre chilenos 
desaparecidos en Argentina

La siguiente historia me fue relatada por María Isabel Cristi Melero, quizá esperando que el gobierno 

estadounidense pueda dar los pasos apropiados para obtener información acerca de la desaparición 

de su hermano Roberto Cristi Melero, su cuñada Gloria Delard Cristi y José Luis Appel y su esposa 

Carmen Delard Appel. La señora Appel y la señora Cristi son hermanas. Todas las personas mencio-

nadas son ciudadanos chilenos.

La historia empezó el 15 de diciembre de 1976, en Neuquen, Argentina, cuando José Appel, mientras 

caminaba por una calle, fue forzado por desconocidos a subir a un automóvil y jamás se lo volvió a 

ver. Dos días después, su esposa Carmen reportó la desaparición en la estación de policía, y ella tam-

bién desapareció, nunca se la volvió a ver. Su hijo había quedado al cuidado de unos vecinos, quienes 

sabían que ella iría a la policía a reportar la desaparición de su marido. José Luis Appel era estudiante 

de medicina y había huido a Argentina durante el régimen de Allende. Según dijo María Cristi, ni el 

señor Appel ni su esposa han estado vinculados en actividades políticas en Argentina, particularmen-

te del ERP, ni de Montoneros.

La vecina, al no tener noticia de los Appel, escribió una carta a Gloria Cristi en Buenos Aires para 

informarle de la desaparición y que el bebé estaba bajo su cuidado. Ella dijo que quería hacer los 

arreglos para llevar al bebé a Buenos Aires. El bebé fue llevado a Buenos Aires en enero de 1977.

El 17 de enero de 1977, la casa de los Cristi en Buenos Aires fue invadida por unas 40 personas, que 

procedieron a desordenar el apartamento, aparentemente buscaban algo. Roberto y Gloria Cristi 
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fueron llevados en una van cerrada, descrita como vehículo militar. Un vecino notó que dos días des-

pués, la policía volvió a la casa. Dijo el vecino que los policías pensaban que los Cristi eran Montone-

ros. Se presume que los Cristi fueron llevados a un destacamento militar. El bebé había sido dejado 

en la casa desatendido y fue hallado por los vecinos después. 

El reporte arriba fue dado por la señora Cristi y su madre (no identificada) al ACNUR en Buenos Aires 

en abril de 1977. El padre de Gloria Cristi y Carmen Appel hizo un reporte similar a Amnistía Interna-

cional en París en enero de 1977. A la fecha, los familiares no han recibido noticias de ellos. 

La dirección de María Isabel Cristi Melero es [ -protegido- ].

La señora Cristi es ciudadana chilena residente en Ecuador.

Acción solicitada: Si el Departamento siente que está dentro de los alcances del gobierno estadouni-

dense indagar sobre los hechos referidos, esta información debe ser enviada apropiadamente para 

tomar acción.

Firma: Parece que dice Bishton, las letras son borrosas.

0000A806.pdf 

Documento del Departamento de Estado (aerograma).

Asunto: Desaparición de ciudadanos chilenos en Argentina.

De: Consulado general estadounidense en Guayaquil, Ecuador.

Para: Departamento de Estado, Embajada estadounidense en Ecuador.

Fecha: 5 de diciembre, 1978.

Traducción: Lic. Berenice González Hernández.

Ubicación: www.foia.state.gov/documents/Argentina/0000A806.pdf 

Documento desclasificado del gobierno de EUA sobre situación 
de ciudadanos argentinos en Paraguay

1.- La embajada ha confirmado que Enrique Osvaldo Landi y su esposa, Ofelia Badie de Landi siguen 

estando retenidos por la Policía de Investigaciones paraguaya luego de haber sido detenidos hace más 

de un mes. También se ve claramente que estas dos personas han sido severamente torturadas por 

dos oficiales de seguridad argentinos ayudados por la policía paraguaya. Su hijo Enrique Landi de tres 

años ha desaparecido. Organizaciones de derechos humanos han solicitado al gobierno paraguayo 

que les entregue al niño para darle cuidado apropiado. Las organizaciones creen que el niño está sien-

do cuidado en casa de un oficial de la Policía de Investigaciones. Estos grupos también tienen informa-

ción de que los Landi estuvieron implicados en algún tipo de actividades políticas ilícitas. 
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En sentido similar, la hipótesis de los “dos demonios” (Demasi, 2004; 
Barrio, 2005) que achaca las crisis políticas y las subsiguientes dictaduras 
a la voluntad de enfrentamiento de extremistas de izquierda y de dere-
cha, es una medida para repartir ambiguamente las culpas, de forma de 
provocar un empate imaginario de responsabilidades y un aplacamiento 
—no carente de hipocresía— de la conciencia de terceros aparente o real-
mente no involucrados en los conflictos del pasado. La visión del Informe 
Rettig en torno a las violaciones de los derechos humanos en Chile no es 
menos ambigua cuando declara que la Comisión correspondiente no juz-
ga “la responsabilidad moral que puede caber a la sociedad en su conjun-

2.- Juan Carlos Silva y su padre, Ramón Silva, han sido liberados por la policía y han informado al Co-

mité de Iglesias que no fueron torturados. Además, hay buena información de que otros ciudadanos 

argentinos han sido expulsados de Paraguay.

3.- Nuestra mejor información indica que las fuerzas de seguridad uruguayas no estaban implicadas 

en esas actividades, y que los únicos ciudadanos uruguayos detenidos son esposas (os) de algunos 

argentinos. 

4.- Comentario: Según la embajada la detención de argentinos sólo estaría conectada con las activi-

dades de la pareja Landi y no tendría nada que ver con la visita de oficiales argentinos de alto nivel, 

como el general Viola. La embajada está agregando los nombres de Landi y su esposa a su lista de 

prisioneros políticos. 

Firma [Robert] White [Embajador estadounidense en Paraguay (1977-1980].

0000AA20.pdf 

Documento ASUNCIÓN 4245 [Ref. ASUNCIÓN 3704].

Asunto: Supuesta tortura a ciudadanos argentinos en Paraguay.

De: Embajada estadounidense en Paraguay.

Para: RUEHC / Departamento de Estado [Info: RUESBA / Embajada estadounidense en Argentina, 

RUESDO / Embajada estadounidense en Uruguay]. 

Fecha: 17 de septiembre, 1979.

Traducción: Lic. Berenice González Hernández.

Ubicación: www.foia.state.gov/documents/Argentina/0000AA20.pdf
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to como consecuencia de su falta de reacción oportuna y enérgica frente 
a lo que estaba sucediendo”, no obstante lo cual insta a cada chileno a 
“reflexionar sobre la grave omisión incurrida” (Informe Rettig, 2004, t. 2: 
442). Indudablemente por medio de estas palabras se buscó hacer una 
convocatoria de tono amplio y moderado con el objetivo de sensibilizar a 
los contrarios frentes políticos en una perspectiva de reconciliación. Pero 
con ello se reunía también tácitamente en un mismo saco a los chilenos 
que apoyaron a la dictadura, a los que fueron indiferentes y a los que se 
hallaron intimidados o reprimidos. Y aunque tal no fuera la intención 
de los comisionados, en mentes interesadas la frase podría derivar en 
una justificación indirecta de la impunidad bajo el supuesto genérico de 
que “todos fuimos culpables”. Pero en la misma página, el Informe da a 
conocer la suerte que podía correr quien se opusiera abiertamente a la 
violación de derechos humanos bajo la dictadura chilena: “se conoció 
por lo menos el caso de un conscrito fusilado por haber expresado a sus 
superiores su determinación de no participar en ejecuciones” (Informe 
Rettig, 2004, t. 2: 442). Evidentemente, no se puede equiparar la actitud 
de quienes estaban de acuerdo con el gobierno militar con la de quienes 
quedaron paralizados por el terror. Una discusión similar se generó en 
Argentina a mediados de los años noventa, en reacción al pedido de per-
dón que en nombre del ejército había hecho el entonces comandante en 
jefe Martín Balza (Ciancaglini y Granovsky, 1995).

Se ha presentado en relación con esto el viejo fundamento de la ra-
zón de Estado que autoriza la separación de política y ética (o de orden 
jurídico y práctica de gobierno) rebautizado con los nombres de esta-
do de excepción, crisis, seguridad nacional,35 ataque imprevisto de un 
enemigo con características anómalas, etcétera. Ello autorizaría a quienes 
estuvieron en posiciones de mando a establecer un sistema ilegal de re-
presión o lo que es lo mismo —como señala el Informe Rettig respecto 

La definición de seguridad nacional es imprecisa, pero al igual que la razón de Estado —de donde 
de hecho deriva— tiene características que afectan a una población determinada sin comportar límites de 
acción, véase Comblin (1977) y Dutrénit y Varela (2008).

35
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de Chile— en un régimen normativo alterno, incluso en contradicción 
con las disposiciones constitucionales que el régimen autoritario decía 
mantener vigentes. También el informe argentino Nunca más aclara que 
el poder judicial, con excepciones, no influyó en el llamado “Proceso”, 
porque la dictadura creó una suerte de poder ejecutivo-legislativo-cons-
tituyente que asumió la suma del poder público (conadep, 1984: 391). 
Es también una típica invocación a la razón de Estado el discurso del ex 
presidente mexicano Gustavo Díaz Ordaz justificando la actuación de su 
gobierno en 1968:

De lo que estoy más orgulloso de esos seis años, es del año 1968, porque me 
permitió servir y salvar al país, les guste o no les guste; con algo más que 
horas de trabajo burocrático, poniéndolo todo: vida, integridad física, horas, 
peligro, la vida de mi familia, mi honor, el paso de mi nombre a la historia. Y 
todo se puso en la balanza. Afortunadamente, salimos adelante, y si no ha si-
do por eso, usted no tendría oportunidad, muchachito, de estar preguntando 
(El Día, 1977: 8-9).

Pero si de acuerdo a la teoría convencional del Estado, el hecho 
de la insurgencia contra el orden instituido es una acción riesgosa que 
no puede encontrar fundamento último en la lógica discursiva sino en 
la convicción y la suerte final de los insurrectos (Zippelius, 1989), la 
razón de Estado, que supone un derecho o deber de supervivencia por 
encima de las propias normas, no puede tampoco fincarse en argumen-
tos de trascendencia ética o jurídica. En el caso de las dictaduras del 
Cono Sur, si es cierto que a menudo se presentaron como etapas excep-
cionales36 orientadas a la salvación de un orden gravemente alterado, 

Un defensor de los militares argentinos invocó “el estado de necesidad” para disculpar lo ocurrido, véase 
Ciancaglini y Granovsky (1995: 199). En Uruguay, el decreto de disolución de las cámaras legislativas 
del 27 de junio de 1973, estipula que “el Poder Ejecutivo, custodio, en definitiva, de la unidad y conti-
nuidad del estado, se halla en un estado de necesidad que le impone adoptar medidas extraordinarias”; 
véase Cuadernos de Marcha (s.f.: 32).

36
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no es menos verdadero que estuvo presente en éstas una mística militar 
que pretendía construir una sociedad nueva por lo que, al instaurar en 
nombre de la defensa de la Constitución y las leyes un régimen que 
las distorsionaba sistemáticamente no podían exponer en su apoyo un 
justificativo mejor que el del pragmatismo de los resultados (o sea, la 
supervivencia del régimen y la eliminación del adversario). Al diluirse 
la perspectiva mesiánica una vez que los procesos de transición can
celaran la lógica autoritaria, las dictaduras se veían retrospectivamente 
desnudas, como traumáticas fases de excepción entre dos etapas de nor-
malidad constitucional y por ello sus responsables no podían quedar 
al margen de la acción de la justicia civil ordinaria, por más que ésta 
actuara en forma tardía y limitada. 

Un argumento más sofisticado y con apoyo en la tradición jurídica 
sería el del “acto de gobierno” (Merle, 1949), referido a acciones de 
la autoridad que no serían juzgables (aunque sí susceptibles de control 
constitucional) por lo que quedarían fuera del derecho internacional. Se 
trató de usar en la defensa de Adolf Eichmann en Jerusalén; pero sólo 
sería válido para la normatividad interna de los países que incluyeran 
esta discutible figura jurídica originada en Francia en el siglo xix, siendo 
en general rechazada por la doctrina, al suponer que hay acciones del 
poder ejecutivo que no son pasibles de revisión judicial. No puede tener 
validez dentro de un régimen constitucional coherente —sobre todo 
cuando se afectan derechos humanos— y obviamente tampoco puede 
ser un reparo a la vigencia del derecho internacional humanitario.

Se ha invocado, asimismo, reiteradamente la obediencia debida como 
exculpante de delitos de genocidio, de guerra o de lesa humanidad. Ésta 
no es aceptable por el derecho internacional, excepto en casos de compul-
sión irresistible por el subordinado o de desconocimiento plausible de la 
ilegalidad de la orden recibida. En México, el general y legislador Álvaro 
Vallarta, señaló en 2001:

Hay una campaña para debilitarnos y no creer en la nación. Si hubo mili-
tares que incurrieron en delitos que se les castigue, porque aquí, en México, 
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no existe la obediencia debida. Queda estrictamente prohibido al militar dar 
órdenes cuya ejecución constituya un delito. El militar que las expida y el 
subalterno que las cumpla serán responsables, de acuerdo con el Código de 
Justicia Militar, y en esto se incluye al mismo titular del Ejecutivo federal. 
El general se refirió a la guerra sucia como un ‘término’ para desprestigiar 
a las instituciones, entre ellas al ejército. Defendió la institución castren-
se, apelando a la estabilidad a la estabilidad de las instituciones y recha-
zó una presunta caza de brujas (en <http://www.jornada.unam.mx/2001/
dic01/011216/003n1pol.html>).

El subordinado es responsable sólo si la orden es manifiestamen-
te ilegal (Dinstein, 1965); si, por el contrario, tiene “colour law”, de 
acuerdo a la expresión anglosajona (traducible como “apariencia de de-
recho”) y por tanto el engaño es plausible, el subordinado es efectiva-
mente inocente. La obediencia debida puede invocarse como eventual 
descargo si hubo error o compulsión, pero no es en sí una disculpa. 
Aunque no se puede negar la dificultad que enfrenta el subordinado 
en una circunstancia en que el orden legal habitual no rige y en que el 
no obedecer a un superior jerárquico a nivel policial o militar es prác-
ticamente igual al ejercicio de un derecho de rebelión, con todos los 
pormenores que esto implica. Debe también anotarse que los organis-
mos represivos especializados suelen hacer una selección peculiar de sus 
integrantes, a efectos de aislarse de posibles situaciones de desobedien-
cia moral o reglamentariamente sustentada, derivada de la reticencia a 
acatar órdenes aberrantes.

Moral y jurídicamente la suma de pretextos justificativos de la re-
presión ilegal enumerados no es de recibo, pues se basa en el supuesto 
indemostrable de que no era posible actuar de otro modo. Sin embargo, 
las amnistías a militares y policías, dictadas no sólo durante las dictadu-
ras sino también durante los gobiernos de transición a la democracia, si 
bien fundadas en razones como la necesidad de una reconciliación na-
cional o la imposibilidad de hecho de proceder a un castigo sistemático 
de todas las violaciones de derechos humanos cometidas en esos años, 
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pueden también interpretarse como una admisión tácita (a veces expre-
sa) de algunos o todos los justificativos aquí enumerados. Recordemos 
que, bajo dictadura o democracia, hubo amnistías de funcionarios del 
Estado en los tres países del Cono Sur.37

Los justificativos expuestos resaltan fundamentalmente dos tópicos, 
uno que en términos generales se refiere a la razón de Estado (estado de 
excepción, fuerza mayor, crisis, seguridad nacional) que presuntamen-
te autorizaría a quienes estuvieron en posiciones de mando a establecer 
un sistema ilegal de represión de la subversión o, lo que es lo mismo, un 
sistema paralelo de legalidad en contradicción con las normas constitu-
cionales previas o inclusive con las normas y declaraciones de los propios 
regímenes de excepción que prometían respetar los derechos humanos. 
El segundo tópico sería el de la imposibilidad material, en la coyuntura 
dada, de que el Estado actuara de otra forma. 

***

La defensa de la impunidad trata de ignorar tres puntos: 

1)	 No es lo mismo la responsabilidad de distintas fuerzas en la gene-
ración y desarrollo de un conflicto —aspecto donde efectivamente 
las cargas están repartidas, aunque en forma desigual según el ca-
so— que la responsabilidad por atrocidades cometidas durante éste: 
la noción de una ética o de un derecho de la guerra supone que no 
son lo mismo, por más que ambos aparezcan en compañía. A los 
funcionarios militares y policiales no se les asignan culpas por haber 
reprimido un movimiento subversivo (aunque en el Chile de 1973 es 
de hacer notar que ellos eran los subversivos) sino por las violaciones 

Véase sobre las amnistías Stevens (1999, cap. V). La tendencia reciente en Argentina y Uruguay es a 
declarar estas leyes inconstitucionales. En Argentina se llegó al punto de que en 2005 la Corte Suprema 
de Justicia anulara las leyes de Punto Final y de Obediencia Debida.

37
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38

a los derechos humanos perpetradas con ese pretexto, y la acusación 
por actos concretos sólo recae en quienes los cometieron, planifica-
ron o crearon las condiciones para el delito. 

2)	 Hay crímenes que resultan insoportables a la conciencia humana 
y que ningún argumento racional o pragmático puede aplacar: es 
ésta una dimensión ética con la que los argumentadores y racionali-
zadores no logran conciliar. Y es una razón por la cual la venganza 
personal o grupal no ofrece una reparación; aparte de que podría 
provocar tantas injusticias como la que busca enmendar, lo que im-
porta no es hacer sufrir al culpable ni buscar la reparación de un 
daño irreparable, sino producir una restauración simbólica de la jus-
ticia (Kant y Hegel).38

3)	 Cuando la violación de derechos es originada por funcionarios del 
Estado, amparados por el Estado y en ejecución de una política ofi-
cial, el hecho es doblemente escandaloso, por suponerse que esta 
organización existe justamente para evitar tales actos. En una tran-
sición democrática, el Estado procede a una reintegración de secto-
res sociales excluidos por las dictaduras, no representa a un bando 
triunfante y no puede existir legítimamente sin una impartición de 
justicia equilibrada. Esto se hace efectivo mediante una secuencia de 
procedimientos que provee la técnica jurídica, tales como investiga-
ción, información, acusación, procesamiento, sentencia, castigo y, 
eventualmente, perdón o amnistía (cosa que, dadas las condiciones 
políticas de las transiciones, sólo se ha logrado parcialmente).

Simbólica e institucional, porque las leyes de exculpación traban el funcionamiento deseable y nor-
mal del aparato de justicia. Toda vez que se aminora el miedo a la reacción militar, son los jueces y 
fiscales los que de motu propio, con prescindencia de compromisos políticos, comienzan a impulsar 
los juicios relativos a derechos humanos y a sostener declaraciones de inconstitucionalidad o nulidad 
de estas leyes.
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A favor del ejercicio de la justicia así administrada existe también 
un fundamento pragmático (Pereira, 2004): que mientras  el Estado 
no encare en forma satisfactoria la atención del derecho de las víctimas 
(o de sus parientes, en caso de que las primeras estuvieran muertas o 
siguieran desaparecidas) su clamor va a constituir una presión política 
permanente. Sin duda, es éste un elemento adicional que explica por 
qué se ha continuado con los requerimientos, aun en el caso de Uru-
guay en que tal posibilidad pareció durante años cancelada por la ley 
de perdón a los militares y por la desmotivación de la opinión pública 
y de los partidos.  ◆
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Capítulo 3
La pugna inicial

Como ya se dijo en los capítulos previos, durante las dictaduras del 
Cono Sur prevaleció la razón de Estado con el nombre de seguridad 
nacional y la normalidad jurídica no existió por definición; al menos en 
lo concerniente a las cuestiones políticas. Estas circunstancias configu-
raron un escenario complejo a partir de 1980, cuando las transiciones a 
la democracia comenzaron a perfilarse, produciendo un cambio de los 
regímenes políticos, y el ejercicio gubernamental debió restaurar, tanto 
teórica como prácticamente, el principio de equidad ante la ley y el 
respeto a los derechos de las personas en su relación con los poderes pú-
blicos; particularmente, ante la demanda recurrente de verdad y justicia 
en los casos nacionales aquí tratados. 

Con el tiempo este reclamo se fue trasladando del ámbito de las 
víctimas a otros más amplios, adquiriendo tal significado que se impuso 
como tema permanente en las agendas públicas nacionales. Sin embar-
go, este proceso estuvo marcado por marchas y contramarchas en las 
decisiones de cómo encarar el estado de impunidad heredado. 

Cualquiera que fuera la situación, la resolución sobre el modo de 
encarar el pasado reciente —como esclarecimiento de los hechos y des-
empeño de la justicia— se convirtió en una prueba para los gobiernos 
subsecuentes al régimen dictatorial, los cuales pusieron en pie diversas, 
contrastantes y hasta controvertidas decisiones de políticas (comisiones 
de la verdad, amnistías, juicios, leyes que bloqueaban la investigación, 
indultos, permanencia de responsables de delitos en las nuevas estruc-
turas de poder). Pero esto no hizo sino alimentar la permanencia de la 
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demanda de justicia, que devino en un reto que, al no saldarse satisfac-
toriamente, impugnaría la vigencia plena del Estado de derecho que 
tanto preocupaba a los nuevos gobernantes. 

En tales circunstancias incidió, en cada país, la forma en que se con-
cretó la salida de la dictadura: por negociación en los casos de Chile 
(1988-1989) y Uruguay (1984); en Argentina (1982), por la derrota bé-
lica contundente en las Islas Malvinas, aunque no constituyera la única 
causa.1 Influyó también el entramado legal que, en momentos diversos, 
los propios militares habían establecido antes de dejar el poder; entién-
dase por tal el Decreto Ley de Amnistía de 1978 así como la Consti-
tución de 1980 y los decretos de 1990 del régimen pinochetista para 
Chile; y, para Argentina, el Documento Final y la Ley de Pacificación 
Nacional de 1983 de la última Junta Militar. 

Claves de las políticas de reconciliación 

El formato político de la transición debía proponer una oferta creíble y 
efectiva para mantener la paz en sociedades fragmentadas y heridas. A 
esto no fue ajeno el que los militares, derrotados en la guerra o forzados 
a negociar, pretendieran con persistencia, llevar el equilibrio de fuer-
zas hacia una reconciliación que los mantuviera como actores decisivos, 
aunque eso no fuera expresado literalmente en los acuerdos de transi-
ción. Esta idea de inclusión en la nueva institucionalidad de quienes 
cometieran los delitos de lesa humanidad, tuvo distintas aristas coinci-
dentes en un punto medular: acotar la revisión de la actuación pasada o, 
directamente, no llevarla a cabo, manteniendo el estado de impunidad. 

Tal pretensión encarnó en disposiciones aprobadas durante el oca-
so de las dictaduras, o inclusive antes, como en Chile. El rechazo que 

Véanse para las formas de salida los trabajos de Maira (1999) y Cavallo (1998), para Chile; Achard 
(1992), para Uruguay.  Sobre el periodo último de la dictadura argentina, caracterizado por conflictos 
intramilitares y reactivación social y política véase Fontana (1984) y Suriano (2001).

1
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despertaron, según avanzaban las transiciones, se expresó en el contin-
gente opositor de cada país, coincidente en el reclamo de recuperación 
de los derechos. Para muchos sectores sociales y políticos, el reclamo sig-
nificaba también el esclarecimiento de lo ocurrido con las víctimas y la 
consecuente intervención de la justicia. Empero, la coincidencia se fue 
debilitando conforme las divergencias políticas existentes antes de la dic-
tadura renacieron en el periodo que siguió a la toma de posesión de los 
gobiernos emanados de las urnas. De este modo, los intereses políticos y 
estratégicos se enfrentaron muchas veces a los principios éticos y al respe-
to de los derechos humanos.  

En la construcción de un presente sin dictadura, se dispararon las 
posturas sobre cómo procesar el pasado y resanar el tejido social, bus-
cando así una reconciliación que se justificaba como necesaria para res-
taurar la democracia. Esta última se entendía como “atraer o acordar los 
ánimos desunidos”.2 

Ahora bien, tal voluntad de reconciliación no tuvo ni tiene la misma 
lectura por parte de todos los actores que la reivindican —incluso hoy, 
desde otro presente—. Se han generado y reproducido diversas miradas 
para conocer y ponderar la trama de los hechos y las responsabilidades 
concomitantes, lo mismo que para saber de la pertinencia de dar o no 
respuesta a las víctimas y a sus familiares. Por ejemplo, en Chile existieron 
algunos acuerdos mínimos en los partidos y fuerzas que constituyeron la 
Concertación, sin embargo, las divergencias dieron lugar a que las dife-
rencias no demoraran en manifestarse. Esos acuerdos se expresaron en el 
discurso de toma de posesión del democristiano Patricio Aylwin: 

Es legítimo y justo que después de un periodo tan largo de poder absoluto y mis-
terioso, en que tanta gente ha sufrido tanto y en que los asuntos públicos fueron 
secretos inaccesibles para el pueblo, éste quiera saber la verdad de lo ocurrido.

Según la primera acepción del Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española.2
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Hemos dicho —y lo reiteramos hoy solemnemente— que la conciencia moral 
de la nación exige que se esclarezca la verdad respecto de los desaparecimientos 
de personas, de los crímenes horrendos y de otras graves violaciones a los de-
rechos humanos ocurridos durante la dictadura.

Hemos dicho también—y hoy lo repito— que debemos abordar este delicado 
asunto conciliando la virtud de la justicia con la virtud de la prudencia y que, 
concretadas las responsabilidades personales que corresponda, llegará la hora 
del perdón (El Mercurio, 1990).

En el caso de Uruguay, la parte sustantiva del acuerdo de la Concer-
tación Nacional Programática (Conapro) de 1984 asienta que: “Cons-
tituye un grave riesgo para la real vigencia de los Derechos Humanos 
en el futuro, mantener a la sociedad uruguaya en la ignorancia respecto 
de la verdad de las denuncias referidas y dejar impunes los hechos que 
constituyen ilícitos penales” (República Oriental del Uruguay, 1985). 

Al igual que en Chile, los acuerdos concertantes fueron perdiendo 
fuerza y el uruguayo se abandonó rápidamente apenas asumió el primer 
gobierno civil. 

En Argentina, la exigencia de justicia y castigo a los culpables de las 
violaciones, nació y se desarrolló en el seno de los organismos de derechos 
humanos. La Multipartidaria, convergencia de partidos que se consti-
tuyó en julio de 1981, tuvo tibias declaraciones respecto a esclarecer el 
pasado, aunque demandó la publicación de listas de desaparecidos. En 
especial, luego de la Marcha por la Vida (1982) hacia el final del régi-
men, fueron los organismos de derechos humanos quienes demandaron 
una comisión bicameral para investigar el terrorismo de Estado con par-
ticipación de representantes de familiares y de los organismos. En tanto 
esto sucedía, crecía en la opinión pública el sentimiento de que debía 
investigarse. Pero en el plano de las posiciones político partidarias deci-
sivas, fue la Ley de Pacificación Nacional, conocida como autoamnistía 
de septiembre de 1983, la que promovió la “toma de posición respecto 
a iniciar un camino de justicia y castigo”. Los principales candidatos a la 
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Presidencia, Luder por el Peronismo y Alfonsín por el Radicalismo ma-
nifestaron posturas opuestas. Mientras Alfonsín expresó su decisión de 
derogarla por inconstitucional, Luder señaló que eran irreversibles sus 
efectos jurídicos. Alfonsín adelantaría desde entonces las jerarquías de 
responsabilidad por los delitos que quedarían plasmados en sus primeras 
medidas (Crenzel, 2008: 27-52).

La política al respecto se generaba fundamentalmente desde los go-
biernos y se regía por la cautela y el compromiso más o menos explícito 
con quienes habían sido agentes de los gobiernos dictatoriales, con su 
pretensión de no revisión y su convicción sobre los hechos ocurridos 
que, desde entonces, ampliaba la mirada a las razones desencadenantes 
de los golpes de Estado. Quizá la salvedad sea Argentina en virtud de 
las primeras decisiones del gobierno de Alfonsín; aunque teniendo en 
cuenta que prevaleció la idea de responsabilidad compartida (dirigencias 
de las FF.AA. y de los grupos guerrilleros). 

En todo caso, esa política chocó con una perspectiva de oposición 
que buscaba medidas más radicales, pero que se vio a menudo dismi-
nuida por las distintas posiciones ante el tema,en el seno de las diversas 
fuerzas opositoras que seguían más a sus agendas y prioridades políticas. 
La rispidez de las relaciones entre gobiernos y demandantes de justicia 
podía relativizarse según las impugnaciones de los actores. La creación de 
la Comisión Nacional de Desaparecidos en Argentina (conadep) moti-
vó justamente un desencuentro entre los mismos grupos que demanda-
ban el esclarecimiento, pero también con el gobierno. Los desacuerdos se 
procesaban desde hacía un tiempo. Poco antes de las elecciones de 1983, 
varias organizaciones de derechos humanos emitieron un documento en 
el que se daban a conocer exigencias y propuestas. Entre las segundas 
destacaban la justicia civil como ámbito para encausar  y la formación de 
la comisión parlamentaria investigadora:

Al nuevo mandatario no le atraía que una comisión investigadora formada 
por parlamentarios fuera a husmear a los cuarteles y se arrogara facultades 
de enjuiciamiento político, sobre todo considerando que su partido sólo era 
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mayoritario en una de las cámaras. Pero como tenía conciencia de la fuerza 
del reclamo que los organismos expresaban, concibió la idea de crear una 
comisión de notables, dependiente del Ejecutivo y con un plazo estricto para 
elevarle el informe (Verbitsky, 2003: 51 y ss.).

Pese a haber reservado seis de la plazas para los legisladores, los or-
ganismos de derechos humanos tuvieron dos enfrentadas posiciones vi-
sualizadas en dos importantes representantes: por un lado, Adolfo Pérez 
Esquivel, Premio Nobel de la Paz, rehusó integrarla; en tanto Emilio Mig-
none, copresidente del cels, saludó su conformación (Verbitsky, 2003).

Lo acontecido en los países, a partir de un nuevo orden de priori-
dades, y dado el reposicionamiento de las disímiles fuerzas que conver-
gieron discursiva o activamente para poner fin a las dictaduras, permite 
observar de manera esquemática dos principales perspectivas una vez 
instalados los nuevos gobiernos.

Un punto de vista era el del nuevo oficialismo, el cual sostenía la 
necesidad de resolver la cuestión por la vía menos costosa en aras de 
garantizar la estabilidad institucional y el futuro democrático. En este 
sentido, resulta ilustrativa la declaración del presidente uruguayo Julio 
M. Sanguinetti: 

La concertación social [conapro] tenía el objetivo justamente de que los par-
tidos y las fuerzas sociales pudiéramos acordar ciertas líneas sociales y econó-
micas para que el nuevo gobierno democrático no estuviera jaqueado por esa 
situación y terminara debilitándose por ello. Bueno, es notorio que el gobierno 
democrático tuvo que fortalecerse en al ámbito político, porque del lado social 
no tuvo la más mínima colaboración, tuvo el reclamo permanente, la incom-
prensión total. Desgraciadamente fue así (Achard, 1992: 222).
 
Esto determinaba que la cautela tenía que ver con que la solución 

elegida no afectara la institución militar o a otros agentes vinculados a 
la represión o que, en caso de afectarles, como se proponía la estrate-
gia alfonsinista, recayera de manera equilibrada tanto sobre las cúpulas 
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militares como sobre las direcciones de las organizaciones guerrilleras.3 
En cambio, en la oposición —donde tenían un fuerte peso las víctimas 
de las violaciones y sus familiares— ante todo se demandaba conocer 
la verdad sobre la represión política y enjuiciar a los responsables como 
único camino para lograr una verdadera paz social. Por eso se enfatizaba, 
aunque sólo fuera implícitamente, en valores y principios que están en 
la base de la institucionalidad democrática.4

Si en la manera de encarar la reconciliación había un nudo gordiano, 
el problema crucial y subyacente era resolver la relación entre quienes ha-
bían detentado el poder y quienes se encargaban ahora de los gobiernos 
de transición. Por tal causa, se debía contemplar las demandas de justicia, 
y, al mismo tiempo, contener las amenazas de insubordinación militar 
que chantajeaban con la eventualidad de un nuevo golpe de Estado. Así 
enmarcados, los procesos de redemocratización no fueron simples. 

Son interesantes las opiniones vertidas en torno a la posibilidad de investigar y hacer justicia, según registra 
Ascanio Cavallo, de los presidentes de Argentina y Uruguay presentes en la toma de posesión de Aylwin: 
	 “[…] Carlos Saúl Menen, pensando en la penosa experiencia de su antecesor Raúl Alfonsín, que 
creó una comisión a cargo del escritor Ernesto Sábato, lanzó unos resonantes juicios públicos contra 
las dictaduras pasadas y luego tuvo que dictar una ley de ‘punto final’, aconseja: —Cualquier cosa que 
haga, no pida más de lo que puede cumplir, porque después los militares se le van a subir a la cabeza. 
Luis Alberto Lacalle ha tenido en mente las dificultades uruguayas: —“Lo que haga, hágalo pronto”.  
(Cavallo, 1998: 20).
	 Los primeros pasos de Aylwin fueron en el sentido de desmontar la estructura represiva del pino-
chetismo y someter el estamento militar al poder civil pero sin alterar el marco heredado. Eran tres las 
restricciones: “[…] el sometimiento a los militares de determinadas cuestiones de trascendencia para 
el Estado a través del Consejo de Seguridad Nacional (cosena); el nombramiento por dicho órgano 
—en la práctica, por el comandante en jefe de las Fuerzas Armadas, esto es, el propio Pinochet— de 
cuatro miembros del Senado correspondientes a antiguos comandantes en jefe de los cuatro cuerpos 
del Ejército (los cinco senadores restantes correspondían a dos ex miembros de la Corte Suprema, un 
ex contralor general, un ex rector de universidad y un ex ministro de Estado, y Pinochet los dejó nom-
brados antes de asumir Aylwin); y la privación al presidente de la prerrogativa de nombrar a aquellos 
oficiales supremos de la milicia”. (Centro de Investigación de Relaciones Internacionales y Desarro-
llo, en <http://www.cidob.org/es/documentacion/biografias_lideres_politicos/america_del_sur/chile/
patricio_aylwin_azocar>, consultado el 10 de abril de 2009).
Se trataba, en suma, de lo que Zalaquett examina como los principios para construir un sistema político 
justo. Véase recuadro 14.

3

4
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118 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

Principios para construir un sistema político justo 

Por José Zalaquett

a. En relación con las violaciones pasadas de los derechos humanos, es importante, por una parte, 

reparar, hasta donde sea posible, el daño causado y, por otra, erigir un sistema que permita prevenir 

la repetición del problema. Esto significa que habrá que tomar medidas encaminadas a descubrir la 

verdad y a hacer justicia. También es necesario impulsar políticas que promuevan la unidad y la recon-

ciliación nacional. Aunque estos dos tipos de medidas no necesariamente se contradicen, a menudo 

resulta muy difícil armonizarlos plenamente.

b. Las políticas orientadas a investigar el pasado deben estar basadas en develar, tan completa y pú-

blicamente como sea posible, la verdad acerca de las prácticas represivas y de los casos más graves de 

victimización. La verdad debe ser demostrada imparcialmente, a nivel oficial, de manera que pueda 

ser ampliamente aceptada e incorporada a la memoria histórica de la nación. Cuando las violaciones 

a los derechos humanos han sido cometidos en gran escala, la verdad debe consistir tanto en diluci-

dar la forma en que operaban los mecanismos represivos en general como en describir la suerte de 

cada una de las víctimas de los peores crímenes. Puede que sea necesario aplicar métodos diversos 

para abordar estos aspectos de la verdad.

c. Es importante no sólo que la verdad se conozca sino también que se reconozca como tal por las 

instituciones y las personas directamente involucradas, así como por la sociedad toda. Reconocer la 

verdad implica aceptar la veracidad de los hechos revelados y admitir que eran censurables. Esto con-

tribuye a reafirmar el valor de las normas que fueron violadas lo cual, tal como se mencionó antes, es 

muy importante durante el tiempo fundacional.

d. La búsqueda de la justicia en relación con los crímenes del pasado tiene varias dimensiones. Una 

de ellas es la vindicación de la memoria y el buen nombre de las víctimas. Una segunda dimensión es 

la necesidad de indemnizar a las familias de las víctimas. Una tercera es el procesamiento y castigo 

de los culpables o la imposición de otras sanciones, como por ejemplo la inhabilitación para ocupar 

cargos públicos.

e. La verdad, especialmente en lo que se refiere a los crímenes encubiertos, debe considerarse un 

valor absoluto. En cambio, la justicia penal es un valor relativo. En efecto, la amnistía o el indulto 

pueden ser medidas válidas, siempre y cuando sean adoptadas con pleno conocimiento de la verdad, 

a través de medios legítimos, y no abarquen delitos que sean de procesamiento obligatorio bajo el 

derecho internacional. Esas medidas de clemencia pueden ser también necesarias, dependiendo de 

la situación, como parte de un proceso de reconciliación.

Fuente: Zalaquett (s.a.). Procesos de Transición a la Democracia y Políticas de Derechos Humanos en América Latina.

Recuadro 14
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119Capítulo 3. La pugna inicial  ◆

Paradójicamente, ni la reconciliación se dio como se propuso, ni las 
medidas tomadas concordaban plenamente con el orden legal que se decía 
respetar. En consecuencia, el tema no desapareció del todo en las agendas 
gubernamentales. Más bien pasó a reactivarse en un contexto de globa-
lización y de reubicación de la defensa de los derechos humanos y de 
penalización de los delitos contra la humanidad patente más allá de fron-
teras. Así las circunstancias, se impuso el desafío de superar la etapa de las 
violaciones de los derechos humanos —catalogados en muchos casos co-
mo crímenes de lesa humanidad—. Era necesario aportar soluciones que 
atendieran las demandas de las víctimas y sus familias y que garantizaran 
la no repetición de las tragedias del pasado haciendo efectiva, a la vez, la 
conveniencia política de una reconciliación nacional (Stevens, 1999: 221). 

Un tema crítico para un proyecto de recomposición nacional, luego 
de fracturas sociales y políticas como las resultantes de las dictaduras del 
Cono Sur, es la definición de políticas para revisar y atender las reper-
cusiones de la represión política. Al mismo tiempo, nada era más apre-
miante para los grupos afectados directa o indirectamente por el plan 
represivo, que exigir decisiones en torno al cumplimiento del derecho y 
el conocimiento público de la verdad, así como la puesta en marcha de 
procedimientos que posibilitaran el trabajo de la justicia en concordan-
cia con las obligaciones nacionales e internacionales de los gobiernos. 

Administración de la justicia y derechos humanos

�I. Estructura general de los principios básicos.

16. Las tres secciones que siguen resumen la estructura general del proyecto de principios básicos 

precitados y su fundamento, con referencias a los derechos de las víctimas consideradas como suje-

tos de derecho:

		  a) El derecho a saber de la víctima; 

		  b) El derecho de la víctima a la justicia, y 

		  c) El derecho a la reparación de la víctima. 

Recuadro 15
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120 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

A esos derechos se suman, a título preventivo, una serie de medidas destinadas a garantizar la no 

reiteración de las violaciones.

A. El derecho de saber.

17. No se trata solamente del derecho individual que toda víctima, o sus parientes o amigos, tiene a 

saber qué pasó en tanto que derecho a la verdad. El derecho de saber es también un derecho colec-

tivo que tiene su origen en la historia para evitar que en el futuro las violaciones se reproduzcan. Por 

contrapartida tiene, a cargo del Estado, el “deber de la memoria” a fin de prevenir contra las defor-

maciones de la historia que tienen por nombre el revisionismo y el negacionismo; en efecto, el cono-

cimiento, para un pueblo, de la historia de su opresión pertenece a su patrimonio y como tal debe ser 

preservado. Tales son las finalidades principales del derecho de saber en tanto que derecho colectivo… 

1. Las comisiones no judiciales de investigación.

19. La finalidad prioritaria de la investigación es doble: de una parte, desmontar los mecanismos que han 

llevado a la práctica cuasi administrativa de actos aberrantes, para evitar su repetición; por otra parte, pre-

servar las pruebas para la justicia, pero también para determinar que lo que era denunciado como patra-

ñas por parte de los opresores, tenía la finalidad de desacreditar a los defensores de derechos humanos y 

era verdad. Así se podrá restablecer la dignidad de los defensores de los derechos humanos… 

2. Preservación de los archivos con relación a las violaciones de los derechos humanos.

25. Especialmente, luego de un proceso de transición, el derecho de saber implica que sean preserva-

dos los archivos. Las medidas que se deben tomar para esto tienen relación con los puntos siguientes: 

a)	 Medidas de protección y de represión contra la sustracción, la destrucción u ocultación;

b)	 Realizar un inventario de archivos disponibles, que incluya los existentes en países terceros con 

la finalidad de que, con su cooperación, puedan ser consultados, o en su caso, restituidos; 

c)	 Adaptación a la nueva situación, de la reglamentación, sobre el acceso a los archivos y su 

consulta, principalmente otorgando el derecho a toda persona que sea imputada la garan-

tía de su derecho a respuesta y que éste sea incluido en su expediente. 

B. El derecho a la justicia.

1. El derecho a un recurso justo y eficaz.

26. Implica que toda víctima tenga la posibilidad de hacer valer sus derechos beneficiándose de un 

recurso justo y eficaz, principalmente para conseguir que su opresor sea juzgado, obteniendo su re-

paración. Como se subraya en el preámbulo de la Estructura de principios, no existe reconciliación 

justa y durable sin que sea aportada una respuesta efectiva a los deseos de justicia; el perdón, acto 

privado, supone, en tanto que factor de reconciliación, que la víctima conozca al autor de las viola-

ciones cometidas contra ella y el opresor esté en condiciones de manifestar su arrepentimiento; en 

efecto, para que el perdón pueda ser concedido, es necesario que sea solicitado. 
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121Capítulo 3. La pugna inicial  ◆

27. El derecho a la justicia confiere al Estado una serie de obligaciones: la de investigar las violacio-

nes, perseguir a sus autores y, si su culpabilidad es establecida, de asegurar su sanción. Si la iniciativa 

de investigar corresponde en primer lugar al Estado, las reglas complementarias de procedimiento 

deben prever que todas las víctimas puedan ser parte civil y, en caso de carencia de poderes públicos, 

tomar ella misma la iniciativa…

C. El derecho a reparación.

40. El derecho a reparación implica tanto medidas individuales como medidas generales y colectivas. 

41. En el plano individual, las víctimas, ya sean víctimas directas, parientes o personas a cargo, deben 

beneficiarse de un recurso eficaz. Los procedimientos aplicables deben ser objeto de una publicidad 

lo más amplia posible. El derecho a reparación debe cubrir la integralidad de perjuicios sufridos por la 

víctima. De acuerdo a la Estructura de principios y directivas fundamentales concernientes al derecho a 

reparación de las víctimas de violaciones flagrantes de los derechos humanos y del derecho humanita-

rio establecidos por M. Theo van Boven, Ponente especial de la Subcomisión (E/CN.4/Sub.2/1996/17), 

este derecho comprende los tres tipos de medidas siguientes:

a)	 Medidas de restitución (tendentes a que la víctima pueda volver a la situación anterior a la 

violación);

b)	 Medidas de indemnización (perjuicio síquico y moral, así como pérdida de una oportuni-

dad, daños materiales, atentados a la reputación y gastos de asistencia jurídica); y 

c)	 Medidas de readaptación (atención médica que comprenda la atención psicológica y psi-

quiátrica). 

42. En el plano colectivo, las medidas de sentido carácter simbólico, a título de reparación moral, tales 

como el reconocimiento público y solemne por parte del Estado de su responsabilidad, las declaracio-

nes oficiales restableciendo a las víctimas su dignidad, las ceremonias conmemorativas, las denomina-

ciones de vías públicas, los monumentos, permiten asumir mejor el deber de la memoria. En Francia, 

por ejemplo, ha sido necesario esperar más de 50 años para que el jefe del Estado reconociese solem-

nemente, en 1996, la responsabilidad del Estado francés en los crímenes contra los derechos huma-

nos cometidos por el régimen de Vichy entre 1940 y 1944. También citaremos las declaraciones de la 

misma naturaleza realizadas por el Presidente Cardoso en lo que concierne a las violaciones cometidas 

en Brasil bajo la dictadura militar. Y recordaré especialmente la iniciativa del Gobierno español de reco-

nocer la calidad de antiguos combatientes a los antifascistas y brigadistas que, durante la guerra civil, 

han luchado en el campo republicano.

D. Garantía de no repetición de las violaciones.

43. Las mismas causas producen los mismos efectos, tres medidas se imponen para evitar que las víc-

timas no sean de nuevo confrontadas a violaciones que puedan atentar contra su dignidad:
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122 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

a)	 disolución de los grupos armados paramilitares: se trata de una de las medidas más difíciles 

de aplicar porque, si no va acompañada de medidas de reinserción, el remedio puede ser 

peor que la enfermedad; 

b)	 derogación de todas las leyes y jurisdicciones de excepción y reconocimiento del carácter 

intangible y no derogable del recurso de habeas corpus; y 

c)	 destitución de los altos funcionarios implicados en las violaciones graves que han sido co-

metidas. Se debe tratar de medidas administrativas y no represivas con carácter preventivo 

y los funcionarios pueden beneficiarse de garantías…

Epílogo.

49. A aquéllos que tuvieran la tentación de considerar que el conjunto de principios aquí propuestos 

pudiera constituir una traba a la reconciliación nacional, yo les respondería de este modo: estos prin-

cipios no son normas jurídicas stricto sensu, sino principios directores destinados, no a contribuir al 

fracaso de la reconciliación, sino a encauzar las desviaciones de ciertas políticas de reconciliación con 

el objetivo de que, una vez pasada la primera etapa, hecha a base de “conciliaciones” más que de 

“reconciliación”, se pueda construir la base de una “reconciliación justa y duradera”. 

50. ¡Para poder dar la vuelta a la página es necesario haberla leído! Pero la lucha contra la impunidad 

no es tan sólo una cuestión jurídica y política; ¿no nos olvidamos a menudo de su dimensión ética? 

51. “Desde los orígenes de la humanidad hasta la época contemporánea, la historia de la impunidad 

es la historia de un conflicto perpetuo y de una extraña paradoja: conflicto que opone el oprimido a 

su opresor, quien, liberado de sus cadenas, asume a su vez la responsabilidad del Estado y se encuen-

tra preso del engranaje de la reconciliación nacional, terminando por relativizar su compromiso inicial 

contra la impunidad. Estas palabras, que servían de introducción al informe preliminar presentado a 

la Subcomisión en 1993 (E/CN.4tSub.2/l993/6), están todavía de actualidad y pudieran ser oportuna-

mente citadas a guisa de epílogo”.

Fuente: Comisión de Derechos Humanos-onu, Informe final acerca de la cuestión de la impunidad de los autores de 

violaciones de los derechos humanos (derechos civiles y políticos) preparado por el Sr. L. Joinet de conformidad con 

la resolución 1995/35 de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías (onu), 1996.

Como quedó señalado al inicio, el tratamiento de estos temas de-
pendió, en gran medida, de la forma en que concluyeron los regímenes 
autoritarios. Una revisión de la experiencia argentina muestra que, ven-
cidos en la guerra que buscaba la recuperación de las Islas Malvinas (2 
de abril-14 de junio de 1982), los militares se vieron obligados a afron-
tar el abandono del poder. 
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123Capítulo 3. La pugna inicial  ◆

De hecho, las fuerzas armadas argentinas se habían enfrentado pe-
riódicamente con dificultades para lograr acuerdos entre las tres armas 
durante la última dictadura, al punto que puede decirse que sólo en la 
coordinación represiva lograron unir sus esfuerzos. Un recuento breve de 
algunas de esas desavenencias indica que se agravaron a partir de 1980, al 
mismo tiempo que se activaba la oposición al régimen.

La asunción a la Presidencia por el Gral. Viola, en marzo de 1981, produjo 
reacciones divergentes en la sociedad civil y el régimen militar [….] tras 
tensas negociaciones Viola dio signos de que se proponía modificar la orien-
tación del gobierno militar tanto en materia de política económica como en 
cuestiones específicamente políticas. Su designación, sin embargo, no fue pro-
ducto de una intención militar similar por parte de la cúpula de las Fuerzas 
Armadas sino expresión de la crisis interna del régimen militar. Hacia 1980, el 
fracaso de la política económica, el consecuente alejamiento político de sectores 
de empresarios anteriormente cercanos al régimen y el creciente descontento 
social habían agudizado los desacuerdos internos y la lucha por el poder en 
el seno de la corporación militar (Fontana, 1984:11). 5

En tanto los partidos no ERAN visibles en medio de esta crisis, apenas podría señalarse un dato que 
resulta relevante en la historia de su comportamiento en las décadas anteriores:

[…] no son apreciables los partidos políticos —radical y peronista— como transgresores de las 
reglas impuestas por las Fuerzas Armadas. En suma, tampoco se formulan estrategias partidarias 
alternativas, la expectación y la espera de una crisis del régimen, como parte de la política argen-
tina, fue lo que primó. Sin embargo, si se piensa en la idea de Morlini acerca del cambio político, 
se pueden identificar novedades en la comunidad política referidas específicamente a la búsqueda 
de los competidores partidarios […] Con ello se fue consolidando, en la medida que transcurría el 
proceso dictatorial, el camino de diálogo y concertación (Dutrénit, 1996: 143-167). 

	
	 Hugo Quiroga señala que:

Si bien los organismos de derechos humanos no aspiraban al poder, su actividad era esencialmente 
política, no en términos weberianos sino en los arentianos, que permiten pensar la política por 
fuera de la lucha por el poder […] Al levantar la bandera de los derechos humanos se conformó un 
embrionario espacio público que se erigió en el lugar de deliberación, resistencia e interrogación 

5
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124 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

Entonces diseñar y concretar la acción que les permitiera superar 
esas diferencias, logrando un liderazgo que los unificara y convocara la 
adhesión de la agobiada sociedad civil, fue un reto necesario. Visto así, 
la posible recuperación de las Islas lo constituyó. No se puede negar que 
en un primer momento se logró el objetivo político, entre otras cosas, 
por un entusiasta apoyo popular y de las elites partidarias tanto más 
sorprendente luego de años de atroz represión: 

Deolindo Felipe Bittel, veterano dirigente peronista rememoró al respecto: “Me 
dice una compañera ‘¿Usted sabe que ahora  van a invadir las Malvinas?’… 
¿quién? le digo yo… ‘Y las Fuerzas Armadas’, me dice… Pero repítame por 
favor  ¿Qué es lo que van a hacer? ‘Van a tomar las Malvinas’… ¿Quién le 
dijo semejante barbaridad? ‘Mi sobrino que es gente del Proceso’…. Entonces 
le digo mire, yo, perdóneme compañera, yo no creo, no es que no crea, usted 
me está diciendo la verdad, pero yo no creo que sea cierto…La cuestión es que 
pasan cuatro días, a la madrugada me hablan por teléfono, a las 6 de la mañana 
y me dicen ‘tomamos las Malvinas’, yo me quedé frío. Claro, yo soy de origen 
nacionalista, era una aspiración argentina de hace largos años, la recuperación 
de las Malvinas. Emocionante ¿no es cierto? Me produce un shock. Entonces 
mi amigo se da cuenta y me dice ‘¿qué te pasó?’ Le digo ‘mirá, una noticia así, 
realmente emociona, por eso me quedé sorprendido…’ Bueno después de eso, 
nosotros salimos a apoyar, es decir, públicamente apoyamos porque creo que lo 
otro era suicida. Salir a decir que las Fuerzas Armadas habían cometido, se ha-
bían equivocado, que era un error, yo creo que era un poco correr el riesgo, que 
lo declararan infame, traidor a la Patria” (Deolindo Felipe Bittel en entrevista 
con Dutrénit Bielous). 

al poder militar […] Más tarde, estos organismos, convertidos en referentes inclaudicables de la 
oposición antidictatorial convocaron marchas y petitorios masivos con el apoyo de los partidos 
políticos (poco antes de las elecciones de 1983), que tuvieron la fuerza de demostrar que el desdi-
chado tema de  los derechos humanos había transcendido el círculo de las familias afectadas […] 
La Multipartidaria, constituida en la época de Viola, no  configuró, no obstante la trascendencia y la 
envergadura del acuerdo, un polo cívico de oposición antidictatorial […]  (Quiroga, 2006: 69-96).
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La excepción en la plana mayor de esas elites partidarias fue la de 
Raúl Alfonsín:

Básicamente Alfonsín había jugado a contrapelo en las Malvinas, toda la 
dirigencia política, incluído Alende habían ido a celebrar y gritar, Alfonsín 
había jugado a contra ola […] (Marcelo Stubrin en entrevista con Dutrénit 
Bielous).

No obstante, la aventura bélica terminó en naufragio que no hizo 
sino confirmar la improvisación y fragmentación del estamento militar, 
así como su constante desprecio por la vida humana. Conviene aquí 
recordar que la “carne de cañón” para enfrentar a los ingleses fue mate-
rialmente la de los jóvenes reservistas.6 Ante ello, la oposición se sintió 
con más fuerza para reclamar e impulsar el fin del régimen. Consecuen-
temente, se produjo una crisis intramilitar que deterioró aún más su 
gobierno y precipitó el final (Fontana, 1984: 380-381). 

La derrota en Malvinas evidenció una sumatoria de hechos que 
abrirían el escenario para el reconocimiento de los crímenes ocurridos, 
fomentando una multiplicación exponencial de denuncias y testimo-
nios. Luego de la derrota, la corporación militar careció  de capacidad 
para establecer acuerdos mínimos que protegieran a sus integrantes 

El teniente general Leopoldo Galtieri, presidente de la dictadura argentina en la coyuntura de Malvinas, 
sobre la que coinciden muchas de las interpretaciones en el sentido de que la desató para contener el 
descontento popular con la situación política, abandonó el cargo tras rotundo fracaso militar. En aquel 
momento, la periodista Oriana Fallaci le hizo un reportaje, registrado por Novaro y Palermo en su libro, 
en que expresó: “[…] si una reacción británica nos parecía posible, nunca llegamos a verla como una 
probabilidad. Personalmente, yo juzgaba que una respuesta británica era escasamente posible y total-
mente improbable’”. Ante esta declaración y la reacción social inmediata, nada le quedaba al régimen 
militar. “Cuando comenzaron a llegar a los puertos del continente los soldados, oficiales y suboficiales 
tomados prisioneros en Malvinas, encontraron un país muy distinto del que habían dejado unas se-
manas antes. Pronto percibieron que, para esa sociedad, ya no eran lo que habían sido…pero para la 
mayoría, los conscriptos que llegaban de las islas habían pasado a integrar la cada vez más nutrida lista 
de víctimas, reflejo de la avergonzada pena que los argentinos sentían por sí mismos y de la frustración 
que atribuían por entero a su gobierno” (Novaro y Palermo, 2003: 457 y 461).

6
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de posibles revisiones sobre la actuación dentro del llamado Proceso 
de Reorganización Nacional.7 Se entró en un apresurado camino de 
debilidad del régimen como no se había visto desde su instauración. 
Tampoco los partidos políticos tenían la fuerza que hubiera podido 
brindarles un proceso de lucha antidictatorial por lo que no contaban 
con una articulada estructura de negociación. No obstante, comenza-
ron a caminar juntos. Mientras, en simultáneo, avanzaba la demanda 
creciente de las organizaciones de derechos humanos. Señala el perio-
dista Horacio Verbitsky que:

En ausencia de un acuerdo negociado, el gobierno lanzó quince puntos para 
concertar con los partidos. La no revisión de las guerra sucia y de los ilícitos 
económicos cometidos por militares, la estabilidad de los jueces designados 
por la dictadura y la participación constitucional de las Fuerzas Armadas en 
el próximo gobierno eran las principales. Su urgencia se hizo más notoria a 
medida que avanzaba la campaña electoral […] se excavaban fosas comunes 
en cementerios clandestinos en procura de los desaparecidos, y se sucedían las 
movilizaciones que reclamaban Juicio y castigo a todos los culpables. El docu-
mento de la Junta lo dijo en forma elíptica. Sostuvo que se buscaría reducir 
los posibles puntos de fricción susceptibles de perturbar la futura estabilidad 
política o de lesionar a las instituciones fundamentales de la República (Ver-
bitsky, 2003: 24-25).

En franca retirada, la Junta Militar dio a conocer, tal como se co-
mentó en páginas anteriores, dos documentos del ocaso del régimen. 
El primero fue el Documento Final de la Junta Militar sobre la Guerra 
contra la Subversión y el Terrorismo, dado a conocer el 23 de abril de 
1983. Las Fuerzas Armadas asumieron su responsabilidad histórica en 
el contexto determinado y explicaban que si en una guerra clásica siem-

“Proceso de Reorganización Nacional” es el nombre que los militares argentinos dieron a su régimen 
de 1976 a 1983. Una denominación similar fue adoptada por la dictadura castrense uruguaya de 
1973-1985.

7
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pre hay “numerosos desaparecidos”, con mayor razón los hay en una 
guerra atípica donde el enemigo “no usaba uniforme”. Recordaron en 
el mismo documento que los presidentes civiles María Estela Martínez 
de Perón e Ítalo Argentino Luder habían sido los que ordenaran, en 
distintos momentos de 1975, aniquilar la subversión.

Así mismo la Junta enfatizaba en el Documento que “lo actuado fue 
realizado en cumplimiento de órdenes propias del servicio”. Se asumía 
la responsabilidad de los hechos, pero se la ubicaba en un contexto de 
salvaguardia de la patria y se resaltaba, para los mandos inferiores, que 
la actuación se había dado dentro de la lógica del obedecer órdenes. El 
Documento no satisfizo. La Iglesia, que había tejido la reconciliación, fue 
presionada internamente y desde el Vaticano en la misma medida que el 
Documento tergiversaba hechos y archivaba el caso de los desaparecidos 
(Verbitsky, 2003: 23 y ss.). 

El propósito era que no se revisara la lucha contra la subversión. En la 
recta final, el frente interno de los militares logró recomponerse en tanto 
la oposición crecía y demandaba —aunque no necesariamente en un 
mismo frente—, por un lado, los asuntos de derechos humanos y, por 
el otro, los de orden socioeconómico. A pocas semanas de las eleccio-
nes presidenciales, se sancionó la ley de autoamnistía.  Era el segundo 
instrumento con el que los militares se proponían quedar protegidos de 
cualquier revisión en cuanto a su actuación. Se trató de la N° 22.924, 
sancionada el 23 de septiembre de 1983, denominada de Pacificación 
Nacional. En ésta se reconocía la existencia de errores —como se ha 
visto— de procedimientos que habían sobrepasado el marco legal, por 
lo que se consideraba necesario excusar a todos, dadas las condiciones 
históricas en que se habían suscitado. Se buscaba dejar atrás los en-
frentamientos perdonando los agravios; no obstante, en su contenido 
contradecía este espíritu. En tanto la ley beneficiaba a los militares y a 
sus colaboradores, dejaba fuera a los miembros de las llamadas asociacio-
nes ilícitas terroristas o subversivas.8 Con estos documentos, los militares 

Véase capítulo 1 de este libro.8
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también dejaban una herencia normativa que, sin embargo, sería de las 
más sencillas de subsanar.

En Uruguay esa misma revisión de la forma en que concluyó la dic-
tadura permite ver que las Fuerzas Armadas no decretaron su amnistía, 
hecho tal vez no fortuito si se atiende las características de la negocia-
ción de 1984 entre civiles y militares. De allí salieron las bases mínimas 
de un acuerdo para dejar atrás el régimen dictatorial. Pero no se debe 
olvidar que  fue en Uruguay donde el golpe de Estado lo ejecutó el pro-
pio presidente, Juan María Bordaberry, y donde, además, se mantuvo 
la presencia civil en el Ejecutivo y en la investidura presidencial hasta 
1981; es decir, cuando habían transcurrido nueve años de régimen.9 
Quizá se debiera a esta gestión presidencial el que la corresponsabilidad 
civil-militar fuera evidente desde el principio en el país; pero también 
en las dictaduras militares de otros países latinoamericanos el apoyo civil 
ha estado presente, por más que no ocupara la primera magistratura. De 
modo que no cabe exagerar la singularidad del caso uruguayo en este 
punto.

La instancia de negociación, conocida como el Pacto o Acuerdo 
del Club Naval, se llevó a cabo en Montevideo durante el invierno de 
l984 (julio-agosto). Las decisiones allí tomadas se asentaron en el Acto 
Institucional N° 19,10 aunque persiste el debate en torno a si todo lo 

El presidente Juan María Bordaberry fue electo en comicios muy controvertidos en noviembre de 1971. 
Posteriormente, a la vez presionado y apoyado por las Fuerzas Armadas, dio un golpe de Estado en junio 
de 1973. En 1976 fue desplazado del gobierno por los mismos militares, siendo brevemente sustituido 
por otro civil, Alberto Demicheli, que pronto renunció al no aceptar plegarse totalmente a las exigencias 
castrenses. Un civil más dócil, Aparicio Méndez, se desempeñó en la primera magistratura entre 1976 
y 1981. La continuidad de presidentes no militares en el cargo entre 1973 y 1981 fue una forma de 
resolver las diferencias entre distintas camarillas de uniformados. 
Al igual que los otros regímenes similares del Cono Sur, la dictadura uruguaya no abolió expresamente 
la mayor parte de la legislación anteriormente vigente —cosa que por lo demás hubiera sido imprác-
tico—. Sencillamente agregó las normas especiales que le parecieron pertinentes —así fueran comple-
mentarias o sustitutivas de las anteriores— generalmente por medio de decretos. Pero en los aspectos 
más importantes de regulación del orden político emitió “Actos Institucionales” que funcionaron como 
una constitución sustituta.

9

10
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acordado fue registrado.11 ¿Por qué? El documento incluyó, de manera 
expresa, cuatro aspectos solicitados por los militares12 y excluyó, al me-
nos explícitamente, el tema de las violaciones de los derechos humanos 
y su responsabilidad. Sobre este punto, por demás polémico, el líder 
histórico del Frente Amplio, el general Líber Seregni —quien fue preso 
político durante diez años— expresó: 

En el Club Naval, lo hemos repetido muchas veces, no se negoció específica-
mente la impunidad. Yo he relatado muchas veces que estuvo a punto de que-
brarse la negociación cuando se discutió la cláusula que las Fuerzas Armadas 
pretendían con respecto al ámbito de la justicia militar, a la que se buscaba 
someter todos los procesos posteriores. Ahí nos hicimos fuertes. Lo recuerdo 
muy bien. Yo no participaba en las reuniones —no podía, por cuanto tenía 
suspendidos los derechos políticos y civiles—, pero me decían en broma que 
yo era el director técnico del equipo que negociaba con la dictadura, pues 
se valoraba el conocimiento que tenía de cómo pensaban los militares, lo 
que resultaba fundamental para conducir las negociaciones. En el punto que 
tenía que ver con la justicia no transigimos. Y si había que cortar las con-
versaciones, se cortaban. Y quedó claro eso, y se modificó en el sentido que 
nosotros queríamos, en la redacción del acta correspondiente. De manera 
que no se aceptó la impunidad, aunque estuviera, como después se dijo, sub-
yacente o sobrevolando las negociaciones. Pero nunca, nunca se trató en la 
Mesa. Lo que posteriormente planteó Wilson con relación a la ley de cadu
cidad [de la Pretensión Punitiva del Estado de 1986], que ellos promovieron, 
en el sentido de que ya estaba hablada y aceptada. No, no es cierto (Líber 
Seregni en entrevista con Dutrénit Bielous).

Véase la reconstrucción de las Actas del Club Naval elaboradas por Diego Achard a partir de la informa-
ción que le aportaron dos de los negociadores, el teniente general Hugo Medina y el contador Young 
(Achard, 1992, anexo 27: 393 y ss.) 
i) El Consejo Nacional de Seguridad (cosena) como organismo asesor; ii) la figura del estado de insu-
rrección; iii) el nombramiento interno de las jerarquías castrenses; y iv) la formación de una Asamblea 
Constituyente. Véase Últimas Noticias (1984).

11

12
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Ahora bien, en tanto los participantes políticos niegan un acuerdo 
en ese sentido, el señalamiento de “al menos” subraya la existencia de la 
polémica acerca de si realmente se abordó el tema, o si se tocó y se llegó 
a un acuerdo siquiera tácito.13 El general Medina, comandante en jefe 
del Ejército y negociador en el Club Naval, rememoró lo que dijo ante sus 
subalternos a propósito del Club Naval y la no revisión del pasado. 

[…] Lo que pesaba mucho eran las garantías posteriores hacia los integrantes 
de la fuerza en cuanto a su seguridad, en cuanto a que no fueran llamados por 
la Justicia […] Dijimos que no se había tocado. Se preguntó qué garantías hay 
y dijimos: “bueno, garantías, lo que hemos dicho: que nadie va a ir a declarar”. 
Y como estaban todos dispuestos en ese sentido, era una posición unánime, 
nadie pidió más explicaciones, porque llegado el momento, todos sabían lo 
que tenían que hacer. Esa postura firme y sin vacilaciones fue lo que me dio 
a posteriori tranquilidad y confianza cuando tuve que tomar alguna decisión 
[el subrayado es de los autores] (Achard, 1992: 157).

A lo anterior habría que agregar que en los prolegómenos del Club 
Naval, entre bambalinas, estuvo presente el asunto de cómo se integra-
ría la mesa negociadora; o sea, quiénes serían incluidos y quiénes no y, 
más aún, a quiénes se levantaría la proscripción de los derechos civiles y 
ciudadanos para participar de la negociación y luego para ser candidatos 
a los distintos puestos de elección popular en las elecciones que deberían 
realizarse para reestablecer el orden constitucional.14

Y tan estuvo y está presente la duda sobre lo que aconteció que, cuando se argumentó sobre la perti-
nencia del proyecto de la ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, algunos legisladores 
o políticos afirmaron que el acuerdo estaba hecho desde 1984 (Achard, 1992: 416 y ss.). Sobre el pacto 
entre caballeros expresó al ser entrevistado el Tte. Gral. Hugo Medina, quien será nombrado Ministro 
de Defensa en el gobierno de Sanguinetti: “En el Club Naval no se pactó absolutamente nada sobre 
este tema, ya lo hemos hablado varias veces. Nosotros estábamos convencidos de que, después de haber 
honesta, caballerescamente llegado a un acuerdo, no se podía ponernos las esposas. Porque la entrega se 
pactó en un acuerdo de caballeros.” (Achard, 1992: 194). 
Por el Acto Institucional No. 4 del 1 de septiembre de 1976, gran parte de la clase política tradicio-
nal había quedado con sus derechos políticos en suspenso, por lo que no podía, entre otras cosas, 

13

14
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Veamos en breve la compleja trama de intereses cruzados donde 
las distintas organizaciones políticas y sociales atenuaban sus diferen-
cias para presentar un frente común contra la dictadura y se animaba 
una creciente protesta callejera, mientras los militares mantenían toda-
vía fuerza. Esto último favoreció que sostuvieran la decisión con la que 
finalmente se produjo una fractura de envergadura en el frente opositor. 
Tal decisión fue la de ratificar la proscripción de Wilson Ferreira Aldu-
nate, en virtud de la cual se le impedía ser candidato a la presidencia. 

Figura destacada de la oposición a la dictadura en el ámbito de la po-
lítica tradicional y principal líder del Partido Nacional, Ferreira tampoco 
sería liberado15 hasta después de las elecciones.16 Ante ello reaccionó su 
colectividad política —el Partido Nacional— negándose a participar en 
las negociaciones del Club Naval, lo que acarreó la necesidad de levantar 
de manera parcial la proscripción de la izquierda partidaria, no obstante 

presentarse a puestos de elección. Situación insignificante en condiciones de dictadura, pero no así 
cuando se llega al acuerdo de salida con la consecuente convocatoria a elecciones nacionales. Se debe 
precisar que, en materia de partidos, este instrumento seudolegal hacía una distinción entre aquellos 
suspendidos pero tolerados —como los tradicionales partidos Colorado y Nacional y la Unión Cívica 
(de cuño católico conservador)— y los partidos “marxistas” que fueron proscritos. Los tres primeros 
se convertirían en los interlocutores naturales de los militares, una vez que decidieron entablar nego-
ciaciones en vista de la transición y para esos efectos se levantaron también algunas suspensiones de 
derechos políticos individuales.
Wilson Ferreira Aldunate (1919-1988), líder del Partido Nacional, se mantuvo en el exilio durante casi 
todo el período de la dictadura desde donde impulsó una campaña internacional de denuncia contra 
el gobierno militar, al tiempo que enviaba directivas a la oposición nacionalista en el interior del país. 
Retornó a Uruguay en 1984, y de inmediato fue recluido en un establecimiento militar del que no sería 
liberado hasta después de realizadas las elecciones de noviembre de 1984. Para una información detalla-
da de la estrategia “retorno” de Wilson, además de su vida y acción política respecto a la dictadura y la 
transición. Consúltese el libro póstumo de Achard (2008).
En una entrevista con el periódico El Día, Sanguinetti argumentó: “una negociación exitosa, además de 
resolver los problemas institucionales, resuelve el problema del señor Ferreira […] De aquí al 1º de mar-
zo [día en que asumiría el nuevo presidente de la República] existirán proscripciones desgraciadamente, 
pero seguiremos luchando contra todas ellas. Pero es evidente que tampoco podemos frustrar la salida 
por el mantenimiento, en manos del gobierno de facto, de algunas de las situaciones de restricciones 
conocidas” (Búsqueda [sic], 1984: 2, tomado de Achard, 2008: 283).

15

16
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haber sido declarada como el principal enemigo de la dictadura, y repri-
mida consecuentemente. 

Con esta acción se buscaba cubrir el vacío que dejaba el Partido Na-
cional en el Club Naval. ¿Cómo hacer una negociación si una parte 
considerable del país quedaba fuera? Sólo, y muy a pesar de los civiles y 
militares que sostuvieron el régimen dictatorial, la izquierda podía hacer 
creíble y efectiva la negociación. En suma, las dos fuerzas políticas de 
importancia nacional que acordaron con los militares fueron el Partido 
Colorado y el Frente Amplio. 

El camino quedó allanado para el triunfo del Partido Colorado en 
las elecciones nacionales —principal beneficiario del Club Naval— y, 
de manera consecuente, de su candidato a la presidencia: Julio María 
Sanguinetti. Éste parecía ser, como su comportamiento lo ratificó des-
pués, el candidato que mejor aseguraba a los militares la no revisión de 
los hechos del pasado (Dutrénit, 1996: 288 y ss.). En Uruguay, la es-
trategia de cómo tratar el pasado quedó prefigurada en 1984 (Achard, 
1992: 157).

Por su parte, Chile constituye un ejemplo de construcción y refor-
zamiento de instrumentos  para el establecimiento de una estructura 
de impunidad de largo alcance que se ha mostrado difícil de desmon-
tar sin provocar inestabilidad institucional. Vale recordar que, con el 
golpe de Estado de 1973, se iniciaba un proyecto que buscaba refundar 
el Estado, es decir, iniciar una nueva fase en la historia del país.17 Y es 
que, efectivamente, sólo bajo esa perspectiva es posible ubicar el modo 
en que, por un lado, los propios militares entendían su actuar —gesta 
heroica, salvadora de la nación y los valores patrios— y, por el otro, 
la necesidad (que desde el inicio manifestaron) de contar con un pro-
yecto que los perpetuara en el poder —preferentemente encabezado 
por ellos o con una institucionalidad que les asegurara la preeminencia 
en las decisiones—. Y así lo hicieron. Su proyecto tendría dos prin-
cipales componentes, uno económico y otro político-institucional. 

No un paréntesis entre dos periodos democráticos, diría Carlos Huneeus (2000: 624). 17
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El andamiaje de largo aliento construido en lo político-institucional 
—marcado por un fuerte personalismo y una búsqueda, según algunas 
interpretaciones, del modelo corporativista del franquismo— impu-
so la diferencia de la dictadura chilena con las otras del Cono Sur. 
También se destacó por articular normas principales mediante un me-
canismo de consulta que lo favoreció hasta 1988. Manuel Antonio 
Garretón sostiene: 

En lo que se refiere a las condiciones heredadas del proceso de transición, ya 
hemos dicho que se trata de una transición incompleta, dada la permanencia 
de enclaves autoritarios. En otras partes hemos indicado que estos enclaves 
autoritarios son de tres tipos: institucionales, “adórales” y ético-simbólicos. 
Se podría argumentar la existencia de un cuarto enclave autoritario, de tipo 
sociocultural, que tendría que ver con los rasgos clásicos de una sociedad que 
ha vivido más de una década de dictadura que ha buscado implementar un 
nuevo modelo de relaciones entre Estado y sociedad, erradicar la política, 
someter las interacciones societales al modelo de mercado, restringir las li-
bertades y reducir el espacio público, e imponer un esquema económico que 
dio por resultado la fragmentación, elitización y atomización sociales. En fin, 
una dictadura que a través de cambios estructurales, institucionales y uso de 
la represión desarticuló el modo tradicional de constitución de los sujetos y 
actores sociales y restringió las bases materiales de generación de movimientos 
sociales, sin constituir polos nuevos de surgimiento de éstos (con la excepción, 
probablemente, de los específicamente antidictatoriales como las organizacio-
nes de derechos humanos) (La redemocratización política en Chile, en <www.
cepchile.cl/dms/archivo_1332_1242/rev42_garreton.pdf>).

Tal como se comentó con anterioridad, un primer paso se dio en 
los primeros años de la dictadura mediante el Decreto Ley de Amnistía 
Nº 2191 del 10 de marzo de 1978 que surgió en un contexto donde el 
régimen buscaba legitimarse mediante una nueva institucionalización. 
Cuestionado en el ámbito internacional por su permanente violación de 
los derechos humanos, Pinochet pretendía hacer pasar el Decreto-Ley 
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de Amnistía como solución a las graves violaciones cometidas.18 Sus 
tres considerandos expresan tal ánimo de legitimación y sus artículos 
afirman un tipo de perdón que buscó disfrazar sin éxito la verdadera 
intención.  

Este Decreto Ley Nº 2191 se distinguió del argentino —de septiem-
bre de 1983— no sólo por haber sido temprano respecto al ocaso de la 
dictadura, sino también porque comprendía la exculpación de oposi-
tores al régimen, pero también de militares. Su texto tenía presente “el 
imperativo ético de llevar a cabo todos los esfuerzos […]”; y aunque al-
canzaba a los opositores, sus artículos 3º y 5º establecían trabas. De ma-
nera expresa excluía a “las personas que aparecieran como responsables, 
sea en calidad de autores, cómplices o encubridores, de los hechos que 
se investigan en proceso rol N° 192-78 del Juzgado Militar de Santiago, 
Fiscalía Ad Hoc”.19 Es decir, el caso del asesinato del ex canciller Orlan-
do Letelier y de su secretaria, Ronnie Moffit, ocurridos en Washington 
el 21 de septiembre de 1976.20

Previa a la sanción del Decreto Ley de Amnistía, el 4 de enero de 1978, se realiza una Consulta Nacional 
en “defensa de la dignidad de Chile”. La declaración de Naciones Unidas (27 de diciembre) abonaba en 
un clima de denuncia por los asesinatos de Orlando Letelier en Washington (1976) y del general Prats 
(1974), en Argentina. Pinochet argumenta entonces que Chile estaba siendo víctima de una conjura 
internacional, igual que en tiempos de la Unidad Popular. Como señala Carlos Hunneus, el contexto 
represivo no favorecía entre otras variables una respuesta distinta a la que se obtuvo: el respaldo a la 
gestión de Pinochet. El texto de la pregunta sometida a consulta es muy elocuente: “Frente a la agresión 
internacional desatada en contra de nuestra patria, respaldo al Presidente Pinochet en su defensa de la 
dignidad de Chile y reafirmo la legitimidad del Gobierno de la República para encabezar soberanamen-
te el proceso de institucionalización del país”, (Hunneus, 2000: 149 y ss.). “Según el resultado de la 
votación dado a conocer por el Ministerio del Interior, en la Consulta Nacional del 4 de enero de 1978, 
a favor del SI sufragaron 4.177.064 votantes (75,04%), a favor del NO 1.131.115 votantes (20,32%), 
hubo 258.169 votos nulos y en blanco, habiendo sufragado un total de 5.566.348 personas”. (Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos-Organización de Estados Americanos. En <http://www.
cidh.oas.org/countryrep/Chile85sp/cap12.htm>).
Véase el texto completo en el capítulo 1 de este libro. 
Orlando Letelier, ex ministro de Defensa del gobierno de la Unidad Popular y ex embajador en los 
Estados Unidos, fue asesinado en un atentado en Washington, D.C. tras estallar una bomba en su 
automóvil. En el suceso, también murió su secretaria, la ciudadana norteamericana Ronnie Moffit. 

18

19
20
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Un segundo paso más decisivo en la construcción de la estructura 
autoritaria fue la referida Constitución de 1980, cuyo proyecto había 
iniciado en 1973 con la creación de una comisión ah doc por medio del 
Decreto Supremo N° 1064 (Diario Oficial, 1973: 69). 

La elaboración de la nueva constitución tendría tres etapas: 1) de 
recuperación, donde el ejército mantendría el férreo control del poder 
con cierto apoyo civil; 2) la transición, donde las Actas Constitucionales 
serían el marco regulatorio del régimen; y 3) la normalidad, donde se 
dictaría una constitución definitiva. 

Pinochet se estaba convirtiendo en un dictador con alta demanda 
de legalidad o, como dice Luis Maira, “lo más original en la acción del 
general Pinochet fue la idea de ‘una dictadura con constitución’” (Mai-
ra, 1999: 79). Inmediatamente después, en noviembre de 1977, Pino-
chet daría sus nuevas instrucciones para la redacción del nuevo marco 
constitucional:

1) Las FF.AA. no volverían a sus cuarteles [...] mantendrían su presencia en 
el sistema político como un poder superior […] 2) No habría un pluralismo 
amplio como ocurre en las democracias sino limitado y se haría ‘una pros-
cripción legal de la difusión y acción de las doctrinas, grupos y personas de 
inspiración totalitaria’ (sic) [esto hacía referencia a los grupos marxistas aun-
que bien puede ser aplicado al propio régimen pinochetista] [...] 3) El nuevo 
orden político no se basaba en separación de poderes [...] sino que establecía 

El atentado ocurrió a los pocos días de que la Junta Militar revocara la ciudadanía chilena a Letelier. 
Letelier había sido un destacado opositor de Pinochet durante su residencia en Estados Unidos don-
de trabajaba para el Instituto de Estudios Políticos en Washington. Dos años antes, 1974,  también 
murió como causa de un atentado en Buenos Aires el general Prats González junto a su esposa, Sofía 
Cuthbert. Ambos habían viajado a Argentina luego del golpe de Estado de septiembre de 1973. De la 
misma forma, una bomba fue instalada en su automóvil. Prats era el predecesor de Pinochet en el Ejército 
y había sido fiel al gobierno de Salvador Allende. La repercusión de estos casos, en particular el de Lete-
lier, fue negativa para el régimen lo que obligó a algunos cambios en la estructura represiva. Al servicio 
de inteligencia del régimen, la dina fue involucrada internacionalmente con el caso Letelier-Moffit, 
por lo que se le disolvió y reemplazó con la Central Nacional de Información (cni). 
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un presidencialismo sobredimensionado, que subordinaba el Legislativo y el 
Judicial a la autoridad del Ejecutivo [...] 4)  […] Junto a los legisladores elegi-
dos por sufragio universal, habría ‘una cuota que lo sean por derecho propio 
o por designación presidencial’, lo que daría origen a los senadores designados 
[…] (Huneeus, 2000: 237-238).

Luego de distintas y debatidas propuestas, en 1980 se llegó a la redac-
ción final de la Constitución e inmediatamente la ciudadanía fue convo-
cada para el 11 de septiembre, día en que sería plebiscitada. El nuevo texto 
quedó plasmado en el Decreto Ley N° 3464 (Diario Oficial, 1973: 71). 

[…] el plebiscito se celebró bajo las siguientes anormales condiciones: (1) el 
país se hallaba, en estado de emergencia, el que no fue suspendido en la etapa 
previa al plebiscito; (2) el Gobierno podía detener discrecionalmente a cual-
quier persona hasta por 20 días, relegarla a cualquier punto del país hasta por 
tres meses y expulsarla indefinidamente del territorio nacional; (3) los partidos 
políticos estaban disueltos y su actividad terminantemente prohibida; (4) no 
existían registros electorales; (5) en el llamado plebiscito se sometió a consulta 
popular un proyecto sin alternativa, limitándose el Gobierno a decir que su 
rechazo significaría el caos o la vuelta a la situación anterior al 11 de septiembre 
de 1973, sin especificar el alcance de estos últimos términos; (6) la consulta 
comprendió, a lo menos, tres materias distintas:  (a) un proyecto de futura 
Constitución; (b) un régimen de transición de nueve a dieciséis años, y (c) el 
nombramiento del general Pinochet como Presidente de la República por un 
solo período de ocho años, pero sólo admitió una sola respuesta para las tres 
preguntas:  SI a todo o NO a todo; (7) el país no tuvo oportunidad de recibir 
información objetiva y suficiente sobre las materias plebiscitadas; (8) la po-
blación fue objeto de diversas formas de presión sicológica  y amenazas acerca 
de los males a que se expondrían si ganaba el NO….Además de lo anterior, la 
presentación del ex-Senador Aylwin y de los otros juristas ante el Colegio Es-
crutador Nacional menciona diversas irregularidades y anomalías en el proceso 
mismo del plebiscito (Comisión Interamericana de Derechos Humanos-oea. 
En <http://www.cidh.oas.org/countryrep/Chile85sp/cap12.htm>).
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Participaron alrededor de seis millones de personas, computándose, 
según el Colegio Escrutador Nacional, por el “SÍ” 4 204 879 (67.04 por 
ciento); por el “NO” 1 893 420 (30.19 por ciento); y votos nulos 173 
569 (2.77 por ciento) (Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos-oea). Promulgada como Constitución Política de la República de 
Chile, entró en vigor el 11 de marzo de 1981, y resultó de gran proyec-
ción al instalar mecanismos formales para la transición. En los hechos, 
la Carta Fundamental establecía una ruta de institucionalización (con-
vocatoria a plebiscito primero y a elecciones después) que restringiría, y 
restringió, la gestión de los gobiernos civiles subsiguientes. 

De acuerdo con la nueva constitución, Pinochet comienza un nuevo 
período de ocho años de “presidencia” mientras asegura el férreo control 
de futuros gobiernos civiles hasta más allá del año 2000. Tres pilares del 
texto hicieron las veces de ancla autoritaria en el proceso de recuperación 
de la institucionalidad democrática: el sistema electoral binominal, los 
senadores designados y los mecanismos para reformar la misma constitu-
ción. Carlos Huneeus sintetiza señalando que “Los componentes políti-
co institucionales de la Constitución se basaban en el objetivo de buscar 
el establecimiento de un orden distinto al de la democracia occidental, 
considerada como decadente y en crisis”. Ésos toman forma en cuatro 
elementos: 1) pluralismo limitado, 2) rol tutelar asignado a los militares, 
3) seguridades constitucionales para dar continuidad en el tiempo, y 
4) largo periodo de transición para preparar a los grupos que competi-
rían en las elecciones.21 En definitiva, en 1999, señala Luis Maira: “Las 

El pluralismo limitado se expresó en la exclusión de los partidos marxistas mientras el rol tutelar queda-
ba establecido por un lado, con el Consejo de Seguridad Nacional (csn) que tenía amplias facultades, 
y se instituía, por el otro,  con la figura de senador designado. Esta última recaía en ex comandantes en 
jefe de las instituciones armadas y de Carabineros (elegidos por el csn), dos ex ministros de la Corte Su-
prema (elegidos por el mismo órgano), un ex contralor general de la República (designado también por 
su órgano), un ex rector de la universidad y un ex ministro (designados por el Presidente). Para impedir 
o encadenar los cambios constitucionales se estableció un complejo mecanismo de reforma que volvía 
casi imposible la modificación al imponer como requisito la aprobación de dos Congresos sucesivos más 
las tres quintas partes de sus miembros (<http://www.bcn.cl/siit/pdf/DL3464.pdf>, consultado el 15 de 
febrero de 2009; Huneeus, 2000: 344).

21
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principales cláusulas y artículos de esta Carta Fundamental han resistido, 
desde 1990, el rechazo de una mayoría nacional que impugna muchos de 
sus contenidos, pero carece de mecanismos y procedimientos eficaces 
para modificarla” (Maira, 1999: 75). El proceso para abrir los candados 
establecidos en el texto constitucional  de 1980, ha sido lento y comple-
jo. Apenas en 2005 se lograron los principales desamarres.22

Ahora bien, la lógica de consulta nacional y plebiscitaria, sin padrón 
electoral (destruido en 1974), sin partidos políticos y sin observadores 
nombrados por los partidos, fue el componente insoslayable del diseño de 
legitimación pinochetista. El plebiscito de 1980 constituyó un hecho po-
lítico pues exponía la definición del régimen político por venir, definía los 
límites de una transición y establecía el comienzo de la nueva institucio-
nalidad política. Las convocatorias plebiscitarias posteriores (1988-1989), 
se realizaron entonces de acuerdo a otro marco institucional. La Carta 

La primera reforma sucedió en 1989, cuando los partidos de la Concertación, Renovación Nacional y 
la Unión Demócrata Independiente presentaron un proyecto de modificación nacido de un acuerdo 
político. Eran tiempos de dictadura todavía. Fue entonces que la Junta Militar se encargó de hacer los 
cambios al texto tras un plebiscito realizado el 30 de julio de 1989 que apoyó el proyecto con un 85.7 
por ciento. En esa oportunidad se hicieron 54 reformas a la Constitución, orientadas principalmente a 
establecer el pluralismo político, aumentar el número de civiles en el Consejo de Seguridad Nacional, 
dar mayor relevancia a los tratados internacionales en el ordenamiento jurídico del país, limitar el poder 
del Ejecutivo sobre algunas libertades personales y definir en cuatro años el período presidencial de 
quien resultara electo en los comicios de diciembre de 1989. 
	 La segunda reforma fue en 1991, en el primer gobierno posdictadura, con la aprobación de las 
llamadas “leyes Cumplido”, que eliminaron la negativa constitucional de dar indultos y libertades pro-
visionales a procesados por delitos terroristas al transformar ese tipo de ilícitos en delitos comunes. 
	 Posteriormente, hubo otras 15 reformas relativas a diferentes temas como duración del período 
presidencial, administración comunal, atribuciones del Poder Judicial y procedimientos para reformar 
la Constitución. Las reformas constitucionales que ocupan este último tema fueron anheladas desde el 
restablecimiento del Congreso Nacional en 1990, pero la falta del quórum necesario para su aprobación 
(dos tercios de los miembros en ejercicio de ambas cámaras) impidió durante años que se concretara. 
En el año 2000 comenzó su tramitación, que fue favorecida por el logro de mayores acuerdos políticos 
y por un cambio en la conformación de los senadores designados. Estas reformas, cuyo objetivo era dar 
un cierre definitivo al período llamado “de transición” tras el gobierno militar, fueron aprobadas por el 
Congreso Pleno el 16 de agosto de 2005 con 150 votos a favor, tres en contra y una abstención. El 26 
de agosto de 2005 entraron en vigencia tras su publicación en el Diario Oficial de la Ley  Nº 20.050.

22
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Fundamental de 1980 estableció normas electorales dando un muy rela-
tivo juego participativo —ciudadano y político— en un clima obligado 
de dictadura con proyección de futuro –léase, tránsito a una democracia 
protegida y autoritaria—. No obstante, el diseño se tropezó con condicio-
nes adversas. A partir de 1983 fue creciendo la protesta sindical, social y 
política. Una oposición más articulada y con alianzas sustantivas trabajaba 
procurando el fin del régimen militar mientras se disparaba también la 
opción armada en la figura del Frente Patriótico Manuel Rodríguez.23 

La magnitud y diversidad de la protesta nacional sorprendió al go-
bierno y a sus propios organizadores. La respuesta del régimen consistió 
en un gran despliegue de militares en la ciudad de Santiago, especial-
mente en las poblaciones periféricas donde las protestas eran más inten-
sas. Éstas continuaron casi cada mes durante los siguientes dos años. 
Se creó entonces la Alianza Democrática (ad), movimiento integrado 
por los partidos Demócrata Cristiano, Republicano, Radical, Socialista, 
Social Demócrata y la Unión Socialista Popular. Se creó también el Mo-
vimiento Democrático Popular (mdp), instancia en la que participaba 
el Partido Comunista y la fracción almeydista del Partido Socialista así 
como, entre otros, el Movimiento de Izquierda Revolucionario (mir), el 
Mapu Obrero Campesino.  

Para 1984, tanto el mdp como la Alianza Democrática dan a co-
nocer propuestas para un acuerdo nacional. El mdp declaró que “una 
Constitución antidemocrática no puede ser base de ninguna transición 
a una democracia real”. Mientras ad, en su comunicado dirigido a los 
comandantes en jefes del Ejército, Armada, Fuerza Aérea y al general di-
rector de Carabineros manifestó la necesidad de buscar un acuerdo que 
garantizara un camino rápido a la democracia. Un año después, el 25 de 
agosto de 1985, respondiendo a una convocatoria del cardenal arzobispo 
de Santiago, monseñor Juan Francisco Fresno, tendiente a crear las bases 

El Frente Patriótico Manuel Rodríguez (fpmr), creado con el respaldo del Partido Comunista, hace su 
primera aparición atribuyéndose un apagón que deja sin electricidad gran parte de Santiago y del área 
metropolitana (septiembre de 1983). 

23

varela-dutrenit 1a reimpresión.indd   139 19/08/16   12:20 p.m.

© Flacso México



140 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

para una reconciliación nacional, 21 dirigentes políticos pertenecientes 
a once colectividades hasta entonces no convergentes de derecha, centro 
e izquierda, suscribieron el Acuerdo Nacional para la Transición a la Ple-
na Democracia (Comisión Interamericana de Derechos Humanos-oea).

En 1987 se funda la coalición Izquierda Unida. Clodomiro Alme-
yda, aún en prisión, es designado para asumir la dirección de la alianza 
que reúne a miembros de los partidos Comunista, Socialista, Izquierda 
Cristiana, Radical, mapu y mir.

Con este clima social y político y mediante el instrumento de con-
sulta, se llega al  plebiscito del 5 de octubre de 1988, regulado especial-
mente por el artículo 27 transitorio de la Constitución de 1980.

Bases legales para la convocatoria a plebiscito de 1988 en Chile

 (Artículo 27 transitorio de la Constitución de 1980)

[…] Decimotercera. El período presidencial que comenzará a regir a contar de la vigencia de esta 

Constitución, durará el tiempo que establece el artículo 25. 

Durante este período serán aplicables todos los preceptos de la Constitución, con las modificaciones 

y salvedades que se indican en las disposiciones transitorias siguientes […]

Vigesimaquinta. Durante el período a que se refiere la disposición decimotercera, el Consejo de Segu-

ridad Nacional estará presidido por el Presidente de la República e integrado por los miembros de la 

Junta de Gobierno, por el Presidente de la Corte Suprema y por el Presidente del Consejo de Estado… 

Vigesimaséptima. Corresponderá a los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y al General Di-

rector de Carabineros, titulares, proponer al país, por la unanimidad de ellos, sujeto a la ratificación de 

la ciudadanía, la persona que ocupará el cargo de Presidente de la República en el período presidencial 

siguiente al referido en la disposición decimotercera transitoria, quien deberá cumplir con los requisitos 

establecidos en el artículo 25, inciso primero de esta Constitución, sin que le sea aplicable la prohibición 

de ser reelegido contemplada en el inciso segundo de ese mismo artículo. Con ese objeto se reunirán 

noventa días antes, a lo menos, de la fecha en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones. La de-

signación será comunicada al Presidente de la República, para los efectos de la convocatoria a plebiscito. 

Recuadro 16
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Su convocatoria  provocó una fuerte controversia en el movimiento 
social y político opositor al régimen, a la sazón encabezado por la Junta 
de Gobierno, pero personificada de manera ineludible en la persona de 
Pinochet. Para algunos, aceptar la participación en este ejercicio de de-
mocracia directa significaba reconocer los términos de la constitución 
autoritaria; para otros, representaba la oportunidad de poner fin a la 
dictadura por medio de la participación social. Desde esta última pers-
pectiva se alzó el movimiento por el “No” a la continuidad del régimen 
que resultó triunfador al obtener el 56 por ciento del total de votos. El 
movimiento contrario, aquel que bregaba por la ratificación del manda-
to de Pinochet y organizado en torno a la campaña por el “Sí”, aunque 
derrotado, obtuvo un nada despreciable 44 por ciento de aprobación. 

El triunfo del “No” quedó atado a la imposición de tres aspectos 
sustantivos en el orden práctico y simbólico: Pinochet tendría la pre-
rrogativa, entre otras, de ser el Jefe Supremo del Ejército hasta el 11 de 
marzo de 1998. A su término estaría facultado para presentar una lista 
de cinco posibles sucesores al mismo cargo y, por último, pasaría a ocu-
par una curul como senador vitalicio. 

La oposición procuró sin mayor éxito deshacer enclaves autoritarios. 
Una negociación con la Junta de Gobierno y en particular con Pinochet 
—quien la delegó en el ministro del Interior— fue el camino tomado 

Si transcurridas cuarenta y ocho horas de reunidos los Comandantes en Jefe y el General Director 

señalados en el inciso anterior, no hubiere unanimidad, la proposición se hará de acuerdo con lo 

prescrito en el inciso segundo de la disposición decimoséptima transitoria y el Consejo de Seguridad 

Nacional comunicará al Presidente de la República su decisión, para los mismos efectos señalados en 

el inciso anterior.

El plebiscito deberá efectuarse no antes de treinta ni después de sesenta días de la proposición co-

rrespondiente y se llevará a efecto en la forma que disponga la ley.

Fuente: Chile, Constitución de 1980.
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previo fin de la dictadura. Una negociación en la que participaron, en su 
contenido, políticos de la Concertación y de Renovación Nacional, lo-
gró como resultado hacer desaparecer, o más bien disminuir, sólo algu-
nos elementos de los enclaves.24 Las reformas propuestas se sometieron 
a nuevo plebiscito en 1989, antes de los comicios nacionales en los que 
resultó electo Patricio Aylwin, candidato de la Concertación de Partidos 
por la Democracia.  

Con esta herencia, a la que se agregaron las reglamentaciones apro-
badas por el dictador en las últimas horas de su mandato que impedían 
al nuevo Parlamento y a las autoridades administrativas investigar he-
chos acaecidos durante los diecisiete años del régimen militar, quedaba 
en cuestión la solidez de la futura democracia chilena.25

En resumen, las estrategias de refundación democrática en los tres 
países fueron variadas. Pero en la coincidencia de una ruta negociada 
y pactada hubo un componente que los distingue: el juego de intereses y 
equilibrios político partidarios que se estableció por encima de una lógi-
ca de inclusión e igualdad en la competencia democrática, por ejemplo, 
en Uruguay. Mientras que, en Argentina, la salida forzada por la derrota 
bélica mostró con nitidez cómo se puede desvanecer el poder de una 
institución militar que durante gran parte del siglo había sido aceptada e 
incluso reclamada como árbitro decisivo en circunstancias de crisis polí-
tica, y que todavía en la coyuntura bélica del Atlántico sur había logrado 
agrupar fuerzas numéricamente no despreciables, incluidos muchos de 
sus opositores hasta la guerra. 

A saber: el art. 8 de la Constitución por el que se establecía el pluralismo limitado, afectando no sólo 
al Partido Comunista sino a otras organizaciones; reducción relativa de la influencia militar a través de 
dos de sus organismos que lo permitían; incremento del número de senadores elegidos procurando así 
disminuir indirectamente el poder de los designados. Además, se modificó el art. 5 de la Constitución 
para que acompañara esta Carta Fundamental los tratados internacionales en materia de Derechos 
Humanos (Huneeus,  2000; Maira, 1999).
La principal reglamentación establecía límites al Presidente Constitucional para que pudiera decidir en 
cuanto a ascensos y retiros de militares y carabineros. La prerrogativa quedaba en manos del respectivo 
comandante en jefe institucional (Hunneus, 2000; Maira, 1999).

24

25
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Propósitos y resultados 

La revisión de los delitos cometidos en el ámbito de los derechos humanos 
fue el sello que compartieron las agendas gubernamentales de las posdicta-
duras. Se trataba del asunto que se debía discernir para alcanzar la reconci-
liación nacional. Ello obligó a pronunciamientos y acciones inmediatas de 
los nuevos gobiernos que respondieron a equilibrios nacionales en relación 
con aquel pasado inmediato. Además, como se ha mencionado, a la forma 
en que se sale de las dictaduras y, en consecuencia, a las posturas de los 
principales actores durante las transiciones. O sea, influyeron en cada caso 
las circunstancias de las historias nacionales, además de cálculos y compro-
misos políticos, y complicidades entre grupos civiles y militares respectivos. 

Es de esta manera al menos que deberían concebirse las distintas y 
medulares decisiones desplegadas en Argentina, Uruguay y Chile: inves-
tigación y juicios condenatorios a las dirigencias militares y guerrilleras y 
posteriores leyes que limitaban la posibilidad de encausar, en Argentina; 
amnistía general con exclusión de policías y militares y subsecuente ley 
por la que el Estado renunciaba al derecho de investigar y juzgar a los 
responsables de los delitos, en Uruguay; y mea culpa del Estado chile-
no a través de su Presidente, haciéndola extensiva al conjunto social. 
Decisiones que, en un acercamiento a las políticas elaboradas por los 
primeros gobiernos posdictatoriales respecto a ese pasado, permite ver 
cómo se intentaría cerrarlo por parte del oficialismo redemocratizador.

Los caminos elegidos fueron complejos y disímiles, y los resultados 
tuvieron ciertas convergencias durante algunos años, en especial, en 
los segundos gobiernos. Es decir, en aquellos que afirmaban la estabi-
lidad democrática mediante la reiteración del ejercicio ciudadano de 
elegir a sus gobernantes después de muchos años de dictadura. En todo 
caso, se perciben matices significativos en las decisiones de los primeros 
gobiernos, una gran diferencia existe entre decidir juzgar, por un lado 
—aún cuando se desembocara en leyes que limitaran la extensión de los 
encausados, como sucedió en Argentina— y, por otro, disponer la cadu-
cidad de la pretensión punitiva del Estado, como ocurrió en Uruguay, 
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o justificar que lo que se podía hacer era formar una comisión, obtener 
su informe y resarcir a las víctimas, intentando aplicar la justicia, a par-
tir de una aceptación previa —la imposibilidad de derogar la Ley de 
Amnistía— que hacía explícita la dificultad de gestión de los gobiernos 
posdictatoriales —como se dio en el caso chileno.26 

Así es que, pese a los saldos notoriamente insatisfactorios de las de-
cisiones gubernamentales, una delimitación de las diferentes acciones 
de los gobiernos de Raúl Alfonsín en Argentina (1983-1989), Julio Ma. 
Sanguinetti en Uruguay (1985-1990) y Patricio Aylwin en Chile (1990-
1994), permite apreciar gradaciones. 

Conviene precisar brevemente a qué se alude respecto a las variables 
de cada país. Si pensamos en los golpes de Estado que abrieron el ca-
mino a las dictaduras, sus preámbulos fueron también diferentes. En el 
Uruguay de 1973 había quedado atrás el conflicto armado; en 1972 se 
había dado el último enfrentamiento que llevó a la derrota de la guerri-
lla, y para junio de 1973 lo que dominaba la escena política —cuando 
ocurrió el golpe de Estado— era un distanciamiento entre los poderes 
republicanos (fundamentalmente entre el ejecutivo y el legislativo) y 
la presión sobre el régimen vigente por parte de movimientos sociales 
y políticos. 

En Chile, el golpe de Estado de septiembre de 1973 fue precedido 
por un polarizado y extendido conflicto de la oposición conservadora y 
de los poderes legislativo y judicial con el gobierno de la Unidad Popu-
lar. En tanto, en Argentina, dos años antes del golpe de Estado de marzo 
de 1976, se comenzaba a profundizar la crisis del peronismo que produ-
ciría una desigual y sangrienta batalla cotidiana entre los movimientos 

Diría Patricio Aylwin que las tareas de su gobierno eran “[…] profundizar la democracia, hacer justicia 
social, mejorar la salud y la educación, resolver el problema de los sin casa (un millón de allegados), 
derrotar la extrema pobreza, recuperar la posición internacional de Chile. Pero, según sus palabras, el 
tema de los derechos humanos era prioritario. Recordó haber dicho que: ‘La conciencia moral de la 
nación exige establecer la verdad y hacer justicia en la medida de lo posible [subrayado de los auto-
res]. Después se podrá hacer reconciliación sobre estas bases y luego podrá venir la hora del perdón’”. 
(Aylwin, 2005: 21).

26
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guerrilleros y los grupos paramilitares respaldados por el gobierno de 
Isabel Perón (1974-1976). Si se observa, además, los proyectos militares 
o civil-militares, cada país tuvo un desenvolvimiento distinto, incluso 
en lo represivo. 

Las circunstancias nacionales que permitieron la impunidad aun en 
democracia se vinculan a las decisiones de los primeros gobiernos. Una 
(sin duda, clave) como el enjuiciamiento a las juntas militares que ha-
bían gobernado Argentina, resultó irrepetible en los otros dos países del 
Cono Sur. Dicho juicio simbolizó el reconocimiento oficial y público 
de la responsabilidad que correspondió al Estado en los hechos atenta-
torios de los derechos humanos durante la dictadura. También el juicio 
situó al Estado en carácter de demandante de castigo legal para quienes 
resultaran culpables.

Otra decisión gubernamental destacable, tomada con distinto én-
fasis en Argentina y Chile, fue la creación de las llamadas “comisiones 
de la verdad”. Esta iniciativa abrió una ventana a un pasado traumático 
y reforzó la necesidad de conocerlo. La sistematización con que dichas 
comisiones concluyeron su labor plasmada en sendos informes, resultó 
en una considerable (aunque no exhaustiva) investigación, que todavía 
es fuente de otras averiguaciones y referencias. Dichos informes también 
han servido de base para propuestas de reparaciones civiles. Correspon-
de señalar que las comisiones tuvieron un valor simbólico porque es el 
Presidente quien las concretó y asumió de cierta forma sus resultados. 
No obstante, en Chile, por ejemplo, la institución militar, la Suprema 
Corte y los partidos políticos conservadores estuvieron en contra de tales 
decisiones. Es más,

[...] el 24 de agosto de 1990 el Tribunal Supremo ratificó por unanimidad 
la constitucionalidad de la Ley de Amnistía y, entre 1990 y 1993, no tomó 
en consideración la doctrina Aylwin, enviando la gran mayoría de los casos 
presentados por familiares a los tribunales militares, en los cuales se cerraban 
con una aplicación “preventiva” de la Ley de Amnistía (Barahona de Brito y 
Aguilar Fernández, 2002: 212).
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Lo que representó la principal acción contra la impunidad fue sin 
duda el juicio a las juntas militares en Argentina:

El juicio ha sido ejemplar, lo ha visto el periodismo mundial, se ha respetado 
el derecho de la defensa, ha sido un juicio tramitado ante la justicia de un go-
bierno democrático. Y ha servido para esclarecer muchas cuestiones que hasta 
este momento no se sabían o había quienes no las querían saber, éstos no van 
a poder decir nunca más, que los desaparecidos fueron muertos en combate. 
Después del pronunciamiento de la Cámara esto ya no se puede afirmar [...]
(Strassera y Moreno, 1986: 243).

Pero tal valoración no resta importancia al trabajo de las comisiones 
de la verdad. Éstas permitieron encontrar y ordenar detalles no sólo 
sobre los delitos en sí, sino sobre la suerte corrida por las víctimas, in-
formación exigida, en primer lugar, por familiares y sobrevivientes.27 
La observación cobra fuerza cuando se compara con lo sucedido en 
Uruguay. Fue en este país donde, mediante la denominada Ley de la 

Coinciden en un reconocimiento oficial de las obligaciones del Estado a través de pronunciamien-
tos presidenciales que, sin embargo, pueden guardar diferentes tonalidades política y estratégicas. 
Así mismo coinciden en que reciben las críticas de organismos de derechos humanos y de fami-
liares de las víctimas, en particular, por las características con que se constituyeron —integración, 
mandato, potestades y no formalización de medidas vinculantes— además de los contenidos de los 
informes finales en cuanto a avances en el esclarecimiento de los hechos (incluyendo señalamiento 
de responsables).  Ambas comisiones fueron creadas por decreto presidencial.  En Uruguay, se die-
ron dos tipos de comisiones en coyunturas diferentes y de muy distinto orden a las ya mencionadas. 
En la primera hubo comisiones legislativas (1985-1986) que investigaron asuntos específicos (el 
asesinato de dos legisladores uruguayos en Buenos Aires y los casos de detenidos desaparecidos). Su 
labor, que daría paso a posibles encausamientos, quedó en la práctica y simbólicamente anulada por 
la Ley Nº 15.848. Muchos años después, en agosto de 2000, se produce un giro de la política oficial 
hacia el pasado cuando el presidente apenas entrante, Jorge Batlle, crea la Comisión para la Paz. La 
Copaz, también de mandato restringido, terminó su trabajo con un Informe final en 2003.  Para 
ubicar comparativamente el alcance de algunas de estas comisiones con relación a otras experiencias 
internacionales, véanse Cuya (1996), Hayner (2008), cdhdf (2003) y serpaj (1989). 

27
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Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado (Ley No 15.848), pro-
movida por el poder ejecutivo y afirmada por un acuerdo interpartida-
rio, el Estado renunció expresamente a su capacidad legal de aclarar, y 
eventualmente castigar, responsabilidades delictivas del personal militar 
y policial.28 Aprobada el 22 de diciembre de 1986, cercana en el tiempo 
a la norma argentina de Punto Final, la Ley fue el corolario de un dise-
ño transicional de no revisión del pasado con la finalidad de asegurar la  
estabilidad política en un momento crítico. 

En cuanto a las reparaciones, en estos primeros gobiernos se dieron 
algunos pasos legales referidos principalmente a la restitución de dere-
chos jubilatorios, caso que ejemplifica la Ley 23.278 en Argentina;29 
y de apoyo en distintos aspectos en Chile, a partir de la creación de la 
Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, como se verá 
más adelante. Mientras que, en Uruguay, se tomaron decisiones que 
afectaron el ámbito laboral, beneficiando a las víctimas.

Es conveniente revisar con cierto detenimiento estas decisiones nacio
nales. La estrategia de Alfonsín no puede considerarse sin tomar la re-
ferencia de la derrota militar en Malvinas. Si se observa el rol que la 
institución desempeñó en la historia nacional del siglo xx, es inimagi-
nable un juicio a su actuación si no hubiera sido por tal derrota. Debe 
contemplarse además en la concepción estratégica que, desde su cam-
paña electoral, distinguió tres jerarquías de responsabilidad dentro de la 

Véanse para distintos aspectos del proceso de aprobación y ratificación: Achard (2008), Dutrénit Bielous 
(1990), Sanguinetti (1991) y serpaj (1989).
“La ley 23.278 establece que las personas que por motivos políticos o gremiales fueron dejadas ce-
santes, declaradas prescindibles o forzadas a renunciar a sus cargos públicos o privados, o se vieron 
obligadas a exiliarse, podrán computar, al solo efecto jubilatorio, en los regímenes para trabajadores 
en relación de dependencia o autónomos, según corresponda, el período de inactividad compren-
dido entre el momento en que cesaron en sus tareas y el 9 de diciembre de 1983. Quienes soliciten 
el reconocimiento deberán acreditar la causa política y/o gremial que originó la cesación en el 
servicio. El derecho acordado por la presente ley podrá ser ejercido, a los mismos efectos, por los 
causahabientes del afectado.” (“Cómputo del periodo se inactividad en los casos de cesantía, pres-
cindibilidad, renuncia o exilio, a los efectos jubilatorios. Buenos Aires, 28 de septiembre de 1985”, 
Boletín Oficial).

28

29
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institución militar: la de quienes dieron las órdenes —los ex comandan-
tes—,  la de quienes obedecieron —ejecutores de todo tipo de delitos 
pero cuya actuación se debió a razones de obediencia— y la de quienes 
cometieron excesos más allá de los fines represivos –o sea, aquellos que 
aprovecharon el contexto represivo para su beneficio en acciones como 
secuestros con fines de extorsión, robos y venganzas personales (Cianca-
glini y Granovskky, 1995: 317). También cabe señalar que el presidente 
Alfonsín utilizó la idea de los dos demonios como se resume en las si-
guientes líneas. 

En la primera exposición oficial de la doctrina de los dos demonios dijo que 
no podían quedar impunes las violaciones extremadamente aberrantes de los 
derechos que hacen a la esencia de la dignidad humana en que incurrieron 
el terrorismo y la represión de ese terrorismo. En su balanza ética y política, el 
puñado de sobrevivientes de la diezmada guerrilla que desde el llano se alzó 
en armas a partir de la dictadura del teniente general Juan Carlos Onganía, 
pesaba tanto como el intacto poder castrense que derrocó a un gobierno cons-
titucional y convirtió al Estado en una máquina de terror, aplicando todos sus 
recursos en la subyugación del país. En su opinión, transmitida con tono cal-
mo pero firme, para no incurrir en una claudicación ética era necesario hacer 
justicia con quienes, desde uno u otro lado, tomaron a los hombres como me-
ros objetos manipulables para obtener ciertos fines (Verbitsky , 2003: 41-42). 

Al comenzar su gestión, Alfonsín implementó, en primer lugar, me-
didas que invalidaban las disposiciones de protección militar ante po-
sibles procesos legales, dictadas por el último gobierno castrense. Para 
comenzar, el Congreso derogó y declaró la nulidad de la Ley de Pacifica-
ción Nacional con la aprobación de la Ley N° 23.040, el 22 de diciem-
bre de 1983 y prosiguió con otros proyectos de ley enviados al Congreso 
entre los que destacaba el de Reforma del Código de Justicia Militar que 
se sancionó en febrero de 1984.
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Recuadro 17

Anulación de la autoamnistía, Argentina
 

Ley 23.040 - 22 de Diciembre de 1983

Art. 1

Derógase por inconstitucional y declárase insanablemente nula la ley de facto 22.924.  

Art. 2

La ley de facto 22.924 carece de todo efecto jurídico para el juzgamiento de las responsabilidades 

penal, civil, administrativa y militar emergentes de los hechos que ella pretende cubrir, siendo en par-

ticular inaplicable a ella el principio de la ley penal más benigna establecido en el art. 2 de Código 

Penal. Lo dispuesto en el párrafo anterior no se altera por la existencia de decisiones judiciales firmes 

que hayan aplicado la ley de facto 22.924.

 

Art. 3

La persona que hubiera recuperado su libertad por aplicación de la ley de facto 22.924 deberá presen-

tarse ante el tribunal de radicación de la causa dentro del quinto (5) día de la vigencia de la presente 

ley. En caso contrario, será declarada rebelde y se dispondrá su captura, sin necesidad de citación pre-

via. Si se tratare de un civil sometido a la jurisdicción militar, la presentación a que se refiere el párrafo 

anterior podrá hacerse efectiva simultáneamente con la impugnación dirigida contra ese enjuiciamien-

to y en el tribunal donde esta impugnación se radique.

 

Art. 4

En los casos expuestos en el art. 32, la eximición de prisión y la excarcelación serán procedentes, sin 

necesidad de que concurran los requisitos establecidos en el art. 379 del Código de Procedimientos 

en Materia Penal, a menos que existan motivos para presumir que el imputado intentará eludir la 

acción de la justicia.

 

El tribunal interviniente, si hace lugar a la libertad bajo caución, podrá imponer al imputado, además 

de las obligaciones a que se refiere el art. 386 del Código de Procedimientos en Materia Penal, la de 

presentarse periódicamente al tribunal, o a la dependencia policial más próxima a su domicilio real.

 

La resolución que haga lugar a la libertad bajo caución, y la que imponga la obligación mencionada 

en el parrado precedente, no serán apelables. La que deniegue la libertad bajo caución será apelable 

en relación en el plazo de tres (3) días.

Fuente: <http://www.nuncamas.org/document/nacional/ley23040.htm>.
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Enseguida de instaurado el gobierno constitucional, tuvo el Congreso el alto 
mérito de haber contemplado que si simplemente “derogaba” la ley de amnis-
tía, los criminales invocarían a su favor el tiempo transcurrido desde que ésta 
se sancionó hasta el momento de la derogación (principio penal de la ley más 
benigna). Por ello el Congreso apeló a la trascendental novedad de declarar 
legislativamente la “nulidad” de la norma auto amnistiadora, con lo cual privó 
de efectos a partir del día mismo de su dictatorial nacimiento [...] quedaba 
allanado el camino para la reparación histórica que se inspiraba en la consigna 
popular: “Juicio y castigo a los represores genocidas” (en <http:/www.desapa-
recidos.org/arg/doc/secretos/anula02.htm>).

Alfonsín se caracterizó por una sucesión veloz de decisiones vincula-
das a cómo se tramitaría el pasado respecto a las violaciones masivas de 
los derechos humanos. El 15 de diciembre aprobó dos decretos: el Nº 
157 que ordenaba juzgar a las cúpulas de las organizaciones guerrilleras 
que habían actuado en el país; y el Nº 158 que establecía en su primer 
artículo someter a juicio ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Ar-
madas a los nueve integrantes de las tres primeras juntas militares por 
delitos de tortura, asesinato y arresto arbitrario.30 Dos días más tarde, 
emitió el Nº 187 que creaba la Comisión Nacional sobre Desaparición 
de Personas (conadep), la cual tenía el mandato de recoger las denun-
cias sobre desapariciones y elaborar un informe.31 Su estrategia quedaba 
así establecida desde el inicio: el presidente ejercería una política fir-

Confróntese <http://www.comisionporlamemoria.org/cronologia.htm>, consultada el 20 de abril de 2009.
Presidida por el escritor Ernesto Sábato, la conadep estuvo integrada por Gregorio Klimovsky (filó-
sofo), Jaime Nevares (obispo católico), Magdalena Ruiz Guiñazú (periodista), Marshal Meyer (rabi-
no), Carlos Gattinoni (obispo metodista), Ricardo Colombres (jurista), René Favaloro (cardiólogo) 
—quien renunció al poco tiempo—,  Hilario Fernández Long (ex vicerrector de la uba) y Edardo 
Rabossi (jurista). También contó con tres representantes de la Cámara de Diputados (radicales), no 
así del Senado que se opuso a enviar representantes. La comisión creó cinco secretarías que estuvieron 
a cargo de Graciela Fernández Meijide, Daniel Salvador, Raúl Aragón, Alberto Mansur y Leopoldo 
Siguiera. (conadep, 1984: 443 y ss.). Por su parte, la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación 
(cnvr) de Chile fue creada en abril de 1990 y finalizó su labor con el llamado Informe de la cnvr o 
Informe Rettig (1991).

30
31
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me. La postura era nítida y la referencia también. En consecuencia, la 
oposición se hizo sentir, y entre los primeros cuestionamientos —emi-
tidos por algunos organismos de derechos humanos, como las Madres 
de Plaza de Mayo, y por sectores del peronismo— estuvieron aquellos 
relativos a la composición y el alcance de la conadep. 

Tanto los mandatos del decreto presidencial No. 158 como los del 
No. 187 imponían informes conclusivos. Simultáneamente, y contras-
tantes en sus contenidos, se entregaron los resultados del trabajo rea-
lizado por la conadep y el Consejo Supremo de las FF.AA. El 20 de 
septiembre de 1984, la conadep presentó el informe Nunca Más, que 
con base en las denuncias recibidas da cuenta de 8 961 casos de desapa-
riciones, de la existencia de 340 centros clandestinos de detención, y 
de la identificación de 1500 militares y policías responsables de delitos 
relacionados (conadep, 1984). A los pocos días, el 25 de septiembre, el 
Consejo Supremo de las FF.AA. hizo entrega de su informe con conclu-
siones como las siguientes: 

Es requisito indispensable establecer previamente cuáles fueron los hechos co-
metidos por las presuntas víctimas. Se hace constar que, según resulta de los 
estudios realizados hasta el presente, los decretos, directivas, órdenes de ope-
raciones, etcétera, que concretaron el accionar militar contra la subversión 
terrorista son, en cuanto contenido y forma, inobjetables (Ciancaglini y Gra-
novsky, 1995).

Las conclusiones del informe militar demostraban que no sería po-
sible actuar contra los propios integrantes de las Fuerzas Armadas. La 
responsabilidad fue trasladada entonces a la Cámara Federal de Ape-
lación de Buenos Aires.32 En consecuencia, el Juicio a las Juntas33 se 

La ley estipulaba que se debían esperar seis meses para que la Cámara Federal se hiciera cargo del juicio. 
Fue otorgada, incluso, una prórroga y el documento del 25 de septiembre dio paso a esa intervención. 
Pese a que el presidente Alfonsín lo había previsto como acción de la justicia militar, el proceso a los 
integrantes de las tres primeras juntas militares pasó a la justicia civil. Para algunos analistas, el cambio 
de ámbito judicial causó un revés en la política oficial respecto de cómo se establecerían los mecanismos 

32

33
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realizó en la sala de audiencias de la Cámara Federal de Apelaciones.34 
En abril de 1985, el fiscal Julio César Strassera y el fiscal adjunto, Luis 
Moreno Ocampo, iniciaron acciones judiciales. Las audiencias se reali-
zaron en los meses de abril a agosto; luego se dio paso a la fiscalía, que 
ocupó para su gestión varios días de septiembre y, por último, entre el 
30 de septiembre y el 21 de octubre, correspondió el turno a la defensa. 
La sentencia, condenatoria de los principales integrantes de las juntas 
militares: el general Videla, los almirantes Massera y Lambruschini y al 
brigadier Agosti, fue leída el 9 de diciembre de 1985.35 Haberlo llevado 
a cabo representó en suma que: 

En un acto público que se desarrolló a lo largo de nueve meses en el edificio 
de Tribunales de la ciudad de Buenos Aires se procedió a revelar aquello que 
la dictadura había mantenido en secreto. Si los represores intentaron borrar 
las huellas de sus crímenes (a través de la clandestinidad de sus acciones, la 
ocultación de los cadáveres, la destrucción de pruebas y el encubrimiento de 
información), el juicio demostró que aquello que los militares negaban y los 
organismos de derechos humanos denunciaban había efectivamente ocurrido 
(Feld, 2002: 1).

Si bien, desde el punto de vista simbólico, el Juicio a las Juntas re-
sultó históricamente relevante, desde el punto de vista de la intención 
gubernamental derivó en una medida no prevista, contraria a lo plani-
ficado: la apertura de nuevos juicios. Situación que, por la orden que 

políticos, jurídicos y legales que darían  protección al conjunto de la oficialidad. Véase “La Cámara 
Federal juzgará a las tres Juntas” (1984) y Fontana (1987).
Allí se presentaron los testigos y 20 abogados que asumieron la defensa de los ex comandantes. Durante 
el juicios se realizaron 78 audiencias y la sentencia se elaboró respondiendo a alrededor de 22 mil pre-
guntas. Se reunieron las declaraciones de 850 testigos, en su inmensa mayoría civiles, en las que se dio 
cuenta de las numerosas atrocidades vividas.
La sentencia del tribunal  condenaba con distintas penas a los principales integrantes de las juntas mili-
tares de la dictadura (Amnistía Internacional; y Barahona de Brito, 2002).

34

35
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establecía la sentencia del 9 de diciembre en su punto 30, desembocó 
en nuevas  investigaciones sobre quienes resultaran responsables de tor-
turas, desapariciones y homicidios. Con ello quedaba claro que no se 
excluía el punto de la actuación por obediencia debida. 

La consecuencia inmediata fue que la misma Cámara Federal orde-
nó enjuiciar a todos los militares que habían tenido responsabilidades 
operativas. Comenzó así la tensión entre un gobierno que había diseña-
do una estrategia con sentido de acotamiento de las responsabilidades y 
una institución militar que, ante el cambio de las condiciones previstas 
y, en cierta forma, con atisbos de recuperación a partir del trauma de 
su derrota, tomó la iniciativa de amenazar con la insubordinación. Al 
poco tiempo se pasó de la amenaza a los hechos, signados por varios 
levantamientos castrenses con sentido de reivindicación corporativa. En 
resumen, el nuevo contexto político en el que se necesitaba construir una 
relación de subordinación militar sin roces con los poderes republicanos 
devino rápidamente en insubordinación.

Ante la crisis, la respuesta gubernamental no se dejó esperar. Era 
abril de 1986 cuando se instruyó a la fiscalía general del Consejo Supre-
mo de las Fuerzas Armadas para que solicitara absoluciones y sobresei-
mientos en las causas pendientes por los delitos referidos. Tal solicitud 
debería llevarse a cabo aplicándose la excusa de la “obediencia debida” 
a todos los militares que hubieran recibido órdenes de delinquir en 
materia de derechos humanos. El propósito era declararlos inocentes. 
Miles de juicios involucraban a centenares de militares mientras reac-
ciones de todo tipo desembocaron en una crisis política. En diciembre, 
el gobierno buscó preservar su política al establecer un límite temporal 
a las denuncias. De esta manera se impedía llevar a juicio a quienes 
resultaran acusados. Fue así que el Congreso aprobó la ley de Punto 
Final que inhabilitaba cualquier acción penal posterior a los sesenta 
días siguientes.
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Ley de Punto Final (23.492), Argentina 
 

Art. 1

Se extinguirá la acción penal respecto de toda persona por su presunta participación en cualquier 

grado, en los delitos del art. 10 de la ley 23.049, que no estuviere prófugo, o declarado en rebeldía, 

o que no haya sido ordenada su citación a prestar declaración indagatoria, por tribunal competente, 

antes de los sesenta días corridos a partir de la fecha de promulgación de la presente ley.

 

En las mismas condiciones se extinguirá la acción penal contra toda persona que hubiere cometido 

delitos vinculados a la instauración de formas violentas de acción política hasta el 10 de diciembre 

de 1983.

 

Art. 2

Dentro del término establecido por el artículo precedente las cámaras federales competentes podrán 

examinar el estado de las causas que tramitan ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas a los 

efectos del art. 10, última parte, de la ley 23.049. 

 

Las denuncias que se formulen en este término ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas de-

berán ser informadas dentro de las cuarenta y ocho (48) horas por el Consejo Supremo de las Fuerzas 

Armadas a la cámara federal que corresponda, quienes deberán examinarlas y en su caso avocarse.

 

Art. 3

Cuando en las causas en trámite se ordenare respecto del personal en actividad de las fuerzas arma-

das, de seguridad, policiales o penitenciarias, cualquiera sea su rango.

  

La detención o prisión preventiva previstas en los arts. 363 a 375 del Código de Procedimientos en 

Materia Penal o en los arts. 309 a 318 del Código de Justicia Militar, tales medidas se harán efectivas 

bajo el régimen del inc. 2 del art. 315 de este último Código, a petición del jefe de la unidad en que 

prestare servicio aquel personal, o de cualquier otro oficial superior de quien dependiese.

 

En este caso, el superior será responsable de la comparecencia inmediata del imputado todas las ve-

ces que el tribunal lo requiera.

 

Art. 4

Las cuestiones de competencia que se susciten entre el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas y 

las cámaras federales o entre estas últimas, así como la pendencia de recursos que impidan resolver 

sobre el mérito para disponer la indagatoria al tribunal competente, suspenderán el plazo estableci-

do en el art. 1.

Recuadro 18
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No obstante esta decisión que cercaba mucho más la acción de 
los encausamientos, arguyendo que la campaña de hostilidad contra 
el ejército no cesaba, en la Semana Santa de 1987, a través una nueva 
sublevación militar, se exigía el relevo del jefe del ejército, Héctor Ríos 
Ereñú, y la amnistía. La rebelión de “los carapintadas” condujo a lo que 
sería la última medida del gobierno en el plano de las políticas sobre el 
pasado. Se tomó la decisión de “reparar” los efectos no previstos de la 
sentencia del 9 de diciembre de 1985. Alfonsín en los hechos alcanzó 
un acuerdo con los amotinados, pese a la oposición social y política. En 
mayo de 1987 fue aprobada la Ley de Obediencia Debida, que reconocía 
la existencia de delitos pero aceptaba que se habían realizado bajo el 
principio de obediencia previsto en el artículo 514 del Código Penal 
Militar. Las limitantes de la institucionalidad democrática para juzgar a 
los responsables de las violaciones masivas eran evidentes. Pero también 
fue evidente para la oposición demandante, e indignada a la vez, que 
se trataba de una política ya no zigzagueante sino dirigida a obstruir el 
ejercicio de la justicia: 

Tampoco se computará el lapso comprendido entre la fecha de notificación al Consejo Supremo de 

las Fuerzas Armadas del requerimiento de la cámara federal competente en el caso del art. 2 y la fe-

cha de recepción de la causa por ésta. A los fines del art. 1 no será de aplicación el art. 252 bis última 

parte del Código de Justicia Militar.

Art. 5

La presente ley no extingue las acciones penales en los casos de delitos de sustitución de estado civil 

y de sustracción y ocultación de menores.

 

Art. 6

La extinción dispuesta en el art. 1 no comprende a las acciones civiles…

Fuente: <http://www.nuncamas.org/document/nacional/ley23492.htm>.
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Ley de Obediencia Debida (23.521), Argentina

EL SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN ARGENTINA REUNIDOS EN CONGRESO, 

ETC., SANCIONA CON FUERZA DE LEY:

Artículo 1º

Se presume sin admitir prueba en contrario que quienes a la fecha de comisión del hecho revistaban 

como oficiales jefes, oficiales subalternos, suboficiales y personal de tropa de las Fuerzas Armadas, 

de seguridad, policiales y penitenciarias, no son punibles por los delitos a que se refiere el artículo 10 

punto 1 de la ley Nº 23.049 por haber obrado en virtud de obediencia debida.

La misma presunción será aplicada a los oficiales superiores que no hubieran revistado como coman-

dante en jefe, jefe de zona, jefe de subzona o jefe de fuerza de seguridad, policial o penitenciaria si 

no se resuelve judicialmente, antes de los treinta días de promulgación de esta ley, que tuvieron ca-

pacidad decisoria o participaron en la elaboración de las órdenes.

En tales casos se considerará de pleno derecho que las personas mencionadas obraron en estado de 

coerción bajo subordinación a la autoridad superior y en cumplimiento de órdenes, sin facultad o 

posibilidad de inspección, oposición o resistencia a ellas en cuanto a su oportunidad y legitimidad.

Artículo 2°

La presunción establecida en el artículo anterior no será aplicable respecto de los delitos de viola-

ción, sustracción y ocultación de menores o sustitución de su estado civil y apropiación extensiva de 

inmuebles.

Artículo 3º

La presente ley se aplicará de oficio. Dentro de los cinco (5) días de su entrada en vigencia, en todas 

las causas pendientes, cualquiera sea su estado procesal, el tribunal ante el que se encontraren radi-

cadas sin más trámite dictará, respecto del personal comprendido en el artículo 1º, primer párrafo, 

la providencia a que se refiere el artículo 252 bis del Código de Justicia Militar o dejará sin efecto la 

citación a prestar declaración indagatoria, según correspondiere.

El silencio del tribunal durante el plazo indicado, o en el previsto en el segundo párrafo del artículo 

1º, producirá los efectos contemplados en el párrafo precedente, con el alcance de cosa juzgada.

Si en la causa no se hubiere acreditado el grado o función que poseía a la fecha de los hechos la per-

sona llamada a prestar declaración indagatoria, el plazo transcurrirá desde la presentación de certifi-

cado o informe expedido por autoridad competente que lo acredite.

Recuadro 19
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A partir del juicio a los responsables de la represión se abrió una tensa relación 
entre el gobierno radical y las Fuerzas Armadas, que estalló con el alzamiento 
de Semana Santa […] La Ley de Punto Final […] había salido al cruce de 
las presiones militares con la finalidad de evitar posibles rebeliones […] El 
dispositivo legal, que limitaba la acción de la Justicia, resultó sin embargo in-
suficiente para la voracidad de los “carapintadas” […] (Quiroga, 2005: 103).

Alfonsín expresó ante una multitud reunida frente a la Casa de Go-
bierno, y en el contexto en el que anunciaba el cese de la rebelión de 
Semana Santa, que “Para evitar el derramamiento de sangre, he dado 
instrucciones a los mandos del Ejército para que no se procediera a la 
represión y hoy podemos todos dar gracias a Dios, la casa está en orden 

Artículo. 4°

Sin perjuicio de lo dispuesto por la ley Nº 23.492, en las causas respecto de las cuales no hubiera trans-

currido el plazo previsto en el artículo 1º de la misma, no podrá disponerse la citación a prestar de-

claración indagatoria de las personas mencionadas en el artículo 1º, primer párrafo de la presente ley.

Artículo 5º

Respecto de las decisiones sobre la aplicación de esta ley: procederá recurso ordinario de apelación 

ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el que podrá interponerse dentro de los cinco (5) días 

de su notificación. Si la decisión fuere tácita el plazo transcurrirá desde que ésta se tuviere por pro-

nunciada conforme con lo dispuesto en esta ley.

Artículo 6°

No será aplicable el artículo 11 de la ley Nº 23.049 al personal comprendido en el artículo 1º de la 

presente ley.

Artículo 7º

Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en Buenos Aires, a los cuatro días del mes de junio 

de mil novecientos ochenta y siete. J. C. PUGLIESE.- E. OTERO.- Carlos A. Bravo.- Antonio J. Macris.- […]

Fuente: <http://es.wikisource.org/wiki/Ley_23.521_Obediencia_debida>.
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y no hay sangre en la Argentina” (Quiroga, 2005: 104). Se consumaba la 
posibilidad de que quienes habían cometido delitos podían alegar en su 
defensa el principio de la “sospecha legal”; aunque del beneficio de la ley 
se excluyeron las violaciones, la sustracción y el ocultamiento de menores, 
así como el cambio de la condición civil y la apropiación de bienes mue-
bles con base en la extorsión (Stevens, 1999: 228). 

Llegada esta situación, parecería que la idea del gobierno alfonsi-
nista era acotar las responsabilidades y dejar una lección de justicia, 
ejemplificada por unos pocos casos. Sin embargo, al parecer, el presi-
dente Alfonsín no previó el caos que se desataría: lo que repercutió en 
su propia gestión. La relativa recomposición política de los militares, 
levantamientos mediante, tuvo el efecto de contribuir aún más a la de-
bilidad del gobierno. Las rebeliones se sucedieron hasta que, finalmente, 
con el siguiente gobierno del peronista Carlos Menem, los condena-
dos en los juicios de 1985 fueron indultados. Menos entonces se podía 
prever el indulto que Carlos Menem decretaría como señal última de 
reconciliación.

Empero, la disminución del tradicional papel de las Fuerzas Arma-
das como hacedoras de golpes de Estado, la independencia del poder 
judicial y el desarrollo de un movimiento sistemático y exitoso para la 
obtención de la verdad, coadyuvaron a que, con el tiempo, Argentina se 
consolidara como el caso nacional más exitoso de los procedimientos para 
encausar y procesar los responsables de las violaciones de los derechos 
humanos. 

Por su parte, en Uruguay, el presidente Julio María Sanguinetti 
(1985-1990) inició su mandato promulgando la Ley de Amnistía o Ley 
de Pacificación Nacional (15.737) aprobada el 8 de marzo de 1985 por 
la Asamblea General (órgano que reúne al Senado y a la Cámara de Re-
presentantes). Dicha ley hacía posible la liberación de todos los presos 
políticos o de conciencia, incluidos los que tenían en su haber delitos de 
sangre, a quienes (después de reprocesamientos posteriores a su libera-
ción) se les rebajaron las penas, computando cada año transcurrido en 
cárcel como si fueran tres. 

varela-dutrenit 1a reimpresión.indd   158 19/08/16   12:20 p.m.

Derechos reservados



159Capítulo 3. La pugna inicial  ◆

Ley de AMNISTÍA (15.737), Uruguay

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en Asam-

blea General, 

DECRETAN:

CAPÍTULO I

�Artículo 1º.- Decrétase la amnistía de todos los delitos políticos, comunes y militares conexos con 

éstos, cometidos a partir del 1º de enero de 1962.

Respecto a los autores y coautores de delitos de homicidio intencional consumados, la amnistía sólo 

operará a los fines de habilitar la revisión de las sentencias en los términos previstos en el artículo 9º 

de esta ley.

Artículo 2º.- A los efectos de esta ley se consideran delitos políticos, los cometidos por móviles di-

recta o indirectamente políticos, y delitos comunes y militares conexos con delitos políticos los que 

participan de la misma finalidad de éstos o se cometieron para facilitarlos, prepararlos, consumarlos, 

agravar sus efectos o impedir su punición.

También se consideran delitos conexos todos aquellos que concurran de cualquier manera (reitera-

ción real, reiteración formal o concurrencia fuera de la reiteración) con los delitos políticos.

Artículo 3º.- Esta amnistía comprende expresamente:

A)	 Los delitos del artículo 60, incisos I, II, III, IV, V, VI, VII y XII del Capítulo 6 bis del Código Pe-

nal Militar, incorporados a éste por el artículo 1º de la ley 14.068, de 10 de julio de 1972.

B)	 Los delitos establecidos en los Títulos I y II del Libro II del Código Penal Ordinario; y las aso-

ciaciones para delinquir (artículos 150 y 152 del Código Penal y artículo 5º de la ley 9.936, 

de 18 de junio de 1940) si hubieran sido creadas con las finalidades políticas.

C)	 Los tipificados en el Código Penal Militar cuando se hubieren cometido por móviles directa 

o indirectamente políticos, o en su mérito se hubiere requerido, procesado o condenado a 

civiles.

D)	 Los delitos contenidos en bandos militares dictados durante la declaración del estado de 

guerra.

E)	 En general, y sin perjuicio de los enunciados precedentemente, todos los delitos, cuales-

quiera sea el bien jurídico lesionado, que hayan sido cometidos por móviles políticos direc-

tos o indirectos.

�

Recuadro 20
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Artículo 4º.- Quedan comprendidas en los efectos de esta amnistía todas las personas a quienes se 

hubiera atribuido la comisión de estos delitos, sea como autores, coautores o cómplices y a los en-

cubridores de los mismos, hayan sido o no condenados o procesados, y aun cuando fueren reinci-

dentes o habituales.

Artículo 5º.- Quedan excluidos de la amnistía los delitos cometidos por funcionarios policiales o mi-

litares, equiparados o asimilados, que fueran autores, coautores o cómplices de tratamientos inhu-

manos, crueles o degradantes o de la detención de personas luego desaparecidas, y por quienes 

hubieren encubierto cualquiera de dichas conductas.

Esta exclusión se extiende asimismo a todos los delitos cometidos aun por móviles políticos, por per-

sonas que hubieren actuado amparadas por el poder del Estado en cualquier forma o desde cargos 

de gobierno.

Artículo 6º.- Decláranse extinguidas de pleno derecho las penas principales y accesorias, las acciones 

penales, las sanciones administrativas y jubilatorias, las deudas generadas por expensas carcelarias y 

toda otra sanción dispuesta por una autoridad estatal en virtud de los delitos amnistiados.

Artículo 7º.- A partir de la promulgación de esta ley cesarán de inmediato y en forma definitiva: 

a)	 Todos los regímenes de vigilancia para las personas comprendidas en el beneficio de la 

amnistía, cualquiera fuere su naturaleza y la autoridad que lo hubiere dispuesto. Dichas 

personas quedarán automáticamente eximidas de toda obligación directa o indirectamente 

relacionada con el régimen a que se hallaren sometidas.

b)	 Todas las órdenes de captura y requerimiento pendientes, cualquiera fuere su naturaleza y la 

autoridad que lo hubiere dispuesto, dictadas contra personas beneficiadas por esta amnistía.

c)	 Todas las limitaciones vigentes para entrar al país o salir de él, que alcanzaren a dichas personas.

d)	 Todas las investigaciones de hechos que pudieren configurar cualquiera de los delitos com-

prendidos en la amnistía.

Artículo 8º.- El Supremo Tribunal Militar dentro de las 48 horas de promulgada esta ley remitirá a la 

Suprema Corte de Justicia la nómina de los reclusos en ella comprendidos con referencia a los delitos 

por los que hubieran sido acusados o condenados y al lugar de su reclusión.

La Suprema Corte de Justicia dispondrá de inmediato la liberación de dichos reclusos con excepción de 

los autores y coautores de homicidio intencional consumado, los que quedarán a su disposición hasta 

que el Supremo Tribunal Militar remita las respectivas causas, lo que deberá efectuarse dentro de los 

cinco días hábiles de promulgada esta ley.

Recibidas las causas la Suprema Corte de Justicia dispondrá la libertad de estas personas y distribuirá 

las causas equitativamente entre los tres Tribunales de Apelaciones en lo Penal.
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Artículo 9º.- Los Tribunales de Apelaciones en lo Penal dispondrán de un plazo de ciento veinte días 

para resolver si hubo o no mérito para la condena, pudiendo dictar sentencia de absolución o de 

condena. En este último caso procederán a la liquidación de la nueva pena en la proporción de tres 

días de pena por cada día de privación de libertad efectivamente sufrida.

Los Tribunales de Apelaciones podrán valorar libremente las pruebas resultantes de la instrucción su-

marial y dictarán sentencia en mérito a su libre convicción, previa citación al imputado en calidad de 

medida para mejor proveer.

En todos los casos, quedarán sin efecto las deudas generadas por expensas carcelarias.

Contra la sentencia podrá interponerse recurso de casación….

Artículo 14.- El Poder Ejecutivo reglamentará las medidas procesales que serán consecuencia de esta 

ley de amnistía, determinando a qué autoridad judicial competerá el dictado de los autos de sobre-

seimiento necesarios para clausurar las causas de las personas amnistiadas….

CAPÍTULO VI

�Artículo 24.- Créase, con carácter honorario, la Comisión Nacional de Repatriación, con el cometido 

de facilitar y apoyar el regreso al país de todos aquellos uruguayos que deseen hacerlo….

CAPÍTULO VII

�Artículo 25.- Declárase el derecho de todos los funcionarios públicos destituidos en aplicación del 

llamado acto institucional Nº 7, a ser restituidos en sus respectivos cargos…

Fuente: <http://sip.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=15737&Anchor>.

Así mismo, proveía la repatriación de los exiliados para la restitu-
ción de los bienes sustraídos en el contexto de la persecución política y 
para la reposición de los destituidos de sus empleos del sector público 
por motivos también políticos.36 Estas acciones pueden calificarse como 
una primera, aunque limitada, ley de reparación. También se debe su-

En diciembre de 1985, se amplió la reparación de los trabajadores del sector público por la Ley Nº 
15.783. En su artículo 1º ordenó la reincorporación al organismo correspondiente así como la recom-
posición de su carrera administrativa y la jubilación o su reforma (en <http://www.parlamento.gub.uy/
palacio3/index1024.htm>).

36

varela-dutrenit 1a reimpresión.indd   161 19/08/16   12:20 p.m.

© Flacso México



162 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

brayar que dicha ley excluía el conflictivo tema de los delitos cometidos 
por funcionarios policiales o militares.37 Se dejaba así un pendiente que 
sería resuelto años más tarde con la ya mencionada Ley de Caducidad. 
Se trataba de una ley de amnistía que, en la visión de Sanguinetti, sería 
la base de una suerte de empate entre los involucrados en el violento 
conflicto del pasado.38 Estaban pues echados los dados de la estrategia 
sanguinettiana. 

Fue así que la Ley Amnistía o Ley de Pacificación constituyó el pri-
mer paso normativo al que le seguiría la Ley de Caducidad de la Preten-
sión Punitiva del Estado N° 15.848. Con esta nueva norma, el Estado 
renunciaba a su prerrogativa de ejercer el castigo a militares y policías 
por los delitos que pudieran haber cometido. 

Véase recuadro 21 y <http://ejp.icj.org/IMG/SubmissionIELSUR.pdf>.
En su discurso de asunción del gobierno, el mandatario dijo: “Esta República nació para la democracia, 
ha vivido doce años de gobierno de facto, y eso no ocurrirá más porque el presidente defenderá la Cons-
titución, y porque todos los uruguayos la vamos a defender y hacer de ella causa común” […] “ningún 
revanchismo” (Excelsior, 1985). 

Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado (15.848), Uruguay

SE RECONOCE QUE HA CADUCADO EL EJERCICIO DE LA PRETENSIÓN PUNITIVA DEL ESTADO RES-

PECTO DE LOS DELITOS COMETIDOS HASTA EL 1º DE MARZO DE 1985

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en Asam-

blea General, 

DECRETAN:

CAPÍTULO I

Artículo 1º.- Reconócese que, como consecuencia de la lógica de los hechos originados por el acuer-

do celebrado entre partidos políticos y las Fuerzas Armadas en agosto de 1984 y a efecto de concluir 

Recuadro 21

37
38
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la transición hacia la plena vigencia del orden constitucional, ha caducado el ejercicio de la pretensión 

punitiva del Estado respecto de los delitos cometidos hasta el 1º de marzo de 1985 por funcionarios 

militares y policiales, equiparados y asimilados por móviles políticos o en ocasión del cumplimiento 

de sus funciones y en ocasión de acciones ordenadas por los mandos que actuaron durante el pe-

ríodo de facto.

Artículo 2º.- Lo dispuesto en el artículo anterior no comprende:

a)	 Las causas en las que, a la fecha de promulgación de esta ley, exista auto de procesamiento;

b)	 Los delitos que se hubieren cometido con el propósito de lograr, para su autor o para un 

tercero, un provecho económico.

Artículo 3º.- A los efectos previstos en los artículos anteriores, el Juez interviniente en las denuncias 

correspondientes, requerirá al Poder Ejecutivo que informe, dentro del plazo perentorio de trein-

ta días de recibida la comunicación, si el hecho investigado lo considera comprendido o no en el 

artículo 1º de la presente ley.

Si el Poder Ejecutivo así lo comunicare, el Juez dispondrá la clausura y el archivo de los antecedentes. Si 

en cambio, no contestare o informa que no se halla comprendido dispondrá continuar la indagatoria.

Desde la fecha de promulgación de esta ley hasta que el Juez reciba la comunicación del Poder Eje-

cutivo quedan suspendidas todas las diligencias presumariales en los procedimientos mencionados 

en el inciso primero de este artículo.

Artículo 4º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes, el Juez de la causa remitirá 

al Poder Ejecutivo testimonios de las denuncias presentadas hasta la fecha de promulgación de la 

presente ley referentes a actuaciones relativas a personas presuntamente detenidas en operaciones 

militares o policiales y desaparecidas así como de menores presuntamente secuestrados en similares 

condiciones.

El Poder Ejecutivo dispondrá de inmediato las investigaciones destinadas al esclarecimiento de estos 

hechos.

El Poder Ejecutivo dentro del plazo de ciento veinte días a contar de la comunicación judicial de la 

denuncia dará cuenta a los denunciantes del resultado de estas investigaciones y pondrá en su cono-

cimiento la información recabada.

CAPÍTULO II

Artículo 5º.- Se reconoce a los Oficiales Generales y Superiores amparados por lo dispuesto en este 

Capítulo su lealtad a la República y se declara expresamente que en ningún caso su honor fue afecta-

do por la aplicación del inciso G) del artículo 192 del decreto ley 14.157, de 21 de febrero de 1974.
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Artículo 6º.- A los Oficiales Generales y Superiores que hubieran pasado a situación de retiro por apli-

cación del inciso G) del artículo 192 del decreto ley 14.157, de 21 de febrero de 1974, se les com-

putará como de servicio activo el tiempo transcurrido desde su retiro hasta la fecha de vigencia de 

la presente ley, percibirán la asignación de retiro del grado inmediato superior y les será aplicable lo 

dispuesto por el artículo 210 del decreto ley 14.157 [....]

Fuente: <http://www.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=15848&Anchor=>.

Mientras transcurría 1985, algunas decisiones oficiales en igual sen-
tido de mirar el pasado tomaron forma, por ejemplo, en dos comisiones 
legislativas.39 Su propósito era investigar los asesinatos en Buenos Ai-
res (en 1976) de los legisladores Zelmar Michelini y Héctor Gutiérrez 
(Trobo, 1986; Ruíz, 2006), así como las desapariciones de uruguayos 
tanto en el país como en el exterior (Famidesa, 2004; Markarian, 2006). 
Estas comisiones tuvieron un cometido, alcance y resultados mucho me-
nores que los de aquellas constituidas en Argentina (conadep) y Chile 
(cnvr). Estas comisiones elaboraron informes que fueron dirigidos a los 
poderes ejecutivo y legislativo. La encargada de la investigación sobre el 
secuestro y asesinato de los legisladores reconocía, de manera explícita, 
que no había existido voluntad política (entendida como del Presidente) 
de ofrecer información. Además reconocía que tampoco se había estado 
dispuesto a otorgar más potestades investigadoras como, por ejemplo, la 
que permitiría convocar a militares para tomarles su declaración. 

En el informe de la otra comisión, responsable de la investigación 
sobre los desaparecidos, se reconocía tanto la categoría de “ciudadano 
desaparecido” en circunstancias de represión política como la práctica de 
la tortura en las cárceles clandestinas. Asimismo, se responsabilizaba de las 
violaciones a los derechos humanos a 61 militares nacionales y tres extran-

Parlamento, Comisión Investigadora sobre la Situación de personas Desaparecidas y Hechos que la Moti-
varon y Comisión  Investigadora sobre los Secuestros y Asesinatos de los Ex Legisladores Zelmar Michelini y 
Héctor Gutiérrez Ruiz, Montevideo, Uruguay, 1985.

39
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jeros y se indicaba un cierto nivel de vinculación entre los casos específicos 
de desapariciones en ambas orillas del Plata. También se anotaba que no 
era posible imputar las irregularidades a decisiones orgánicas del cuerpo 
policial y militar (Ruíz y Zibechi, 1999).  Lo que se debe subrayar es que 
Uruguay cuenta con un informe Nunca Más que provino del trabajo de 
una organización no gubernamental: el serpaj. Este informe resultó en 
cierta forma alternativo a los que ofrecerían las comisiones argentina y 
chilena (serpaj, 1989).

La discusión no se cerraba ni con la Ley de Amnistía, como se ade-
lantó, ni con las comisiones. Durante 1985 y 1986 distintos proyectos 
de ley estuvieron presentes como parte de la búsqueda de alguna solución 
al problema de cómo cerrar el pasado. En todo momento se confirmó la 
falta de voluntad del Ejecutivo para lograr, al menos, la reconstrucción 
de los hechos. La postura del gobierno del presidente Sanguinetti era 
nítida e impedía cualquier acción contraria a su propósito resumido en 
su tesis: dar vuelta la página sin más.40 Y mientras los proyectos se pro-
ponían y se desechaban, en 1986 numerosas denuncias eran presentadas 
ante los juzgados civiles.

Había además un debate acerca de dónde radicaba la competencia 
para juzgar: jurisdicción civil o militar. Apenas iniciado su gobierno (abril 
de 1985), Sanguinetti señaló que los juzgados militares eran los que de-
berían tener la competencia sobre las denuncias de las violaciones a los 
derechos humanos. Sin duda, una sostenida y robustecida coincidencia 
con la estrategia de quienes habían detentado el poder con las armas. 

Llegando el final de 1986, una coyuntura abonó al ríspido debate 
contribuyendo a acelerar la coincidencia del oficialismo colorado y su 
principal aliado, el Partido Nacional, respecto del proyecto de ley que 
sellaría la impunidad en el Uruguay posdictatorial. Un fallo de la Su-
prema Corte de Justicia del 24 de noviembre de 1986 determinaba que 
sería el Poder Judicial el que continuaría con las investigaciones sobre 

En entrevista con medios internacionales Sanguinetti utilizó la frase “tender un manto de olvido” (Afp, 
1985).  

40
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las desapariciones de uruguayos en Argentina lo mismo que sobre los 
asesinatos de los legisladores. Tal fallo provocó la reacción del teniente 
general Hugo Medina, a la sazón ministro de Defensa y miembro des-
tacado del grupo militar negociador de la transición en el Club Naval 
en 1984. Medina afirmó que guardaría en una caja fuerte las citaciones 
judiciales a sus subalternos y que ninguno concurriría a los juzgados 
civiles (Achard, 1992).  

Como en un juego de ajedrez, las distintas fichas comenzaron a mo-
verse velozmente. La amenaza castrense era un hecho y la respuesta fue 
retomar la tesis de la estabilidad institucional. Sanguinetti declaró que 
se estaba ante un peligro real. En consecuencia, aceleró la iniciativa legal 
que impidiera someter a juicio a los militares, con la intención de evi-
tar, según su argumentación, una posible insubordinación. El temor al 
resquebrajamiento de las incipientes reglas democráticas estaba presente 
en el discurso del oficialismo; se afirmaba que era necesario anticipar-
se con instrumentos legales a las posibles convocatorias a militares por 
parte del Poder Judicial, para que declararan en los procesos pertinentes 
relacionados con los delitos cometidos durante la dictadura. Es decir, se 
buscaba aprobar una ley que los amparara, evitando la concreción del 
desacato a la autoridad judicial. En palabras de Sanguinetti:

La primera medida del gobierno fue entonces, la amnistía general para todos 
los presos políticos, o por motivos políticos o delitos conexos con la actividad 
política. La amnistía comprendió incluso a quienes habiendo salido del país 
nunca fueron encarcelados, pese a haberse [sic] cometido delitos de sangre du-
rante los tiempos del apogeo del terrorismo uruguayo, antes del golpe de Esta-
do de 1973 […] Como es natural esta medida no era simple… Entre tanto, se 
generalizaban las denuncias contra los militares […] (Sanguinetti, 1991: 57).

De regreso de un viaje de Estado a Brasil, en un contexto de incre-
mento de las denuncias contra los militares por los hechos ocurridos 
en el pasado inmediato con el reclamo de “juicio y castigo” frente a las 
sedes militares, manifiesta también Sanguinetti:
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Allí tuve la sensación de que no cabían más dilaciones […] Hubiera bastado 
un militar que reaccionara desde una ventana para que tuviéramos muertos 
en la calle […] En el avión mismo reuní a los dirigentes y les dije que mi 
punto de vista era proponerle al país una amnistía general, que extendiera a 
los militares la misma generosidad tenida para con los guerrilleros [subrayado 
de los autores].41 

En esta circunstancia, los llamados partidos tradicionales, Nacio-
nal y Colorado, se habían vuelto a encontrar, buscando una salida que 
juzgaban necesaria para la gobernabilidad. De hecho, la fórmula legal 
aprobada por el Senado y la Cámara de Representantes del Uruguay, re-
unidos en Asamblea General el 22 de diciembre de 1986, para evitar los 
juicios a militares, fue propuesta por el Partido Nacional y su dirigente, 
Wilson Ferreira Aldunate, declararía al respecto: 

Se trata, pura y simplemente, de verse obligados, muy contra su voluntad, a 
reconocer que la impunidad  por todas las violaciones a los derechos huma-
nos perpretadas [sic] durante la dictadura había sido acordada en agosto de 
1984 en el Club Naval [...]. Dejémonos pues de hacer y hacernos trampa, y 
digamos, con mucha vergüenza pero sin ambages que, de no sancionarse el 
proyecto de ley presentado por el Partido Nacional, el lunes pasado hubiéra-
mos quedado sin instituciones. Es decir, sin nada. Otra vez sin nada [...]. ¿A 
cambio de qué? Pues a cambio de nada, como no sea ayudar a darle, como 
decía Herrera42 en otra dura circunstancia histórica, tranquilidad a la Repú-
blica (Ferreira, 1986).

Y, en efecto, se concretó ese acuerdo interpartidario y parlamentario 
que se plasmó en una amnistía con un toque muy singular: la renuncia 

El ex presidente llegó a igualar las condiciones  de quienes fueron torturados y presos, e incluso luchado-
res sociales que jamás habían tomado un arma, con quienes detentaron el terror de Estado (Sanguinetti, 
1991: 57, 62 y ss).
Luis Alberto de Herrera (1873-1959) fue el político de más peso en el Partido Nacional en la primera 
mitad del siglo XX.

41

42
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del Estado a su capacidad punitiva. Es decir, no sólo abdica de ese de-
recho en el caso de delitos que se persiguen de oficio por violaciones 
de derechos humanos durante la dictadura, sino que invalida el de los 
particulares para iniciar cualquier tipo de juicio contra presuntos delin-
cuentes de lesa humanidad en tanto hayan actuado en las circunstancias 
previstas. Y a pesar de lo que ordena su artículo cuarto, tanto el gobierno 
de Sanguinetti, como los sucesivos gobiernos, incluida su segunda admi-
nistración, desconocieron el mandato. El presidente Sanguinetti se limi-
tó a ordenar su cumplimiento mediante el trabajo de un fiscal militar, el 
coronel Sambucetti, quien desestimó las causas.43 Será apenas en el año 
2000, con el gobierno de Jorge Batlle, cuando comiencen a visualizarse 
cambios. Y, recién en 2005, con el presidente Tabaré Vázquez, el man-
dato del Art. 4º44 empezará a ser cumplido, como se verá más adelante.

Sanguinetti sintetizó así la valoración de su estrategia transicional, 
cerrando de esta forma el camino a la insubordinación militar y a la 
justicia civil:

[…] por eso yo digo que el desacato no es la causa determinante o el posible 
desacato no es la causa determinante de mi reclamo vehemente de llegar a la 

El coronel Sambucetti, quien en calidad de fiscal militar, asumió la investigación destinada a averiguar 
el paradero de los ciudadanos desaparecidos, secuestrados por las fuerzas armadas. La decisión de que 
un fiscal militar llevara a cabo la investigación, era por sí misma una negación del presunto propósito 
de investigar. La investigación se limitó a un interrogatorio sin repreguntas a sus subordinados que res-
pondían invariablemente no tener conocimiento de absolutamente nada. Las conclusiones, por tanto, 
eran previsibles: no se constataba la participación de personal militar o policial en los casos denunciados 
y en todos éstos no había delito que perseguir. Véase Blixen (2000). 
El art. 4º de la Ley No. 15.848 reza: “Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes, el Juez 
de la causa remitirá al Poder Ejecutivo testimonio de las denuncias presentadas […] relativas a personas 
presuntamente detenidas en operaciones militares o policiales y desaparecidas, así como de menores 
presuntamente secuestrados en similares condiciones”. “El Poder Ejecutivo dispondrá de inmediato las 
investigaciones destinadas al esclarecimiento de estos hechos.” 
	 Esto significa que, en la más restringida de las hipótesis, el Ejecutivo tenía la obligación inmediata 
de proceder a la investigación de las denuncias así como de informar el resultado de dichas indagatorias, 
lo que hubiera sido un paso importante si no en dirección de la justicia, por lo menos sí de la verdad. 
Pero con anterioridad a 2005 no hubo una aplicación sistemática de tal norma.

43

44
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Ley de Caducidad. Esto me parece la anécdota del tema. Lo fundamental es 
cómo se logra tranquilidad y subordinación militar. Con juicios no se logra. 
Serán justos, serán, perfectos, pero no se logra (Achard, 1992: 229). 

Pese al cuestionamiento inmediato de dicha ley a través del comuni-
cado de la organización Madres y Familiares de Detenidos45 que condu-
jo en lo inmediato a la apelación del recurso de referendo, previsto en el 
artículo 79 de la Constitución de 1967, no se ha logrado la anulación.46 
En el referendo del 16 de abril de 1989 la ley fue ratificada a nivel na-
cional con 56 por ciento de votos a favor y 42 por ciento en contra, lo 
que dio un espaldarazo muy fuerte al gobierno y a los  promotores de 
la ley. 

Probablemente Sanguinetti no esperaba un “Sí” popular tan rotundo 
para esta ley, cosa que explicaría su fuerte oposición al referendo; pero 
más allá de las lecturas que se pudieran hacer de este hecho,47 lo que im-
porta es que con el referendo se clausura en Uruguay la etapa de discusión 
sobre derechos humanos inmediata a la restauración de la democracia. A 
tal punto sucedió así que la información recibida por las comisiones le-
gislativas investigadoras de delitos lesivos de derechos humanos —forma-
das con anterioridad a la Ley 15.848 y que habían trabajado entre 1985 
y 1986— quedó por años en el olvido. Pero con ello se gestaba también 
una irresolución: el país quedó dividido y en la base de esta partición 

“Para nosotros, significa seguir por los caminos que prevé la Constitución, para obtener la verdad, la 
justicia y la prevención. Confiamos en que nuestro pueblo sabrá expresar su voluntad a través del refe-
réndum.” (Comunicado, 1987).
Se formó en pocas semanas una Comisión Nacional Pro Referéndum, motora de un difícil proceso de 
casi tres años. Se trataba de cumplir con los requerimientos que la norma establecía para hacerlo efecti-
vo: obtener el respaldo del 25% del padrón electoral para hacerlo efectivo. El proceso fue cuestionado 
y combatido por el oficialismo. Existía el temor de que modificara la estrategia gubernamental sobre 
cómo cerrar el pasado. 
Evidentemente, la ratificación de plebiscito no se debía únicamente a una voluntad de olvido de los 
delitos cometidos, aunque esto sin duda pudo pesar en una parte del electorado; jugó también el miedo 
a la desestabilización política en un período en que la transición a la democracia era aún reciente y se 
temía la posibilidad de una sublevación militar similar a las que padecía Argentina en la misma época.

45

46
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pesó la fuerza de una cultura política secularmente volcada a la solución 
negociada acorde con la cual había actuado el gobierno de Sanguinetti, 
con un costo elevado en términos de la ética de los principios, el funcio-
namiento de la democracia y la persistencia del miedo (Giorgi, 2000). 
De manera general puede afirmarse que, pese al éxito de la estrategia 
sanguinettista, la misma fue inmediatista. 

Mientras acontecían estos hechos en el Río de la Plata, en diciembre 
de 1989 en Chile, catorce meses después del plebiscito de 1988, se rea-
lizaron las elecciones con las que se salió de la dictadura. La oposición se 
reunió en torno a la Concertación de Partidos por la Democracia y logró 
el triunfo con más de 55 por ciento de los votos válidos. Conviene subra-
yarlo porque las candidaturas de la Unión Democrática Independiente 
y de Renovación Nacional —exponentes, respectivamente, de una más 
o menos estrecha vinculación con el régimen pinochetista— obtuvieron 
cerca de 45 por ciento de los votos válidos (Scully, 1996: 83-112). Con 
estos porcentajes se ratificaba una vez más un escenario de pronunciada 
escisión política en este país austral. En tal contexto, siendo marzo de 
1990, Patricio Aylwin tomó posesión como presidente constitucional. 
Aylwin era figura destacada del Partido Demócrata Cristiano que había 
presidido antes del golpe de Estado mientras mantenía su organización 
política una fuerte oposición al gobierno de Allende. La Democracia 
Cristiana pasaría de una postura de apoyo al golpe a la crítica de la dic-
tadura hasta fungir junto a la izquierda como pilar de la transición a la 
democracia (Cavallo, Salazar y Sepúlveda, 1997). 

La tardía y compleja recuperación del camino democrático en Chile 
tiene sus particularidades, tanto en la cambiante recomposición de alian-
zas, en el potencial social en torno a los dos grandes bloques políticos (el 
allendismo y el pinochetismo) y en la serie de ataduras normativas im-
puestas por el régimen pinochetista a efectos de prolongar su poder. No 
menos importante, en lo práctico y en lo simbólico, resultó la presencia 
desde 1990 por mandato de la constitución de 1980 y por los siguientes 
ocho años, del mismo Pinochet como Comandante en Jefe de las Fuerzas 
Armadas. 
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En Chile, la dictadura configuró un proyecto de refundación esta-
tal y desplegó acciones para prevenir iniciativas políticas que le fueran 
adversas. En particular, están presentes aquéllas referidas a posibles y 
futuras acusaciones ante responsabilidades penales por los actos ilícitos 
que se hubieran cometido. Así que, cuando Patricio Aylwin asumió,  
un peligroso equilibrio social y político advertía sobre los distintos ries-
gos que implicaba la tarea de aclarar y tomar decisiones respecto del pa-
sado. La polarización por este tema provocó tensión en las instituciones 
gubernamentales y en las relaciones entre las distintas organizaciones 
políticas opuestas a la dictadura, que suponían posturas convergentes 
pero también, como se mencionó, divergentes en el momento del golpe. 
Ningún cambio a la constitución de 1980 sería posible con la integra-
ción que el Senado presentaba. Y, pese al propósito inicial de derogar la 
amnistía de 1978,48� el presidente Aylwin y el gobierno de la Concer-
tación de Partidos Políticos por la Democracia desistieron de la idea. 
La estrategia para alcanzar la reconciliación nacional debió tomar otro 
rumbo. 

¿Cómo encararía entonces el nuevo gobierno la demanda de verdad 
y justicia comprometida por la Concertación? A las pocas semanas de 
iniciada su gestión, Aylwin dio un primer paso al emitir el Decreto Su-
premo 355 del 25 de abril por el que se creaba la Comisión Nacional 
por la Verdad y la Reconciliación (cnvr) para documentar “las más 
graves violaciones a los Derechos Humanos” cometidas por agentes del 
Estado o personas a su servicio en el periodo 1973-1990,49 así como 
los secuestros y los atentados contra la vida de personas cometidos por 
particulares bajo pretextos políticos. Esto último, significaba investigar 

En un documento elaborado por Zalaquett se dice: “En lo medular, anticipa que, a pesar de lo que 
el programa diga, será inviable derogar la ley de amnistía de 1978, y se requerirá una política global de 
derechos humanos. El título III enuncia esa política: Opción general de preferir el conocimiento de la 
verdad por sobre la aplicación de sanciones penales. La propuesta concreta consiste en constituir una 
comisión que investigue lo ocurrido en el pasado” (Caballo, 1998: 19).
Ministerio del Interior, en <http://www.ddhh.gov.cl/historia_programa.html>, consulta del 15 de mar-
zo de 2009.

48

49
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no sólo los delitos cometidos por los agentes del régimen sino también 
aquellos que pudieron realizarse desde el campo opositor a la dictadura. 
La iniciativa de documentar lo ocurrido era valorada como necesaria 
porque “[…] sólo sobre la base de la verdad será posible satisfacer las 
exigencias fundamentales de la justicia y crear las condiciones indispen-
sables para alcanzar una efectiva reconciliación nacional” (cnvr, 1991: 
vol. I, p. III).

La cnvr fue presidida por Raúl Rettig con una integración que dis-
tinguió el propósito de representar a las fuerzas confrontadas,50 y tuvo 
como función investigar la identidad, la suerte y el paradero de las vícti-
mas, así como formular una propuesta de reparación y  otras soluciones 
legales. La cnvr no poseyó atribuciones judiciales ni tampoco podía 
pronunciarse sobre potenciales responsables. En este sentido, el artículo 
segundo del decreto de creación es muy claro: 

[…] En caso alguno la Comisión podrá asumir funciones jurisdiccionales 
propias de los Tribunales de Justicia ni interferir en procesos pendientes ante 
ellos. No podrá, en consecuencia, pronunciarse sobre la responsabilidad que 
con arreglo a las leyes pudiera caber a personas individuales por los hechos de 
que haya tomado conocimiento.
	 Si en el ejercicio de sus funciones, la Comisión recibe antecedentes sobre 
hechos que revistan caracteres de delito, los pondrá sin más trámite a disposi-
ción del Tribunal que corresponda (Decreto Supremo Nº 355, 1990).

Después de nueve meses de trabajo, el 9 de febrero de 1991, el pre-
sidente de Chile recibió el llamado Informe Rettig. “El Informe —de 
tres volúmenes y 2 000 páginas— concluye que los Derechos Huma-

“Conocida también como la Comisión Rettig, la CNVR estuvo integrada por el abogado Raúl Rettig 
Guissen, como presidente de la misma; Jorge Correa Sutil, como Secretario Ejecutivo; Jaime Castillo 
Velasco; José Luis Cea Egaña; Mónica Jiménez de la Jara; Ricardo Martín Díaz; Laura Novoa Vásquez; 
Gonzalo Vial Correa y José Zalaquett Daher” (Ministerio del Interior, en <http://www.ddhh.gov.cl/
historia_programa.html>, consulta del 15 de marzo de 2009).

50
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nos de 2 279 personas fueron gravemente violados durante el período 
1973-1990, de las cuales 2 115 son calificadas como “víctimas de vio-
lación a los Derechos Humanos” y 164 como “víctimas de la violencia 
política” (Ministerio del Interior, <http://www.ddhh.gov.cl/historia_
programa.html>). De manera desagregada llegaba a la conclusión de 
que 2 115 personas habían sido víctimas de infracciones a los derechos 
humanos; 1 068 asesinadas después de una condena por un tribunal mi-
litar; 90 muertas por la resistencia política y se había alcanzado el total 
de 957 presos desaparecidos. Al mismo tiempo, formuló una serie de re-
comendaciones que serían atendidas por la ya mencionada Corporación 
Nacional de Reparación y Reconciliación (cnrr) creada por mandato 
de ley Nº 19.123 en febrero de 1992.51 

El siguiente paso de Aylwin fue asumir, por parte del Ejecutivo, la obli-
gación de pedir perdón a los familiares de las víctimas, concibiéndola como 
responsabilidad del conjunto social. Con el Informe Rettig en mano, el 4 
de marzo de 1991, el presidente Aylwin, en su calidad de representante de 
la nación, manifestó que era la hora del perdón y la reconciliación, y puso 
énfasis en quién no podría estar de acuerdo en esos anhelos.

Las leyes vinculantes referían, por ejemplo, a la pensión mensual a familiares directos de las víctimas, a la li-
beración de servicio militar obligatorio y al otorgamiento de becas de estudios para los hijos de las víctimas.

Fragmentos del Discurso de Patricio Aylwin Azócar al dar a conocer a la 

ciudadanía el informe de la Comisión de Verdad y Reconciliación.

"Para realizarlos, sin embargo, hay que empezar por precisar quiénes son los ofendidos llamados a 

perdonar y quiénes los ofensores que han de ser perdonados. Yo no puedo perdonar por otro. El 

perdón no se impone por decreto. El perdón requiere arrepentimiento de una parte y, de la otra, ge-

nerosidad. Cuando fueron agentes del Estado los que ocasionaron tanto sufrimiento, y los órganos 

competentes del Estado no pudieron o no supieron evitarlo o sancionarlo, y tampoco hubo la nece-

saria reacción social para impedirlo, son el Estado y la sociedad entera los responsables, bien sea por 

Recuadro 22

51
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Este cierre resultó por lo menos ambiguo, al trasladar la responsa-
bilidad de algunas instituciones a toda la sociedad, diluyendo de este 
modo la identificación del culpable. 

Las recomendaciones que dieron lugar a la creación de la cnrr in-
cluyen también el mandato de resolver casos sobre los que la cnvr no 
había obtenido pruebas suficientes o aquellos que se denunciaran tar-
díamente. Con la investigación desarrollada a partir de 1992 el número 
de víctimas reconocido fue de 3 197 (Amnistía Internacional, en <http: 
//www.derechos.org/nizkor/arg/espana/ai2.html>). En el año 2003, por 
decreto del presidente Lagos, se creará la Comisión Nacional de Prisión 
Política y Tortura (Comisión Valech) que continuará, con un universo 
más amplio de víctimas, el trabajo de esclarecimientos de los delitos y 
efectuará otras recomendaciones reparatorias.

Para Chile, donde la presencia del pasado había quedado incrustada 
en los poderes de la República, con Pinochet como figura pública y 
representativa de las Fuerzas Armadas, fue necesario un acontecimiento 
exterior para que se reactivara la interpelación al dictador. Habiendo 
transcurrido muchos años del fin de la dictadura: en 1998 un tribunal 
español ordenó que se detuviera a Augusto Pinochet —a la sazón en 
Inglaterra y al alcance de la jurisdicción europea—. Se inició entonces 
la disputa de competencia jurisdiccional por parte de Chile, que trajo 

acción o por omisión. Es la sociedad chilena la que está en deuda con las víctimas de las violaciones 

a los derechos humanos”. Por esta razón, al involucrar a la sociedad toda en la responsabilidad de lo 

sucedido, expresó que “Por eso es que las sugerencias sobre reparación moral y material que formu-

la el Informe son compartidas por todos los sectores. Por eso es que yo me atrevo, en mi calidad de 

Presidente de 1a República, a asumir la representación de la nación entera para, en su nombre, pedir 

perdón a los familiares de las víctimas. Por eso, también, pido solemnemente a las Fuerzas Armadas y 

de Orden, y a todos los que hayan tenido participación en los excesos cometidos, que hagan gestos 

de reconocimiento del dolor causado y colaboren para aminorarlo".

Fuente: <http://es.wikisource.org/wiki/Discurso_de_Patricio_Aylwin_Az%C3%B3car_al_dar_a_conocer_a_la_ciudadan%

C3%ADa_el_informe_de_la_Comisi%C3%B3n_de_Verdad_y_Reconciliaci%C3%B3n>
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nuevamente a colación lo ocurrido con relación a la intervención de 
la justicia cuando se cometen violaciones de los derechos individuales 
(esto se analizará más adelante). Lo cierto es que, en Chile, también la 
estrategia gubernamental resultó inmediatista. 

El diseño de la política en los tres países fue diferente, aunque el pro-
pósito era común: encontrar una solución más o menos rápida a un 
problema humanamente candente que no obstante —con excepción 
de Alfonsín— no figuraba entre las prioridades más sentidas de los go-
bernantes. Los dos extremos al respecto se encuentran en el Río de la 
Plata. Por un lado en Uruguay, donde no sólo existe la ley por la que se 
renuncia a la capacidad de la pretensión punitiva del Estado sino que, en 
un referendo, la ciudadanía la respaldó protegiendo de enjuiciamiento 
a los responsables de los crímenes cometidos. En adelante fue éste el único 
país en donde se mantuvo hasta hace pocos años la persistencia guber-
namental de no permitir el cuestionamiento menos aún la convocatoria 
a colaborar en juicios y, en especial, la negación rotunda a que pudieran 
ser encausados los responsables de los delitos de violaciones de los dere-
chos humanos. 

El caso contrario es el de Argentina, donde se dio un reconocimiento 
gubernamental temprano (y pese a vaivenes posteriores) de la necesidad 
de aceptar y hacer público el informe de la conadep y abrir el camino 
para el Juicio a las Juntas. En Chile, se diseñó una estrategia similar a 
la argentina en lo que se refiere a conocer, y ahondar, sobre el pasado 
además de que se buscó resarcir a las víctimas y sus familiares; pero ello 
se realizó con una postura muy moderada, irritante para algunos secto-
res ante la presencia de Pinochet en el Senado, y con una controvertida 
disculpa presidencial en la que, sin aclarar grados o matices, se hizo 
compartir la responsabilidad a todos por lo sucedido. 

***

A la fecha todavía se critica esta estrategia gubernamental que buscó 
cerrar en los tres países el pasado con acercamientos parciales al conoci-
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miento de lo ocurrido y frenando el pedir cuentas a los responsables de 
las violaciones estatales de los derechos humanos. Tal cuestionamiento lo 
imponen especialmente las situaciones políticas y sociales de los países 
en los que permanece una herida que condiciona, por un lado, la trama 
de demandas, reclamos y alianzas políticas, y por el otro, reactiva los 
conflictos que obligan a regresar a la polémica acerca de la transición y 
la amenaza del chantaje militar a las instituciones democráticas. El cues-
tionamiento derivó un escenario mundial en que se daba una tendencia 
a reforzar el derecho internacional humanitario buscando dar paso efec-
tivo al castigo universal de los responsables. 

Pero en los casos expuestos, aun en un cuadro general de impunidad 
de los delitos cometidos al amparo del Estado existen matices que obligan 
a ponderar. Antes que nada deben considerarse y evaluarse las posibilida-
des reales que se presentaron en los difíciles equilibrios de las posdicta-
duras. A mediano y largo plazo se vuelve esencial e insalvable —en paso 
ineludible cuando se aspira a una duradera paz social—, la formación de 
las comisiones de la verdad y la revaloración de los intereses políticos que 
cada gobierno recreó mediante los principios éticos que sostienen los 
poderes republicanos y el Estado de derecho. 

En una tensa transición, las estrategias fueron predominantemente 
cortoplacistas. El cómo cerrar el pasado era el punto central para lograr 
la reconciliación nacional y ésta, a su vez, la llave que aseguraría la re-
democratización y la estabilidad democrática. En este sentido, algunos 
gobiernos comenzaron a encarar el problema de las reparaciones a las 
víctimas por vía legal, en especial se vieron asuntos de reincorporación 
laboral y reconocimiento de algunos derechos conculcados. Pero al ha-
ber más preocupación por la estabilidad de las instituciones que por los 
contenidos básicos de la democracia, se violentaron principios jurídicos 
básicos, se contradijeron acuerdos y convenciones internacionales, se 
descuidó el impacto que en toda sociedad provoca la convivencia en-
tre víctimas y victimarios sin que medie la autoridad del estado, y se 
reforzó el efecto de lo siniestro de las experiencias, lo que favorece su 
reproducción.

varela-dutrenit 1a reimpresión.indd   176 19/08/16   12:20 p.m.

Derechos reservados



177Capítulo 3. La pugna inicial  ◆

Ello se fue convirtiendo en un tema constante, afectando el ámbito 
de las emociones y los valores en la medida en que, por un lado, se hicie-
ron públicos los arrepentimientos de quienes fueron autores o cómplices 
de los delitos reconfirmando con crudeza la validez de muchos de los 
relatos conocidos y, por otro, se ha ido logrando con paulatino y relativo 
éxito la determinación de las identidades de los niños robados en cauti-
verio así como de las osamentas de algunas de las víctimas. 

Y al mismo tiempo la defensa de los derechos humanos desde el ám-
bito global se convierte en un desafío permanente al centro neurálgico de 
las políticas implementadas en las posdictaduras. Desde el mundo globa-
lizado, en el que por distintas circunstancias se produce ese crecimiento 
exponencial de la defensa de los derechos humanos, los gobiernos de Ar-
gentina, Chile y Uruguay resultaron en esta etapa, con énfasis diferentes, 
cuestionados e interpelados. 

En suma, las primeras y resistentes políticas gubernamentales pusie-
ron en evidencia en perspectiva comparada, la imposibilidad de cumplir 
con el objetivo invocado. Permanentes conflictos y paradojas se expre-
saron gráficamente en la permanencia de los traumas del pasado y en la 
discusión de cómo superarlo: el pasado no se cierra, la verdad se sigue 
buscando y la justicia se continúa reclamando. Como se observara en los 
tiempos inmediatos, ese pasado seguirá pesando en la agenda política. 
Pero mientras el problema sigue sin resolverse, las fronteras nacionales se 
han ido convirtiendo en los únicos límites —cada vez más inseguros— 
para el desplazamiento de los responsables de los delitos cometidos.  ◆
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Los gobernantes civiles que iniciaron el camino de la recuperación de-
mocrática estaban más preocupados por la estabilidad —ante la real o 
supuesta amenaza militar— que por saldar cuentas. De la etapa anterior 
quedó, no obstante, un recuento de los graves asuntos de derechos hu-
manos sin resolver lo que dio lugar a una relación de atrocidades que, si 
bien a menudo denunciadas en el exterior, no habían podido ventilar-
se mayormente en los propios países durante los gobiernos autoritarios. 
Las revelaciones públicas de militares participantes o conocedores de los 
acontecimientos en cuestión, tuvieron un efecto removedor del pasado 
que se pretendía ocultar. Adicionalmente las acciones de las organiza-
ciones de la sociedad civil, en especial de Madres y Abuelas de Plaza de 
Mayo en Argentina, que lenta pero sostenidamente fueron produciendo 
hallazgos, se sumaron al impacto de las declaraciones militares. El debate 
también se intensificó por las decisiones de distintos tribunales de justi-
cia, que buscaron rutas para encausar a los indiciados sorteando las tra-
bas de las normas de impunidad. Todo esto se enriqueció con el trabajo 
de algunos tribunales europeos que comprometieron a los gobiernos del 
Cono Sur al pedir la extradición de militares. Se abría así, en el último 
quinquenio del siglo xx, una nueva etapa en la tramitación del pasado.

Elementos disparadores

Los primeros gobiernos posdictatoriales no lograron resolver, según se ha 
visto, el problema de la reconciliación. Esta expresión, cuyo significado 
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es acordar los ánimos, no se dio porque ni el encuentro ni el acuerdo eran 
posibles en circunstancias en las que, en el mejor de los casos, se esclare-
ció lo ocurrido de manera limitada y se aplicó la justicia acotadamente. 
Los desequilibrios en la institucionalidad democrática fueron evidentes. 
Dominó el contrapeso que siguió al empuje inicial por cumplir con la 
deuda que la represión oficial había dejado. De esta manera, en Argentina 
transcurrieron los gobiernos de Raúl Alfonsín y Carlos Menem hasta que, 
durante el mandato del segundo, algunos hechos comenzaron a alterar 
dicho panorama. En Chile, una situación parecida se produjo ya avanzado 
el gobierno de Eduardo Frei Ruiz-Tagle a raíz del pedido de extradición 
de Pinochet por parte de España. En Uruguay este proceso llevó aún más 
tiempo. Luego de tres mandatos presidenciales (Julio Mª Sanguinetti, 
Luis Alberto Lacalle y, de nuevo, Julio Mª Sanguinetti), el cambio en las 
políticas respecto del pasado comenzó a esbozarse en el año 2000. 

Mientras los gobernantes mantenían esa cautelosa actitud, preocupa-
da ante todo por la estabilidad política, entre las víctimas y sus familiares 
se configuraron dos tendencias dispares que debilitaron esfuerzos durante 
años: una que jerarquizaba el discernimiento de la verdad, y otra que 
sostenía que la búsqueda de la verdad debía acompañarse de la justicia, 
o sea, del castigo a los responsables de los delitos.1 

En los tres países y en distintos momentos, las organizaciones de familiares de detenidos desaparecidos y 
de víctimas de la represión en general han cuestionado las decisiones de los gobiernos, pero con distinto 
sentido, según el caso. Los significados de la verdad y los entendimientos entre lo éticamente necesario y lo 
políticamente posible se cruzan con otras valoraciones sustantivas. Ejemplos de esto se presentaron en Ar-
gentina con la creación de la conadep, durante la conclusión del Juicio a las Juntas y con las reparaciones 
monetarias. En Chile, ello estuvo presente desde los albores de la transición, en la discusión misma de los 
plebiscitos de 1988 y 1989 para luego concentrarse en el cuestionamiento, por parte principalmente de la 
Agrupación de Familiares, de la vía chilena de esclarecimiento del pasado (por sus limitaciones en el campo 
de la justicia). Más adelante se afirmará en la discusión sobre si Pinochet debería ser juzgado fuera o dentro 
del país. En Uruguay, la clara bifurcación de posturas inicia en marzo de 2000. En ese entonces, la agru-
pación Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos Desaparecidos decidió eliminar de sus demandas el 
“quién fue”. En la carta de la agrupación al presidente Jorge Batlle (2000-2005), se señala: “Hace más de 
dos décadas que buscamos la verdad. Aun la más dura verdad es preferible a la angustia del ocultamiento y 
la mentira, que eternizan en el dolor y la duda”.“No es posible que se siga afirmando que éste es un tema 

1
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Pero en los mismos años se mantuvo una carga emocional y ética 
en torno a los hechos debatidos y por lo demás el daño objetivamente 
permanecía, cuestionando la vigencia real de la democracia e impul-
sando el tema por sendas tortuosas de avances y retrocesos tanto en 
foros nacionales como internacionales.2 Todo ello porque el transcurso 
de los eventos se hallaba encadenado a voluntades políticas, equilibrios 

‘laudado’. El NUNCA MÁS al que todos aspiramos sólo puede cimentarse en la verdad, y esa verdad es 
posible”.  La agrupación propone que se tenga en cuenta: “[...] 2.- La verdad que se debe procurar necesita 
dar respuesta concreta a cuatro preguntas básicas con relación a cada uno de los detenidos desaparecidos: 
¿cuándo?, ¿dónde?, ¿cómo?, ¿por qué? [...]” (Madres y Familiares de Detenidos-desaparecidos, Carta abier-
ta al Presidente de la República, marzo de 2000, en <http://www.tau.org/familiares/desaparecidos.htm>). 
La división se hizo más evidente con la creación y gestión de la Comisión para la Paz en ese mismo año y la 
opción simultánea, pero no excluyente, de presentar denuncias ante la justicia (Olivera y Méndez, 2003).
Coincidiendo con el fin de las dictaduras se construyó una legalidad que resultó contradictoria con las 
convenciones internacionales. En Uruguay, por ejemplo, se ha mencionado el caso de la Ley de Cadu-
cidad de la Pretensión Punitiva del Estado. En mayo de 2009 se reiteró la incompatibilidad de dicha ley 
en un foro de la onu. El Consejo de Derechos Humanos solicitó abolirla porque violenta la normativa 
internacional en materia de derechos humanos y no debería dejar rastros en el ordenamiento jurídico. La 
solicitud del Consejo pretende la remoción de la ley del ordenamiento jurídico uruguayo —lo que equi-
valdría a que no hubiera existido—, con la finalidad de permitir las investigaciones y eventuales procesos 
judiciales contra los responsables de violaciones de los derechos humanos (“Piden en ONU anular la ley 
de impunidad”, La República en la Red, 12 de mayo de 2009). En mayo de 2009, también en Uruguay, 
el fiscal de Corte y procurador general de la Nación, Rafael Ubiría, la declaró inconstitucional: “[…] La 
expresión surge del dictamen del presentado el pasado martes ante la Suprema Corte de Justicia (SCJ), 
por el cual se consideró inconstitucional la Ley 15.848, ‘Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado’, por violentar la separación de poderes y contraponerse a normas del derecho internacional 
aprobadas por el Estado uruguayo. En este sentido, el fiscal de Corte consideró que la ley violenta los 
artículos 4, 7, 72, 82 y 233 de la Constitución de la República, y es incompatible con la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Carta 
de las Naciones Unidas, y la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, entre 
otros tratados” (La República en la Red, 21 de mayo de 2009). En Argentina, los años que siguieron al 
Juicio a las Juntas, como se ha señalado también en el capítulo anterior, fueron un impasse de impunidad 
legalmente sancionada, dada la aprobación y vigencia de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, 
así como por los indultos posteriores del presidente Menem. El Comité de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas ha afirmado que “[...] las amnistías son en general incompatibles con el deber de los 
estados de investigar (actos de tortura), de garantizar que los habitantes estén libres de dichos actos dentro 
de su jurisdicción, y de asegurar que ellos no ocurran en el futuro” (Méndez, 1997: 524). 

2
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institucionales y obstáculos legales, mientras disminuía la esperanza de 
vida de quienes poseían información sobre los hechos por investigar, 
en tanto responsables o cómplices de los delitos denunciados.3 Lo ante-
rior no quiere decir que la disposición de los inculpados a proporcionar 
información estuviera sujeta a disposiciones legales. Por el contrario, 
también dependía —y depende— de otras variables más decisivas como 
su voluntad de acabar o continuar con el silencio.4 

En los años noventa se presentaron nuevos factores nacionales e in-
ternacionales que confluyeron para revertir la tendencia dominante. Par-
ticularmente en la experiencia argentina convergieron cinco factores: i) la 
labor sistemática de las organizaciones de víctimas y familiares y, de ma-
nera general, de instituciones dedicadas a la salvaguarda de los derechos 
humanos, con éxito en algunos de sus propósitos: hallazgos de niños se-
cuestrados e información relevante sobre víctimas, así como audiencia an-
te tribunales de otros países o del propio; ii) una mayor independencia de 
los poderes judiciales nacionales que condujo a encausamientos al sortear 

Un ejemplo es lo que sucedió con Augusto Pinochet, quien mantuvo su fuero como ex presidente 
hasta agosto de 2004. Para entonces la Corte Suprema de Justicia de Chile, por nueve votos a favor 
y ocho en contra, resolvió quitarle el fuero de ex Presidente de la República, cambiando con esta de-
cisión las dos anteriores sostenidas por esa misma Corte, aduciendo sobre todo problemas de salud 
del dictador. Una compleja red de recursos legales (razones de edad y de salud) le permitieron no ser 
condenado. Véase Anchi (2004b).
Un ejemplo de la disposición a no hacerlo está en la carta del militar uruguayo, preso desde 2007, 
José “Nino” Gavazzo a José Mujica, ex líder tupamaro y uno de los rehenes de la dictadura, senador 
de la República y actualmente candidato a la presidencia por el Frente Amplio. “[…] Usted y yo nos 
conocimos hace muchos años en circunstancias muy distintas, de las cuales tengo vívidos recuerdos, 
tanto mentales como escritos, y al analizarlos hoy día, no puedo evitar que una sonrisa aflore en mis 
labios cuando recuerdo la cantidad de mentiras que me dijo, para evitar decir la verdad, pues en aquel 
momento era usted un soldado con armas en la mano, enemigo, pero un soldado… Ahora tratan de 
conocer hechos, algunos ciertos, otros inventados, pero imperativamente sin medir daños colaterales 
y sin importar precio alguno a pagar quieren “avanzar” y si no pueden inventan… En lo personal, le 
agradezco la oferta, pero como nada sé, nada le podré aportar, y si lo supiera también estaría inhibido 
de decírselo, ya que de hacerlo, me convertiría en un traidor, que es sinónimo de ruindad, bajeza moral, 
infamia e infinidad de calificativos que ostenta la personalidad de esa clase de individuos.” (“La carta 
de Gavazzo a Mujica”, 2009).

3

4
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o encontrar huecos jurídicos en la normatividad que impedía las inves-
tigaciones; iii) declaraciones de algunos militares respecto de violaciones 
de derechos humanos cometidas durante las dictaduras que hicieron las 
veces de confesiones de los delitos antes denunciados por las víctimas o 
sus familiares de lo que fue un caso pivote el del ex capitán de corbeta 
argentino Adolfo Scilingo; iv) la creciente presión de la comunidad in-
ternacional para combatir los crímenes contra la humanidad, plasmada 
en un perfeccionamiento de instrumentos y jurisdicción ad hoc —tanto en  
los casos asumidos por instancias de los organismos como también en el 
proceso que concluiría en la aprobación del Estatuto de Roma—; y v) en 
consecuencia, el procesamiento por parte de tribunales de Europa o de 
América Latina de los responsables de los delitos cometidos en el Cono 
Sur (para los casos de militares acusados como responsables de agravios a 
ciudadanos europeos o, con mayor innovación jurídica, la detención de 
Ricardo Miguel Cavallo efectuada en México, con pedido de extradición 
por la Audiencia Nacional de España). 

La evolución por país

Iniciativas como las reseñadas determinaron el cambio de las políticas 
gubernamentales, lo que explica el reposicionamiento del tema en las 
agendas nacionales. Veámoslo por país.

Argentina 

Pasada la administración de Raúl Alfonsín en Argentina, en el gobierno 
del siguiente presidente, Carlos Saúl Menem (1989-1999),5 se rectificó 
más radicalmente la política en cuestión. Mediante indultos (contenidos 

Su primer periodo fue de 1989 a 1995. Una reforma de la Constitución que él mismo impulsó en 
1994 —gracias a la que se habilitó la reelección inmediata—, le permitió ser candidato, disminuir la 
extensión del mandato a cuatro años y lograr el triunfo para un segundo periodo (1995-1999).  

5
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en una serie de diez decretos sancionados el 7 de octubre de 1989 y el 
30 de diciembre de 1990), Menem suspendió la condena o evitó el pro-
cesamiento de civiles y militares inculpados: tanto de los jerarcas de la 
dictadura  como de los líderes de las organizaciones guerrilleras. Con esto 
se impuso un retroceso a la vez práctico y simbólico en materia de justicia.

Recuadro 23

Los decretos de indulto 

Por Emilio F. Mignone

Los decretos de los indultos concedidos por el presidente constitucional de la República Argentina 

que se publican son los siguientes:

Decretos 1002,1003, 1004 y 1005, de fecha 7 de octubre de 1989.

Decretos 2741, 2742 y 2743 del 30 de diciembre de 1990.

Los primeros alcanzan alrededor de 300 personas con proceso abierto y comprenden cuatro situa-

ciones, a saber:

1) La totalidad de los altos jefes militares procesados y que no fueron beneficiados por las leyes de 

Punto Final y Obediencia Debida sancionadas durante la presidencia de Raúl Alfonsín, con excepción 

del ex-general Carlos Guillermo Suarez Mason, extraditado de los Estados Unidos (que será incluido 

en una norma posterior) (Decreto 1002/89).

2) Un cierto número de ciudadanos acusados de subversión, que se encontraban prófugos, deteni-

dos, excarcelados o condenados (entre ellos, sin duda por error y desprolijidad, varios sobreseídos, 

muertos y "desaparecidos"), además de represores uruguayos pertenecientes al ejército de su país. 

(Decreto 1003/89).

3) Todo el personal militar, de la prefectura naval y de inteligencia que intervino en las rebeliones 

contra el gobierno constitucional en la Semana Santa de 1987, Monte Caseros (1987) y Villa Martelli 

(1988). Algunos de los mismos participaron luego en la rebelión contra el gobierno de Menem del 3 

de diciembre de 1990 y han sido nuevamente sancionados. (Decreto 1004/89).

4) Los ex-miembros de la junta militar teniente general Leopoldo Fortunato Galtieri, almirante Jorge 

Isaac Anaya y brigadier general Basilio Arturo Ignacio Lami Dozo, condenados por sus responsabilida-

des políticas y estratégico-militares en la aventura de las islas Malvinas (Decreto 1005/89).

En cuanto a la segunda tanda de decretos están referidos a condenados y algunos procesados y co-

rresponden a los siguientes casos:
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1) Jorge Rafael Videla, Emilio Eduardo Massera, Orlando Ramón Agosti, Roberto Eduardo Viola y 

Armando Lambruschini, ex-miembros de las juntas militares; y Juan Ramón Alberto Camps y Ovidio 

Pablo Riccheri, antiguos jefes de policía de la provincia de Buenos Aires. Todos ellos fueron sancio-

nados por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal de la Capital 

Federal en 1985 en las causas incoadas por los decretos 158/83 y 280/84 del presidente Alfonsín. 

(Decreto 2741 /90).

2) Mario Eduardo Firmenich, jefe de los Montoneros (Decreto 2742/90). Estaba condenado por la 

justicia civil durante el período constitucional, después de haber sido extraditado desde Brasil. Como 

posteriormente fuera requerido por varios jueces por causas pendientes, en febrero de 1991 se dictó 

un decreto ampliando la medida.

3) Norma Bremilda Kennedy, Duilio Antonio Rafael Brunello, José Alfredo Martínez de Hoz y Carlos 

Guillermo Suarez Mason (Decreto 2743). Los mismos estaban procesados en diversas causas. Ken-

nedy y Brunello fueron funcionarios del gobierno constitucional peronista en 1973/76; Martínez de 

Hoz fue Ministro de Economía de la dictadura militar de l976/83; y Suarez Mason ex-jefe del primer 

cuerpo de ejército, huyó del país y fue dado de baja en el ejército para ser luego detenido en los Es-

tados Unidos y extraditado a la Argentina por pedido del poder judicial durante la presidencia de Al-

fonsín. Estaba próximo a un juicio oral y público por los graves crímenes de los cuales se le acusaba.

Lo anterior pone un poco de orden para la comprensión de las decisiones presidenciales transcriptas. 

Según reza el inciso 6, artículo 86 de la Constitución Nacional vigente (sancionada en 1853), el Presi-

dente de la Nación Argentina tiene la atribución de indultar y conmutar las penas por delitos sujetos a 

la jurisdicción federal. No cabe duda entonces acerca de la constitucionalidad de la medida respecto 

a los condenados. 

A mi juicio es inconstitucional con respecto a los procesados, aunque la Corte Suprema de Justicia 

de la Nación en su actual composición la ha admitido. Indultar personas con causa abierta supone 

interferir en la acción del poder judicial, facultad que el titular del poder ejecutivo tiene expresamente 

prohibida por la ley fundamental (Artículo 95). Incluso puede llegar a perjudicar a los procesados por 

cuanto los mismos, hipotéticamente, podrían resultar absueltos. Por otra parte al instituto del indulto 

o perdón, incluido también en otras constituciones republicanas como la de los Estados Unidos de 

América, tiene por propósito paliar situaciones dolorosas de otro tipo. Los decretos transcriptos se 

limitan a conmutar las penas de prisión y dejar pendientes las inhabilitaciones conexas. Los indultados 

militares permanecen fuera de las fuerzas armadas, de las cuales fueron dados de baja.

Una cosa, sin embargo, es la legalidad de la decisión y otra su admisibilidad ética y política. El perdón 

concedido por Menem no convocó a la reconciliación, como se pretende. Al negar la justicia con-

duce a la venganza privada y a la violencia. Opus justitiae pax -la paz es obra de la justicia-, decía la 

sabiduría antigua. Sin justicia no habrá paz. Ya en liberta los ex-comandantes no pueden aparecer 

en público porque son abucheados e insultados. Viajan rodeados de guardias. Como ninguno de los 
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indultados se manifiesta arrepentido y algunos, por el contrario, glorifican sus acciones, como lo hizo 

el ex-general Videla en una carta, es de temer la repetición de los hechos incriminados. Lo ocurrido 

el 3 de diciembre de 1990, según antes lo señalé, lo pone de manifiesto.

El 75% de los argentinos, de acuerdo con las encuestas, se oponían los indultos. Dados a conocer los 

últimos un sábado en vísperas del Año Nuevo y de un fin de semana largo y al comienzo de las vaca-

ciones, esa precaución no impidió que provocaran una concentración en la Plaza de Mayo frente a la 

Casa de Gobierno, el domingo 30 de diciembre, por la cual 100.000 ciudadanos, convocados por las 

organizaciones de derechos humanos, protestaron por la medida. La reacción internacional adversa es 

igualmente conocida. Varios obispos católicos y protestantes la condenaron aunque el arzobispo de 

Buenos Aires, Antonio Quarracino manifestó alegría... Las fuerzas armadas, por cierto, manifestaron 

su complacencia aunque no consideran terminada con esta decisión la rehabilitación que pretenden.

No cabe duda, finalmente, que este episodio constituye un deterioro para la frágil democracia argen-

tina y un mal ejemplo para América Latina. Creo, sin embargo, que será superado.

Fuente: Emilio Mignone, Introducción. Aclaración de Emilio Mignone.

Sin embargo, tal rectificación enfrentó posteriormente hechos que 
derivaron en un ulterior cambio de rumbo respecto a las decisiones sobre 
el castigo, el olvido o el perdón. Quizás el detonador —que adelantaría 
señales de nuevos tiempos— fueron las declaraciones del ex capitán de 
marina Adolfo Scilingo realizadas durante el gobierno menemista, en 
las que narraba los modos de aniquilamiento del “enemigo” practicados 
durante la dictadura argentina. El marino admitió en 1995 ante el perio-
dista Horacio Verbitsky,6 que los presos eran anestesiados y trasladados 
en aviones de la Marina de Guerra y de la Prefectura Naval para ser 
arrojados desnudos, y aún vivos, al Océano Atlántico. Esta confesión en 

El testimonio que el ex capitán Adolfo Scilingo relató al periodista Horacio Verbitsky, se convirtió en el 
núcleo central del libro El Vuelo. Allí se explica cómo se asesinaba a las personas que, dormidas y en gru-
pos de entre quince y veinte, eran arrojadas al mar desde los aviones. Esto se hacía, según el testimonio, 
en el entendido de que “el vuelo era una especie de comunión” y hacerlo “era normal, aunque en este 
momento parezca una aberración”.  El libro constituyó un material documental valioso para el inicio de 
los juicios por la verdad que se llevan a cabo en Argentina. Véase Verbitsky (1995).

6
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la que describía los “vuelos de la muerte”, su propia participación y la de 
seguramente casi todos los integrantes de la Marina, influyó en el pedido 
público de perdón del teniente general Martín Balza, jefe del Estado Ma-
yor del Ejército Argentino.

Declaración del General Martín Balza

El difícil y dramático mensaje que deseo hacer llegar a la comunidad argentina busca iniciar un diá-

logo doloroso sobre el pasado, que nunca fue sostenido y que se agita como un fantasma sobre la 

conciencia colectiva, volviendo, como en estos días, irremediablemente de las sombras donde oca-

sionalmente se esconde.

Nuestro país vivió una década, la del '70, signada por la violencia, por el mesianismo y por la ideo-

logía. Una violencia que se inició con el terrorismo, que no se detuvo siquiera en la democracia que 

vivimos entre 1973 y 1976, y que desató una represión que hoy estremece.

En la historia de todos los pueblos, aun los más cultos, existen épocas duras, oscuras, casi inexplicables. 

No fuimos ajenos a ese destino, que tantas veces parece alejar a los pueblos de lo digno, de lo justificable.

Ese pasado de lucha entre argentinos, de muerte fratricida, nos trae a víctimas y victimarios desde el 

ayer, intercambiando su rol en forma recurrente, según la época, según la óptica, según la opinión 

dolida de quienes quedaron con las manos vacías por la ausencia irremediable, inexplicable.

Esta espiral de violencia creó una crisis sin precedentes en nuestro joven país. Las Fuerzas Armadas, 

dentro de ellas el Ejército, por quien tengo la responsabilidad de hablar, creyeron erróneamente que 

el cuerpo social no tenía los anticuerpos necesarios para enfrentar el flagelo y, con la anuencia de 

muchos, tomó el poder, una vez más, abandonando el camino de la legitimidad constitucional.

El Ejército instruido y adiestrado para la guerra clásica, no supo cómo enfrentar desde la ley plena al 

terrorismo demencias.

Este error llevó a privilegiar la individualización del adversario, su ubicación por encima de la digni-

dad, mediante la obtención, en algunos casos, de esa información por métodos ilegítimos, llegando 

incluso a la supresión de la vida, confundiendo el camino que lleva a todo fin justo, y que pasa por 

el empleo de medios justos. Una vez más reitero: el fin nunca justifica los medios.

Recuadro 24
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Algunos, muy pocos, usaron las armas para su provecho personal.

Sería sencillo encontrar las causas que explicaron estos y otros errores de conducción, porque siempre 

el responsable es quien conduce, pero creo con sinceridad que ese momento ha pasado y es la hora 

de asumir las responsabilidades que correspondan.

El que algunos de sus integrantes deshonraran un uniforme que eran indignos de vestir no invalida el 

desempeño, abnegado y silencioso de los hombres y las mujeres del Ejército de entonces.

Han pasado casi veinte años de hechos tristes y dolorosos; sin duda ha llegado la hora de empezar a 

mirarlos con ambos ojos. Al hacerlo, reconoceremos no sólo lo malo de quien fue nuestro adversario 

en el pasado sino también nuestras propias fallas. 

Siendo justos, miraremos y nos miraremos; siendo justos reconoceremos sus errores y nuestros erro-

res. Siendo justos veremos que del enfrentamiento entre argentinos somos casi todos culpables por 

acción u omisión, por ausencia o por exceso, por anuencia o por consejo.

Cuando un cuerpo social se compromete seriamente, llegando a sembrar la muerte entre compatrio-

tas, es ingenuo intentar encontrar un solo culpable, de uno u otro signo, ya que la culpa en el fondo 

está en el inconsciente colectivo de la Nación toda, aunque resulta fácil depositarla entre unos pocos, 

para liberarnos de ella.

Somos realistas y a pesar de los esfuerzos realizados por la dirigencia política argentina creemos que 

aún no ha llegado el ansiado momento de la reconciliación. Lavar la sangre del hijo, del padre, del es-

poso, de la madre, del amigo, es un duro ejercicio de lágrimas, de desconsuelo, de vivir con la mirada 

vacía, de preguntarse por qué... por qué a mí... y así volver a empezar cada día.

Quienes en este trance doloroso perdieron a los suyos, en cualquier posición y bajo cualquier circuns-

tancia, necesitarán generaciones para aliviar la pérdida, para encontrarle sentido a la reconciliación 

sincera.

Para ellos no son estas palabras, porque no tengo palabras, sólo puedo ofrecerles respeto, silencio 

ante el dolor y el compromiso de todo mi esfuerzo para un futuro que no repita el pasado.

Para el resto, para quienes tuvimos la suerte de no perder lo más querido en la lucha entre argentinos 

es que me dirijo pidiéndoles a todos y cada uno, en la posición en que se encuentre ante este drama 

de toda la sociedad, responsabilidad y respeto.

Responsabilidad para no hacer del dolor la bandera circunstancial de nadie. Responsabilidad para que 

asumamos las culpas que nos toquen en el hacer o en el dejar de hacer de esa hora.
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Respeto por todos los muertos, dejar de acompañarlos con los adjetivos que arrastraron, unos u 

otros, durante tanto tiempo. Todos ellos, ya han rendido sus cuentas, donde sólo cuenta la verdad.

Las listas de desaparecidos no existen en la fuerza que comando, si es verdad que existieron en el 

pasado no han llegado a nuestros días.

Ninguna lista traerá a la mesa vacía de cada familia el rostro querido, ninguna lista permitirá enterrar a 

los muertos que no están ni ayudar a sus deudos a encontrar un lugar donde rendirles un homenaje.

Sin embargo, sin poder ordenar su reconstrucción, por estar ante un hecho de conciencia individual, 

si existiera en el Ejército alguien que dispusiera de listados, o, a través de su memoria, la capacidad de 

reconstruir el pasado, les aseguro, públicamente, la reserva correspondiente y la difusión de las mis-

mas, bajo mi exclusiva responsabilidad.

Este paso no tiene más pretensión que iniciar un largo camino, es apenas un aporte menor de una 

obra que solo puede ser construida entre todos. Una obra que algún día culmine con la reconcilia-

ción entre los argentinos.

Estas palabras las he meditado largamente y sé que al pronunciarlas siempre dejaré a sectores dis-

conformes.

Asumo ese costo, convencido que la obligación de la hora y el cargo que tengo el honor de ostentar, 

me lo imponen.

Sin embargo, de poco serviría un mínimo sinceramiento, si al empeñarnos en revisar el pasado no 

aprendiéramos para no repetirlo en el futuro.

Sin buscar palabras innovadoras, sino apelando a los viejos reglamentos militares, ordeno, una vez 

más, al Ejército Argentino, en presencia de toda la sociedad argentina, que: 

Nadie está obligado a cumplir una orden inmoral o que se aparte de las leyes y reglamentos militares. 

Quien lo hiciera, incurre en una inconducta viciosa, digna de la sanción que su gravedad requiera.

Sin eufemismos digo claramente:

Delinque quien vulnera la Constitución Nacional.

Delinque quien imparte órdenes inmorales.

Delinque quien cumple órdenes inmorales.
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La controvertida valoración de este jefe militar acerca del contexto 
en que ocurrieron los crímenes, no restó importancia al llamado a escla-
recer los hechos y reconstruir el pasado, con información brindada por 
culpables o simples conocedores de los hechos, mediante la garantía de 
reserva correspondiente.

Delinque quien, para cumplir un fin que cree justo, emplea medios injustos, inmorales.

La comprensión de estos aspectos esenciales hacen a la vida republicana de un Estado y cuando ese 

Estado peligra, no es el Ejército la única reserva de la Patria, palabras dichas a los oídos militares por 

muchos, muchas veces.

 

Por el contrario las reservas que tiene una Nación nacen de los núcleos dirigenciales de todas sus ins-

tituciones, de sus claustros universitarios, de su cultura, de su pueblo, de sus instituciones políticas, 

religiosas, sindicales, empresarias y también de sus dirigentes militares. 

 

Comprender esto, abandonar definitivamente la visión apocalíptica, la soberbia, aceptar el disenso y 

respetar la voluntad soberana, es el primer paso que estamos transitando desde hace años, para dejar 

atrás el pasado, para ayudar a construir la Argentina del futuro, una Argentina madurada en el dolor 

que pueda llegar algún día al abrazo fraterno.

  

Si no logramos elaborar el duelo y cerrar las heridas, no tendremos futuro; no debemos negar más el horror 

vivido y así poder pensar en nuestra vida como sociedad hacia adelante, superando la pena y el sufrimiento.

En estas horas cruciales para nuestra sociedad, quiero decirles como Jefe del Ejército que, asegurando 

su continuidad histórica como institución de la Nación, asumo nuestra parte de la responsabilidad de 

los errores de esta lucha entre argentinos que hoy nos vuelve a conmover.

 

Soy consciente de los esfuerzos que realizamos todos con vistas al futuro. Por ello agradezco a los 

hombres y mujeres que tengo el orgullo de comandar. Ellos representan la realidad de un Ejército que 

trabaja en condiciones muy duras, respetuoso de las instituciones republicanas y poniendo lo mejor 

de si al servicio de la sociedad. 

 

Pido la ayuda de Dios, como yo entiendo o como lo entienda cada uno, y pido la ayuda de todos los 

hombres y las mujeres de nuestro amado país, para iniciar el trámite del diálogo que restaure la con-

cordia en la herida familiar argentina.

Fuente: Balza, “Declaración del General Martín Balza. 25 de Abril de 1995”.

varela-dutrenit 1a reimpresión.indd   190 19/08/16   12:20 p.m.

Derechos reservados



191Capítulo 4. La intensificación del debate público  ◆

Carta Abierta de Adolfo Pérez Esquivel al Teniente General Martín Balza

De mi consideración: 

Me dirijo a Ud. después de leer detenidamente sus declaraciones y reconocimiento sobre lo actuado 

durante la época de la dictadura militar por el Ejército, conjuntamente con la Marina, la Aeronáutica 

y las Fuerzas de Seguridad. 

En los últimos días y semanas las declaraciones de varios integrantes de las Fuerzas Armadas han 

conmocionado la opinión pública nacional e internacional. Algunas respuestas si bien contribuyen en 

alguna medida a clarificar las responsabilidades, no son suficientes, como las suyas. 

Rescato en sus declaraciones lo positivo que hace a la búsqueda de la Verdad. Esto es un primer 

paso hacia el reconocimiento frente al pueblo de los hechos vividos. Un paso con lo cual se podrá 

avanzar hacia el total esclarecimiento de los mismos en todas sus dimensiones, tanto de las Fuerzas 

Armadas, los poderes económicos y políticos, las guerrillas y el pueblo, que fue la víctima de esa 

locura desatada en que las Fuerzas Armadas se transformaron en “Señores de la Vida y la Muerte”. 

Lo que sí veo inaceptable es sus justificaciones cuando dice que “...en el enfrentamiento entre los 

argentinos somos casi todos culpables...”. Esto no es verdad. Yo le pregunto si los niños, los estu-

diantes, los trabajadores, los religiosos y religiosas, muchos que trabajaron por la vida y dignidad de 

nuestro pueblo, son culpables. Le pregunto si no hay diferencia entre quienes diseñaron, ordenaron 

e implementaron el terrorismo estatal y quienes advertimos y denunciamos, caminando por los mi-

nisterios, la Casa de Gobierno, el Parlamento, los Comandos de las Fuerzas Armadas, las Iglesias y la 

Nunciatura, para señalar los crímenes y tratar de parar la violencia homicida desatada aun antes del 

golpe militar en 1976. 

Ud. sabe perfectamente que el golpe militar del año 1976 fue producido para imponer por la violencia 

un modelo de sociedad, tanto en Argentina como en todo el continente, a través de la aplicación de la 

llamada Doctrina de la Seguridad Nacional. Los militares que dieron los golpes de estado fueron for-

mados en la Escuela de las Américas y las academias militares de los Estados Unidos. Transformaron 

las fuerzas armadas en tropas de ocupación de sus propios pueblos, con el alto costo social en vidas, 

destrucción del aparato productivo y el aumento de la deuda externa. 

Esta situación no es un pasado, sino que tiene graves consecuencias en la vida del pueblo hoy. 

Ud. sabe también que se utilizó la guerrilla como pretexto para someter a la sociedad en su conjunto, 

que la misma debió ser controlada por los medios lícitos que todo Estado tiene a través de sus propias 

legislaciones y el derecho que da la ley a la defensa de toda persona. 

Recuadro 25
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No se puede continuar diciendo que aquí hubo una guerra, que además denominan cínicamente “gue-

rra sucia”. Para mí toda guerra es sucia ya que el fin de toda guerra es la destrucción y la muerte y la 

imposición por la fuerza del más fuerte sobre el más débil. 

Además, existe un mecanismo que las instituciones corporativas como las Fuerzas Armadas utilizan, y 

que utilizaron durante la dictadura, consistente en la repartición de las responsabilidades y las culpas 

para que todos queden involucrados en el juego perverso que genera la violencia. Si todos participan 

en los actos de violencia homicida, de los secuestros, violaciones, asesinatos, torturas, las culpas son 

colectivas y aminoran las responsabilidades individuales. De esta suspensión de la conciencia surge lo 

que se ha denominado el “Pacto de silencio” y la complicidad colectiva. 

Sr. General, reitero una vez más QUE EN LA ARGENTINA NO HUBO NINGUNA GUERRA. SÍ SE PRO-

DUJO CONTRA UN PUEBLO INDEFENSO UN GENOCIDIO, CON MILES DE MUERTOS, DESAPA-

RECIDOS, DETENIDOS Y TORTURADOS QUE CLAMAN EL DERECHO DE VERDAD Y JUSTICIA. 

Hasta el día de hoy, ese derecho ha sido negado. A través de los mecanismos aberrantes como las 

leyes de Punto Final y Obediencia Debida y los Indultos Presidenciales, los genocidas están en libertad 

y algunos de ellos se presentan como candidatos en las próximas elecciones. 

SOBRE ESTA IMPUNIDAD ES IMPOSIBLE CONSTRUIR UN PROCESO DEMOCRÁTICO REAL. 

No estamos buscando la lista de los desaparecidos. En cambio son miles los hombres, mujeres, niños y 

ancianos, de todos los niveles sociales, que esperan en su dolor la luz y el respeto que merecen. Todos 

queremos saber qué hicieron con las miles de personas secuestradas y desaparecidas, a quienes arro-

jaron vivas de los aviones. Todos queremos saber quiénes lo hicieron, cuándo y por qué. ¿DÓNDE 

ESTÁN? ¿QUÉ HICIERON CON ESOS SERES HUMANOS? ÉSTE ES UN CLAMOR QUE SURGE 

DE LO MÁS PROFUNDO DE NUESTRO PUEBLO Y AFECTA A TODOS POR IGUAL.

Es necesario lograr el total esclarecimiento de los hechos vividos, y para eso Ud. tiene la responsabili-

dad de ordenar los pasos pertinentes. También hace falta que el legalismo ceda ante la ética y la Justicia, 

y que los responsables de tanto crimen sean removidos de sus puestos y sancionados con la inhabili-

tación perpetua a ocupar cargos públicos. 

En sus declaraciones trata de recuperar el sentido de la responsabilidad que debe guiar la vida de 

todo soldado y la Institución del Ejército. Distingue entre la Obediencia Ciega, falta de todo principio 

ético y que se encuadra fuera de la ley, y la Obediencia en Libertad que debe regir los principios y 

valores de todo ser Humano así como las Instituciones Armadas. 

En bien de la Verdad que debemos buscar incesantemente, si queremos cerrar las heridas aún pro-

fundas que afectan a nuestro pueblo, debe reconocerse que las responsabilidades no son solo de las 

Fuerzas Armadas, que hubo sectores de la sociedad cómplice de las atrocidades cometidas contra 
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el pueblo. La Patria Financiera, un Poder Judicial complaciente, sectores de la Iglesia que avalaron la 

represión. Martin Luther King decía que “... no le dolía tanto la represión de los malos, como el si-

lencio de los buenos...”. 

Después de la dictadura también, las leyes de impunidad elevadas por el Dr. Raúl Alfonsín fueron 

aprobadas por el Parlamento, por los legisladores sin conciencia o coraje y especulando con la co-

yuntura política. Los indultos presidenciales dictados por el Presidente Carlos Saúl Menem con sus 

graves consecuencias incluyendo la interrupción de procesos judiciales y el avasallamiento del Poder 

Ejecutivo sobre el Poder Judicial. 

Por eso le reitero General, que sus declaraciones son un primer paso, pero no son suficientes. 

Ud. señala que “... si no logramos elaborar el duelo y cerrar las heridas no tendremos futuro...”. 

Estoy de acuerdo en el enunciado pero cabe preguntarnos todos sobre los caminos a transitar para 

alcanzar el cometido. Sin duda llevarán un largo tiempo y mucha comprensión y sinceridad, como 

una férrea voluntad de lograrlo. 

Muchas veces he señalado que el futuro se construye con el coraje que tengamos de hacer el presen-

te. No existe otra manera. Se necesita mucho más coraje para asumir la responsabilidad de la Verdad 

y la Justicia que el coraje en un campo de batalla. 

Eso depende de todos nosotros, hacerlo sin odios ni rencor, con la actitud abierta y serena y con la 

firmeza y la decisión basada en la permanente búsqueda de la Verdad y la Justicia como los caminos 

para alcanzar la Paz. Es a partir de ese compromiso como podemos construir el futuro. 

Esperando que a este primer paso que ha dado se sumen otros en bien del pueblo y de la Verdad, 

le saludo atentamente y que la Paz y Bien ilumine la mente y los corazones de los miembros de las 

Fuerzas Armadas. 

Adolfo Pérez Esquivel

Premio Nobel de la Paz 

Buenos Aires, 28 de abril de 1995.

Fuente: Pérez Esquivel, “Carta Abierta de Adolfo Pérez Esquivel”.

Pero la posición del Ejército, hecha pública a través de la declaración 
del jerarca, fijó una actitud distinta al señalar que “Delinque quien vul-

varela-dutrenit 1a reimpresión.indd   193 19/08/16   12:20 p.m.

© Flacso México



194 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

nera la Constitución Nacional; delinque quien imparte órdenes inmo-
rales; delinque quien cumple órdenes inmorales; delinque quien, para 
cumplir un fin que cree justo, emplea medios injustos, inmorales”. Esta 
postura motivó otros pronunciamientos de autocrítica institucional por 
parte de la Armada y la Fuerza Aérea, con impacto tanto para Argentina 
como para la región, pues más adelante declaraciones similares fueron 
hechas por mandos militares chilenos (Gallo, 2003). Los hechos reve-
lados por Scilingo desataron una conmoción nacional e internacional 
como lo valoró el  argentino Adolfo Pérez Esquivel,7 Premio Nobel de 
la Paz (1980), en su carta de respuesta al mea culpa del teniente general 
Balza en 1995. 

Argentina fue así el país en donde la reactivación del tema de los 
derechos humanos tuvo mayor proyección y en donde las reacciones 
oficiales derivaron en políticas efectivas en función de las expectativas 
de verdad y justicia. En 1994 el país aprobó una ley reparatoria para be-
neficio de los causahabientes de personas desaparecidas.8 Sin duda fue el 

Quien fue una de las víctimas que logró sobrevivir. En ese carácter declaró en la Audiencia Nacional 
de España. “El lunes, la audiencia escuchó también el testimonio del argentino Adolfo Pérez Esquivel, 
Premio Nobel de la Paz en 1980, y de Julio César Strassera, fiscal durante el juicio de antiguos miem-
bros de la Junta Militar, en 1985. Pérez Esquivel recordó que fue confinado y torturado durante 14 
meses, a partir de 1977. Declaró a la audiencia que en una ocasión fue encadenado dentro de un avión 
que sobrevoló el Océano Atlántico durante una hora, en uno de los llamados “vuelos de la muerte”, 
en que muchos disidentes habrían sido arrojados vivos desde el aire. A diferencia de muchos, Esquivel 
no fue lanzado de la aeronave, pero se le mantuvo preso hasta 1978” (“Identifica torturada a Scilingo”, 
esmas.com).
“La Ley 24.411 establece un beneficio económico para los causahabientes de personas desaparecidas 
en situación de desaparición forzada o fallecidas como consecuencia del accionar represivo, con ante-
rioridad al 10 de diciembre de 1983. A los efectos de esta ley, se entiende por desaparición forzada de 
personas, cuando se hubiera privado a alguien de su libertad personal y el hecho fuese seguido por la 
desaparición de la víctima, o si ésta hubiera sido alojada en lugares clandestinos de detención o privada 
bajo cualquier otra forma del derecho a la jurisdicción. Las personas, cuya ausencia por desaparición 
forzada se hubiera declarado judicialmente en los términos de la ley 24.321, citada precedentemente, 
percibirán dicha reparación pecuniaria a través de sus herederos...” (“Ausencia por desaparición forzada. 
Buenos Aires, 7 de diciembre de 1994”, 1995).

7

8
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constante trabajo de organizaciones de derechos humanos9 lo que aportó 
evidencias con las que se iniciaron procedimientos jurídicos, venciendo 
escollos legales prácticos y también subjetivos.10 Situación que se retroa-
limentó con la paulatina autonomización del poder judicial haciendo 
posible, con profesionalismo y habilidad, encontrar resquicios legales 
para el juzgamiento de los delitos todavía impunes. Estos recursos judi-
ciales pudieron revertir la protección a militares que nunca habían sido 
juzgados tanto como a aquellos que sí lo habían sido, pero que habían 
obtenido luego su liberación gracias a los indultos presidenciales.

Un ejemplo de enorme significado por su repercusión en la reac-
tivación de los procedimientos judiciales, fue la demanda de Abuelas 
de Plaza de Mayo por el secuestro de más de doscientos bebés nacidos 
en cautiverio político, acogida por el juez Adolfo Bagnasco en 1996. 
El Informe Anual 2001 de Human Rigths da cuenta del desarrollo de 
esta causa: 

Casi un cuarto de siglo después del golpe de estado que llevó al poder al 
gobierno militar que gobernó de 1976 a 1983, Argentina seguía lidiando 
con su cruel legado de asesinatos, desapariciones y otros abusos. El juez 
federal Adolfo Bagnasco investigaba el robo de recién nacidos durante el 
régimen militar, un caso presentado por las Abuelas de la Plaza de Mayo 
en 1996, que no quedaba excluido por las leyes de amnistía del país. El 
caso estaba relacionado con la práctica de las Fuerzas Armadas de llevarse a 
bebés que habían sido desaparecidos junto con sus padres o habían nacido 
en cautiverio tras la detención de sus padres, y de entregarlos a familias de 
militares u otras personas consideradas simpatizantes al régimen. Se alegaba 
que más de 200 bebés habían sido secuestrados en dichas circunstancias. 

En libro elaborado por la organización “Abuelas” se rememora y ordena detalladamente el trabajo reali-
zado por el (re) encuentro con los nietos y por instalar en el espacio público a esos jóvenes y sus circuns-
tancias. Véase Abuelas de Plaza de Mayo, La historia de Abuelas. 30 años de búsqueda.
Un itinerario del proceso de búsqueda de la verdad de aquellos años está registrado en cels, Justicia, 
verdad, memoria y reparación de los crímenes de la dictadura.

9

10
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Nueve acusados estaban en arresto domiciliario, entre ellos los ex presidentes, 
Brig. Gral. Reynaldo Bignone y Gral. Jorge Videla, el ex miembro de la Junta 
Almirante Emilio Massera y el ex jefe de seguridad de la zona de Buenos Ai-
res, el Gral. Carlos Guillermo Suárez Mason. El 10 de agosto, otro oficial fue 
puesto en arresto domiciliario: el Gral. (retirado) Santiago Omar Riveros, ex 
Comandante de Institutos Militares e implicado en el robo de bebés nacidos 
en el hospital militar Campo de Mayo, a quien se lo recuerda además por 
explicar su papel durante la guerra sucia en Argentina  y afirmar que “No ha 
habido desaparecidos, sino terroristas aniquilados en el marco de una guerra 
revolucionaria y por tanto irregular”. La semana anterior, la Corte Suprema 
había rechazado una petición del Consejo Superior de las Fuerzas Armadas 
de que se sometiera el caso a la competencia de los tribunales militares (Hu-
man Rights Developments, 2001).

El reconocimiento del secuestro de niños como parte de los críme-
nes de lesa humanidad permitió activar un conjunto de encausamientos 
contra los responsables, señalan, asimismo, Sznajder y Roniger:

En 1998 se comienza a acusar a los líderes de las Juntas Militares como res-
ponsables del sistemático secuestro de neo-natos y su entrega y/o adopción 
ilegal. Durante 1999 los jueces Adolfo Bagnasco, Cristina Garzón de Lasca-
no, Roberto Marquevitch y María Servini de Cubría investigaron los casos y 
ordenaron el arresto de varios exmiembros de las juntas militares y otros altos 
oficiales, entre ellos Jorge R. Videla, Emilio Massera, Antonio Vañek, José 
Suppicich, Rubén Franco, Héctor Febres, Jorge Acosta, Cristino Nicolaides y 
Reynaldo Bignone. Cuando los casos fueron apelados ante la Corte Federal, 
ésta confirmó la detención de Videla y Massera, rechazando el argumento de 
que los casos habían sido ya juzgados (Sznajder y Roniger, 2007).

Además, en 1998, el Congreso se pronunció por la derogación de 
las leyes de Obediencia Debida y Punto Final (sin que ello pusiera fin 
a las trabas legales: sería años más tarde cuando la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, instancia competente que, como se verá, la dejó 
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firme11 cuando antes había rechazado demandas similares). Pero aunque 
en el caso no fuera concluyente esta primera decisión, la argumentación 
jurídica sobre los pros y los contras de las dos modalidades sostenidas 
como plausibles (derogar-anular) sería suficiente para sustentar algu-
nos encausamientos.12 Se fueron abriendo así caminos judiciales —por 
ejemplo, en lo referido a desapariciones, crímenes no protegidos en la 
ley de Obediencia Debida— y se delineó un trayecto que permitiría más 
tarde declarar la inconstitucionalidad de tales leyes.

“La Corte Suprema de Justicia de la Nación resolvió el 14 de junio de 2005, que las leyes de punto final 
y obediencia debida —leyes 23.492 y 23.521— son inválidas e inconstitucionales. A su vez se pronun-
ció sobre la validez de la Ley 25.7791, dictaminada por el Congreso de la Nación en 2003, que ya había 
declarado la nulidad de estas leyes. Lo hizo en una causa en la que intervienen el Centro de Estudios 
Legales y Sociales (cels) y las Abuelas de Plaza de Mayo” (cels, “Las leyes de Punto Final y Obediencia 
Debida son inconstitucionales”).
“El dictador Emilio Eduardo Massera tendrá que buscarse otra residencia donde permanecer bajo arres-
to y casi inmovilizado. La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial confirmó su quiebra y en 
un par de meses su paquete departamento de Libertador y San Martín de Tours estará en condiciones 
de ser rematado. La venta será para pagar la indemnización de Daniel Tarnopolsky por la desaparición 
de toda su familia, secuestrada por un grupo de tareas de la Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA) 
[…] El juicio por el que Massera debe pagar 125 mil pesos —con los intereses son ahora 200 mil— 
fue iniciado por Daniel Tarnopolsky después de que las leyes de Obediencia Debida y Punto Final le 
impidieron encarcelar a los responsables de la desaparición de su familia […]
	 En 1994 el juez Oscar Garzón, basándose en “la defensa del derecho a la vida” condenó a 
Massera, al ex comandante Armando Lambruschini y al Estado a pagar solidariamente (entre todos) 
un millón de pesos. La Sala III de la Cámara de Apelaciones confirmó la sentencia, pero perdonó a 
Lambruschini. El nuevo fallo establecía que el Estado tenía que aportar un millón de pesos y Mas-
sera 125 mil. En 1999, la Corte confirmó la decisión y el caso Tarnopolsky se convirtió en el pri-
mero en el que un represor era obligado a pagar de su bolsillo una indemnización a una víctima.  
La Corte, con los votos de Julio Nazareno, Antonio Boggiano, Carlos Fayt, Augusto Belluscio, Gustavo 
Bossert, Guillermo López y Eduardo Moliné O’Connor reconoció el carácter permanente del delito de 
desaparición forzada, es decir, el hecho de que el crimen se sigue cometiendo hasta que no aparezca el 
cuerpo de la víctima. El tribunal destacó también que la figura de delito permanente “ha sido recogida 
recientemente en la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas cuya ratifi-
cación fue autorizada por el Poder Ejecutivo nacional y goza actualmente de jerarquía constitucional”. 
Este expediente fue utilizado como jurisprudencia por el juez español Baltasar Garzón, quien embargó 
a los 98 procesados por genocidio, terrorismo y torturas en Madrid por más de 250 mil millones de 
euros” (Ginzberg, 2003).

11

12
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Caminos judiciales por delitos de desaparición en Argentina

El caso clave que complicó judicialmente al ‘Turco Julián’ y por el cual hoy recibirá sentencia, es pre-

cisamente el mismo que disparó la decisión de la Corte Suprema de declarar la inconstitucionalidad 

de las leyes del perdón.

Se trata de la desaparición forzada en 1978 de José Poblete y Gertrudis Hlaczic, y el apoderamiento, 

retención y ocultamiento de Claudia, la hija de la pareja, por entonces de ocho meses de vida. La 

criatura fue entregada por un coronel médico ya fallecido a los apropiadores Ceferino Landa (un ex 

teniente coronel) y su mujer Mercedes Moreira, quienes fueron condenados por ese hecho y de cuyo 

testimonio en este proceso desistió al defensa del imputado.

La pareja permanece en las listas de desaparecidos. De acuerdo con testimonios de sobrevivientes 

de El Olimpo recogidos por la organización Amnesty, la última vez que se lo vio con vida a él fue en 

enero de 1979: “Fue sacado en su propia silla de ruedas. Dos días después vimos la silla tirada en un 

rincón de la playa de estacionamiento”. 

Su hija vivió el calvario de decenas de jóvenes: fue entregada a un teniente coronel y su verdade-

ra identidad sólo pudo conocerse dos décadas después por una denuncia de Abuelas de Plaza de 

Mayo. La joven, Claudia Poblete, se reencontró con su familia biológica. Y la batalla judicial dio sus 

primeros pasos.

El 6 de marzo de 2001, el por entonces juez federal Gabriel Cavallo declaró la inconstitucionalidad de 

las Leyes del Perdón en las que se amparaban tanto Simón como Juan Antonio “Colores” Del Cerro, 

otro represor.

En noviembre de ese año, la Sala II de la Cámara Federal porteña, la misma que en 1985 juzgó y 

condenó a los ex comandantes de la dictadura, confirmó la decisión, así como el procesamiento para 

los dos represores.

En el contexto actual del desarrollo del derecho constitucional de los derechos humanos, la invalida-

ción y declaración de "inconstitucionalidadd” de estas leyes “no constituye una alternativa. Es una 

obligación”, habían señalado en su momento en un extenso fallo los camaristas Martín Irurzun, Ho-

racio Cattani y Eduardo Luraschi. La Corte completa ahora el camino.

Fuente: “Caso Poblete, el disparador del fallo de la Corte”, clarin.com, 4 de agosto de 2006.

Recuadro 26
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De este modo, desde mediados de los años noventa comenzó en 
Argentina un nuevo período en lo concerniente al derecho a la verdad. 
Siendo una tradición que proviene de épocas pretéritas, se plasmó como 
un procedimiento inédito en diversos lugares del país pero tuvo en La 
Plata un espacio privilegiado.

La ciudad de La Plata había sido especialmente víctima del terroris-
mo de Estado y allí comenzaron los juicios a raíz de una presentación de 
la apdh, realizada en abril de 1998. A partir de septiembre de ese año, el 
Tribunal tomó audiencias orales y públicas todos los días miércoles. En 
un análisis contemporáneo, Hernán I. Schapiro señalaba:

La pugna entre el reclamo de justicia y la progresiva impunidad, unido segura-
mente a otros factores, como el señalado impacto de la creciente internaciona-
lización de la defensa de los derechos humanos y la debilidad de la corporación 
militar, propiciaron la apertura de los ‘juicios por la verdad’. De modo que estos 
procesos vienen a ubicarse, según la óptica que se adopte, como una de aque-
llas formulaciones jurídicas alternativas, producto del reclamo constante de los 
organismos de derechos humanos, en un contexto de progresiva denegación de 
justicia o bien como la respuesta política adoptada por el Poder Judicial ante 
estos reclamos [hay que tener en cuenta que] el objeto de los «juicios por la ver-
dad» —cuyo rasgo central es el de ser declaradamente no punitivos— consiste 
en el esclarecimiento de los delitos cometidos por el terrorismo de Estado, la 
averiguación del destino final de los desaparecidos, las circunstancias en las que 
se produjeron las desapariciones, la individualización de los responsables de tales 
ilícitos y su denuncia ante jueces que no tengan limitada su jurisdicción […] 

Toda respuesta que se ensaye, reitero, será necesariamente provisional, pero 
convendría destacar que, por el momento, los «juicios por la verdad» —pese 
a que bien pueden ser entendidos como respuesta meramente paliativa del 
Poder Judicial ante los sostenidos reclamos de justicia—, parecen haberse con-
vertido en una especie de reducto en el cual las organizaciones defensoras de 
los derechos humanos y los funcionarios judiciales y de otros poderes también 
comprometidos con éstos, libran una suerte de batalla que consiste, básica-
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mente, en mantener abierto ese espacio y encontrar, a partir de él, las formas 
de canalizar las ansias de justicia. En otras palabras, reconociendo la impor-
tancia de la averiguación de la verdad, considerar a ésta sólo como una etapa 
en la consecución de la justicia (Schapiro, 2001-2002: 359-401). 

En la actualidad, la labor de investigación ha dejado el testimonio de 
más de 800 personas y  2200 expedientes que pese a haberse iniciado en 
el marco de un procedimiento que buscaba el esclarecimiento sin efectos 
penales,13 a partir  de la anulación de las leyes de Punto Final y Obedien-
cia Debida, han servido de base para el reinicio de los procesos penales. 
Los juicios por la verdad se iniciaron en un contexto específico pero 
han cambiado su proyección en esta última década.

El creciente ejercicio procesal de la jurisdicción internacional desde 
mediados de los años noventa en contra de militares conosureños, dic-
tando encausamientos y solicitudes de extradición, coadyuvó a quebrar 
el silencio y la impunidad. Scilingo fue llamado a declarar por el juez es-
pañol Baltasar Garzón en 1996, magistrado que había iniciado un juicio 
contra militares argentinos por la desaparición y asesinato de ciudadanos 
españoles durante la dictadura. A raíz de ese llamado, el marino argen-
tino ratificó sus declaraciones y en abril de 2005 fue condenado por la 
Audiencia Nacional de España a 640 años de prisión.14 Su caso resultó 

Véase “Resolución 18/98” de la Cámara Federal de La Plata, que abre el Juicio por la Verdad.
“El ex marino Aldolfo Scilingo fue condenado hoy por la Audiencia Nacional de Madrid a 640 años 
de prisión por los delitos de lesa humanidad, detención ilegal y torturas, por lo que se convirtió 
en el primer militar argentino juzgado en presencia en el extranjero y que cumplirá sentencia. La 
Justicia española consideró al ex represor como autor responsable del delito de lesa humanidad, 
por 30 muertes, una detención ilegal y torturas. La condena de 640 años, que fue leída por el juez 
Fernando García Nicolás, surge de la sumatoria de 30 penas de 21 años de prisión por los asesina-
tos, y dos penas de 5 años por torturas y detención ilegal. La responsabilidad penal de Scilingo se 
sustentó fundamentalmente en sus propias declaraciones judiciales prestadas ante el juez de instruc-
ción Baltasar Garzón a su llegada a España en 1997. Si bien durante el juicio Scilingo se retractó 
de sus dichos frente a Garzón, el tribunal constató sus declaraciones ‘de toda la prueba testificada 
y practicada y documentos, tales como cartas remitidas a diversas personas públicas en Argentina’” 
(“Histórica sentencia. Scilingo fue condenado a 640 años de prisión”, 2005). Véase la sentencia en 
<http://www.derechos.org/nizkor/espana/juicioral/doc/sentencia.html>.

13
14
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novedoso por distintas razones. Fue el primer militar argentino que la 
justicia española declaró culpable por crímenes de lesa humanidad así 
como por detención ilegal y tortura, estando el condenado presente.

Otro proceso relevante llevado a cabo en España, que también involu-
cró a un militar argentino, fue el de Ricardo Miguel Cavallo (alias “Sérpi-
co” o “Marcelo”). Acusado de crímenes de terrorismo, genocidio y tortura, 
en septiembre del año 2000, el juez Baltasar Garzón solicitó su extradición 
bajo el principio de la jurisdicción universal. Cavallo se encontraba en 
México donde fue detenido y el Estado mexicano, luego de distintas con-
troversias jurídicas, aceptó cumplir con la solicitud, pero excluyendo la 
acusación de tortura por considerar que había expirado. Fue remitido a 
España tres años después de su arresto. Era la primera vez en que un Esta-
do extraditaba efectivamente a un ciudadano acusado por otro Estado de 
crímenes cometidos en un tercer Estado.15 La justicia española lo enjuició 
por 227 desapariciones, 110 secuestros, 16 robos de bebés nacidos en cau-
tiverio y 21 torturas, pero en 2007 aceptó el derecho de precedencia de 
Argentina (país donde delinquió) para juzgarlo, entregándolo a ese país.

En el caso de Pinochet, en que también estaban involucrados tres estados, si bien la justicia autorizó la 
extradición a España ésta no se realizó porque el gobierno británico lo liberó aduciendo motivos huma-
nitarios, lo que le permitió regresar a Chile.

15

Caso Ricardo Miguel Cavallo (alias “Sérpico” o “Marcelo”)

El Gobierno ha autorizado hoy la extradición a Argentina del ex militar Ricardo Miguel Cavallo para 

que sea juzgado en su país. La noticia ha sido anunciada tras el Consejo de Ministros de hoy por la 

vicepresidenta del Gobierno María Teresa Fernández de la Vega.

Cavallo, procesado por el juez de la Audiencia Nacional Baltasar Garzón, se encuentra en prisión 

en España desde junio de 2003 acusado de delitos de lesa humanidad durante la dictadura militar 

argentina entre 1976 y 1983, después de que México, país en el que fue detenido en 2000, decidiera 

enviarlo a España para ser juzgado por la Audiencia Nacional.

Recuadro 27
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En México fue detenido después de ser reconocido por varios supervivientes de los centros clandestinos 

de detención montados por la dictadura argentina. Garzón lo procesó por su actividad en la cárcel ile-

gal que funcionó en la sede de la Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA) durante el régimen militar.

Un juez argentino solicitó a España la extradición a finales de 2006 para poder juzgarlo en su país, 

después de que la Audiencia rechazara juzgarlo para dar prioridad a la justicia argentina. 

Fuente: “El Gobierno decide extraditar al argentino Cavallo”, ElPAIS.COMEspaña, 29 de febrero de 2008.

Sin embargo debido a una reacción suscitada en el ámbito político 
español, a una década y media de la condena a Scilingo y a casi diez años 
de la solicitud de extradición de Cavallo al gobierno mexicano, en España 
se aprobaría una ley por la que la Audiencia Nacional no podrá ya seguir 
juzgando presuntos crímenes ocurridos fuera del país que no involucren 
intereses de la propia España, restringiendo el ejercicio de la jurisdic-
ción universal por parte de tribunales de esa nación (Montaner, 2009).  
Tal decisión ha recibido fuertes críticas de organizaciones de derechos 
humanos.16 Mas la intervención de España en todo caso ya había causa-

“Las organizaciones sociales, organizaciones  de derechos humanos, sindicatos, grupos  de solidaridad, 
ONG de desarrollo, asociaciones de profesionales y las personas de bien del mundo entero, que va-
loran la causa de la paz, la justicia, la lucha contra la impunidad y el respeto irrestricto a la dignidad, 
derechos de las víctimas y los derechos humanos cuya defensa nos une más allá de ideologías y plan-
teamientos políticos. 

	 Manifestamos:
El día 19 de mayo del 2009, el Congreso de los diputados acordó, con el apoyo de los grupos mayo-
ritarios, modificar el artículo 23.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que consagra el principio de 
jurisdicción universal, desvirtuando totalmente su contenido y alcance. Esta trascendental decisión 
que limita al juez a conocer únicamente causas que tienen una “conexión nacional” y establece un 
criterio de admisibilidad que ni siquiera permite valorar cuándo un proceso judicial constituye una 
efectiva persecución de un crimen. Dicho acuerdo se tomó de tapadillo, aprovechando el trámite de 
Enmiendas al Proyecto de Ley de Reforma de la Legislación Procesal para la Implantación de la Ofi-
cina Judicial, lo que ha sustraído esta reforma al necesario debate informado que la cuestión exige.  
Con la citada modificación España entraría en la lista de los países más restrictivos para el ejercicio de la 
jurisdicción universal. De este modo, podrá perseguirse a los presuntos delincuentes si estos se encon-

16
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do su efecto en el “deshielo” del estado de impunidad, por lo que otras 
agendas públicas, en especial la argentina, comenzaron a admitir nueva-
mente, y en forma más eficaz, las denuncias pertinentes.

Chile

Luego del Informe Rettig, mientras se otorgaban reparaciones que bene-
ficiarían a alrededor de 7000 personas (de acuerdo a una recomendación 
del mismo Informe y por disposición de la Ley de Reparación de 1992) 
un discreto, moderado pero sostenido esfuerzo condujo a algunas con-
denas, no obstante la protección que la vigencia de la Ley de Amnistía de 
1978 otorgaba a los acusados. Esta tendencia ya había adquirido relieve 
desde el asesinato del ex canciller Orlando Letelier —cuyo seguimiento 
judicial había comenzado desde los tiempos mismos de la dictadura17 
con reclamos de la justicia estadounidense y había concluido a media-
dos de los años noventa con las condenas del general retirado Manuel 
Contreras y del brigadier (retirado) Pedro Espinoza—.18 Se sucedieron 

traran presentes en España, si las víctimas fueran españolas, si concurriera algún vínculo de conexión 
relevante con España (aún no expresado en la ley) y siempre que un tribunal internacional u otro 
“tribunal competente” no haya abierto una investigación sobre el asunto […]” (Amnistía Internacional, 
sección española, 2009).
También durante la dictadura se presentan otros casos sobre algunos de los numerosísimos crímenes que 
resultan en su proceso particular y dramáticamente irónicos para el régimen. Por ejemplo, a finales de 
1978, fueran descubiertos en la mina de Lonquén, provincia de Santiago, dos hornos en cuyo interior se 
encontraban alrededor de quince cadáveres; la Corte Suprema designó a un ministro (Bañados) para que 
se encargara de la investigación. La conclusión fue que los cadáveres correspondían a personas que habían 
sido señaladas como desaparecidas y que los autores de los homicidios eran funcionarios policiales por 
lo cual se declaró incompetente. El ministro turnó el caso a la justicia militar y tuvo un impacto consi-
derable porque fueron juzgados y acusados ocho carabineros. Su causa fue luego sobreseída, acogiéndose 
a la ley de amnistía en 1979. Ese año hubo otro descubrimiento similar en el cementerio principal de 
Santiago. Se encontraron alrededor de trescientas fosas con cadáveres de personas no identificadas. La 
onu hizo una referencia directa al caso (cidh, 1978; cidh, 1979-1980; y onu, 1979).
Ya en 1978 el periódico Washington Post sugería que Pinochet habría estado involucrado en el asesi-
nato Letelier-Moffit. En ese mismo año, los tribunales de justicia estadounidenses pidieron la extra-

17
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progresivamente procesamientos, condenas y prisiones a responsables de 
delitos contra los derechos humanos.19 

Por otro lado la impunidad se hacía patente en la permanencia en 
puestos políticos de Augusto Pinochet más allá de la terminación de 
su presidencia, primero como comandante en jefe del Ejército y luego 
como parte del grupo de senadores vitalicios.20 La constitución plebis-
citada en  1980 había consagrado un espacio de privilegio al estamento 
militar que ponía en duda la solidez de la restauración democrática. El 
segundo gobierno de la Concertación de Partidos por la Democracia, 
encabezado por Eduardo Frei Ruiz-Tagle (1994-2000), se topó con el 
significado cabal de esta situación en dos aspectos relacionados con el dic-
tador. El primero fue la incorporación de Augusto Pinochet al Congre
so como senador vitalicio, el 11 de marzo de 1998, de acuerdo con la 
citada constitución de 1980.21 Si la presencia del dictador como coman-
dante en jefe del Ejército durante los primeros años de la transición 
consagraba una lesión para la institucionalidad democrática, resultó de 
un simbolismo aún mayor el que ocupara un lugar en el poder legislativo 
chileno siendo emblema de la oposición y, más ampliamente, de las 
pretensiones de legitimidad de la pasada dictadura.

dición de Manuel Contreras, Pedro Espinoza y Fernández Larios, por la posible participación en los 
crímenes de Letelier y de su secretaria, la estadounidense Moffit. Al año siguiente, la Corte Suprema 
de Chile rechazó tal petición. 
Cabe mencionar que durante la presidencia de Patricio Aylwin, fueron alrededor de doscientos casos 
presentados a los tribunales, pero sólo dos fueron condenatorios. Las denuncias se recogieron pese 
a que, según la “doctrina Aylwin”, la ley excluía el procesamiento de los culpables, pero no impedía 
el esclarecimiento de los hechos con la finalidad de que los familiares encontraran a sus muertos. La 
Ley de Amnistía de 1978 no protegía abusos cometidos después de esa fecha. Esto permitió que una 
conjunción de reinterpretaciones legales, condiciones políticas y recambio generacional en el Tribunal 
Supremo diera lugar a  un sostenido trabajo de investigación judicial que se concretó en algunas senten-
cias condenatorias (Barahona de Brito, 2002).
En 1997 fracasó por tercera vez un proyecto de la Concertación que se proponía reformar la Constitu-
ción para eliminar la figura de senadores designados. Propuesta que, como se verá en el capítulo 6, se 
logró cumplir en 2005.
De acuerdo con la Constitución, nueve eran los senadores designados con carácter vitalicio; cuatro de 
estos escaños correspondían a quienes habían sido comandantes de las Fuerzas Armadas.

19

20
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El segundo asunto fue el histórico arresto de Pinochet, ejecutado 
por la policía metropolitana de Londres el 16 de octubre de 1998, en 
respuesta a la solicitud de extradición del juez español Baltasar Garzón 
basada en los delitos de lesa humanidad ocurridos durante la dictadura.22 
Como consecuencia, en el último año de la gestión de Frei Ruiz-Tagle, 
con el argumento de la defensa de la soberanía, el gobierno chileno se 
dio a la controvertida y larga tarea de rescatar a Pinochet de su arresto 
en el Reino Unido. Ante la intervención de la justicia extraterritorial, se 
planteaban distintos retos, pero lo esencial seguía estando en el ámbito 
nacional, donde en forma concomitante se dio un rediseño de la política 
de esclarecimiento de los hechos del pasado y del trabajo de la justicia con 
referencia a los delitos relacionados. 

En esta circunstancia se formó la muy cuestionada Mesa de Diálogo 
(1999-2000),23 con el fin de aclarar exclusivamente el tema de los de-
tenidos-desaparecidos dejando fuera otras violaciones de los derechos 
humanos bajo la dictadura. Ello dio lugar, en 2003, a la creación de la 
Comisión Nacional de Prisión Política y Tortura (Comisión Valech). 
La limitación de la Mesa de Diálogo se sumó a otras que desataron 
críticas de los organismos de derechos humanos:

No aceptaremos concurrir a un diálogo con los mandos institucionales de las 
FF.AA., diálogo que sólo ayudará a limpiar su imagen, menos aún cuando el 

Ya desde 1996 en la justicia española se dio curso a la denuncia presentada por el presidente de la 
Unión Progresistas de Fiscales de España y fiscal de Valencia, Miguel Miravet, contra los miembros 
de la Junta Militar de 1973. La denuncia estaba elaborada bajo los cargos de secuestro, tortura y 
asesinato de ciudadanos españoles. La Fiscalía General de la Audiencia Nacional reconoció, en ese 
momento, la competencia para juzgar tales actos (Montoya y Pereyra, 2000).
Convocada por el ministro de defensa Edmundo Pérez Yoma, la Mesa traía como herencia un contro-
vertido debate en torno a los resultados de la cnvr y de la Corporación de Reparación. Los militares 
no los habían avalado, tampoco algunos de los grupos políticos más conservadores y para las agrupa-
ciones de familiares de detenidos desaparecidos se trataba de un señalamiento de carácter moral hasta 
que no se aplicara la justicia y los responsables fueran castigados. Los temas a abordar fueron también 
elemento de controversia: revisión y responsabilidad  históricas y detenidos desaparecidos. Véase <www.
mesadedialogo.cl>. 

22
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círculo de militares en retiro y las declaraciones del Comandante en Jefe del 
Ejército, general Izurieta, refuerzan categóricamente su tradicional rechazo a 
la verdad y la justicia en los miles de casos de violaciones de derechos huma-
nos ocurridas durante la dictadura de Pinochet. Se equivocan al aceptar un 
escenario que coloca el tema fuera de los Tribunales de Justicia y lo convierte 
en una cuestión coyuntural y no estructural. 

El pinochetismo de los cuarteles y fuera de ellos, ha desarrollado distintas 
maniobras para buscar revertir la situación. En particular las FF.AA. ven apa-
recer las huellas de la verdad que ocultaron celosamente por años; los juicios 
por la Caravana de la Muerte, los avances en el caso de la operación Alba-
nia, los resultados de la investigación por el crimen de Tucapel Jiménez, los 
antecedentes por el asesinato del General Prats y su esposa en Argentina, la 
aplicación de la figura de secuestro en el caso de los detenidos desaparecidos; 
en fin, son muchos los elementos que han ensanchado la conciencia del país en 
la búsqueda por la verdad y la justicia.24 

La Mesa de Diálogo constituyó la segunda instancia creada oficial-
mente para la investigación, diferente sin duda a la primera (la cnvr). Fue 
integrada por civiles —representantes de la iglesia católica, abogados y 
defensores de derechos humanos— más las Fuerzas Armadas y Carabine-
ros. En cambio, la Agrupación de Familiares de Detenidos-Desaparecidos 
rechazó participar. En el controvertido desempeño de la Mesa destacó un 
expediente que contribuyó a dar mayor fuerza al debate: la disposición 
legal que establecía el secreto profesional. Mediante esta norma, los milita-

El 6 de septiembre de 1999, en las oficinas de la Corporación de Promoción y Defensa de los Derechos 
del Pueblo (codepu), se realizó una conferencia de prensa de los Familiares de Detenidos Desaparecidos, 
Familiares de Ejecutados Políticos, Agrupación de Ex-Presos Políticos, Coordinadora de Exonerados de 
la Armada y Abogados de Derechos Humanos, a propósito de la propuesta del ministro de Defensa Pérez 
Yoma en torno a un acuerdo sobre las violaciones de los derechos humanos cometidas por los militares 
chilenos. En esta conferencia Nelly Berenguer, esposa de un detenido desaparecido,  leyó la Carta Abierta 
(extractada en el texto) (“Rechazamos la ‘Mesa de Diálogo’: queremos justicia. Carta Abierta al gobierno 
de la Concertación. Organizaciones de Derechos Humanos. Chile, a 6 de septiembre de 1999”).

24
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res podían brindar información sin que fueran identificados y menos aún 
responsabilizados individualmente por los hechos que relataban.

Es necesario prestar atención a ciertos elementos que operaron en 
el contexto en el que se desempeñó la Mesa. En especial, vale subrayar 
que, en dicha circunstancia, recobró importancia la teoría de los “dos 
demonios” —inaugurada por Alfonsín en Argentina y no ajena a pro-
cesos políticos similares en la región— lo mismo que el papel de salva-
guarda de las Fuerzas Armadas. Una carta de Pinochet al presidente del 
Senado chileno, acerca de las circunstancias que se estaban viviendo en 
Chile y, de manera implícita, las suyas propias, marcó los debates cuan-
do se inició el trabajo de la Mesa.

Carta de Augusto Pinochet al presidente del Senado chileno

 […] no pido ni exijo nada, tampoco busco protagonismo alguno. Por el contrario, sólo me anima 

contribuir en la reflexión que en Chile se está haciendo. En tal perspectiva, hago votos porque los 

esfuerzos de todos los sectores logren el propósito que los inspira.

Espero que mis palabras, como asimismo la actitud que reflejan cooperen a fortalecer la democracia, 

a obtener la unidad nacional, recuperar el derecho de enfrentar estos problemas y aspirar a que se 

obtenga el desarrollo pleno de los chilenos, objetivos que han motivado siempre las resoluciones que 

he adoptado. […]

En esa perspectiva, a las Fuerzas Armadas y Carabineros se le han imputado determinadas acciones, 

acaecidas en un ambiente de violencia y lucha armada difícil de comprender ahora con las concep-

ciones y modelos de vida que en el mundo y en Chile se han impuesto, exigiéndoseles respuestas e 

interrogantes que no pueden satisfacer en los términos que se le demandan.

No obstante lo anterior y conociendo de su firme compromiso con los superiores intereses nacionales, 

no me cabe duda que harán todos los esfuerzos necesarios que contribuyan a la unidad de los chile-

nos, como también tengo la certeza lo harán con mayor propiedad, quienes hemos pasado por sus 

filas, testigos de momentos que para las actuales generaciones no es fácil reconstituir. […]

Fuente: En <http://www.noticias.nl/11sept/uk_carta_pin8_11sept99.html>.

Recuadro 28
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El senador Sergio Onofre Jarpa declaró al respecto: 

El mensaje del ex Presidente nos hace sentir su patriótica preocupación por 
la situación interna de nuestro país, alterada por los ataques y campañas de 
desprestigio contra el gobierno de las Fuerzas Armadas y Carabineros, que 
debió asumir en 1973. Y como él mismo lo señala, es necesario hoy encon-
trar la “verdad histórica”, y no seguir distorsionando o silenciando los hechos 
que originaron el período de convulsiones políticas que afectó a nuestro país. 
Pensamos que la oportunidad de hacerlo es ahora cuando está instalada la 
Mesa de Diálogo…Ahora sí debería ser posible, entre otros aspectos, por qué 
se proclamó y se organizó en Chile la lucha armada para la toma del poder, 
y examinar los acuerdos del Partido Socialista, en sus congresos de Linares 
(1965) y Chillán (1967) (Jarpa, 10 de octubre de 2009: D: 9. Citado en Brian 
y Lira, 2002: 281-282).

Por su parte José Zalaquett, integrante de la Mesa de Diálogo, cir-
cunscribía de manera distinta el objetivo de esta instancia en la sesión 
del 24 de septiembre de 1999: 

Pienso que está mesa debe proponerse dos objetivos principales:

a)	 Contribuir a establecer la verdad respecto de las más graves violaciones de 
derechos humanos del pasado, en lo que aún no ha sido esclarecida; esto 
es, principalmente, la verdad sobre la suerte y paradero de más de 900 
detenidos desaparecidos.

b)	 Contribuir a que las responsabilidades sobre violaciones de derechos hu-
manos y sobre todo hechos relacionados con el quiebre de nuestra con-
vivencia, sean debidamente reconocidas y asumidas por las personas, sec-
tores, institutos armados y políticos que corresponda.

	 Si pudiéramos avanzar hacia el primero de esos objetivos, ya se justificaría 
nuestro trabajo, aunque el segundo, esto es, el reconocimiento de distintas res-
ponsabilidades, es también esencial para la tarea de refundación ética en que 
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todos debiéramos estar empeñados y para enseñanza de futuras generaciones. 
(Brian y Lira, 2002: 279).

A su vez la opinión de las Fuerzas Armadas se manifestó en las de-
claraciones del  brigadier general Juan Carlos Salgado, formuladas en la 
sesión del 13 de enero de 2001: 

Oportunamente sostuvimos que la búsqueda de la justicia absoluta puede 
atentar contra la paz social. De allí que una propuesta —como la que ha 
efectuado el Gran Maestro de la Masonería— que permita la persecución 
de responsabilidades penales, incluyendo las condenas respectivas, en todo el 
período que va del 11 de septiembre de 1973 al 10 de marzo de 1978, sin 
distinción, tiende a desconocer la amnistía vigente como instrumento de pa-
cificación nacional (Jarpa, 10 de octubre de 2009: D: 9. Citado en Brian y 
Lira, 2002: 282).

Ante estas posturas, tomando en cuenta la constitución y a propósi-
to de la Mesa de Diálogo, las asociaciones de familiares y otras agrupa-
ciones de derechos humanos, como ya se mencionó, declararon desde 
un inicio su rechazo marcando clara distancia respecto de esta instancia: 

 
La memoria social ha sido tenaz y persistente, y se ha convertido en queja real, 
por ello esta “Mesa de Diálogo” resulta, al igual que en otras oportunidades, 
contraria a lo que se desearía encontrar. Busca por sobre todo alimentar con 
una imagen de diálogo y olvido, las maniobras para evitar el juicio del dictador 
Pinochet, intenta dividir el campo de los derechos humanos y, por sobre todo, 
intenta construir la idea de que la justicia impediría la verdad; pretende con 
una frivolidad exacerbada, señalar que la impunidad puede producir paz social.

En Chile lo ético, lo que provocará la curación de las heridas, no sólo de los 
familiares de las víctimas sino que de toda la sociedad, se logrará conociendo 
la auténtica verdad de los hechos, dignificando la memoria histórica de las 
víctimas y llevando a los criminales de violaciones de derechos humanos a un 
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verdadero juicio (confróntese <http://www.archivochile.com/Derechos_humanos/ 

M_Dialogo/org_ddhh_pol/ddhhorgpol0014.pdf>).

El Acuerdo (documento final) de la Mesa de Diálogo también gene-
ró opiniones contrarias, en un momento en que ya había asumido como 
nuevo presidente de Chile el socialista Ricardo Lagos (2000-2006).

Fragmentos del Acuerdo de la Mesa de Diálogo. 

I. Reflexiones fundamentales

La mesa de diálogo fue convocada por el Supremo Gobierno porque subsiste entre los chilenos un 

desencuentro que dificulta que el país avance unido hacia el futuro.

Chile sufrió, a partir de la década de los 60, una espiral de violencia política que los actores de en-

tonces provocaron o no supieron evitar. Fue particularmente serio que algunos de ellos hayan propi-

ciado la violencia como método de acción política. Este grave conflicto social y político culminó con 

los hechos del 11 de septiembre de 1973, sobre los cuales los chilenos sostienen, legítimamente, 

distintas opiniones.

Sin embargo, hay otros hechos sobre los cuales no cabe otra actitud legítima que el rechazo y la 

condena, así como la firme decisión de no permitir que se repitan. Nos referimos a las graves viola-

ciones de los derechos humanos en que incurrieron agentes de organizaciones del Estado durante 

el gobierno militar. Nos referimos también a la violencia política cometida por algunos opositores al 

régimen militar.

[…]

Respecto de los poderes del Estado, se solicita lo siguiente: 

Al Poder Ejecutivo: 

—Que proponga, en el más breve plazo posible al Congreso Nacional y con la urgencia del caso, las 

modificaciones legales necesarias con el objeto de establecer el secreto profesional para quienes re-

ciban o recaben información sobre el paradero de los detenidos desparecidos. 

Recuadro 29
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Al Congreso Nacional: 

—Que otorgue la máxima prioridad al proyecto de ley que proponga el Presidente de la República en 

orden a establecer el secreto profesional. 

A la Corte Suprema: 

—Que designe Ministros en Visita a fin de que se aboquen y otorguen especial atención a las cau-

sas que, con motivo de la información remitida por el Presidente de la República, sea necesario ins-

truir para los fines de aclarar el paradero de los detenidos desaparecidos. En aquellos casos en que 

la nueva información corresponda a procesos que se encuentran en actual tramitación, ésta deberá 

remitirse al tribunal correspondiente. 

—Que instruya a los Ministros en Visita para que las causas sean tramitadas con la mayor expedición 

posible, especialmente en lo referente a la localización, exhumación, identificación, establecimien-

to de la data y causas de la muerte, así como la entrega de los restos a sus familiares, todo ello de 

acuerdo con la legislación vigente. 

Solicitamos al señor Presidente de la República, como máxima autoridad de la Nación, que una vez 

finalizada la vigencia de las medidas propuestas, evalúe los resultados del conjunto de estos esfuer-

zos, y, si lo estima necesario, las prorrogue por otros seis meses. 

Le solicitamos asimismo, que luego de esa evaluación y si lo estima necesario, impulse medidas com-

plementarias para conseguir los objetivos propuestos. Con ese fin, la Mesa de Diálogo pone a su 

disposición el conjunto de sus estudios y debates sobre medidas analizadas, aunque no acordadas, 

que pudiera considerar viables. 

[…]

Fuente: En <http://www.derechos.org/nizkor/chile/doc/mesa.html>.

Tales opiniones respondían de manera resumida a: i) el señalamien-
to de la responsabilidad de los agentes del Estado y también de organiza-
ciones y personas de la oposición en crímenes y violaciones de derechos; 
y ii) la crítica al establecimiento oficial del “secreto profesional”, con-
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vertido después en ley, que impedía cualquier intención de juicio o con-
dena pública.25 

No obstante las críticas, el segundo párrafo del Acuerdo resultó im-
portante, porque al participar en el mismo las Fuerzas Armadas, en 
cierta medida puede ser considerado un reconocimiento de los violacio-
nes cometidas por la institución militar pese a lo declarado anteriormen-
te con relación al Informe de la Comisión Rettig26. No se debe olvidar 
que en 1999,

[…] el entonces comandante en jefe de la Armada de Chile en un programa 
televisivo negó que naves de la Armada hayan servido como centros de tortura 
durante la dictadura. No obstante, la semana pasada un antiguo oficial de 
Armada reconoció que Michael Woodward, un ciudadano británico-chileno 
y sacerdote, murió hace 35 años en el buque escuela Esmeralda luego de una 
brutal golpiza y tortura (Sugarman, 11 de noviembre de 2008). 

Luego del 13 de junio de 2000 —cuando concluyó la labor de la 
Mesa de Diálogo y se entregó el documento final al presidente Lagos 
en el Palacio de la Moneda, con la presencia de sus integrantes, los co-
mandantes en jefe de las Fuerzas Armadas y Carabineros y los dirigentes 
de los partidos políticos de gobierno y de oposición—, continuó un 
proceso en el que la valoración del papel y los resultados de la Mesa 

Algunas de las voces de la oposición resumen la corriente de impugnación a la Mesa y su Acuerdo: 

“‘entendemos que es una ley encubierta de punto final’  declaró Viviana Díaz, presidenta de la 
Agrupación de Familiares de Detenidos-Desaparecidos (Qué Pasa, 2000: 12). La Central Unitaria 
de Trabajadores (cut) y el Partido Comunista protestaron “por la aprobación de la norma que 
asegura la reserva de quienes entreguen antecedentes sobre casos de detenidos-desaparecidos” (La 
Segunda, 23 de junio de 2000). La Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos se opuso a 
los acuerdos de la Mesa “por estimar que su objetivo es lograr la impunidad para los responsables 
de la desaparición de chilenos” (El Mercurio, 2 de julio de 2000, cuerpo D: 12-13, tomado de 
Zalaquett, 2000).

Véase el capítulo 3 de este libro.
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resultarían divergentes según los actores involucrados.27 En la evolución 
del tratamiento del pasado quizá fue sustantiva la serie de medidas que 
se derivaron del documento. La propia creación del organismo había 
implicado un componente no despreciable. Pero esta evolución fue in-
fluida por la circunstancia del regreso de Pinochet —debido a que el 
Reino Unido no ejecutó la orden de extradición a España—antes de que 
terminara el trabajo de la Mesa. 

Pinochet fue recibido solemnemente en el ámbito castrense, pero 
sufrió un primer desafuero como senador que emitió la Corte Suprema 
el 8 de agosto de 2000. Los mandos militares reaccionaron señalando 
que se estaban debilitando las condiciones de confianza deseables para 
obtener información veraz acerca de las violaciones de los derechos hu-
manos durante el régimen de facto.28 

Con independencia de dicha manifestación, se siguieron fincando 
responsabilidades al ex dictador por diversas acusaciones, como las de la 
Caravana de la Muerte, la Operación Colombo, Villa Grimaldi y Ope-
ración Cóndor. Empero, tendencias encontradas retroalimentaban dos 
líneas de acción opuestas: por un lado, la que procuraba su desafuero 
como senador vitalicio y por el otro, la que pugnaba por lograr que una 
iniciativa presidencial de Frei, apoyada por el Congreso, le otorgara un 
fuero especial adicional en calidad de ex presidente. De tal suerte que 
desde su regreso a Chile el 3 de marzo de 2000, luego de la decisión de 
liberarlo por parte del Ministerio de Interior británico, hasta su muerte 
el 10 de diciembre de 2006, Pinochet fue desaforado en diferentes opor-
tunidades, detenido, procesado y sobreseído por supuesta demencia. 
Obtuvo también cambio de carátulas de cargos (de autor a encubridor) 
y libertad bajo fianza, pero por otro lado sobre él cayó también la acusa-

Véase el análisis de Zalaquett citado arriba en <http://www.cepchile.cl/dms/lang_1/doc_1124.html>.
Como señala Zalaquett (2000): “[…] los comentarios de estos voceros sugieren que la confianza de-
pende de algunos factores imponderables, además de las garantías entregadas. También pueden indicar 
que el mundo militar esperaba que el acuerdo alcanzado influyera en las decisiones del Poder Judicial 
en los casos que afectan a personal militar, aunque la Mesa se cuidó de no interferir en las prerrogativas 
de los tribunales”.
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ción de enriquecimiento personal y familiar, congelándose sus cuentas 
bancarias. Un mes antes de morir resultó que 

[…] el Pleno de la Corte de Apelaciones de Santiago de Chile despoja a Pino-
chet de su inmunidad para ser investigado por su responsabilidad en la des-
aparición del sacerdote español Antonio Llidó, detenido en 1974 [y el] 25 de 
noviembre: en una declaración leída por su esposa, Augusto Pinochet asume 
por primera vez la ‘responsabilidad política’ por todo lo que pasó en su país 
durante su mandato (“Pinochet: una larga vida”).

Esta enmarañada y titubeante acumulación de hechos no concluyó 
con una condena definitiva. El ex dictador logró evadir la justicia pese a 
que continuaron hasta su muerte las causas judiciales relacionadas con 
los 17 años de la dictadura. Su reconocimiento de responsabilidad polí-
tica en los últimos días de vida no fue sancionado con el castigo judicial 
que le hubiera correspondido (“Press Review: Death of Pinochet Means 
Chile Can Move On”, 2006).  

Uruguay

La tendencia oficial de relegar el pasado como tema de política pública 
no se modificó en las sucesivas presidencias posteriores a la dictadura 
uruguaya, surgidas de elecciones como las que llevaron a Luis Alberto 
Lacalle a la primera magistratura  en el período 1990-1995 y nuevamen-
te a Julio María Sanguinetti en 1995-2000. A pesar de esta tendencia 
—apoyado en el resultado del referendo del 16 de abril de 1989 realiza-
do durante la primera presidencia de Sanguinetti—  algunos aconteci-
mientos contribuyeron a reinstalar el tema en la agenda pública. 

En el sentido de favorecer la búsqueda de la verdad, posiblemente 
influyó el cambio en el contexto regional, a lo que contribuyó la resolu-
ción 29/92 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la 
oea, que recomendaba al gobierno uruguayo establecer mecanismos para 
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esclarecer e identificar a los responsables de las violaciones de los derechos 
humanos durante el periodo de facto.29 

Aparte, un hecho irritante lo constituyó la carta pública del ex capi-
tán de navío de la armada uruguaya, Jorge N. Tróccoli, “Yo asumo… 
yo acuso”, publicada en el periódico El País de Montevideo el 5 de mayo 
1996, conteniendo un contundente testimonio de su participación en 
la estructura represiva configurada en respuesta al conflicto social de los 
años previos a la dictadura uruguaya. En breve, un reconocimiento de 
su pasado de torturador. El ex capitán expresó: “asumo haber sido un 
‘represor’ de las huelgas (…) Yo asumo haber tratado inhumanamente 
a mis enemigos, pero sin odio como debe actuar un profesional de la 
violencia”. Aunque negó su participación directa en la desaparición de 
personas, reconoció su existencia: “No maté a nadie, ni sé nada del te-
ma de los desaparecidos, pero no por un altruismo humanitario, sino 
porque (afortunadamente) no me tocó vivir esa situación”. No es de 
sorprender que esta confesión haya tomado relevancia, tanto por su con-
tenido como por el contexto en que se dio —la segunda presidencia de 
Sanguinetti, quien desde su primera administración (1985-1990) había 
negado el tema de los desaparecidos—. Tróccoli ahora admitía: “reco-
nozco que las Fuerzas Armadas a las que pertenecí, lo saben y lo hicie-
ron. Por lo tanto, como un integrante más, asumo también los muertos 
y los desaparecidos”;30 con lo que refutaba tácitamente la valoración del 
presidente y por tanto del gobierno, estimulando al mismo tiempo la 
indignación y el dolor de las víctimas supervivientes y de sus allegados.

Luego de estas declaraciones, distintas iniciativas presionaron al go-
bierno para que redefiniera su postura, en aras del esclarecimiento de los 
hechos vinculados a los detenidos desaparecidos —centro principal de 
las demandas generadas en torno a los delitos de lesa humanidad—. De 
forma que comienzan a advertirse señales que trascienden el ámbito de 

Michelini (1996).
Carta del capitán Jorge Tróccoli, “Yo asumo…yo acuso” publicada el 5 de mayo de 1996 en El País, 
Montevideo y reproducida en Brecha, Montevideo, 10 de mayo de 1996. 

29
30
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las organizaciones de derechos humanos para insertarse más centralmen-
te en el espacio público. El 20 de mayo de 1996 se recordó el 20 aniver-
sario de los cuatro uruguayos asesinados en Buenos Aires a través de una 
marcha por “Verdad, Memoria y Nunca Más”; desde entonces, año tras 
año, se repitió esta manifestación en memoria de todos los detenidos 
desaparecidos. 

Otra medida fue adoptada por Madres y Familiares el 16 de abril 
de 1997. Se trató de una iniciativa amparada en el derecho de petición 
establecido en los artículos 30 y 318 de la Constitución uruguaya, soli-
citando al entonces presidente Sanguinetti que dispusiera una investi-
gación para establecer la suerte corrida por los detenidos-desaparecidos. 
En su fundamentación se esgrimieron dos tipos de razones: una de 
índole jurídico-político y otra de carácter ético. En términos jurídicos 
se decía que:

[…] si las supuestas investigaciones concluyeron invariablemente en que no 
había mérito para considerar que las personas denunciadas como detenidas 
desaparecidas habrían sido víctimas de la actuación de funcionarios militares 
o policiales [se refiere a investigación del juez militar Sambucetti], esos he-
chos no se encontraban dentro de las previsiones del art. 1 de la ley 15.848 
(Petición, 1997). 

En la petición se recalcaba que lo caducado con dicha norma era “el 
poder-deber del Estado de sancionar penalmente a los responsables de 
determinados delitos”, pero no el “poder-deber del Estado de investigar 
la suerte corrida por las personas que se encuentran bajo su jurisdicción 
y que hubieran sido víctimas de tales delitos”. 

Casi al finalizar el año, el 29 de diciembre de 1997, el Ejecutivo 
respondió a los peticionantes a través de los ministerios del Interior y de 
la Defensa Nacional, argumentando que la Ley de Caducidad era una 
ley de amnistía, por la cual se “amparó con el perdón todos los delitos 
cometidos hasta el 1° de marzo de 1985 por funcionarios militares y 
policiales”, y que los términos “muy amplios” del artículo 1º de la Ley 
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a la vez que hacían caducar la pretensión punitiva del Estado, impedían 
investigarlos: 

Por ello, al caducar en su totalidad la pretensión punitiva del Estado en relación 
a ciertos delitos caen también en su totalidad, como corolario inevitable, el dere-
cho y el deber del Estado a investigar. El Poder Ejecutivo no está habilitado para 
investigar delitos que la ley impide punir y por lo tanto está también impedido 
de acceder a lo peticionado en estas actuaciones (Respuesta del Ejecutivo, 1997).

En esta interpretación, el artículo 4º de la ley sólo habilitaba la in-
vestigación de las denuncias presentadas con anterioridad a la sanción de 
la misma ley, es decir, las interpuestas hasta 1986, mismas que fueron 
cubiertas por el artículo 1º de la ley. Al no haber nuevos elementos no 
habría justificación para reabrir las investigaciones:

Nada lo justifica. Reabrirlo, tal como lo solicitan los peticionantes, sería vio-
latorio de la letra y el espíritu de la normativa vigente y constituiría un serio 
revés para los esfuerzos realizados por la sociedad uruguaya para superar los 
enfrentamientos del pasado, para crear las condiciones para una auténtica 
pacificación del país y lograr el reencuentro entre todos sus sectores (Respuesta 

del Ejecutivo, 1997).

En este contexto, la tercera y última acción de los interesados apuntó 
a la propuesta de creación de una Comisión de la Verdad, presentada a 
principios de 1997 por el senador Rafael Michelini31 al presidente San-
guinetti. Se fundaba en la “necesidad de dar una respuesta a los familiares 
de los detenidos desaparecidos”.32 El senador Michelini, con conocimien-
to del presidente Sanguinetti, hizo el planteamiento también a militares. 

Rafael Michelini es uno de los hijos de Zelmar Michelini, senador frenteamplista que fue secuestrado y 
ejecutado en Buenos Aires en mayo de 1976 junto a otros tres uruguayos.
Declaraciones de Felipe Michelini, citadas en Ferro Clérico, “Conjugando el pasado: el debate actual en 
Uruguay sobre los detenidos-desaparecidos durante la dictadura”, artículo presentado en el encuentro 
de la Latin America Studies Association, 24-26 de septiembre de 1998. 

31

32
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Tanto éstos como el presidente, la rechazaron.33 Hubo con posterioridad 
otras propuestas similares, también destinadas al fracaso, como la del 
obispo Pablo Galimberti, en abril de 1997, quien sostuvo que la nece-
saria paz social comprendía el derecho de los familiares de las víctimas a 
saber, para ello proponía un ámbito de mediación de la Iglesia en el que 
los militares podrían proporcionar información sobre los desaparecidos 
(Bucheli, 2005: 83). Otra fue la del líder tupamaro y uno de los rehenes 
de la dictadura, Mauricio Rosencof, quien propuso en marzo de 1998 
un diálogo entre militares y ex guerrilleros que permitiría la obtención de 
información, partiendo del supuesto de que hay militares que no pueden 
expresarse públicamente pero sí lo harían en un diálogo cercano y priva-
do con otros actores, como ya había sucedido con parlamentarios.34 En 
mayo de 1998 se emitió la última de esta serie de planteos. El diputado 
Víctor Semproni del Frente Amplio propuso que el Estado investigara la 
suerte de los desaparecidos, y que las Fuerzas Armadas asumieran a su vez 
la responsabilidad de los hechos y que todos los concernidos acordaran, 
en consecuencia, declarar cerrado definitivamente el tema.

Por otra parte, Uruguay al igual que Chile “rehusó firmar el Estatuto 
de Roma que llevaría a la creación de una Corte Penal Internacional en 
julio de 1998, ya que esta firma anularía la opción de clemencia soberana 
adoptada por Uruguay en su Ley de Caducidad” (Szajder y Roniger, en 
Stabili, 2007: 163).

Sanguinetti concluyó su segundo periodo de gobierno negando pú-
blicamente que en el Uruguay se hubieran producido robo de niños ante 
el caso concreto de quien meses después fuera reconocida oficialmente 
como Macarena Gelman.35

Véase Felipe Michelini, “El largo camino de la verdad” (1996). 
Las declaraciones de algunos policías y militares, como la de Tróccoli, hacían suponer una disposición al diá-
logo. La propuesta tenía como ventaja, según Rosencof, que al no ser oficial, el Ejecutivo la aceptaría y pro-
piciaría, pues no generaría ningún compromiso directo con los resultados pero “sí autorizaría su realización”.
Juan Gelman, abuelo de Macarena, ha dejado en claro que la investigación por la que se localizó a su 
nieta fue llevada a cabo exclusivamente con medios privados; el gobierno de Jorge Batlle, apenas inicia-
do, se interesó por el caso cuando éste ya estaba resuelto; véase Rodríguez (2006).

33
34

35
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Pero más allá de las frustraciones, un nuevo giro se produce cuando 
en marzo de 2000 asume el presidente Jorge Batlle Ibáñez36 (2000-2005) 
y reconoce la deuda con los familiares de las víctimas y con la sociedad, 
marcando una diferencia con sus antecesores. El cambio de gobierno 
en Uruguay, aún dándose la rotación entre equipos del mismo partido 
como sucedió en la sucesión de Sanguinetti a Batlle, posibilitó un nuevo 
enfoque del problema. A lo que contribuyó también la presión interna-
cional creciente que exigía el cumplimiento de compromisos en materia 
de derecho humanitario. 

Así se reconoció que por parte de los militares uruguayos también 
hubo una política deliberada de secuestro y desaparición que a menudo 
conllevó la muerte de los padres biológicos y el cambio ilegal de identi-

Jorge Batlle era senador antes del golpe, y fue el primer político que se convirtió en blanco de los mili-
tares. Detenido en octubre de 1972, se le acusó de corrupción y de ataque moral a las Fuerzas Armadas. 
En respuesta a su detención, Batlle declaró: “[...] parecería que hay alguien ahora, o grupos de personas 
que pretenden encañonar y apuntar sus cañones contra ese sistema de vida y que creen que el mecanis-
mo más apto, el más conveniente, es sembrar toda una campaña de rumores para ir desprestigiando a 
todos los dirigentes políticos, desprestigiar al sistema, desprestigiar a las instituciones” (Ahora, 1972).

36

Fragmentos de la respuesta del Presidente Julio Ma. Sanguinetti 

a Juan Gelman

En territorio uruguayo no se han denunciado casos de pérdida de identidad de menores como los que 

han ocurrido en Argentina. Los menores hijos de uruguayos que se han denunciado en esta situa-

ción han sido todos ellos víctimas de circunstancias que tuvieron su escenario en territorio argentino. El 

caso de su nuera sería, entonces, una completa excepción [...] Hemos examinado todas esas copiosas 

actuaciones sin que aparezca algún indicio adicional sobre su nuera. Se ha ido más allá, pero sin resul-

tado alguno, estimándose en principio que su nuera no fue traída a Uruguay.

Fuente: “Carta de Sanguinetti a Gelman”, Brecha, 12 de diciembre de 1999, Montevideo.

Recuadro 30
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Recuadro 31

dad de los menores, como sucedió en el caso muy publicitado de María 
Claudia Irureta Goyena de Gelman, joven argentina secuestrada y tras-
ladada a Uruguay durante los últimos meses de su embarazo, y posible-
mente asesinada luego del parto, con la probable finalidad de que esa 
hija, Macarena, —tal como se comprobó— fuera entregada a un alto 
funcionario de la policía.

Reconocimiento oficial sobre la aparición de Macarena Gelman: se re-

únen el presidente Jorge Batlle y Juan Gelman

En la mañana de hoy, viernes 31, el Presidente de la República, Dr. Jorge Batlle, junto al Secretario de 

la Presidencia, Dr. Raúl Lago y al abogado Dr. Carlos Ramela, recibió en su despacho al poeta argen-

tino Juan Gelman, quien concurrió junto a su señora esposa y al abogado Dr. Gonzalo Fernández.

En el intercambio e información generado en el encuentro surgió que la nieta del intelectual argen-

tino, cuyo paradero éste venía procurando conocer a través de intensas gestiones, está viva y se en-

cuentra en Uruguay en un entorno familiar que la ha rodeado de humanidad y cariño.

Tras su encuentro con el Presidente de la República, Gelman formuló una breve declaración a la pren-

sa, señalando la novedad y agregando que deseaba abstenerse de proporcionar más detalles porque 

no quería quebrantar la privacidad e intimidad de la persona involucrada, “que es querida por sus 

padres, a los que ella quiere”.

Posteriormente el Presidente de la República desarrolló una conferencia de prensa, en la que se ex-

presó en los siguientes términos:

“Antes que nada deseo hacer una breve declaración. Por la naturaleza del tema, y en razón de un 

compromiso que contraje con el señor Gelman, no voy a conceder preguntas a efectos de mantener 

el esquema que el propio Gelman manejó con ustedes.

En la tarde de hoy, a las 14.30 horas, de acuerdo a lo que estaba acordado desde el día de ayer, recibí 

conjuntamente con el Secretario de la Presidencia, Sr. Raúl Lago, y el Dr. Carlos Ramela, la visita del 

Sr. Gelman, de su esposa y de su abogado, el Dr. Gonzalo Fernández. Como ustedes saben, él me 

informó, después de distintas etapas y circunstancias, haberse encontrado con quien él tiene prácti-

camente la convicción y la prueba de que se trata de su nieta. Naturalmente, se podrán imaginar lo 
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que significa para un ser humano -cualquiera de nosotros lo puede sentir, yo soy abuelo, la circunstan-

cia tan especial, la emoción, que vivió este ciudadano. Nosotros le recibimos, nos pusimos a la orden 

para colaborar en todo aquello que necesitara para llevar adelante lo que él entendiera conveniente 

en este tema, aportándole un poco de información que nosotros habíamos tenido apenas lo hubimos 

escuchado en la misma dirección suya, y por tanto lo que podemos decir que para todos los ciudada-

nos de este país, sin distinción de matices de pensamiento, clases sociales ni diferencias de ninguna 

naturaleza, éste es un día muy importante, como para la vida de cualquier persona. Parecería definiti-

vo y logrado, de acuerdo a los elementos con que se ha manejado, este encuentro de un abuelo con 

su nieta. Si las pruebas naturales de carácter biológico que se harán de futuro así lo confirman, es un 

paso que no sólo afecta enormemente a un grupo de personas, sino que le hace bien a toda la socie-

dad. El gobierno se siente complacido de poder colaborar para allanar esta situación.

Muchas gracias”.

Fuente: Residencia de la República Oriental del Uruguay, “El presidente Jorge Batlle se reunió con el Sr. Juan Gel-

man”, 31 de marzo de 2000.

Muy a pesar de las vacilaciones del propio gobierno, varios sucesos 
ayudaron al cambio de la política hasta entonces vigente.37 Citemos en 
una perspectiva de mayor amplitud: i) la aceptación del presidente Bat-
lle —en su discurso de toma de posesión en el parlamento—, de que en 
Uruguay existía una deuda moral con los familiares de las víctimas y con 
la sociedad;38 ii) el reconocimiento, también por parte del mandatario, 
de la legitimidad del grupo de Madres y Familiares de Detenidos Des-

Carlos Ramela, quien fungió como representante del Presidente de la República en la Comisión para 
la Paz (comipaz), rememoró el contexto del giro “[…] Nosotros inicialmente no sabíamos si iba haber 
una comisión. Nosotros lo que teníamos claro es que el Estado debía reconocer una responsabilidad, 
asumir las consecuencias y ver cómo solucionaba este drama. Después, cuando empezamos hablar con 
Familiares nos dijeron: no, pero reconocimiento formal sólo no alcanza, queremos que se investigue 
la verdad, que se sepa. Nos pareció bien, era justo. Entonces empezamos a pensar en una comisión” 
(Ramela en entrevista con Dutrénit Bielous).
Al asumir la  primera magistratura, ante la Asamblea General, Batlle expresó su interés por encontrar 
una solución al problema de los desaparecidos durante la dictadura y sellar para siempre la paz entre los 
uruguayos. “Sellar la paz” (2000).

37

38

varela-dutrenit 1a reimpresión.indd   221 19/08/16   12:20 p.m.

© Flacso México



222 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

aparecidos, a quien convocó a reunirse en la Casa de Gobierno;39 iii) la 
concreción de una propuesta del grupo de familiares así como de polí
ticos de izquierda, de conformar una comisión para el esclarecimiento 
de los hechos referidos a los detenidos desaparecidos.

Esto último originó la Comisión para la Paz (2000-2003), creada por 
el presidente, con un mandato muy acotado en términos de qué inves-
tigar, cómo hacerlo y con qué efectos.40 En la resolución por la que se 
ordenó su creación se asentó la necesidad de sellar la paz para siempre 
entre uruguayos y en tal sentido se ordenaba determinar la situación 
de las desapariciones forzadas. Para su cumplimiento, el primer come-
tido “será recibir, analizar, clasificar y recopilar la información sobre las 
desapariciones forzadas ocurridas durante el régimen de facto”. Que-
daba así circunscrita la finalidad del nuevo organismo y, por omisión, 
aquellos que no eran sus propósitos. La Comisión no tenía fines inves-
tigativos —expresamente no se mencionó la palabra investigar— que 
pudieran entenderse como aquellos previstos en el artículo 4º de la Ley 
15.848, y menos aun tenía el carácter de un órgano con capacidad de 
coacción para recabar información.

El giro oficial respecto a los delitos cometidos durante la dictadura 
establecía por tanto, desde el comienzo, un límite, como atestiguan las 
palabras de dos activistas en derechos humanos. Uno es Javier Miran-
da, hijo de un detenido desaparecido y vocero de Madres y Familiares, 

En la primera entrevista de Familiares con el presidente Batlle en abril de 2000 hubo un clima, según 
los integrantes del grupo, sincero y cordial. En ésa manifestaron al presidente que querían hacer una 
investigación exhaustiva y se comprometieron a enviarle un memorando de cada uno de los desapare-
cidos (Blixen, 2000). 
El informe final de la Comisión (2003) y la decisión presidencial de asumirlo como la verdad oficial 
marcan otro momento político y otra voluntad.  Decisiones entendidas de estrategia política hacen que 
se decida, contra lo que se afirmó oficialmente en el momento de creación: “[...] que el trabajo de la Co-
misión para la Paz cumple con lo dispuesto en el artículo 4º de la Ley Nº 15.848 de 22 de diciembre de 
1986”. De esta forma, se buscó cerrar nuevamente toda revisión del pasado mediante el trabajo de una 
comisión que si bien demostró avances en algunos aspectos no logró un resultado significativo respecto 
al esclarecimiento del pasado (Presidencia de la República, 2003a; Dutrénit, 2003).

39
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quien recuerda lo expresado por el Presidente en la primera entrevista 
oficial que la agrupación tuvo: 

Batlle nos dice: miren, acá nosotros no vamos hacer nada, no vamos a investi-
gar, ustedes no pueden pretender que yo me le tiré a las Fuerzas Armadas, no 
me las puedo poner en mi contra, acá lo más que podemos hacer es dar una 
visión muy general, pero no investigar, si ustedes me dicen de investigar yo ya 
les digo que no. No hay nada más que conversar.41 

Por su lado Sara Méndez —secuestrada en Buenos Aires en 1976 en 
el marco de la Operación Cóndor y trasladada a Montevideo, luego de 
ser despojada de su hijo recién nacido—42 señala: 

Batlle dijo, lo aclaró, puso mucho énfasis en la aclaración, planteó lo de la 
creación de la Comisión, los objetivos que iba a tener y dijo: esto no es artículo 
4º de la ley, acá esto no es artículo 4º. O sea que claramente el compromiso 
que estaba habiendo en ese momento era lo que hubo después, es decir, la 
Comisión llamaba a declarar a todo aquel que tuviese un testimonio, y que 
quisiera darlo. Y otra vez íbamos los familiares de las víctimas, los sobrevivien-
tes, ese fue el método, no tenía posibilidad realmente de investigar y de llamar 
a declarar compulsivamente a los actores, las partes de las Fuerzas Armadas que 
habían operado.43

A su vez Gonzalo Fernández, quien fuera vocero de la Comisión, 
indicó: “Yo he dicho varias veces que, el principal y único instrumento 
de esta Comisión, ha sido una tarea de persuasión...”.44

En su Informe Final, presentado el 10 de abril de 2003, la misma 
Comisión exponía sus limitaciones y dificultades con base en que su ob-

Javier Miranda en entrevista con Dutrénit Bielous.
Recientemente ubicado en Buenos Aires, en el seno de una familia encabezada por un policía.
Sara Méndez en entrevista con Dutrénit Bielous.
Gonzalo Fernández en entrevista con Dutrénit Bielous.

41
42
43
44
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jetivo no había sido establecer “una verdad” o la “verdad más convenien-
te” sino sólo la “verdad posible”, y observando que, en gran medida, la 
responsabilidad y el obstáculo principal para “completar” esta verdad 
había venido de los militares, pues “la información clave o final que 
permitía completar las historias y confirmar los destinos de las personas 
denunciadas, estaba en manos de fuentes policiales o militares que no 
estuvieron dispuestas a entrevistarse con miembros de la Comisión o a 
aportarle información”.45

Esta evaluación y los efectos de su actuación han sido quizás im-
portantes en distintos sentidos aunque no necesariamente satisfactorios 
para el esclarecimiento de los hechos. Se concluyó que el destino final de 
los desaparecidos no podría ni debía confirmarse dada la poca credibi-
lidad de las versiones obtenidas y se señaló que los uruguayos merecían 
“una explicación más clara y contundente” (Comipaz, Informe final, 
“Conclusiones principales”, inciso B.3, parágrafo 50). 

Respecto a los hechos históricos se hacía la importante indicación 
de que la mayoría de las desapariciones fueron efectuadas después de 
que la “sedición” había sido desarticulada y derrotada, por lo que los 
antecedentes de la mayoría de personas desaparecidas y posteriormente 
asesinadas “no participaban en forma directa en actos de violencia ni in-
tegraban organizaciones subversivas” (Comipaz, Informe final, “Conclu-
siones principales”, inciso B.2, parágrafo 46). Lo que, en cierta medida, 
cambió la versión oficial de los primeros gobiernos civiles y las Fuerzas 
Armadas, la cual sostenía que las víctimas de crímenes durante la dicta-
dura lo fueron en situación de guerra y de lucha contra la subversión. La 
Comisión instó a reconocer estos hechos, “aún cuando fueron muchas 
veces negados”, por la versión oficial (Comipaz, Informe final, “Conclu-
siones principales”, inciso B.1, parágrafo 42). Por otra parte, el informe 

El Informe final constó de cuatro incisos: antecedentes, metodología de trabajo, conclusiones prin-
cipales y sugerencias finales; además fue acompañado de catorce anexos donde se hizo un resumen 
individual de todos los casos de desaparecidos tanto en Uruguay como en otros países (Comipaz, 
Informe  final). 

45
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confirmó que el Estado no podía soslayar o esquivar su responsabilidad 
frente a los crímenes cometidos (Comipaz, Informe final, “Conclusiones 
principales”, inciso B.1, parágrafo 43). Y ante ello, un cambio en la pos-
tura inicial del presidente Batlle le motivó a disponer que se diera por 
cumplido el art. 4 de la Ley de Caducidad que estableciera la posibilidad 
de investigar estos hechos. En esta nueva y ocasional interpretación, la 
labor de la Comisión pasó a convertirse así del punto de vista de la pre-
sidencia en un “punto final”.

El 16 de abril, Batlle firmó el decreto 448/2003, por el cual el go-
bierno aceptó el informe y lo asumió como la versión oficial. Luego de 
Sanguinetti, por segunda vez otro presidente daba así por cumplido el 
mandato del art. 4 (Brecha, 25 de abril de 2003: 6). En esta oportunidad, 
más tortuosamente, en virtud de que al iniciar la Comipaz negó que se 
pretendía cumplirlo. Era otro revés al impulso por esclarecer las desapa-
riciones forzadas y un nuevo intento de punto final que, unos años más 
tarde, el gobierno de Tabaré Vázquez declararía insuficiente. 

Recuadro 32

Aceptación de Informe de Comisión para la Paz

El Poder Ejecutivo firmó un decreto por el que acepta como versión oficial las conclusiones alcanza-

das por la Comisión Para la Paz en su informe final, comunicándolo a su vez a los Poderes Legislativo 

y Judicial. 

Señor Presidente de la Asamblea General 

El Poder Ejecutivo tiene el honor de poner en conocimiento de ese Cuerpo, que en el día de la fe-

cha se dictó un Decreto cuya fotocopia se adjunta, por el que se aceptó en todos sus términos las 

conclusiones del Informe Final de la Comisión para la Paz creada por Resolución N° 858/2000 de 9 

de agosto de 2000, asumiendo que las mismas constituyen la versión oficial sobre la situación de 

los detenidos-desaparecidos durante el régimen de facto y a tales efectos le remite copia del refe-

rido Informe.
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Señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia 

Dr. Roberto José Parga Lista

Presente 

El Poder Ejecutivo tiene el honor de poner en conocimiento de ese Cuerpo, que en el día de la fecha 

se dictó un Decreto cuya fotocopia se adjunta, por el que se aceptó en todos sus términos las conclu-

siones del Informe Final de la Comisión para la Paz creada por Resolución N° 858/2000 de 9 de agosto 

de 2000, asumiendo que las mismas constituyen la versión oficial sobre la situación de los detenidos-

desaparecidos durante el régimen de facto y a tales efectos le remite copia del referido Informe.

16/04/03 – SE ACEPTAN CONCLUSIONES DEL INFORME FINAL DE LA COMISIÓN PARA LA PAZ 

VISTO: la Resolución de la Presidencia de la República N° 448/2003, de 10 de abril de 2003, que 

aceptó y asumió como versión oficial sobre la situación de los detenidos-desaparecidos las conclusio-

nes del Informe Final de la Comisión para la Paz; 

RESULTANDO: I) que dicha Comisión fue creada para actuar en la órbita de la Presidencia de la 

República con el cometido de recibir, analizar, clasificar y recopilar información, sobre las desapari-

ciones forzadas ocurridas durante el régimen de facto, atendiendo a la necesidad de dar los pasos 

posibles para determinar la situación de los detenidos-desaparecidos, así como de los menores des-

aparecidos en iguales condiciones; 

II) que la Comisión actuó durante más de treinta meses en su tarea de recopilar información, revisar 

y evaluar pruebas y testimonios históricos, recibir, y procesar nuevos elementos probatorios y obtener 

datos, ratificaciones y confirmaciones de fuentes policiales y militares, elevando finalmente su Informe 

Final cuando consideró que había obtenido respuestas significativas sobre muchos de los casos denun-

ciados -básicamente en lo que respecta a las denuncias relativas a desapariciones ocurridas en nuestro 

país- y no estaba en condiciones de acceder a más información relevante de la que había recopilado; 

III) que en el Informe Final citado se exponen las conclusiones a las que arribó dicho Cuerpo, seña-

lándose expresamente que: “...para actuar con la prudencia y la objetividad que el tema requería, 

con relación a las denuncias referidas a situaciones verificadas en nuestro país, la Comisión ha pro-

curado confirmar versiones de desapariciones forzadas que, en forma efectiva, han sido aceptadas 

o corroboradas por fuentes policiales o militares”, agregando que en todos los casos “...no se ha 

limitado a analizar denuncias y a aceptar pasivamente confirmaciones...”, sino que “...ha intentado, 

por todos los medios posibles, entrecruzar informaciones, chequear el origen y la credibilidad de los 

testimonios, verificar su lógica o correspondencia con los hechos y momentos históricos conocidos, 

lograr explicaciones que permitiesen entender las formas y las circunstancias en que los hechos se 

verificaron más allá de los detalles invocados y entender por qué y cómo las cosas pudieron suceder”; 
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IV) que la Comisión para la Paz, en lo que respecta a situaciones verificadas en nuestro país, concluye 

lo siguiente (Capítulo III, literal 8.2., numerales 45 y 46): 

a. Considera confirmadas veintiséis (26) denuncias, en función de elementos de convicción coinci-

dentes y relevantes, que permiten asumir que las veintiséis (26) personas que se individualizan en 

ANEXO N° 3.1 fueron detenidas y en definitiva fallecieron. 

b. Considera que no es posible confirmar una (1) denuncia, en función de que existe información 

trascendente pero no suficiente a esos efectos, con relación a la persona que se individualiza en 

ANEXO N° 3.2. 

c. Considera que no es posible confirmar o descartar una (1) denuncia, en función de que existe informa-

ción pero no suficiente a esos efectos, con relación a la persona que se individualiza en ANEXO N° 3.3. 

d. Considera descartadas -en principio y sin perjuicio- cuatro (4) denuncias, en función de que no ha 

accedido hasta la fecha a información o evidencia que vincule el destino de las personas que se indi-

vidualizan en Anexo N° 3.4 con los temas a cargo de la Comisión. 

e. Considera, con relación a denuncias que se refieren a ciudadanos argentinos, confirmadas cinco 

(5) denuncias y confirmada parcialmente una (1) denuncia, en función de los criterios que se exponen 

Capítulo III, literal B.4., numerales 54 y 55. 

V) que la Comisión, con relación a las denuncias referidas a situaciones verificadas en el extranjero, 

expone sus conclusiones en el Capítulo III, literales C y D; 

VI) que la Comisión, con relación a las denuncias referidas a hijos de personas detenidas y cuerpos 

aparecidos en las costas de nuestro país, expone sus conclusiones en el Capítulo III, literales F y E; 

CONSIDERANDO: I) que los criterios metodológicos y de valoración de la prueba, acordados por 

los integrantes de la Comisión para la Paz, así como los significativos aportes recibidos en el país y 

en el extranjero, permiten otorgarle máxima credibilidad y certeza a las conclusiones de ese Cuerpo; 

II) que esas conclusiones, además de confirmar -como lo señalan expresamente los propios integran-

tes de esa Comisión- que en la enorme mayoría de los casos el contenido de las denuncias recibidas, 

con detalles y nuevos elementos, terminan por ratificar una situación trágica y dolorosa que nuestro 

país debe asumir con la prudencia y la grandeza propia de su historia ya que ponen de manifiesto 

realidades fácticas que, a esta altura de los acontecimientos, son el único corolario lógico y natural 

de los hechos ocurridos en aquellos años; 

III) que debe considerarse que la Comisión para la Paz, con su arduo, serio y responsable trabajo y 

con sus confiables y serias conclusiones, ha cumplido -más allá incluso de lo previsto- con el encargo 
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Las reacciones no se hicieron esperar. En comunicado de prensa, la 
organización Madres y Familiares recordaba que el artículo 4º ordena-
ba investigar y que el decreto que creó la Comisión había omitido ese 
mandato. Además se argumentó que el mismo informe asentaba que la 
mayoría de los casos no se habían resuelto. Madres y Familiares declaró 
entonces que “mientras exista una sola situación de un desaparecido por 
esclarecer, no hay punto final posible. El punto final no es una materia 
que se decrete como lo han intentado reiteradamente en el pasado algu-
nos sectores de la sociedad, sino que surge de los hechos” (“Comunica-
do de prensa”, 21 de abril de 2003).

que le fuera encomendado, aportando una verdad definitiva que debe ser, de ahora en más, consi-

derada como la versión oficial sobre la situación de los detenidos-desaparecidos; 

IV) que el trabajo de la Comisión para la Paz cumple definitivamente con lo dispuesto en el artículo 

4° de la Ley N° 15.848 de 22 de diciembre de 1986; 

ATENTO: a lo precedentemente expuesto, a lo establecido en las Resoluciones de la Presidencia de 

la República Nos. 858/2000 y 448/2003, del 9 de agosto de 2000 y 10 de abril de 2003 respectiva-

mente, y a lo dispuesto por los artículos 1, 3 y 4 de la Ley N° 15.848 de 22 de diciembre de 1986; 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

Actuando en Consejo de Ministros 

DECRETA: 

Artículo 1°.- Acéptanse en todos sus términos las conclusiones del Informe Final de la Comisión para 

la Paz, asumiendo que las mismas constituyen la versión oficial sobre la situación de los detenidos-

desaparecidos durante el régimen de facto. 

Artículo 2°.- Dése cuenta a la Asamblea General y a la Suprema Corte de Justicia a sus efectos, ele-

vando copia del Informe Final respectivo. 

Fuente: Presidencia de la República Oriental del Uruguay, Aceptación de Informe de Comisión para la Paz, Montevi-

deo, 16 de abril de 2003.

varela-dutrenit 1a reimpresión.indd   228 19/08/16   12:20 p.m.

Derechos reservados



229Capítulo 4. La intensificación del debate público  ◆

El giro que el presidente Batlle produjo estableció un hito en la evo-
lución de las políticas hacia el pasado. Su principal aporte consistió en 
el reconocimiento de la existencia de los delitos y en la aceptación de la 
deuda del Estado y, a causa de ello, con las víctimas y la sociedad. Todo 
ello se reforzó con el proceso judicial contra el ex canciller de la dictadu-
ra, Juan Carlos Blanco, por su responsabilidad en la desaparición de la 
maestra Elena Quinteros. El encausamiento hizo evidente la correspon-
sabilidad de civiles y militares en los hechos delictivos que, es factible de 
afirmar, resulta una de las razones por las cuales, en Uruguay, ha sido tan 
sólida la tendencia a la impunidad.46 

Por lo demás, durante el gobierno de Batlle, en 2002, se aprobó una ley 
reparatoria (la número 17.449) por la que se reconoció a los trabajadores 
de la actividad privada que fueron detenidos o compelidos a abandonar el 
país, o a los dirigentes sindicales que permanecieron en la clandestinidad, 
el periodo transcurrido entre el 9 de febrero de 1973 y el 28 de febrero de 
1984 como efectivamente trabajado para fines jubilatorios y pensionarios. 

***

Una conjunción de elementos provocó la revisión del pasado en los tres 
países: la revelación de las atrocidades de la primera etapa posdictatorial, 
las declaraciones de responsables directos de los crímenes y los hallazgos 
de informaciones inéditas por parte de las organizaciones de derechos hu-
manos. Lo que coincidió con la disposición a una mayor independencia 
judicial, aprovechando resquicios de la normatividad vigente a efectos de 
encausar a presuntos responsables. 

Este proceso, el primero por delitos de lesa humanidad  que se ha dado en Uruguay ha sido posible en 
las condiciones actuales por la exclusión de los civiles en la ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado; por las denuncias concretas de la responsabilidad del ex canciller en la desaparición de Elena 
Quinteros una vez que fue secuestrada de los jardines de la embajada de Venezuela y por la convicción, 
de su madre y de sectores sociales de defensa de los derechos humanos, de que había que abrir el camino 
de las denuncias ante la justicia. Véase el texto de Olivera y Méndez (2003).

48
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La justicia internacional incidió, como se ha visto, en la tendencia 
revisionista. Fue útil para cuestionar la responsabilidad no ejercida por 
los Estados en el cumplimiento de la normatividad internacional en ma-
teria de derechos humanos. En especial, el caso Pinochet conmovió el 
tratamiento del pasado chileno y también tuvo repercusiones más allá de 
fronteras. 

Esta dimensión internacional influyó en el estado del debate sobre 
el derecho a la verdad y en el posicionamiento que, respecto de ello, to-
maron algunos gobernantes más distantes de los acuerdos transicionales. 
En este sentido, para Uruguay, el reconocimiento oficial de la deuda 
moral con los familiares de las víctimas —especialmente con los fami-
liares de desaparecidos— la aceptación por parte del presidente Batlle 
de que sí se había producido el robo de niños en el país y la creación 
de una comisión que esclareciera delitos, transformó la visión sostenida 
hasta el momento. 

En Argentina, un renovado énfasis en la labor de esclarecimiento del 
pasado cierra esta etapa avanzados los años noventa. Los juicios por la ver-
dad han ido cambiando y redimensionando su proyección con los años.

Lo acontecido no fue suficiente como tampoco lo es actualmente lo 
procesado en materia de verdad y justicia en cuanto a los delitos del te-
rrorismo de Estado, pero es innegable que la novedosa exhumación del 
pasado en el último quinquenio del siglo xx nutrió las nuevas moda-
lidades de las versiones oficiales del tercer milenio que comenzaron a 
elaborarse.  ◆
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Capítulo 5
El caso mexicano

El término “guerra sucia” en México, como en otros países, es entendi-
do de distintas formas pero siempre es referido a un Estado que recurrió 
a la ilegalidad para acabar con la oposición, pacífica o armada, colocán-
dose fuera de sus propios preceptos en materia de derechos humanos. 
Por ejemplo, el Centro de Derechos Humanos "Miguel Agustín Pro 
Juárez" definió como guerra sucia al periodo en el que "el Estado aplicó 
una política de represión en contra de [los grupos guerrilleros], de acti-
vistas políticos y dirigentes sociales, realizando en su contra allanamien-
to de morada, detenciones ilegales, desapariciones, tortura y ejecuciones 
extrajudiciales” (Centro Prodh, 2003: 421). Ello se conecta a su vez 
con una cultura de largo plazo de impunidad para los delincuentes y de 
debilidad del aparato de justicia.

Como resultado de esta política existen hasta la fecha más de seiscien-
tos casos de desapariciones de personas a manos del gobierno mexicano, 
registrados incluso por organismos estatales, como la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos (cndh), pero no reconocidos plenamente co-
mo una responsabilidad oficial. En la medida en que la oposición se ha 
fortalecido a partir de los años setenta y en que el sistema político mostró 
fisuras y signos de apertura, diversos grupos formados por familiares de 
desaparecidos (a veces menores de edad), han presionado en demanda de 
justicia. En varios estados de la República surgen agrupaciones que exigen 
que los desaparecidos sean presentados vivos y se explique la causa de su 
ausencia. “Vivos se los llevaron, vivos los queremos” es el lema que sin-
tetiza una compleja posición ética y política frente a la violencia estatal.
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Este capítulo examina momentos sustantivos del debate generado, 
por un lado, por la sociedad civil organizada en torno al movimiento 
que busca justicia para los familiares de desaparecidos en distintas épocas 
del pasado reciente y, por otro, la respuesta asumida por los distintos go-
biernos que se han sucedido y las acciones oficiales emprendidas —con 
sus vacilaciones— a fin de esclarecer los crímenes denunciados. Destaca 
lo que ha sido la principal decisión gubernamental hasta el presente: la 
creación de la Fiscalía Especial para los Movimientos Sociales y Políticos 
del Pasado (Femospp).

Antecedentes

Los años sesenta se caracterizaron en México por el uso de la repre-
sión contra los sectores disidentes de los grandes agrupamientos estatales 
de masas —fundamentalmente obreros y campesinos—, pero también 
contra aquellos que por su situación social no podían ser sujetos a un 
control corporativo —estudiantes y profesionistas, entre los sectores me-
dios— (Semo, 1989). El régimen se decía “revolucionario” y en el mar-
co de la guerra fría se escudaba en un discurso nacionalista para justificar 
su anticomunismo. Hubo, en contraparte, brotes guerrilleros a partir de 
1965 (Beltrán del Río, 2003: 22-24; y sobre el desarrollo de las guerrillas 
en México, Castellanos, 2008). La existencia del “delito de disolución 
social” amparaba la recurrencia del uso de la fuerza por parte del Estado, 
que tenía entre sus principales brazos ejecutores a la Dirección Federal 
de Seguridad (dfs), a cuyo frente estaba Fernando Gutiérrez Barrios 
durante el periodo presidencial de Gustavo Díaz Ordaz (1964-1970) 
(Cabildo, 2001). 

En 1968 estalló en la capital un extenso movimiento estudiantil que 
reveló el anquilosamiento hasta entonces soterrado del régimen. Desde 
el principio, la respuesta del gobierno fue represiva (Castillo García, 
2003a; Cazés, 1993). Los estudiantes convocaron a un paro indefinido, 
conformando un Consejo Nacional de Huelga (cnh) como organismo 
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director. Con el transcurso de los días, los enfrentamientos se hacían 
más severos y las demandas del cnh se desoían al tiempo que se aproxi-
maban la Olimpiadas, de las que México era sede, eventualidad que 
crispaba al gobierno, convencido de que el movimiento era fruto de una 
conspiración internacional para desvirtuar la imagen del país. El núcleo 
del reclamo estudiantil lo constituían la eliminación del “delito de diso-
lución social”, la destitución del jefe de la policía, el inicio de un diálogo 
público con el gobierno y la libertad de los líderes ferrocarrileros presos 
a partir del desmantelamiento del movimiento sindical disidente en esta 
industria, estallado en 1958.

El fatídico 2 de octubre, mientras el cnh realizaba un mitin en la Pla-
za de las Tres Culturas en el barrio de Tlatelolco, una bengala proveniente 
de un helicóptero militar y una serie de disparos —que, luego se sabría, 
fueron hechos por elementos de la dfs vestidos de civil—1 iniciaron y 
justificaron que el Ejército abriera fuego contra la multitud asistente. 
Según testimonios de ex militares, se trató de una trampa para reprimir 
al movimiento (Gil Olmos, 2001: 16-19). Tanto la Dirección Federal 
de Seguridad como el Ejército y el Batallón Olimpia (cuerpo policial 
creado por el gobierno para vigilar y controlar el desempeño de los juegos 
olímpicos)2 participaron en la masacre. A partir de ese momento, una 
parte del movimiento social en la ciudad de México u otras entidades del 
país, decidió tomar el camino de la guerrilla, lo cual, a su vez, abrió paso 
a la llamada guerra sucia, cuya mayor intensidad se registró en la década 
de 1970 pero con repercusiones hasta los años ochenta.

Quizás sea también la fecha inicial de esta década, la del 1º de 
enero de 1970, la que alumbre el debate público en torno al esclareci-
miento de acontecimientos represivos. Presos políticos recluidos en la 
cárcel de Lecumberri habían sido agredidos entonces por reos comunes 

Véase Condés Lara (2002: 38-40).
Martínez (2001: 8-17). Esta fuente se refiere específicamente al Batallón Olimpia y menciona el 
libro Parte de guerra. Tlatelolco 1968 de Scherer y Monsiváis, en cuyas páginas se registran docu-
mentos que comprueban la existencia del batallón, lo que el gobierno había negado durante más 
de treinta años.

1
2
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presumiblemente incitados por las autoridades del penal. Un grupo de 
diputados italianos se interesa por el caso y pide al presidente Gustavo 
Díaz Ordaz permiso para ingresar al país con el fin de conocer la si-
tuación de los reclusos políticos en México. Se les niega la entrada con 
argumentos lindantes en la xenofobia: “Es difícilmente creíble que Italia 
sea un país perfecto, en el que nada haya que corregir o mejorar, en el 
que no existan viejas o nuevas injusticias que reparar” (Aguayo, 2003). 
Lo que será muestra de la permanente conducta evasiva del gobierno. 

La hostilidad del régimen hacia los movimientos sociales indepen-
dientes fue además confirmada tiempo después con la represión del 
jueves 10 de junio de 1971, cuando un grupo paramilitar —llamado 
Halcones—3 creado por el gobierno poco después del 2 de octubre de 
1968, atacó con palos y armas de fuego a los manifestantes que deman-
daban la libertad de los presos políticos de 1968, entre otras consignas.4

En 1972, siendo presidente Luis Echeverría Álvarez, se creó asimismo 
la Brigada Especial conocida como la Brigada Blanca. Se trataba de un 

grupo parapolítico clandestino […] compuesto por agentes de la dfs [Di-
rección Federal de Seguridad], la Policía Judicial Federal, la División de In-
vestigaciones para la Prevención de la Delincuencia (dipd) y la Dirección 
de Investigaciones Políticas y Sociales de la Secretaría de Gobernación, así 
como por militares y diferentes policías estatales y municipales (Monge, 
2001: 22-29). 

Tanto los hechos del 2 de octubre de 1968 como los del 10 de junio 
de 1971 se relacionan no sólo con el régimen sino con un individuo: 
Luis Echeverría Álvarez, secretario de Gobernación en 1968, y presiden-
te de la República en el periodo 1970-1976. Familiares de víctimas de 
tortura y de desaparición forzada, afirman que estuvo implicado en la 
planeación y autorización requeridas para que cuerpos policíacos parti-

Véase Proceso (2002b: 33; 2002c: 18-21) y Castillo García (2004a).
Algunos datos sobre los sucesos relacionados con el 10 de junio de 1971 se hallan en Carrizales (2002).

3
4
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cipasen en dichas acciones. El “halconazo” fue prácticamente el último 
acto abierto de represión, pero tras el secuestro y muerte del empresario 
regiomontano Eugenio Garza Sada por el grupo guerrillero Liga Comu-
nista 23 de Septiembre en 1973 (Jáquez, 2003: 8-13), la consigna del 
gobierno fue aniquilar los cada vez más frecuentes brotes guerrilleros. 
Un caso claro fue la actuación del Ejército en el estado de Guerrero, con 
la finalidad de aprehender al maestro rural y guerrillero, Lucio Cabañas, 
que finalmente fue muerto en Atoyac de Álvarez el 2 de diciembre de 
1974 (Veledíaz, 2002: 53). De estas campañas represivas que continua-
ron después de la muerte del líder guerrillero, formaron parte los gene-
rales Arturo Acosta Chaparro y Francisco Quirós Hermosillo, acusados 
y juzgados muchos años después (Díaz, 2002: 13-15).  

En todos los casos, la extinta dfs, entre cuyos directores han sido 
señalados como torturadores Miguel Nazar Haro y Luis de la Barre-
da Moreno, estuvo implicada en el secuestro, tortura y desaparición de 
cientos de personas. Estos sucesos fueron permanentemente negados 
por los sucesivos gobiernos mientras los actos de represión continuaban. 

Ante el ocultamiento oficial, los reclamos por aclarar el pasado se 
sucedieron; así, un grupo de familiares de desaparecidos creó en 1976 el 
Frente Nacional Contra la Represión, quizás la primera organización que 
se atrevió a denunciar la impunidad y la represión de manera clara y 
directa. La organización tuvo sus orígenes en la búsqueda que, a partir 
de abril de 1975, cuando Jesús Piedra Ibarra de 21 años es desaparecido 
por la dfs, su madre, Rosario Ibarra de Piedra —actualmente senadora 
por el Partido de Revolución Democrática (prd) y conocida como la 
“Doña”— comienza un trajinar por las instituciones mexicanas pa-
ra indagar el paradero de su hijo, sin encontrar respuesta. Como ella, 
desde principios de 1976, varias madres se darán también a la búsqueda 
de sus familiares desaparecidos. Formalmente, el Comité de Madres de 
Desaparecidos, Exiliados, Presos y Desaparecidos Políticos se funda el 
16 de Abril de 1977. Allí converge Rosario Ibarra de Piedra, que se 
transforma en la figura principal del movimiento, con muchas madres 
en igual situación (Maier, 2001). 
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El Comité pronto adquirió carácter nacional en la tarea de defender 
a los familiares de desaparecidos, presos, exiliados y perseguidos políti-
cos, sobre todo en las áreas geográficas de mayor represión política. A los 
pocos meses, en un acto público en la ciudad de Monterrey, se organiza 
a su vez el Comité Pro-Defensa de Presos, Perseguidos, Desaparecidos 
y Exiliados Políticos de México, también con carácter nacional (Maier, 
2001: 139). La procedencia geográfica de las madres fue diversificándo-
se. Al inicio provenían de los estados de Guerrero, Chihuahua, Oaxaca, 
Nuevo León y otras entidades norteñas. Conforme otros casos se fueron 
haciendo públicos, se multiplicó su número, en un esfuerzo por vencer 
el temor a la denuncia aunque con escasas esperanzas de lograr justicia. 
Así se sumaron familiares de desaparecidos de los estados de Puebla, 
Jalisco, México y Distrito Federal.

Se registra un primer acto de significación en agosto de 1978: una 
huelga de hambre de 83 madres5 junto a cuatro hombres de Oaxaca que 
se instaló en el atrio de la Catedral metropolitana, en el Zócalo de la ciu-
dad de México. Demandaban la presentación de los detenidos desapare-
cidos por parte del gobierno y una amnistía general para todos los presos 
políticos del momento. Para entonces ya era presidente de México José 
López Portillo (1976-1982). 

La lucha que el Comité de Madres había emprendido tenía un ca-
rácter legal y reivindicativo de los derechos humanos. En ese contexto, 
Rosario Ibarra, al ser entrevistada por la periodista Elena Poniatowska, 
declaró: 

¿Qué no sabe que en Culiacán algunas madres de familia hacen una parada 
permanente frente al Palacio de Gobierno y no hay quién las mueva? [...] Las 
de Sinaloa tienen años preguntado por sus esposos, sus hermanos, sus hijos 
desaparecidos. Fueron a ver al comandante de la Novena Zona Militar y nadie 
les dio una respuesta. En México ni el Jefe de Estado Mayor Presidencial, ni el 

En su mayoría provenían de la entidad con mayor cantidad de desapariciones: Guerrero, pero también 
eran de Sinaloa, Sonora, Monterrey y Jalisco (Poniatowska, 1980).

5
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Procurador de la República, ni el presidente López Portillo, les han podido de-
cir por ahí te pudres. Ya basta ¿no? Ya es mucho peregrinar, mucho aguantar. 
¿Qué el gobierno no podría darnos a los familiares una lista de los muertos, 
una de los que podrían salir, y si pueden, cómo, en qué condiciones, si desean 
que vayamos a encontrarlos a otro país, etcétera? (Poniatowska, 1980: 85).

La protesta debió levantarse pese al respaldo de sindicatos y organiza-
ciones políticas independientes. La amenaza de una intervención militar 
obligó a las madres a retroceder en la noche del 31 de septiembre de 1978. 
Pero hicieron llegar sus demandas a instancias internacionales. Amnistía 
Internacional recibió los expedientes de los desaparecidos hasta esa fecha 
registrados; eran más de 550, según Rosario Ibarra, quien agregaba que 
“sólo 7 de los desaparecidos fueron liberados” (Maier, 2001: 189) a finales 
de ese año, gracias a la amnistía general que había declarado el gobierno. 

Se darían algunas respuestas oficiales pese al levantamiento de la 
huelga de hambre. Hubo desaparecidos liberados mediante esa primera 
amnistía y, en 1979, quien era procurador de la República, Óscar Flores 
Sánchez, presentó un informe sobre el tema, según el cual había 314 des-
aparecidos políticos de la guerra sucia de los cuales 154 habían muerto 
en enfrentamientos con la policía y el resto se había fugado o no estaba 
identificado en caso de que hubiera muerto. Luego del informe se aprobó 
una segunda ley de amnistía que entró en vigor en 1980 y dos años más 
tarde una tercera.

Pasarán años antes de que, en 1990, el presidente Carlos Salinas de Gor
tari (1988-1994), apremiado por la necesidad de mejorar la imagen del 
país en cuestión de derechos humanos en el marco de la negociación 
del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan), creara 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh), la que adqui-
rió autonomía económica en 1992 y cuyo titular, en la actualidad, por 
mandato del art. 102 de la Constitución, es elegido por el voto de los 
dos tercios de los miembros presentes de la Cámara de Senadores o de 
la Comisión Permanente del Congreso de la Unión en caso de receso 
de la Cámara.
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Algunas preocupaciones sobre la CNDH 

Por Jorge Carpizo

Innovaciones en el ombudsman mexicano que se han desvirtuado

A. La Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) se inspiró en la figura del ombudsman pero 

adaptándola a la realidad mexicana. El derecho comparado aporta ideas y el conocimiento de institu-

ciones y sistemas jurídicos de otras latitudes que pueden ser útiles para el perfeccionamiento de un de-

terminado orden jurídico, pero éstos no se pueden trasladar extralógicamente; hay que tener presente 

las peculiaridades, evolución y realidades del país en donde la nueva institución se intenta implantar, y 

así se hizo en México con el objetivo de alcanzar las finalidades para las cuales se creaba esa Comisión.

La CNDH nació como un ombudsman renovado o transformado, en virtud de que presentó caracte-

rísticas hasta entonces desconocidas en un ombudsman. Resalto dos de las más importantes.

B. La primera, el artículo sexto del decreto de creación estructuró un Consejo, como cuerpo colegia-

do, y le señaló sus funciones.

Antes de 1990 ningún ombudsman en el mundo contaba con un Consejo. El ombudsman es siempre 

una persona. Situación diferente es que el ombudsman tenga colaboradores muy importantes, o que 

se ocupe de temas específicos y especializados, como acontece en varios países, como puede ser el 

de la niñez, el militar, el de salud, el de educación, pero un Consejo, un órgano colegiado, integrado 

por miembros externos a la oficina del ombudsman, fue una verdadera novedad.

Las razones para la creación del Consejo fueron principalmente las siguientes:

1) existía, y con razón, desconfianza de la sociedad hacia cualquier órgano creado por el poder ejecutivo;

2) el presidente de la CNDH iba a enfrentarse a los grandes violadores de derechos humanos, princi-

palmente miembros de procuradurías y corporaciones policiacas, y se quería que tuviera el respaldo 

de personalidades nacionales con prestigio y credibilidad;

3) para que desempeñara funciones parecidas a las de un órgano legislativo interno, que discutiera y 

aprobara los aspectos generales e importantes de la Comisión;

4) para que fuera una especie de contralor de la misma.

El Consejo se diseñó como un cuerpo colegiado muy importante y así funcionó durante los primeros 

años de vida de la CNDH, a grado tal que el Consejo hizo, como debía ser, una interpretación amplia 

Recuadro 33
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de sus facultades señaladas en el Decreto de Creación, y así se plasmó en el artículo 10 del Reglamen-

to Interno que proyectó, discutió y aprobó, y el cual solicitó que se publicara en el Diario Oficial de 

la Federación para darle plena validez. Los juristas tradicionales del gobierno se negaron, aduciendo 

que un reglamento interno, aprobado por diez personalidades ajenas al gobierno, no podía publicar-

se en el Diario Oficial. Entonces, el presidente de la Comisión y los diez integrantes del Consejo ma-

nifestaron que si no se atendía su solicitud, presentarían unánimemente su renuncia. El presidente de 

la República apoyó, sin titubeo alguno, dicha solicitud y el Reglamento Interno se publicó en el Diario 

Oficial, con el disgusto enorme de muchos abogados del gobierno […]

Fuente: Carpizo, “Algunas preocupaciones sobre la CNDH”, Nexos, núm. 372, diciembre de 2008.

En esta progresión, en 1993, surge la primera Comisión de la Ver-
dad integrada por personalidades públicas y antiguos participantes del 
movimiento de 1968. Pero los incidentes violatorios de derechos hu-
manos también continuaron. Así se desemboca en la llamada Matanza 
de Aguas Blancas (estado de Guerrero), el 27 de noviembre de 1995, en 
que murieron 17 indígenas a manos de policías estatales, hecho en el que 
se involucra al gobernador del estado. El nuevo presidente de la Repú-
blica, Ernesto Zedillo Ponce de León (1994-2000), creó una fiscalía 
especial para la investigación del caso. Pero una serie de irregularidades 
impidieron que se concretara su cometido, marcando un estilo de in-
vestigación frustrada que se repite en distintos acontecimientos simi-
lares. (Al poco tiempo, en 1997, en el marco del conflicto estallado en 
Chiapas en 1994, se dio otra matanza, la del pueblo de Acteal, en que 
45 indígenas murieron a manos de un grupo paramilitar, lo que tuvo 
una gran repercusión internacional pero no ha sido aclarado a cabali-
dad hasta el día de hoy.) 

Sin que se diluciden los episodios represivos, se incrementan no obs-
tante las denuncias por nuevos delitos atribuidos al Estado mexicano, 
por lo que en 1998 la Cámara de Diputados de la nación decide formar 
una Comisión Especial para investigar los hechos de 1968, con inte-
gración plural partidaria. También en ese año en que se conmemoraba 
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el tercer decenio de la matanza de Tlatelolco, un grupo de antiguos 
militantes del movimiento estudiantil constituido bajo el nombre de 
Comité 68-98, organización ciudadana por la memoria, interpone una 
querella a causa de la masacre del 2 de octubre. La denuncia acusaba 
de genocidio, privación ilegal de libertad y abuso de autoridad al ex 
presidente Gustavo Díaz Ordaz; al ex secretario de Gobernación (y pos-
terior presidente) Luis Echeverría Álvarez; al ex secretario de la Defensa 
Nacional, Marcelino García Barragán; al ex jefe del Estado Mayor Pre-
sidencial, general Luis Gutiérrez Oropeza, y al ex jefe del Departamento 
del Distrito Federal, Alfonso Corona del Rosal. 

Asimismo, se incluía a otros presuntos responsables como el enton-
ces procurador Gilberto Suárez Torres; el ex jefe de la policía del Distri-
to Federal, general Luis Cueto Ramírez; el comandante de la Operación 
Tlatelolco, general Crisóforo Mazón Pineda; el subcomandante de la 
misma operación, general José Hernández Toledo; el ex director federal 
de Seguridad, Fernando Gutiérrez Barrios; el comandante del Batallón 
Olimpia, general Ernesto Gómez Tagle; y el general Raúl Mendiolea 
Cerecero (Ballinas, 2002a). La querella fue rechazada por un juez que 
argumentó que los crímenes habían prescrito en ese mismo 1998. Año 
en que se produce un nuevo suceso muy sonado en la comunidad de El 
Charco: el ejército ataca a 40 campesinos que dormían en una escuela, 
alegando que se trataba de guerrilleros, resultando varios muertos y sin 
que el reclamo de organismos humanitarios nacionales e internacionales 
sea atendido por las autoridades. 

Habrá que esperar a la rotación de partidos en el gobierno (pan por 
pri en 2000) para que, siendo Vicente Fox Quesada el nuevo presidente, 
se asuma oficialmente el compromiso de revisar los pendientes de dere-
chos humanos. En consecuencia, a partir de enero de 2002, el gobierno 
de Fox desclasificará los archivos referentes a la guerra sucia anteriores 
a 1985. Sin embargo, entre otros militantes de las organizaciones de la 
sociedad civil, Rosario Ibarra de Piedra, del comité Eureka, afirmará que 
los mismos habían sido “rasurados” antes de ser expuestos al escrutinio 
público.
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Paralelamente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación había 
resuelto un amparo promovido por el Comité 68-98, ordenando al 
ministerio público (la Procuraduría General de la República o pgr) ini-
ciar una investigación sobre las muertes del 2 de octubre de 1968. El ex 
presidente Luis Echeverría Álvarez será llamado a comparecer por su 
presunta responsabilidad en estos hechos y en los del 10 de junio de 
1971. Este evento en sí, la convocatoria de un ex presidente a declarar, 
era toda una novedad impensable poco tiempo atrás. No obstante, el 
trámite desembocaría en una exculpación por falta de pruebas (Carrasco 
Araizaga, 2009a).

El expresidente Luis Echeverría exonerado del delito de genocidio 
Por Jorge Carrasco Araizaga

Pese a resolver que la masacre de estudiantes del 2 de octubre de 1968 en Tlatelolco fue un geno-

cidio, el principal acusado de los hechos, el expresidente Luis Echeverría Álvarez, fue exonerado por 

la justicia federal.

El magistrado Jesús Guadalupe Luna Altamirano, titular del Tercer Tribunal Unitario en Materia Penal 

del Primer Circuito, determinó que sí hubo un genocidio planeado y ejecutado por el gobierno de 

la época, pero que no quedan responsables de los hechos, de los que exculpó a Echeverría, de 85 

años de edad.

Luna Altamirano, quien en 2001 autorizó la extradición a España del represor argentino Ricardo Mi-

guel Cavallo, acusado de represión y terrorismo, había dicho en 2004, en el libro La extradición en 

México y otros países, que los delitos de lesa humanidad no debían quedar impunes.

Incluso, dedicó el texto a las víctimas de la represión del 68.

Pero al resolver el amparo contra la formal prisión dictada en contra de Echeverría en noviembre pa-

sado y que desde entonces cumplía en su domicilio, el magistrado explicó que decidió la absolución 

porque al momento de la detención del expresidente, “no había ninguna prueba” que lo inculpara 

como responsable de los hechos ocurridos cuando el acusado era secretario de Gobernación.

Recuadro 34
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En un hecho poco usual en el Poder Judicial, el magistrado convocó a una conferencia de prensa para 

explicar su resolución. Apoyado en una presentación computarizada, dijo al inicio de su presentación:

“Antes que nada, quiero destacar que esta resolución se encuentra completamente exenta de todo 

tipo de cuestiones sentimentalistas, humanitarias, ideológicas, sociales y políticas. La sentencia está 

basada única y exclusivamente en razones estrictamente jurídicas”.

Aseguró haber revisado “hoja por hoja” las 58 mil 725 fojas que integran los 42 tomos del expedien-

te integrado por la desaparecida Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Políticos del Pasado 

(Femospp).

El extitular de ésta fiscalía, Ignacio Carrillo Prieto, formuló la acusación de genocidio contra el expre-

sidente no sólo por los hechos de 1968, sino también por la otra matanza de estudiantes ocurrida el 

10 de junio de 1971, cuando Echeverría ya era presidente de la República.

De ésta última acusación, la justicia federal, a través del Quinto Tribunal Unitario en Materia Penal, 

no sólo exoneró a Echeverría en agosto de 2005, sino que su titular, la magistrada Herlinda Velasco, 

estableció que la fiscalía no pudo acreditar la existencia del delito de genocidio.

Casi dos años después, Luna Altamirano determinó lo contrario: que sí hubo genocidio en los hechos del 

2 de octubre de 1968, pero que Echeverría no es culpable. La resolución del magistrado coincidió con la 

declaración ministerial del expresidente sobre los hechos de Tlatelolco: ‘Si algo pasó, yo no supe nada’. 

En esa misma lógica, Luna Altamirano estableció: “Si bien está acreditado el genocidio… absolutamente 

ninguna de las pruebas aportadas por la PGR (a través de la Femospp) justifica siquiera de manera presun-

tiva la participación de Luis Echeverría Álvarez en la preparación, concepción o ejecución del genocidio”.

Luna Altamirano justificó así el genocidio: “Las autoridades del gobierno de aquella época realizaron 

de manera conjunta una acción concertada, preparada y coordinada encaminada a exterminar a un 

grupo nacional, constituido por estudiantes de diversas universidades”.

Quienes pudieron haber declarado sobre lo que ocurrió ya están muertos, dijo, al disculpar a la fisca-

lía por la imposibilidad de recabar pruebas después de más de 30 años de los hechos.

Entre los fallecidos mencionó al expresidente Gustavo Díaz Ordaz; al exsecretario de la Defensa, el 

general Marcelino García Barragán; al exjefe del Estado Mayor Presidencial, el general Luis Gutiérrez 

Oropeza; al exregente de la ciudad de México, el general Alfonso Corona del Rosal, y al exdirector de 

la Dirección Federal de Seguridad (DFS), el capitán Fernando Gutiérrez Barrios […]

Fuente: Carrasco Araizaga, “Echeverría, exonerado de genocidio por el 68”, 12 de abril de 2009.
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De modo que, a diferencia del Cono Sur, en México, donde la ins-
titucionalidad sui generis de la era priista no se había visto interrumpida, 
fueron los comicios del año 2000 el factor que permitió, gracias a la ro-
tación de partidos en la dirección del Estado por primera vez en setenta 
años, que se instalara el “gobierno del cambio”6 que agendó, entre sus 
propuestas, la revisión del pasado represivo.

El debate en torno a la verdad y la justicia

En este nuevo clima, la prensa publicó un testimonio revelador y cues-
tionador de la credibilidad en las instituciones y en sus principales figuras 
públicas: “El hoy secretario de la Defensa Nacional, Enrique Cervantes 
Aguirre, ‘comandaba el grupo que me detuvo y me torturó’, dijo en en-
trevista la maestra universitaria Alejandra Cárdenas, quien está dispuesta 
a rendir declaración al respecto ante los tribunales pertinentes”.7 

En su declaración, la maestra, desaparecida en 1978 y luego libera-
da, también inculpaba de otras desapariciones a los generales Humberto 
Quirós Hermosillo y Arturo Acosta Chaparro, agregando que varios de 
los afectados permanecían con vida en cuarteles y cárceles clandestinas. 
Como reacción, diputados del prd en el D.F.,  presentaron una propues-
ta de discusión sobre la guerra sucia, junto con la demanda de esclareci-
miento de las ya mencionadas masacres de Tlatelolco el 2 de octubre de 
1968 y de Aguas Blancas, en 1995 (Pérez U., 2000).

De igual forma, participantes del movimiento estudiantil de 1968 
demandaron, junto con estudiantes y sindicatos, “abrir los archivos polí-
ticos y militares, así como establecer una fiscalía especial que investigue a 
los ‘criminales de lesa humanidad’” (Gil Olmos, Gómez e Ibarra, 2000). 
Agregaban otros puntos: integrar un frente nacional contra la impunidad 

Esta denominación fue parte sustancial del eslogan de campaña que dio lugar a un debate sobre el sen-
tido del cambio: ¿de régimen? ¿de partido en el gobierno? Véase Meyenberg (2001).
“Cervantes Aguirre, al frente...” (2000).

6

7
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y la represión; promover la realización de una consulta nacional por la 
verdad y la justicia; convocar a una movilización nacional contra la repre-
sión y por el deslinde de responsabilidades derivadas de los crímenes de 
lesa humanidad; continuar la investigación de los asesinatos cometidos en 
Tlatelolco, Acteal, Aguas Blancas y El Charco, así como los homicidios de 
400 miembros del prd; y encontrar a los cientos de desaparecidos.

Al año siguiente, en 2001, coincidiendo con un nuevo aniversa-
rio del emblemático 2 de octubre, el secretario de Gobernación, San-
tiago Creel, anunció la desclasificación de los archivos del Centro de 
Investigación y Seguridad Nacional (Cisen): “Se abren —dijo— para 
que ningún hecho que involucre la violación de los derechos humanos 
‘quede sin aclararse, sin escrutarse y, sobre todo, sin deslindarse las res-
ponsabilidades correspondientes’”. Sin embargo, acotó: “vamos a seguir 
adelante sin venganzas, sin que esto derive en una cacería de brujas, sino 
simplemente que se deslinden responsabilidades a través de las propias 
instituciones. Eso es lo que marca la Constitución” (Urrutia y Herrera, 
2001). Y se negó a responder a preguntas sobre la creación de una Co-
misión de la Verdad.

Se abren archivos en México

PODER EJECUTIVO

SECRETARIA DE GOBERNACION

LINEAMIENTOS para la apertura de los archivos, expedientes e información que fueron transferidos al 

Archivo General de la Nación, en cumplimiento del acuerdo por el que se disponen diversas medidas 

para la procuración de justicia por delitos cometidos contra personas vinculadas con movimientos 

sociales y políticos del pasado…

CONSIDERANDO

Que el día 27 de noviembre de 2001, el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos expidió el Acuer-

do por el que se disponen diversas medidas para la procuración de justicia por delitos cometidos con-

Recuadro 35
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tra personas vinculadas con movimientos sociales y políticos del pasado, el cual fue publicado, en esa 

misma fecha, en el Diario Oficial de la Federación;

Que, en cumplimiento del Acuerdo del Presidente de la República, la Secretaría de Gobernación, a 

través del Centro de Investigación y Seguridad Nacional, así como las demás secretarías de Estado de 

la Administración Pública Federal, transfirieron al Archivo General de la Nación lo siguiente:

a) La Secretaría de Gobernación, la totalidad de los archivos, expedientes, documentos e información 

en general que fueron generados por las extintas Dirección Federal de Seguridad y Dirección General 

de Investigaciones Políticas y Sociales, mismos que se encontraban bajo custodia y conservación del 

Centro de Investigación y Seguridad Nacional, y

b) El resto de las secretarías de Estado de la Administración Pública Federal, la información que 

poseían en sus archivos históricos y que, a juicio de cada dependencia o de la Secretaría de Go-

bernación, sirva para la investigación de hechos del pasado relacionados con violaciones a los de-

rechos humanos o constitutivos de delitos contra personas vinculadas con movimientos sociales y 

políticos;

Que el Archivo General de la Nación debe recibir, custodiar, organizar y conservar los archivos, docu-

mentos, expedientes e información general que conformen los acervos que le han sido o sean trans-

feridos de conformidad con lo establecido en dicho Acuerdo presidencial,

Que con la entrada en vigor de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Guber-

namental, la cual tiene como finalidad proveer lo necesario para garantizar el acceso de toda persona a 

la información en posesión de los Poderes de la Unión, los órganos constitucionales autónomos o con 

autonomía legal, y cualquier otra entidad federal. 

Que los presentes Lineamientos establecen el procedimiento para que los interesados puedan acceder a 

los archivos y expedientes que han sido concentrados en el Archivo General de la Nación, órgano admi-

nistrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, ente rector de la archivística nacional y enti-

dad central de consulta del Poder Ejecutivo Federal, y

Que, con ese propósito, el Consejo Técnico del Archivo General de la Nación, en sesión extraordina-

ria celebrada el pasado 3 de junio de 2002, aprobó los lineamientos para la apertura de los archivos, 

expedientes e información que fueron transferidos al Archivo General de la Nación en cumplimiento 

del Acuerdo Presidencial del 27 de noviembre de 2001.

Por lo antes expuesto, he tenido a bien expedir:

LINEAMIENTOS PARA LA APERTURA DE LOS ARCHIVOS, EXPEDIENTES E INFORMACION QUE FUERON 

TRANSFERIDOS AL ARCHIVO GENERAL DE LA NACION, EN CUMPLIMIENTO DEL ACUERDO POR EL 
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QUE SE DISPONEN DIVERSAS MEDIDAS PARA LA PROCURACION DE JUSTICIA POR DELITOS COMETI-

DOS CONTRA PERSONAS VINCULADAS CON MOVIMIENTOS SOCIALES Y POLITICOS DEL PASADO …

TRANSITORIOS

PRIMERO.- Los presentes Lineamientos entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en el Dia-

rio Oficial de la Federación.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones administrativas que se opongan a lo previsto en los 

presentes Lineamientos.

Dado en la Ciudad de México, Distrito Federal, a diez de junio de dos mil dos.- El Secretario de Go-

bernación y Presidente del Consejo Técnico del Archivo General de la Nación, Santiago Creel Miran-

da.- Rúbrica.

Fuente: Diario Oficial (Primera Sección), martes 18 de junio de 2002.

Por su parte, Andrés Manuel López Obrador, político de izquierda 
entonces jefe de gobierno del Distrito Federal, autorizó de inmediato 
la apertura de todos los archivos correspondientes a la guerra sucia en 
poder del gobierno local. En esa coyuntura en que se sucedían varias 
decisiones tendientes a facilitar la búsqueda de la verdad, se suma el 
anuncio del procurador general de la República, Rafael Macedo de la 
Concha, sobre la investigación de 300 casos de desapariciones forzadas 
en los años sesenta y setenta,  incluidos aquellos a los que se vinculaba 
a los generales Acosta Chaparro y Quirós Hermosillo —para entonces 
presos por narcotráfico—, así como los relacionados con la dfs y con 
el Cisen (Castillo y Aranda, 2001). El procurador afirmó que incluso 
se investigaban los casos denunciados por Rosario Ibarra del comité de 
familiares Eureka, puntualizando que más de cien de los mismos corres-
pondían al estado de Guerrero.

Es de hacer notar que el gobierno de Vicente Fox, por medio de la 
cndh y la pgr, pretendía actuar sobre la base de denuncias presentadas 
por los familiares de los desaparecidos que, en algunas casos, tenían más 
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de veinticinco años. Esto da la pauta de las dificultades que la adminis-
tración pública enfrentaba consigo misma. Parecía que un gobierno que 
debería controlar el aparato del Estado, no contaba con instrumentos 
confiables de investigación propia. En tal circunstancia, “la primera sala 
de la Suprema Corte consideró el amparo interpuesto por ex líderes del 
movimiento estudiantil de 1968 contra la negativa del Ministerio Pú-
blico Federal de perseguir los delitos de genocidio, privación ilegal de 
la libertad y abuso de autoridad que tuvieron lugar en octubre de aquel 
año” (Castillo y Aranda, 2001), a pesar de que ya había declarado la 
prescripción de los delitos de genocidio, privación ilegal de la libertad y 
abuso de autoridad, poniendo así en suspenso la denuncia del Comité 
68 presentada en 1998 contra el ex presidente Gustavo Díaz Ordaz y 
otras autoridades como presuntos responsables de homicidio, genocidio, 
privación ilegal de la libertad y abuso de autoridad.

Algunas reacciones se sucediron por parte de organizaciones de la 
sociedad civil ante la forma en que se afrontaba el legado de violaciones 
de los derechos humanos por parte del gobierno panista. Juan Antonio 
Vega, secretario técnico de la Red Nacional de Organismos Civiles de 
Derechos Humanos “Todos los Derechos para Todos”, declaró que: “Lo 
que el gobierno y Creel Miranda están haciendo, es ‘dar una solución 
ligth’ al esclarecimiento de las violaciones a derechos humanos del pa-
sado. Es parcial lo que ha anunciado, porque para una verdadera transi-
ción política lo que se requiere es investigar, aclarar y sancionar a los que 
abusaron del poder y cometieron violaciones a los derechos humanos.”8 
Esta posición contó con el apoyo de otras organizaciones como la Aca-
demia Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, el 
Centro de Derechos Humanos “Agustín Pro” y la Academia Mexicana 
de Defensa de Derechos Humanos, y se reforzó al proponer la apertura de 
los archivos del Ejército y la pgr. Además se indicaba la necesidad de que 
fuera permitido el acceso a los familiares y a las ong y no sólo a la cndh, 

“Ejército, PGR y AGN también...” (2001). 8
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que era criticada por haber ocultado información en el pasado y no haber 
aclarado las desapariciones.

La anunciada política del gobierno de Vicente Fox para investigar 
los crímenes políticos del pasado comenzaba a plasmarse en algunas me-
didas. La Fiscalía para los Movimientos Sociales y Políticos del Pasado 
era parte de las mismas. Entre sus antecedentes se contaba el Informe 
Especial de 2001 de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
(cndh) sobre desapariciones forzadas cometidas durante las décadas de 
1970 y 1980. 

En el mismo constaba que:

En el caso de Guerrero, estado con el mayor número de denuncias de desapare
cidos -293 según la CNDH y más de mil de acuerdo con cifras de organi-
zaciones de familiares-, los lugares donde se recluyó a las personas detenidas 
extrajudicialmente fueron el Campo Militar Número Uno, el cuartel de Atoyac, 
la base aérea de Pie de la Cuesta, cárceles clandestinas, diversas instalaciones mi-
litares en el país y las oficinas de la Brigada Blanca o Especial (Ballinas, 2001a).

En un total de 175 mil 55 fojas, se retomaban las denuncias hechas 
desde 1990 por el comité Eureka, más otras de la misma cndh y or-
ganismos como la onu. El informe había sido elaborado por unas 80 
personas de la Comisión en 22 meses de trabajo y también contenía 
acusaciones contra las organizaciones guerrilleras como afirmaba el om-
budsman, José Luis Soberanes: 

El informe establece que las organizaciones guerrilleras de los años 70 utili-
zaron la violencia, transgredieron las leyes y representaron un riesgo para el 
Estado. Asaltaron convoyes militares, privaron de la vida a policías y miem-
bros del Ejército, secuestraron, asaltaron bancos y generaron temor y zozobra 
entre la sociedad mexicana (Alcántara, 2001a). 

Este documento se constituye de cuatro recomendaciones: la pri-
mera pide que “se asuma el compromiso ético y político por parte del 
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gobierno federal que usted encabeza, en el sentido de orientar el desem-
peño institucional en el marco del respeto de los derechos humanos que 
reconoce y garantiza el orden jurídico mexicano, y evitar por todos los 
medios legales que sucesos como los ocurridos en la década de los 70 
y principios de los 80 del siglo xx se puedan repetir”; la segunda: “Se 
sirva girar instrucciones al procurador general de la República a efecto 
de que se designe un fiscal especial, con el fin de que se haga cargo de la 
investigación y persecución, en su caso, de los delitos que puedan des-
prenderse de los hechos a que se refiere esta Recomendación”; la tercera: 
“En los casos en donde se acreditó la desaparición forzada, en atención 
al lugar en que pudo ubicarse con vida por última ocasión a las personas, 
se revise la posibilidad de reparar el daño mediante la prestación de ser-
vicios médicos, vivienda, educativos y otras prestaciones de índole social 
a los familiares de las víctimas de la desaparición forzada”; finalmente, 
la cuarta apunta que “En atención a las condiciones en que opera el sis-
tema de seguridad nacional, específicamente el Centro de Investigación 
y Seguridad Nacional que sustituyó a la Dirección Federal de Seguri-
dad, se tomen las medidas legales adecuadas y se establezca un marco 
jurídico que garantice en su actuar, el respeto a los derechos humanos 
y un desempeño en estricto apego a los límites que para el ejercicio del 
poder, a través de las instituciones públicas del estado mexicano, prevé 
la Constitución General de la República”.9

El ombdusman Soberanes propuso una solución jurídica respecto a 
una posible Comisión de la Verdad, que “Cuando se me preguntó qué 
opinaba de la comisión de la verdad yo dije que veía ahí un inconve-
niente, que es el fundamento legal. De acuerdo con la Constitución, el 
Ministerio Público es el único encargado de investigar los delitos, y por 
ello una comisión de este tipo no podía actuar jurídicamente. Entonces 
me preguntaron: ‘¿qué propone usted?’, y yo dije ‘la Fiscalía Especial’” 
(Ballinas y Becerril, 2001a).

Presidencia de la República, Discursos, palabras  del doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la 
CNDH. Parte II,  27 de noviembre de 2001.

9
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A su turno, Jorge Carrillo Olea, responsable de la seguridad nacional 
en el gobierno de Miguel de la Madrid (1982-1988), y encargado de 
clausurar la dfs, afirmaba: “Es hoy […] el momento de atender la cues-
tión tan delicada de los desaparecidos políticos, pero las cosas no pueden 
detenerse ahí. Se requiere orden y legislar sobre algo que en otros países 
se resolvió desde principios del siglo pasado” (Vargas, 2001). (Él mismo, 
sin embargo, era señalado por familiares como uno de los responsables 
de las desapariciones en los ochenta).

En cuanto a Rosario Ibarra, implacable, observaba: 

[…] el ombudsman lo único que hizo fue retomar los casos que presentó Eure-
ka y tratar de hacerlos suyos. 

Refirió que no hay mucho mérito en que el gobierno reconozca que hubo 
terrorismo de Estado en contra de diversos grupos. “La obligación de un go-
bierno que se dice del cambio era reconocerlo”, expuso. 

Rechazó que las bases militares o los policías hayan actuado por su cuenta, 
como lo dejó entrever el informe de la Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos, y agregó que el comité a su cargo no aceptará ninguna indemnización 
y ratificará ante el Ministerio Público las denuncias presentadas por la des-
aparición de 63 personas. 

En su lucha, dijo que se buscarán sanciones contra los ex presidentes involu-
crados en la guerra sucia, pues fueron los principales responsables (Saldier
na, 2001). 

Rosario Ibarra —quien había sido propuesta por una senadora del 
partido de gobierno (el pan) para dirigir la fiscalía especial— también 
había cuestionado a varios funcionarios, como el canciller, por preten-
der abrir negociaciones con el fin de que el Estado indemnizara a las víc-
timas: “¿Cuánto vale la vida de sus hijos, señor Castañeda? ¿En cuánto 
cotizan la vida de los hijos del señor Fox?” (Galaz, 2001). 
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El ex presidente Luis Echeverría participó en el debate declarando 
sentirse bien dispuesto para que se investigaran los crímenes del pasado 
por parte de la fiscalía especial a crear (aún no estaba creada), aunque 
deslindando al Ejército de responsabilidades y admitiendo “que si bien 
pudo haber excesos, éstos son imputables a la posible intromisión de 
grupos policiales corruptos que pudieron haber actuado desde la ciudad 
de México” (Sánchez Treviño y Notimex, 2001). 

El ex presidente, acusado directamente por el comité Eureka como 
responsable de varias desapariciones, quería atajar seguramente las inves-
tigaciones en los niveles más altos. La Asociación de Familiares de Dete-
nidos, Desaparecidos y Víctimas de Violación a los Derechos Humanos 
de México (Afadem) y el Comité del 68, expresaron de inmediato su 
exigencia de juicio contra el mismo: “Julio Mata Montiel, secretario 
ejecutivo de la asociación, dijo que las declaraciones de Echeverría Ál-
varez ‘son un acto de cinismo’. Aseguró que sólo en los años 70 hubo 
más de 800 casos de desapariciones forzosas y no los 200 que reportó la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos” (Cruz et al., 2001). Ade-
más reiteró la demanda por la creación de una Comisión de la Verdad, 
lo que para José Luis Soberanes no parecía ser prioridad.

La parte oficial representada por la cndh valoraba que una fisca-
lía especializada tendría mayores facultades para responder con justicia 
dada la posibilidad que ofrecía de ejercer demandas penales y usar la 
ley para aclarar los casos. Por su lado, las organizaciones civiles descon-
fiaban de que una fiscalía dependiente del Ejecutivo fuera una buena 
solución en virtud de que se le concedería el acceso privilegiado a los 
archivos recién abiertos, contrariando la demanda de apertura a la so-
ciedad en general, lo que se hubiera acercado más a una Comisión 
de la Verdad. Pero esta alternativa a su vez causaba temor en tiendas 
conservadoras: el influyente líder panista Diego Fernández de Cevallos 
rechazó la creación de una fiscalía especial agregando que las autorida-
des debían impedir “manipulación perversa y daño a las instituciones” 
(Saúl y Yáñez, 2001). Sostuvo también que se declaraba a favor del 
esclarecimiento de los crímenes del pasado, pero advertía que no se 
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debían traer “a valor presente los odios y resentimientos del pasado”. El 
jurista Diego Valadés afirmaría, a fines de 2001, acerca de la Femospp:

 
Pero si esa fiscalía tiene la limitación de los delitos prescritos, ¿qué utilidad 
tendría si finalmente se va a dejar con un dejo de insatisfacción a los deman-
dantes y a la sociedad? -Creo que no debemos anticiparnos al punto de prever 
o dictaminar cuáles van a ser los resultados, esperemos, vamos avanzando. Lo 
que no podemos hacer es prejuzgar acerca de lo que se va a resolver ni tampo-
co podemos hacer algo peor, que es erigirnos nosotros, como sociedad, en un 
tribunal, y sin más trámite condenar a quienes son o pueden ser considerados 
como culpables (Román, 2001).

Para Santiago Creel, secretario de Gobernación, segundo cargo po-
lítico del país, las cosas parecían estar en cambio claras, al afirmar que 
“el único objetivo es revisar el pasado para deslindar responsabilidades 
y que bajo ninguna circunstancia habrá una cacería de brujas. Creel 
señaló que en todo caso las responsabilidades, en el asunto de las desapa-
riciones, son individuales, de personas concretas, nunca de agrupaciones 
y mucho menos de las instituciones políticas del país”.10 

La publicación del Informe de la cndh sobre las desapariciones for-
zosas del pasado y de los ordenamientos del 27 de noviembre desper-
taron también la desconfianza de personalidades del antiguo régimen 
priista como Fernando Gutiérrez Barrios, uno de los presuntos implica-
dos en los hechos registrados y director de la dfs durante el gobierno del 
presidente Luis Echeverría (1970-1976), quien “salió también en defen-
sa del Ejército y pidió privilegiar la razón por encima de la pasión y la 
emoción, para poder comprender ‘la multiplicidad de factores y fuerzas 
que desencadenaron’ lo acontecido el 2 de octubre” (Becerril, 2000a). 
Militar retirado y político en activo, Gutiérrez Barrios utilizaba el mismo 
argumento invocado por el gobierno en 1968, diciendo que la matanza 
se había debido a provocaciones comunistas de influencia externa.

Universidad Autónoma de Nayarit (uan), “Síntesis informativa nacional”, 29 de noviembre de 2001.10
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Otra fue la posición, como era de suponer, de los legisladores de iz-
quierda. Los senadores Leticia Burgos y Armando Chavarría del prd pi-
dieron se enjuiciara a los generales Arturo Acosta Chaparro y Humberto 
Quirós Hermosillo por su participación en la guerra sucia, así como por 
asesinatos ocurridos en años anteriores, en respaldo de la demanda de 
la Afadem. Chavarría afirmó entonces que en Guerrero se registraban al 
menos seiscientos cincuenta desapariciones (Becerril, 2000a). El núme-
ro de desaparecidos y asesinados durante la guerra sucia será uno de los 
puntos en cuestión y a la vez, uno de los aspectos más incómodos para 
el Estado.

Al debate se agregaría el tema de la prescripción. Mientras que el ofi-
cialismo sostenía que varios de los delitos del pasado habían prescrito, las 
organizaciones sociales, de familiares en especial, afirmaban que no existía 
prescripción posible de delitos cometidos por el Estado. Tanto el pri co-
mo el pan mantenían una posición ambivalente, manifestándose, por un 
lado, partidarios del esclarecimiento histórico y el ejercicio de la justicia, 
mientras que, por otro, imponían trabas a los lineamientos que guiaban 
las investigaciones, o matizaban el juicio sobre las acciones del pasado.

Se pueden observar dos claras líneas planteadas: por una parte, la de 
las organizaciones de defensa de los Derechos Humanos, ong, familia-
res y ex militantes, más diputados y senadores del partido de izquierda, 
prd, con variantes; por la otra, la del establishment, conformada por los 
partidos en el poder, tanto antes como después de la asunción de Vi-
cente Fox, y también, el aparato institucional del Estado involucrado en 
los crímenes del pasado, al que las organizaciones críticas como Eureka  
acusan de “terrorismo de Estado”. 

Las organizaciones civiles reclamaban investigar la represión desde 
los años sesenta en adelante exigiendo tres objetivos principalmente: 
1) justicia, no sólo legal sino social, que implicara castigo a los respon-
sables, aun si eso significara cambiar las instituciones, amén de resarcir a 
los afectados; 2) memoria de los hechos con señalamiento de quienes los 
perpetraron, para que no volvieran a repetirse; 3) esclarecimiento de la 
verdad que ponga en evidencia lo realmente acontecido, haciendo una 
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reflexión crítica y profunda del pasado en relación con la actualidad. Por 
su parte, el establishment se limitaba a consentir que se conocieran los 
hechos, pero sin “cacería de brujas”, en señal de apertura condicionada 
al olvido o la “comprensión” de los motivos que llevaron a la represión. 

Los tres partidos principales —pri, pan y prd— llegaron a un acuer-
do respecto a la dotación de fondos otorgados a la nueva fiscalía, en-
cargada de investigar los sucesos del pasado, cuya creación se daría a 
principios de 2002 pero sin fines partidistas. Mas el partido de izquier-
da, el prd, declararía que no se debía confundir la Fiscalía Especial con 
una Comisión de la Verdad (Saúl Rodríguez, Guarneros y Zárate, 2001). 
La Comisión de la Verdad era una exigencia del prd, con el objetivo de 
dar personalidad jurídica a varias instancias —y no sólo a la fiscalía— en 
las investigaciones. El debate tenía ribetes tanto sociales como técnico-
jurídicos, dado que “Estos reclamos han cobrado vigencia y fuerza en 
los últimos meses, a partir de que el investigador Sergio Aguayo des-
cubrió que durante años se había ocultado la información relativa a las 
desapariciones”; y que “el presidente de la cndh, José Luis Soberanes, 
responsabilizó a los gobiernos que encabezaron las administraciones de 
esos años por las 532 desapariciones por razones políticas que tiene re-
portadas” (“Las denuncias”, 2001). “El mismo presidente de la cndh 
cuestionado sobre si la Recomendación no corre el riesgo de quedar en el 
papel, subrayó que ésta es un documento jurídico que tiene relevancia 
sustentada en el artículo 102 constitucional, por lo que no se trata úni-
camente de un conjunto de explicaciones.  ‘Tiene una relevancia jurídi-
ca y en el momento en que el Presidente de la República la acepte, tiene 
plena obligatoriedad para el Estado mexicano’” (cndh, “Comunicados 
de prensa”, 2001). 

Así se resumían dos argumentos esgrimidos recurrentemente por 
quienes guardaban suspicacias respecto a la investigación: la posible 
prescripción de los delitos del pasado y la llamada “cacería de brujas” de 
los demandantes de verdad y justicia. El ya mencionado Diego Fernán-
dez de Cevallos, en ese momento presidente del Senado, propuso que 
el informe de la Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh) 
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sobre “desapariciones forzadas’ debía ser entregado a las procuradurías 
General de la República, capitalina y de los estados donde se cometie-
ron los delitos, para que éstas fueran las que ‘conduzcan a la verdad y la 
justicia’” (Arvizu, Alcántara y Cervantes, 2001). Pero una nota perio-
dística del 6 de diciembre dejaba ver cuál podía ser el resultado de una 
propuesta de este tipo:

La Procuraduría General de la República citó a declarar ante el Ministerio 
Público Federal a 27 detenidos-desaparecidos, en su primera acción después 
de que el Ejecutivo anunciara, el 27 de noviembre, que “se hará justicia” en el 
caso de cerca de 500 personas que fueron arrestadas o secuestradas por cuer-
pos de seguridad hace décadas y nunca más se supo de ellas (Ballinas, 2001c).

La misma nota incluía cinco oficios con información de desapareci-
dos, de los cuales el quinto correspondía a cuatro personas no registradas 
anteriormente. Al respecto, Rosario Ibarra declaró: “Si se tratara de una 
burla, no creo que sea una burla inocente. Tiene que ver con una línea 
constante para desacreditarnos y descalificarnos desde que empezamos 
esta lucha” (Petrich, 2001a). El nombre de su hijo, Jesús Ibarra de Pie-
dra, desaparecido en 1975, también figuraba entre los citados a declarar. 
Aunque no puede descartarse que el despropósito fuera también resulta-
do de la incuria de un sistema de justicia secularmente mal administrado.

El general Alberto Quintanar Álvarez, activo durante todo el pe-
riodo de la guerra sucia, expresó con claridad su punto de vista sobre la 
creación de la fiscalía especial: 

¿Por qué lo abren hasta ahora? Lo agarran como instrumento político para 
ofender al Ejército. ¿Fiscal especial? ¿Se acuerda de las fiscalías para los casos 
Ruiz Massieu y Colosio? Millones de pesos se gastaron para llegar a nada. Lo 
mismo se está haciendo ahorita. Fiscal especial, ¡a ver cómo se llama el cabrón 
para mandarlo a chingar a su madre, y se lo digo claramente! Tengo el fuero 
militar y que me juzguen; estaba en activo, es cierto, y aun retirado estoy suje-
to a las leyes y reglamentos de la milicia (Castillo García, 2001). 
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Un discurso que suscitó que organizaciones nacionales e internacio-
nales se manifestaran: 

Esta es la ocasión para poner a los miembros del Ejército en su lugar. Cuando 
Quintanar invoca dicho fuero para que sean juzgados los soldados y los gene-
rales participantes en la guerra sucia, lo que hace es manifestar que esa figura 
ha servido para solaparlos y darles impunidad (Ballinas, 2001c).

Añadiendo que: 

debe integrarse ya la fiscalía especial, pero tiene que aclararse su funciona-
miento, pues demandamos autonomía, recursos económicos suficientes y el 
personal necesario para que pueda hacer su trabajo (Ballinas, 2001c). 

Las organizaciones señalaban el real significado de las declaraciones 
del general, relacionadas con la impunidad y el involucramiento de toda 
la cadena de mando del Ejército, comenzando por el Ejecutivo y los 
generales, amén de secretarios de Estado y gobernadores.

A todo esto seguía pendiente el nombramiento del Fiscal Especial, cuya labor, 
según el Congreso de la Unión, iba a ser vigilada de cerca, tanto para asegurar 
que se realizara con efectiva independencia, como para que fuera bien utilizada la 
dotación de recursos que se asignaba a la Fiscalía Especializada para la Investiga-
ción de Desapariciones Forzosas —luego rebautizada con la sigla de Femospp—. 

Mientras tanto, el ombudsman respondiendo a críticas señaló: 

En cuanto al tema del secuestro, en donde la ciudadanía está totalmente inde-
fensa, dijo que la labor de la CNDH ha sido exigir que el Estado cumpla con 
ofrecer los elementos para que se cumpla el derecho fundamental de la seguri-
dad. Sobre la posible participación del Ejército Mexicano en la lucha contra 
este delito, dijo que es el Ministerio Público el único capacitado para comba- 
tir esta situación, que no es función de las fuerzas armadas, pero que en algún 
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momento determinado se puede recurrir a éstas por vía de excepción (Refor-
ma, 2001).

La desconfianza ante señales contradictorias o al menos confusas pa-
ra construir el camino de la verdad y la justicia hizo que se reafirmaran 
demandas como la de apertura de los archivos militares. Lo reclamaron 
integrantes del Comité 68 toda vez que se dieron a conocer varias foto-
grafías y documentos sobre aquel día en la Plaza de las Tres Culturas: 
“Con las evidencias que se han publicado, [Enrique Ávila] dijo que la 
sociedad civil puede organizarse para exigir el castigo de políticos como 
Luis Echeverría, quien en esos días era secretario de Gobernación, y 
después fue responsable del asesinato de estudiantes, el 10 de junio de 
1971, y de la guerra sucia en las décadas de los 70 y 80” (Herrera Beltrán 
y Dávalos, 2001).

Los documentos a los que se refería el Comité 68 eran parte de una 
cronología oficial de la pgr acerca de octubre 1968, publicada por el dia-
rio La Jornada: un croquis con los movimientos del ejército en la Plaza 
de las Tres Culturas, los militares involucrados y la cadena de mando a 
cargo, más una serie de fotografías de presos en el Campo Militar No.1. 
Estos documentos, a los que se agregaron otros, fueron difundidos en 
dos partes por el periódico mencionado a finales de 2001. La presenta-
ción de esos documentos atizó el debate sobre el esclarecimiento de los 
crímenes de Estado, cometidos a lo largo de tres décadas por sucesivos 
gobiernos. Pero, sobre todo, la desclasificación de los documentos era 
parte de la lucha del Comité 68 y de quienes pedían el esclarecimiento 
de los hechos del pasado.11 

En este contexto, Rosario Ibarra de Piedra exigió, en encuentro 
organizado por familiares de desaparecidos en la Universidad Autó-
noma de Puebla, se investigara los asesinatos, en 1972, de Joel Arriaga 
Navarro y Enrique Cabrera Barroso, imputados a Gonzalo Bautista 

Un registro y análisis de los documentos se encuentra en Scherer y Monsiváis (2003) y en Montema-
yor (2000).

11
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O’Farril, gobernador del estado a principios de los años setenta. Agre-
gaba que “el gobierno federal debía evidenciar que pretende solucionar 
los casos de desaparecidos políticos, y que ‘una muestra mínima’ de ello 
sería aclarar las seis desapariciones ocurridas durante el sexenio en curso, 
que involucraron a ‘ciudadanos que no tenían ningún tipo de militan-
cia política’” (“Pide Rosario Ibarra aclarar...”, 2001). 

A principios de 2002 había dos posiciones definidas. Una, de la clase 
política gobernante, representada por las instituciones oficiales, entre 
ellas el Ejército como la parte más acusada (y también defendida, co-
mo se ve) más los partidos políticos cercanos al gobierno y las fuerzas 
armadas, junto con algunos medios de comunicación masiva. En otra 
posición se ubicaba al menos una parte del prd, las organizaciones de 
desaparecidos y de defensa de los derechos humanos y ex participantes 
en movimientos sociales y guerrillas en el pasado.

En este contexto, Rafael Macedo de la Concha, procurador de la Re-
pública, nombró a Ignacio Carrillo Prieto como fiscal especial al frente 
de la Fiscalía Especial para la Atención de Hechos Probablemente Cons-
titutivos de Delitos Federales Cometidos Directa o Indirectamente en 
contra de Personas Vinculadas con Movimientos Sociales y Políticos del 
Pasado, el 4 de enero de 2002. Macedo de la Concha aseguraba que el 
nuevo fiscal tendría total autonomía e independencia. 

En su primer mensaje como nuevo fiscal especial […] se comprometió a que 
en todo momento su actuación será por motivos de justicia y no de vengan-
za, y adelantó que evitará hacer calificaciones colectivas o institucionales que 
—añadió— no caben en nuestro sistema jurídico. “Quien tiene responsabili-
dades, tiene responsabilidades individuales, quien ha incurrido en ilícitos, los 
ha incurrido como persona, eso es lo que tenemos que perseguir. No erigir un 
cadalso para ejecutar a las instituciones, no se trata de eso”, aseguró (Gómez 
y Alcántara, 2002). 

El nuevo organismo tendría bajo su responsabilidad la investigación 
y los procesos penales que se derivasen, conforme con lo estipulado en 
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el acuerdo de su creación y estaría constituido por 30 agentes del Minis-
terio Público, además del apoyo de dos comités creados para este fin.12

Distintas reacciones no tardaron en aparecer. Para Edgar Cortez, di-
rector del Centro de Derechos Humanos “Miguel Agustín Pro”, el nom-
bramiento cerraría el debate en cuanto a una Comisión de la Verdad en 
México (cdhdf, 2003). Mientras que para Adrián Ramírez, presidente de 
la Liga Mexicana por la Defensa de los Derechos Humanos (Limeddh), 

la imagen del fiscal, como parte del Instituto de Investigaciones Jurídicas, sigue 
la trayectoria de todos los que han trabajado en instituciones públicas dedi-
cadas a la vigilancia de los Derechos Humanos como la PGR o CNDH, 
pero su actuación ha sido precaria, tal vez por falta de voluntad política. Es 
gente progresiva en cuestión de investigaciones jurídicas, pero eso no ha sido 
suficiente; 

agregando que:

el Gobierno ha dejado a los familiares de lado y no reconocen su importancia 
como sujetos que podrían participar en el esclarecimiento de las desaparicio-
nes. Se deben crear mecanismos para favorecer la creación de una Comisión 
de la Verdad o un proyecto ‘nunca más’ que vengan de la ciudadanía y en los 
que se cuente con el apoyo de la PGR y del Legislativo. La ciudadanía puede 
vigilar y aportar, y también el Poder Judicial puede hacer uso de la jurispru-
dencia para aclarar los casos de desapariciones forzadas.13

La postura de la izquierda partidista, aglutinada en el prd, fue fa-
vorable al fiscal. Este partido había perdido más de 500 militantes en 
incidentes violentos durante el gobierno de Carlos Salinas de Gortari, 

La Femospp fue dotada de dos comités de apoyo: un “Comité Ciudadano de Apoyo al Fiscal Especial”, 
integrado por tres luchadores sociales de 1968 más dos académicos reconocidos, y un “Comité Inter-
disciplinario” integrado por servidores públicos y asesores en el tema.
Ambas citas en Taniguchi y González (2002).

12

13
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por lo que su posición, junto con la de familiares, pesaba en el debate. 
Sin embargo Jesús Zambrano, dirigente nacional del prd, reconoció que 
la postura de la organización no era sólo a favor de una fiscalía sino tam-
bién de una Comisión de la Verdad, que no descartaba pudiera trabajar 
a la par de la fiscalía. 

Pero José Enrique González Ruiz, ex rector de la Universidad Autó-
noma de Guerrero y abogado de familiares de desaparecidos, “consideró 
que el fiscal Ignacio Carrillo Prieto es una ‘gente del sistema’, muy cer-
cano al priísta Sergio García Ramírez, que no garantiza ni imparcialidad 
ni autonomía”. También expresó que la fiscalía especial estaba limitada 
y era incierta ya desde el nombre. A sus declaraciones se sumaron ex 
integrantes de la organización guerrillera Liga Comunista 23 de Sep-
tiembre, entre ellos David Cilia Olmos, activo en el debate (Herrera 
Beltrán, 2002a). Para González Ruiz: “Fox está faltando a sus promesas 
de campaña con la creación de la nueva fiscalía, porque a nosotros nos 
dijo que tendríamos una comisión de la verdad que contaría con parti-
cipación ciudadana” (Taniguchi, 2002).

En reunión con el fiscal, las organizaciones defensoras de los dere-
chos humanos, entre las cuales estaban Amnistía Internacional, la Red 
de Todos los Derechos para Todos, el Centro de Derechos Humanos 
“Miguel Agustín Pro”, el Centro Fray Bartolomé de las Casas, la Co-
misión Mexicana de Promoción y Defensa de los Derechos Humanos, 
la Academia Mexicana, el Cencos, el iteso, la Afadem, el Centro Fray 
Francisco de Vitoria y el Frente Cívico Sinaloense, demandaron al fiscal 
se desempeñara de conformidad con las normas internacionales sobre 
desaparecidos, dado que el marco jurídico era insuficiente (Ballinas, 
2002b). Más escéptica, Rosario Ibarra declaró: 

que las investigaciones sobre las desapariciones forzadas que realiza la fiscalía 
especial están destinadas al fracaso, pues desde un principio el titular de este 
organismo, Ignacio Carrillo Prieto, declaró inocente al Estado. Señaló que las 
declaraciones hechas por el fiscal cuando tomó posesión de su cargo contradi-
cen lo que aseguró en su informe el ombudsman nacional, José Luis Soberanes 
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Fernández, en el sentido de que la ‘guerra sucia’ fue una política de Estado 
dirigida a reprimir a la guerrilla de los años 70 (Alcántara, 2002). 

Ibarra criticó también que no se investigaran hechos similares ocu-
rridos en los sexenios posteriores a Miguel de la Madrid, cuando hasta 
2002 se registraron 83 nuevos casos de desapariciones forzadas (Alcán-
tara, 2002).

Por su parte, el fiscal expresó “ante organizaciones de defensa de los 
derechos humanos (en la reunión que sostuvo con éstos), que en todas 
aquellas circunstancias en que se compruebe que hayan participado mi-
litares, pedirá que sean juzgados por la vía civil”, basándose en el hecho 
de que el artículo 13 de la Constitución permite el juicio civil para mi-
litares que hayan cometido delitos del fuero común (Ballinas, 2002c). 
En consecuencia, se limitaría a investigar los 532 casos presentados por 
la cndh en su Informe de noviembre de 2001, contradiciendo declara-
ciones anteriores, en el sentido de que investigaría hasta el último caso 
dado un día antes de su nombramiento.

En esta perspectiva, Carrillo Prieto proyectó tres ejes: el ministerial, 
el del trabajo técnico-jurídico propiamente dicho y el del programa de 
participación de familiares, organizaciones y ciudadanos, concentrado 
en información, análisis y comunicación. Respondió así al cuestiona-
miento sobre la prescripción de los delitos: “la prescripción es un asunto 
técnico, un tema debatible, un problema que no se sitúa necesariamente 
al inicio de una indagatoria, sino en el curso de la misma, porque va se-
ñalando la probable comisión de otros ilícitos, y cada uno podría tener 
prescripciones distintas” (Castillo y Aranda, 2002a). Dejó en claro que 
serían los jueces los encargados de decidirlo. En cuanto a la guerra sucia, 
la definió como una guerra injusta, “porque a diferencia de la guerra re-
glamentaria no hay ninguna convención de La Haya, lo que es terrible” 
(Castillo y Aranda, 2002a).

Aunque fuera involuntariamente, Carrillo Prieto estaba reproducien-
do la versión oficial (usada también en el Cono Sur), de que se trataba de 
un conflicto irregular con los subversivos, sin normas claras; lo que con-
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tradice la doctrina y la legislación internacional al respecto, que sostiene 
que incluso en estos casos rigen las normas del derecho humanitario. 
Ernesto Araiza, guerrillero preso en los setenta, cuestionó que el fiscal 
hablara de justicia para las dos partes, pues “habrá que precisar que lo 
que la Fiscalía pretendía era dar una respuesta a qué pasó con los desapa-
recidos, con la tortura, desaparición y muy probablemente la muerte de 
manera sumaria, pero será muy interesante que el Fiscal pretenda reabrir 
los juicios a disidentes políticos” (Turati, 2002). 

La posición del comité Eureka y de HIJOS México también había 
sido antitética de la del fiscal, al considerar que las violaciones de los 
derechos humanos no habían sucedido en el marco de una guerra re-
gular entre dos fuerzas, sino de un “terrorismo de Estado” ejercido por 
los sucesivos gobiernos de manera sistemática contra la población, para 
acabar con la oposición al régimen. Tanto el Comité 68 como la organi-
zación Afadem mostraron su desconfianza respecto de la obediencia que 
debía el fiscal especial al procurador Macedo de la Concha. Para ellos 
no existía independencia del funcionario respecto de la pgr, que había 
sido responsable en el pasado de la represión ahora investigada (Dávalos, 
2002). Por eso la Afadem y otras organizaciones pedían que se creara 
una Comisión de la Verdad con participación ciudadana y, por tanto, 
independiente del gobierno. Se tenía la percepción de que las fiscalías 
suelen fracasar o diluir las investigaciones, generando nuevos episodios 
de impunidad, como en el caso de las más de doscientas muertes de 
mujeres investigadas en Ciudad Juárez también por una fiscalía especial 
(Herrera Beltrán, 2002a). Rosario Ibarra sumó más impugnaciones: 

No necesitamos fiscales ni comisiones de la verdad para investigar las desapa-
riciones. Para eso están la PGR y el Ministerio Público. Además, detrás de él 
[de Carrillo Prieto] están personajes ligados a Luis Echeverría, como Pedro 
Ojeda Paullada, Sergio García Ramírez y hasta Jorge Carpizo, quienes jamás 
hicieron nada por investigar estos hechos. Crear una fiscalía es una forma de 
deslindar la responsabilidad que tiene la PGR de investigar los delitos. Exigi-
mos que la PGR abra sus archivos y se ponga a investigar las denuncias que a 
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lo largo de 27 años hemos interpuesto y cuyos expedientes han sido archiva-
dos (Proceso, 2002d: 13). 

Por su parte, Edgar Cortez, del Comité “Agustín Pro”, comentó: 

No es lo mismo conocer la verdad que resolver delitos. Carrillo Prieto ya limitó 
su actuación cuando dijo que con la investigación no se buscará dinamitar a 
las instituciones. Para mí, su investigación debe abarcar dos aspectos: buscar las 
responsabilidades individuales, pero también se tienen que delimitar las res-
ponsabilidades institucionales (Proceso, 2002d: 13). 

La prensa reveló información sobre los documentos “secretos” del 
Departamento de Estados Unidos, desclasificados poco antes de 2002 
y enviados por el cónsul de Guadalajara, M. J. Orwein en 1973, luego 
de la muerte de Pedro Orozco Guzmán, uno de los guerrilleros abatidos 
por la policía en esa ciudad. 

Las órdenes son tomar medidas drásticas: hacer que los terroristas sean ‘des-
echables’ cuando no haya duda de su culpabilidad [...] las órdenes son repri-
mirlos hasta donde sea posible, había señalado al cónsul el jefe de la Unidad 
del Servicio Secreto de México en Guadalajara, Trinidad López Castro. Ade-
más, el Servicio Secreto está trabajando ahora inconstitucionalmente, sin el 
debido proceso legal, pero con apoyo del gobierno [...] Todas las autoridades 
que trabajan ahora contra los terroristas están autorizadas a omitir el debido 
proceso legal (Proceso, 2002d: 13).

Los documentos revelaban, asimismo, que esa política “antiterrorista” 
era parte de un compromiso explícito entre los gobiernos de Luis Eche-
verría y Richard Nixon para contener al comunismo en el continente. 

Respecto al derecho a la información que una sociedad tiene en 
cuanto a acceder a los documentos referidos a su actuación y generados 
por los gobiernos, Patricia Galeana, ex directora del Archivo General de 
la Nación (agn) indicó que no existía ley que obligara a los presidentes 
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a que entregaran sus archivos al agn, y que, por lo demás, “Existe una 
gran actividad destructora de los archivos públicos que, en muchos ca-
sos, se debe a ocultamiento de información, corrupción, ignorancia o 
desprecio por la idea de la memoria documental” (Proceso, 2002c: 15).

La fiscalía, mientras tanto, pretendía fincar sus investigaciones en: 

un trabajo implacable y serio, con la reconciliación nacional como meta, me-
diante la identificación de los responsables de los abusos cometidos por los 
agentes del gobierno cometidos en los años sesenta y setenta a partir de la 
hipótesis extrema de que pudo haberse tratado de crímenes de Estado. […] 
no hay más divisa que la ley. Mientras no procesamos, con la ley en la ma-
no, estos hechos terribles del pasado, quedarán abiertas las heridas y abiertas 
también otras opciones, para qué, pregunto. ¿Cómo castigar si no es con la 
ley en la mano? ¿Mediante las armas, mediante la diatriba interminable de las 
opiniones en contra y a favor? (Proceso, 2002c: 15). 

La tarea de la fiscalía especial, así concebida, debía ser de reconci-
liación nacional por la vía legal. El fiscal reiteró que los juicios y cita-
torios dirigidos a miembros del Ejército serían a título individual y no 
inculpando a la institución, otro argumento también esgrimido en el 
Cono Sur. “Hay que  recordar que las transgresiones cometidas por los 
militares no las realizó el Ejército Mexicano, como institución, ni una 
dependencia llamada Secretaría de la Defensa. En todo caso, lo hicieron 
individuos con nombre y apellido” (Proceso, 2002c: 15). Dicha opinión 
se contraponía a la visión de organizaciones civiles como la Organiza-
ción Multidisciplinaria para la Salud de los Pueblos Indígenas, radicada 
en Guerrero, que consideraba que la guerra sucia tuvo, además de mi-
litares que operaron y condujeron las acciones, mandos que ordenaban 
se realizaran tales acciones, y por tanto no había sido labor aislada de 
individuos (Dávalos, 2002). 

Por otro lado, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenó 
a la pgr reabrir el caso Tlatelolco 1968, el mismo que en 1998 había 
cerrado, con la finalidad de determinar si los delitos cometidos el 2 de 
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octubre por parte de militares habían prescrito. Al respecto el general 
Álvaro Vallarta Ceceña, opinó: 

Sea cual sea la determinación de un juez y hayan o no prescrito los delitos, 
las Fuerzas Armadas Mexicanas, para evitar que su actuación en la defensa de 
las instituciones de México sea puesta en tela de juicio, no han recurrido ni 
recurrirán a ninguna ley de amnistía, a ningún punto final y mucho menos a 
lo que en otros países se llama Obediencia Debida. Las unidades militares, en 
el pasado, cumplieron con sus responsabilidades constitucionales; en el pre-
sente, lo siguen haciendo; y en el futuro, lo continuarán realizando, apegadas 
a derecho y con respeto a los derechos humanos (Reforma, 2002a).

El militar retirado y legislador, convencido de que se había librado 
una guerra en los años setenta y ochenta, comparó el dolor de los fa-
miliares de desaparecidos con el de las familias de militares caídos en el 
combate a la guerrilla (Reforma, 2002a). Para el fiscal Carrillo Prieto, 
quien ya había hablado de “justicia para todos”, también se debían juz-
gar a los militantes de izquierda que hubieran cometido ilícitos en el pa-
sado. Se refería a delitos tales como asaltos, secuestros y asesinatos. Tal 
postura era rechazada por perredistas y ex guerrilleros, que alegaban que:

“No puede darse el mismo trato a represores y a víctimas” […] La demanda 
[es] que se aclare la guerra sucia de los años 70, parte del movimiento popular 
en este país. Quien violó los derechos humanos fue el Estado. En esa época se 
dio una guerra con el sistema político, los disidentes podíamos estar equivoca-
dos, pero entonces debimos ser enjuiciados conforme a la ley, no secuestrados, 
torturados y asesinados (González, 2002a).

En lo que respecta al formato institucional de la investigación, el crimi-
nólogo argentino Eugenio Raúl Zaffaroni defendió la solución adoptada: 

Es conveniente que sea una fiscalía, incluso desde un punto de vista institu-
cional, porque el proceso penal no tiene como único objetivo la imposición 
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de una pena, es también una condición básica para restablecer la paz social 
y el reconocimiento del derecho de las víctimas y deudos a conocer la verdad 
(Castillo y Aranda, 2002b).

En cuanto a información, la Secretaría de la Defensa Nacional hizo 
entrega en 2002 de 486 cajas conteniendo 1653 legajos con la informa-
ción generada por las distintas zonas militares entre 1965 y 1985; era lo 
primero que el Ejército enviaba al Archivo General de la Nación desde 
1932, y que serían puestos a disposición de quien así lo requiriera a par-
tir del 1 de marzo de 2002 (Proceso, 2002e: 28-31). Los archivos fueron 
consignados con base en el acuerdo presidencial del 27 de noviembre 
de 2001, que había creado la Femospp. También se habían abierto los 
archivos de la dfs, sin perjuicio de que existiera la sospecha de que se 
encontraran ya “rasurados”. Previamente, en el agn se contaba también 
con el Fondo Gobernación, documentos enviados por la Secretaría del 
mismo nombre en 1982 

y que contiene documentos de investigación política desde 1918 hasta principios 
de la década de los ochenta. Esta serie, 1531 metros lineales, fue abierta al pú-
blico en 1998 y, a juicio de los investigadores que la han trabajado, es también 
muy rica, pero, comentan, está desordenada e incompleta (Proceso, 2002e: 28). 

Según uno de los principales investigadores de documentación des-
clasificada, “la documentación que viene está tan bien organizada, que 
incluso es posible establecer, por ejemplo, los años en los que la Di-
rección Federal de Seguridad abrió deliberadamente huecos en sus in-
formes” (Proceso, 2002e: 29). Junto con los archivos de la Sedena, se 
entregaron 15 expedientes del Instituto Nacional de Inmigración; dos de 
la Secretaría de Relaciones Exteriores y 42 de la Dirección de Readapta-
ción y Prevención Social (Proceso, 2002e: 30). 

También, en forma discreta, el Cisen había enviado sus archivos correspon-
dientes al periodo de la guerra sucia al agn. El acervo, del que se desconocía 
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con certeza su contenido, podría contener entre 60 y 80 millones de tarjetas con 
información de hasta 4 millones de personajes de la vida pública nacional, 
además de 26 mil videos y 250 mil fotografías, resguardados en algo así como 
4 mil cajas (Proceso, 2002f: 16 y 17). 

El gobierno otorgaba a la apertura de los archivos, una gran impor-
tancia, en especial por su difusión mediática.

La Femospp inició, en febrero, la primera averiguación previa en tor-
no a los hechos del 2 de octubre de 1968. Su actuación respondía en 
parte a la petición de la Suprema Corte a la pgr para reabrir la denuncia 
que interpusieran miembros del Comité 68 en 1998 y que la Procu-
raduría decidiera archivar entonces, aduciendo la prescripción de los 
delitos (Barajas, 2002). 

En su resolución, la Corte le ordena a la PGR que se pronuncie respecto a la 
Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, que 
entró en vigor en México el 22 de octubre de 1952, porque este instrumento 
internacional fue invocado por los ex líderes del 68 que denunciaron penal-
mente la matanza del 2 de octubre. También, la obligación del Ministerio 
Público Federal de investigar todos los posibles delitos que habrían ocurrido 
en la Plaza de las Tres Culturas, y le previene que no se limite a los que denun-
ciaron inicialmente los ex dirigentes, que son genocidio, privación ilegal de la 
libertad y abuso de autoridad (Castillo y Aranda, 2002c).

Veinte días trascurrieron entre el fallo de la Corte y la notificación 
acatada por la pgr. En este contexto, Graciela Mijares, de la organiza-
ción de familiares Afadem, acudió a presentar la primera demanda no 
programada en las investigaciones ante el fiscal Carrillo Prieto por la 
desaparición de su compañero Ignacio Salas Obregón en abril de 1974; 
el fiscal reiteró lo que había prometido: se investigarían todos los casos 
acontecidos hasta el 27 de noviembre de 2001 (González, 2002b; El 
Universal, 2002). 
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A pesar de que la Suprema Corte (scjn) había ordenado a la pgr 
la reapertura del caso del 2 de octubre en Tlatelolco, la cual a su vez 
instruyó a la Femospp en el mismo sentido, integrantes del Comité 68 
se inconformaron con el hecho de que la scjn no les notificara la reso-
lución. La denuncia original se había presentado, como se anotó, ante 
la pgr el 2 de octubre de 1998 por los delitos de genocidio, privación 
ilegal de la libertad y abuso de autoridad, en contra de  figuras relevantes 
del  gobierno de la época. 

Miembros del Comité, asimismo, denunciaron que la pgr no estaba 
respetando su derecho a conocer del caso. Como respuesta,

el juzgado primero de distrito les notificó que la investigación estará a car-
go de la Fiscalía Especial para Delitos Cometidos por Servidores Públicos 
(Fesple), y no como se dio a conocer en un comunicado de prensa, que la 
responsable del caso sería la fiscalía para desaparecidos durante la guerra sucia 
de los años setenta (Castillo García, 2002a).

El fiscal Carrillo Prieto compareció ante el Senado de la República 
con motivo de rendir su primer informe de trabajo, vertebrado en torno 
a los ejes de revisión y esclarecimiento que había establecido discursi-
vamente: justicia sin restricciones, juicios individuales y no a institu-
ciones, y juicios civiles a militares. En el Senado, los cuestionamientos 
se refirieron a la justicia contra militares, la prescripción de delitos y la 
responsabilidad de las instituciones (Becerril, 2002a; González, 2002c). 
Ante los cuestionamientos vertidos por los legisladores, el fiscal,

adelantó a senadores que en su trabajo habrá de anteponer a toda conside-
ración los derechos humanos consagrados en la Constitución y en tratados 
internacionales de víctimas y victimarios; aclaró que el Ejército, como institu-
ción no habrá de juzgarse, y ante los cuestionamientos de legisladores de PRD 
y PAN sobre cuándo llamará a declarar a los ex presidentes Luis Echeverría 
y José López Portillo, respondió que comparecerán sólo si así se decide en 
el curso de las averiguaciones judiciales (Becerril, 2002a; González, 2002c). 
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Cuestionado por la demora en la integración de los casos, respondió que 

el próximo día 20 [de marzo de 2002] presentará su programa de trabajo 
para llevar a cabo las investigaciones judiciales y sostener la acción penal 
ante los tribunales competentes de quienes resulten responsables de las des-
apariciones políticas durante la llamada guerra sucia de los 70 y los hechos de 
octubre de 1968 (Becerril, 2002a; González, 2002c).

El fiscal también afirmó que se llamaría a declarar a toda persona 
que apareciera nombrada en las averiguaciones. Esto evidenciaba la ne-
cesidad de Carrillo Prieto de hacer creíble su actuación y responder a las 
expectativas generadas una vez que había sido designado. Los compro-
misos eran difíciles de cumplir en una apertura del tema que mostraba 
sus inmediatos límites en distintos ámbitos. Así fuera con un objetivo 
compartido o más bien con un problema común, los distintos actores se 
movilizaban creando por momentos rutas paralelas.

La Femospp solicitó a familiares de desaparecidos presentar pruebas 
de sangre para compararlas con las de osamentas y cuerpos no iden-
tificados, esperando localizar restos de desaparecidos (Castillo García, 
2002b), procedimiento que para entonces representaba una práctica 
habitual en los países del Cono Sur. Rosario Ibarra manifestaba ante un 
público estudiantil y ex dirigentes del 68, que los desaparecidos debían 
ser presentados con vida por la pgr, pues vivos se los habían llevado. 
Mientras tanto, integrantes del Comité 68 expresaron también su ex-
pectativa de que la pgr acatara lo resuelto por la scjn, en el sentido de 
investigar los acontecimientos del 2 de octubre de 1968, de manera 
que “aseguraron que interpondrán un recurso de inconformidad en la 
SCJN, además de que señalarán que el juez primero de distrito, Tere-
so Ramos, aprobó el informe de la PGR sin verificar que se diera real 
cumplimiento a lo establecido por el máximo tribunal del país” (Castillo 
García, 2002b).

Se creó, en marzo de 2002, un Comité Ciudadano de Apoyo para 
la fiscalía especial, designado por Carrillo Prieto. Fue instalado oficial-
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mente por el secretario de gobernación, Santiago Creel, y en circuns-
tancias en las que el fiscal especial informaba sobre su labor y su plan 
de acción en la Femospp. Lo confirmado por el titular de Gobernación 
buscaba tranquilizar algunos ánimos y establecer el instrumento defini-
do respecto al esclarecimiento y juzgamiento de los hechos del pasado. 
Con énfasis señaló que no se investigarían instituciones sino personas 
y agregó que “Los episodios oscuros del pasado deben conocerse y pro-
cesarse en la conciencia nacional, no sólo para condenar lo ocurrido y 
lamentarnos, sino para evitar que se repitan y, sobre todo, para deslindar 
responsabilidades e impartir justicia, que son funciones esenciales de un 
estado de derecho democrático”. Añadió también que el único delito 
descartado en las investigaciones era el de complicidad, y que, por otra 
parte, también se indagarían las desapariciones en el sexenio de Carlos 
Salinas de Gortari. 

Del informe que Carrillo Prieto expuso en el Senado se desprendían 
cuatro puntos que definían su plan de actividades: 

el jurídico ministerial, que permite investigar e integrar las averiguaciones 
previas, ejercer la facultad de atracción y sostener la acción penal ante los 
tribunales competentes; el de cooperación, participación ciudadana y vincu-
lación institucional, mediante el cual se acreditará el cuerpo del delito y la 
probable responsabilidad de los inculpados; finalmente, el de investigación e 
información, que prevé la integración de equipos interdisciplinarios de inves-
tigación documental, bibliográfica y hemerográfica, para esclarecer los hechos 
y dejar constancia histórica de los ilícitos (Castillo y Urrutia, 2002).

Para poner en práctica esto último, no menos importante resultaba 
la observación de quien era la responsable del agn en donde se res-
guardaba la información. “[…] la decisión presidencial de abrir esos 
documentos rebasa el marco legal vigente, y es necesario contar con 
un ley de acceso a la información que siente criterios de lo que debe 
ser público y de lo que debe protegerse por respeto a la vida privada” 
(Proceso, 2002g: 30). Como ejemplo, Sergio Aguayo ponía el caso de 
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un investigado por Miguel Nazar Haro quien, en su momento, había 
obtenido información: 

extraordinariamente detallada e incluía detalles de su vida privada, de las 
amantes que tenía […] es decir, hay evidencia muy clara de que tenía una 
vida sexual muy intensa […] para la Federal de seguridad, no existía la vida 
privada, no había ningún límite ni código de ética, arrasaba lo que se les po-
nía enfrente y el método no importaba para nada. Eran totalmente amorales 
(Proceso, 2002g: 31-32).

La ausencia de una ley que limitara las investigaciones desfavorecía a 
los ciudadanos, por lo que quedaban a expensas de las instituciones gu-
bernamentales. Pero la discusión respecto de la privacidad de los investi-
gados también tenía otra lectura: podía servir de argumento disuasivo en 
las investigaciones de funcionarios pasibles de ser acusados. Esta fricción 
entre el derecho a la información y el de privacidad ha sido compartida 
por los casos estudiados y en otros tantos que tienen en común el obje-
tivo de esclarecer la verdad sobre sucesos de la historia reciente.14

Sin embargo, apuntar esa ausencia jurídica era indispensable en el 
marco de las luchas por las libertades democráticas. En opinión del sena
dor panista Javier Corral, el problema era que “el gobierno no ha me
dido el riesgo que significa que los medios de comunicación puedan sacar 
otras líneas de investigación muy personalizadas o referidas a las vidas 
privadas de personajes públicos, ajenas a las principales líneas de inves-
tigación, que son la masacre de Tlatelolco y la guerra sucia de los años 
setenta” (Proceso, 2002g: 32). Pero si la información de índole privada 
no era útil a una investigación, el procedimiento debería ser que se man-
tuviera reservada.

Por su parte, las organizaciones sociales y de familiares de los desapa-
recidos estaban fuera de este debate. El tema del manejo de la informa-
ción resultaba importante para los medios, intelectuales e investigadores. 

Véanse para el tema a Alberch i Fugueras (2008) y Da Silva y Jelin (2002).14
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Para otros actores pertenecientes al universo de las víctimas, el interés 
prioritario era el esclarecimiento de las desapariciones y otros delitos. 

El fiscal Carrillo Prieto delimitaba y aclaraba el universo de su inves-
tigación —en particular al instalar una oficina de la Femospp en Guerre-
ro, zona con numerosas desapariciones y agravios a familias o a personas 
de manera individual—, definido como el de abusos por parte de funcio-
narios (Habana de los Santos, 2002a). También se instalaría otra oficina 
similar en el estado de Sonora (Habana de los Santos, 2002b). 

Una línea distinta de investigación la abriría la revista Proceso. Se 
trató de una relativa a la guerra sucia en México y América Latina: la 
relación que pudieron haber guardado los gobiernos dictatoriales del 
Cono Sur y el gobierno de México, este último considerado bajo Estado 
de derecho. Ello venía a luz a partir de que, como anteriormente se dijo, 
en los llamados “Archivos del Horror” de la Operación Cóndor, encon-
trados hacía más de una década en Paraguay, se hallara una carta sobre 
una reunión realizada en Guadalajara, Jalisco, del 10 al 14 de julio de 
1974, organizada por la Confederación Anticomunista Latinoamerica-
na (cal), integrada por representantes de México, Paraguay, Argentina, 
Brasil, Uruguay, Chile, Colombia, Bolivia, Guatemala, El Salvador y 
Cuba (se refiere a cubanos exiliados). La carta había sido proporcionada 
a la revista por el abogado paraguayo Martín Almada, quien afirmaba 
que México había estado implicado en la “Operación Cóndor”. 

En el caso de México, el plan Cóndor operó gracias a la Liga Anticomunista 
que lideró el mexicano Rafael Rodríguez López. Este hombre organizó la re-
unión internacional de Guadalajara en 1974, donde se resolvió establecer un 
sistema de información para intercambiar datos y establecer una agencia de 
noticias para apoyar a los gobiernos nacionalistas y denunciar las actividades 
marxistas (Proceso, 2002a: 22). 

Según la misma fuente, la reunión acordó seis puntos: crear un sis-
tema regular de información confidencial; crear una agencia de noticias 
que promoviera los gobiernos nacionalistas y denunciara las intentonas 
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marxistas; ampliar el apoyo financiero empresarial a nivel continental; 
coordinar la acción de los grupos que apoyaban a oficialismo en cada 
país y organizar centros de formación ideológica, así como instalar una 
estación de radio en el Océano Pacífico. 

El año 2002 continuó produciendo acontecimientos disruptivos 
respecto del enfoque de la fiscalía provocando, a su vez, este redimen-
sionamiento del tema en el espacio público. Rosario Ibarra anunció que 
el comité Eureka iniciaría una campaña a nivel nacional para impedir 
que el gobierno dejara “en el olvido a todas las víctimas de desaparicio-
nes forzadas de sexenios anteriores” (Ramírez, 2002). Y Andrés Manuel 
López Obrador, jefe de gobierno del Distrito Federal, presentó ante la 
scjn una controversia constitucional “para dejar sin efecto la declaración 
interpretativa aprobada por el Senado de la República, que limita la 
aplicación de la Convención Interamericana sobre Desaparición For-
zada de Personas a hechos sucedidos después de su puesta en vigor, y 
favorece la impunidad en caso de secuestros perpetrados por miembros 
de las fuerzas armadas” (Ramírez, 2002).  

Se sumó a este clima fermental la multiplicación de declaraciones y 
denuncias ante la Femospp, que comprometían a importantes persone-
ros de la política del pasado, como la presentada por la Afadem:

“Ignacio Carrillo Prieto, fiscal especial para los hechos de represión del pasado 
reciente, aceptó ayer solicitar ‘de inmediato’ la atracción al fuero federal del 
caso de Joel Arriaga, universitario comunista asesinado en 1972 en Puebla, con 
el propósito de impedir que las autoridades judiciales de ese estado den carpe-
tazo al expediente que permaneció congelado en las gavetas de la procuraduría 
local durante casi 30 años”. El Fiscal declaró que “entre los protagonistas de los 
sucesos de Puebla en los 70 podrían ser llamados a declarar Echeverría, el ex 
gobernador estatal Gonzalo Bautista O’Farril y el ex secretario de Gobernación 
Mario Moya Palencia” (Petrich, 2002a). 

Otras organizaciones criticaban la resolución de la pgr del 20 de 
marzo de 2002 publicada en el Diario Oficial por la cual “se delega al 
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fiscal especial la facultad de autorizar el no ejercicio de la acción penal y 
de autorizar la reserva de la averiguación previa, acciones que son pro-
pias del Ministerio Público”. Para las organizaciones, eso provocaría el 
desistimiento discrecional en la acción jurídica, en el caso en que el fiscal 
especial así lo considerara (Gómez Mena, 2002a), si se tenía en cuenta 
además que en marzo, cuando la fiscalía presentara su primer informe, no 
había hecho ningún movimiento para integrar las averiguaciones previas. 

Sin embargo, Ignacio Carrillo Prieto anunció de inmediato que no 
sería sino hasta ocho meses después que, para el caso de Sinaloa, se co-
menzaría a citar a los indiciados. El fiscal no descartaba el periodo pre-
vio de tres meses para seguir integrando las averiguaciones, además de 
aprovechar, hasta llegar a ocho meses, para realizar visitas oculares a los 
sitios “en donde ocurrieron las detenciones, así como en donde estuvie-
ron privados de su libertad, esto en compañía de peritos de la institución 
especialistas en la materia, además de establecer la participación de los in-
culpados con los hechos que se investigan y citar a declarar a los probables 
responsables”. Se comprometía también con integrantes de la Unión de 
Madres de Familia con Hijos Desaparecidos de Sinaloa, ante quienes in-
formó que se habían recibido 26 comparecencias de familiares y testigos 
acerca de desapariciones en el estado durante los años setenta, así como 
35 muestras sanguíneas de familiares directos de personas desaparecidas, 
con el fin de generar una base de datos (Castillo García, 2002d).

En este clima, Jesús Martín del Campo, ex diputado federal del prd 
presentó una denuncia sobre el Halconazo del 10 de junio de 1971 en 
el que había perdido un hermano. En calidad de ciudadano “con interés 
jurídico directo”, acusó que: “En la matanza del 10 de junio [...] hubo 
una actitud ‘todavía más perversa que en la del 2 de octubre’, porque 
había gente infiltrada entre los estudiantes, un grupo de halcones que 
golpeó con kendos (palos que se utilizan en las artes marciales) y persi-
guió a los alumnos, un cuerpo de Granaderos indiferente a la agresión y 
francotiradores apostados en algunos de los edificios de la zona”. Al ser 
cuestionado por la tardanza de su denuncia, el también participante en 
la marcha aquel 10 de junio, respondía: “Que una sociedad no puede ser 
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condenada al olvido. La única manera de que esa tentación (del Estado 
por reprimir) no se repita es que haya una sanción social y legal” (Cuéllar, 
2002). La denuncia era contra quien resultara responsable, pero con un 
claro señalamiento a Luis Echeverría. En relación con la fiscalía especial, 
el denunciante aclaró:

Si alguna persona que le han dado una función, como el fiscal especial, no 
cumple bien su papel tendrá que ser señalado... Las comisiones pueden tener 
fallas porque los que tienen el poder o los que estuvieron involucrados tratan 
de desviar las cosas para otro lado. El fiscal dice que no hay denuncia, pero 
lo que se persigue de oficio se debió investigar y el hecho de que una bala ex-
pansiva haya matado a mi hermano era totalmente imperdonable y no estaba 
permitido, por lo que debió seguirse de oficio (Ramos Pérez, 2002a). 

Otros actores sociales abundarían en denuncias relativas al Halcona-
zo (Ramos Pérez et al., 2002b). 

Respecto a la oficina abierta por la Femospp en Atoyac de Álvarez 
(estado de Guerrero), Carrillo Prieto tomó la iniciativa de acudir a dicha 
comunidad, uno de los lugares que más sufrió la represión, para instalar 
un centro receptor de denuncias, acompañado por el Comité Ciudadano 
adscrito a su oficina. En la visita, el funcionario se reunió con familiares de 
desaparecidos agrupados en el Consejo Cívico Comunitario Lucio Caba-
ñas Barrientos (ccclcb) y ligados a la Fundación Lucio Cabañas, misma 
que no fue invitada. Carrillo Prieto y sus acompañantes “escucharon a 27 
personas que denunciaron 44 desapariciones forzadas y reprocharon no 
haber sido tomados en cuenta para notificarles la instalación de la oficina 
de la Fiscalía”. El mismo Carrillo reconoció ante los familiares su igno-
rancia de la cifra de desapariciones en Guerrero. Uno de los familiares se 
expresó así frente al fiscal: “Ésta es la última carta que nos jugamos con 
el gobierno, y queremos que de una vez nos la muestre, porque nunca se 
nos ha dado respuesta; si es cierto que esta fiscalía va a actuar con verdad y 
justicia, Dios se lo va a pagar; si no es así, también tendrá que entenderse 
con él. Ya sólo creemos en la justicia divina” (Proceso, 2002i: 21). Otro de 
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los asistentes, con seis familiares desaparecidos, exigió no seguir la línea de 
la cndh, que “no resolvió nada”. 

Mediado el mes de junio, la Secretaría de la Defensa Nacional (Sede-
na) anunció que entregaría a la Femospp los informes “de las operaciones” 
realizadas en 1968 en Tlatelolco (Castillo y Cornejo, 2002). Por esa misma 
fecha el gobierno desclasificó 60 mil expedientes correspondientes a la dfs 
y a la Dirección General de Investigaciones Políticas y Sociales (dgips). El 
presidente Vicente Fox, en reunión con medios y personalidades, pero en 
ausencia de organizaciones y familiares de desaparecidos, ofreció su versión 
de la apertura de los documentos. “Ciertamente hay respuestas que dar, 
pero en la búsqueda de la verdad histórica no hay lugar para la venganza, el 
revanchismo o el escarnio”, dijo, al tiempo que llamó a ver el pasado con 
serenidad y honestidad, sin caer en juicios apresurados. “Evitemos descali-
ficar a las instituciones que con tanto esfuerzo hemos construido”. Eso sí, 
“no hay prescripción que valga” (Urrutia y Vargas, 2002). El presidente 
vinculaba la apertura de los archivos a la entonces recién aprobada Ley 
de Transparencia. Ante la desclasificación de los expedientes, el Centro 
Agustín Pro y la amdpdh, insistieron en la creación de una Comisión de la 
Verdad que esclareciera los crímenes del pasado (Martínez, Urrutia y Var-
gas, 2002). Pero el fiscal Carrillo Prieto aseguró que, a la brevedad, serían 
llamados a declarar los responsables por la guerra sucia y, de inmediato, 
trabajarían doce personas en los archivos recién desclasificados. Carmen 
Merino, abogada de los estudiantes del 2 de octubre, no dudaba en afirmar 
que la apertura de los archivos de la dfs y dgips era más que nada “un es-
pectáculo”, pues ella misma decía haber presenciado grandes movimientos 
de documentos hacia  la pgr para ser “rasurados”. 

En la misma secuencia, el gobierno del Distrito Federal anunció la 
puesta a disposición de 16 mil expedientes sobre los presos políticos pro-
venientes de la cárcel de Lecumberri y que habían permanecido en ella, 
así como de la Dirección de Policía y Tránsito, para que la Femospp los 
usara (La Jornada, 2002a).

Un paso más significativo fue el citatorio que la Femospp envió al 
ex presidente Luis Echeverría para que declarara, el 2 de julio de 2002, 
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sobre su posible responsabilidad en los acontecimientos del 10 de ju-
nio de 1971, como consecuencia de la denuncia ya mencionada de Jesús 
Martín del Campo. Fue la primera vez que un presidente del país era 
llamado a declarar ante un fiscal (La Jornada, 2002b). También sería 
llamado a declarar, en calidad de indiciado, el ex regente capitalino y 
antaño secretario general del pri, Alfonso Martínez Domínguez, por su 
posible responsabilidad en los hechos de junio de 1971. En el interroga-
torio participarían dos ex miembros del cnh estudiantil de 1968, ahora 
representando al comité de Apoyo Ciudadano integrado a la Femospp. 
Un día antes, el 16 de julio, también Federico Emery Ulloa demandó al 
ex presidente Luis Echeverría Álvarez por la matanza del 2 de octubre de 
1968 y por haber sufrido personalmente un secuestro por agentes de la 
dfs en 1969 (La Jornada, 2002b). Asimismo responsabilizó a Miguel 
Nazar Haro. Por su lado María de la Luz Flores Cabañas interpuso una 
demanda por el asesinato de 17 campesinos el 28 de junio de 1995 en 
Aguas Blancas, Guerrero, de la que acusó al entonces gobernador del 
estado Rubén Figueroa Alcocer (La Jornada, 2002b). 

En el debate jurídico, la abogada Carmen Merino, quien pertene-
ciera al grupo de abogados que había tenido a su cargo la defensa de los 
presos del 68, habló con base en su experiencia: 

Los fiscales especiales son coadyuvantes. No tienen ni responsabilidad ni acción 
directa. Los verdaderos responsables son los procuradores. ¿Han logrado sacar 
algo en claro estas fiscalías especiales? ¿Existe alguna averiguación? ¿Se ha inte-
grado algún expediente?. […] ¿no sería interesante generar un acervo testimo-
nial oral sobre cada uno de esos eventos, desde el 2 de octubre hasta Acteal? [...] 
Creo que no se trata de apelar a la buena fe, porque desde que yo recuerdo todos 
los funcionarios en turno han pedido lo mismo y la impunidad continúa, en 
medio de un espectáculo grotesco de descalificaciones y provocaciones por todos 
lados, y se nos muestra en los medios masivos la peor dimensión de la retórica. 

Consideraba que la historia de México estaba “repleta de guerras 
sucias. De hecho, quizá ese sea el real escenario de la política mexicana. 
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Lo que sucede y se cocina tras bambalinas, en donde se decide incluso 
quién vive y quién muere. […] En México nunca hay responsables” 
(Tappan M., 2002). 

El prd propuso crear una comisión que diera seguimiento a las 
actividades de la fiscalía especial y del fiscal Ignacio Carrillo Prieto, y, 
al mismo tiempo, pedía a la fiscalía que atrajera también las investiga-
ciones que llevaba a cabo la pgr sobre los hechos ocurridos en los años 
setenta en el estado de Puebla, en los que habían muerto profesores y 
estudiantes de la Universidad Autónoma de Puebla (Saldierna y Bece-
rril, 2002). 

Como parte de las indagatorias acerca del 10 de junio de 1971, el fiscal 
hizo pública su intención de entrevistarse con víctimas de esos aconte-
cimientos, radicadas en Monterrey, Nuevo León, un día antes del inte-
rrogatorio a Alfonso Martínez Domínguez, en esa ciudad (Carrizales, 
2002). En este contexto, el ex gobernador de Nuevo León, Eduardo Eli-
zondo Lozano —quien renunciara a petición de Luis Echeverría a raíz 
de protestas universitarias ocurridas en el mismo 1971 en su entidad— 
declaró que “aunque hubieran prescrito los delitos por los hechos del 
jueves de Corpus, ‘es sano’ que se conozca la verdad, porque aquí es más 
importante el aspecto moral que el jurídico o legal” (Carrizales, 2002). 
Lo que iluminaba la opinión de un sector del priismo añejo que aún 
tenía cuentas pendientes con Echeverría. 

El fiscal especial dio la bienvenida a la posibilidad de una Comisión 
de la Verdad (cv) que indagara los hechos de la guerra sucia, aunque 
su deseo era que, si se ampliaba el Comité Ciudadano de la fiscalía 
especial, éste mismo cumpliera tal función. Agregaba: “La fiscalía nun-
ca mirará los casos con estrecha óptica de una pretendida legislación 
nacional excluyente de otras interpretaciones y de otras alternativas. 
Buscará hasta el límite de las posibilidades nacionales e internacionales 
esa sanción jurídica” (Herrera Beltrán, 2002b).

El 22 de julio, el ex regente de la capital, Alfonso Martínez Domín-
guez, que había sido citado por la Femospp, se acogió al artículo 20 
constitucional, que  le otorga al indiciado la posibilidad de entregar por 
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escrito su declaración, sin presentarse físicamente en los estrados. Éste 
sería, en lo sucesivo, uno de los recursos a usar por los presuntos respon-
sables de desapariciones forzosas. 

El fiscal también generó expectativa al declarar en Guerrero que era 
probable que se encontraran en cárceles clandestinas presuntos inte-
grantes de grupos armados detenidos en los años setenta y considerados 
desaparecidos o que hubieran sido liberados con daños mentales, per-
diéndose luego sus rastros, por lo que era necesario generar un regis-
tro general de indigentes. A esto se sumaron las averiguaciones sobre la 
posible existencia de osamentas en terrenos de Acapulco, quizá de ex 
guerrilleros enterrados en los años setenta (Castillo García, 2002f). Ca-
rrillo Prieto también daba a conocer, con satisfacción, el avance de las 
investigaciones en el agn, donde se descubrió que uno de los sitios en los 
que probablemente se habían enterrado guerrilleros en los años setenta 
era en la base naval de Icacos, en Acapulco Guerrero, así como en la cer-
cana zona de Revolcadero y en el Parque Papagayo, sito en pleno puerto 
(Castillo García, 2002g).

Pero la Afadem cuestionaba los métodos del fiscal especial para ha-
cerse de información y datos en Guerrero (González, 2002d). De hecho 
—como ya se ha visto— la fiscalía trabajaba en un contexto de gran 
suspicacia de las organizaciones civiles y de víctimas y familiares, que 
no podían perdonarle que perteneciera al Estado que había producido y 
encubierto los crímenes investigados y cuyos mecanismos de represión 
e impunidad no estaban aún a su juicio desmantelados. En una compa-
ración con otros países latinoamericanos con investigaciones similares, 
en México, la creación de la Femospp en lugar de una Comisión de la 
Verdad era cuestionada por no ser independiente del Estado. Según el 
especialista Louis Bickford, del Centro Internacional para la Justicia de 
Transición, la fiscalía podría haber funcionado con mayor participación 
ciudadana: 

Tengo la impresión de que para cumplir todas las metas que el Fiscal tiene 
va a necesitar un staff de más de 200 o 300 personas. Va a necesitar oficinas 
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regionales, cada una con 30 o 40 personas, que tampoco tiene; va a necesitar 
recursos para investigación y muchas otras cosas. No sé si va a poder hacer lo 
que dice que va a hacer con la oficina como está (González, 2002e).

Como parte de los esfuerzos de la Femospp por conocer, además de 
denuncias, los puntos de vista de aquellos interesados en los sucesos de la 
guerra sucia (el 2 de octubre de 1968 y el 10 de junio de 1971), se puso 
también a disposición del público una dirección de internet con el fin de 
recabar información y comentarios acerca de la actividad de la Femospp. 
El fiscal Carrillo afirmaba que “hay un avance sensible en lo de 68 y me-
nor en lo de 71 y en las desapariciones forzadas de Guerrero y Sinaloa”. 
En lo que se refiere al 2 de octubre de 1968 señalaba que en Tlatelolco 
se había dado un fuego cruzado entre soldados del Ejército y policías del 
Estado Mayor Presidencial, con lo que desestimaba la afirmación de que 
el Ejército había respondido al fuego de estudiantes armados que dispa-
raban desde lo alto de los edificios. 

Las opiniones de Carrillo daban pie a la tesis de que ese día había ac-
tuado el Batallón Olimpia, del que se llegó a negar por parte de fuentes 
oficiales su existencia, pero, al preguntársele sobre el responsable de su 
formación, confirmaba saber quién era pero sin decir el nombre. De las 
cárceles clandestinas comentaba no tener pruebas para llegar a afirmar 
con verdad su existencia, aunque nuevamente deslizaba su tesis sobre la 
posible reclusión de desaparecidos en clínicas de enfermos mentales. En 
cuanto a la Brigada Blanca y su papel en los setenta, el fiscal sostenía: 
“Las órdenes en el Estado tienen distintos niveles, y se dan desde la cús-
pide cuando se trata de cuestiones tan complicadas. […] Cargar todo a 
un estamento, a un grupo de profesionales —cuando digo estamento y 
profesionales me refiero al Ejército—, y que se mandara solo es, por lo 
menos, absurdo” (Castillo García, 2002h).

Luis Echeverría se negaba a dar respuesta, hasta tanto no se pusie-
ra de acuerdo con sus abogados, a las casi 200 preguntas que el fiscal 
especial le planteara en julio, toda vez que el plazo estaba por expi-
rar el día 14. El mayor argumento de la tardanza, según los propios 
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abogados, era no prestar elementos inculpatorios a la fiscalía especial, 
posiblemente contenidos en la eventual declaración del ex presidente 
(Ramos Pérez, 2002c). Éste tenía que responder en total a tres denun-
cias por genocidio y homicidio, concernientes a los hechos de 1968 y 
1971 (González, 2002f).

Carrillo Prieto afirmaba que Luis Echeverría, con su opción de no 
declarar ante la fiscalía especial, “entorpece” las investigaciones con un si-
lencio “revelador”. Y, en su segundo informe de labores, anunciaba que 
había pedido a la embajada de Estados Unidos los archivos relativos al 2 
de octubre de 1968 que estuvieran en su poder y destacaba una solicitud 
hecha al agn para que “sean retirados de los acervos documentales a los 
que tiene acceso el público”, los documentos que sirvieron de base a la 
cndh para reportar la desaparición de más de 500 personas en la gue-
rra sucia, con la finalidad, explicaba, de que no “se alteren, destruyan 
o desaparezcan las pruebas”, y “se preserve el sigilo de las indagatorias” 
(Castillo García, 2002i). El informe (entregado por escrito al Comité 
Ciudadano) reseñaba las 21 indagatorias hasta entonces iniciadas, aparte 
de los casos que la cndh había presentado a fines de 2001 a la fiscalía 
especial. De éstas, diez correspondían al periodo de la guerra sucia, y el 
resto al 2 de octubre y el 10 de junio. El informe contenía también las 
84 comparecencias de testigos, denunciantes e indiciados ante la fiscalía 
especial, así como 77 ampliaciones de denuncia y el inicio del censo de 
indigentes, llamado Registro Nacional de Indigentes. 

Por otro lado, la Procuraduría General de Justicia del Distrito Fe-
deral, al mismo tiempo entregaba a la Femospp tres discos compactos 
con 5500 fojas y 250 fotografías de los expedientes iniciados por esa 
institución sobre el 2 de octubre (Reforma, 2002b).

Expertos e intelectuales de otros países venían siguiendo las activi-
dades de la Femospp. Víctor Espinosa Cuevas, secretario ejecutivo de 
la Corporación de Promoción y Defensa de los Derechos del Pueblo 
en Chile y coautor de una investigación sobre comisiones de la verdad de 
cinco países advertía que, “cualquier órgano que pretenda dar solución 
a los hechos de violencia del pasado tiene que ser autónomo e indepen-
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diente; integrarse con personas idóneas que sean incuestionables en su 
independencia y autonomía respecto al poder político y ‘creo que hay 
ese problema en el caso mexicano’” (Ramos, 2002d). Roberto Garretón, 
representante para América Latina del Alto Comisionado de la onu 
para Derechos Humanos, expresaba que había esfuerzos visibles para 
aclarar los sucesos del pasado, de lo que eran ejemplo las indagatorias 
sobre el 2 de octubre ordenadas por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. Pero tanto a Espinosa como a Garretón preocupaba “un espí-
ritu corporativo de quienes tenían responsabilidades en los momentos 
en que ocurrieron y que al ver que se investiga piensen que hay una 
vulneración de la independencia de los órganos a que ellos pertenecían, 
como las Fuerzas Armadas” (Ramos, 2002d).

Abogados de Alfonso Martínez Domínguez, indiciado en las inves-
tigaciones sobre el 10 de junio de 1971, anunciaban que su defendido 
estaba dispuesto a declarar sobre aquellos hechos, luego de que el plazo 
para responder a las 86 preguntas que le formulara la Femospp expiraba 
el 3 de septiembre. Para Salvador Martínez della Roca, del Comité Ciu-
dadano de Apoyo a la Fiscalía, que tanto Martínez Domínguez como 
Luis Echeverría retrasaran sus declaraciones aduciendo problemas de 
salud por su edad, se debía a los años que el Estado había dejado pasar 
para juzgarles, lo que aprovechaban en su favor ambos indiciados (Gó-
mez Mena, 2002b). De inmediato se conocen la negativa de Echeverría 
de declarar en la ciudad de México ante la Femospp “por motivos de 
salud”, y las subsiguientes protestas del Comité 68 y otras organizacio-
nes, frente al hecho. En carta enviada a la Femospp, el Comité pide al 
fiscal apurar las investigaciones y abrir los archivos que constan sobre la 
Operación Galeana (González, 2002g). Se publica la réplica por escrito 
de Ignacio Carrillo Prieto a los cuestionamientos sobre su actuación en 
el caso de Luis Echeverría en el sentido de haber permitido que éste no 
declarara sobre las acusaciones que se le imputaran. Una escueta res-
puesta en términos jurídicos con dos puntos: el fiscal no puede culpar 
al ex presidente sin fallo y tampoco puede obligarlo a declarar ante el 
Ministerio Público (Reforma, 2002c).
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El fiscal visitó en su casa a Luis Echeverría, donde se curaba de una 
neumonía, motivo por el cual se ausentaba de la capital del país, donde 
debía declarar (González, 2002h). El ex presidente ratificó su negativa 
a declarar frente al fiscal y los integrantes del Comité Ciudadano que le 
acompañaban. Como hiciera Martínez Domínguez, se acogió al artículo 
20, fracción segunda de la Constitución (Ramos y Miranda, 2002). En 
todo caso, las tres preguntas que el fiscal especial hiciera a Echeverría: 
“¿Se acoge usted al artículo 20 de la Constitución”?, “¿Tanto para la in-
vestigación de 68 como para la del 71?” y “¿Ésta es su firma?” (González, 
2002i), no eran específicas al tema investigado sino a la postura del ex 
presidente respecto al proceso de la investigación.

Por entonces Carrillo Prieto refiere en una entrevista que a las 531 
investigaciones que asumió la Femospp, más los casos de 1968 y 1971, 
se deben  agregar los de los asesinatos de 658 militantes del prd y el de 
un número indeterminado de integrantes del magisterio, así como los 
que se acumulen. Pero el fiscal alega que “Es el Estado el que tiene la 
obligación de atender esas solicitudes, no solamente esta oficina. Quizá 
debieran crearse muchas oficinas, oficinas alternas a la del fiscal, y otra 
distribución del trabajo” (Proceso, 2002i: 40). En contrapunto, familia-
res de desaparecidos en distintos estados comentan: 

[…] se ha limitado a repetir mecánicamente la investigación que ya hizo la 
cndh, y cuyo informe, hecho público el año pasado, dio lugar al decreto del 
presidente Fox; que no se ha concretado un acuerdo de coadyuvancia con los 
familiares, y que éstos tienen, ante el Ministerio Público (mp), “puras obliga-
ciones y ningún derecho”; que la Fiscalía ha decidido avanzar primero en los 
casos en los que hay más información, en detrimento del resto; que las inves-
tigaciones no toman en cuenta que las desapariciones fueron parte de una 
“política de Estado” para exterminar a la guerrilla; que el fiscal ordenó la 
integración de un registro de indigentes, para localizar a los desaparecidos, sin 
fundamentar la decisión y sin avanzar antes en otras líneas de investigación, y 
especuló sobre la existencia de cárceles clandestinas, sin aportar pruebas; que 
los agentes del mp desconocen la historia, la época que están investigando; 
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que la fiscalía carece del presupuesto necesario para una investigación como la 
que establece el decreto presidencial; que el tratamiento de los casos de 1968 y 
1971 ha dado lugar a “montajes escenográficos”, desplazando los casos de los 
desaparecidos (Proceso, 2002i: 37).

En el capítulo concerniente a la investigación, la unam entrega un 
archivo con 1700 fotografías que fueran propiedad de un fotógrafo de la 
Secretaría de Gobernación quién, por órdenes de esa instancia, siguió el 
movimiento estudiantil del 68. El Centro de Estudios Sobre la Univer-
sidad (cesu) las había recuperado y, a pedido de la Femospp, entregó a 
la fiscalía una copia del archivo.15 

Otro ex funcionario del Estado se acogió al artículo 20 fracción 
segunda de la Constitución. Se trató del ex procurador general de la 
República, Julio Sánchez Vargas, quien se negó a responder los dos 
cuestionarios que el fiscal le presentó por la denuncia sobre su respon-
sabilidad en los acontecimientos del 2 de octubre y el 10 de junio, res-
pectivamente. Sánchez Vargas aportó documentos en su defensa; uno 
de ellos correspondía a una resolución del “tribunal unitario del primer 
circuito” emitida en 1976, según la cual los delitos del 68 eran cosa 
juzgada (González, 2002j). 

A fines de septiembre, se sumó una denuncia ante la fiscalía espe-
cial, presentada por familiares de los guerrilleros caídos en el asalto al 
cuartel Madera, Chihuahua, en 1965, acontecimiento con profundo 
significado para los movimientos armados en el país, por haber sido el 
primer acontecimiento de este tipo. Alma Gómez Caballero, hija de Pa-
blo Gómez, participante destacado en el asalto, anunció que seis familias 
habían iniciado contactos con la Femospp para interponer la denuncia 
en contra de la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena) por abusos en 
contra de los atacantes al cuartel, como haber propinado tiros de gracia 
a los heridos. Según el testimonio de Alma Gómez:

<http://www.el-universal.com.mx/pls/impreso/version_imprimir?id_nota=88474&tabla=nacion_h>.15
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los cadáveres de los guerrilleros se exhibieron a bordo de un camión por todo 
Madera, “a manera de escarmiento para la comunidad”; además de que se 
obligó a parientes de los occisos a presenciar los servicios religiosos para los 
soldados muertos, y se les negó el derecho de enterrar a las víctimas, inhuma-
das en una fosa común.16

A casi un año de trabajo de la Femospp, los resultados eran mínimos 
y la presión de las organizaciones sociales crecía, sobre todo después 
de que las primeras indagatorias no habían producido avances. Sergio 
Aguayo Quezada, único investigador que había podido tener acceso a 
los archivos de la dfs antes de la creación de la Femospp, afirmó que ofi-
ciales de alto mando podían ser enjuiciados en el fuero castrense, debido 
a su presunta responsabilidad en 143 casos de asesinato en el periodo 
de guerra sucia. Según el fiscal especial, en cambio, una vez concluidas 
las investigaciones de la Femospp, los militares podrían ser juzgados en 
el fuero civil; pero el problema se complicaba cuando la corporación 
militar asumía que los delitos cometidos contra civiles, que deberían ser 
atraídos por la justicia civil, corresponden también al fuero castrense. A 
esto se sumaba el hecho de que al suscribir la legislación internacional 
sobre Desapariciones Forzadas de Personas, México había interpuesto 
la reserva de que los delitos de militares cometidos en su territorio sólo 
fueran juzgados por tribunales militares, lo que ya había provocado una 
controversia constitucional promovida por el gobierno del Distrito Fe-
deral, en esos momentos aún en curso (Reforma, 2002d).

En este contexto, el fiscal especial dio a conocer la comprobación de 
la muerte de 26 personas en la plaza de Tlatelolco el 2 de octubre de 68 
a la vez que comunicaba que no se había podido confirmar la versión de 
que decenas o cientos de cadáveres fueran arrojados al mar desde avio-
nes de las Fuerzas Armadas (Reforma, 2002e). Posteriormente militantes 
del prd, en manifestación fuera de la antigua sede de la dfs, pidieron a 
Carrillo Prieto que asegurara el inmueble de dicha corporación, como 

“Denunciarán a la Sedena...” (2002).16
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evidencia material para las investigaciones pertinentes. El edificio se en-
contraba en ruinas, aunque aún quedaban dentro archivos, nóminas de 
pago y muebles viejos —incluido un incinerador (González, 2002k).

La justicia militar, por su lado, había decidido llevar a juicio a los ge-
nerales Humberto Quirós Hermosillo y Mario Arturo Acosta Chaparro, 
así como al mayor Francisco Barquín Alonso por su participación en los 
delitos de lesa humanidad, específicamente por la muerte de 143 per-
sonas. Asimismo la fiscalía especial podría demandar a los tres militares 
por su probable responsabilidad en los 320 casos de desapariciones en el 
estado de Guerrero, acumulados desde la creación del organismo inves-
tigador. Eran casi un centenar de miembros del Ejército los indiciados 
por su presunta participación en los sucesos de 1968, 1971 y la guerra 
sucia (Proceso, 2002j: 16).

Las investigaciones por parte del procurador castrense incluyeron a 
los cerca de 40 militares muertos y una treintena de heridos en los en-
frentamientos con la guerrilla de Lucio Cabañas, entre 1975 y 1979. El 
funcionario se mostrará renuente a reconocer que existió algo llamado 
guerra sucia: “nosotros no manejamos ese término. Lo que tenemos, son 
señalamientos de actividades ilícitas en cuanto a la privación de la vida de 
personas de 1975 a 1979” (Proceso, 2002j: 13). El uso del lenguaje parecía 
sugerir que a los desaparecidos se les daba por muertos o inclusive, que en 
los enfrentamientos sólo se habían producido muertes y no desapariciones. 
El Ejército también investigaba a ex miembros de la guerrilla de Lucio 
Cabañas, por un total de 39 militares muertos. La corporación castrense 
no resultaba ser un actor pasivo en la cuestión de verdad y justicia, sino 
capaz de elaborar su propio discurso e iniciativas, en particular tratando de 
impedir que tribunales civiles encausaran a militares.

A los generales Acosta Chaparro y Quirós Hermosillo los había acu-
sado el gobierno de Ernesto Zedillo de proteger al narcotráfico y ahora, 
como parte de las indagatorias de la Femospp, se les acusaba también 
de haber participado en la guerra sucia de los años setenta y ochenta. 
Habían trabajado juntos por primera vez en 1967, cuando el primero 
era teniente de infantería y el otro capitán; el 16 de febrero de ese año, 
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el entonces secretario de la Defensa, Marcelino García Barragán, los 
comisionó a su ayudantía. Ambos militares habían desarrollado la ma-
yor parte de su carrera en cuerpos policíacos del Ejército. En enero de 
1969, Quirós fue designado como comandante interino en el Segundo 
Batallón de Policía Militar, puesto que ocupó hasta 1977. Eran los años 
de la represión en Guerrero, Sinaloa y el Distrito federal. Ocho años de 
contraguerrilla le valieron ser ascendido a coronel por el presidente Luis 
Echeverría. Quirós Hermosillo amplió su radio de acción como jefe de 
la Brigada de Policía Militar.

Por su parte, Acosta Chaparro había recibido su grado de teniente a 
finales de 1965. En 1967 entró al Batallón de Policía Militar, en donde 
adquiriría entrenamiento militar especializado hasta 1970, cuando entró a 
la ayudantía del general García Barragán. Entre 1971 y 1977 fue asignado 
al Batallón de Fusileros Paracaidistas con el grado de capitán primero. En 
ese periodo participó en las acciones contra el grupo de Lucio Cabañas, 
por lo que el presidente Echeverría lo ascendió. Ambos personajes, Acosta 
y Quirós, gozaron del respaldo del aparato estatal para acabar con las or-
ganizaciones armadas de izquierda (Proceso, 2002j: 8 y ss.).

Hacia la segunda mitad de los años setenta los hombres de Acosta 
Chaparro y Quirós Hermosillo, luego de secuestrar y asesinar a más de 
200 guerrilleros, a los que el mismo Acosta Chaparro daba el tiro de 
gracia en la nuca, subían a aviones militares y tiraban al mar los cuerpos 
en bolsas de lona junto con piedras. Se hacía en la noche,  para que no 
fuera visto (Proceso, 2002k: 13). Sobra decir que otro tanto sucedía en 
Argentina en el mismo período.

La investigación castrense, que se decidió sin el consentimiento de los 
familiares de las víctimas, dio curso a los testimonios de diez militares acer-
ca de la participación de Acosta, Quirós y Barquín en los asesinatos, así co-
mo de la actuación del primero en las corporaciones policiales de Guerrero, 
cuando era gobernador Rubén Figueroa Figueroa (Proceso, 2002k: 13). Los 
testigos relataron las formas de operar de los inculpados, empezando por 
la detención de personas que, se calcula, fueron alrededor de 1500 tan sólo 
en Guerrero, luego el registro, que llevaba Barquín, para después elegir a 
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los que se les tomaría —en la cínica jerga de los verdugos— “la foto del 
recuerdo”, equivalente a recibir un tiro en la nuca.

“Afadem tiene registrados mil 200 desaparecidos en todo el país, 
pero Tarín habla de 1500 en sólo cuatro o cinco años, sin contarse las 
matanzas que encabezó Acosta Chaparro en la Sierra de Guerrero ni las 
detenciones que se hicieron durante la persecución de Lucio Cabañas y 
Genaro Vázquez”, dijo el abogado de la Afadem, quien, además, criticó 
que la justicia militar encubriera a los acusados, ocultando información 
o desechándola: 

Si el gobierno de Vicente Fox pretende hacer justicia, tendría que promover 
que se configurara una averiguación en la que se determine que estamos ante 
una acción de Estado para orquestar la desaparición forzada, la tortura, el ge-
nocidio –porque los militares arrasaron pueblos completos— y el homicidio, 
es decir, para cometer crímenes de lesa humanidad que no prescriben (Proceso, 
2002k: 8 y ss.).

Las investigaciones militares especificaron que se habían realizado 
cuatro “vuelos de la muerte” en 1975, los días 7 y 23 de agosto y el 5 
de septiembre de ese año. Según las mismas fuentes, no existían indi-
cios de que hubiera colaboración al respecto, entre México y países del 
Cono Sur como Chile y Argentina, no obstante que 

uno de los presuntos responsables de los “vuelos de la muerte” en México, el 
general Francisco Quirós Hermosillo, viajó a Argentina en 1979, acompa-
ñando al entonces secretario de la Defensa Nacional, Félix Galván López, 
por invitación del teniente coronel Eduardo Viola, comandante del Ejército 
argentino e integrante de la junta militar (Proceso, 2002l: 18).

Los generales Acosta Chaparro y Quirós Hermosillo fueron conde-
nados a 15 y 16 años de prisión el 1 de noviembre de 2002 por deli-
tos contra la salud y encubrimiento del narcotráfico. El escritor Carlos 
Monsiváis, cuando critica el fallo “mal integrado” anota que “la susten-
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tación de la impunidad delincuencial se inicia en los expedientes”, en los 
vacíos de información o en datos traspapelados, redacciones retorcidas, 
etc. Para Monsiváis, la integración de las averiguaciones sobre la presun-
ta participación de los generales en la guerra sucia podría convertirse en 
un espectáculo dirigido por los mass media.” (Proceso, 2002l: 8-9).

Ese mismo mes, Salvador Martínez della Roca, del Comité Ciuda-
dano de la Femospp, urgió al fiscal para concretar las denuncias relacio-
nadas con los acontecimientos de 1968, 1971 y la guerra sucia, movido 
por la muerte, el miércoles 6 de ese mismo noviembre, del ex regente 
Alfonso Martínez Domínguez, pieza clave en los acontecimientos en 
el “Jueves de Corpus”. A ello, Carrillo Prieto respondió que la muerte 
del ex funcionario “no afecta el curso de las investigaciones”. De lo que 
Martínez Domínguez llegó a decir en su defensa, aunque no de manera 
oficial, sólo se indicó que señalaba como responsable de aquellos sucesos 
a Luis Echeverría, quien a su vez lo señalaba a él (González, 2002l). Pero 
las declaraciones escritas del ex regente no podrían presentarse como una 
prueba en el caso, ya que no las había ratificado ante el Ministerio Públi-
co (González, 2002l).

El Consejo Universitario de la Universidad Autónoma de Guerrero (uag) au-
torizó la entrega de datos y testimonios, con la finalidad de aportar pruebas 
en las investigaciones seguidas a los generales inculpados, por la desaparición 
forzada de un centenar de estudiantes y trabajadores universitarios durante 
la guerra sucia, mientras 43 sobrevivientes de la masacre de Aguas Blancas 
ocurrida en 1995 en el municipio de Coyuca de Benítez, Guerrero, ofrecieron 
declarar ante la Femospp, en la próxima visita del fiscal especial al estado 
(“Esperan sobrevivientes...”, 2002).

La masacre de Aguas Blancas, perpetrada por policías municipales de 
Guerrero, no era un caso que la Femospp hubiera atraído en un principio, 
sino que se sumaba a la cadena de denuncias y testimonios brindados por 
las organizaciones sociales, lo que iba a favor de quienes opinaban que la 
guerra sucia no era un caso aislado ni un asunto del pasado en México. 
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A todo esto el presidente Vicente Fox pretende dar por prescritos 
los delitos investigados por la fiscalía especial lo que es rechazado por 
algunos legisladores (Becerril, 2002b). En torno al delicado tema de la 
competencia jurisdiccional, hacia finales de 2002, el fiscal especial decla-
ró que los militares que hubieran cometido delitos en el pasado podrían 
ser juzgados por tribunales civiles “siempre y cuando los ilícitos se ha-
yan cometido fuera del servicio y no se hayan realizado bajo el mando 
directo de la instancia militar correspondiente”, y siempre que también 
hubieran participado civiles en los delitos. Agregaba que el fuero militar 
no podía encubrir delitos cometidos contra civiles por miembros de 
la Fuerzas Armadas (González, 2002m). Al siguiente día, Elba Esther 
Gordillo, polémica secretaria del Sindicato Nacional de Trabajadores 
de la Educación (snte) afirmó su inocencia respecto de los delitos que 
miembros de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educa-
ción (cnte) le imputaban a causa de conflictos entre tendencias sindi-
cales. Entregó su declaración a la Femospp, pero reservándose el derecho 
a declarar sobre las preguntas hechas por el fiscal especial sobre el caso 
(González, 2002n). Era una muestra más de cómo el radio de las investi-
gaciones acerca de las violaciones de los derechos humanos y la eventual 
competencia de la fiscalía especial se había ido ampliando.

Al concluir el primer año de acción de la Femospp, había grandes 
reservas en las organizaciones sociales que, al cabo de décadas, no habían 
conseguido del gobierno un reconocimiento cabal de la responsabilidad 
estatal en los sucesos del pasado, y en cambio habían sufrido las fallas 
del aparato legal. No obstante, se había avanzado en la integración de los 
expedientes para facilitar la acción de la justicia. La Femospp creía estar 
respetando su proyecto inicial, tratando de llevar ante los tribunales a indi-
viduos presuntamente responsables por crímenes del pasado, haciendo al 
mismo tiempo una defensa pública de las instituciones a que éstos habían 
pertenecido. La organización civil Human Rights Watch (hrw) reconoció 
la iniciativa de la justicia mexicana de juzgar a los generales Acosta Cha-
parro y Quirós Hermosillo y los esfuerzos por llevar ante la justicia a altos 
funcionarios, como Luis Echeverría o el general Luis Gutiérrez Oropeza. 
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Aunque puso en entredicho que los militares fueran a ser juzgados por sus 
propios tribunales (Human Rights Watch, 2002).

Desde otra perspectiva, para el fiscal, el gobierno y buena parte de 
los medios de comunicación masiva, la represión ilícita había sido sólo 
producto de individuos y no de una política estatal, lo que claramente 
contrastaba con el punto de vista de las víctimas y de las organizaciones 
que las apoyaban.

Intentos de juzgamiento

Los medios de comunicación, sobre todo impresos, se dieron a la tarea 
de revisar los archivos desclasificados, contribuyendo con investigaciones 
paralelas a la de la fiscalía, erigiéndose en parte del debate y develando 
datos que en ocasiones se integraron a los expedientes de la Femospp. 
La revista Proceso presentó la investigación del reportero Antonio Jáquez 
sobre Miguel Nazar Haro, indiciado por su presunta responsabilidad en 
la desaparición de Jesús Piedra Ibarra (Proceso, 2003: 11-13). Su caso 
era uno de los más conocidos;17 ya había sido investigado por la cndh, 
concluyéndose, a finales de 2001, que los responsables de la desaparición 
de Piedra Ibarra habían sido “servidores públicos” de la dfs sin que se 
especificaran las identidades. La Femospp retomó el caso apoyándose en 
la documentación desclasificada de la dfs.  

La fiscalía especial recuperó también testimonios valiosos que obtuvo de la 
cndh en 1991 de algunos agentes judiciales que estaban comisionados a la dfs 
en los setenta. Uno de ellos contó que le tocó conocer directamente el caso de 
Piedra Ibarra, quien desde 1973 era buscado por la dfs. En la captura, relató, 

Hasta es posible afirmar que se trata de un símbolo de la desaparición de los detenidos en México tanto 
por el hecho en sí como por el rol que su madre ha jugado denunciándolo y reclamando nacional e 
internacionalmente.

17
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participaron unos 18 agentes, entre ellos elementos de la Séptima Zona Mili-
tar (Proceso, 2003: 11). 

Sobre el caso, la madre del desaparecido, Rosario Ibarra de Piedra, 
confirmó que, según las declaraciones recuperadas de Ricardo Condelle, 
delegado de la dfs, éste había tenido a Piedra Ibarra consigo poco des-
pués de su detención  y antes de su envío al Cuartel Militar No. 1. Con 
este dato, la Femospp inició una serie de diligencias en Nuevo León y el 
Distrito Federal para ampliar las investigaciones (Proceso, 2003: 13). Se 
llegó así a reconstruir los últimos días de Piedra Ibarra.

Otro de los casos emblemáticos era el del guerrillero Genaro Váz-
quez Rojas, quien presuntamente murió en un accidente carretero en 
1972. Sus familiares, por primera vez, al comenzar 2003, presentaron 
una denuncia ante la Femospp contra Luis Echeverría Álvarez e inte-
grantes del Ejército Mexicano, a fin de que se esclareciera lo que llama-
ban “homicidio”. Los denunciantes afirmaron que fue asesinado por 
militares. También se solicitaba investigar otros asesinatos de militan-
tes de la Asociación Nacional Cívico Guerrerense, fundada por Genaro 
Vázquez. La Femospp inició indagaciones en las instalaciones de la dfs 
referidas con las denuncias de varios ex guerrilleros presuntamente allí 
torturados (Castillo García, 2003a). 

A este novedoso y demorado transitar por el pasado mexicano carga-
do de deudas con la verdad y la justicia, contribuyó también la opinión de 
protagonistas de otros procesos latinoamericanos de sintonía similar. 
Por ejemplo, el abogado chileno Eduardo Contreras, que había pre-
sentado la primera demanda penal en contra de Augusto Pinochet en 
Chile, y Eduardo Salerno, que era el representante de Rigoberta Menchú 
en la correspondiente en contra del dictador guatemalteco Efraín Ríos 
Montt, hicieron público su anhelo de que la Femospp alcanzara resul-
tados favorables. Al mismo tiempo expresaron preocupaciones a partir 
de su propia experiencia nacional, acerca de obstáculos al ejercicio de 
la justicia que pudieran repetirse en el caso mexicano. Por un lado, los 
intentos del poder político para evadir el juicio y el castigo, como en el 
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caso guatemalteco, por el otro, la apatía de la sociedad en general en 
cuanto al esclarecimiento del pasado, como en el caso de Chile. Con-
treras, en particular, observó que la creación de la fiscalía consistía en un 
avance mayor, al ser una instancia con facultades para enjuiciar, como 
no había sucedido en el caso de la Mesa del Diálogo chilena. Salerno 
fue más contundente al hablar sobre el aparato judicial mexicano: 

No tengo ninguna duda sobre el fundamento ético, moral y jurídico de los 
procesos. Sin embargo, tampoco dudo de que aquí la magistratura vaya a plan-
tear todos los escollos posibles, por ejemplo, que van a pasar dos o tres años 
discutiendo el tema de la prescripción, cuando eso ya está totalmente resuelto 
no sólo por el derecho comparado, sino por los compromisos que ha firmado el 
Estado mexicano sobre la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad. 
Son muy claros los convenios vinculantes que ha firmado México. Por ese lado 
el sistema no tiene salida (Petrich y Ballinas, 2003).

Ambos coincidieron en que la fiscalía sería un instrumento útil si se 
sabía usar y apoyar, en vez de una Comisión de la Verdad sin capacidad 
jurídica. Y en la opinión de Salerno era importante crear como com-
plemento una instancia internacional que observara los trabajos de la 
Femospp. Anticipaba que los eventuales juicios sobre hechos del pasado 
se toparían con la esencia del poder político, y su afán de seguridad y 
permanencia. 

Prueba de estas ambivalencias se encontraban en declaraciones del 
mismo fiscal especial, que expresaba que en la década de los setenta el po-
der civil usó al Ejército para destruir la resistencia armada, pero que no 
había habido guerra sucia, porque no se violaron leyes de la guerra. Lo 
que sí habían existido, en su versión, habían sido delitos de desaparición 
forzada, ejecución extrajudicial, detención ilegal y homicidio calificado. 
Diríase un contrasentido, mas con esta valoración se acotaban los he-
chos a responsabilidades individuales, apuntando a exculpar al Estado 
en tanto institución. Con ello parecía contradecir la orientación de la 
doctrina jurídica y de las normas internacionales en cuanto a la defini-
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ción de lo que es un conflicto interno y las normas que en tal caso se 
aplican. En compensación aceptaba que los delitos de lesa humanidad 
no son prescriptibles (“Entrevista /Ignacio Carrillo Prieto...”, 2003).

La toma de posición de Carrillo Prieto fue criticada al igual que  
muchas de las acciones relativas a la creación y alcance de la fiscalía. Un 
ejemplo sucedió en 2003, cuando se convocó a declarar a varios de los 
indiciados, entre éstos, a Miguel Nazar Haro por cuatro denuncias en su 
contra a causa de tortura y homicidio (Castillo García y Valdéz, 2003). 
Acusado formalmente Miguel Nazar Haro por un homicidio cometido 
en 1974, se solicitó a un juez con sede en Monterrey liberar orden de 
aprehensión en su contra, así como en contra de Luis de la Barreda. 
El juez “rechazó girar las órdenes de aprehensión en contra de los ex 
mandos de la Dirección Federal de Seguridad” (Ramos Pérez, 2003a), 
aduciendo que, por una parte, el expediente —de más de 2 mil fojas— 
estaba lleno de documentos en copias simples, sin certificación y, por 
otra, que el delito ya había prescrito, dado el tiempo transcurrido. 

El fiscal Carrillo Prieto anunció que apelaría tal decisión y que es-
peraba que la scjn atrajera el caso para revisar la prescripción. En su 
opinión, el delito de desaparición forzada en la modalidad de secuestro 
no prescribe.18

También por esta época los medios de comunicación en México 
anunciaban que Luis Echeverría, Mario Moya Palencia (ex secretario de 
Gobernación), Humberto Quirós Hermosillo, Arturo Acosta Chaparro y 
Luis de la Barreda  figuraban en la lista de próximos comparecientes ante 
la fiscalía —entre otros 12 civiles y 25 militares— (Díaz y Monge, 2003: 
32-34). Se sumaban para entonces 28 averiguaciones previas por desapari-
ción forzada, 20 más relacionadas con los hechos del 2 de octubre de 1968 
y el 10 de junio de 1971, además de diez relacionadas con movimientos 
sociales en Guerrero, Nayarit, Oaxaca, Puebla, Sinaloa y Sonora (Ramos y 
Gómez, 2003). Se registraba en los medios de comunicación que los prin-
cipales ejes de investigación versaban en torno a: 1) desaparición forzada 

Véase “Critican fallo...” (2003).18
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en el D.F., en Nuevo León, Estado de México y Jalisco; 2) las matanzas de 
Tlatelolco y del Jueves de Corpus; y 3) averiguaciones en Guerrero, Na-
yarit, Oaxaca, Puebla, Sinaloa y Sonora, en el periodo de 1966 a 1995.19

Pero entre tanto, la propia fiscalía se veía envuelta en un escándalo 
debido a denuncias presentadas por dos agentes del Ministerio Públi-
co (mp), quienes afirmaban que “mandos superiores de la Fiscalía han 
pretendido manipular las declaraciones de los testigos”, entre otras pre-
suntas “irregularidades”.20 Se sospechó que la acusación presentada por 
las agentes del mp contra la Femospp servía a intereses de Echeverría 
(Granados Chapa, 2003), ya que casualmente no fue ratificada por las 
denunciantes ni fue investigada por la pgr, pero sí contribuía a desacre-
ditar la labor del fiscal Carrillo Prieto (Barajas, 2003).   

Las críticas contra la fiscalía lejos de cesar se fueron diversificando. 
Se cuestionaba su organización y funcionamiento: personal insuficien-
te, escaso apoyo gubernamental21 y, en particular, sospechas respec-
to a los errores técnicos en el caso del dirigente principal de la Liga 
Comunista 23 de Septiembre, Ignacio Salas Obregón. El expediente 
integrado por la Femospp parecía contener numerosas copias simples 
según la Afadem. Se temía que lo mismo sucediera en otros casos. Pero 
también se temía por otros aspectos no menos importantes y relativos a 
la seguridad de quienes brindaban testimonio. Se dio a conocer que la 
Visitaduría General de la Dirección General de Inspección Interna de 

Véase también Guerrero (2003).
Aparentemente una de las denunciantes —en su calidad de agente del mp—, Antonieta Martínez Val-
dez “fue una de las responsables de firmar por parte de la PGR en 1998 la declaración de prescripción 
de los delitos cometidos el 2 de octubre de 1968” en el caso presentado por el Comité 68 contra Luis 
Echeverría. Véase Ramos (2003b); y Fuentes (2003).
En una entrevista publicada el 21 de septiembre, a preguntas específicas, el fiscal especial afirmó que, 
a pesar del apoyo del gobierno federal, la dependencia a su cargo carecía de recursos como computa-
doras, personal dedicado a la investigación histórica y recursos para financiar la capacitación de los mp 
por parte de expertos internacionales. Además exhortaba al procurador general, Rafael Macedo de la 
Concha, al secretario de Gobernación, Santiago Creel, y al presidente Fox, a cooperar con su labor, 
frenando el burocratismo, dentro del marco legal, pues podía tratarse de “trámites burocráticos que 
encubren diferencias políticas” (Dresser, 2003: 16-21).

19
20

21
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la pgr sometía a vigilancia e investigación a algunas personas que ha-
bían presentado denuncias ante la pgr relacionadas con la guerra sucia 
(Cabildo, 2003: 28-29). El extremo de esta situación llegó cuando, en 
noviembre de 2003, fue asesinado Horacio Zacarías Barrientos unos 
“días después de rendir su declaración ministerial ante la Femospp, en 
la que hizo imputaciones directas contra militares” (Aranda y Saavedra 
Lezama, 2004a) por el asesinato de campesinos y guerrilleros durante la 
década de 1970. A raíz de la aprehensión de los presuntos asesinos de 
Zacarías Barrientos —ocurrida a mediados de enero—, sus familiares 
declaraban haber sido detenidos, intimidados y sostenían por lo demás 
que los presuntos asesinos —ya aprehendidos— eran “inocentes y que 
fueron sistemáticamente torturados para que se declararan culpables” 
(Cervantes, 2004b; Aranda y Saavedra, 2004b). 

La situación interna de la Femospp fue haciéndose más crítica, al 
renunciar quien fungía como su directora de Análisis Histórico en In-
vestigación Documental, alegando la falta de apoyo para crear un centro 
de investigación sobre los delitos del pasado. Este hecho generó aún 
más incertidumbre acerca de la contundencia de la labor del organismo 
(Carrasco Araizaga, 2004a: 32-34).

Aunque el continuo hallazgo de documentos referentes a la gue-
rra sucia en el agn daba más elementos a la fiscalía para establecer la 
responsabilidad del homicidio de más de 300 campesinos de Guerrero 
(Monge, 2004a: 29-31), la reticencia de la Procuraduría General de Jus-
ticia Militar para facilitar documentos y expedientes también retrasaba y 
obstaculizaba dichas investigaciones. A esto se sumaba un acto de apa-
rente negligencia por parte del procurador Macedo de la Concha, en el 
sentido de no solicitar al gobierno estadounidense documentos sobre 
México de la época, requeridos por el fiscal especial (Doyle, 2004: 8-13).  

La comparecencia de los inculpados ante la fiscalía resultaba siem-
pre espinosa. La desmemoria o la negación son parte de una estrategia. 
A mediados de 2003, quien fuera secretario de Gobernación en el go-
bierno de Luis Echeverría, Mario Moya Palencia, manifestó desconocer 
lo ocurrido el 10 de junio de 1971 pese a que “la Dirección Federal de 
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Seguridad (dfs), órgano de espionaje […] bajo el mando de la Secretaría 
de Gobernación, elaboró un informe en el cual se detalló lo que suce-
día, por lo menos cada cinco minutos” (Castillo García, 2003b). Y casi 
finalizando el año sería el ex director de la dfs, Miguel Nazar Haro, quien 
comparecería ante la fiscalía con el fin de responder un cuestionario de 
145 preguntas en torno a su presunta actuación el 10 de junio de 1971, su 
participación dentro de la dfs y el funcionamiento de la misma durante el 
halconazo. Prometió responder en treinta días (Monge, 2003a: 22-23).22  

Para entonces el fiscal Carrillo Prieto afirmaba tener 17 pruebas contra 
Nazar Haro y De la Barreda Moreno, en el caso específico de Jesús Pie-
dra Ibarra (Monge, 2003b: 20-22).

Nazar Haro intentó evadir la justicia, por lo que fue detenido y con-
ducido a la prisión de Topo Chico (Nuevo León) en febrero de 2004 
por el secuestro de Jesús Piedra Ibarra23 y además el fiscal solicitó otra 
orden de aprehensión contra él por el secuestro y desaparición de Igna-
cio Salas Obregón (Sevilla y Barajas, 2004). El ejemplo de Nazar Haro 
es un fiel exponente del juego de poderes en estos casos (Hirales, 2004: 
22-30). En lo inmediato un juez evitó el cumplimiento del auto de for-
mal prisión dictado en su contra y concedió un amparo (Méndez Ortiz, 
2004a), situación que devino en un arraigo domiciliario, tramitado por 
su abogado, por razones de salud. En tanto Luis de la Barreda Moreno 
ya era un prófugo de la justicia y el ambiente político se enrarecía con 
actitudes ambiguas por parte del secretario de Gobernación, quien al 
ser cuestionado sobre la posibilidad de que el ex presidente Echeverría 
fuera encarcelado, declaró que “lo que es posible es que se aplique la ley” 
(Alegre, 2004). Los procedimientos poco efectivos en la práctica fueron 
contribuyendo a que creciera la crítica no sólo de familiares de desapa-
recidos, sino de los defensores de los indiciados, en el sentido de que los 
casos no procederían por la inconsistencia de las acusaciones (Carrasco 
Araizaga, 2004b: 28-34). 

En el artículo de Monge se reproduce el cuestionario hecho por la Femospp a Nazar Haro.
Hay más información sobre este individuo en el artículo “Los rostros de Nazar Haro” (Monge, 2004b).

22
23
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No obstante, se perfilaron posibles avances hacia el final del pri-
mer semestre de 2004. El Equipo Argentino de Antropología Forense 
anunció su intención de colaborar en cuanto la fiscalía obtuviese un geo 
radar24 de la unam y presentara un programa de trabajo para indagar 
la presunta existencia de fosas clandestinas en Guerrero (Arias, 2004; 
Medellín, 2004a).

El geo radar es un instrumento que emplean los ingenieros geofísicos para poder analizar los relieves del 
suelo, lo que permitiría detectar la existencia de fosas clandestinas.  

24

Recuadro 36

Caso Rosendo Radilla

En un principio, la familia de Rosendo Radilla sintió miedo de denunciar la desaparición forzada de 

Rosendo Radilla (hecho ocurrido en 1974) ante las autoridades, debido al clima de represión en Méxi-

co en aquella época. Sin embargo, en 1975, la familia Radilla y otros familiares de desaparecidos, pre-

sentaron una solicitud escrita al entonces Presidente Luis Echeverría cuando éste realizaba una gira 

por Guerrero. Asimismo, buscaron respuesta con el Gobernador y el Procurador de ese Estado. En 

1992, el caso de Rosendo Radilla fue llevado al conocimiento de la Comisión Nacional de Derechos 

Humanos (CNDH) y por primera vez, los familiares presentaron una denuncia penal ante la Procura-

duría General de Justicia de Guerrero contra quienes resultaran responsables de la desaparición for-

zada de Rosendo Radilla. El 14 de mayo de 1999, los familiares volvieron a denunciar el hecho ante la 

Procuraduría General de Justicia de Guerrero. Estas dos primeras denuncias penales no prosperaron, 

ya  que el Estado alegó ‘que por falta de indicios y evidencias les fue imposible la debida integración 

de la averiguación’. 

En el año 2000, los hechos de la desaparición de Rosendo Radilla y otros fueron denunciados por 

los familiares a nivel federal, ante la Procuraduría General de la República (PGR) y en el 2001 las au-

toridades inciaron una averiguación previa sobre ésta. A la par, la CNDH exigió a finales de 2001, la 

investigación de 532 casos de desaparición incluído el de Rosendo Radilla. En noviembre de 2001, 

el Presidente Vicente Fox creó mediante decreto, la Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y 

Políticos del Pasado (FEMOSPP) para investigar los delitos del pasado, incluyendo las desapariciones 

forzadas de personas durante el período de la Guerra Sucia.
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El decreto presidencial de la FEMOSPP ordenaba específicamente a la Secretaria de la Defensa Nacio-

nal a que entregara a la Fiscalía, cualquier información relacionada con los casos que se investigaban. 

Asimismo, ordenaba a la Secretaría de Gobernación a que entregara archivos secretos del gobierno 

que tuvieran información sobre estos abusos. La creación de la Fiscalía  Especial constituyó una inicia-

tiva histórica para México. Abría la puerta para que las autoridades mexicanas finalmente investiga-

ran los delitos y las “desapariciones” ocurridas durante los años de la Guerra Sucia.

Al principio, la Fiscalía  Especial investigó el caso de  Rosendo Radilla junto con los otros casos que la 

CNDH había recolectado y enviado a la PGR; tiempo después se individualizaron los casos. En cuanto 

a la búsqueda de los desaparecidos, no se realizó ninguna diligencia significativa que arrojara resul-

tados concretos, a pesar de que los familiares señalaron, en reiteradas ocasiones, lugares en donde 

existían fuertes rumores sobre la ubicación de cementerios clandestinos.

Los documentos más valiosos, sin duda, son los extraídos del Archivo General de la Nación ubicados 

en el grupo documental ‘SEDENA’, relacionados con los partes militares de esos años, en los que se 

evidencian nombres de militares instalados en las zonas, los planes de operación de las zonas milita-

res, su organización en agrupamientos, misión, objetivo y sus detalles de coordinación.

El 16 de agosto de 2005, por solicitud de la FEMOSPP y a pesar de contar con evidencia suficiente 

para iniciar proceso a muchos otros probables responsables, el Juez Segundo de Distrito en el Estado 

de Guerrero, con sede en Acapulco de Juárez, Guerrero, libró la orden de aprehensión en contra del 

General Francisco Quiroz Hermosillo, pero en esa misma resolución, el juez se declaró incompetente 

de iniciar un proceso penal en su contra por razón del fuero militar, por lo que decidió remitir el expe-

diente al juez en turno en la Primera Zona Militar, en el Campo Militar Número Uno ‘General Álvaro 

Obregón’, en la Ciudad de México.

Ante esta situación, Tita Radilla Martínez, hija de Rosendo Radilla, decidió ampararse para que el caso 

no fuera turnado a la competencia militar, lo que dio comienzo a varios procesos legales para deter-

minar la competencia del caso. Finalmente, en octubre de 2005, un tribunal de Guerrero, resolvió 

que el Juez Primero Militar Adscrito a la Primera Región Militar, en la Ciudad de México, era el juez 

competente para seguir el proceso contra el General Quiroz Hermosillo, por la presunta privación ile-

gal de la libertad en su modalidad de plagio o secuestro, en perjuicio de Rosendo Radilla…

Inesperadamente, el 27 de marzo de 2007, la FEMOSPP fue cerrada con muy pocos éxitos que pre-

sumir, entre ellos, el informe ¡Que no vuelva a suceder!, investigación que, a pesar de haber sido 

mutilada en las partes en que se afirmaba la responsabilidad del Estado, ha servido como prueba de 

la verdad histórica que México se niega a reconocer…

Al desaparecer la Fiscalía Especial, las Averiguaciones Previas se turnaron a la Coordinación Gene-

ral de Investigación (CGI), instancia dependiente de la Subprocuraduría de Delitos Federales, cuyas 

funciones no incluyen el conocimiento de ningún delito relacionado con las desapariciones forzadas 
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de la Guerra Sucia. Es hasta el 15 de febrero de 2007 que se radica la averiguación en esta instancia 

ministerial. Para los familiares, el desconocimiento por parte de las autoridades de esta dependencia 

gubernamental, sobre el contexto en que sucedieron los hechos, significó un retroceso en la búsque-

da de verdad y justicia.

Las investigaciones siguieron su camino aunque con un giro radical en las líneas de investigación que 

había seguido la FEMOSPP. La CGI tomó la decisión de fortalecer las líneas de investigación encami-

nadas a la búsqueda del paradero de restos óseos, dejando completamente soslayadas las diligencias 

encaminadas a la determinación de probables responsables. Tras la movilización de los familiares de 

desaparecidos, finalmente las autoridades de la CGI realizaron excavaciones del 7 al 27 de julio de 2008 

en el ex Cuartel Militar en Atoyac de Álvarez, cabe señalar que el espacio de terreno que fue explora-

do por el geo-radar y el cual fue excavado, equivale tan sólo al 1% del espacio total que comprende 

el ex cuartel militar. No se encontraron restos humanos. Por último, cabe señalar que la CGI tampoco 

ha accedido a otorgar copias de la Averiguación Previa del caso del señor Radilla Pacheco, aun cuan-

do le han sido solicitadas en varias ocasiones. Conforme a la CGI, las solicitudes resultan improceden-

tes. El 29 de mayo de 2009, el IFAI ordenó a la Procuraduría General de la República a hacer público 

las investigaciones penales por casos de desaparición forzada durante la Guerra Sucia en un plazo 

de 10 días. La PGR no ha cumplido con la orden del IFAI hasta hoy día, poniendo en serias dudas su 

compromiso para con la legalidad y el Estado de Derecho en nuestro país.

Fuente: Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos A.C., Caso Rosendo Radilla. Procesos 

legales nacionales. Resumen de acciones legales.

La carátula judicial que inculpaba a los acusados tomaba forma 
bajo la figura de genocidio, pero al mismo tiempo en ámbitos oficia-
les se sugería la posibilidad de exonerar a los presuntos culpables. El 
informe de la fiscalía indicaba que se procesaban 450 averiguaciones 
previas, y que se contaba con el registro de “2 mil 500 víctimas de la 
represión que ejerció el gobierno en contra de opositores durante los 
años 70 y 80” (Castillo y Garduño, 2004); Carrillo Prieto auguraba 
que la consignación de Echeverría por genocidio se daría en julio. Pero 
la fiscalía no sólo enfrentaba las críticas y la desconfianza de los fami-
liares de víctimas, sino que coincidentemente con el fallo del pleno de 
la scjn en torno a la no prescripción del delito de privación ilegal de la 
libertad en la modalidad de secuestro, el subprocurador general, José 
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25

26

Luis Santiago Vasconcelos (pgr), y el titular de la Secretaría de la De-
fensa Nacional (Sedena), Clemente Vega García, “se pronunciaron a 
favor del perdón y de la amnistía a los implicados en la ‘guerra sucia’” 
al mediar 2004. Este pronunciamiento fue valorado por el Comité 
Ciudadano de Apoyo a la Femospp como clara presión en contra del 
castigo a los responsables (Barajas, 2004a). 

Resulta evidente la falta de independencia o, dicho de otra manera, 
la política de presión que se ejercía en contra de la instancia creada para 
tramitar el legado de violaciones del pasado. Los episodios de Nazar 
Haro, De la Barrera y, muy especialmente, Echeverría, son fieles expo-
nentes de las dificultades de hacer efectiva la procuración de justicia.25 
Tan es así que el fiscal afirmaba que tendría listo “el pliego consignatario 
[de Echeverría]. Si a partir de él no hay juicio contra Luis Echeverría, 
entonces hay encubrimiento” (Carrasco Araizaga, 2004c: 6-11). Por su 
parte, Juan Velásquez, abogado del ex mandatario y de otros acusados, 
afirmaba que sus clientes no serían juzgados pues estaban “confiados 
en que no cometieron delito alguno y […] no hay elementos para con-
signarlos” (Barajas, 2004b). Además, el entorno nacional parecía con-
taminar el desarrollo de los procesos llevados por la fiscalía.26 Cuando 
Carrillo Prieto comunicó que el 15 de julio solicitaría órdenes de apre-
hensión contra los responsables de la matanza del 10 de junio de 1971, 
“la dirigencia nacional del pri, sus gobernadores, diputados, senadores 
[…] y militares” anunciaban su oposición a “las eventuales sanciones 
penales contra Luis Echeverría y otros implicados en la investigación por 
la Guerra Sucia” (Guerrero y Alegre, 2004). Mientras eso se declaraba 

Acercándose el 15 de julio, Carrillo Prieto realizaba consultas con organizaciones sociales sobre la via-
bilidad de enjuiciar a Echeverría y a Mario Moya Palencia, al tiempo que continuaba con la toma de 
declaraciones; en este tenor destaca la declaración hecha por un ex colaborador mexicano de la cia, que 
implicaba a dicha agencia de inteligencia en el halconazo. Véase al respecto Castillo García (2004b) y 
Méndez Ortiz (2004b).
La discusión sobre la reforma al sistema de pensiones del Instituto Mexicano del Seguro Social (imss) 
estaba en puerta, y el gobierno no conseguía el apoyo de la oposición que, en el Poder Legislativo, era 
mayoritaria y estaba encabezada por el pri. 
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desde el ámbito partidario, Echeverría alegaba haber sido ya exonerado, 
pues en “noviembre de 1982, el procurador Flores Sánchez se abstuvo 
en definitiva de ejecutar acción penal”, y “ni siquiera encontró posibles 
responsables de la matanza del 10 de junio de 1971” (Aponte, 2004).

El 22 de julio de 2004, la Femospp solicitó la orden de aprehensión 
en contra del ex presidente, de Manuel Moya Palencia (ex secretario de 
gobernación) y de Manuel Díaz Escobar (ex jefe de los Halcones) por el 
delito de genocidio. Se suponía que “el fiscal especial se había entrevis-
tado con el presidente Vicente Fox, y que el titular de la Secretaría de 
Gobernación, Santiago Creel, había dado el visto bueno al expediente” 
(Castillo y Méndez, 2004). Los acusados aceptaron que el pri, su partido, 
los respaldaba. No obstante, algunos miembros del Comité de Apoyo a la 
Femospp mencionaron su desconcierto por “la manera que la Femospp 
integró el expediente por un delito que difícilmente podrá ser demostra-
do” (Medellín, 2004b). En tanto el abogado defensor del ex presidente 
y de otros acusados, descartó que cualquiera de sus defendidos fuera 
a ser consignado, aduciendo la improcedencia del delito de genocidio 
(Méndez Ortiz, 2004c). 

El juez encargado desechó las acusaciones de genocidio por la ma-
tanza del 10 de junio de 1971, porque la acusación no estaba sóli-
damente fundamentada (García, 2004); pero “paradójicamente […] 
aceptó que sí existieron los delitos de homicidio calificado, lesiones, 
obstrucción de la justicia y abuso de autoridad, los cuales, sin embargo, 
prescribieron” (Cabildo, 2004; Vargas, 2004). El fiscal tenía tres días 
para apelar la decisión, siendo que el expediente constaba de 14 tomos.

La Femospp decidió apelar la decisión a fines de julio de 2004 
mientras que expertos sugerían que la única forma de lograr el encausa-
miento de los ex funcionarios era que esa instancia solicitara su “apre-
hensión no únicamente por genocidio […], sino por los homicidios, las 
lesiones, torturas”, entre otros crímenes, y que la scjn atrajera el caso 
(Méndez Ortiz, 2004d: 77). La apelación tuvo que darse ante el mis-
mo juzgado federal, pues la scjn decidió no atraer el caso. Lo anterior 
despertó muchas sospechas sobre la actuación del Poder Judicial, ante 
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27

lo cual se sugirió que el Ejecutivo federal había negociado con el pri la 
exoneración de los acusados por la Femospp a cambio de la reforma a la 
ley del Instituto Mexicano del Seguro Social (imss) (iis-unam, 2004):

Frente a esta línea de sucesos, diversos actores políticos y sociales seguían 
señalando que la Femospp era una instancia débil, condenada a perderse en 
vericuetos burocráticos, constreñida por el gran poder que aún ostentaba el 
pri y por la falta de decisión del gobierno federal para ir a fondo en el escla-
recimiento y castigo de los responsables de la guerra sucia. Con todo, el 13 
de octubre de 2004, la scjn decidió atraer la apelación hecha por el fiscal en 
torno a la no prescripción de delitos de lesa humanidad. Pese a esta declara-
ción, tiempo después, la Primera Sala de la scjn resolvió que el genocidio en 
México era un delito prescriptible pero que ello no beneficiaría ni al ex pre-
sidente Echeverría ni al ex secretario de Gobernación Moya Palencia, dado 
que para el ex Presidente y el ex secretario de Gobernación no corrieron los 
términos de la prescripción del delito de genocidio debido a que gozaban de 
fuero constitucional, por lo que en ese entonces no podían se juzgados por 
delitos, indicando que el plazo de 30 años para la prescripción del delito de 
genocidio debía empezar a computarse a partir del 1 de diciembre de 1976.27 

Lo cierto es que la existencia de la Fiscalía Especial para Movimientos 
Sociales y Políticos del Pasado representaba una respuesta a la demanda 
de más de treinta años de víctimas y familiares de víctimas de desaparición 
y tortura, y una difícil prueba para el proceso de cambio político que 
implicara la paulatina pérdida del poder y legitimidad del Partido Revo-
lucionario Institucional, iniciada desde los años sesenta y setenta, y que 
consagrara en el año 2000 una apertura significativa al ser desplazado del 
Poder Ejecutivo. La efectividad de la Femospp derivaba de la circuns-
tancias de la transición a la democracia en México y sus limitaciones 
provenían, entre otras variables, de los lastres que la misma arrastraba. 

Para mayor información véase Delitos del pasado. Esclarecimiento y sanción a los delitos del pasado durante 
el sexenio 2000-2006: compromiso quebrantados y justicia aplazada,  s.l, s.f. p.  67 y pp. 52-74. 
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Pese a una nueva acusación por delitos de genocidio y de privación ilegal 
de libertad contra varios ex funcionarios estatales entre los que se incluía 
a Luis Echeverría, de nueva cuenta los artilugios judiciales lograron de-
negar las peticiones de aprehensión. Y otra vez también la Femospp apela 
al fallo judicial. Finalmente, el  ex presidente llegó a estar en situación 
de arresto domiciliario apenas por unos días por la masacre del 2 de oc-
tubre de 1968. Era la coyuntura electoral de 2006 en las que fue anun-
ciado un nuevo triunfo del pan para el gobierno nacional. 

En esta confusa línea de avances y retroceso, la decisión de la scjn no 
dejó de ser inconsistente debido a que entrada en conflicto con lo esta-
blecido en los convenios internacionales, en especial en el punto de que 
el delito de genocidio es imprescriptible. Sin duda es factible afirmar 
que todos los países estudiados han dado muestras de estos conflictos, 
quizás el caso mexicano extrema la tensión debido a la superposición 
de instancias ministeriales y jurisdiccionales que si por un lado abren el 
camino a la acusación, por otro lo cierran, ya sea alegando prescripción 
o determinando que no hay delito que perseguir. 

Lo que no impide apuntar que la Femospp utilizó figuras jurídicas 
inadecuadas para la clase de crímenes que investigó y que todos los po-
deres se involucraron en el embrollo que desembocó en impunidad.  En 
síntesis, “La legislación mexicana no fue, ni es todavía, favorable a la 
justicia transicional. La tipificación de las graves violaciones de derechos 
humanos además de precaria, es insuficiente” (International Center for 
Transitional Justicie, 2008: 5; Aguayo y Treviño, 2007).

Como corolario de un proceso de avances y retrocesos en el que fue 
relevante la sistematización del conocimiento de muchos de los crímenes 
del pasado en virtud del trabajo en archivos desclasificados —sin menos-
preciar el reclamo de que pudieran estar “rasurados”—, así como de una 
sucesión de denuncias que por primera vez se realizaban sobre las viola-
ciones de los derechos humanos, en 2005 el presidente Fox solicitó un 
informe histórico a la Femospp. Este aspecto será abordado en el siguien-
te capítulo, pero en relación con el mismo, es útil revisar previamente lo 
concerniente al uso (o desuso) político de este tipo de información.
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Retorno al principio

Desde 1993, miembros del comité XXV Años del 68 (luego Comité 
68-98) habían lanzado una campaña por la presentación a la luz públi-
ca de los archivos oficiales referidos al movimiento estudiantil de 1968, 
exigiendo también la creación de una Comisión de la Verdad, integrada 
por intelectuales “que no obtuvo ni siquiera una respuesta formal del 
gobierno de Carlos Salinas de Gortari” según se afirmaba (Jardón, 2003). 
Años después, el Comité retomó la demanda de apertura de los archivos 
hasta conseguir que la Cámara de Diputados creara una Comisión de la 
Verdad. 

Esa comisión recibió de la Secretaría de Gobernación una parte de los archi-
vos oficiales (sólo le dieron los archivos de la Dirección de Investigaciones Po-
líticas y Sociales, que ya tenían tiempo en el Archivo General de la Nación y 
sobre los que se rumora que fueron expurgados en la época en que Patrocinio 
González Garrido fue secretario de Gobernación) y la Secretaría de la De-
fensa se negó a entregarle los suyos, aduciendo que los legisladores no tenían 
facultades para solicitárselos. Desgraciadamente, la Comisión de la Verdad de 
la Cámara de Diputados no cumplió su  compromiso de dar a conocer públi-
camente la información que sí recibió (Jardón, 2003: 11).

La apertura de los archivos de la dfs desde su creación hasta 1985, 
fue adoptada por el gobierno como un acto de justicia, de transparencia 
y de lucha contra la impunidad. El caso es que sirvió como discurso 
para la presentación, a principios de 2002, de la Femospp, pese a que 
hacia 2003 ésta aún no había logrado que la Secretaría de la Defensa 
abriera la totalidad de sus propios archivos. Por lo demás, los documen-
tos entregados al agn sólo rescataban los informes que elaboraran los 
agentes de la dfs sobre el movimiento estudiantil, basados en los partes 
emitidos originalmente; por tanto se trataba de fuentes presumiblemente 
incompletas o “rasuradas”. “No se incluyeron las órdenes que recibieron 
los agentes y grupos de la dfs porque la versión oficial es que en ese or-
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ganismo nunca hubo órdenes escritas, sino sólo verbales, lo cual es poco 
probable” (Jardón, 2003: 11).

Según la misma fuente, a la actitud triunfalista del gobierno, afir-
mando que la verdad finalmente se ponía a la luz, se sumaron varios 
medios escritos y de otra índole, los que presentaron la información sin 
estudio u orden, en ocasiones tergiversándola al grado de hacer afirma-
ciones falsas o a favor de los responsables de la masacre. Al final, los ar-
chivos habían quedado en la antigua cárcel, hoy Palacio de Lecumberri 
y sede del agn, siendo poco consultados por la sociedad participante, 
más que nada a disposición de la fiscalía especial.

Las organizaciones civiles recibieron la apertura con escepticismo, co-
mo si alguna “maniobra” se escondiera detrás. De ahí que el tema interesara

no para buscar revelaciones sensacionalistas ni para regodearme en constatar 
la voluntad del poder político y económico de ocultar la verdad, sino con 
un objetivo modesto [...] confrontar los hechos y las fuentes públicamente ya 
conocidas con la visión que tuvo de ellos el principal órgano de espionaje del 
gobierno contra el Movimiento Estudiantil, la dfs (Jardón, 2003: 12). 

Los 43 documentos examinados por el citado periodista en su libro 
habían sido firmados por Fernando Gutiérrez Barrios, y se habrían en-
tregado “cuando menos al titular de gobernación (en 1968) Luis Eche-
verría y al presidente Gustavo Díaz Ordaz”. Según afirma el autor, la 
dfs generó un promedio de 100 páginas diarias durante los 144 días 
que registra sobre el movimiento estudiantil. Haciendo un análisis de 
los documentos, se ubica un guión a seguir en la redacción de los infor-
mes que buscarían justificar la actuación del gobierno; encuentra que la 
versión de los hechos en varios documentos desclasificados coincide con 
la oficial; desde su perspectiva, los informes revelan vacíos, priorizándo-
se aquellos que versan sobre las principales escuelas y dirigentes, y los 
apoyos de fuera “no estudiantiles”. 

Jardón también aborda un total de 79 páginas adquiridas, en co-
pia, por el Comité 68 de los archivos del espionaje estadounidense en 
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México respecto al movimiento, los que se refieren, mayoritariamente, a 
los informes de la dfs. De estos documentos no hay facsímiles. Incluye 
una crítica a los documentos presentados por Julio Scherer García en su 
libro “Parte de Guerra” en coautoría con Carlos Monsiváis. La crítica 
también atiende a los documentos del general García Barragán: 

los documentos de García Barragán muestran la histeria y la paranoia antico-
munistas que, según él mismo dice, privaban en las cúpulas militares y políticas. 
Aunque pretenda atribuir sólo a Luis Echeverría el pecado de actuar movido 
por la “información falseada y exagerada”, en todos sus documentos traspira la 
idea de que el gobierno y el Ejército creían estar enfrentando una situación de 
guerra interna que, según García Barragán insinúa, estuvo a punto de desembo-
car en la suspensión de las garantías constitucionales. García Barragán sostuvo 
esta idea hasta el fin de sus días, pues en los papeles que legó a Scherer insiste en 
que en el 68 hubo una “conjura comunista” (Jardón, 2003: 190).

***

Como sumario de su reflexión, el analista concluye:

Pese a que los informes de la dfs reflejan el clima anticomunista y el carácter 
autoritario del régimen, lo cual tiende a que naturalmente la información 
que contiene sea sesgada y poco veraz en múltiples casos, es notable que, en 
general, los reportes que Fernando Gutiérrez Barrios entregaba a los altos 
funcionarios del régimen sí reflejan en gran medida lo que fue el movimiento 
estudiantil de 1968. Cualquiera de esos funcionarios que haya tenido dos 
dedos de frente pudo ver en ellos, si hubiera querido, que el movimiento no 
era ninguna conjura comunista, no tenía nexos con el extranjero ni buscaba 
derrocar al gobierno. Los reportes acerca de las asambleas generales estudian-
tiles le hubieran mostrado no sólo la genuina participación masiva, sino el 
contenido de lucha por las libertades democráticas para el pueblo (sin preten-
sión alguna el materia electoral) de las intervenciones; los problemas sociales 
y políticos que suscitaban el descontento y la protesta de los estudiantes de 
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base. Lo mismo pudo ser captado por Díaz Ordaz, Echeverría y cualquier 
otro jerarca gubernamental que haya recibido cotidianamente esos informes 
al leer las reseñas de los discursos en las manifestaciones y los textos repro-
ducidos de mantas, carteles y pintas, aunque, como ya decíamos, se procura 
resaltar los insultos al presidente. Y en el caso del a dfs sobre la actuación de 
las brigadas, estos revelaban la simpatía popular que estaba captando el mo-
vimiento y la actitud pacífica de los brigadistas a menos que fueran agredidos 
por la policía. Además, las reseñas policíacas de las conferencias de prensa del 
cnh (que, por cierto, fueron mucho más amplias y pormenorizadas que las 
que publicaron los periódicos) también son bastante veraces, de modo que 
los gobernantes hubieran podido hallar en ellas, si hubieran querido, una 
fuente para entender lo que estaba pasando y actuar de otra manera a como lo 
hicieron. Todo esto los hace doblemente culpables por haber decidido aplas-
tar represivamente al movimiento de 1968 y echa abajo la excusa esgrimida 
por los aduladores del régimen en el sentido ‘el presidente fue engañado’ por 
tal o cual de sus colaboradores, de que ‘el ejército fue llevado a una trampa’, 
etcétera. Al contrario: los documentos del a dfs demuestran que los más altos 
responsables de la vida pública del país mintieron conciente y deliberadamen-
te a la Nación. En pocas palabras, tanto en el 68 como después, en la guerra 
sucia de los años 70, la dfs mostró que su única manera de investigar eran las 
detenciones más o menos masivas de “sospechosos”, las torturas para obtener 
información, etcétera. Podía infiltrar con eficacia la actividad de pequeños 
grupos opositores, pero no a un movimiento de masas cuya principal defensa 
resultó no tanto las pocas medidas de seguridad que tomaron los estudiantes, 
sino el carácter democrático y ampliamente participativo de su organización 
(Jardón, 2003: 26).

Aunque su pesquisa está restringida al movimiento estudiantil de 1968, 
el periodista cree que las formas de operar de las agencias de seguridad 
no han variado mucho. Por la suerte que, como luego se verá, corrió el 
informe final de la fiscalía especial, sus palabras serían premonitorias.  ◆
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Pese a diferencias históricas de fondo y forma, la contemporaneidad de 
saldos cruentos y reclamos de verdad y justicia irresueltos permite acercar 
los casos nacionales en torno al tema de los derechos humanos que aquí 
se han tratado. También es posible la reflexión simultánea acerca de su 
cronología debido a los cambios que comparten en fechas próximas: en 
2005 se afectan gravemente las estructuras de impunidad que se soste-
nían en los tres países del Cono Sur. En Argentina la Corte Suprema de 
Justicia anula las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, en Chile 
se reforma la Constitución de 1980 y en Uruguay comienza a aplicarse 
el mandato del artículo 4º de la Ley de Caducidad. México, asimismo, 
enmarcado en la singular evolución de su régimen político, entre 2001 y 
2002 sufre cambios en el mismo sentido. 

Más allá de las variantes nacionales, lo que se visualiza es una trans-
formación sustantiva del modo en que los gobernantes posteriores al 
año 2000 tramitan el pasado; características específicas los alejan de sus 
pares antecesores. Kirchner, Lagos, Vázquez y Fox abren un horizonte 
de expectativas distinto y diverso en cuanto a la forma de esclarecer y 
eventualmente juzgar los delitos.

El camino recorrido

El espacio político complejo en el que se desenvolvieron las transicio-
nes y en el que emergieron las democracias estuvo marcado, con dis-
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tinto ritmo, por los reclamos a causa de los delitos de lesa humanidad 
cometidos durante los regímenes autoritarios. Con el tiempo, tales de-
mandas fueron trasladándose del ámbito de las propias víctimas al de las 
exigencias de otros sectores sociales y terminaron por instalarse como 
tema recurrente en las agendas políticas nacionales. Pero no necesa-
riamente se mantuvieron con la misma intensidad en el prolongado 
interregno que va desde el fin de los autoritarismos hasta el presente. Sus 
variaciones se deben a una correlación compleja de distintos problemas 
sociales y políticos. 

La persistencia del debate sobre el esclarecimiento de los hechos y la 
eventual aplicación de la justicia tiene, como se ha visto, bases en la histo-
ria regional, pero también en ciertas características del régimen de tutela 
de los derechos humanos a nivel internacional (Carbonell et al., 2003). La 
jurisdicción universal (fundante del pedido de extradición de Pinochet) 
se aplica para casos de crímenes de guerra e implica la idea de que los 
acusados pueden ser perseguidos independientemente de su nacionalidad 
y del lugar en que hubieran cometido sus delitos.1

Además se han fortalecido los movimientos sociales de mayor o me-
nor envergadura que reclaman la no impunidad de los delitos cometidos 
por agentes del Estado, lo que sensibiliza la opinión pública y favorece 
el trabajo de la justicia. En esta dirección, y dependiendo de factores 
cambiantes, cuentan de manera sustantiva las decisiones gubernamenta-
les en tanto discursos que se transforman en narraciones nacionales con 
peculiar valor político, ético e histórico. 

Tal como se señaló, las circunstancias políticas en los países del Co-
no Sur y en México han sido diferentes.2 Las características nacionales 
se han mantenido en el lapso entre el pasado en que se dieron los hechos 
violatorios que provocaron las reclamaciones penales y civiles y el pre-
sente en que permanece el reclamo de verdad y de justicia.

Véase Corcuera Cabezut y Guevara Bermúdez (2001).
Véanse O’Donnell et al. (1988); Linz y Stepan (1996); Becerra et al. (2000); Roderic Ai Camp (1997) 
y pnud (2004). 

1
2
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Esto último es afín al establecimiento de mecanismos éticos o jurídi-
cos que anulen el resguardo a quienes delinquieron. El camino recorrido 
fue y sigue siendo accidentado. A ello se suma que continúa la indefini-
ción en muchos ámbitos de qué es lo que se entiende por verdad y cuál 
es, en consecuencia, el resultado deseado del ejercicio de la justicia y qué 
papel juegan históricamente la construcción de la memoria colectiva 
y la narración oficial en torno a los hechos del pasado.3 Esto, sin duda, 
se vincula con la normatividad internacional sobre derechos humanos 
con la que se han comprometido de una forma u otra los gobiernos pos-
tautoritarios. No obstante, estas tesituras estatales han provocado un 
fuerte debate cuando, desde las instancias internacionales, se ha alega-
do la improcedencia de algunas leyes nacionales exculpatorias que en-
tran en contradicción con los tratados relativos a los derechos humanos 
(Barahona, 2002; iidh, 2001). La falta de coherencia entre la acción 
gubernamental y la obligación jurídica compromete el cumplimiento 
de los derechos de los afectados además de violentar muchas veces su 
equilibrio emocional.4

Lo revisado hasta aquí ha puesto de manifiesto que, en ese escabroso 
camino, se ubican momentos significativos para esclarecer hechos, esta-
blecer responsabilidades y reparar a las víctimas, al mismo tiempo que 
se han producido también obstrucciones.5 

Véase Ricoeur (2000); Todorov (2002); y Levi (1999).
El testimonio de la hija de una desaparecida mexicana permite apreciar cómo los distintos tiempos 
repercuten en lo personal: “Los desaparecidos nunca fueron reconocidos por el gobierno mexicano. 
En 1990 el ex presidente Carlos Salinas creó la Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh), y 
es increíble el tiempo que pasó porque no fue sino hasta el 27 de noviembre del 2001, después de 11 
años cuando la cndh nos informó que ya habían sido reconocidos jurídicamente nuestros presuntos 
desaparecidos” (“Testimonio de Alicia de los Ríos”, 2003: 433). 
El caso de los presos políticos chilenos que mantuvieron su actividad cuando asumió el presidente 
Aylwin con el enclave autoritario que se heredaba de la dictadura, fue considerado un ejemplo de 
obstrucción de procedimiento por sectores de la sociedad civil. Esta percepción tenía en cuenta que los 
indiciados por los crímenes del terrorismo de Estado estaban libres y el principal responsable era co-
mandante en jefe. En 2004, cuando se discutió y finalmente se aprobaron los indultos de los presos, se 
argumentaba lo siguiente. “En Chile actualmente hay 32 presos por motivos políticos. Están repartidos 

3
4

5
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En contraste con su propósito, las construcciones jurídicas y sim-
bólicas que han protegido la estructura de impunidad,  a fin de cuentas 
estimulan el conflicto. Si bien es notorio el efecto desmovilizador que 
puede provocar el predominio de la impunidad, una observación de 
distintos momentos comprendidos en un periodo de más de tres déca-
das evidencia que los reclamos crecen y se extienden hasta contribuir a 
nuevas coyunturas en las decisiones oficiales. Los reclamos por verdad y 
justicia, por el derecho a conocer el pasado y a reconstruir las peripecias 
personales y colectivas, así como identificar dónde y en quiénes radica la 
responsabilidad por los crímenes, han presionado también las construc-
ciones jurídicas al coadyuvar en la gestación de cambios.

La generación de memorias colectivas sobre los hechos traumáticos y 
la voluntad de conocer la verdad demuestran que persiste la demanda y la 
permanencia del legado tanto en el Cono Sur como en México y en tantas 
otras experiencias internacionales. Ejemplos relativamente recientes en lo 
internacional se encuentran en Francia6 relacionados con el régimen de 

en 6 recintos carcelarios. Dos son mujeres. Todos pertenecen o pertenecieron a organizaciones como 
el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (mir), el Frente Patriótico Manuel Rodríguez (fpmr) y el 
Mapu-Lautaro. Fueron detenidos cuando tenían entre 19 y 22 años. Participaron o habrían participado 
en acciones armadas, de propaganda armada, subversivas o están acusados de organizar grupos armados. 
Un factor que según abogados oficialistas les afecta, es que sus actividades las desarrollaron después de 
1990, cuando ya estaba instalado el gobierno civil posdictadura. Ellos, en todo caso, indican que Augus-
to Pinochet seguía siendo Comandante en Jefe del Ejército ‘y en lo sustancial no habían cambiado las 
condiciones  institucionales, económicas, sociales y represivas para el pueblo’. Todos llevan más de una 
década de cárcel. Están condenados a 30 años de prisión o a cadena perpetua. Por el tiempo encerrados, 
varios podrían acceder a beneficios penitenciarios pero como —intencionalmente o no— no les han 
cerrado los procesos, no pueden acceder a los beneficios” (anchi, 2004a).
Traverso recuerda experiencias —a propósito de la relación entre historia y memoria y el lazo que ambas 
tienen con la noción de verdad y justicia— en las que se pasa de estados de anamnesis a una revisita 
pública de la historia en donde el pasado llega a ser revivido en los tribunales. Traverso cita como 
ejemplos los procesos de Paul Touvier (1994) y de Maurice Papon (1998) en Francia por las respectivas 
responsabilidades en la colaboración con el nazismo con los delitos concretos de la deportación de 
judíos y el genocidio, confróntese Traverso (2007: 89). A estos casos puede agregarse otro vinculado a 
la guerra de Argelia (1955-1957). A raíz del testimonio de Paul Aussarres, general francés que indica en 
sus memorias las prácticas de tortura sistemática, ejecuciones sumarias y desaparición de personas que 

6
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Vichy (1940-1944) o con la guerra de Argelia (1955-1957),  y en España 
vinculados a la guerra civil (1936-1939).7

La memoria de aquellos acontecimientos ha marcado el debate cul-
tural y político de los últimos años y, pese a su irregular evolución, la 
reactivación y extensión, disparada con los últimos estertores del siglo 
xx, ha sido acompañada de indicios de resquebrajamientos en las estruc-
turas de impunidad. Se vislumbraba que se alteraría la disposición oficial 
hacia la historia reciente. Sin embargo, no se debe menospreciar el efecto 
retardado de las memorias colectivas y de los logros en las demandas de 
verdad y justicia.8

El proceso para abatir la impunidad —la que desde distintos ámbitos 
y por diferentes estrategias ha luchado por conservarse— encierra mo-
mentos de variada significación. Desde el presente, ese pasado pervive 
y tiene muy diversas expresiones. Siguen pendientes de esclarecer innu-
merables casos de detenidos-desaparecidos, de niños secuestrados y con 
identidad usurpada, en tanto se mantienen sin castigar la mayoría de las 
violaciones de los derechos humanos. Ello indica que los delitos sobre 
los que se concentraron las demandas de verdad y justicia como parte 
importante de las decisiones oficiales, corresponden a los considerados 

aplicaron en el país africano (Aussarres, 2001), se produjo una reacción que obligó a que el entonces 
presidente Chirac condenara tales crímenes.
En los últimos años, entre las remembranzas de los distintos y cruentos episodios de la guerra civil, así 
como en las causas abiertas, ha aparecido el de trece jóvenes, siete de ellas menores de edad, que fueron 
ejecutadas el 5 de agosto de 1939 en el cementerio del este de Madrid. El delito que llevó a su ejecución 
fue el ser rojas. Este episodio ha sido retomado en el cine contribuyendo a la reivindicación de la memo-
ria republicana que ciertamente no clausura heridas ni acorta las distancias entre los bandos, pero que, 
sin duda, repara socialmente. La película se basó en Trece rosas rojas. La historia más conmovedora de la 
guerra civil (2007) de Carlos Fonseca. Es de hacer notar que la prolongada duración del régimen fran-
quista desde la terminación de la guerra civil en 1939 hasta la muerte del dictador en 1975 lo convierte 
en uno de los casos más prolongados de terrorismo de Estado, si bien es notorio que con posterioridad 
al final de la Segunda Guerra Mundial y, en especial, a partir de 1960 la represión fue disminuyendo 
paulatinamente, sin desaparecer nunca por completo.
Tanto las leyes de amnistía como de caducidad, los indultos y las distintas interpretaciones sobre trata-
dos como la prescriptibilidad o no del delito, al mismo tiempo que los acuerdos explícitos o tácitos de 
las transiciones, significaron un freno al esclarecimiento de los hechos y al ejercicio efectivo de la justicia. 

7

8
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más graves, a saber, desapariciones, robo de menores y ejecuciones. La 
marginación en el espacio público de las experiencias relacionadas con 
la práctica sistemática de la prisión y la tortura, que fue alta en algunas 
experiencias nacionales, contribuyó al clima de impunidad que, de por 
sí, se alimentaba por la presencia de los indiciados en las calles sin temor 
a represalias. En los últimos años, en el Cono Sur, las políticas repara-
torias en algunos países han incorporado a las víctimas de estos delitos. 
Incluso, en Chile, se constituyó en 2003 una comisión ad hoc (Comisión 
de Prisión Política y Tortura) encargada de hacer un relevamiento de las 
víctimas y sus circunstancias.  

En todo caso, las historias políticas de cada país y las circunstancias 
internacionales proveen elementos explicativos que dan cuenta del difi-
cultoso camino de la reconstrucción democrática.9 

Se puede afirmar que se perfila una tendencia común a Argentina, 
Chile y Uruguay (y a la que México apenas se aproxima), que pone de ma-
nifiesto la voluntad gubernamental de aceptar más que antes la demanda 
de los familiares de las víctimas y de las organizaciones de los derechos 
humanos.10 Ello coincide con un recambio político en estos países, mar-

Esta evolución puede consultarse en Dutrénit Bielous y Varela Petito (2004: 95-120 y 2006: 331-357).
En una entrevista que el escritor Carlos Montemayor le hiciera a quien era entonces director del Proyec-
to de Investigación Histórica de la Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Políticos del Pasado, 
José Sotelo Marbán, y ante la pregunta de “¿Cuáles serían en estos momentos los paralelismos en las 
investigaciones sobre la guerra sucia en Argentina y México?”, se suscita la siguiente respuesta “Son 
realidades distintas, aunque hay elementos que nos permiten hablar de una historia común. Para em-
pezar, en Argentina se contabilizan 30 mil desaparecidos. Es abrumador el impacto que esto tiene en 
una sociedad más pequeña que la nuestra, sin tomar en cuenta los miles de muertos, de desterrados y 
de perseguidos que pudieron salvarse. Pero a la caída del gobierno militar, Argentina tuvo un régimen 
que inmediatamente impulsó un juicio que condenó a los principales ex presidentes a cadena perpetua. 
Incluso los retrocesos, como el indulto, han colocado el tema de los crímenes de Estado en el centro del 
debate político. En México le falta cohesión a la sociedad para sumarse al grito de los familiares. Eso, 
además, nunca sucede como algo automático. Tenemos que repensar nuestra historia desde el punto 
de vista de los derechos humanos. En Argentina comienza a darse una comunión entre organizaciones 
sociales de lucha, que generan políticas de Estado, y el gobierno actual. En nuestro caso, esos lazos son 
inexistentes. La fiscalía se ha ido aislando de los necesarios vínculos sociales. A menudo el área minis-
terial es denostada. Una de las pocas facilidades, en el caso mexicano, es que el proceso de represión 

9
10
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cado por un tipo nuevo de gobernante acompañado de un cambio ge-
neracional en las jerarquías de las Fuerzas Armadas. Y, en algunos casos, 
conlleva declaraciones que aun siendo a título personal, no invalidan la 
fuerza de la investidura. Pero, en ninguno de los casos estudiados, de nin-
guna manera el hecho puede valorarse como una voluntad compartida 
del deslinde con los procedimientos corporativos del pasado.11 

A esa tendencia común coadyuva el reforzamiento de la instituciona-
lidad democrática así como la creciente valorización de los derechos hu-
manos en el discurso político, coherente con el cuestionamiento a los 
delitos de lesa humanidad en el mundo globalizado. No se trata pues de 
situaciones aisladas, responden más bien al complejo tejido de los proce-

puede reconstruirse con documentación oficial, algo que en Argentina faltó. El fiscal del juicio a la junta 
militar argentina se apoyó casi completamente en la carga testimonial. Aquí la documentación oficial es 
implacable. En el caso de Argentina la represión fue masiva, en todos los niveles de la sociedad. Allá no 
hubo, no podía haber, ninguna máscara de legitimidad, ni por el origen ni por el ejercicio del poder pú-
blico. En el caso de México la represión fue más selectiva y menos visible. En Guerrero el Estado pudo 
mantener la “ficción” de que peleaba con gavillas. En la lucha contra la guerrilla urbana pudo mantener 
el imaginario social de que actuaba por el bien común” (Montemayor, 2006a).
Gerardo Caetano retoma un ejemplo en el que no necesariamente el recambio generacional implica 
un deslinde del accionar castrense en el pasado. Señala: “[…] el Teniente General Jorge Rosales, joven 
general ascendido por el actual gobierno [el de Tabaré Vázquez en Uruguay] en febrero del 2006 y luego 
designado en la más alta jerarquía del Ejército cuando la crisis de setiembre del 2006, que terminó con 
la destitución del entonces Comandante Teniente General Carlos Díaz, pronunció en el acto de con-
memoración del ‘Día del Ejército’ un discurso que sorprendió a todos por su neto contenido político 
y por su clara significación regresiva respecto al debate por las gravísimas violaciones a los derechos 
humanos perpetradas durante la dictadura. ‘El Ejército Nacional como institución —señaló Rosales en 
un fragmento de su alocución—, no quiere ser juzgado por eventuales acciones individuales incorrectas 
desarrolladas por algunos de sus integrantes, y no acepta ni quiere ser rehén de las extemporáneas y par-
cializadas interpretaciones históricas que sobre su accionar pretenden algunos reivindicar, olvidando que 
las mismas respondieron a la acción de aquellos sectores de la sociedad que intentaron derrocar a Go-
biernos Democráticos a través de las armas. El Ejército de hoy pretende ser justamente valorado por la 
sociedad, de la cual provienen sus integrantes y a la cual se deben, por su conducta y sus acciones, en un 
marco de respeto a las Leyes y de las autoridades democráticamente constituidas. No obstante, parecería 
que el odio, la venganza y la incredulidad se hubieran unido para evitar, que como sociedad, superemos 
revisionismos y realidades descontextualizadas que nos anclan al pasado y nos impiden emprender el 
camino que el país necesita y reclama, para evitar el rezago y crecer dentro del mundo globalizado en 
que hoy vivimos” (Caetano, 2008).

11
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sos posteriores a los autoritarismos de manera general, en los que cuentan 
hoy significativamente tales transformaciones.

El año 2005 constituye un buen ejemplo entonces, pues se produjo un 
giro sustantivo en las decisiones normativas que sostenían la impunidad 
de presuntos responsables de los hechos mencionados en el Cono Sur, 
mientras para México, se ha puntualizado, fue en 2001 cuando se hizo 
público el viraje normativo. Es probable que se conjugaran tres elemen
tos: i) la consolidación institucional democrática; ii) el relativo aleja-
miento de la toma de decisiones de las generaciones político-militares 
involucradas en las violaciones de los derechos humanos (con distintos 
matices de responsabilidad o aceptación) o bien con los acuerdos a nivel 
de elites que regularon los procesos de transición a la democracia; y iii) el 
protagonismo de políticos relacionados con la oposición a las dictaduras.  

El pasado es un terreno en disputa, una ruptura no resuelta, con efec-
tos más o menos constantes sobre la marcha del Estado. En este contexto 
han incidido nuevos hechos y decisiones de recientes administraciones 
gubernamentales como las de Néstor Kirchner, Ricardo Lagos, Tabaré 
Vázquez y Vicente Fox. Hechos y decisiones que probablemente habrán 
de repercutir más de lo que se percibe a primera vista, pero que sin duda 
van transformando la historia oficial en cuanto a la responsabilidad es-
tatal en los delitos del pasado. Lo dicho no ignora que la magnitud de la 
transformación, y de la consecuente revelación, exija precisarse en cada 
circunstancia nacional. 

Construcción y convergencia 

Las nuevas decisiones buscaron remover con relativa sintonía temporal 
los enclaves de impunidad heredados del pasado incrustados en la ins-
titucionalidad democrática que emergió. Mientras despuntaba el tercer 
milenio, la voluntad política de algunos gobiernos favoreció la apertura 
de un camino para aproximarse a la verdad respecto de los hechos ocu-
rridos y de sus víctimas. Ello condujo de manera relativa a un proceso de 
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aplicación de la aplazada justicia, sobre la base de la determinación de las 
responsabilidades de quienes habían detentado el poder del Estado. Este 
nuevo ciclo hubiera sido irrealizable sin el antecedente de la incansable 
labor de los organismos de derechos humanos, de los familiares de las 
víctimas y de algunos sectores sociales (en menor grado, políticos) com-
prometidos con la democracia.12

En los años previos hubo señales y hechos que auguraban el giro de 
2005. Los pilares fueron la anulación de las leyes argentinas de Punto 
Final y Obediencia Debida13 luego de un largo y complicado itinerario, 
la reforma constitucional que modificó la carta magna de Pinochet de 
1980 en Chile, y el mandato de dar cumplimiento al artículo cuarto de la 
Ley de Caducidad uruguaya.

Algunas referencias bibliográficas ilustran sobre la contribución de los organismos de derechos huma-
nos y de los familiares de las víctimas: Abuelas de Plaza de Mayo (1999); Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos (2007: 357-393); Verdugo (s.f.); Marín (1999); Madres y Familiares de Detenidos 
Desaparecidos Uruguayos (2004).
“Dos magistrados (Gabriel Cavallo y Horacio Vigliani) rechazaron las apelaciones presentadas por los 
defensores de un grupo de militares detenidos en causas reabiertas por los delitos ocurridos en el primer 
cuerpo de ejército entre 1976 y 1983. [...] sostuvieron que ‘la declaración de insanablemente nulas de 
las leyes de Punto Final y Obediencia Debida expresa la voluntad del Congreso de utilizar la fórmula 
expuesta en el artículo 29 de la Constitución Nacional que declara nulos los actos que puedan significar 
el ejercicio de facultades extraordinarias o la suma del poder público’, para ‘evitar la impunidad en he-
chos atroces y aberrantes’” (Calloni, 2004a). “Esta medida anclada unas horas después de la detención 
de varios jefes militares involucrados en la Operación Cóndor es posible que permita un avance consi-
derable en el juicio que llevan adelante familiares de los desaparecidos de distintas países. Las órdenes de 
aprehensión han llegado hasta el ex ministro del interior de la dictadura Albano Harguindeguy y el ge-
neral Ramón Genaro Díaz Bessone y otras tantos más. Hay que recordar que desde 1999 dos abogados 
querellantes (Alberto Pedroncini y David Baigún)  llevan a cabo acciones judiciales contra responsables 
y cómplices.  Ellos han dicho que es ‘un profundo cambio en la causa que llevamos adelante con mucho 
esfuerzo y permanente presencia de los familiares que han hecho enormes sacrificios para continuar’[...] 
‘Es un momento muy importante en esta historia y el hecho de que se entregara Harguindeguy en 
tribunales acusado de secuestros y desaparición de ciudadanos de otros países en la Operación Cón-
dor, muestra que 30 años después de aquella globalización del terrorismo de Estado ahora comienza a 
globalizarse la justicia’ sostuvo a su vez Martín Almada. Desde 2003 son varios los militares arrestados 
por esta causa (Operación Cóndor) como Jorge Videla, Carlos Suárez Mason, Cristino Nicolaides y 
Antonio Domingo Bussi” (Calloni, 2004b).

12

13
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Una mirada a estos procesos muestra que, para Argentina y Chile, la 
búsqueda se dio por el camino judicial, aunque, en la primera se fue reali
zando simultáneamente al juicio para anular las leyes que trababan la 
investigación, sosteniendo como principal causa las desapariciones y el 
robo de menores. Esta reactivación, que tenía como propósito ubicar, 
reparar y restablecer identidades, fortaleció y diversificó las rutas para 
hacer de los delitos materia judicial posible dentro del marco normativo 
vigente o en el intento por modificarlo, lo que condujo, a quienes se con-
sideraba responsables hasta los tribunales. Así se abrieron nuevas causas, 
mientras se batallaba primero por la inconstitucionalidad de las leyes y 
luego por su anulación. De manera especial contribuyeron a la reactiva-
ción los juicios por la verdad, los cuales habían comenzado a implantarse 
en 1998 (lo que ya quedó registrado en páginas anteriores). 

Querella contra sus apropiadores: una decisión de María Eugenia 

Sampallo Barragán

Por Victoria Ginzberg

[…] El juicio oral y público que empieza el martes en los tribunales de Comodoro Py es el cuarto de 

ese tipo en el que se ventilan el secuestro y robo de un menor durante el terrorismo de Estado. Hasta 

ahora los únicos casos que llegaron a esa instancia (los otros procesos fueron escritos) fueron los de 

Martín D’Elia, Claudia Poblete y Carmen Sanz. En el primero la apropiadora fue condenada a sólo tres 

años de prisión en suspenso. En el segundo, el militar Ceferino Landa y su mujer recibieron nueve y 

cinco años y medio. La tercera vez no hubo apropiadores en el banquillo: los represores Miguel Etche-

colatz y Jorge Bergés fueron a juicio por el secuestro y recibieron siete años. Esta vez, María Eugenia 

y su abogado, Tomás Ojea Quintana, pidieron quince años para los tres acusados: Osvaldo Arturo 

Rivas, María Cristina Gómez Pinto y el militar Enrique José Berthier. El médico Julio César Cáceres 

Monié (“El Tordo”), que firmó su falsa partida de nacimiento, murió antes de poder ser procesado.

En los anteriores juicios orales, los jóvenes apropiados prefirieron mantener el perfil bajo. Pero María 

Eugenia se puso al frente de la causa. Fue la primera nieta recuperada por las Abuelas de Plaza de 

Mayo en hacerlo. La decisión se originó, en parte, por la propia burocracia judicial. Rivas y Berthier 

Recuadro 37
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La labor de los tribunales de justicia relativa a estos casos tuvo un 
episodio propio en algunas naciones europeas14 expresándose, entre otras 
acciones, en solicitudes de extradición que no fueron concedidas por los 
países del Cono Sur. Surgieron así contradicciones, al menos en aparien-
cia, dado que países como Argentina demandaban extradiciones pero no 
concedían las que se le solicitaban.15 (Una cuestión distinta y novedo-
sa en términos de justicia internacional, se dio con el militar argentino 
Ricardo Miguel Cavallo, requerido de extradición por el juez Baltasar 
Garzón y con orden de captura de la Interpol. Su detención se realizó en 
México para luego ser efectivamente extraditado a España.)16 

El caso de las violaciones de los derechos humanos en el Cono Sur se mantiene vigente en el trabajo de 
los tribunales en distintos países del mundo y con renovado ímpetu, podría afirmarse. Durante la pri-
mera quincena de septiembre de 2009 se produjo una solicitud voluminosa, en términos de número de 
indiciados, por parte de un fiscal italiano cuya causa es la desaparición de ciudadanos ítalo-uruguayos en 
el contexto de la Operación Cóndor. Luego de una investigación de casi una década, el fiscal Gianncarlo 
Capaldo ha solicitado la colaboración para la captura y extradición de un centenar y medio de civiles y 
militares involucrados. La situación de los indiciados uruguayos es diversa, por ejemplo, algunos están 
condenados, otros lo estuvieron y fallecieron y otros más tienen distintos pedidos de extradición. “El 
reclamo de Capaldo fue modificado ahora, ya que sólo pide que se notifique a los eventuales encausados 
para que fijen domicilio en Italia, a efectos de recibir allí las notificaciones del proceso judicial que se 
iniciará una vez finalizada la presente etapa, ya que en Italia existe la posibilidad de realizar los juicios 
‘en ausencia’ del acusado” (Rodríguez, 2009).
Por ejemplo, requiere de Uruguay la extradición de oficiales uruguayos por su participación en las 
desapariciones de connacionales en territorio argentino lo mismo que del teniente gral. Vadora por la 
coordinación represiva sin que el pedido proceda (Sznajder y Roniger, 1999: 174).
Véase el capítulo 4 de este libro.

14

15

16

habían abierto una contracausa en la que la acusaban a ella y a todos los testigos de mentir. Con el 

visto bueno de los fiscales del caso, María Eugenia pasó a estar imputada por falso testimonio. Eso 

la llevó a comprometerse con el devenir de la investigación y a tomar el rol de acusadora de quienes 

alguna vez creyó sus padres.

No sabe cuándo ni dónde nació [...]

Fuente: �Victoria Ginzberg, “Que sean condenados con la mayor pena”, Página 12, 7 de febrero de 2008.
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Cercano a la mitad de la década, en Argentina se aprobaron y ejecu-
taron leyes para reparar de manera diversa a las víctimas del terrorismo 
de Estado.17 Las políticas reparatorias, provocaron, en general, posiciones 
encontradas entre las víctimas y los familiares, hasta incluso promover 
fracturas significativas a las que contribuyó la distinta interpretación de 
las formas de concreción del binomio verdad y justicia.18 No obstante, 
no es despreciable la información registrada por la Secretaría de Derechos 
Humanos de Argentina pues da cuenta del incremento del universo de 
personas comprendidas en el beneficio de la normatividad reparatoria.19 

A este significativo impulso de las decisiones gubernamentales en 
Argentina, siguieron algunos acontecimientos relevantes —desde el 
punto de vista simbólico—, aproximados entre sí, aunque de ninguna 
manera equiparables al papel que cumplió, en su momento, el Juicio 
a las Juntas. Uno fue la creación, por acuerdo del gobierno nacional y 
del gobierno de la capital, del Museo de la Memoria (Boletín Oficial, 
2004) en lo que fuera uno de los 340 centros clandestinos de deten-
ción durante la dictadura: la Escuela de Mecánica de la Armada  (esma) 
(González Toro, 2004). El otro, que se hizo efectivo poco antes del acto 
oficial y público de apertura del museo, fue la instrucción del presidente 
Kirchner a un oficial, obligándolo a desmontar dos cuadros del Cole-
gio Militar con los retratos de quienes habían ocupado la dirección del 
establecimiento y eran los responsables de los cuantiosos crímenes de la 
dictadura: Jorge Rafael Videla y Reynaldo Benito Bignone.

Un ejemplo: “La Ley 25.914 establece beneficios económicos para las personas que hubieren nacido du-
rante la privación de la libertad de sus madres, o que siendo menores hubiesen permanecido detenidos 
en relación a sus padres, siempre que cualquiera de éstos hubiese estado detenido y/o desaparecido por 
razones políticas, ya sea a disposición del Poder Ejecutivo nacional y/o tribunales militares. El beneficio 
también es viable para aquellas personas que por alguna de esas circunstancias, haya sido víctima de 
sustitución de identidad. En ambos casos, si el beneficiario hubiese sufrido lesiones graves o gravísimas, 
según la clasificación del Código Penal, o hubiese fallecido, el beneficio será incrementado” (“Indemni-
zación para hijos nacidos...”, 2004).
En todas las experiencias nacionales, las organizaciones de familiares han debatido acerca del alcance de 
la demanda y del significado de ambos términos.
Véase cels (2004) y Tappatá de Valdéz (2005). 

17

18

19
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Discurso del presidente Kirchner en la inauguración del Museo de la 

Memoria

Que como es de público conocimiento y quedara suficientemente probado en la causa judicial 

N° 13/1984 “Jorge Rafael Videla y otros”, a partir del 24 de marzo de 1976 con la toma del poder 

por las Fuerzas Armadas se instrumentó un plan sistemático de imposición del terror y de eliminación 

física de miles de ciudadanos sometidos a secuestros, torturas, detenciones clandestinas y a toda 

clase de vejámenes; 

Que este plan sistemático implicó un modelo represivo fríamente racional, implementado desde el 

Estado usurpado, que excedió la caracterización de abusos o errores;

Que de este modo se eliminó físicamente a quienes encarnaban toda suerte de disenso u oposición 

a los planes de sometimiento de la Nación, o fueron sospechados de ser desafectos a la filosofía de 

los usurpadores del poder, tuvieran o no militancia política o social.

Que los principios irrenunciables del Estado de Derecho fueron sustituidos por sistemáticos críme-

nes de Estado, que importan delitos de lesa humanidad y agravian a la conciencia ética universal y 

al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, constituyendo la etapa más cruel y aberrante de 

nuestra patria, cuyas dolorosas y trágicas secuelas aún persisten;

Que en ese contexto, en las dependencias donde se hallaba en aquel periodo la Escuela de Mecá

nica de la Armada (esma) funcionó el más grande centro clandestino de detención y exterminio, 

asiento del grupo de tareas GT. 3.3.2 en donde sufrió el calvario previo a su muerte un número es-

timado de cinco mil hombres y mujeres de toda edad, constituyendo un trágico símbolo del asiento 

del horror [...]

Que el apartamiento de los fines propios de la Nación y del Estado, no puede jamás buscar una sime-

tría justificatoria en la acción de ningún grupo de particulares;

Que la enseñanza de la historia no encuentra sustento en el odio o en la división en bandos enfren-

tados del pueblo argentino, sino que por el contrario busca unir a la sociedad tras las banderas de 

la justicia, la verdad y la memoria en defensa de los derechos humanos, la democracia y el orden 

republicano [...]

Fuente: Boletín Oficial (Argentina, 2004).

Recuadro 38
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El discurso y las acciones del gobierno de Kirchner son elocuentes 
del giro en la narrativa oficial. Su justificación está condensada en ese 
discurso y sus decisiones inciden en los siguientes planos. Mientras que 
la creación del Museo tiene como tarea esencial revelar lo que representó 
esa instalación militar, es decir, establecer la base material de la memoria, 
la remoción de los retratos encarna el repudio a aquellos jerarcas castren-
ses que habían violado las reglas del Estado hasta el grado de cometer 
delitos de lesa humanidad. Las disposiciones presidenciales dan así una 
señal de la voluntad de no repetir pasado.20

Los años cercanos a 2005 encierran en Chile la apertura, por parte 
del presidente Lagos, de una ruta que permitiría alcanzar un cambio 
sustantivo respecto a la deuda en materia de violaciones de los derechos 
humanos. En 2002, se dispuso el nombramiento de los jueces especiales 
con quienes se impulsó la revisión de las violaciones a los derechos hu-
manos. Se construía así un escenario tanto de trabajo judicial como de 
reinterpretaciones de la norma jurídica en el caso de la ley de amnistía 
de 1978.

Cada nueva sentencia pronunciada sobre la desaparición de personas es un 
avance más contra la ley de amnistía que debía proteger a los autores de los 
crímenes perpetrados entre 1973 y 1978 (el periodo de la represión más in-
tensa). Varias sentencias en la Corte de Apelaciones también desestimaron la 
ley de amnistía por considerar que el derecho penal internacional en materia 
de homicidios y desapariciones es una norma superior a la ley chilena.21

“Las derechas aducen que recordar y representar la memoria nos divide, y es exactamente al revés. Per-
mitamos el reconocimiento de lo perteneciente al más allá de una frontera que nunca debería haberse 
cruzado. Sólo si establecemos un pacto alrededor del nunca más podremos convivir desde una mínima 
base de sustentabilidad” (Kaufman, 2004).
Tomado de Pérotin-Dumon (2007). La autora respalda esta afirmación con una comunicación personal 
(sic) del abogado Roberto Garretón y con el artículo de Jorge Escalante “Otra sentencia rechaza amnis-
tía en homicidio y condena al fisco” publicado en La Nación, el 19 de enero de 2005.

20

21
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Nombramiento de jueces especiales en Chile
 
El Pleno de la Corte Suprema acordó el 20 de junio de 2001 nombrar nueve (9) jueces exclusivos para 

tramitar las siguientes causas:

[…]

SE ACUERDA:

Que los jueces nominados, en los casos que les corresponde conocer, deberán atenerse estrictamente a las 

normas que establece el C. de Procedimiento Penal, respecto de la reapertura de procesos cuya tramita-

ción se encuentra suspendida por haberse decretado previamente su sobreseimiento temporal, así como 

de la acumulación de los procesos y su tramitación posterior, cuando ella puede tener lugar. La especiali-

dad de su nombramiento como jueces de dedicación exclusiva no sustrae las causas de la cabal aplicación 

de las disposiciones legales que rigen la iniciación, reapertura y conclusión de un procedimiento criminal.
 

Los jueces con dedicación exclusiva nominados deberán prestar particular atención a la búsqueda de 

restos de las personas cuya desaparición, secuestro o muerte ha dado lugar a los procesos que se les 

han asignado, sin perjuicio de los objetivos propios de estas causas.

Los ministros designados, por la naturaleza de la materia y el tiempo transcurrido, deberán tramitar 

con máxima celeridad los asuntos que se les ha encomendado, a fin de procurar poner término a la 

mayor brevedad a dichos procesos, debiendo todos ellos informar mensualmente a esta Corte sobre 

el estado de dichas causas.
 

El Ministro señor Juan Guzmán procederá a la inmediata remisión a los respectivos Ministros de Fuero 

designados y de existir otros cuaderno que no se comprendan en las designaciones anteriores, debe-

rá ponerlos a disposición de la Corte de Apelaciones de Santiago para su distribución.
 

El Ministro aludido deberá abstenerse de aceptar ninguna otra causa relacionada con su proceso, sino 

que la remitirá a la misma Corte, a fin de que esta resuelva lo pertinente.
 

PROCEDIMIENTO

Los Jueces Especiales tienen un plazo de 90 días para realizar su investigación, sin perjuicio de pró-

rroga de plazo o del término anticipado del mismo, según lo aconseje el curso de la investigación.

Los jueces deberán efectuar un Informe preliminar respecto de las causas indicadas dentro del plazo 

de 15 días contados desde la fecha en que reciban el oficio respectivo, y, además, informar sobre el 

estado de tramitación de dichos procesos cada 30 días.

Fuente: fasic, “Aspectos jurídicos de las violaciones a los derechos humanos”.

Recuadro 39
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Discurso del Presidente Lagos del 12 de agosto de 2003 

[…] Cuando decimos que queremos que esto no ocurra jamás nuevamente, no sólo estamos plan-

teando un deseo, estamos valorando un camino recorrido por todos, que nos permite pensar con 

realismo que la catástrofe de derechos humanos que vivimos no volverá a repetirse en nuestra patria. 

Ese camino ha sido el de la madurez y la responsabilidad para tratar nuestra historia y sus traumas, y 

perfeccionar, paso a paso, las vías que nos llevan a la verdad, la justicia, la reparación y a la prevención 

de nuevos quebrantamientos en nuestra convivencia y sentido de humanidad. 

Algunas de las democracias sólidas, paradigmáticas en el respeto de los derechos humanos y las liber-

tades individuales que hoy tanto admiramos en los países desarrollados, atravesaron no hace muchas 

décadas por situaciones históricas marcadas por episodios terribles y violentos donde las violaciones 

de los derechos humanos tuvieron también carácter masivo. 

Tales democracias lograron, con mayor o menor dificultad, curar sus heridas y construir un presente 

de libertad y prosperidad. En ninguna de ellas la memoria fue borrada, sino que se ha transformado 

en parte de una historia compartida y en una advertencia para las nuevas generaciones acerca de la 

necesidad de cuidar el patrimonio de respeto a los derechos humanos que se han transformado en 

un bien de toda la sociedad. 

Eso es lo que queremos también nosotros: un país democrático, próspero, solidario, en donde el res-

peto de los derechos humanos sea parte de su identidad más profunda, del sentido moral común de 

todos los chilenos. 

Recuadro 40

Al año siguiente, en agosto de 2003, en un discurso, el presidente 
Lagos asume la carga ética que el legado le impone al tiempo que la mis-
ma se encuentra redimensionada por el caso Pinochet y los resultados 
poco alentadores, después de la Mesa de Diálogo, de una posible co-
laboración militar con la resolución de los casos pendientes. En ese 
contexto afirmó el presidente: “No hay mañana sin ayer”. Tres son los 
asuntos que definió como medulares: verdad, justicia y reparación. Los 
que, por cierto, constituyeron la materia prima, la razón de su política y, 
a la vez, dispararon fuertes tensiones tanto entre acusados y acusadores 
como entre los poderes del Estado y las organizaciones de las víctimas.
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325Capítulo 6. Nuevos gobernantes y nuevas políticas  ◆

Gracias a lo ya avanzado hoy podemos aspirar a que esto sea una realidad en un horizonte cercano. 

A diferencia de ayer, hoy todos los partidos y organizaciones sociales rechazan la violencia política 

como forma de resolver los problemas de la democracia chilena en el presente siglo. A diferencia de 

ayer, ningún chileno considera justificables las violaciones de derechos humanos, como las ocurridas, 

bajo ninguna circunstancia. 

A diferencia de ayer, todos los chilenos coinciden en la necesidad de encontrar la verdad y la justicia 

a través de los Tribunales de Justicia y de reparar, aún si fuere parcialmente, el dolor de los familiares 

de los detenidos desaparecidos. 

Son esos pilares muy poderosos los que nos permiten vislumbrar un horizonte de unidad moral. No 

cabe duda que el camino que los gobiernos democráticos eligieron fue el camino justo. Los cierres 

precipitados, las impunidades, las soluciones al margen de la verdad y la justicia, terminan por resque-

brajarse y, como una herida mal curada, vuelven a aparecer en la vida social, generando más dolor y 

mayores complicaciones institucionales. 

Ese es el sentido profundo del camino recorrido y de las propuestas que tienden a perfeccionarlo, 

a través de instrumentos que nos acerquen a la verdad y la justicia, que agilicen los procesos, impi-

diendo situaciones estancadas y mejorando las reparaciones para los familiares de las víctimas. 

Las propuestas presentadas se entregan a la consideración y responsabilidad de diversas instancias. 

Algunas son de directa responsabilidad del Poder Ejecutivo. Ellas serán ejecutadas sin tardanza. Otras 

corresponden, en un Estado de Derecho como el nuestro, al Poder Legislativo y al Poder Judicial. Sólo 

me cabe instarlos a considerarlas con la mayor prioridad. 

Como Presidente de la República mi responsabilidad y mi compromiso atañe al conjunto del proceso, 

a impulsar su avance, a cuidar lo que hemos avanzado y a construir el futuro del país. Es imprescin-

dible darle a estas propuestas prioridad en el tiempo, plantearse un horizonte de concreción. No ab-

dicaré, en consecuencia, en persistir en ese esfuerzo. 

La urgencia de seguir dando pasos debe asumirse por la sociedad en su conjunto. Ello nos permitirá 

construir un Chile más confiado e integrado y un mañana compartido para nuestros hijos. 

Un mañana construido no sobre la base engañosa y frágil del olvido, sino sobre la base sólida en la 

cual las lecciones del dolor y el quebranto son incorporadas a nuestra memoria histórica. 

Sólo así será posible un Chile más confiado y más integrado, más verdadero y más justo, porque no 

hay mañana sin ayer. 

Fuente: Presidencia del Gobierno, Santiago de Chile, 12 agosto de 2003.
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22

Las decisiones que se desprenden de lo externado en ese discurso son 
la creación, en noviembre de 2003, de organismos destinados a cumplir 
con asuntos primordiales de ese pasado. Uno de ellos se encargará de es-
clarecer delitos contra los derechos humanos que involucraban a un nú-
mero mayor de víctimas. Con la Comisión Nacional de Prisión Política 
y Tortura (Comisión Valech) se daba un paso más en el esclarecimiento 
de los delitos respecto del objetivo y los resultados de la Comisión Rettig. 

El otro organismo que nació en esa coyuntura fue el Instituto Nacio-
nal de Derechos Humanos y de Libertades Públicas, que fungió como 
continuador legal de la Corporación Nacional de Reparación y Reconci-
liación y del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior. 

En la estrategia de Lagos, la Comisión Valech cumplió un papel des-
tacado. La Comisión, instituida como organismo asesor del presidente 
de la República, fue presidida por monseñor Sergio Valech, ex titular de 
la Vicaría de la Solidaridad y se integraba con profesionales de distintas 
disciplinas, vinculados algunos al ámbito de los derechos humanos, aun-
que otros eran ex funcionarios de gobierno. El decreto que ordenó su 
creación fue singular en el Cono Sur puesto que atendía delitos graves, 
prisión política y tortura, que habían afectado a un número grande de 
víctimas. Se trataba pues de avanzar en el esclarecimiento del pasado y 
de reforzar las débiles estructuras de reparación, reivindicando con di-
cho acto la dignidad de otras víctimas.

Pese a haber cubierto a un número mayor de víctimas —de las 35 868 
personas que testificaron ante la Comisión, aproximadamente 30 000 
casos fueron considerados legítimos— el decreto recibió críticas porque 
excluía a quienes habían padecido retenciones temporales como produc-
to de diversos operativos y que constituían, por la magnitud de la repre-
sión, un volumen muy significativo.22 Con esto hubo una repercusión 
luego en el Informe final y en las acciones vinculantes.

Lo que no resta la violación del hecho y su carácter traumático. Pérotin-Dumon (2007) señala que las 
detenciones breves eran frecuentes durante las grandes protestas del periodo 1983-1987 y que alcanza-
ron un destacado papel en la solidaridad con las víctimas.

varela-dutrenit 1a reimpresión.indd   326 19/08/16   12:20 p.m.

Derechos reservados



327Capítulo 6. Nuevos gobernantes y nuevas políticas  ◆

En noviembre de 2004 la Comisión concluyó su informe.23 El pre-
sidente Lagos lo recibió señalando con énfasis lo sustantivo del logro:

“El presidente de la entidad, monseñor Sergio Valech, indicó al finalizar la reunión con el Presidente 
Ricardo Lagos que … esta ‘ha sido una oportunidad para renovar los conocimientos que había adquirido 
en la Vicaría, en la Mesa de Diálogo, y en la atención durante todos estos años a todas las personas que 
han sufrido la tortura’... la vicepresidenta de la entidad, María Luisa Sepúlveda precisó que ‘queremos 

23

La Comisión Nacional de Prisión Política y Tortura concluye el trabajo

La Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura fue creada como un órgano asesor del Presiden-

te de la República, mediante el Decreto Supremo N° 1.040, de Interior, de 2003. 

Ella tuvo por objeto determinar, de acuerdo a los antecedentes que se presenten, quiénes son las 

personas que sufrieron privación de libertad y torturas por razones políticas, por actos de agentes del 

Estado o de personas a su servicio, en el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y 

el 10 de marzo de 1990. La Comisión debía también proponer medidas de reparación al Presidente 

de la República, para las víctimas que identificara y elaborar un informe de todo ello. 

La Comisión recibió testimonios a través de entrevistas personales en todo el territorio de la Repú-

blica, durante un período de seis meses, y en más de 40 países, donde las personas entregaron sus 

testimonios por escrito. 

Al final del proceso, fueron reconocidas como víctimas de prisión política y tortura 28 459 personas, 

que corresponden a 34 690 detenciones. Del total de personas, 1244 eran menores de 18 años y de 

éstas 176 eran menores de 13 años. El 12.72%, que equivale a 3621 personas, son mujeres. 

Un primer informe, con los nombres de 27 255 víctimas, fue entregado al Presidente de la República 

en noviembre de 2004. El Presidente solicitó hacer una nueva revisión de los testimonios presentados 

a través de la dictación del Decreto Supremo N° 1086 de Interior de 2004. Luego de revisar todas las 

solicitudes de reconsideración la Comisión presentó un Informe Complementario en mayo de 2005, 

en el que se reconocen otras 1204 personas. Concluida su labor, la Comisión se disolvió.

Fuente: Ministerio del Interior, “Llega a su fin la labor de la Comisión Nacional de Prisión Política y Tortura”.

Recuadro 41
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Chilenas y chilenos: He recibido el Informe de la Comisión Nacional sobre 
Prisión Política y Tortura. El informe es público y estará al alcance de todos 
los chilenos y de la comunidad internacional a partir de este momento. Creo 
no equivocarme al señalar que este Informe constituye una experiencia sin 
precedentes en el mundo. Ha sido capaz de entrar –treinta y un año después– 
a una dimensión oscura de nuestra vida nacional, a un abismo profundo de 
sufrimientos y de tormentos… El informe nos hace mirar de frente una rea-
lidad insoslayable: la prisión política y las torturas constituyeron una práctica 
institucional de Estado que es absolutamente inaceptable y ajena a la tradición 
histórica de Chile… Recorrer los miles de testimonios me ha conmovido, 
como les conmoverá a ustedes cuando lo lean; los relatos de las víctimas es-
tremecen. He sentido muy de cerca la magnitud del sufrimiento, la sinrazón 
de la crueldad extrema, la inmensidad del dolor. Expreso públicamente mi 
solidaridad, mi afecto, mi aprecio y mi cariño a todas las víctimas y a sus 
familias.24 

Del informe emanaron las recomendaciones que de inmediato in-
citaron al gobierno a elaborar un proyecto de ley reparatoria. Para su 
cumplimiento se creó una comisión responsable que extendía certifica-
dos. Éstos acreditaban la calidad de víctima instituida por la Comisión 
Valech. Si la persona poseía el certificado y no recibía alguna otra for-
ma de reparación, accedería a una indemnización austera y simbólica 
que determinaría el Ejecutivo. 

que este informe sirva para que el país avance en el entendimiento. Nosotros no queremos que con este 
informe nos dividamos, sino que entendamos lo que pasó y nos comprometamos como país a que no 
vuelva a suceder, esa es nuestra máxima y que estas víctimas que han recurrido a esta comisión, sean 
reparadas, sea restituida su dignidad y se sientan bien, se sientan acogidas por el país’… En cuanto a los 
criterios de reparaciones que sugiere el documento, aclaró que ‘nosotros hemos cumplido con el mandato 
que teníamos que es poder acreditar quienes eran víctimas de prisión y tortura, que fueron a la comisión 
voluntariamente y hemos descrito que le pasó a estas personas y le hemos hecho propuestas de reparación 
sobre las cuales no nos vamos a referir porque es el Presidente quien tiene que tomar las decisiones 
respecto a ello’ [….]” (Monseñor Valech: “Hemos podido...”, 2009).
“Mensaje del Presidente Ricardo Lagos” (2004).24
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El texto fue debatido —como en su momento lo habían sido los tér-
minos del decreto para crear la Comisión—, cuando el conjunto de las 
víctimas no se sintió representado en alguna de las decisiones del pro-
grama de reparación. Empero, la difusión de un pasado que constituyó 
una experiencia colectiva como el informe lo hizo ver, redundó en que un 
número mucho mayor de personas se identificara con la narración de 
lo acontecido. Un balance del documento y su repercusión se observa 
en las siguientes consideraciones de la Fundación de Ayuda Social de 
las Iglesias Cristianas (fasic).25 

Al contrario de lo ocurrido en su momento con el Informe Rettig, cuya validez 
fue negado en bloque por las FFAA., esta vez el Informe Valech, encontró 
una amplia acogida y comprensión en la comunidad nacional, producién-
dose una variada gama de reacciones de reconocimiento que contribuyeron a 
crear un clima nuevo de mayor sensibilidad y madurez social.

No obstante lo anterior, existen tres aspectos que estimamos deben ser nueva-
mente considerados y estudiados por las autoridades de Gobierno en relación 
a esta materia: Abrir nuevo plazo, prorrogando el mandato de la Comisión, a 
fin de recibir nuevos testimonios que por diversas razones no lograron concre-
tarse, implementando una efectiva campaña de publicidad que así lo anuncie, 
y someter esos casos al proceso de calificación correspondiente. Reparaciones: 
Reestudiar las propuestas legislativas  que se diseñaron, en orden a analizar 
las incompatibilidades que se establecieron y los montos definidos, a fin de eli-
minar tales incompatibilidades y aumentar sustantivamente las pensiones que 
se determinaron, haciéndola extensiva a los herederos de la víctima. Secreto: 
Levantar el secreto por cincuenta años que pesan sobre los antecedentes reu-
nidos por la Comisión, cuando, en el caso concreto de que se trate, el afectado 
lo autorice (fasic, 2004).

Institución ecuménica comprometida con la práctica de los derechos humanos. Creada en 1975, a partir 
de la restauración democrática mantuvo su propósito incorporando los asuntos heredados del pasado. 

25
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Vista en el tiempo, la propuesta inicial del presidente Lagos no pier-
de importancia pese a las limitaciones señaladas y luego de varias peti-
ciones, se ha convertido en punto de referencia para reiniciar labores 
a partir de noviembre de 2009. Se busca con esta iniciativa reparar un 
número mayor de víctimas.26

Pero el gobierno chileno enfrentó otros retos para resolver el pasado de 
acuerdo a su sentencia de que no hay “mañana sin ayer”. Algunos ejemplos 
del debate para aprobar en ambas cámaras el proyecto de Ley de Indulto 
para los presos políticos que fueron detenidos en el primer tiempo del 
gobierno de Aylwin, muestran la complejidad para obtener acuerdos que 
no significaran retrocesos en otros logros como las condenas de los mi-
litares responsables de los delitos del pasado.27 En las semanas previas a 
la aprobación: 1) Alberto Cardemil, quien fuera secretario general de la 
presidencia de Pinochet y diputado de Renovación Nacional, señaló que 
es “difícil que se pueda aprobar el proyecto [de indulto] si no hay un tra-

“El gobierno confirmó la reapertura de las comisiones Rettig y Valech, vinculadas a los miles de casos 
de víctimas de la represión de la dictadura militar liderada por Augusto Pinochet y donde actuaron 
como funcionarios y adherentes actuales parlamentarios y dirigentes de rn y la udi […] El secretario de 
Estado indicó que lo que falta para reactivar dichas comisiones ‘es cumplir con el compromiso adoptado 
por la Cámara de Diputados y enviar un veto aditivo’, que debe incluir lo relacionado con la creación 
del Instituto de Derechos Humanos. La idea es que las comisiones Rettig y Valech reinicien funciones 
a partir del próximo mes de noviembre. Viera-Gallo precisó que ‘probablemente la Comisión Rettig 
no va a tener gran trabajo, porque son pocos los detenidos desaparecidos que no se hayan identificado, 
pero la Comisión Valech sí lo va a tener, esa comisión tendrá un plazo de seis meses para recibir los 
testimonios de aquellas personas que no se presentaron la vez anterior’. El ministro resaltó también 
que ‘el gobierno ha cumplido a cabalidad con la agenda de derechos humanos’ y puso como ejemplo que 
Chile integra la Corte Penal Internacional y aceptó la Convención contra Desapariciones Forzadas de las 
Naciones Unidas.” (“Viera-Gallo confirma reactivación de comisiones Rettig y Valech”, 2009).
Finalmente, en el Senado “la iniciativa obtuvo 26 votos a favor, 15 en contra y tres abstenciones y be-
neficiará a todos aquellos que hayan cometido delitos de esta índole posteriores al final de la dictadura 
de Augusto Pinochet, es decir, a partir del 11 de marzo de 1990. Para poder ser indultados, los presos 
políticos deberán enviar una carta de solicitud al Ministerio de Justicia en la que se comprometan a no 
reincidir en delitos terroristas y no podrán salir de Chile durante cinco años, período en el que estarán 
bajo régimen jurídico de libertad vigilada. [...] Ellos y sus familiares recibirán las pensiones y becas que 
otorga la Ley de Reparación que se ocupa de las víctimas de las violaciones a los derechos humanos 
durante la dictadura de Augusto Pinochet” (Lukopr, 2004).

26

27
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tamiento en conjunto con la ley que establece incentivos para la entrega 
de información respecto de los desaparecidos y que incluye la excepción 
de responsabilidad penal de los funcionarios del Ejército y de las policías”; 
2) Alberto Espina, quien fuera senador también por Renovación Nacional 
manifestó “Yo quiero una norma simétrica. Si vamos a beneficiar a per-
sonas que cometieron delitos gravísimos en democracia una vez que han 
transcurrido diez años efectivos desde que están en la cárcel, entonces yo 
digo que también hay que beneficiar de la misma forma a aquellos agentes 
del Estado que cometieron delitos de igual identidad”; y 3) el entonces 
ministro del Interior y actual secretario general de la oea, José Miguel 
Insulza, replicó que “los trueques que se proponen son bastante impropios. 
Si lo hacemos para unos, por qué no lo hacemos para otros. Los unos llevan 
más de diez años en la cárcel y los otros, no han pasado ni un día en ella. 
No comparemos las dos realidades” (anchi, 2004a).

Con relación al convulsivo proceso contra Augusto Pinochet,28 su 
segundo desafuero por ejemplo, aprobado por la Corte de Apelacio-
nes de Santiago, fue resuelto también por la Corte Suprema de Justicia 
de Chile el 26 de agosto de 2004 en una casi pareja división de votos 
(nueve a ocho). Esta decisión le significó la privación del fuero como ex 
presidente de la República.29  

La figura y gestión de Pinochet representaban la matriz de las viola-
ciones ejecutadas durante las dictaduras del Cono Sur. Vinculado estre-
chamente a la Operación Cóndor, como consta en documentación, a 
Pinochet se lo identificaba y responsabilizaba con los episodios crimina-

El desafuero había sido percibido como posible e inminente por los abogados de derechos humanos 
desde diciembre de 2003, cuando el ministro de fuero Juan Guzmán Tapia habían procesado a tres 
agentes de la dina por su responsabilidad en el secuestro de nueve personas entre 1975 y 1977 en 
Argentina, Bolivia y Paraguay y que habían sido llevados a la Villa Grimaldi. El papel jugado por el 
dictador en la Operación Cóndor explicaría las desapariciones (Castro, 2004).
En dos ocasiones previas, la Corte Suprema había decidido mantenerle el fuero aduciendo problemas de 
salud. A partir de la resolución del 26 de agosto “Los abogados querellantes indicaron aquí en Santiago 
que tienen confianza en que el proceso avance con normalidad y que existen elementos probatorios para 
condenar a Augusto Pinochet” (anchi, 2004b). 

28

29
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les más emblemáticos de la dictadura militar chilena, al menos por tres 
de sus rasgos: i) la dramaticidad del horror aplicado a las víctimas, ii) el 
alcance internacional, y iii) la evidencia de la participación personal de 
Pinochet (Calloni, 2001; Dinges, 2004). Todo ello constituyó la ma-
teria del proceso con sus distintos episodios de fallos que lo favorecían 
o lo acusaban retirándole su fuero hasta su muerte. Logró sin duda que 
su caso se debatiera dentro de un marco de impunidad que el propio 
Pinochet se había ido construyendo con los años. Su frase “Yo soy un 
ángel” expresada en una entrevista para un canal de televisión de Miami 
en el que exhibió un estado de salud mental muy lejano a la senilidad 
argüida por sus defensores, quedó registrada en el video que anexaron al 
expediente los abogados demandantes en 2004 (Badal, 2004).

En lo que quedó de su mandato, el presidente Lagos no pudo defi-
nir esta situación que constituía un reto principal para su gestión dada 
la paradigmática figura de Pinochet. El caso del ex dictador chileno se 
convirtió en un termómetro que medía el avance de la democracia en su 
país respecto de las estructuras de impunidad. No obstante, ante el lento 
retroceso de la situación de impunidad que se percibía principalmente 
por aquella presencia que no lograba ser combatida del todo, no se pue-
de restar importancia a la continua presentación ante los tribunales de 
cientos de militares y más de tres centenas de procesos abiertos.30 

El complejo y difícil equilibrio político no impidió que se adoptaran 
pasos significativos para la narrativa oficial. Lagos hizo explícito un gesto 
de reconocimiento al ex presidente Salvador Allende e implícitamente de 

El 1º de septiembre de 2009, el artículo de Escalante, “Dictan el más masivo procesamiento por 
DD.HH.” informaba: “El ministro Víctor Montiglio procesó a 120 ex agentes de la dina por crímenes 
de lesa humanidad, cometidos en las operaciones Colombo y Cóndor y en el episodio de Calle Con-
ferencia, donde se exterminó a la dirección clandestina del partido Comunista en 1976. El juez dictó 
para ello 59 resoluciones de encausamiento, constituyéndose el hecho en el procesamiento más masivo 
de toda la historia de los juicios por violaciones a los derechos humanos durante la dictadura de Augusto 
Pinochet. Según trascendió, más de la mitad de los procesados son ex agentes que nunca antes habían si-
do encausados ni detenidos. Las detenciones de los procesados por parte de la Policía de Investigaciones 
comenzarán este miércoles luego de que el Ministro Montiglio se constituya al mediodía en la Brigada 
de Derechos Humanos de esta institución” (La Nación).

30
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censura a quienes atentaron contra la institucionalidad al ordenar la reaper-
tura de la puerta de la calle de Morandé 80, que da acceso al palacio de 
La Moneda, al cumplirse los treinta años del golpe de Estado. Esa era la  
puerta por la que entraba Allende todos los días y simboliza la civilidad,  
la República y también el gobierno socialista. En el acto conmemorativo de 
aquel sacrificio, las palabras de Lagos se vuelven un punto de referencia: 

Señor Nuncio, señores miembros del cuerpo diplomático, señor Cardenal, au-
toridades religiosas, autoridades civiles, amigos y amigas, chilenos y chilenas: 

Es un día para la memoria, para hacernos cargo con madurez de aquel momen-
to de nuestra historia que tanto dolor nos ha causado [...] No es este un momen-
to para el análisis. Por el contrario, es un momento para el recogimiento [...] 
Recogimiento en primer lugar ante un acto grande, muy grande: el sacrificio 
supremo de un Presidente de la República en cumplimiento de su deber ante la 
legítima investidura que ostentaba. Un acto de total renunciamiento personal, 
tal cual lo hicieron otros Jefes de Estado en nuestra historia patria.[...] Reco-
gimiento que surge ante el sacrificio de quienes lo acompañaron, de quienes 
cayeron ese día y los días que siguieron en nombre de una guerra inexistente [...] 
Cuántos gestos, cuántas imágenes, cuántos momentos están en nuestra retina 
grabados para siempre [...] Por eso la historia patria recoge con mayúsculas, con 
letras grandes, aquellos actos de grandeza que le han dado a nuestra historia su 
sentido más profundo (“Discurso del Presidente Ricardo Lagos...”, 2003).

En Uruguay, el descongelamiento y la exhumación del pasado con 
el reconocimiento (siquiera parcial) de la deuda en materia de derechos 
humanos por parte del presidente Jorge Batlle en 2000, tuvieron su cul-
minación en la conformación de la Comipaz. Al respecto, el periodista 
Guillermo Waksman pone énfasis en el estado de impunidad que había 
perdurado en Uruguay hasta llegar el nuevo milenio: 

“El cambio en paz”, que todo el mundo había interpretado como un simple es-
logan electoral [difundido en la campaña de Sanguinetti en 1984], se mostraba 
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en toda su crudeza. Como ha sostenido Javier Miranda, la consolidación de la 
democracia, la pacificación y la impunidad fueron consideradas como tres par-
tes de lo mismo. A lo largo de estas dos décadas Sanguinetti ha seguido defen-
diendo esa tesis con una coherencia digna de mejor causa. Basta recordar, a este 
respecto, la respuesta que dio el 30 de diciembre de 1997 a un derecho de peti-
ción que habían planteado los familiares de desaparecidos: “No hay documen-
tos ni registros oficiales que puedan arrojar luz sobre los hechos denunciados”.31

Signos de cambio en la política oficial se sucedieron entonces al 
asumir el presidente Jorge Batlle. Sin embargo, persistió la impunidad. 
Waksman cuestionó en su momento las decisiones de Batlle por sólo 
servir, en su opinión, para “blanquear” el tema. Y añadía que los medios 
de comunicación, hasta esos tiempos poco receptivos al tema de las vio-
laciones de los derechos humanos durante el pasado autoritario, recién 
ahora se ocupaban del mismo.

También otros destacados personajes del equipo de gobierno de Sanguinetti como el ex canciller Didier 
Opertti respondió al Parlamento, en 1999, “que en la cancillería no había documentación alguna sobre 
la actuación de la dictadura en materia de derechos humanos, algo que la historia pocos años después 
se encargó de desmentir” (Waksman, 2005).

31

Macarena Gelman sentencia: “fui un regalo, pero robado”
Por Gabriela Cañas 

 

Macarena nació por segunda vez cuando tenía 23 años. La plácida y apolítica vida que llevaba en su 

Montevideo natal se trastrocó por completo cuando su madre le confesó que no era hija suya y ella 

descubrió que era una niña robada. Había sido arrancada de los brazos de sus padres secuestrados, 

torturados y asesinados por la dictadura argentina, y entregada a quien ella creía que era su padre, 

un policía uruguayo. A Macarena aquella noticia le cambió la conciencia y la vida. Supo de tormentos 

y de desapariciones, de horrores y complots represores, y supo también que ella era un producto de 

todo eso. Descubrió que su abuelo llevaba años buscándola y que se llamaba Juan Gelman. Corrió 

a Internet y así fue como aprendió que era un poeta, un poeta muy importante, argentino también, 

Recuadro 42
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como sus verdaderos padres, que vivía y sigue viviendo autoexiliado en México y que desde allí recla-

maba el derecho a recuperar a esa nieta de cuya infancia nunca pudo disfrutar.

 

Macarena hizo juicio para cambiarse el apellido. Ahora lleva los apellidos Gelman García, como su 

auténtico padre, como su auténtica madre, aunque mantuvo su nombre de pila, el que le impuso 

su devota madre adoptiva, porque los Gelman tienen ascendencia sevillana. Ahora busca los restos 

de su madre y apoya públicamente en su país la lucha por la derogación de la Ley de Caducidad por 

considerar que da cobertura legal a la impunidad. Contar su historia se ha convertido para ella en una 

herramienta para abrirse paso en la espesura de los silencios cómplices…

—¿Cómo le dieron la noticia de que usted era hija de otros?

—Me lo dijo mi mamá. Mi papá había muerto cuatro meses atrás y mi madre me dijo que mi abuelo 

estaba buscándome. En realidad, toda mi familia biológica me estaba buscando. Mis papás biológicos 

tenían 19 y 20 años. Eran argentinos. Vivían en Buenos Aires. Los secuestran el 24 de agosto de 1976.

—Su madre tendría ahora 51 años.

—No sé si llegó a cumplir los 20. La última vez que la ven con vida es el 22 de diciembre, y a mí me 

dejan en la casa de los papás que me criaron el 14 de enero de 1977. Ella cumplía los 20 años el 

6 de enero. Bueno, los secuestran, los llevan a un centro clandestino de detención que se llama-

ba Automotores Orletti. Allí permanecen. A mi papá lo matan en el año 1976 mismo, a finales de 

septiembre u octubre. Y a mi mamá la trasladan a Uruguay dentro de la operación que se llamaba 

Plan Cóndor. Estaba embarazada de siete meses y medio cuando la secuestran.

—¿Sabía usted qué fue el Plan Cóndor?

—En aquel momento no, pero fue de lo primero que me enteré. Porque cuando mi mamá me cuenta 

que no soy hija biológica de ellos, me dice que si quiero saber algo más tengo que hablar con el 

obispo Pablo Galimberti, que era la persona que mi abuelo había contactado para hablar con no-

sotros. Según supe después, mi abuelo sabía que mis padres eran muy devotos y que era la mejor 

manera de acercarse a mi familia adoptiva…

—¿Le molestó la noticia? ¿Se enfadó con su madre?

—Tanto en ese momento como después, siempre pensé que la verdad era mejor que cualquier otra 

cosa. Como le decía, a mi mamá la trasladan acá a Montevideo. Era noviembre de 1976, según 

he podido saber. Nos tienen un tiempo juntas, al menos hasta el 22 de diciembre. El parto fue acá. 

Se presume que en el hospital militar, aunque nadie lo confirmó. Me dijeron que el parto fue el 

1o de noviembre. Es la fecha más probable. Además, cuando me dejan en la puerta de mis papás, 

lo hacen con un cartelito dando esa fecha de nacimiento. Presumo que no es mentira, aunque 

tampoco tengo toda la certeza del mundo en eso. Después del 22 de diciembre, última fecha en 

la que nos ven juntas y viva a mi mamá, ya no se sabe nada hasta el 14 de enero, día en que me 

dejan en la puerta de la casa de mis papás. Según ellos, una noche tocaron el timbre, abrieron la 

puerta y había una canastita con un bebé y un cartelito. Era yo.

—Un regalito, vaya.

—Sí, un regalito (se ríe). Un regalito que habían robado de algún lado. De mi mamá no se supo nunca 

más nada. Se ha confirmado que sí, que la trajeron a Uruguay, y parece que la asesinaron también, 
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pero no hay ni datos de dónde pueda estar enterrada. Se manejó que la habían enterrado en el 

Batallón 14, pero la búsqueda no ha dado ningún resultado.

—¿Se resistió en algún momento a conocer la verdad?

—No, nunca. Enseguida llamé a monseñor Garimbaldi [Galimberti]y, cuando me senté a hablar con 

él, lo primero que me contó es la historia de la Operación Cóndor, que había consistido en la coor-

dinación de las fuerzas represivas de América latina. Y ahí empezó toda la historia. Me contó todo 

lo que mi abuelo había podido averiguar. Lo que él sabía. Que a efectos de confirmar mi identidad 

había que hacer una prueba de ADN, cosa que yo manejaba perfectamente (estudia Bioquímica 

y trabaja en la administración de un hospital). Sabía en qué consistía y sabía que era necesario. Y, 

bueno, me dijo que lo mejor era ir aproximándome a mi abuelo, al principio, no de forma directa 

sino con cierta prudencia, durante un tiempo. Siempre a través del obispo. Me consiguió una car-

peta con fotos de mi abuelo. Enseguida me enteré de que había habido una gran campaña pública 

internacional para buscarme que contó con el apoyo de muchísima gente, pero yo no me había 

enterado de nada…

	        Fue la época en la que falleció papá y yo estaba totalmente en otra cosa, pero aparecían incluso 

cartas públicas de mi abuelo con el entonces presidente de la República, Julio María Sanguinetti. 

Afiches. Se le había dado mucha publicidad al tema…

—¿Y cómo ha vivido todo esto su familia adoptiva? ¿Cambiaron las relaciones entre ustedes?

—La verdad es que es una familia pequeña, porque en sí los más cercanos eran mi mamá y mi 

papá. No estaban muy unidos a sus respectivos parientes, así que no había vínculos estrechos. 

Así que cuando hablo de mi familia adoptiva hablo sólo de mi mamá, con la que vivo al día de 

hoy…

—¿Ayudó la forma en la que ella le dio la noticia? ¿Cómo fue exactamente?

—Un día volvía a casa y me la encontré llorando. Le pregunté qué le pasaba. Me dijo que tenía que 

hablar conmigo, pero que no podía hacerlo mientras yo entraba y salía (siempre andaba de acá 

para allá). Me dijo que mejor hablábamos cuando volviera de trabajar. Lloraba tanto que decidí 

quedarme. Le preguntaba y le preguntaba y ella sólo lloraba. Casi no podía hablar. Le pregunté si 

tenía que ver con papá, con ella. Me dijo que con los tres. Y entonces, no me pregunte por qué, 

yo nunca sospeché, lo cierto es que, ante su silencio y su llanto, le pregunté ¿es que no soy hija 

de ustedes? Y ella me dijo: ¿quién te lo dijo? Ahí fue cuando me di cuenta de lo que había dicho.

—De modo que de alguna forma, aunque fuera de forma inconsciente, usted lo sabía.

—Parece que voy a tener que terminar aceptando que sí. Entonces, ahí ella ya me cuenta cómo lle-

go a la casa de ellos, y me dice que desconocía de dónde provenía yo hasta que este señor que 

era mi abuelo se puso en contacto con ella. Obviamente, me puse a llorar. No entendía lo que me 

pasaba en la cabeza…

	        Pero a partir de ahí todo fue una avalancha. Había decisiones que tomar en un momento his-

tórico y político en el que todavía se negaba la existencia de niños robados en Uruguay. El tema de 

los desaparecidos siempre se dejaba de lado. Aquí se negaban la mayoría de las cosas.

—¿Y hasta entonces nunca se había preocupado usted por estos asuntos?

—No. Tampoco tenía afiliación política alguna. No me interesaba la política partidaria, aunque mili-

taba en un sindicato estudiantil…
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	        Esto pasó. Fue muy cruel. Ocurrió durante una dictadura, y para mí esto del robo de niños 

no tiene explicación. Ahora he sabido que fue muy habitual robar niños en Argentina y también 

en Uruguay.

—La colaboración de la dictadura uruguaya con la argentina fue muy estrecha.

—Sí, y hay que luchar por la verdad y para que esto no vuelva a pasar. Es la causa de mucha gente.

—¿Ha contactado gente con historias similares?

—Sí, por supuesto. Llega un momento en que tu entorno no te satisface. Es muy difícil hablar de 

algunas cosas. Mis amigos me han manifestado muchas veces que les cuesta mucho tratar esta 

parte de mi historia. Que no saben si hablarme, si no hablarme, si preguntarme. Y, de hecho, de 

muchas cosas se van enterando por la prensa, porque, obviamente, uno no llega a una reunión y 

dice, bueno, a ver, cuéntame.

—¿Es más fácil hablar con otros niños robados?

—Sí, entre nosotros hay una empatía. Es algo bastante especial, Una comunicación más allá del co-

nocimiento personal. Al menos a mí me ha pasado. Espontáneamente surge el tema, las experien-

cias. Y uno se siente entendido…

—Usted tiene ya 31 años y todavía no ha acabado la carrera.

—Quizá deba replantearme mis estudios. Es que estoy en una especie de crisis, en un momento en 

el que no sé qué va a ser de mi vida el mes que viene. Estoy muy confundida y, aunque suene 

un poco cursi, busco mi lugar en el mundo (se ríe). Porque todo esto te mueve los marcos de re-

ferencia. El sentido de pertenencia se ve bastante vulnerado. No sos de acá. No sos de allá. Nací 

y crecí en el Uruguay y me siento tan uruguaya como siempre, pero, en sí, mi historia tiene más 

que ver con Argentina, y en Argentina soy uruguaya... Te quedás sin referentes. Ahora en todos 

lados soy un poco extranjera.

 

Fuente: Gabriela Cañas,  “Yo fui un regalo, pero robado”, Página 12, 10 de agosto de 2008.

El cambio producido por Batlle respondía a distintas presiones: la 
persistente y destacada labor de Madres y Familiares de Desaparecidos y 
de organizaciones de derechos humanos en sostener la demanda de verdad 
y justicia, el reclamo del opositor Frente Amplio en la voz de su candida-
to Tabaré Vázquez —años más tarde presidente de la República para el 
periodo 2005-2010—, y la evolución a nivel internacional de la aplica-
ción de normas de castigo para las violaciones de los derechos humanos. 

Para sustanciar la posición de Tabaré Vázquez hubo también accio-
nes y decisiones que hicieron las veces de antecedente insoslayable en la 
política que se debía elegir para tramitar el pasado. A lo acontecido en 
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2000 se suma, de manera considerable, la propuesta generada y aproba-
da casi por unanimidad en el congreso del Frente Amplio, de diciembre 
de 2003, que indicaba promover “‘la adecuación de la legislación inter-
na a los tratados internacionales ratificados por el país’ y consideraba 
‘fundamental establecer la verdad y hacer actuar a la justicia’. Al mismo 
tiempo, la decisión partidaria rechazaba por mayoría una moción en la 
que se impulsaba la derogación de la Ley de Caducidad” (Waksman, 
2005). Como se verá más adelante, esta orientación cambió en el lapso 
2008-2009. Así pues, en la estrategia de Vázquez, no son ajenas ni la po-
lítica oficial que inauguró Batlle ni la decisión partidaria de esclarecer y 
dar paso a la justicia; y siempre que se habla de estos términos en mate-
ria de delitos, se remite a los casos de desapariciones y robo de menores.

Cambios en las estructuras legales 

En los primeros días de junio de 2005, en Argentina, tras el arduo iti-
nerario de apelaciones a tribunales internacionales e invalidaciones en 
las cámaras legislativas nacionales, al que contribuyó el pronunciamien-
to del presidente Néstor Kirchner en favor de la anulación,32 la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación declaró inválidas e inconstitucionales 
las leyes de Punto Final (23.492) y Obediencia Debida (23.521) por ser 
contrarias a normas internacionales que hoy tienen jerarquía constitu-
cional.33 Seguía así una recomendación de Esteban Righi, procurador 

En marzo de 2001, el cels recibió una resolución favorable en su querella contra la vigencia de ambas 
leyes, cuando el juez Gabriel Cavallo declaró su inconstitucionalidad e invalidez. Hacia el final de ese 
año, en noviembre, la Sala II de la Cámara Federal confirmó por unanimidad esa sentencia y concluyó 
que “la invalidación y declaración de inconstitucionalidad de las leyes 23.492 y 23.521 no constituye 
una alternativa. Es una obligación”. En 1998, el Congreso de la Nación derogó ambas normas (fidh, 
“Argentina/Fallo histórico...”, 2005).
Decisión que fue tomada siguiendo los lineamientos fijados por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (cidh) para el caso Barrios Altos contra Perú. Véase “Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos Caso Barrios Altos Vs. Perú. Sentencia de 14 de marzo de 2001”.

32

33
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general de la Nación, previa afirmación del presidente Kirchner sobre 
la necesidad de que el Alto Tribunal se expidiera rápidamente.34 La im-
prescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad ya estaba aceptada, 
pero el fallo indicaba, además, que tales crímenes no eran susceptibles 
de ser amnistiados y que era obligado que el Estado los investigara y 
sancionara (fidh, “Argentina/Fallo histórico...”, 2005). La reversión en 
la estructura legal de la impunidad se reforzará con la anulación de los 
indultos dictados por el presidente Menem entre 1989 y 1990, lo que 
tendrá efecto en 2007.35 

El 17 de septiembre de 2005, en Chile, el presidente Lagos, luego de 
cinco años de discusión en torno a una serie de reformas al texto cons-
titucional vigente desde 198036 y a quince de concluida la dictadura, 

Véase Fernández Moores (2005).
“A más de 14 años del bochornoso perdón presidencial menemista, Néstor Kirchner, con el impulso del 
formidable rechazo popular al golpe de Estado del 24 de marzo de 1976, del que se cumplen 30 años, 
derivó a la Justicia, para que declare ‘con claridad’, la inconstitucionalidad de los indultos firmados por 
Menem. El camino a seguir ya ha sido señalizado por varios fallos judiciales de primera y segunda 
instancia, que se produjeron en los últimos dos años y que, con seguridad, irán quemando etapas hasta 
llegar a la Corte Suprema de Justicia. Uno de los fallos señaló que lo que se indultó son delitos de lesa 
humanidad que en muchos casos nunca habían sido juzgados. En lugar de prisión preventiva, indulto 
preventivo” (Rodríguez, 2006). “Tres años después del primer fallo que cambió el rumbo del Tribunal 
en materia de derechos humanos, la Corte Suprema declarará la nulidad de los indultos al confirmar un 
fallo de la Cámara de Casación penal. Con este fallo, la Corte cerrará un ciclo que inició en 2004, cuan-
do el Tribunal —ya con algunos de los jueces designados por el presidente Néstor Kirchner— declaró 
en el caso del espía chileno Enrique Arancibia Clavel que los crímenes de lesa humanidad no prescriben. 
Luego, durante el 2005, en el caso del represor Julio Simón, declaró inconstitucionales [sic] las leyes de 
Punto Final y Obediencia Debida” (“La Corte anula hoy los indultos...”, 2007).
La Constitución de 1980 había surgido de la consulta plebiscitaria (septiembre de 1980) llevada a 
cabo durante la dictadura (Decreto Ley N° 3.464). Desde entonces tuvo varias reformas durante la 
dictadura y después. “La primera reforma fue en 1989, cuando los partidos de la Concertación, Re-
novación Nacional y la Unión Demócrata Independiente presentaron un proyecto de reforma nacido 
de un acuerdo político. Como faltaban meses para la reapertura del Congreso Nacional, fue la Junta 
Militar la encargada de hacer los cambios al texto tras un plebiscito realizado el 30 de julio de 1989 
y que apoyó el proyecto con un 85,7% de aprobación. En esa oportunidad se hicieron 54 reformas a 
la Constitución, orientadas principalmente a establecer el pluralismo político, aumentar el número 
de civiles en el Consejo de Seguridad Nacional, dar mayor relevancia a los tratados internacionales en 

34
35

36
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promulgó una reforma de la constitución. En tal circunstancia declaró: 
“Chile tiene desde hoy una Constitución que ya no nos divide […] Chile 
se merecía y se merece una constitución más democrática, sin garantes, 
tutelajes ni guardianes” (“Termina con los enclaves...”, 2005). Su valora-
ción partía de hechos determinantes: se habían eliminado tanto los cargos 
de senadores designados (nueve, que no emanaban del voto ciudadano) 
como las bancas de senadores vitalicios (reservadas a los ex presidentes);37 
se había restituido al presidente la facultad de remover a los jefes de las fuer-
zas armadas así como al director general de Carabineros (policía militariza-
da), y se le había otorgado nuevamente el poder de convocar al Consejo 
de Defensa del Estado, cuya función sería estrictamente consultiva.38 

Al mismo tiempo, en Uruguay, el giro más fuerte en la política ofi-
cial sobre derechos humanos instaurada en la transición, se produjo el 
1º de marzo de 2005. Al hacer pública la determinación de dar cumpli-

el ordenamiento jurídico del país, limitar el poder del Ejecutivo sobre algunas libertades personales y 
definir en cuatro años el período presidencial de quien resultara electo en los comicios de diciembre de 
1989. La segunda vez fue en 1991 con la aprobación de las llamadas ‘leyes Cumplido’, que eliminaron 
la negativa constitucional de dar indultos y libertades provisionales a procesados por delitos terroristas 
al transformar ese tipo de ilícitos en delitos comunes. De allí en adelante hubo otras 15 reformas que 
trataron temas variados, como la duración del período presidencial, la administración comunal, las 
atribuciones del Poder Judicial, los procedimientos para reformar la Constitución, etc. La última vez fue 
con la Ley Nº 19.876,  respecto de la gratuidad de la educación media. Las reformas constitucionales 
que ocupan este tema fueron anheladas desde el restablecimiento del Congreso Nacional en 1990, pero 
la falta del quórum necesario para su aprobación (dos tercios de los miembros en ejercicio de ambas 
Cámaras) impidió durante años el acuerdo para que una iniciativa tal llegara a concretarse” (Las reformas 
a la Constitución de 1980, 2005).
Recuérdese que Pinochet ocupó la banca de legislador desde marzo de 1998, cuando cesó como coman-
dante en jefe del Ejército, hasta julio de 2002, cuando la Suprema Corte de Justicia le retiró el fuero. 
Pero los intrincados caminos de la justicia y de los cálculos políticos hicieron que casi simultáneamente 
fuera exonerado en el proceso por las desapariciones que provocó la Operación Cóndor, al considerarse 
que no estaba capacitado mentalmente para afrontar su defensa legal. Véase fasic, “Derechos humanos 
en Chile”, 2002.
“Quince años atrás comenzaron los gobiernos democráticos y ahora podemos decir que la transición de 
Chile ha concluido. Así de contundente se mostró el presidente trasandino, Ricardo Lagos, tras la reforma 
de la Constitución: un hecho que marca el fin de una era del pinochetismo y sus representantes políticos 
en el Parlamento” (“Chile culmina la reforma...”, 2005).

37
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miento al artículo 4° de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado (15.848), el flamante presidente Tabaré Vázquez señaló: 

Reconozcámoslo: a 20 años de recuperada la institucionalidad democrática 
aún subsisten en materia de derechos humanos zonas oscuras. Reconozcamos 
también que por el bien de todos es necesario y posible aclararlas en el marco 
de la legislación vigente, para que la paz se instale definitivamente en el cora-
zón de los uruguayos y la memoria colectiva incorpore el drama de ayer, con 
sus historias de entrega, sacrificio y tragedia, como un indeleble aprendizaje 
para el mañana.39 

La determinación presidencial de hacer efectivo el artículo 4º y, so-
bre todo, que su acción procediera dentro del marco legal instituido con 
la Ley de Caducidad, tuvo sus primeros pasos en la solicitud de informes 
a los militares respecto del destino de los detenidos desaparecidos.40 El 8 
de agosto de 2005, el presidente recibió los informes correspondientes 
a las tres armas por parte del comandante en jefe, Ángel Bertolotti, cuyo 
contenido en algunos aspectos podía considerarse novedoso en tanto, en 

Discurso pronunciado por Tabaré Vázquez en la ceremonia de declaración de fidelidad constitucional 
ante la Asamblea General del Poder Legislativo. Montevideo, 1 de marzo de 2005, en <http://www.
quehacer.com.uy/Uruguay/gobierno_popular/discurso_tabare1.htm>.
“La decisión se tomó en el marco de la voluntad expresada por las Fuerzas Armadas de colaborar con el 
nuevo gobierno en poner punto final a este tema. Fuentes castrenses revelaron a LA REPÚBLICA que 
la presencia del presidente Tabaré Vázquez, el pasado 2 de mayo, en la sede del Comando General del 
Ejército fue la ‘clave’ que activó la investigación en las propias filas. Una vez que el mandatario aban-
donó la sede militar, acompañado por el Secretario de la Presidencia, uno de los generales con mayor 
antigüedad planteó el ‘compromiso moral’ de llevar a cabo ‘algún tipo de acción con el fin de colaborar 
con la voluntad presidencial, se logre o no se logre resultado’. ‘Si bien el tema de los desaparecidos 
estuvo en esa conversación, el Presidente no sugirió en ningún momento una línea de acción’, confió 
un informante militar. La fuente señaló que una propuesta anterior, surgida de las propias filas, había 
sido descartada. En esta oportunidad, el Presidente ‘disipó dudas, llevó tranquilidad, y eso fue lo que 
activó la indagatoria. Ningún general, incluido el comandante en jefe del Ejército, puso reparos con la 
propuesta. Los esfuerzos por aclarar el tema, no sólo se concentrarán en el Batallón 13º. Una alta fuente 
oficial, confió que las indagatorias se extenderán al Batallón 14º” (“El Ejecutivo remitió iniciativa al 
Parlamento...”, 2005).

39
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otros, engañoso o con fines de disuadir, como fue comprobado luego 
en el caso de la ubicación de los restos de dos detenidos desaparecidos.41 
La búsqueda se realizó mediante la entrada de peritos a los cuarteles para 
excavar estos predios en busca de restos de las víctimas.42 Sin éxito se 
reiteró la petición de informes a partir de nuevos datos y circunstancias 
conocidas. A finales de 2005, fueron localizados en una chacra, que sir-
viera de instalación militar durante el terrorismo de Estado, los restos 
de Ubagesner Chávez Sosa43 y, en el Batallón 13 de Infantería, los de 
Fernando Miranda.44 Hasta el momento son los únicos desaparecidos en 
Uruguay cuyos restos se han logrado encontrar e identificar. Lo subra-
yado obedece a que uno de los datos que confirmó informaciones dis-
persas anteriores, es el de que llevaron a cabo dos o tres vuelos militares 
en los que se trasladó a detenidos desaparecidos uruguayos de Argentina 

“La ministra de Defensa Nacional, Azucena Berrutti, señaló que con el informe elaborado por el co-
mandante en jefe de las Fuerzas Armadas, Ángel Bertolotti, ‘sin duda se cerró una página de la historia’, 
aunque dijo no saber si constituirá el final del ‘libro’” (La República en la Red, 2005).
“Tercer día de trabajo en el Batallón 14”, 2005.
“Chávez Sosa, sindicalista y militante comunista, había sido secuestrado y torturado durante la dicta-
dura uruguaya (1973-1985). Durante casi tres décadas su paradero fue un misterio hasta que el 8 de 
agosto del año pasado, la Fuerza Aérea Uruguaya entregó un informe al presidente Tabaré Vázquez en 
el que reconocía la muerte por torturas del desaparecido e informó que había sido enterrado en una 
chacra de Pando” (“Entierran en Uruguay...”, 2006).
“Fernando Miranda era militante del Partido Comunista y profesor titular de Derecho Civil de la 
Universidad de la República; fue secuestrado el 30 de noviembre de 1975 por las Fuerzas Conjuntas, 
torturado y asesinado por un oficial del Ejército cuya identidad es conocida. Miranda, al parecer, fue 
ultimado con un mortal golpe de karate en el tórax. Sus restos fueron hallados el 2 de diciembre de 
2005 en el Batallón Nº 13 y un día después, terminaron de ser removidos de la fosa. El 1º de marzo 
pasado, la Presidencia de la República confirmó que se trataban de los restos del escribano Miranda. 
Treinta días después se llevó a cabo el velorio y su sepultura. El hallazgo y confirmación de la identi-
dad mediante un examen de adn, colocó un gran signo de interrogación acerca de la veracidad de los 
informes entregados por militares a la Comisión para la Paz y por el comandante en jefe del Ejército 
al presidente Tabaré Vázquez. En el primer caso, los datos aportados por militares señalaron que los 
restos de Fernando Miranda fueron inhumados en el Batallón Nº 14, exhumados, incinerados y 
arrojados al Río de la Plata en 1984. En el segundo caso, el informe del Ejército señaló que los restos 
fueron inhumados en el Batallón Nº 14, exhumados, cremados y esparcidos en la zona” (“Entre llantos 
y aplausos despidieron...”, 2006).

41

42
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a Uruguay. Con esto quedó claro que el Estado uruguayo era responsa-
ble de la desaparición de más detenidos de los que hasta 2005 se tenía 
considerados. Asimismo, la política oficial que inauguró el presidente 
Vázquez conllevó determinar la situación de los detenidos desaparecidos 
e investigar los crímenes cometidos en Buenos Aires contra legisladores 
uruguayos. De manera simultánea a esta indagación que trastocó el statu 
quo sellado en el momento de la transición, la justicia comenzó a actuar 
de manera más independiente y sistemática, concluyendo en un innova-
dor acontecimiento para el país: la detención y procesamiento de prin-
cipales figuras militares de la dictadura indiciados reiteradamente como 
responsables de los crímenes lo mismo que dos señeras figuras civiles de 
ese régimen, Juan María Bordaberry, presidente golpista, y Juan Carlos 
Blanco, su canciller. Los procesados continúan detenidos (el primero en 
arresto domiciliario) en espera de sentencia. 

Gregorio Álvarez: condenado por la justicia uruguaya

La Justicia condenó en primera instancia al ex dictador Gregorio Álvarez a 25 años de prisión por 37 

casos de “homicidio muy especialmente agravado”, debido a su responsabilidad en traslados clan-

destinos de presos políticos durante el año 1978.

La resolución fue notificada a primera hora de ayer a las partes por el juez penal Luis Charles, quien 

hizo lugar a la pena pedida por la fiscal Mirtha Guianze, pero no a la tipificación que había solicita-

do la representante del Ministerio Público, quien reclamó que la condena se emitiera por “reiterados 

delitos de desaparición forzadas”.

El juez, en una muy extensa resolución de 231 páginas, condenó a Álvarez a 25 años de prisión y al 

ex oficial de Inteligencia Naval Juan Carlos Larcebeau -el otro militar procesado en el marco de este 

expediente- a 20 años de reclusión. Ambos fueron procesados con prisión el 17 de diciembre 2007, y 

desde entonces se encuentran recluidos en una cárcel para militares en Piedras Blancas. 

En el caso de Álvarez, que en 1978 ocupaba el cargo de comandante en jefe del Ejército, el juez le 

imputó 37 casos de “homicidio muy especialmente agravado”, mientras que a Larcebeau se lo con-

denó por su responsabilidad en otros 29 casos, señala la sentencia. 

Recuadro 43
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45

En relación con Álvarez, el fallo sostiene que “tenía pleno conocimiento de todas las acciones que 

se llevaban a cabo y siempre tuvo una dedicada participación en las mismas”. Por eso no es válido el 

argumento de la defensa respecto a que al momento de los hechos “no tenía bajo su subordinación 

a los que los cometieron”, añade el fallo. 

El juez Charles y la fiscal Guianze investigan al menos cinco traslados ilegales de presos políticos des-

de Buenos Aires a Montevideo en 1978. Se trataba en su mayoría de militantes de los Grupos de 

Acción Unificadora (GAU) que desaparecieron o fueron asesinados. 

EL DELITO. En primer momento, los militares fueron enjuiciados por el delito de “desaparición forza-

da”, previsto en la ley 18.026, aprobada en 2006, y que creó en Uruguay esa figura, establecida en 

la legislación de la Corte Penal Internacional. 

Sin embargo, en octubre de 2008, el Tribunal de Apelaciones Penal de 2° Turno, si bien ratificó los 

procesamientos de Álvarez y Larcebeau, estableció que no pueden ser juzgados por ese delito ya que 

el mismo no existía al momento de registrarse los hechos, por lo que cambió la imputación aplicada a 

“homicidio muy especialmente agravado”, el cual fue aplicado por el juez en su sentencia. 

[…]

Fuente: “Gregorio Álvarez fue condenado a 25 años por 37 homicidios”, El País Digital, 23 de octubre de 2009.

Aunque la historia reciente uruguaya ha tenido hasta el momento 
más represores señalados como responsables de crímenes que procesados 
por los mismos hechos, es por demás disruptivo de la situación de im-
punidad que reinó por casi 20 años de democracia, el destino carcelario 
en el que se ubican los acusados. Pero también lo es el que el presidente 
haya ordenado una investigación histórica,45 basada en documentación 
de diferentes archivos nacionales y algunos del exterior, sobre el terroris-
mo de Estado vivido en aquel país. Ello implicó poner a disposición del 
equipo de profesionales los archivos oficiales, lo que ocurrió con suerte 

El informe final fue entregado al presidente de la República el 14 de diciembre de 2006: Investigación 
Histórica sobre Detenidos Desaparecidos. En cumplimiento del artículo 4° de la Ley 15.848. Presidencia de 
la República, Montevideo, IMPO, 2007, V tomos.
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46

47

48

49

diversa tanto por su existencia y organización como por la disposición 
de darlos a conocer pese a la instrucción del presidente.46 El principal 
relato recogido transformó el imaginario en cuanto a la posibilidad de 
borrar huellas del horror al provocar, con su estado público, la obligada 
ciudadanización del pasado.

Sin embargo, también en Uruguay se ha dado muy recientemente un 
giro polémico basado en dos hechos contradictorios. Un nuevo intento 
por declarar la nulidad en plebiscito de la Ley No. 15.848 de Caduci-
dad de la Pretensión Punitiva del Estado fracasó dramáticamente en los 
comicios del 25 de octubre de 2009, en virtud de que obtuvo sólo el 47 
por ciento de los votos aprobatorios. No obstante, con anterioridad se 
había producido un acto jurídico importante, que sin abolir la ley ponía 
en duda su futuro. A pedido del ministerio público, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación47 declaró la no aplicabilidad en un juicio en trámi-
te, de los artículos 1, 3 y 4 de dicha norma por inconstitucionales.48 Las 
razones de la Corte se pueden resumir de la siguiente manera: 1) una si-
tuación de hecho (el Pacto del Club Naval de 1984 y sus consecuencias) 
no puede invocarse como fuente de derecho;49 2) la citada ley no es de 
amnistía como se había interpretado anteriormente, por lo que rebasa las 
atribuciones de perdón del poder legislativo, que son sólo el indulto y la 

Un desarrollo de cómo se llevó a cabo la investigación que concluyó en la obra principal editada por la 
Presidencia de la República en cinco volúmenes, puede encontrarse en la introducción de éstos y en los 
textos de Rico y Caetano (2008).
República Oriental del Uruguay, Setencia No. 365 del 19 de octubre de 2009 de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (ministro redactor, Jorge Omar Chediak González).
De acuerdo a la normatividad uruguaya, la declaración de inconstitucionalidad de una ley no tiene 
validez general más que para el juicio concreto en cuyo marco es solicitada. Se entiende, en consecuen-
cia, que tal declaración no es estrictamente de inconstitucionalidad sino de inaplicabilidad para el caso 
concreto. En juicios sucesivos, los actores legitimados para ello pueden volver a hacer la misma solicitud, 
pero la Corte no está obligada por la decisión anterior: su juicio puede variar según vayan rotando los 
ministros que la componen e ingresar eventualmente jueces con criterio distinto. No obstante, el ante-
cedente pesa y puede ser citado como fuente de derecho.
Recuérdese que el art. 1 de la ley 15.848 decía: “Reconócese que, como consecuencia de la lógica de los 
hechos originados por el acuerdo celebrado entre los partidos y las Fuerzas Armadas…”.
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amnistía; 3) la ley viola claramente la separación de poderes al obligar al 
juez a consultar al Ejecutivo antes de proceder en determinados juicios; 
4) en cambio no viola el principio de igualdad ante la ley, dado que es 
lícito legislar por motivos fundados para grupos especiales determinados 
(en este caso, policías y militares); 5) pero la ley sí viola el derecho de 
las víctimas y de sus familiares a obtener justicia;50 6) además infringe los 
tratados internacionales en materia de derechos humanos.

En este último punto hay una consideración importante —que nos 
remite a lo ya aludido en el capítulo 2 de esta obra—, y que alcanza 
no sólo a Uruguay sino también a otros países con normas similares. 
La vigencia de los tratados internacionales sobre derechos humanos se 
entiende, en principio, restringida a instrumentos firmados y ratifica-
dos antes de la comisión de los delitos. Aun así se puede sostener una 
interpretación más amplia debido a que el art. 72 de la constitución 
uruguaya reconoce el derecho natural como fuente de derecho positivo, 
lo que supone anterioridad al surgimiento del Estado uruguayo por lo 
que admitiría, como se alega en la sentencia, recurrir a las fuentes más 
adecuadas para la salvaguarda de los derechos inherentes a la persona 
humana, entre las cuales los tratados internacionales, incluso cuando los 
mismos no hayan sido suscritos por el estado-nación: “no puede ahora 
invocarse la teoría clásica de la soberanía para defender la potestad esta-
tal de limitar la protección jurídica de los derechos humanos”.51

Tres puntos más merecen destacarse. En primer lugar, en la sentencia 
comentada la Suprema Corte uruguaya aceptó la legitimidad del minis-
terio público, en tanto representante del interés social, para promover 
acciones de inconstitucionalidad de las leyes, a causa de que, al haber 
sido la fiscal del caso quien presentara el pedido ante la Corte, se había 
suscitado una discrepancia acerca de si el ministerio público podía ser 
considerado parte interesada habilitada para interponer este recurso. 

La sentencia dice: “para que se identifique y castigue a los culpables”.
Sentencia No. 365 de la scjn, ya citada.

50
51

varela-dutrenit 1a reimpresión.indd   346 19/08/16   12:20 p.m.

Derechos reservados



347Capítulo 6. Nuevos gobernantes y nuevas políticas  ◆

En segundo lugar, la sentencia también aclara que la ley 15.848 no 
había obtenido en su momento (1986) en la Cámara de Diputados el 
número de votos especial requerido para aprobar amnistías, por lo que, 
en caso de que se la considerara tal (según habían sostenido anterior-
mente la jurisprudencia y la doctrina), de todos modos estaría viciada 
de nulidad en el procedimiento. Agreguemos que, a contrario sensu, cabe 
interpretar que al aprobarla con un número menor de votos, los legisla-
dores estaban aceptando que no se trataba de una amnistía, lo que es co-
herente con el hecho de que tampoco le dieran ese título. En esto radica 
la fuerza del argumento de la Suprema Corte respecto de que —al no re-
currir a las figuras de indulto ni de amnistía previstas por la norma— el 
legislador se estaba atribuyendo la potestad de generar una nueva forma 
de perdón, para lo que no estaba autorizado constitucionalmente. Iróni-
camente (y en términos aberrantes del punto de vista jurídico) al tiempo 
que declaraba arbitrariamente la caducidad de una facultad existente 
del estado (la punición de ciertos delitos) el poder legislativo se estaba 
atribuyendo en forma no menos irregular una facultad inexistente: la de 
crear nuevas formas de perdón de delito no autorizadas.

No menos importante es la aclaración también contenida en la sen-
tencia No. 365 de que la ratificación de la ley por el cuerpo electoral 
—que como se ha visto se ha producido ya dos veces en Uruguay, por el 
referendo y el plebiscito de 1989 y 2009, respectivamente— no le evita 
a la misma el carácter de inaplicable por inconstitucional, dado que tal 
determinación es privativa del poder judicial. La Corte tuvo la pruden-
cia de dictar sentencia unos días antes del plebiscito de 2009, de modo 
que su opinión no quedara empañada por la sospecha de que hubiera 
sido emitida en forma reactiva a la luz del resultado de los comicios.52

Tal vez lo más importante de la sentencia No. 365 es que, en re-
lación con los delitos de lesa humanidad, constituye una declaración 

El plebiscito por la nulidad de la ley 15.848 se realizó el 25 de octubre de 2009, fecha en que también 
se elegía un nuevo gobierno nacional y nuevas cámaras legislativas; la sentencia de la corte fue emitida 
días antes, el 19 del mismo mes.

52
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de independencia del poder judicial respecto del poder ejecutivo y sus 
cuerpos represivos, así como del cuerpo electoral. Si en adelante sus fa-
llos fueran discutibles a la luz de las normas, lo serán por decisión de los 
magistrados y no por constricciones, complicidades o intimidaciones 
heredadas del pasado dictatorial.

En otro aspecto adicional, el gobierno del presidente Vázquez dio un 
giro en cuanto a las políticas hacia el pasado. Un avance en leyes de diver-
so tipo de reparaciones se concretó de 2006 a 2009. Con éstas se amplió 
el universo de las víctimas que han recibido el beneficio legal.53 

 La narración oficial también ha comenzado a modificarse en Méxi-
co. Hay que recordar que durante mucho tiempo los sucesos represivos 
fueron negados desde el ámbito gubernamental y temerosamente es-
condidos en algunos sectores vinculados a las víctimas, especialmente en 
la población rural, la más afectada. El año 2000 fue importante para la 
socialización del tema y para su incorporación en la agenda oficial. Era 
un período de campaña electoral y el candidato a la presidencia, Vicente 
Fox del conservador Partido Acción Nacional (pan) —hasta entonces 
en la oposición, al igual que Tabaré Vázquez— anunciaba su compro-
miso con el reclamo de esclarecimiento de los hechos ocurridos en aquel 
periodo. La repercusión de la persistente demanda de organizaciones de 
familiares de víctimas, de ex activistas y de derechos humanos en gene-
ral, comenzaba a tener otro peso.  

Dos fueron aprobadas en 2006. Una primera, la 17.949, ordenó restituir derechos y beneficios a perso-
nal militar, destituido, dado de baja, desvinculado, pasado a situación de reforma o similares por razones 
políticas e ideológicas. La otra, la 18.033, ha hecho posible recuperar derechos jubilatorios y pensio-
narios a ciudadanos que no pudieron acceder al trabajo por razones políticas o sindicales. En 2009 se 
aprobó una ley, la 18.596, por la que se ahonda en las modificaciones de la ley 18.033. Por ejemplo, 
modifica para beneficiar en asuntos relativos a conceder la Pensión Especial Reparatoria (per), por una-
nimidad de sus integrantes, a los uruguayos o uruguayas detenidos en centros de detención clandestinos 
en el exterior y cualquiera fuera el lapso de detención sufrida. Posibilita también, entre otros aspectos, 
a ex presos políticos, de acuerdo a su definición en el artículo 11 de la ley 18.033 amparados en otras 
leyes y que se encuentren en situación de jubilación o pasividad percibiendo sumas inferiores a lo que 
indica esa ley (La República en la Red, 2009b).

53
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En este contexto se produjo el fin de una era con el triunfo del pan 
y la derrota del Partido Revolucionario Institucional (pri) en las eleccio-
nes del 6 de julio de 2000, y en consecuencia, cobraron fuerza las voces 
que expresaban la necesidad de cumplir con los procesos penales rela-
cionados con los delitos cometidos entre los años sesenta y ochenta.54 
Se trataba de acusaciones contra reconocidos políticos y funcionarios 
del priismo como el ex presidente Luis Echeverría Álvarez y sus colabo-
radores en el gobierno capitalino y la Dirección Federal de Seguridad. 
Al mismo tiempo, las denuncias se articulaban con las propuestas, por 
un lado, de “la conformación de una fiscalía especial, de carácter civil 
y autónomo, que garantice una investigación con resultados inobjeta-
bles para fincar responsabilidades por los crímenes de lesa humanidad 
cometidos en México de 1968 a la fecha”55 presentados por dirigen-
tes estudiantiles de aquel entonces y, por el otro, de “la integración de 
una comisión de la verdad”, iniciativa del Partido de la Revolución De-
mocrática (prd) de la que no estarían excluidos los representantes gu-
bernamentales, apoyada también por las organizaciones de familiares y 
militantes de derechos humanos.

Controvertido y frágil fue el cambio que representó el gobierno del 
presidente Vicente Fox. Pero en esta coyuntura fue posible destrabar 
algunos aspectos de la versión oficial del pasado y concretar algunos pa-
sos en la dirección demandada. Para el nuevo presidente era también, 
si se la controlaba, una demanda factible de ser útil a su propuesta de 
cambio desde el escenario de los acuerdos nacionales y los compromi-
sos internacionales. 

Véase los capítulos 1 y 5 de este libro.
“[…] propusieron un nuevo programa de seis puntos contra la impunidad y la represión. [como res-
ponsables] “señalaron al ex presidente Luis Echeverría Álvarez, al ex regente capitalino Alfonso Corona 
del Rosal y al actual senador Fernando Gutiérrez Barrios”. Entre otros asuntos, el documento planteaba 
“la conformación de una fiscalía especial, de carácter civil y autónomo, que garantice una investigación 
con resultados inobjetables para fincar responsabilidades sobre crímenes de lesa humanidad cometidos 
en México de 1968 a la fecha” (Gil Olmos et al., 2000).
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El tema estuvo presente en la agenda de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos (cndh), creada por Salinas de Gortari y reformu-
lada en su normatividad por Zedillo. Esta Comisión había reunido de-
nuncias y realizado algunas investigaciones pero, sin embargo, entendía 
que su alcance no llegaba al orden de poder promover los juicios56 y las 
sanciones correspondientes que determina la justicia (Ballinas y Becerril, 
2001). En el informe que la cndh dio a conocer en noviembre de 2001, 
en un acto realizado en la ex cárcel de Lecumberri —lugar simbólico 
porque allí se confinaron decenas de presos políticos— convertida en 
Archivo general de la Nación, se documentaban numerosísimos casos de 
tortura y desaparición forzada cometidos por organismos y funcionarios 
gubernamentales desde fines de 1968 hasta 1980. 

En el mismo acto se anunció oficialmente la creación de la Fiscalía 
Especial para Movimientos Sociales y Políticos del Pasado (Femospp) co-
mo parte de la Procuraduría General de la República (pgr) y dependiente 
de la presidencia de la República,57 cuya actuación y las controversias que 
suscitó ya han sido revisadas en el capítulo anterior. Puede apreciarse que 
el año 2001 marcó un cambio en la revisión de la versión oficial sobre el 
pasado: se produce la decisión de investigar lo negado hasta el momento. 
Y también, en la medida que se hace pública la decisión, se producen 
repercusiones de variada índole partidaria y social. El debate tuvo como 
centro: fiscalía oficial o comisión de la verdad de la sociedad civil.

A partir de su creación, la Femospp desarrolló las diversas acciones 
ya vistas en las páginas anteriores con el fin de instruir expedientes que 
dieran sustento a las averiguaciones previas de las principales figuras del 
antiguo régimen identificadas como responsables de violaciones de los 

La cndh presentó un informe de más de 3 mil fojas en el que se sugería que la persecución de disidentes 
políticos había sido una política de Estado (Alcántara, 2001: 4). Esto motivó declaraciones del procura-
dor general de la República, gral. Rafael Macedo de la Concha, quien prometió realizar con objetividad 
las investigaciones correspondientes (Medellín, 2001: 5; Venegas y Ballinas, 2001).
Se instruyó la creación de la Femospp mientras la Comisión de Derechos Humanos del Senado dicta-
minaba 13 instrumentos que rigen a nivel mundial, entre ellos uno sobre imprescriptibilidad de delitos 
de lesa humanidad (Becerril, 2001).

56
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derechos humanos.58 La fiscalía fue criticada, y siguió siéndolo, por su 
ambigüedad en los caminos de investigación elegidos y por las carátulas 
de sus querellas. Un ejemplo lo constituye la tipificación de genocidio 
según las organizaciones sociales, grupos políticos y expertos internacio-
nales. Asimismo se hizo pública la sospecha de interferencias influyentes 
en la desacertada tipificación, y provenientes de las esferas presidencial o 
del partido de gobierno. Pero también del priismo, en la medida en que 
las acciones de la fiscalía especial motivaron medidas judiciales y efectos 
propagandísticos que afectaron a personajes de su partido. La crítica del 
pri se resumía en denunciar un supuesto revanchismo lejano de la bús-
queda de la verdad histórica en sí (Pérez y Méndez, 2004b). 

¿Qué hizo que se animaran esas críticas? México, como ya se detalló, en 
2004 en particular presenció un reavivamiento del debate sobre la guerra 
sucia. La Femospp concretó una acción esperada desde tiempo atrás: las 
solicitudes de orden de aprehensión en contra del ex presidente Luis 
Echeverría y otros ex funcionarios. Tal acción despertó el esperado rechazo 
de los acusados a través de los abogados defensores y una controversia en 
el ámbito político y jurídico sobre la pertinencia de la ruta tomada por el 
fiscal especial. Las solicitudes fueron denegadas por el juez competente, 
quien reconoció la comisión de otros delitos y su prescripción, pero no la 
existencia de un genocidio. 

La Femospp también generó una Dirección de Investigación y Aná-
lisis Documental, que debía apuntalar su labor en lo relacionado con la 
información que se requiriera. Mas en los hechos esta repartición se vería 
afectada por limitaciones de corte burocrático que impedirían su función, 
haciendo difícil la sistematización de datos que hubieran servido para 
descubrir la suerte de los desaparecidos.

Luego de un proceso accidentado, la fiscalía finalmente dio a luz en 
2006 un informe, que había sido filtrado antes a la prensa en una ver-

La investigación de la Femospp estuvo centrada en: 1) desaparición forzada en el D.F., en Nuevo León, 
Estado de México y Jalisco; 2) las matanzas de Tlatelolco y del Jueves de Corpus; y 3) las averiguaciones 
sobre el periodo 1966-1995 en Guerrero, Nayarit, Oaxaca, Puebla, Sinaloa y Sonora. 
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sión no autorizada. Era evidente que, por razones de control político, el 
gobierno y la Femospp no habían querido entregar a la opinión pública 
dicha primera versión sino otra revisada. Al darse esta dualidad, el resul-
tado fue que el informe no cobrara el peso que hubiera debido tener, 
al tiempo que en conjunto toda la labor de la fiscalía languidecía hasta 
opacarse por completo, por lo que tampoco cumplía su misión de pro-
mover el ejercicio de la justicia.59 

Más allá de las particularidades del sistema político mexicano en que 
este proceso se había desenvuelto, el destino de la Femospp es ilustrativo 
de un síntoma más general que afecta a estas comisiones oficiales en dis-
tintos países. Se forman como respuestas de los gobiernos a demandas 
sociales ante injusticias evidentes y persistentes derivadas de la represión; 
pero los estados, y a veces los mismos integrantes de las comisiones, 
tienen una actitud muy ambigua al respecto. Su intención es apaciguar 
las demandas, pero una vez que la actividad de las comisiones o el sis-
tema de presiones y debates que se genera en torno a ellas amenaza con 
acarrear nuevos problemas políticos, la actitud oficial es entorpecer o 
limitar el alcance de las investigaciones, ya no se diga la posibilidad de 
hacer justicia.

El informe mencionado, tal como fue develado por el National Se-
curity Archive de la Universidad George Washington (en Washington, 
D.C.) contenía doce capítulos. Descontado el primero de carácter in-
formativo general, los demás versaban sobre el movimiento estudiantil 
de 1968, la matanza de estudiantes en 1971 (el llamado “Halconazo”), 
los inicios de la guerrilla, la guerrilla en el estado de Guerrero (sobre lo 
que se había centrado gran parte de la investigación de la fiscalía), la 
extensión de la guerrilla a otras partes del país, los crímenes de lesa hu-
manidad, los crímenes de guerra, la persecución política y la distorsión 
en la administración de la justicia, la corrupción del poder del Estado, 
el derecho a la verdad, al duelo y al reconocimiento del honor de los 
caídos, y al ejercicio efectivo de la justicia.

Un resumen de esta situación en AA.VV.  (s. f.).59
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La parte general del informe contenía un proemio de tono franca-
mente favorable a las víctimas (y no muy acorde con la visión más dis-
tante del problema que guardaban los organismos oficiales). El equipo 
investigador dice unirse “al canto libertario que motivó esta lucha y 
rinde homenaje a los héroes anónimos y a los que damos testimonio 
de que fueron vilipendiados por luchar para lograr una patria digna”.60 
Y se acusa al Estado de, hasta entonces, haber ocultado información 
—a pesar de que, a juicio de las organizaciones civiles seguidoras del ca-
so, la misma Femospp tampoco había sido muy coherente en este punto 
(AA.VV., s. f.)—. Lo que se consideraba como principal tarea de la 
comisión era:

 
lo sucedido en torno al movimiento estudiantil de 1968 y las políticas de Es-
tado que ocasionaron la represión del movimiento estudiantil, la suerte de los 
detenidos que fueron desaparecidos durante la llamada “guerra sucia”, el trato 
que recibieron los detenidos que fueron señalados de apoyar la guerrilla y 
las políticas de contrainsurgencia que siguió el Estado mexicano llegando, 
incluso, a la ejecución extrajudicial de detenidos, así como los delitos de lesa 
humanidad que instrumentó en contra de su propia población. 

El informe también distinguía, en sus propios términos, una “verdad 
global” y una “verdad individual”, objeto de reportes temáticos sobre 
los movimientos sociales y políticos reprimidos en el pasado. Aparte se 
especificaban detalles metodológicos y fuentes, con la mención de los 
obstáculos que había enfrentado la investigación. Lo que se llamaba crí-
ticamente “modo de ejercer el poder” era lo que según los autores había 
determinado los crímenes que se enlistaban, pero la lectura del documen-
to dejaba en claro que en realidad esta modalidad se extendía también al 
acceso, manipulación y uso de las fuentes61 y al funcionamiento mismo 

Las citas entrecomilladas del Informe que se trascriben, son tomadas de la página electrónica The Na-
tional Security Archive.
Archivos como el “Presidentes” quedaron sin revisar y otros sólo lo fueron superficialmente. 
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de la fiscalía. Por otra parte, se aclaraba que los llamados oficialmente 
“movimientos sociales y políticos” eran en realidad un conjunto muy 
complejo de actores y de relaciones cuyo entrecruzamiento con los even-
tos históricos y el sistema de poder institucionalizado había determinado 
los resultados que ahora se investigaban.

El documento fue estructurado en dos partes, una histórico-in-
terpretativa y otra relacionada con los crímenes propiamente dichos. 
La parte interpretativa se adaptaba a las explicaciones de uso académi-
co corrientes en el México post 68, con un claro sesgo ideológico de 
izquierda. Se anotaban cosas tales como el alineamiento del país con 
el bloque capitalista liderado por Estados Unidos en la segunda pos-
guerra y a la vez las peculiaridades del sistema político nacional, con 
un régimen autoritario basado en la corporativización de las fuerzas 
populares masivas y el abandono paulatino de las consignas sociales de 
la revolución, en beneficio de una alianza del Estado con los sectores 
más conservadores del espectro social. A esto había correspondido el 
surgimiento de movimientos contestatarios de distinta extracción, pero 
particularmente estudiantiles, que serían objeto de la violenta represión 
estatal, lo que a su vez explicaría el surgimiento y extensión territorial 
de la guerrilla. El uso de la violencia por parte de las organizaciones 
de izquierda se atribuía al cierre de los canales políticos de expresión 
debido al Estado autoritario. Al mismo tiempo se concluía que una 
vez que los organismos de seguridad estatales entran en acción en cir-
cunstancias tales, y el Estado “se convierte en criminal, las leyes a que 
está sujeto quien es aprehendido pueden ser atroces y requieren de una 
moral excesivamente alta para continuar en la lucha y no incurrir ellos 
mismos en las prácticas de las que son víctimas”. Asimismo, “Cuando 
el Estado rebasa los límites de la legalidad y confronta al delito con el 
crimen y, haciendo recurso del monopolio que tiene al uso de la fuerza 
la utiliza en contra de su propia población, la escala y la lleva al nivel 
del genocidio, el Estado queda sujeto a las responsabilidades de su ac-
ción criminal en delitos, violación a los derechos humanos y crímenes 
de lesa humanidad”.
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El reporte continuaba detallando “la adopción de la doctrina de segu-
ridad nacional y estrategia de contrainsurgencia por el ejército; la milita-
rización de la policía, su utilización en la contrainsurgencia. Impunidad; 
grupos paramilitares; caciquismo; patrimonialismo; estructuras de me-
diación; disociación entre Justicia y legalidad; cooperación internacional 
para implantar el terrorismo institucional”, y una lista de crímenes de 
Estado que, como ya se adelantó, no tenían que envidiar a los cometidos 
por las dictaduras del Cono Sur, cuyos atropellos el gobierno mexicano 
había condenado en foros nacionales e internacionales: 

detenciones arbitrarias; desapariciones forzadas; tortura y tratos crueles; aten-
tados contra la dignidad personal, violación y atentados al pudor; homicidios, 
toma de rehenes; pillaje, amenazas de cometer crímenes de guerra; campos 
de concentración en el cuartel de Atoyac, Base Aérea Número Siete y Campo 
Militar Número Uno, actos de terrorismo como estado de sitio a las comuni-
dades, hambre como método de guerra en contra de civiles, ruptura del tejido 
social; extrema sevicia; masacres, ataques indiscriminados como bombardeos 
aéreos; y la perversión de la justicia militar.

A pesar de las muchas limitaciones señaladas a los procesos de inves-
tigación y redacción del equipo de la fiscalía, el carácter acusador sin ta-
pujos de este documento constituía un mérito de quienes lo elaboraran. 
La investigadora Kate Doyle del National Security Archive declaró que 
se trataba de un caso “único porque en América Latina ningún otro país 
abrió sus archivos de la misma manera”.62 No obstante, como era lógico, 
tendría que despertar reacciones por parte de un gobierno en manos de 
un partido anteriormente de oposición y por tanto no involucrado en la 
guerra sucia, pero que no pretendía ir tan lejos en la autoinculpación del 
Estado, ya que se sostenía mediante una trama de compromisos con los 
poderes del pasado, entre los cuales no era menor el peso del mismo pri, 

Citada por Aguayo y Treviño Rangel (2006). Este artículo analiza también los defectos del informe.62
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aún fuerte en el legislativo federal y particularmente en los gobiernos de 
los estados. La suerte de la Femospp y en concreto de los autores mate-
riales del documento se volvió incierta: 

En febrero del 2006, el equipo de investigación […] fue despedido sin mediar 
explicación alguna y sin el pago de honorarios correspondiente, por lo que 
veintisiete investigadores demandaron laboralmente a la pgr. […] Ante el 
escándalo, el Gobierno de Fox anunció que con la presentación del informe 
histórico oficial la Fiscalía había concluido su trabajo, pese a que su objetivo 
central era el de la procuración de justicia. A partir de esta acción, la Fiscalía 
ha sido paulatinamente recortada en recursos materiales y humanos y a los 
autores del informe se les siguen investigaciones administrativas por ser pre-
suntamente los responsables de haber filtrado la información.63

Los despedidos denunciaron en carta pública el riesgo de pérdida 
de la crucial información que había sustentado la investigación, más 
importante que el informe en sí.64 Por su lado, el fiscal especial anunció 
en marzo de 2006 que el documento filtrado era un borrador y que pos-
teriormente se haría público el informe propiamente dicho. Efectiva-
mente, en noviembre del mismo año consignó “un documento de poco 
más de 800 cuartillas, y en diciembre, cuando empezaba la nueva admi-
nistración federal [también encabezada por el Partido Acción Nacional] 
presuntamente el archivo histórico que había acumulado la Femospp 
fue entregado a otra área de la PGR” (“En la ‘pgr’ no existe...”, 2007). 
Se trataba de un material que, como valoró el escritor Carlos Montema-
yor, es sumamente “[…] valioso para el esclarecimiento de la guerra su-

AA.VV. (s. f.: 64). En este trabajo patrocinado por organizaciones civiles de derechos humanos se hace 
también un análisis de los defectos del documento de la Femospp, sin dejar de reconocer sus méritos.
“Lamentablemente, habiendo sido prácticamente desalojados de la Femospp […] no existieron garan-
tías de resguardo, protección y consulta pública del acervo reunido, compuesto por decenas de miles de 
reproducciones de documentos y fotografías de los fondos del Archivo General de la Nación, así como 
también por testimonios proporcionados por las víctimas” (AA.VV., s. f.: 65).

63
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cia en México en múltiples sentidos, más allá del empleo estrictamente 
legal” (Montemayor, 2006b).

Dos comentaristas relativizaron: “El informe de la FEMOSPP es 
valioso pero el gobierno lo dejó abandonado, como si se tratara de un 
hijo ilegítimo que no se quiere respaldar. Sería lamentable que termi-
nara minimizándose lo positivo del informe que hace aportes reales al 
conocimiento; sería un último atentado contra la verdad permitir que 
el acervo se destruyera” (Aguayo Quezada y Treviño Rangel, 2006). Y 
efectivamente, confirmando los malos augurios, el informe de la Femos-
pp desapareció de la página electrónica de la Procuraduría General de la 
República, en donde presuntamente debía hallarse.65 Del punto de vista 
oficial es, a la fecha, prácticamente un documento inexistente. (Lo an-
terior no impidió que el Senado de la República, en diciembre de 2008, 
decidiera normar que el 2 de octubre fuera una fecha de “duelo nacional” 
en que la bandera se ice a media asta).66 

Mas allá de la substancial controversia, el episodio de la Femospp 
provocó un cambio en el sentido de que los mecanismos de justicia se en-
caminaron por primera vez a poner en el ámbito de la investigación y de 
la sospecha de responsabilidad en delitos de lesa humanidad a un ex pre-

El borrador del informe y el informe oficial de la Femospp se encuentran en el sitio web del National 
Security Archive http://www.gwu.edu/~nsarchiv/mexico/).
“A 40 años de la matanza de Tlatelolco, el Senado aprobó ayer modificaciones legales para reconocer 
el 2 de octubre como una fecha de ‘duelo nacional’, por lo que cada año ese día se izará la bandera a 
media asta en escuelas y edificios públicos, así como en las sedes de las representaciones diplomáticas y 
consulares de México […] se trata de un reconocimiento histórico trascendente por parte del Estado 
mexicano de su responsabilidad en una acción brutal de ejercicio desmesurado de su fuerza represiva, 
durante un régimen político cerrado al respeto de las libertades ciudadanas […] Se trata de hechos his-
tóricos que se reconocen, cada vez con mayor amplitud, como un símbolo que permanentemente nos 
recuerda aquello que no debe volver a suceder en el camino que cotidianamente trazamos para alcanzar 
un sistema político, económico y social efectivamente democrático. Las comisiones dictaminadoras 
precisan que no se trata de otorgar al movimiento estudiantil del 68 un lugar en la historia, pues éste ya 
le pertenece, como tampoco de renacer o avivar una confrontación entre ciudadanos y gobierno. Por el 
contrario, ‘se propone dar un reconocimiento oficial al hecho histórico como elemento de conciliación 
ante la persistencia de una memoria fúnebre de los hechos’. Se trata de un reconocimiento del Estado 
sobre su responsabilidad en una acción brutal” (Ballinas y Becerril, 2008).
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sidente y a sus colaboradores más cercanos (Méndez y Castillo, 2004). A 
ello contribuyó la apertura de los medios de comunicación al posibilitar, 
desde distintas perspectivas, incluyendo a la de quienes quieren cumplir 
con la demanda de verdad y justicia, una socialización del conocimiento 
de la guerra sucia y de la responsabilidad estatal en los delitos del pasado, 
que trasciende las limitaciones, obstrucciones y fracasos de la fiscalía. 

Pero su desafortunado desenlace invita a retomar palabras de quien 
fuera director general de Investigación Ministerial A, Juan Carlos Sán-
chez Pontón, encargado de investigar las desapariciones forzadas y los 
movimientos sociales.

El informe de la Femospp: un desaparecido más
Por Gustavo Castillo García

A ocho meses de que desapareciera oficialmente la Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Po-

líticos del Pasado (Femospp), y a pesar del escándalo que se desató por la supuesta existencia de un 

informe histórico que daba cuenta de actos de lesa humanidad cometidos por policías y militares en 

México […] la Procuraduría Federal de la República (PGR) informó que ese material es ‘inexistente’. 

[…] 

Es decir, no están localizables o son “inexistentes” al menos 2 mil documentos obtenidos del Archivo 

General de la Nación (AGN) y otros acervos documentales que contenían información relacionada 

con las matanzas del 2 de octubre de 1968 y el 10 de junio de 1971, así como las detenciones ilegales 

y ejecuciones extrajudiciales de campesinos miembros de los grupos armados en Guerrero, Sinaloa, 

Jalisco, Chihuahua y Nuevo León, además de otras entidades.

Asimismo, están desaparecidas oficialmente, las 800 páginas que integraban el llamado Informe 

histórico a la sociedad mexicana 2006, el cual supuestamente fue entregado el 17 de noviembre de 

2006 por Ignacio Carrillo Prieto al entonces procurador (…) según consta en el comunicado de pren-

sa 1473/06 emitido por la PGR. 

Respecto a esto último, el 17 de noviembre de 2006 la PGR informó que “[…] remite al Instituto 

Nacional de Ciencias Penales este informe y documentos fuente para su análisis y estudio jurídico; la 

Recuadro 44
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La creación de la oficina del fiscal especial constituye para los agraviados di-
rectos e indirectos un derecho que no debe ni puede serles retirado súbita-
mente, pues al margen de las consideraciones sobre la negativa a la debida 
procuración y administración de justicia que representaría la desaparición de 
esta instancia especializada del Ministerio Público de la Federación (cuatro 
años en los que se formó personal especialista en derechos humanos), se les 
ha reconocido como un derecho a la justicia y la verdad en forma expresa y 
reclamable ante instancias judiciales nacionales o ante los sistemas interame-
ricano y universal de protección a los derechos humanos. Anders Kompass, 
representante de la oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos en México, reconoció en 2003 que la creación de la 
oficina del fiscal especial mostraba “el interés especial por parte del Ejecutivo 
federal para evitar la impunidad”, lo que hacía posible avances sustanciales en 
México. Tal situación quedaría cancelada de plano y se tendría como muestra 
de impunidad (Montemayor, 2006c). 

La variable presidentes

Lo que parece ser un nuevo ciclo en las políticas hacia el pasado en el 
Cono Sur y en México, a partir de modificaciones considerables que 
afectan diversos enclaves de impunidad no puede analizarse, como ya 

opinión pública podrá consultar este informe que busca la verdad histórica de los hechos en la pá-

gina de Internet de la institución; en el Archivo General de la Nación estarán los expedientes de las 

averiguaciones previas concluidas”.

 

Actualmente, en la página web de la PGR no existe ya ninguna liga que proporcione información de 

la Femospp, sus informes ni sus gastos de prensa, como ocurrió hasta abril de este año […]

Fuente: Gustavo Castillo García,  “En la PGR ‘no existe’ informe de la Femospp sobre actos de lesa humanidad”, La 

Jornada, 28 de agosto de 2007.
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67

68

se ha dicho, de manera independiente de las características personales 
de los presidentes que las promovieron. Sus comportamientos marcan 
una distancia considerable respecto a sus antecesores. 

Quien fuera presidente de Argentina, Néstor Kirchner, tiene la 
impronta de la generación de protesta de los años sesenta y setenta y 
ser amigo y correligionario de algunas de las víctimas de la dictadura; su 
invocación de esa experiencia es explícita aunque, naturalmente, más 
como rememoración que apunta a constituir identidad que como histo-
ria efectiva de los hechos vividos por el peronismo de izquierda.67 Esta 
reconstrucción hace que se recuerden algunos protagonistas y otros no, 
algunos proyectos y otros no, y explica la cuestionada declaración del 
presidente cuando inauguró el Museo de la Memoria en las instalacio-
nes emblemáticas de la tortura y la desaparición forzada (la Escuela de 
Mecánica de la Armada, la esma). Declaración en la que explícitamente 
no se incluyó lo realizado por el ex presidente Alfonsín e implícitamen-
te pareció transmitir la autoría de las primeras medidas de impugnación 
al terrorismo de Estado y sus responsables.68 En sus palabras lo dicho 
quedó registrado de esta manera:

Las cosas hay que llamarlas por su nombre y acá, si ustedes me permiten, ya no 
como compañero y hermano de tantos compañeros y hermanos que comparti-
mos aquel tiempo, sino como Presidente de la Nación Argentina vengo a pedir 
perdón de parte del Estado nacional por la vergüenza de haber callado durante 
20 años de democracia por tantas atrocidades. Hablemos claro: no es rencor ni 

Al respecto, Altamirano ha señalado: “Es una corriente que se conecta con su pasado, y produce una 
rememoración de ese pasado en torno a esa visión en la que, por ejemplo, Firmenich no tiene lugar […] 
Se conecta con un clivaje de orden generacional […] Es el peronismo que se retiró de la Plaza de Mayo 
el primero de mayo de 1974” (en Natanson, 2004: 66).
“Aquella mañana, Néstor Kirchner pronunció un discurso fuerte, que generó un mar de polémicas y 
críticas en varios sectores, incluido el progresista. Porque, de alguna manera, negó el trabajo realizado 
por Raúl Alfonsín y los organismos de derechos humanos. Néstor Kischner se equivocó en el lugar 
más sensible de sociedad política. ‘No desconozco los esfuerzos realizados por otros. No tengo una idea 
mesiánica, fundamentalista de la historia, no creo que la historia empiece en mí y termine en mí. Eso se 
puede haber interpretado en mi discurso en el acto de la esma’” (Wornat, 2005: 47).
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odio lo que nos guía, me guía la justicia y lucha contra la impunidad. Los que 
hicieron este hecho tenebroso y macabro de tantos campos de concentración, 
como fue la esma, tienen un solo nombre: son asesinos repudiados por el pue-
blo argentino.69 

También la trayectoria de Ricardo Lagos lo distancia de presidentes 
anteriores. Lagos pertenecía al Partido Socialista, había sido colabora-
dor del gobierno de Salvador Allende a la vez que, habiendo regresado a 
Chile en 1978, se convirtió en articulador político durante la apertura. 
En este contexto, en el que fue necesario construir espacios concertados 
para poner fin a la dictadura, Lagos se posicionó entre los sectores de 
decidido rechazo del terrorismo de Estado y erigió un singular liderazgo 
durante la campaña para el plebiscito de 1989.70 Al mismo tiempo ocu-
pó un lugar destacado en el ámbito de los derechos humanos. 

Siendo candidato presidencial por la Concertación Democrática, a 
partir de mayo de 1999, insertó en su programa la propuesta de la re-
forma, vía referendum, de la Constitución otorgada por los militares y se 
refirió a la necesidad de resolver el problema de los desaparecidos, como 
jalón necesario para completar la transición democrática.71 La deuda 

“La verdad es la libertad absoluta”, 2004.
En un programa de TV, en el marco de la campaña por el plebiscito, Ricardo Lagos exhibió su dedo 
acusador a Pinochet pese a la insistente interrupción de la periodista. “En una oportunidad histórica y 
en pleno gobierno militar, Canal 13 creó un programa de debate en vivo, ‘De cara al país’, donde abrió 
sus puertas a la oposición. El 25 de abril de 1988, el Partido por la Democracia es invitado, con su 
presidente a la cabeza y cuatro dirigentes. Apenas comienza el programa, Lagos habla con firmeza y a 
raíz de las preguntas de la periodista Raquel Correa, Lagos desafía a Pinochet, apuntándolo con el dedo 
‘(…) Usted va a tener que responder entre el sí o el no (…)’ Aquel dedo sentenciador, sería recordado 
hasta ahora” (“El dedo de Ricardo Lagos”, 1988).
“Durante la campaña para las elecciones del 12 de diciembre de 1999, tanto Lagos como su oponente 
Joaquín Lavín Infante, representante de la derecha propinochetista pero decidido a romper con su 
pasado reaccionario, apostaron por un discurso poco ideológico y trataron de obviar la cuestión del 
general, y pese al bajo perfil que en la campaña le dio al tema Pinochet, y ahora [entonces] senador 
vitalicio, candente al máximo a raíz de su detención en Londres a instancias de la justicia española para 
que respondiese por las violaciones de los Derechos Humanos cometidas durante su Gobierno. Cuando 
las últimas novedades del caso les obligaron a posicionarse, ambos coincidieron en que el ex dictador 

69
70

71
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con el pasado fue asumida también con la decisión de investigar, como 
se ha visto, otros hechos que trascienden las desapariciones forzadas, en-
globando la práctica sistemática de la prisión y la tortura. Lagos la hizo 
explícita en un discurso del 12 de agosto de 2003 junto con las acciones 
concretas, al menos para disminuirla. En el contexto de la entrega del 
informe de la Comisión Valech, hay que recordarlo, señaló: “No se trata 
sólo de horrores cometidos hace 31 años; se trata también de daños que 
permanecen hasta el día de hoy. Se trata también de una verdad que nos 
era debida, que era necesaria para completar la justicia y reparación para 
estas familias y que ellas tienen derecho”. 

Sin duda, una figura principal en el gabinete que apuntaló su políti-
ca fue Michelle Bachelet. La actual presidenta de Chile comenzó como 
ministra de Defensa a marcar un rumbo en las reparaciones, al menos 
simbólicas, referidas al pasado allendista y a las víctimas de la dictadura 
(Subercaseaux y Malú Sierra, 2005).

El presidente uruguayo Tabaré Vázquez (2005-2010) socialista tam-
bién pero sin trayectoria política y militante antes y durante la dictadura, 
llegó a la primera magistratura por una amplia coalición de centroiz-
quierda (Encuentro Progresista, Frente Amplio, Nueva Mayoría) en la 
que el Frente Amplio (fa) al cual pertenecía era el eje.72 El papel del fa 
como factor de cambio en la historia política tradicional, con su oposi-
ción a la dictadura y su condición de víctima de la represión, coloca a 
Vázquez a una considerable distancia de sus antecesores, orillándolo al 
cumplimiento de las demandas de verdad y justicia. Se diferencia de sus 
pares argentino y chileno por la imposibilidad de apelar a una identidad 
generacional o política que lo acerque estrechamente al pasado de las 
víctimas. Su biografía apenas registra una identidad de oposición a la 
dictadura al comenzar la apertura democrática: desde su posición de 

no estaba por encima de la ley y que la justicia chilena tenía perfecto derecho a procesarlo si encontraba 
causa para ello” (“Ricardo Lagos Escobar”, 2001).
Después de las elecciones de 2004, el Encuentro Progresista así como el Nuevo Espacio resuelven incor-
porarse al Frente Amplio. Tal decisión fue aceptada por el Plenario Nacional del Frente Amplio el 19 de 
noviembre 2005. Desde entonces el partido de gobierno es el fa.

72
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dirigente de un club deportivo en el popular barrio montevideano de La 
Teja, así como por su tarea social promoviendo ollas populares y meren-
deros. Se ha caracterizado por ser un hábil comunicador73 y también por 
tener poca sensibilidad para los códigos de una izquierda insertada en la 
historia nacional. Su compromiso con el esclarecimiento de los crímenes 
del pasado quedó establecido en los términos de ese discurso de toma de 
posesión. Su límite, o las zonas oscuras a iluminar del pasado de críme-
nes, quedaba sujeto al cumplimiento del artículo 4º de la Ley de Cadu-
cidad de la Pretensión Punitiva del Estado. En 2009, año de elecciones 
nacionales y en un contexto de campaña social y política que impulsa la 
iniciativa de reforma constitucional mediante el recurso plebiscitario pa-
ra anular los artículos del 1 al 4 de la Ley 15.848, el presidente Vázquez 
rectificó su postura: anunció públicamente que la apoyaría.74

Más allá de sus diferentes biografías, los tres presidentes del Cono 
Sur pertenecen a las colectividades políticas y a los proyectos alternativos 
de nación que las dictaduras buscaron eliminar; se caracterizan también 
por llegar a la primera magistratura sosteniendo un mayor compromi-
so con el tema de los derechos humanos, convencidos de la necesidad 
de cambiar la postura gubernamental al respecto. Sin embargo, tales 
conductas no se pueden aislar de los equilibrios de los sistemas políti-
cos, pues estos mandatarios ocupan la primera magistratura gracias a 
los reacomodos y variables relaciones de fuerzas que han regido a los 
gobiernos de las transiciones y subsiguientes. Ello parece imponer, en 

Véase Esquibel (1997).
“‘En lo personal, considero que el pueblo uruguayo no se merece tener una ley de impunidad como 
la que tenemos. Estoy absolutamente en contra de ella’, dijo Vázquez en una conferencia de prensa 
junto al presidente de Costa Rica, Oscar Arias, en el marco de una visita de Estado a San José. A la Ley 
de Caducidad ‘la considero absolutamente inconstitucional. Espero fervientemente como ciudadano 
uruguayo que el pueblo anule esta ley’, agregó Vázquez, en la víspera de que los grupos que buscan 
derogar esta norma entreguen las firmas que han recolectado para convocar a un referéndum. Vázquez 
dejó claro que apoya ‘en lo personal’ derogar esa norma, pero que como presidente su deber es respetar 
y hacer cumplir la Constitución y todas las leyes, incluida la Ley de Caducidad dictada en los años 
80 y ratificada en un referéndum el 15 de abril de 1989”. Véase “Vázquez apoya anulación Ley de 
Caducidad”, 2009.

73
74
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algún caso más que en otro, la cautelosa estrategia de avanzar sin arries-
gar vueltas a un pasado traumático. 

En un escenario un poco distinto, Vicente Fox en México, como 
se ha mencionado, asumió la presidencia en una coyuntura de cambio 
histórico de partido de gobierno en el siglo xx. Sin cortes significati-
vos en el régimen político (rupturas institucionales y recomposición de 
las mismas) toma posesión como resultado del triunfo del pan en las 
elecciones nacionales de 2000. Deja atrás 70 años de gobierno priista 
y llega con un controvertido pero voluminoso movimiento que busca 
el cambio en tanto derrota del pri. El llamado “voto útil” que sirvió 
para atraerle votos de ciudadanos descontentos que no pertenecían a su 
partido, constituyó una estrategia exitosa ideada por algunos asesores 
y grupos que le eran afines. De ahí que en Fox incidiera sobre todo el 
distanciamiento con el régimen priista y no la pertenencia a las elites 
negociadoras en las aperturas y, menos aún, parecería que su conducta 
divergente obedeciera a un convencimiento ético o ideológico de buscar 
verdad y justicia respecto a las violaciones de derechos humanos. 

En unos y otros países los gobernantes han sido acompañados por lo 
demás, de una renovación generacional en las fuerzas armadas cuya con-
secuencia no podría llegar a evaluarse como positiva totalmente, si se la 
considera para una forma distinta de tramitar el pasado. Subsistiendo en 
la práctica la solidaridad del gremio militar, se visualiza un cierto cambio 
de intereses y un alejamiento de quienes quisieran mantener la compli-
cidad en forma más activa con los responsables de los acontecimientos. 
En el caso de México, la relación está más estrechamente vinculada a un 
entramado de intereses tejido entre la esfera civil y política y la militar.

***

Para recapitular es pertinente plantearse ciertas interrogantes sobre 
el funcionamiento del Estado de derecho. ¿Se puede de manera indefi-
nida escamotear la verdad? ¿Puede un Estado calificado de democrático 
obviar el esclarecimiento del pasado en lo que cabe, tanto por su res-
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ponsabilidad en el ocultamiento de la información como, quizá, por su 
complicidad o su papel determinante en el pasado en la ejecución de los 
delitos? ¿Por cuánto tiempo las discusiones sobre la pertinencia jurídica 
o política pueden contraponerse a los derechos de los afectados?75 

La cuestión de la legalidad en las nuevas etapas de los sistemas po-
líticos latinoamericanos en la década de los ochenta, se trazó en una 
forma peculiar en relación con ciertas cuestiones pendientes como las 
que se han estado examinando. Como se inquirió anteriormente, ¿qué 
construcción democrática era posible con historias vedadas o limitadas, 
relatos excluyentes, crímenes encubiertos o responsables sin identificar y 
sin juzgar? El argumento tiene peso no sólo porque se debe cumplir con 
el derecho de las víctimas y de sus familiares sino porque hay un deber 
histórico con las sociedades mismas que fueron afectadas.

No se puede ocultar la compleja relación entre lo éticamente desea-
ble, lo políticamente necesario y lo estratégicamente posible. La razón de 
Estado volvió a pesar en la primera etapa de las transiciones a la democra-
cia, cuando el afán de estabilidad y la necesidad de los nuevos regímenes 
de coexistir con equipos castrenses heredados de las dictaduras fueron los 
criterios con que se enfrentó la cuestión del pasado. Sin embargo, para 
el Cono Sur, alrededor de veinte años de perspectiva histórica permiten 
comprobar que no se trataba sino de un primer paso: la credibilidad de 
la democracia necesariamente debía pasar en el corto o largo plazo por el 
derecho a la verdad, a la información, al conocimiento lo más exhaustivo 
posible de las violaciones de los derechos humanos, de la identidad de las 
víctimas y eventualmente de la localización de su paradero, las circuns-
tancias y los responsables de su desaparición.

La Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han determinado jurisprudencia en el 
proceso contra la impunidad. A partir de 1986 se han establecido normas en tema tales como: el dere-
cho a la verdad, el deber de los estados de investigar, el derecho de las víctimas y familiares de acceder 
a la justicia, la condena contra la impunidad, la prohibición de amnistías, la facultad otorgada a los 
órganos interamericanos de revisar los procesos penales, el cumplimiento de las órdenes internacionales 
y la creación de nuevos tratados (Cassel, 2001: 369).

76
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En esta perspectiva, es evidente que el esclarecimiento de los hechos 
y, por tanto, el conocimiento de la verdad, es un proceso. Difícilmente 
pues se deben esperar soluciones definitivas o completamente satisfacto-
rias; por mucho tiempo seguirán produciéndose marchas y contramar-
chas e incluso giros sorpresivos. 

Lo definitorio en estos giros de la política en torno al pasado radica 
precisamente en la definición del estatuto democrático en sí, más que en 
la orientación de gobiernos y partidos en el poder. Los últimos movi-
mientos en este complicado tablero de ajedrez examinados en este capí-
tulo muestran que en los cuatro países revisados los gobiernos recientes 
—más allá de sus filosofías políticas inspiradoras, así sean conservadoras 
o de centro izquierda— han debido, por la fuerza de los hechos, abrir 
nuevos caminos en las investigaciones, las posturas ante los juicios y las 
tomas de posición de las autoridades, produciendo cambios notorios en 
las versiones oficiales. También el contraste entre los tres casos sudame-
ricanos y el mexicano, con sus profundas diferencias históricas a pesar 
del pasado autoritario, marca una dinámica política en parte similar del 
tratamiento del tema de la guerra sucia, lo que sugiere que hay variables 
estructurales comunes subyacentes. Quizás influyan, como ya se apuntó, 
cálculos políticos basados en una realidad actual y en una dinámica de 
actores e intereses nacionales e internacionales muy distintas a aquella 
en que se produjeron las violaciones masivas de derechos humanos, pero 
esto no quita la evidencia de que los asuntos irresueltos tienen una capa-
cidad persistente de reinsertarse en la agenda política.

De acuerdo con esto, argumentar la imposibilidad de una revisión to-
tal para no arriesgar la gobernabilidad, pudo ser viable en una perspectiva 
inmediatista, sobre todo en los años ochenta, pero a costa de afectar la re-
construcción del tejido social y de la institucionalidad democrática. Ésta 
no puede erigirse sobre la discriminación, o sea, sobre la base de personas 
que no tienen derecho a la información sobre sus familiares y el drama 
vivido y otra categoría a la que se permitió delinquir sin ser investigados 
ni juzgados. Sobre el olvido como memoria oficial no hay posibilidad 
democrática. 
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Con estas y otras conflictivas decisiones que han exhibido la zigza-
gueante evolución de exhumación del pasado con verdad y justicia, los 
cambios oficiales producidos en las estructuras legales y en las manifes-
taciones del orden más simbólico, permiten sostener que esos últimos 
años comenzó a producirse un giro que hasta el presente tiende a re-
forzarse  mediante políticas de resarcimiento personal y colectivo de las 
víctimas.  ◆
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Conclusiones

La principal enseñanza de las cuatro experiencias nacionales revisadas ra-
dica en que es posible —incluso inevitable— develar la verdad del pasado 
inmediato, en respuesta a demandas nacionales e internacionales. Dichas 
presiones surgen de la sociedad civil, pero finalmente se imponen en el 
ámbito gubernamental, en principio reticente. Si la represión fungió como 
una eficaz herramienta de los regímenes autoritarios para abatir la subver-
sión —los militares sureños incluso la usaron para erradicar el mal identifi-
cado con el comunismo mundial y la tercera guerra mundial—, su secuela 
de violaciones de los derechos humanos es un punto obligado a incluir en 
la agenda nacional. Lo que se debe a que uno de los pilares de la gestión 
gubernamental en los procesos de redemocratización ha sido el reconoci-
miento de actores sociales y organizaciones políticas antes excluidos. Tal ob-
jetivo es difícil de concretar sin escuchar los agravios que éstos han sufrido.

Las causas y responsabilidades de las rupturas institucionales que 
trajeron o agudizaron al extremo la represión estatal han generado po-
siciones enfrentadas, en particular por las razones que las provocaron, 
pero es cierto también que a medida que el terror de Estado desaparece, 
se procesan los miedos, se sanan los traumas, se socializan los aconteci-
mientos, crece la desaprobación y el rechazo del uso indiscriminado del 
poder del Estado manifiesto en la autoría de crímenes de lesa humanidad.

Diversos fueron los itinerarios que llevaron al terrorismo de Estado1 
en los países examinados aquí. Pero el estilo y extensión del uso de la 

Entendido como ataque más o menos indiscriminado del Estado contra sectores de la población civil.1

varela-dutrenit 1a reimpresión.indd   369 19/08/16   12:20 p.m.

© Flacso México



370 ◆  Tramitando el pasado. Violaciones de los derechos humanos y agendas gubernamentales

fuerza que estaba en contradicción con los órdenes normativos de tales 
naciones, así como con los compromisos internacionales relativos a la 
protección de los derechos humanos (más allá de que en su momento 
cada régimen pudiera instituir ajustes a su legislación) dejó a la poste-
ridad un conflicto ético y político aún sin plena resolución en nuestros 
días que ha servido de elemento cuestionador y también dinamizador de 
la política postautoritaria. 

A partir de los procesos transicionales fechados en las décadas de los 
ochenta y noventa, esa herencia se ha transformado en punto sustantivo 
de la discusión sobre el alcance de la democracia. La transición inaugural 
fue la argentina y con ella se desencadenó una serie de decisiones atinentes 
a los delitos de lesa humanidad con repercusiones de mediano o largo 
plazo en los otros países del Cono Sur.2 Fue una experiencia pionera en 
cuanto a dejar atrás el régimen dictatorial y su componente violatorio de 
derechos humanos. Las decisiones inaugurales también marcaron un estilo 
o disposición por esclarecer, correr el velo, reconocer y conocer el pasado 
hasta convertirse en uno de los referentes más trascendentes a nivel inter-
nacional sobre el tema —ya no el de los juicios de Núremberg y Tokio.3

A partir de lo sucedido en Argentina, se mostró que se podía cum-
plir con el deber a que todo Estado se ve obligado internamente y en sus 
compromisos internacionales, en forma permanente. Los aprendizajes 
de lo ocurrido en éste y los otros casos abordados han sido útiles para la 
evolución de la doctrina internacional. Las lecciones de las nuevas tran-
siciones políticas se han acumulado gradualmente.4

Por ejemplo, la reciente sentencia de la Suprema Corte de Justicia uruguaya que declara inaplicable por 
inconstitucional la Ley de Caducidad a un caso concreto, cita en su apoyo la experiencia argentina de 
anulación de las leyes de perdón a los militares.
“Los cuales fueron un componente clave en los esfuerzos de los Aliados por establecer un nuevo orden en 
Alemania y en Japón —y un nuevo orden internacional— después de la Segunda Guerra Mundial. La 
experiencia traumática de esa guerra también fue el factor determinante en la proliferación de tratados 
sobre derechos humanos y sobre derecho internacional humanitario que tuvo lugar a finales de la década 
de los cuarenta y en los años subsiguientes” (Zalaquett, “Procesos de Transición...”).
Beristain (s.a.), “Reconciliación y democratización...”.

2

3

4
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Todavía el caso argentino conserva su vigencia como el más decisivo 
en acciones tendientes a conocer la verdad para convertirla en una parte 
insoslayable del binomio verdad–justicia;5 se ha demostrado también que 
la capacidad gubernamental de cumplir con las obligaciones es cuestión 
de voluntad —lo cual contiene un componente principal de estrategia—. 
Y aunque la experiencia chilena quizá sea la más clara en la combinación 
de voluntad política con factibilidad estratégica —dadas las circunstan-
cias de la transición, aunque no necesariamente estas dos variables siem-
pre se acompasen adecuadamente—, lo importante de las decisiones que 
se tomaron en Argentina fue que, pese a los titubeos posteriores, fijaron 
hasta dónde podía llegar la justicia en casos como los aquí tratados.

Otras variables también determinaron conductas. Como se ha vis-
to en el capítulo uno, los partidos políticos más convencionales y sus 
elites fueron marginados y hasta fuertemente reprimidos, pero resulta-
ron luego protagonistas fundamentales de las aperturas en las que, según 
los procesos nacionales, tuvieron fuerza los movimientos sociales. Estos 
actores terminaron por convertirse en los hacedores de las estrategias so-
bre cómo tramitar el pasado una vez que se ubicaron nuevamente en 
la estructura del poder estatal o del sistema político en general. Incluso 
en la experiencia mexicana, con un sistema relativamente más abierto, 
los partidos de oposición alcanzaron una cuota mayor de presión y la 
izquierda se incorporó a la vida legal luego de décadas de clandestinidad 
o semiclandestinidad.

La acción de los partidos y sus directivos es importante en la deter-
minación y alcance de las estrategias y las decisiones sobre el legado de 
violaciones de los derechos humanos. En su papel de actores claves de las 
transiciones que luego acaban incorporándose a los nuevos gobiernos 
democráticos, ante la magnitud, así como ante la diversidad de los deli-
tos en discusión con que se encuentran una vez en el poder, han debido 

Aún persiste el debate que fracturó a algunas de las organizaciones de familiares respecto al alcance de la 
verdad y su relación con el de la justicia. Sin ésta, los responsables de los crímenes se constituyen en 
ciudadanos de primera que pueden delinquir sin ser juzgados. 

5
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tomar decisiones que involucran tanto a las víctimas en sentido amplio 
(directas y familiares) como a sus presuntos victimarios. 

Si en el caso de Argentina se pudo avanzar más decididamente de-
bido a la derrota que en su propio terreno y especialidad recibieron las 
fuerzas armadas, no siendo suficiente como para evitar sus inmediatos 
levantamientos —y menos para desestimar las leyes impuestas por las 
elites políticas en 1986 y 1987 para frenar el impulso de justicia y has-
ta para indultar sus sentencias como en 1989 y 1990—, el desafío en 
Chile y Uruguay resultó distinto. En estos países la retirada política 
concretada en pactos y convocatorias electorales no debilitó la fuerza 
de la institución militar y sí, en cambio, aumentó la red de acuerdos, 
compromisos y hasta complicidades tendientes a evitar revisiones de su 
actuación. Más bien lo reforzó si se valoran las normas que, dictadas 
durante la dictadura o después, permanecieron incrustadas en las legis-
laciones poniendo en tensión institucional cualquier intento de cambio. 
La referencia a Chile es, en particular, por la amnistía de 1978 y la cons-
titución de 1980, pero no menos grave para el derecho a la verdad es la 
ley uruguaya de 1986, ratificada por referendo y plebiscito en 1989 y 
2009, respectivamente. 

Para México, la senda ha sido no menos enmarañada. El cambio gra-
dual de un sistema político sin grandes rupturas, con una legislación no 
proclive a tipificar delitos por violaciones graves6 y una voluntad política 
poco nítida en cuanto al compromiso de esclarecer y determinar respon-
sabilidades, ha puesto más de una vez a los tomadores de decisiones en 
dificultades. En este sentido, resulta un buen ejemplo la confusa y fraca-
sada acción de la justicia contra el ex presidente Luis Echeverría Álvarez.  

Si la consigna de reconciliación nacional acompañó el transcurso de 
las transiciones y un reto común fue alcanzar la estabilidad en la demo-
cratización al tiempo que definir una política sobre las violaciones ma-
sivas de derechos humanos y su legado, es considerable la evolución en 
estas casi tres décadas lo mismo que su insuficiencia.

Véase ictj (2008).  6
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Y pese a que en todos los países se ha discutido la generación de una 
política dirigida sobre los delitos del pasado, observada en el Cono Sur 
como un amplio abanico de decisiones de esclarecimiento y justicia me-
diante distintos instrumentos reparatorios, lo tramitado mantiene hechos 
soterrados y encausamientos aplazados si se piensa en la magnitud del 
horror y el alcance numérico de los afectados (Lira, 2004). Surge así un 
rezago si esto se considera y se valora según el propósito que deberían 
tener los regímenes posteriores a los autoritarismos. Es decir, la construc-
ción de una institucionalidad con orden moral que incluya la repulsa de 
los delitos y el fomento de una cultura que efectivamente tienda a un 
“nunca más”. 

Este rezago ha sido cuestionado con distinto énfasis dependiendo de 
la evolución en cada país interna e internacionalmente como lo demues-
tran para los cuatro casos nacionales las reiteradas demandas presentadas 
en las respectivas instancias interamericanas de derechos humanos, los 
encausamientos y procesamientos de responsables de crímenes de lesa 
humanidad. Después de este recorrido ¿cómo se evalúa lo logrado en 
el período que comprende el resquebrajamiento del autoritarismo y las 
políticas de distintos actores orientadas a resolver el pasado? En otras 
palabras, ¿puede un Estado calificado de democrático obviar el escla-
recimiento del pasado en lo que cabe, tanto por su responsabilidad en 
el ocultamiento de la información como por su complicidad o su papel 
determinante en ese pasado cargado de delitos?

El diseño y puesta en práctica de medidas oficiales para esclarecer 
el pasado deben obligatoriamente anclarse en un espacio público. Esa 
verdad no sólo repara a las víctimas directas sino a la sociedad que ha 
sufrido por acciones que violentaron derechos esenciales de las personas. 
Cuando las violaciones de los derechos humanos han sido producto de 
una represión masiva, no sólo las medidas informativas deben alcanzar al 
conjunto social, sino también las reparatorias. En el proceso de conocer y 
reconocer se refuerza el valor de no repetición y se dignifica a las víctimas. 

Sin embargo, como se ha visto, el camino no sólo es diverso sino tam-
bién contradictorio, zigzagueante y, por momentos, creador o sostén de 
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estados de cuasi impunidad, atentatorios contra la construcción demo-
crática. Por otra parte, dentro de este cambiante itinerario en que se ha 
acelerado, al mismo tiempo que frenado, el conjunto de las políticas ha-
cia el pasado, en cierta medida se ha ido logrando un posicionamiento 
más cabal del tema de los derechos humanos, de su significado moral y 
político, así como del carácter de  los instrumentos reparatorios a aplicar. 

De esta forma se superó una primera etapa en los países del Cono Sur 
en la que, salvando las distancias entre lo acontecido en uno respecto del 
otro, se diseñó una estrategia inmediatista, entendida como óptima para 
frenar la investigación y concluir con un relato parcial de ese pasado. 
Estas estrategias cortoplacistas violentaron principios jurídicos básicos, 
se contradijeron acuerdos y convenciones internacionales, se descuidó el 
impacto que en toda sociedad provoca la convivencia entre víctimas y 
victimarios sin que medie la autoridad del Estado, y se reforzó el efecto 
de lo siniestro de las experiencias, con la amenaza latente de su posible 
reproducción. 

Persistentes conflictos y paradojas se expresaron gráficamente en la 
permanencia de los traumas del pasado y en la discusión de cómo su-
perarlo. Puesto que el pasado no se cierra por decreto, las decisiones 
oficiales están obligadas más allá de los cálculos de las elites políticas.  

Los gobiernos fueron exhibiendo distintas actitudes —con sus co-
rrespondientes políticas y decisiones concretas— ante la verdad y la jus-
ticia, sin embargo es notorio que el cambio respecto de las primeras y 
raigales decisiones tiene que ver con una voluntad política y con una 
nítida ruptura o distanciamiento generacional con los protagonistas eje-
cutores de las transiciones. Esto marca un punto de inflexión, un clivaje 
en las estrategias desde la cúspide gubernamental con el pasado. 

Ese cambio ha correspondido, sobre todo, al nivel de los presiden-
tes, si bien menos patente —aunque no totalmente inexistente— en las 
jerarquías militares. Sin duda, tal trasiego ha favorecido en estas últimas 
una doctrina —empero aún reciente— por la que ha vuelto a predo-
minar el respeto a la jerarquía civil y a la institucionalidad. Al mediar 
los noventa del siglo xx, declaraciones públicas de reconocimiento de 
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la responsabilidad castrense se sucedieron en Argentina y Chile sin que 
por ello pudiera aseverarse que tales actitudes fueran extensivas al grue-
so de la institución militar. A esta comprobación de sucesos abona la 
experiencia internacional de que los represores más reconocidos en sus 
reprobables acciones no han manifestado remordimiento por sus críme-
nes documentados ni mucha voluntad de cooperar en la búsqueda de 
la verdad. 

La contraparte, motor de la búsqueda de la verdad y la demanda de 
justicia, han sido las organizaciones de familiares personificadas en un 
movimiento emblemático como el de Madres y Abuelas de Plaza de Ma-
yo. Sus reclamos y hallazgos han removido y vulnerado las estructuras 
de la impunidad que durante años se mantuvieron. Camino poco ima-
ginado sin la dimensión internacional que repercutió en el impulso del 
derecho a la verdad y en el posicionamiento respecto de ello de algunos 
gobernantes en especial. La demanda dio lugar a la búsqueda obstinada 
y fructífera de alternativas. A mediados de los noventa se instituyeron 
los juicios por la verdad que hoy representan un espacio formal, válido 
y en el que confluyen periódicamente como ámbito de poder logrado 
desde la sociedad civil, acusados y denunciantes. 

Poco de esto podría haber sucedido y mantenido en el tiempo sin 
que simultáneamente no se hubiera procesado un necesario distancia-
miento entre las decisiones políticas y las iniciativas judiciales. Lentos 
pero finalmente consistentes, parecen el desligue e independencia en la 
actividad de los poderes. Así y todo, los hechos aún no revelan la firmeza 
de esta tendencia. Una yuxtaposición de voluntades políticas parecen in-
dicar la ratificación del cambio producido en tanto reconocimientos de 
los crímenes cometidos en un contexto de terrorismo de Estado y un 
deber de resarcir en el presente y construir estamentos sólidos para no 
repetir la historia. 

Para México, el único país de los estudiados que conservó su régi-
men civil, también falta un buen trecho por recorrer. A ocho años de 
un informe en que se reconocían sucesos atentatorios de los derechos 
humanos por responsabilidad de agentes de Estado y transcurrido el 
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mismo tiempo de haber instalado una fiscalía para su investigación, los 
hechos han evidenciado que el sistema democrático instaurado y ratifi-
cado por varias elecciones sucesivas, con reconocimiento incluido de la 
necesidad de investigar oficialmente el pasado en materia de derechos 
humanos, se enfrenta a una especie de trampa. Si la propuesta fue mostrar 
que la oposición, al llegar al poder, prestaría oídos al clamor internacio-
nal de defensa de los derechos humanos, de rechazo y castigo a quienes 
en el uso del poder del Estado incurrieran en delitos, el resultado insóli-
to (y hasta mágico) de que el informe solicitado a la fiscalía por parte del 
presidente de la República terminara siendo un desaparecido él mismo, 
y que el complicado, polémico y confuso juicio a Echeverría desembo-
cara en nada, pone muy en duda la voluntad gubernamental.

Pero al final la pregunta sería si las cuentas por saldar7 se mantienen  
intactas, si se encuentran en el mismo punto que cuando concluyeron 
aquellos regímenes. Después de recorrer estas páginas, la respuesta es 
que ni en el caso más extremo de negación y no resarcimiento del daño 
causado se está en el mismo lugar. La demanda se instaló en el ámbito 
público, en los medios de comunicación, en la preocupación de acadé-
micos y periodistas, en el diálogo en las aulas y en los espacios en que las 
víctimas son rememoradas.  ◆

Así titula Denise Dresser un artículo a propósito de la guerra sucia y la memoria en México, publicado 
en Nexos (julio–agosto 2004: 31-38).

7
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